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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, y la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz Pollmann.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Las actas de las sesiones 56ª y 57ª, ordinarias, en  9 y 10 de octubre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Siete de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con los seis primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (boletín Nº 3.975-13).



2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



3.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las policías (boletín Nº 4.321-07).



4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (boletín N° 4.438-07).



5.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial; al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, y a otros cuerpos legales (boletín Nº 4.813-06).



6.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que enmienda el Libro V del Código del Trabajo y la ley N° 20.087, que establece un nuevo Procedimiento Laboral (boletín N° 4.814-13).



Con el último retira y hace presente la “simple” urgencia acerca del proyecto que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (boletín N° 5.012-03).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero informa que tomó conocimiento del rechazo del Senado al proyecto que modifica la ley N° 18.755, sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, estableciendo la obligación que indica (boletín N° 5.044-01), (Véase en los Anexos, documento.1) y remite la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta.



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo informa que aprobó el proyecto que introduce enmiendas a la ley N° 19.464 y otorga beneficios que indica (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 5.085-04). (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda.



Con el tercero pide el acuerdo del Senado para archivar, a solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República, el proyecto de ley que exime durante el plazo que indica del cumplimiento de los requisitos establecidos en el Código de Aguas para cursar la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje (boletín N° 5.152-09).



--Se accede al archivo pedido.



Con el cuarto comunica que aprobó el proyecto de ley que consagra el principio de neutralidad en la red para los consumidores y usuarios de Internet (boletín N° 4.915-19). (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Con el último informa que prestó su aprobación al proyecto que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 5.012-03). (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Del Tribunal Constitucional, mediante el que remite copia de la sentencia dictada en relación con la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulada en contra de la letra d) del artículo 17 y del artículo 19 de la ley N° 18.216.



--Se toma conocimiento. 



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, referido a los temas tratados por el Grupo Parlamentario de Amistad Chileno-Japonés.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Naranjo, relativo al aporte que realiza el personal activo del Ejército de Chile a favor de la defensa judicial de militares que están siendo procesados por violaciones a los derechos humanos.



De la señora Ministra de Planificación, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre de los Senadores señores Vásquez, Escalona y Muñoz Barra, referido a la necesidad de enviar a tramitación un proyecto de ley para desafectar tierras indígenas y otorgar facultades al Director de la CONADI en las materias que se indican.



Seis del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los tres primeros responde igual número de oficios remitidos en nombre del Senador señor Horvath, relativos al abastecimiento de combustible en el aeropuerto de Balmaceda, a la conexión vial entre Puerto Chacabuco y Quiltralco (Undécima Región) y a la regularización de derechos de agua para las pisciculturas de la Región de Aisén.



Con el cuarto contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Kuschel, atinente a obras de conservación en caminos de las Islas Huar y Puluqui (Región de Los Lagos).



Con el quinto da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Larraín, respecto a la participación de los regantes en los beneficios económicos de las centrales hidroeléctricas asociadas al embalse Ancoa, en la provincia de Linares.



Con el sexto contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, concerniente al embalse Río Purén.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Larraín, relativo al subsidio para ampliación y reparación de viviendas del sector rural.



De la señora Ministra de Agricultura subrogante, por el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, acerca del proyecto de construcción del embalse Río Purén, en la Región de La Araucanía.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la CORFO, a través del que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre el funcionamiento de la Agencia Regional de Desarrollo Productivo (ARDP) de la Undécima Región.



Del Director General de Aeronáutica Civil, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, atinente a denuncias que afectarían a la línea aérea Sky.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, concerniente a información sobre las bandas o pandillas delictuales que actúan en las diversas comunas del país.



Del señor Gerente General de la Empresa Portuaria de Arica, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, en cuanto a situaciones actual y futura del puerto de Arica.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la figura de las personas competentes y crea la Comisión Calificadora de Competencias de Recursos y Reservas Mineras (boletín N° 4.065-07). (Véase en los Anexos, documento 5).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.886 para asegurar la protección de los trabajadores y la libre competencia en la provisión de bienes y servicios a la Administración del Estado (boletín N° 3.620-13). (Véase en los Anexos, documento 6).


De las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 4.742-13). (Véase en los Anexos, documento 7).


De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 3.557, de 1981, que establece disposiciones para la protección agrícola, con el objeto de corregir la falsedad en la información declarada (boletín Nº 5.043-01). (Véase en los Anexos, documento 8).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en los siguientes proyectos: el que modifica la Ley de Tránsito en materia de carreras ilegales de vehículos motorizados (boletín Nº 4.507-15); el que modifica la Ley de Tránsito con el objeto de aumentar la sanción por conducir vehículos a alta velocidad, según el exceso en que se incurra (boletín N° 5.088-15); el que modifica la Ley de Tránsito con la finalidad de aumentar las sanciones por conducir a exceso de velocidad (boletín N° 5.124-15), y el que modifica la Ley de Tránsito y otros cuerpos legales incorporando como infracción gravísima conducir vehículos en competencia con otros y estableciendo el comiso de ellos (boletín N° 5.144-15). (Véase en los Anexos, documento 9).


Nuevo segundo informe de la Comisión de Obras Públicas recaído en los siguientes proyectos de ley: el que modifica sanción por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas y el relativo al cobro de indemnizaciones compensatorias a los infractores de tarifas o peajes de obras concesionadas (boletines N° s 4.838-09 y 4.840-09, refundidos), y el referente al término del procedimiento de cobro de deudas ante juzgados de policía local en caso que señala (boletín Nº 4.826-07). (Véase en los Anexos, documento 10).


Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece procedimiento de saneamiento y regularización de loteos (boletín Nº 4.981-14). (Véase en los Anexos, documento 11).


Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socioeconómicamente vulnerables (con urgencia calificada de “simple”) (boletín Nº 4.030-04). (Véanse en los Anexos, documentos 12 y 13).


--Quedan para tabla

Moción



De los Senadores señores Espina, Allamand, García, Prokurica y Romero, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que establece la obligación de otorgar defensa penal y asesoría jurídica a las personas naturales que han sido víctimas de delitos y que no puedan procurárselas por sí mismas (boletín N° 5.408-07). (Véase en los Anexos, documento 14).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Muñoz Aburto con la que inicia un proyecto de ley que fija el 21 de septiembre de cada año como feriado para la provincia de Chiloé y para la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.


--Se declara inadmisible, por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 

Solicitud de desarchivo



Del Senador señor Horvath, mediante la cual pide el desarchivo del proyecto de ley que dispone la obligación de dar cuenta anual de la actividad parlamentaria (boletín N° 1.812-07).


--Se accede al desarchivo solicitado y la iniciativa vuelve a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

El señor PIZARRO.- ¿Por qué se archivó dicha iniciativa, señor Presidente? Se trata de un proyecto antiguo.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Conforme al Reglamento, transcurridos dos años sin que la Comisión se hubiere pronunciado sobre los asuntos sometidos a su conocimiento, corresponde automáticamente su archivo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Exactamente. Después de dos años pasan al archivo, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- ¿Y ahora va a quedar durmiendo en la Comisión?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cualquier señor Senador puede pedir el desarchivo de una iniciativa y esta vuelve al estado en que se encontraba al momento de ser archivada.






)----------------(

El señor SABAG.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor SABAG.- Señor Presidente, pido recabar el asentimiento de la Sala para que la Quinta Subcomisión Mixta de Presupuestos pueda funcionar paralelamente con ella, dado que tenemos personas invitadas a dicha sesión.



Ello, con el compromiso de que si hubiere que votar volveríamos inmediatamente al Hemiciclo.

El señor ARANCIBIA.- No hay acuerdo.

El señor SABAG.- El proyecto de Ley de Presupuestos tiene prioridad por sobre otras materias.

El señor ARANCIBIA.- Lo que importa es que aquí, en la Sala, haya un debate que enriquezca las iniciativas sometidas a su consideración.

El señor SABAG.- Se trata solo de dos o tres Senadores, quienes volveremos cuando corresponda votar.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Si no hubiere inconveniente, se accedería a lo solicitado.

El señor ARANCIBIA.- Conforme.



--Así se acuerda. 

El señor CHADWICK.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, según la información de que dispongo, el plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre los tribunales de familia vence el próximo lunes 22. Por lo tanto, solicito extenderlo hasta el lunes 29 de octubre, a fin de contar con mayor tiempo para su estudio y coincidir así con el regreso de la semana regional.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, deseo aprovechar la oportunidad para pedir que se recabe la anuencia de la Sala a objeto de que la Primera Subcomisión Mixta de Presupuestos sesione paralelamente con ella, a partir de las 18.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Si no hubiere objeción, se accedería a lo solicitado.



--Así se acuerda.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- El señor Secretario dará a conocer los acuerdos de Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1.- Retirar de la tabla, hasta el próximo 4 de diciembre, el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Cantero, Flores, Gómez y Orpis, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, con el fin de establecer una cuota extraordinaria anual de captura del jurel en la Primera, Segunda y Decimoquinta Regiones.



2.- Abrir un nuevo plazo, hasta el lunes 29 de octubre, a las 12, para presentar indicaciones a los siguientes proyectos de ley:



a) El relativo a los juegos de azar, y



b) El referente a los incentivos tributarios a la inversión privada en investigación y desarrollo.



3.- Por último, autorizar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para tratar tanto en general cuanto en particular, en su primer informe, el proyecto sobre voto de chilenos en el extranjero.

MECANISMO PARA TRAMITACIÓN DE 

PROYECTOS DE ACUERDO EN SALA
El señor NARANJO.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, reitero lo que he venido planteando en sesiones anteriores.



En la sesión del martes pasado se me dijo que en la próxima reunión de Comités se iba a resolver acerca de los proyectos de acuerdo. Sin embargo, noto que sobre la materia no se ha adoptado resolución alguna y, por consiguiente, seguiremos negando a esta Sala la posibilidad de pronunciarse respecto de tales asuntos, los cuales duermen en las Comisiones técnicas hace más de dos meses.



Por lo tanto, pido que de una vez por todas se precise este punto. Si la política de la Mesa es que no se vean los proyectos de acuerdo en la Sala, que se opte por ese camino y todos quedamos conformes; pero no es dable que se siga dilatando una situación que me parece absurda. Antes era muy expedito: se presentaban los proyectos de acuerdo y la Honorable Sala votaba a favor o en contra.



Desde que se cambió el sistema, nunca más hemos podido pronunciarnos sobre tales materias, pues los órganos técnicos correspondientes no las han remitido a este Hemiciclo.

 El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Me comprometo a llevar el tema a la próxima reunión de Comités.



Pensé que en la reunión de hoy en la tarde algún Comité plantearía tal asunto. Sin embargo, desgraciadamente, no fue así. Esa es la razón por la cual no fue abordado.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, a propósito de lo planteado por el Honorable señor Naranjo, quería informar que hoy día en la Comisión de Relaciones Exteriores estuvimos analizando un proyecto de acuerdo presentado por varios señores Senadores relativo a la trágica situación que se vive en Myanmar.



Más allá de la opinión técnica, que sí la tuvo la Comisión, porque estudió la materia y se recabaron algunas apreciaciones y antecedentes, nos surgió la duda hasta dónde llegaba el mandato de informar los proyectos de acuerdo. Porque como son personales, resulta difícil enmendar desde un órgano especializado lo planteado por los señores Senadores que suscriben el documento.



Por lo tanto, nos pareció pertinente, junto con entregar nuestra opinión y hablar con los firmantes del proyecto de acuerdo, pedir que se nos aclarara el alcance exacto del mandato que la Sala da a la Comisión para que informe. Porque, ¿qué objeto tiene emitir nuestro parecer y proponer que se cambie esto o aquello, si la voluntad de los autores es otra y quieren expresar algo distinto?



En tal sentido, el procedimiento parece bastante ilógico y hay que clarificarlo.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, no deseo que lo planteado por el Senador señor Pizarro quede en el aire, porque corresponde a una parte muy importante de la discusión habida en nuestra Comisión.



Pido a la Mesa que fije un criterio respecto de cuál es el rol de la Comisión técnica en la validación de los proyectos de acuerdo. Porque hay varias alternativas: una, decir que está correcto, pero desconozco si tiene facultades para eso; dos, sostener que se encuentra incorrecto; tres, plantear que hay un problema en cuanto a algún considerando; o bien, sugerir modificaciones sobre la forma de expresar las conclusiones.



La idea de mandar a la Comisión un proyecto de acuerdo sin fijar tales criterios expone al órgano especializado, en forma involuntaria, a coartar la libertad de los señores Senadores para  presentarlos o a censurar parte de ellos.



En consecuencia, pedimos que se fije con exactitud cuáles son las atribuciones y las obligaciones de las Comisiones técnicas respecto de los proyectos de acuerdo.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, recuerdo que en reunión de Comités discutimos precisamente la posibilidad de que los proyectos de acuerdo fueran o no constitucionales. Y ese fue todo el problema, a menos que Secretaría tenga una información distinta.



Básicamente, se trató de las diferentes formas de ver los proyectos de acuerdo en atención a que la Cámara de Diputados reclamó, en su momento, de que muchos correspondían a materias propias de fiscalización.



Por eso, hablo de constitucionalidad, en términos de que pueden ser proyectos de acuerdo u oficios concernientes a fiscalización.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, creo que hubo dos consideraciones. La primera era más bien de tipo reglamentario, formal, como señaló el Senador señor Vásquez, debido a que muchos proyectos de acuerdo tenían un carácter fiscalizador.



Y la segunda, que el tema de los proyectos de acuerdo se había “chacreado” -para hablar en castellano antiguo-,…

El señor ÁVILA.- No es antiguo, señor Senador.

El señor NOVOA.- …ya que en todas las sesiones se presentaban 5, 6 ó 7 iniciativas de esa naturaleza que nadie tomaba en cuenta en el Senado y se daban por aprobadas. Incluso, muchas veces no se podían despachar, porque ni siquiera sus autores estaban presentes en la Sala.



En esa reunión de Comités se recordó que, tradicionalmente, los acuerdos del Senado se reservaban para asuntos de gran importancia. Y cada vez que la Corporación adoptaba una resolución de esa índole era con el propósito de llamar la atención al país sobre materias muy delicadas. Y con el fin de evitar ese “festival” de proyectos de acuerdos, se pensó que era mejor enviarlos a las Comisiones, así los señores Senadores iban a ser menos creativos.

El señor ÁVILA. ¿Me permite una observación, señor Presidente?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, el hecho de que los proyectos de acuerdo pasen por las Comisiones no tiene necesariamente que eliminar la creatividad. Quizás aumentemos el rigor, lo que es distinto.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- El señor Secretario explicará el acuerdo de Comités de que se hizo mención.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El acuerdo de Comités planteaba algo que acaba de decir el Honorable señor Vásquez: que, previa declaración de la Mesa sobre su constitucionalidad, los proyectos de acuerdo pasaran a Comisión para ser informados como cualquier iniciativa.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, siguiendo la lógica de lo expuesto por el señor Secretario, la Comisión -a ver si entiendo- debería decidir si un proyecto de acuerdo es o no constitucional.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Eso lo hace la Mesa, Su Señoría.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Así es.

El señor COLOMA.- La Comisión, entonces, tendría que recomendar expresamente su aprobación o rechazo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sí, con las enmiendas que sugiera, tal como si se tratara de una moción.

El señor COLOMA.- ¡Ah! Es posible modificarlo.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Señores Senadores, considero que no tiene sentido discutir el punto aquí, en la Sala.



Ya expresé el compromiso de analizar la materia en la próxima reunión de Comités. 
Pido, sí, que se llegue a esa instancia con proposiciones que permitan resolver sobre el criterio general de participación de las Comisiones en el análisis de los proyectos de acuerdo.

El señor LETELIER.- Quiero plantear una cuestión de Reglamento.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, hago mía su propuesta. Pero, sí, considero importante indicar que ni siquiera la Sala puede pasar a llevar el Reglamento.



Se trata de una cuestión de respeto a las minorías, por sobre todo. Porque si un Senador pide a la Sala pronunciarse acerca de una materia en la que quizás no todos convengan pero que es constitucional, ninguna Comisión tiene por qué emitir un informe contrario a aquello.



Entiendo que en el caso de los proyectos de acuerdo se estableció un procedimiento porque se estaba -como manifestó un señor Senador, en un lenguaje algo antiguo- “chacreando” ese mecanismo.



Por consiguiente, llevemos el punto a la Comisión de Régimen Interior y busquemos allí un procedimiento más adecuado que el actual.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En definitiva, sugiero que continuemos esta discusión en reunión de Comités. Y reitero mi solicitud de que se llegue a esa instancia con propuestas concretas.



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA

BENEFICIOS A CONDENADOS POR DELITOS CONTRA LA VIDA, INTEGRIDAD O LIBERTAD PERSONAL

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Arancibia, Larraín, Prokurica, Boeninger y Silva Cimma, en primer trámite constitucional, que concede beneficios a condenados y procesados por los delitos que indica, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y en segunda discusión.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3983-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Arancibia, Larraín y Prokurica y de los ex Senadores señores Boeninger y Silva Cimma).

En primer trámite, sesión 34ª, en 7 de septiembre de 2005.


Informe de Comisión:


Derechos Humanos, sesión 55ª, en 3 de octubre de 2007.


Discusión:



Sesión 57ª, en 10 de octubre de 2007 (queda para segunda discusión).

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La relación se efectuó en la sesión del 10 de octubre recién pasado.



Cabe recordar que los objetivos principales de este proyecto son:



Primero, conceder a los condenados o procesados actualmente por delitos contra la vida, la integridad física o psíquica o la libertad personal perpetrados por agentes del Estado entre el 11 de marzo de 1978 y el 11 de marzo de 1990 el beneficio de cumplir una pena única de diez años de presidio por la totalidad de los ilícitos cometidos, salvo que la pena impuesta fuese inferior y siempre que dichas personas suscriban en forma previa una declaración que contenga la renuncia inequívoca al uso de la violencia.



Segundo, autorizar la remisión condicional de la pena a los sentenciados que durante el cumplimiento de la condena impuesta alcancen la edad de setenta años o sufran una enfermedad grave o incurable, siempre que hayan cumplido la mitad de aquella.



La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía aprobó esta iniciativa en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Arancibia, Silva Cimma y Zurita.



Cabe señalar que, por acuerdo de Comités de 2 del mes en curso, ratificado por la Sala, el proyecto fue eximido del trámite a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Por último, debo recordar que, en la sesión celebrada el miércoles de la semana pasada, el Comité Socialista pidió segunda discusión.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En la segunda discusión, tiene la palabra el Senador señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, Honorables colegas, quiero recordarles que esta iniciativa tuvo su origen en el debate desarrollado en esta misma Sala con motivo de la aprobación del proyecto que se convirtió en la ley Nº 20.042, que permitió otorgar la libertad condicional a un grupo de detenidos que cumplían condena por delitos descritos y penados en la ley Nº 18.314 (determina las conductas terroristas), cometidos durante el período de normalidad constitucional y democrática.



Con lo anterior se completó el beneficio que ya se había otorgado a aquellos que se encontraban cumpliendo penas por “asociación ilícita terrorista” en el mismo lapso de normalidad y recibieron su libertad condicional en virtud de la ley Nº 19.965.



Durante dicho debate, varios señores Senadores manifestaron su voluntad de ayudar a crear un clima de paz social y de cerrar las heridas del pasado, para lo cual se requería mantener el principio de igualdad ante la ley frente a situaciones que, no siendo similares, debieran ser analizadas con el mismo criterio y bajo la consideración de que, primero, se hubiese hecho justicia; segundo, no existiera impunidad ante el delito cometido, y tercero, se pudiera perdonar.



Para materializar tales consideraciones, se presentó este proyecto de ley, iniciado en moción que presentamos con los Senadores señores Boeninger, Larraín, Prokurica y Silva Cimma, mediante la cual se otorgan beneficios a los “agentes del Estado” que hubieren sido condenados por delitos contra la vida, la integridad física o psíquica o la libertad personal perpetrados entre el 11 de marzo de 1978 y el 11 de marzo de 1990 y que, adicionalmente, hayan cumplido una pena única de diez años de presidio por la totalidad de los ilícitos cometidos.



Se exceptúa de los beneficios de esta iniciativa a quienes hubieren desempeñado cargos directivos superiores en los organismos de seguridad del Estado en esa época.



En lo particular, el proyecto propone, en primer término, que las personas condenadas por los delitos antes descritos cumplan una pena única de diez años de presidio por la totalidad de los ilícitos perpetrados, quedando sujetas al régimen de arraigo y al de libertad vigilada por el resto de la condena original.



Además, se establece que los sentenciados que durante el cumplimiento de la condena lleguen a los setenta años de edad o sufran una enfermedad grave o incurable tendrán derecho a la remisión condicional de la pena establecida en la ley Nº 18.216, siempre que hayan cumplido la mitad de ella. En caso de enfermedad grave o incurable, se practicarán las pericias médicas necesarias para acreditar tal situación.



Esas medidas se condicionan a que los beneficiarios no reincidan en la comisión de hechos delictivos como los que dieron lugar a la condena, y también, a la suscripción del compromiso de renuncia al uso de la violencia en el accionar político.



En su participación, el Subsecretario del Interior de la época, señor Jorge Correa Sutil, expresó que la parecía de interés para el país que el Senado tuviera una discusión de esta naturaleza, donde el Ejecutivo, si bien participaría, no tomaría partido. Asimismo, nos comunicó la declaración del señor Presidente de la República en orden a que no parecía ser el momento más propicio para discutir estos temas, dada la proximidad de las elecciones, situación, ciertamente, superada en el día de hoy.



Abundando en tales conceptos, el señor Subsecretario ratificó que en caso alguno el Ejecutivo manifestaría una opinión contraria al proyecto fundada en el argumento de que la moción viola principios o garantías propias del Derecho Internacional en el ámbito de los Derechos Humanos.



También expuso la posición del Gobierno en materia de Derechos Humanos. Y, en este sentido, señaló que el perdón parece posible, a condición de que ocurran cuatro procesos concomitantes y previos:



-Que el perdón no menoscabe ni constituya una señal de disvalor de los derechos fundamentales de la persona.



-Que el segundo requisito del perdón es el reconocimiento por la sociedad chilena de los hechos ocurridos, circunstancia que -estima- se da con los fallos judiciales y con los informes Rettig y Valech.



-Que el perdón se legitima en la medida que el autor haga reconocimiento no solo del hecho sino también de lo pernicioso de él.



-Que las sociedades se enaltecen con gestos de perdón en la medida que haya gestos de arrepentimiento. Y este es -concluyó- uno de los aspectos que el proyecto contempla.



El Ministro de Justicia de la época, señor Luis Bates Hidalgo, destacó que el Derecho debe buscar en todo momento el propósito de la armonía social. Instó a reconocer la importancia de que no haya atisbo de tentativas o aproximaciones a la impunidad, y anunció la absoluta disposición a colaborar en los requerimientos que se hagan para el trabajo de la Comisión.



El entonces Senador señor Enrique Silva Cimma expresó que el proyecto tiene un alcance y sentido similares a los propuestos por la moción materializada en la ley Nº 19.965, que benefició a personas condenadas por el delito de pertenencia a alguna de las diversas asociaciones ilícitas y por otros delitos penados por el Código Penal, por la Ley de Seguridad del Estado o por la Ley de Control de Armas, y en la cual, por razones humanitarias, se rebajó la pena a que habían sido condenadas a una sanción efectiva de igual duración a la propuesta en la iniciativa en debate.



Enfatizó que cuando se aprobó el proyecto que modificó el decreto ley Nº 321, de 1925, sobre libertad condicional, algunos Senadores compartieron las razones de humanidad esgrimidas por los autores de la iniciativa y por la Comisión de Derechos Humanos, y manifestaron su convicción en el sentido de que las mismas razones podían justificar un proyecto similar que beneficiara a otros sectores de la colectividad chilena.



El Senador señor Valdés manifestó que, si bien participaba de la idea matriz de la moción por considerar que era el momento de dejar atrás el pasado, le perturbaba tanto que la propuesta pudiera ser demasiado amplia como, también, que fuese muy severa en cuanto a los requisitos exigidos y comprendiera menos casos de los necesarios, ya que no tendría el efecto político e histórico que se procura alcanzar con su aprobación.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).-  Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor ARANCIBIA.- ¿Cuánto me dieron, señor Presidente?

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  Disponía de siete minutos y medio, Su Señoría, pero la Mesa le dio ocho.

El señor ARANCIBIA.- Pensé que me correspondían quince.

El señor PROKURICA.- Yo le doy parte de mi tiempo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  Eso no es posible, señor Senador.



Le recuerdo al Honorable señor Arancibia que el proyecto se halla en segunda discusión. Por tanto, reglamentariamente, los tiempos se rebajan a la mitad.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Puede terminar su intervención, señor Senador.

El señor ARANCIBIA.- Muchas gracias, señor Presidente. Leeré un poco más rápido.



El Senador señor Zurita hizo suyos los fundamentos que motivaron la presentación de este proyecto y manifestó que anteriormente había insistido en la necesidad de dar igual trato ante la ley a todas las personas que debían enfrentar responsabilidades originadas en los hechos del período a que se refiere la moción, sin excluir a nadie por razones discriminadoras.



Finalmente, estimo relevante informar a la Sala que tengo antecedentes de que en la actualidad se hallan en Punta Peuco cuatro ex funcionarios de Carabineros de Chile que llevan cumplidos más de 14 años de reclusión y, pese a su excelente conducta, no han recibido ningún beneficio extracarcelario, por las razones que en repetidas oportunidades he expuesto ante Sus Señorías.



Por todas esas consideraciones, no solo expreso mi intención de aprobar en general el proyecto en debate, sino que espero confiado que esta Sala se ilumine por los mismos aires de justicia y de reencuentro que, en su momento, sirvieron de fundamento a esta moción.



He dicho.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, por su intermedio, ofrezco una interrupción al Senador señor Arancibia, para el evento de que desee completar su intervención.

El señor ARANCIBIA.- No, Honorable colega. Muchas gracias.

El señor PROKURICA.- Muy bien.



Señor Presidente, este proyecto de ley, al que en su oportunidad el Honorable señor Arancibia invitó a los Senadores Zurita, Silva Cimma y quien habla, tiene por objeto dar un paso que, a nuestro juicio, es necesario en Chile.



Su idea matriz es conceder a los agentes del Estado condenados o procesados actualmente por delitos contra la vida, la integridad física o psíquica o la libertad personal cometidos entre el 11 de marzo de 1978 y el 11 de marzo de 1990 beneficios relacionados con el tiempo máximo de cumplimiento de la pena -esto es, 10 años- y la facultad de optar a penas remitidas si cumplen setenta años de edad o sufren de una enfermedad grave o incurable.



Algunos han planteado reparos a esta fórmula debido a que no incorpora a otras personas o, por el contrario, porque podría ser más o menos amplia.



Sin embargo, como lo explicó el Senador señor Arancibia, autor de la idea, hemos tratado de replicar un paso que se dio a favor de un sector de la sociedad que participó en el rompimiento institucional habido en nuestro país.



Hace un tiempo, con los votos de gente de la Oposición se aprobó un proyecto de ley exactamente igual, cuyo propósito era beneficiar a un grupo de personas que pasó un tiempo considerable en la cárcel por ilícitos perpetrados en aquella época. Ello contrariaba nuestra voluntad. Sin embargo, estimamos indispensable colaborar con el proceso de reencuentro y el acuerdo nacional destinado a superar el quiebre institucional producido entre 1973 y 1990, en pro del bien común y del desarrollo de nuestro país, máxime habiendo transcurrido ya más de treinta años.



Este proyecto invoca principios básicos, como la aplicación del derecho a la igualdad ante la ley. Así, procura otorgar los mismos beneficios que se concedieron a quienes incurrieron en conductas de idéntica connotación política, mediante diversas iniciativas que, inspiradas en razones humanitarias, favorecieron a un conjunto de personas condenadas y procesadas por delitos cometidos contra personal de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, incluso bajo la vigencia del régimen democrático, a las cuales varios Senadores de la Alianza por Chile -como expresé- concurrieron con sus votos favorables.



La ley en proyecto concede a los agentes del Estado -a excepción de aquellos que desempeñaron cargos directivos superiores en organismos de seguridad; esta fue una de las solicitudes que surgieron en el debate- condenados o procesados actualmente por delitos contra la vida, la integridad física o psíquica o la libertad personal cometidos entre el 11 de marzo de 1978 y el 11 de marzo de 1990 el beneficio de cumplir una pena única máxima de diez años de presidio, quedando sujetos a arraigo y al régimen de libertad vigilada durante el plazo de la condena original y a la obligación de cumplir todas las normas de conducta o instrucciones impartidas por Gendarmería relativas al núcleo familiar, empleo, tiempo libre, etcétera.



Se otorga el beneficio de la remisión condicional a quienes durante el cumplimiento de la pena lleguen a los 70 años de edad o sufran una enfermedad grave o incurable, siempre que hayan cumplido la mitad de la condena.



Para gozar de dichas prerrogativas se requiere que el beneficiario, durante el tiempo que reste para el cumplimiento de la sentencia impuesta originalmente, no reincida en la comisión de delitos de la misma naturaleza de aquellos por los cuales fue condenado y suscriba el compromiso de renunciar al uso de la violencia como método de acción política, tal cual se consagró en el proyecto aprobado anteriormente.



Señor Presidente, los derechos humanos deben ser iguales para todos. Es la única forma de respetar el principio, consagrado en la Constitución Política, de igualdad ante la ley y, además, de provocar el efecto que todos perseguíamos cuando aprobamos la iniciativa legal precedente. Quienes votaron a favor de ella siempre tuvieron en mente la reconciliación nacional y el reencuentro entre los chilenos. Y no existirá reconciliación nacional ni reencuentro si a un tipo de chilenos que cometieron delitos graves se les entrega un beneficio, y a otros, que incurrieron en iguales o similares ilícitos, ninguno.



Durante la tramitación de la iniciativa legal mencionada, en favor de autores de actos terroristas, hubo señores Senadores -por desgracia, hoy día no están aquí- que manifestaron públicamente que, si se aprobaba el texto que proponían, concurrirían con sus votos a respaldar un proyecto similar en la oportunidad que correspondiere. Y eso es lo que me parece indispensable hacer ahora, con la finalidad de generar efectivamente una contribución a la unidad nacional y la paz social, medida que, sin duda, debe extenderse a todos los sectores. Los derechos humanos tienen que ser iguales para todos, en este país o en otro, incluso para quienes realizaron acciones como las que nos ocupan. Si no, no se lograrán la unidad y la paz social.



He dicho.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, yo no pertenecía a esta Corporación cuando algunos promovieron este debate, varios años atrás, pero debo señalar que, cuando se inició, el contexto del país era absolutamente diferente al de hoy.



Sin perjuicio de ello, estimo que en la discusión existen tres ámbitos, de naturaleza distinta, que no se han señalado en forma convincente, por lo menos para mí.



En primer lugar, estamos frente a la propuesta de una segunda ley de amnistía. Se quiere complementar la que dictó la dictadura, en 1978, con la iniciativa en debate, patrocinada por Senadores en ejercicio y por algunos que también lo eran en la época en que se presentó. En el fondo -y aunque les moleste a algunos que se plantee de esta forma, pero así lo entiendo, al igual que cualquier ciudadano común-, se pretende otorgar un “perdonazo” unilateral respecto de ciertos tipos de delincuentes y de delitos.



En segundo término, aquí se intenta poner en situación de igualdad los delitos que cometen agentes del Estado con los que llevan a cabo particulares. Y no cabe duda de que, independientemente de que los hechos en cuestión tuvieron lugar en un cuadro de “anormalidad democrática”, como dicen algunos, o de “dictadura”, como digo yo, el que dichos agentes sean responsables de crímenes de lesa humanidad debería ser, a ojos vistas, una circunstancia agravante, en la medida en que, usándose medios y recursos del Estado, se aplicó una política consciente y dirigida con miras al exterminio de opositores.



Porque de eso estamos hablando. No estamos refiriéndonos a períodos de guerra o de confusión, como algunas veces se señalaba, en los años 1973 y 1974. Se trata de una época posterior a 1978, en la cual se registran los últimos momentos de la DINA, la plenitud del surgimiento de la CNI, la operación del Comando Conjunto y acciones dirigidas al exterminio de personas, como política de Estado realizada por sus agentes.



Y no solo desde una perspectiva conceptual y jurídica, a mi parecer, sino también básica, es completamente distinto, como concepto, el hecho de que grupos armados civiles atentaran contra la propiedad o la vida de otros, por muy condenable que ello pueda ser, y siguiesen, en un contexto de dictadura, por malos caminos, según muchos -esa era mi opinión, pues nunca compartí las acciones armadas-, porque ello se dio en el marco de la ausencia de un Estado de Derecho y de una política de aniquilamiento concertada desde la autoridad. Creo que existe una confusión en la manera como se plantean las cosas.



Lo tercero es el criterio, muy peculiar, que se ha presentado del perdón, como si este pudiese tener un carácter social. Entiendo que el perdón -por lo menos así nos lo enseñaron a quienes recibimos una formación cristiana- es, esencialmente, como lo ha dicho el Cardenal en varias ocasiones, una opción personal, que parte con el arrepentimiento de alguien, seguido luego por la confesión, la sanción y, finalmente, la penitencia.



Aquí, en cambio -como le escuché expresar a un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra-, se confunde la administración de la justicia con el perdón. No porque alguien sea sancionado y cumpla una sentencia de acuerdo a la gravedad de su delito, aunque sea en su totalidad, está perdonado. Quizá la sociedad aplicó la pena, pero el perdón lo da el agraviado. Y cada uno verá, en cada contexto, si lo otorga o no. Esto último ha sido siempre, a mi juicio, una opción extremadamente personal. Resulta mejor construir la reconciliación, sin duda, cuando median procesos de encuentro, en lo cual muchos hemos estado empeñados.



Como digo, señor Presidente, el proyecto propone una segunda ley de amnistía e introduce una confusión respecto del delito cometido por un agente del Estado, en lo que debería haber una agravante en vez de una atenuante, a diferencia de lo que aquí se insinúa. Y todo ello, en un contexto en el que se cuestiona algo que me parece que no está en discusión: la capacidad del Estado de administrar la justicia en democracia, máxime tratándose de delitos de lesa humanidad. Muchas de las causas por las cuales se encuentran presas personas que fueron agentes del Estado tienen que ver, en efecto, con esa clase de ilícitos, con terrorismo de Estado.



En mi caso, no veo justificación real para la iniciativa. Al contrario, creo que no solo daña profundamente y da señales tremendamente equívocas respecto de cómo el Estado debe abordar en democracia las violaciones de derechos humanos en el pasado, sino que también es contradictoria con lo que escucho de muchos que abogan en favor de aumentar las sanciones a quienes cometen crímenes contra las personas y contra la propiedad.



En los últimos años se ha planteado la pena de “cadena perpetua-perpetua”, como se la llama, tratándose de hechos de sangre, para que las personas efectivamente, en el caso de delitos de cierta magnitud, no salgan antes de los cuarenta años de encierro. Es una señal muy fuerte.

El señor PROKURICA.- ¿Y las muertes de carabineros?

El señor LETELIER.- ¡En lo personal, no voy a caer en el juego de que hay buenos muertos y malos muertos! ¡En eso caerán otros! ¡A mí no me vengan con ese discurso! ¡Discúlpenme, Honorables colegas!



Sí creo que se plantea una discusión de principios con relación al delito que comete un agente del Estado, con medios y recursos públicos, existiendo todos los instrumentos posibles para detener, procesar y encarcelar a alguien que se encuentra fuera de la legalidad. Los ilícitos que hemos conocido en estos días, la matanza de detenidos, fueron cometidos por gente que actuó con conocimiento de causa y siguiendo órdenes. Y no me refiero solamente a los altos mandos, sino también a los mandos medios, a quienes formaban parte de grupos operativos. Y todos sabemos lo que pasó en ciertos lugares, calificado por la prensa de ese tiempo como “enfrentamientos”, pero que fue, en realidad, la masacre de una docena de personas. Quizá ellas se hallaban en un camino absolutamente equivocado y condenable, pero, en vez de detenerlas y procesarlas, se optó por matarlas.



No veo razón alguna, señor Presidente, para promover una segunda ley de amnistía que genera una confusión entre los delitos de agentes del Estado y los de particulares, por muy condenables que estos últimos hayan sido. Y más aún si se trata de hechos de sangre.



No veo razón alguna para disponer en una ley criterios como los aquí propuestos, en el sentido de otorgar en razón de la edad beneficios que no rigen para todos y que constituyen elementos secundarios de la iniciativa.



Pero, por sobre todo, siento que estamos dando una señal absolutamente contradictoria con lo que afirmamos querer: una sociedad que da señales claras cuando se requiere combatir la delincuencia, cuando se precisa enfrentar con fuerza los problemas de seguridad ciudadana.



Considero que aquí, en el fondo, se está diciendo: “No importa, señor agente del Estado. Usted, que no mató a una o a dos personas sino que fue responsable de asesinatos en serie, con diez años que esté preso se puede ir.”.



Señor Presidente, creo que esa no es una lectura correcta de lo que fue el período de anormalidad que vivió el país.



Algunos dirán que hubo gestos de otros -esa es como la reflexión- frente a aquellos que incurrieron en crímenes organizados; frente a crímenes terroristas de grupos armados, fueran el Frente Patriótico Manuel Rodríguez, el MIR u otros. Por mi parte, me resulta muy difícil establecer una situación de igualdad como la que aquí se sugiere, porque creo que los contextos eran absolutamente distintos.



He dicho.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la verdad es que ya varios señores Senadores han explicado el sentido de la moción. Y no me detendré en el detalle del texto, en su objetivo específico, sino que me referiré a algunas generalidades que nos llevaron a plantearla en su momento.



En mi caso, me tocó participar en el debate y la aprobación de una iniciativa de ley cuyo propósito fue otorgar beneficios similares a un grupo de personas que estaban en ese minuto presas en la Cárcel de Alta Seguridad, las cuales habían cometido actos terroristas en democracia, consistentes en los asesinatos -algunos de ellos, a mansalva- de quienes custodiaban una embajada o de detectives que fueron muertos por la espalda, de la manera más alevosa y artera imaginable.



Estábamos -repito- en plena democracia. Por lo tanto, tampoco podía argüirse que había circunstancias que pudieran proporcionar una explicación. No las había. Sin embargo, un grupo de parlamentarios promovió un indulto; propuso beneficios carcelarios para que quienes hubiesen cumplido diez años de condena pudieran recibir el beneficio de la libertad condicional.



Se discutió mucho ese proyecto. Y, en particular, en el Senado existió bastante inquietud por lo que pudiese significar. Pero, por lo menos, quiero mantener lo que señalé en esa oportunidad.



En mi opinión, quienes fueron beneficiarios de la ley ya habían recibido una sanción de a lo menos diez años de cárcel efectiva y tenían también el derecho de ser objeto de una mirada distinta de la sociedad. Porque si bien es cierto que esos actos terroristas se cometieron en democracia, eran herencia, de alguna manera, de la convulsión y la violencia que vivió Chile durante las décadas anteriores.



Por lo tanto, me pareció que si realmente existía voluntad para hablar de paz, de reconciliación, de dar un enfoque diferente a hechos que fueron crueles, inaceptables y dignos de la sanción más grave imaginable, también había un espacio para el perdón, para el arrepentimiento.



Pienso que si ello ocurrió respecto de esas personas, igualmente puede ocurrir con relación a quienes, en un período anterior, sin justificación, cometieron actos parecidos, equivalentes o, a lo mejor, más graves.



Considero que eso es lo que el país espera de nosotros: que demos señales concretas para demostrar nuestro compromiso con la paz, con la reconciliación, con la idea de que algunos momentos de nuestra historia que fueron brutales y en los que se cometieron actos repudiables pueden ser siempre vistos después, en el tiempo, con una mirada distinta. ¿Por qué lo anterior puede ser así respecto de algunos casos y no con relación a otros? No me parece que sea algo que permita sostener un concepto ante la justicia.



Cuando voté a favor de otorgar el beneficio a los terroristas que asesinaron en democracia -el Grupo Lautaro y tantos otros-, lo hice simplemente considerando su situación objetiva, sin pedir nada a cambio. Pero me sentí con la autoridad moral para poder presentar una iniciativa similar. Más todavía: a raíz de esa votación, siete Honorables colegas de la Concertación anunciaron su apoyo a una normativa de esa índole.



Debo recordar que los entonces Senadores señores Silva y Boeninger, coautores del proyecto en discusión -no necesito consignar su postura política-,…

El señor PROKURICA.- Son unos caballeros.

El señor LARRAÍN.- … no solo lo defendieron, sino que también lo firmaron. Y, como se deja constancia en el informe de la Comisión, el primero de ellos dijo que "siete Senadores de la Concertación nos manifestamos partidarios de aprobar esa petición", es decir, la que hoy se traduce en el texto en estudio.



Por lo tanto, la iniciativa tiene un sentido muy profundo: es un llamado a la reconciliación, a la paz, porque se funda en el perdón. Pero no en el perdón impune.



Aquí se ha hablado de amnistía. ¡Por favor! No confundamos a nadie ni malinterpretemos las palabras. No se está otorgando una amnistía, porque esta significa precisamente que alguien que ha cometido un delito queda exonerado, una vez que el hecho es investigado, de las consecuencias, esto es, de la penalidad que cualquier juez puede imponerle. En el caso en análisis existe una sanción de a lo menos diez años de presidio efectivo. Por consiguiente, no estamos haciendo referencia a una amnistía por ningún concepto.



Podría aludirse a una especie de indulto parcial, que es, por lo demás, una actitud que corresponde a la historia de la humanidad, que siempre ha dejado espacios para cierto tipo de esos beneficios justamente con miras a dar cabida al arrepentimiento y al perdón social. Creo que de eso se trata.



Por tal motivo, deseo valorar muy especialmente las palabras que en la Comisión manifestó Monseñor Alfonso Baeza, Vicario de la Pastoral Social de la Iglesia Católica, quien impulsó la iniciativa que después se convirtió en la ley que favoreció al grupo de presos de la Cárcel de Alta Seguridad autores de los atentados terroristas que he mencionado.



Con él trabajamos el proyecto en estudio. Es más: con él, un grupo de parlamentarios nos reunimos con el entonces Ministro de Justicia, hoy el Senador señor Gómez; con el Ejecutivo; con el Presidente de la Corte Suprema; con la Ministra de Defensa de la época, señora Michelle Bachelet, actual Presidenta de la República; con los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y con los Fiscales de esas Instituciones, a fin de sensibilizar respecto de los distintos problemas que afectaban a las personas mencionadas. Y, finalmente, convinimos en la iniciativa en debate.



Por eso la defendí y me jugué por su texto. Y por eso creo que puedo pedir al Senado un gesto similar. Porque lo que se hizo constituyó un paso muy positivo.



Es cierto que ello costó. Y asimismo en lo personal, por las críticas y las inquietudes de muchos familiares de carabineros, de detectives, que estimaban que a estos siempre les tocaba la "dura", por una razón u otra, y cuando eran víctimas, también. Porque a los victimarios sí se les concedían indultos, beneficios y todo tipo de consideraciones pensando en el bien común.



Pues bien, me parece que lo ha que ha dicho y hecho Monseñor Alfonso Baeza es preciso y contundente: ha expresado claramente que "Concuerda en que se apruebe la idea de legislar". Y ha hecho presentes algunas puntualizaciones al proyecto que considero absolutamente razonables. Por ejemplo, plantea la idea de exigir -al igual que en la ley a la que nos hemos referido- "un arrepentimiento público explícito de los delitos cometidos", como una manera de que exista clara conciencia, no de algo genérico, sino del acto concreto del cual estas personas fueron autoras. Por supuesto, eso se puede corregir.



También expuso la necesidad de perfeccionar lo relativo a excluir del beneficio a "quienes hubieren desempeñado cargos directivos superiores en los organismos de seguridad". Monseñor Baeza sugiere eliminar el calificativo "superiores", para tratar de ir determinando de quiénes se trata. Me parece que eso igualmente es algo que podemos corregir y perfeccionar.



De lo que se trata aquí es de definir, más que el detalle (que siempre puede enmendarse), si acaso el Senado considera bueno y positivo para Chile lo que plantea el proyecto, una vez que los eventuales favorecidos hayan reconocido el crimen brutal del cual son autores y hayan sido explícitos en señalar su arrepentimiento, dejando, por cierto, pendiente el beneficio para el caso de que cometan un delito semejante en el futuro. 



¿Es posible que, bajo esas condiciones, podamos actuar ahora de la misma forma como lo hicimos anteriormente respecto de un grupo de personas que perpetraron actos brutales e indefendibles desde todo punto de vista?



Esa es la pregunta que nos debemos hacer.



Y yo, por lo menos, quiero dar una señal. Así como en otras materias y en otros casos he dado señales claras e inequívocas de cuál es mi concepción de la necesidad de perdón y reconciliación, hoy deseo dar una nueva muestra de mi pensamiento. 



Cuando hace pocos días recordamos a Monseñor Silva Henríquez, me preguntaba qué nos diría ahora a propósito de los derechos humanos. Creo que, al igual que Monseñor Baeza y muchos otros pastores, nos señalaría: “Hagan todo lo que esté en sus manos por lograr la unidad, la paz y la reconciliación entre los chilenos”. Y eso pasa por el perdón recíproco, más todavía cuando aquí se plantea la necesidad del arrepentimiento público como una manera de expresar frente a la sociedad el autorreconocimiento de quienes cometieron actos horribles, inaceptables e injustificables.



Me parece que tenemos la oportunidad de dar una señal positiva al país. Ojalá que el Senado esté a la altura de este desafío, que no es político: es un desafío moral.



He dicho.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, sin duda, no hay tema más complejo y difícil que el que ahora tratamos. Complejo y difícil porque aquí, sentados en estas bancas, nos hallamos personas que conocemos bastante bien lo que pasó durante el Gobierno militar.



Nunca voy a estar contra la posibilidad del perdón ni la de buscar fórmulas de reconciliación. Sin embargo, creo que un proyecto de esta naturaleza no va por ese camino. Porque, en esta materia, el camino es difícil de compatibilizar con otros. Resulta complicado decir: “Mire, antes se hizo una ley para personas que cometieron delitos de tales características, así que ahora debe dictarse una similar para gente que perpetró estos otros”.



Y, aunque es difícil señalar las diferencias, quiero plantearlas, pues no puede quedar la sensación de que votar a favor o en contra tiene una connotación ética o moral distinta.



Cuando cometieron sus delitos quienes hoy se encuentran cumpliendo condena en Punta Peuco y otras cárceles, lo hicieron como agentes del Estado y con medios del Estado.



En la Comisión Valech identificamos más de mil quinientos lugares de detención ilegales, preparados para la tortura, preparados para matar, que fueron utilizados por el aparato del Estado con el fin de perseguir a los opositores políticos de la época.



Esa situación está en la historia, está en la ley, está en el conocimiento de lo que ha pasado en el país.



Y, en función de eso, cuando se dice: “Consideramos que dando esta posibilidad a quienes cometieron tales y cuales actos vamos a lograr el perdón o la pacificación”, yo no lo creo.



Pienso que la única fórmula es, finalmente, la justicia.



¿Y por qué se producen diferencias, quizás, en unos y otros casos? Porque todos los favorecidos por la ley anterior fueron personas detenidas en las circunstancias que señalé; llevadas a recintos secretos; a las cuales se les sacaron declaraciones bajo tortura, muchas veces no solo a ellas, sino también a sus familiares (mujeres embarazadas y sus hijos); que no tuvieron un debido proceso que les permitiera defenderse de los hechos que se les imputaban; que nunca pudieron hacer valer los derechos humanos que en ese momento era necesario poner de relieve.



Por lo tanto, desde la perspectiva jurídica, judicial, la diferencia con los agentes del Estado a quienes hoy se pretende beneficiar es que estos sí tuvieron todas las posibilidades de un debido proceso, de defensa, de tribunales independientes, de hacer valer su verdad, de presentar al país lo que sucedió -si era cierto o no-, cuestión que no se dio con las personas que fueron objeto de la ley anterior.



Señor Presidente, desde el punto de vista humano, de lo que ha sido la historia de los derechos humanos en Chile, me parece que un proyecto de esta naturaleza producirá mayores problemas y no significará jamás un perdón, sino, simplemente, que el Parlamento habrá hecho tabla rasa de investigaciones y procesos judiciales en los cuales se han establecido sucesos tan graves como el asesinato brutal de Tucapel Jiménez y el de otros dirigentes opositores.



Por eso, es difícil apoyar una iniciativa de esta índole.



Con todo lo que significa para nosotros tratar de mirar siempre hacia el futuro, en este caso estamos frente a individuos que cometieron hechos de tal gravedad, de tal magnitud, que resulta imposible, por lo menos para este Senador, y aunque aquí se produzca una votación transversal, aceptar un proyecto como el que se somete a nuestra consideración. Sin calificar lo que piensan otros colegas, creo que va contra todos los principios morales y éticos que estimo importante defender en esta materia.





A mi juicio, señor Presidente, esta es una iniciativa demasiado seria y relevante como para votarla en las condiciones en que estamos ahora. Y, en atención a ello, pido formalmente aplicar el artículo 135 del Reglamento, que en su inciso segundo establece: “quedará para el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria o extraordinaria siguiente la votación de los asuntos discutidos en el Orden del Día, cuando lo pida un Comité.”.



En consecuencia, el Comité Radical solicita que este proyecto, que aborda un asunto muy relevante, se vote en la próxima sesión, conforme a lo establecido en el citado artículo 135.

El señor CHADWICK.- Ya se pidió segunda discusión.

El señor GÓMEZ.- Termino, señor Presidente, señalando que conozco directamente muchos de los casos en cuestión. Como bien indicó el Senador señor Larraín, fui Ministro de Justicia y estoy interiorizado de varios de los hechos aquí mencionados. Y la verdad es que son de tal gravedad, que no es posible, en mi concepto, rebajar la pena a un condenado a 20 años que ha cumplido 14 y no siempre en una cárcel, sino a veces en un recinto distinto.



Por ello, estimo que no corresponde aprobar una iniciativa de esta naturaleza. Y, por supuesto, anuncio mi voto en contra.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, en la misma línea del Honorable señor Gómez, solicito el aplazamiento de la discusión -no de la votación-, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 131 del Reglamento.



Sin embargo, no quiero eludir el fondo de la cuestión.



Se ha citado -y con razón- al Cardenal Silva Henríquez. Lo hizo en una sesión pasada -con mucho brillo, además- el Senador señor Larraín, a quien (creo que lo puedo decir acá) felicité personalmente después de su intervención, que me pareció muy constructiva y, en un aspecto, muy valiente.



El Cardenal fue, obviamente, un gran defensor de los derechos humanos. Y una de las cosas que más repitió en su larga trayectoria pastoral fue el concepto de que la paz es hija de la justicia. Creo que este fue un elemento que lo acompañó programáticamente durante toda su vida. Se trata de una convicción profunda en cuanto a que la paz social solo puede fundarse en la justicia y, evidentemente, en la justicia social. Eso lo llevó a ser un gran reformador de nuestras instituciones sociales y no solo un gran defensor de los derechos humanos.



Por lo tanto, me pregunto si este proyecto refuerza la profunda necesidad de justicia que demanda la paz entre los chilenos. 



Yo, indudablemente, estoy por la paz entre nosotros. Pero ella presenta dificultades después del tremendo trauma que vivió la sociedad. Requiere tiempo; la buena voluntad de diversos sectores; capacidad para reconocer los errores propios -no solo los ajenos-; el restablecimiento de lo que hemos logrado en forma mínima durante estos últimos años, que es una convivencia civil civilizada. Incluso, requiere que seamos gentiles entre nosotros, aunque ello no sea más que una formalidad. 



Pero la paz también requiere justicia. Y en Chile ha resultado difícil alcanzar justicia en materia de derechos humanos. Ha sido un proceso muy lento, muy largo, muy costoso. 



Partimos en el período de la transición con una negación bastante profunda por parte de quienes apoyaron el Régimen militar en cuanto a que hubieran ocurrido ciertos hechos. Y no digo esto para abrir nuevas heridas, sino para que seamos conscientes de lo doloroso y complejo que ha sido el camino. 



Yo ya era Senador cuando el informe de la Comisión Rettig. Y recuerdo los discursos que se hicieron acá. 



Felizmente, luego del Informe Valech, que se elaboró varios años después, casi nadie en el país no reconoció que allí había una verdad. 



Otra cosa es la interpretación de por qué llegamos al quiebre de la sociedad chilena. Puede que sobre eso nunca arribemos a un completo acuerdo, como ha sucedido con todos los traumas complicados que hemos debido enfrentar los chilenos durante nuestros 200 años de vida republicana. 



Ha costado mucho. 



Y, finalmente, se ha ido abriendo paso a la justicia en procesos transparentes, abiertos, donde los enjuiciados han tenido todas las garantías del debido proceso. Varios ya están cumpliendo condenas penales, en condiciones -no quiero calificarlas aquí de mala manera- no persecutorias (por ponerlo de la mejor forma). O sea, no ha habido ensañamiento, para nada, respecto de violadores muy fuertes de derechos humanos.



En ese sentido, tengo la impresión de que si nosotros concedemos esta suerte, si no de amnistía, de condonación de penas a 10 años, vamos a estar debilitando la causa de la justicia, la dimensión de la justicia, que requiere la paz entre los chilenos; reabriendo profundas heridas en miles y miles de víctimas, sin ayudar efectivamente a la consecución de la paz. 



Además, quiero hacerme cargo del argumento que se ha dado como fundamento de la iniciativa. 



Yo no tengo ninguna duda acerca de los buenos propósitos de quienes la han planteado. Se nos pide que efectuemos un acto similar al que muchos de nosotros realizamos -con el apoyo de Senadores de Oposición- para limitar las condenas de varios prisioneros acusados de delitos de violencia y terrorismo, algunos cometidos incluso durante la democracia.



Por lo tanto, hay que contestar esa exigencia. Uno no puede hacer caso omiso de ella. Y quiero expresar aquí una opinión y una convicción. 



Yo entiendo que, desde el punto de vista de las víctimas, el hecho de que un victimario sea agente del Estado o una persona individual es indiferente. Desde su óptica, el victimario no tiene calidad. Un asesinato es un asesinato. Una tortura es una tortura. Pero, como en cualquier legislación penal, hay agravantes y atenuantes. Y no es lo mismo un asesinato, un homicidio, cometido en defensa propia o en estado de demencia que otro perpetrado bajo diferentes circunstancias.



El punto es si el terrorismo de Estado constituye o no una agravante. En mi opinión, esa es, desde el punto de vista de la justicia, la cuestión central: si el terrorismo de Estado constituye o no una agravante respecto de actos terroristas cometidos por civiles o por asociaciones de civiles. 



A mi juicio, es una agravante muy sólida, muy fuerte. Porque el terrorismo de Estado no solo destruye la vida, la personalidad de los individuos con la tortura, sino también la fe en la convivencia posible. La autoridad llamada a mantener el orden y la paz se convierte en asesina. Se sale de la ley. Organiza la tortura masiva, el desaparecimiento, etcétera. 



¡De eso estamos hablando! No estamos hablando, desgraciadamente, después de conocer el Informe Valech -y lo digo con dolor-, de una excepción, de alguien a quien, en un momento de exacerbación -entre comillas-, se le pasó la mano. Muchos de los hechos ocurrieron cuando el país se hallaba completamente pacificado.



La mayoría de los detenidos políticos desaparecidos -esto lo puedo decir con propiedad, porque fui candidato a serlo- eran dirigentes de los Partidos Comunista y Socialista en 1976, cuando no había en Chile ningún grupo capaz de operar militarmente, porque, o esa no era su línea, o no tenía las condiciones. 



Recuerdo el caso de Víctor Díaz. Y ahora se pretende que, luego de 10 años de prisión, se libere a quien fue uno de los que intervinieron en la operación para hacer desaparecer a una persona cuyo único delito fue dirigir un partido clandestino que intentaba una resistencia de masas a la dictadura de Pinochet. 



En 1980 las cosas cambiaron. Pero eso, a lo mejor, desde la otra vereda ni se notaba. Todos éramos extremistas, enemigos de la patria, un peligro para la seguridad nacional. Todos éramos iguales. Claro: teníamos muchas cosas en común. Sin embargo, en 1976 no había ninguna amenaza armada al orden constituido en Chile. ¡Ninguna! Y desaparecieron tres directivas completas del Partido Socialista y dos del Partido Comunista. 



¡De eso responde Corbalán!



Entonces, yo sostengo que un castigo ejemplar es bueno para la convivencia en esos calificadísimos casos. Porque son muy pocos. Los cargos son bastante severos y la acción surgió desde el Estado. Y no obedecen a una condición subjetiva que los haga comprensibles, como podría darse en el fragor de una batalla. Nunca he estado en una, pero imagino que ahí se pueden cometer excesos.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Se ha cumplido su tiempo, señor Senador.

El señor GAZMURI.- Así que, por todas esas razones, señor Presidente, y respetando el espíritu de quienes propusieron esta iniciativa, yo estoy muy disponible para concurrir a actos de perdón y reconciliación. Pero creo que este debilitaría los propósitos que cada uno de nosotros dice compartir. Porque, para que haya paz en este país, por lo menos los actos más aberrantes del terrorismo de Estado deben tener una sanción ejemplarizadora. Me parece que eso es lo que, finalmente, nos hace mejores a todos.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, hay heridas que acompañan por toda la vida a quien las sufre. Aun más, traspasan generaciones. 



Es muy difícil olvidar el tipo de crímenes cometidos por las personas que se podrían beneficiar con el proyecto en discusión.



Respecto de las víctimas, el Senador señor Gazmuri -no sin cierta razón- decía: “Da lo mismo quien mate”. Pero creo que, en el caso de agentes del Estado y en las circunstancias en que se dieron esos hechos aberrantes, no da lo mismo la autoría, sobre todo si esta se encontraba apoyada por una política de Gobierno que buscaba el exterminio físico de los opositores.



Yo no sabría qué responder si el día de mañana -refrescándome la memoria en cuanto a todo lo que tales personas hicieron- alguien me preguntara: “¿Con qué derecho usted perdonó?”. 



Felizmente, no fui objeto de un agravio, de un atropello tan gigantesco como el que sufrieron miles de familias chilenas. No es fácil evaluar la profundidad del dolor de esa gente. Las familias que perdieron a algunos de sus miembros por esta clase de hechos al menos sienten un alivio al pensar que nosotros, merced a la representación política que ostentamos, contribuimos solidariamente a aliviar su pena. Si hoy se enteran de que estamos resolviendo en su nombre un supuesto olvido -lo que ellas, por cierto, no pueden poner en práctica-, nos van a recriminar. Y con justa razón.



Algunos señores Senadores argumentan que la presente iniciativa contribuye a la reconciliación. Se trata -perdónenme Sus Señorías- de un argumento falaz. ¡Si lo que hoy nos divide ya no son los crímenes! ¡Ahí están, retratados en el Informe Valech, para conocimiento de las futuras generaciones! Esa discusión ya se llevó a cabo; concluyó. 



No podemos eliminar por ley el dolor. No podemos pretender, por motivo alguno, que mediante un acto legislativo las familias dejen de sentirse atropelladas. ¡Eso lo van a conservar siempre, mientras vivan! 



Lo que hoy nos separa son distintas visiones de sociedad. 



Es un asunto eminentemente político el que divide de modo tajante las posiciones de unos y otros, aun cuando de pronto surgen brotes extraños, con denominaciones curiosas, que intentan convertir en un matrimonio legal la convivencia de facto que algunos sectores tienen con el sistema. 



Pero esa es otra cosa.



Yo siento, señor Presidente, que nosotros estamos moralmente impedidos de legislar acerca de esta materia. Y cuando digo “nosotros”, me refiero a los Senadores que conformamos los partidos de la Concertación. Nuestro compromiso con las víctimas es muy profundo. No podemos romperlo de la noche a la mañana. 



Entonces, creo que el gesto que se pretende hacer no alcanzará el propósito que algunos le atribuyen. Más que un gesto, será una morisqueta.



He dicho.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Se ha propuesto el aplazamiento de la discusión en virtud del artículo 131 del Reglamento.



Quiero hacer presente lo siguiente: en atención a que el proyecto es en extremo complejo y delicado, la Mesa insta a Sus Señorías a aplazar el debate hasta la vuelta de la semana de trabajo en Regiones, dado que por lo menos tres de los señores Senadores ausentes hoy -entre ellos, el Presidente de la Corporación- integran la comitiva que acompaña a la Primera Mandataria en su viaje al exterior.



Votar ahora, en momentos en que se encuentran sesionando las Subcomisiones de Presupuestos y en que el Senado no está funcionando de manera plena, regular, creo que, independientemente de la resolución que se adopte, implica hacernos todos un daño.



Sobre la base de las consideraciones expuestas, pido acoger la solicitud de aplazamiento de la discusión hasta después de la semana regional, una vez que la Sala se halle operando en condiciones normales.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no sé qué opinarán los demás colegas, pero yo estaría de acuerdo con su propuesta, siempre que se fijara una fecha para votar la iniciativa y no hubiese más discusión, porque entendemos que esta ya se hizo.  



O sea, el aplazamiento sería solo para votar.



De otro lado, en la semana siguiente a la regional los Senadores señora Matthei, señor Flores y quien habla participaremos en una gira a la India programada por la Fundación País Digital.



Por lo tanto, si vamos a postergar el proyecto, solicito hacer las cosas bien: acordemos despacharlo el 6 ó 7 de noviembre; ponerlo en el primer lugar de la tabla pertinente, y votarlo.



En esas condiciones, no tendría ningún inconveniente en aplazar la votación.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- La Mesa propone como fecha para pronunciarnos el miércoles 7 de noviembre.

El señor PIZARRO.- ¿Para votar la iniciativa o para completar su discusión? Porque hay un debate pendiente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El acuerdo sería declarar cerrado el debate hoy día y votar el miércoles 7 de noviembre.

El señor PIZARRO.- Conforme.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Ya estamos en segunda discusión, señor Senador.

El señor PIZARRO.- Deseaba aclarar bien el punto.



Me parece bien. Además, esta tarde no hay quórum.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, la votación general del proyecto se aplazará hasta el miércoles 7 de noviembre próximo.

El señor VÁSQUEZ.-  Supongo que eso no impedirá fundamentar el voto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por supuesto que no.

El señor VÁSQUEZ.- Está bien.



--Así se acuerda.
)----------(

El señor VÁSQUEZ.- Antes de continuar, ¿me permite plantear algo previo, señor Presidente? 

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, quedó pendiente la convocatoria a una sesión especial con el objeto de analizar la inequidad en la distribución del ingreso y la concentración de la riqueza.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Eso deben determinarlo los Comités, señor Senador.

El señor VÁSQUEZ.- Muy bien.



Le agradecería citarlos a reunión para mañana, señor Presidente.

INCORPORACIÓN DE TÍTULO DE GEÓLOGO A LISTADO DE CARRERAS CON REQUISITO DE LICENCIATURA UNIVERSITARIA
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Gazmuri y Núñez, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza para incorporar el título profesional de geólogo entre aquellos que requieren el grado de licenciado universitario, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5037-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Gazmuri y Núñez).

En primer trámite, sesión 18ª, en 9 de mayo de 2007.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 57ª, en 10 de octubre de 2007.
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es modificar la ley Nº 18.962 con el propósito de agregar el de geólogo entre aquellos títulos que exigen haber obtenido el grado de licenciado en forma previa a su  otorgamiento.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, pues consta de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.



El texto pertinente figura en el informe que se halla en los escritorios de Sus Señorías.



Corresponde tener presente que el proyecto es de carácter orgánico constitucional, por lo que se requieren para su aprobación los votos conformes de 21 señores Senadores.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En discusión general y partucular.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, respecto de la normativa -de la cual soy uno de sus autores-, autorizado por el Comité de mi partido, pido segunda discusión, para poder analizarla en la próxima sesión.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.
)----------------(

El señor OMINAMI.- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, había solicitado intervenir cuando se pidió unanimidad a la Sala para postergar la votación del proyecto de ley del Honorable señor Arancibia y otros señores Senadores, sobre beneficios a ciertos condenados y procesados.



Encuentro razonables los fundamentos dados por el señor Vicepresidente del Senado. Pero también quiero apelar a su condición de ex Presidente de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y señalar que no podemos seguir debatiendo el proyecto de Ley de Presupuestos en la forma como se viene haciendo.



La Sala se ve a medio funcionar porque, con seguridad, muchas Subcomisiones se encuentran trabajando.



Si viniesen los canales de televisión y reporteros a tomar fotografías para los medios escritos, etcétera, como ignoran esa situación, daríamos la impresión de que una gran mayoría de nosotros no se encuentra presente porque no quiere. Y eso no es así.



Entonces, pido que para el próximo año nos organicemos, de manera que derechamente la Cámara de Diputados y el Senado suspendan sus actividades en Sala por 20 días para dedicarse en forma única y exclusiva al debate sobre el Presupuesto de la Nación. De otra manera, la imagen que entregamos al país es pésima.



El trabajo que realizamos en las Subcomisiones se hace en forma apresurada. Cuando nos hallamos en lo mejor discutiendo una materia, debemos correr a la respectiva Cámara -en la mañana, los Diputados; en la tarde, los Senadores-,  a fin de dar quórum para alguna votación. Si por A), B) o C) motivo no alcanzamos,  puede rechazarse un proyecto que requiera una mayoría especial. Así no hacemos bien nuestras tareas.



A pesar de que esta no es la mejor ocasión para plantearlo -posiblemente, no habrá otra-, solicito que para el 2008 nos pongamos de acuerdo sobre el particular, más todavía si va a ser un año electoral -al igual que el siguiente-, y hagamos las cosas en forma adecuada. Llegamos al edificio a las 8:30 y nos vamos después de las 24. Pasamos corriendo todo el día de una Subcomisión a una Comisión; de esta a la Sala, y de aquí a otra Subcomisión o Comisión. Al final, no hacemos lo correcto.



Yo sé que quien dirige en este momento el debate conoce a cabalidad el problema, porque ha sido dos años, a lo menos, Presidente de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



Espero que mis palabras no caigan en el vacío, porque sé que, en última instancia, damos una pésima impresión a la opinión pública y a las delegaciones que de vez en cuando nos visitan.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En mi opinión, tal planteamiento debiera llevarse a la Comisión Especial Mixta. Quizás antes de las conclusiones respectivas se formule alguna sugerencia acerca del mejoramiento de la forma de discutir el proyecto de Ley de Presupuestos para el próximo año, en consideración a lo planteado por Su Señoría.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, bastaría colocar en el articulado de la Ley que se suspenden las sesiones de Sala de ambas ramas del Parlamento, a fin de que la norma se aplicase el próximo año. 

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma Reglamentaria.

)-------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ALLAMAND:



A la señora Subsecretaria de Educación, con el objeto de que informe sobre ESTADO DE AVANCE DE OBRAS DE REPOSICIÓN DE ESCUELA DE ANTILHUE.



Del señor BIANCHI:



A la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de Magallanes, fin de que entregue antecedentes respecto de FIJACIÓN DE TURNOS PARA FARMACIAS DE LA REGIÓN.


De la señora MATTHEI y del señor ESPINA:



Al señor Director del Servicio Médico Legal, para pedirle INSTRUCCIÓN DE SUMARIO POR AUTOPSIA PRACTICADA A DON IGNACIO CHAMORRO CUEVAS, ASESINADO EN AGOSTO DE 2007.
)---------------------(
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En la hora de Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Me referiré a distintas materias, señor Presidente.

PROBLEMAS EN ABASTECIMIENTO DE AGUA POTABLE EN ESCUELA FRANCISCO COLOANE DE ISLA SANTA MARÍA. OFICIOS



Señor Presidente, deseo solicitar que se oficie al Ministerio de Obras Públicas y a la Ilustre Municipalidad de Coronel acerca de un problema que afecta a la Escuela Francisco Coloane, ubicada en Puerto Sur de la isla Santa María, en la Región del Biobío: desde el motor que abastece de agua al estanque se extienden algunos cables que van a dependencias externas que pueden o no tener conexión independiente; es decir, se hallan en una situación de precariedad y riesgo. 



Colindan con el colegio varias casas municipales en las que habitan funcionarios de Chile País y  además algunas dependencias del SERPAJ.



Por lo tanto, se hace necesaria la revisión del motor, a fin de asegurar el adecuado suministro de agua a dicho establecimiento.



Asimismo, se requiere monitorear el sistema eléctrico, pues las líneas están colapsadas en los pilotos automáticos, lo cual ha derivado en cortes regulares y bajas de voltaje en todo el sector de la cocina y comedores, quedando la escuela, en algunas ocasiones, sin alumbrado. El último apagón lleva ya algunas semanas.



El Municipio ha tomado ciertas medidas. Sin embargo, las dificultades persisten. Se requiere una revisión total y amplia, de manera que las reparaciones que se efectúen logren resolver el problema.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
CAMINO ENTRE PUERTO NORTE Y PUERTO SUR Y PROYECTO DE ELECTRIFICACIÓN EN ISLA SANTA MARÍA. OFICIOS


Señor Presidente, pido que se oficie al Ministerio de Obras Públicas para que informe sobre los plazos de construcción del camino entre Puerto Sur y Puerto Norte, el tipo de empresas que pueden participar en la licitación y los montos de esta. Hay mucha incertidumbre respecto del lapso  en que se va a llevar a cabo el proyecto correspondiente.



También solicito datos en relación con los proyectos presentados en la Comisión Nacional de Energía, en la Municipalidad de Coronel y en el gobierno regional tendientes a la electrificación de dicha isla.



He insistido en reiteradas ocasiones sobre el tema. Necesitamos contar con información adecuada en cuanto a las inversiones regionales. El Municipio ha hecho todo lo posible por tener un proyecto de cable submarino.



Quiero saber si la evaluación económica realizada por la CNE es la más apropiada, la más rentable, la más económica, y si efectivamente hay programas o diseños de ellos respecto del uso de la energía eólica en la isla Santa María, dado el alto nivel de viento que posee.



Hace un año y medio se informó acerca de un programa de investigación relativo a los vientos, con el propósito de determinar la factibilidad de uso de la energía eólica. Si la Comisión Nacional respectiva tiene el informe con los costos y todos los elementos, debe hacerlos llegar, para poder contar con antecedentes objetivos para la evaluación de la solución de energía eléctrica que la isla Santa María requiere.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de acuerdo con el Reglamento.
EMIGRACIÓN DE CIEN FAMILIAS DE REFUGIADOS PALESTINOS A CHILE. OFICIO


Señor Presidente, deseo llamar la atención sobre la situación de ciudadanos palestinos en la frontera de Siria e Iraq, zona de Tanif.



Chile ha aceptado la llegada de cien familias palestinas y aún estamos a la espera de los informes de la Comisión de Relaciones Exteriores.



Desde septiembre de 2006 estamos preocupados del asunto, aun cuando reconocemos el legítimo derecho de las familias palestinas a volver a su patria.



Sin embargo, la situación se vuelve por completo preocupante.



El siguiente es un informe -más bien un resumen- de las declaraciones de Jennifer Pagonis, portavoz del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para Refugiados (ACNUR), durante la rueda de prensa de hace unos meses en el Palacio de las Naciones en Ginebra, Suiza.



Hemos intentado actualizar la información entregada con datos de la ONG norteamericana ISM. (Movimiento de Solidaridad Internacional) enviados por su socio fundador, Adam Shapiro, al Senador que habla.



A la fecha de tales declaraciones, el grupo de refugiados se hallaba compuesto por 186 palestinos, incluidos una mujer embarazada y 29 niños. 



Actualmente, llevan atrapados cerca de catorce meses. Y desde las declaraciones y peticiones que hiciéramos en agosto y septiembre del 2006, el número de refugiados en la zona fronteriza de Tanif sigue aumentado, elevándose ya a más de 400 personas, dentro de las cuales se cuentan 182 niños.



Cabe consignar que el sitio fronterizo entre Siria e Iraq es tierra de nadie. 



Así también se estima la existencia de un total de 90 palestinos, entre ellos 13 niños, asentados en calidad de refugiados en la frontera de Siria con Jordania, muy cerca de Tanif.



Esta información ha sido entregada por la ONG IMS y ha sido ratificada por el ACNUR. 



Hasta el momento, se le ha negado el acceso a Siria a este grupo radicado temporalmente en Tanif, los que hoy superan las 320 personas, a pesar de los esfuerzos de las diversas ONG y el ACNUR.



El motivo que movilizó a estos palestinos asentados provisoriamente en Iraq (Bagdad) fue una incesante política de hostigamiento de las nuevas autoridades iraquíes hacia ellos y el ambiente de guerra interna entre los propios habitantes de ese país. Se sabe que los palestinos que todavía están en el lado iraquí del punto fronterizo de Tanif, aún esperan poder entrar a Siria, pues tienen grandes dificultades para hacerlo. 



La mayoría de los palestinos refugiados manifestaron que han recibido amenazas en Iraq y muchos dijeron que habían sido arrestados porque no poseían permisos de residencia válidos. Otros expresaron graves casos de acoso con motivo de su partida de Iraq y temen por sus vidas.



A la fecha de la declaración del vocero del ACNUR, Jennifer Pagonis, el año 2006, las condiciones, que aún se mantienen, eran las siguientes:



“Continuamos conversando con el Gobierno sirio para que permita el ingreso de palestinos en Siria, pero hasta el momento no hemos tenido éxito. Mientras tanto, hemos suministrado a todos los palestinos que se encuentran en tierra de nadie elementos de asistencia y alimentos, agua y leche para los niños. Se han levantado más de 60 tiendas y se han instalado baños móviles.”. 



Hace varios días se vienen solicitando diversas autorizaciones para atención médica de quienes no están en condiciones de sobrevivir en los campamentos.



Más adelante dicho vocero agrega: “En las próximas semanas la responsabilidad de este grupo de palestinos se trasladará a la Agencia de Socorro y Obras Públicas de la ONU  (UNRWA)”. Ello, con el fin de tener apoyo.



Luego, dice: “Las personas están partiendo debido a que continúa la violencia generalizada en Irak. Mantenemos un diálogo continuo con las autoridades irakíes para mejorar las condiciones de vida de los refugiados dentro de Irak,”. Pero, hasta la fecha, las respuestas son precarias. El ACNUR estima que hay alrededor de 24 mil palestinos en la capital sin poder salir de ella. 



Sin embargo, estimaciones de otros organismos apuntan a que en Iraq existen aproximadamente 35 mil refugiados palestinos, mientras que en Siria habría más de medio millón.



Un portavoz del Ministerio de Relaciones Exteriores de Siria anunció que no se permitiría la entrada al país de refugiados palestinos que vengan de Iraq. 



Según las fuentes, Siria autorizó la entrada a su territorio a un grupo pequeño de palestinos que se quedó sin recursos en la frontera jordano-iraquí, haciendo un “gesto humanitario”. Pero el grueso de la columna y de los refugiados no puede acceder a dicho país. 



Hace algunos meses, unos 244 palestinos, incluidos 70 niños y 41 mujeres, que huían de la violencia y de la inestabilidad en Iraq cruzaron la frontera de Siria en el puesto de control de Al Tanaf, y desde allí fueron trasladados al campamento de Al Hol, en la provincia de Al Hasaka, al noreste del país.



Durante su visita a Siria, el pasado 20 de abril, el Ministro palestino de Relaciones Exteriores, Mahmoud Al Zahar, señaló que el Gobierno sirio había permitido la entrada de refugiados palestinos de Iraq en coordinación con la ONU. Sin embargo, reiteramos, el número de aceptación es absolutamente insuficiente.



Entretanto, el ACNUR insiste en que cientos de palestinos continúan en condiciones precarias en la frontera, con riesgo de sus vidas y sin tener adónde ir.



Señor Presidente, lo que he señalado ratifica la urgente necesidad de que el Gobierno de Chile especifique la fecha en que va a permitir el ingreso de cien familias palestinas y los recursos que va a disponer para su traslado desde los campamentos en la frontera de Siria con Iraq. De tal manera que la solidaridad palestina funcione y que la colonia residente en Chile -la de mayor número en toda América y el mundo, luego de la de Nueva York, con más de 300 mil palestinos correspondientes a tres generaciones- tome las medidas pertinentes para recibirlos.



Hay quienes sostienen que no es posible sacar a los palestinos desde la frontera con su patria, sin insistir en su legítimo derecho a regresar a Palestina. Hemos señalado que las Naciones Unidas deben reconocerles a los refugiados palestinos que vengan a Chile el derecho a regresar a su país, así como en su momento salieron.



Por eso, señor Presidente, solicito que el Ministerio de Relaciones Exteriores pueda informarnos de manera detallada cuáles son las medidas que está tomando. 



La Presidenta de la República y esa Cartera de Estado anunciaron la voluntad positiva de recibir a estos refugiados. Pero queremos conocer las condiciones y la fecha en que ello se realizará.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento, haciendo la salvedad de que corresponde a una reiteración de oficio.

PREOCUPACIÓN POR PROLONGADO CORTE DE AGUA POTABLE EN CONCEPCIÓN Y TALCAHUANO. OFICIOS 



Por otra parte, solicito que se envíe un oficio en mi nombre a la Superintendencia de Servicios Sanitarios respecto del anunciado corte de agua potable que afectará a las comunas de Concepción y Talcahuano, porque cerca de 440 mil personas estarán por dos días sin el suministro del vital elemento.



Dicha Superintendencia debe informar de manera detallada si la interrupción se ajusta a la legislación vigente y, particularmente, si ESSBIO ha tomado las medidas necesarias para atender lo que equivale a una emergencia sanitaria.



Porque se dejará sin agua a cientos de miles de personas durante dos días. Las panaderías paralizarán su producción y los hospitales deberán recurrir a fuentes diversas para asegurarse el abastecimiento. Y el corte no obedece a fuerza mayor, sino a una necesidad de la empresa de hacer reparaciones a su red, en particular a su estanque. 



Por ello, la pregunta que la Superintendencia de Servicios Sanitarios debe responder es si estas medidas pudieron haber sido tomadas con anterioridad y con una programación que evitara el corte masivo de agua. 



La población está indignada porque no se le puede dejar dos días sin el vital elemento. Y cada vez que eso ocurre, por problemas de cualquier tipo, se producen emergencias sanitarias que derivan en un cúmulo importante de enfermedades, al no existir las condiciones de salubridad. La población no está preparada para un corte tan prolongado, y, por tanto, ESSBIO debe buscar fórmulas alternativas.



Recurriremos a la Corte de Apelaciones y a la propia Superintendencia en busca de que la suspensión se haga de forma parcializada, pues dos días de interrupción del suministro significan un tiempo extraordinariamente excesivo. Hace más de 40 años que en la Región del Biobío no se registra un corte de esta naturaleza, que afecte a una concentración de población tan importante, como la que poseen las comunas de Concepción y Talcahuano.



Por tanto, las explicaciones que se nos entreguen tienen que ser técnicamente claras, y política y socialmente transparentes.



Además, cabe hacer notar que las organizaciones ciudadanas han realizado diversas manifestaciones. 



En mi calidad de Senador por la zona, solicito a la Superintendencia de Servicios Sanitarios y también a la propia empresa ESSBIO que nos hagan llegar la información que nos permita comprobar si los trabajos corresponden a las obras por las cuales esa sanitaria fue sancionada dado su retraso en la construcción. Porque si la fuerza mayor obedece a que la empresa no hizo las inversiones en el momento en que debía para la realización de las obras -por esa demora fue multada en más de 1.400 millones de pesos por la Superintendencia-, entonces la invocación de fuerza mayor es un pretexto. Las inversiones que no se hicieron a tiempo, hoy obligan a intervenciones de factura mayor.



Asimismo, solicito que la Superintendencia de Servicios Sanitarios nos pueda contestar si es efectivo que un corte de esta duración lleva aparejado el descuento correspondiente en el cargo fijo para todos los usuarios, quienes no contarán con suministro de agua potable por dos días. 



Si no fuera así, estaríamos ante un problema y habría que modificar la legislación. Porque, claramente, un corte tan largo obligaría a un descuento proporcional del cargo fijo. La gente está por pagar, pero requiere que le hagan la rebaja correspondiente.



Es un asunto legal y estamos haciendo las evaluaciones. Pero necesitamos una respuesta a tiempo y, de ser menester, que se postergue el corte anunciado. 



Todo indica que la autoridad debiera solicitar a la empresa de agua potable ESSBIO la postergación de la medida, y hacer las reparaciones en tiempo y condiciones que garanticen el suministro a la población y minimicen el impacto que producirá la interrupción de este vital elemento en un número tan significativo de ciudadanos.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
DIFERENCIAS ENTRE IFOP Y CONSEJO NACIONAL DE PESCA EN DETERMINACIÓN DE CUOTAS ANUALES DE CAPTURA. OFICIOS


De otro lado, señor Presidente, solicito oficiar a la Subsecretaría de Pesca, en particular al Servicio Nacional de Pesca, para que entreguen en detalle los informes técnicos que ha emitido IFOP sobre la veda de la merluza. 



En especial, acerca de las investigaciones realizadas sobre el factor jibia y su incidencia en la caída abrupta de la biomasa de la merluza común.



Ello ha provocado una situación catastrófica en las caletas merluceras de la Región del Biobío, particularmente en Cocholgüe, Coliumo, Lo Rojas, en donde el Estado ha respondido con subsidios.



Los 2.500 millones gastados en subsidios denominados “capital semilla” -y no los 1.750 millones que señalé con anterioridad- no servirán de nada, porque solo están enfocados a la mantención y la alimentación de las personas. Es un subsidio de sobrevivencia. 



Por lo tanto, se requiere una participación mayor: intervenir directamente en la crisis de la pesca artesanal buscando salidas alternativas, pues ella no se resuelve con canastas familiares ni con “capital semilla”.



En consecuencia, pido que la Subsecretaría de Pesca haga llegar los informes emitidos por el Instituto de Fomento Pesquero (IFOP).



Además, señor Presidente, deseo formular una solicitud al Subsecretario del ramo, quien participa en el Consejo Nacional de Pesca. En este organismo, tan extraño, ratificado por una ley de la República               -normativa que, por cierto, votamos nosotros-, los empresarios deciden la cuota de pesca, con una mínima representación de los pescadores artesanales. Es decir, ellos determinan la cantidad que se extraerá.



Por eso, me gustaría que el IFOP nos remitiera el correspondiente informe -el cual yo he conocido- para ver la relación existente entre las recomendaciones científicas del Instituto de Fomento Pesquero y la cuota acordada de manera definitiva por el Consejo Nacional. Porque se observa una diferencia del cien por ciento: cuando el IFOP dice que deben sacarse 100 mil toneladas, dicho Consejo aprueba 200 mil.



Quisiéramos tener acceso a las actas, y particularmente, que la Subsecretaría pueda entregarnos su parecer, su información y que nos dé a conocer su razonamiento frente al descriterio del Consejo Nacional de Pesca, entidad de la que forma parte el señor Subsecretario. Si bien es un organismo que está conformado de acuerdo con la ley, allí claramente se está produciendo un atentado hacia un recurso natural, contra la biomasa de las diferentes especies, entre ellas, la merluza, que está colapsada. 



Es preciso conocer toda la información técnica que la Subsecretaría haya recogido para determinar las cuotas y las políticas de acción social, en el caso de los pescadores artesanales. Deseo que se nos envíe de la manera más detallada que se pueda y, ojalá, digitalizada. Porque, a veces, se remite un cúmulo de fotocopias que resultan imposibles de manejar y de difundir entre quienes interesa que tengan acceso a la información, que, por cierto, son los pescadores de las caletas de la Región que yo represento.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

INSTRUCCIÓN SOBRE NORMAS DE TRÁNSITO A ESTUDIANTES 

DE ENSEÑANZAS BÁSICA Y MEDIA. OFICIO


Por último, señor Presidente, quiero solicitar al Ministerio de Educación antecedentes detallados a nivel nacional respecto de las brigadas de tránsito. Porque la verdad es que continúan los graves accidentes -ya suman más de 10 mil- y ellas, con motivo de la jornada escolar completa, han tendido a desaparecer.



Ciertamente, me gustaría saber qué sucede en mi Región -la del Biobío- sobre el particular: cuántas brigadas de tránsito existen; qué cantidad de niños está recibiendo educación en las aulas, tanto de enseñanza básica como de la media, relacionada con las normas de tránsito, a fin de que pueda haber una instrucción adecuada para prevenir accidentes. Además, deseo que se me informe acerca de la cantidad de brigadas en funcionamiento, del tipo de financiamiento que tienen, del número de profesores acreditados para impartir esas clases, de qué índole son los convenios que el Ministerio de Educación ha suscrito con otras instituciones a objeto de profundizar la enseñanza de las normas de tránsito en los estudiantes de los niveles señalados.



La principal causa de muerte de jóvenes entre 18 y 23 años la constituyen los accidentes de tránsito. Por lo tanto, la única medida posible -y lo hemos reiterado muchas veces- es el conocimiento de las normas de tránsito de manera temprana. 



¡Buen peatón, buen pasajero, buen conductor! Y para eso se requiere educación.



Asimismo, señor Presidente, quiero saber exactamente, conforme a un cuadro comparativo entre los años anteriores y el actual, cómo están funcionando y de qué modo se financian hoy día en el país las brigadas de tránsito.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Como no intervendrán los Comités Demócrata Cristiano y Mixto, corresponde su turno al Comité Unión Demócrata Independiente.



Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, me referiré a distintas materias.

MOLESTIA ANTE RUIDOS EMITIDOS POR EMPRESA ELEKTRA 6 S.A 

EN SECTOR BELLAVISTA, COMUNA DE MONTE PATRIA. OFICIO



Señor Presidente, en la comuna de Monte Patria, sector de Bellavista, se instaló una empresa generadora eléctrica -denominada “Elektra 6 S.A.”- que emite un ruido horroroso en el día y la noche. Hace funcionar doce motores, a veces 10, lo que provoca una bulla bastante molesta durante el día -yo estuve ahí personalmente-; pero en la noche, sencillamente, nadie puede dormir.



Según entiendo, cuando dicha empresa solicitó los permisos, se señaló que el ruido sería mínimo. Sin embargo, he comprobado en terreno que no es así: aquel es tan abrumador, sobre todo en las noches, que la gente ya ni siquiera puede dormir.



En consecuencia, pido que se oficie a la COREMA con el objeto de que efectúe las mediciones correspondientes de los ruidos; de ver si es posible instalar algún tipo de aislamiento; de indagar la forma como se otorgaron los permisos; de verificar si se está cumpliendo la normativa, etcétera.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento. 

RETIRO DE CONEXIÓN A INTERNET EN ESCUELA 

DE LOCALIDAD LA ISLA, EN COMBARBALÁ. OFICIOS



Señor Presidente, tuve la oportunidad de visitar una pequeña localidad de Combarbalá que se llama “La Isla”, a cuya escuela rural se le retiró el servicio de Internet. La verdad es que nadie sabe cuál fue el motivo. 



Como podrá comprenderse, para un lugar muy pequeño ubicado en esa comuna, que de por sí se encuentra muy aislada -y La Isla lo está mucho más aún-, ese servicio era de alguna manera la conexión que los alumnos tenían con el resto del mundo. 



Ellos no pueden entender, ni tampoco sus padres, por qué, habiendo tenido Internet, se procedió a retirar dicho servicio.



Por lo anterior, pido que se oficie al señor alcalde de Combarbalá y, también, a la Seremi de Educación para que expliquen la razón de esa decisión.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.
RECOLECCIÓN DE BASURA EN LOCALIDAD LA ISLA 

CON MOTIVO DE FIESTA RELIGIOSA. OFICIO



Asimismo, señor Presidente, en La Isla hay una roca que se asemeja a la figura de la Virgen María. Y, por lo tanto, el primer domingo de mayo de cada año se celebra ahí una fiesta en la cual participan entre 10 mil y 12 mil personas. Es algo impresionante.



Sin embargo, el problema radica en que esa localidad encantadora, como es La Isla, queda convertida en un basural después de concluida la celebración. Y lo cierto es que sus habitantes no se benefician en nada. Solo les dejan una gran cantidad de basura. Este año se retiró algo de ella, pero quedó esparcida más de la mitad.



En razón de lo anterior, pido que se oficie al señor alcalde de Combarbalá para que vea la posibilidad de que los habitantes de La Isla cobren algún tipo de entrada o peaje, reciban cierta colaboración de parte de la gente que acude al lugar, de manera tal que ellos puedan recurrir a los servicios de alguna empresa para que realice la limpieza. Y ojalá esos recursos se puedan invertir en algo que signifique progreso. 



Creo sumamente injusto para una localidad tan pequeña, que recibe una inmensa cantidad de gente, que no se pueda beneficiar en nada y se quede con toda la mugre.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.

IRREGULARIDAD EN TÍTULOS DE DOMINIO 

Y PAGO DE CONTRIBUCIONES EN LA ISLA. OFICIO



Por otra parte, señor Presidente, debo decir que en La Isla ocurre algo muy curioso: todos sus habitantes pagan contribuciones y, sin embargo, no son dueños de los terrenos. La verdad es que, al parecer, la Comunidad Jiménez y Tapia confeccionó escrituras sobre las ya existentes. Así, en este momento, las casas del pueblo son de propiedad de esa comunidad o están dentro de ella. Por lo tanto, quienes moran en esas viviendas no son dueños del bien inmueble, pero igual deben pagar contribuciones.



No sabemos cómo se hizo la inscripción de dominio de la Comunidad Jiménez y Tapia. Pero lo cierto es que esos comuneros ya tenían antes sus escrituras.



En consecuencia, solicito oficiar a la Seremi de Bienes Nacionales para que realice un completo estudio de títulos para aclarar finalmente de quién son esas tierras y quién debe pagar las contribuciones.



Lo que sucedió es que la gente del pueblo nada supo respecto de la sobreinscripción que llevó a cabo la Comunidad Jiménez y Tapia en relación con sus propios terrenos. Y, por consiguiente, como no supieron, tampoco se opusieron.



Es importante señalar que La Isla es realmente una localidad muy pequeña, muy pobre y muy aislada. Y, obviamente, sus habitantes están bastantes inquietos con tal situación.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.

EVENTUAL OTORGAMIENTO DE MEDICAMENTOS VENCIDOS EN MUNICIPALIDAD DE COMBARBALÁ Y FISCALIZACIÓN DE RECURSOS EN DEPARTAMENTO DE SALUD DE DICHA COMUNA.  OFICIO



Señor Presidente, por su intermedio, solicito que se oficie a la Contraloría General de la República con el objeto de que haga una revisión de los medicamentos que se están otorgando en la Municipalidad de Combarbalá.



He sabido que se proporcionaron remedios vencidos y que en muchos casos se entregan frascos o cajas cuyas fechas de vencimiento han sido tachadas con un plumón negro. 



Eso es muy complicado.



Por consiguiente, mi petición es que se realice una completa revisión de esos medicamentos y, también, que la Contraloría efectúe un total chequeo de los dineros que se manejan en el Departamento de Salud de Combarbalá, porque supe que se habría pagado 6 millones de pesos de más.



Nadie pudo decirme realmente a quién se pagó esa cantidad, ni por qué se hizo. Pero se me insistió bastante en que existirían problemas.



Por lo tanto, pido que se haga una revisión de todas las cuentas de ese Departamento de Salud correspondientes al presente año.



Es cuanto deseaba señalar, señor Presidente.



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- El Comité Renovación Nacional no hará uso de su tiempo.



Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:15.








Manuel Ocaña Vergara,
                 Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S
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1

PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.755, SOBRE SERVICIO AGRÍCOLA Y GANADERO, A FIN DE ESTABLECER OBLIGACIÓN QUE INDICA

(5044-01)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha tomado conocimiento del rechazo del proyecto de ley modifica la ley N° 18.755, sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, estableciendo obligación que indica, boletín N° 5044-01.


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:


-Don Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Büchi

-Don Ramón Barros Montero

-Don Marco Enríquez-Ominami Gumucio

-Don Ramón Farías Ponce 


-Doña Alejandra Sepúlveda Orbenes
****


Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 1.312/SEC/07, 9 de octubre de 2007.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.464, Y OTORGA OTROS BENEFICIOS QUE INDICA

(5085-04)


Con motivo de la Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.464, que establece normas y concede aumento de remuneraciones para el personal no docente de los establecimientos que indica:


1) Reemplázase, en los artículos 1º, incisos primero y cuarto; 2º, incisos primero y final; 4º, 5º, 6º, 7º, 8º; 10, las dos veces que aparece; 12, 13, 14 y 19, la denominación “personal no docente” por la expresión “personal asistente de la educación”.


2) En el artículo 2°:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la expresión “de 1980,” la frase “que tenga contrato vigente y”.


b) Reemplázase, en el literal a), la frase “el título respectivo” por la expresión “un título de una carrera de, a lo menos, 8 semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocidos por éste;”.


c) Sustitúyese, en el literal b), la frase “administrativas que se lleven a cabo en las distintas unidades educativas” por la expresión “de apoyo administrativo necesarias para la administración y funcionamiento de los establecimientos”.


d) Reemplázase el literal c) por el siguiente:


“c) De servicios auxiliares, que es aquélla que corresponde a labores de cuidado, protección, mantención y limpieza de los establecimientos, excluidas aquellas que requieran de conocimientos técnicos específicos. Para el desempeño de estas funciones se deberá contar con licencia de educación media.”.


3) En el artículo 3°:


a) Sustitúyese la expresión “no docentes” por “de asistentes de la educación”.


b) Reemplázase la conjunción “y”, ubicada entre los guarismos “19.325” y “19.366”, por una coma (,) e intercálase, antes de la frase “y en los Párrafos”, la expresión “20.005 y 20.066”.


c) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“Asimismo, no podrán desempeñarse como asistentes de la educación quienes no acrediten idoneidad sicológica para desempeñar dicha función, la que será establecida por medio de los procedimientos que determine cada municipio, corporación municipal, sostenedor educacional o institución administradora de establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, sobre la base del informe que deberá emitir el Servicio de Salud correspondiente.”.


Artículo 2°.- Créase, a contar del año 2008, una subvención por desempeño de excelencia para el personal asistente de la educación que se desempeñe en los establecimientos educacionales subvencionados y en los regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, que resulten calificados como de excelente desempeño sobre la base del sistema establecido en los artículos 15 y siguientes de la ley Nº 19.410.


Esta subvención por desempeño de excelencia corresponderá a un monto mensual en pesos equivalente a 0,0146 unidades de subvención educacional (USE) por alumno, que para efectos del sistema de cálculo se considerará como equivalente al 100% de la misma, y se entregará trimestralmente en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año a los sostenedores o a las instituciones administradoras de los establecimientos indicados en el inciso anterior que hayan sido calificados como de excelente desempeño. La totalidad de los recursos así percibidos se distribuirá entre el personal asistente de la educación de los establecimientos, en proporción a la jornada de trabajo contratada.


El valor del incremento por alumno que corresponda a los establecimientos precedentemente señalados por aplicación de este artículo se fijará anualmente por resolución del Ministerio de Educación, la que deberá ser suscrita, además, por el Ministro de Hacienda.


Artículo 3°.- Establécese, los años 2008 y 2009, para al personal asistente de la educación que se desempeñe en los establecimientos educacionales administrados directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas y en los establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, un bono anual vinculado a los resultados de la aplicación de un sistema de evaluación de desempeño.


Para estos efectos, cada municipalidad, corporación municipal o institución administradora de establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, deberá contar con su respectivo sistema de evaluación de desempeño, a través del cual se determinará el 80% de los asistentes de la educación con mejor desempeño, los que tendrán derecho al bono a que se refiere este artículo.


Este sistema deberá contar con la opinión favorable de los representantes del personal asistente de la educación y el acuerdo del concejo, en su caso.


Dicho bono tendrá un valor de $96.000.- para los años 2008 y 2009. Éste se pagará en una sola cuota, en el curso del mes de diciembre del año respectivo, al personal que, cumpliendo los requisitos de los incisos precedentes, haya desempeñado funciones en jornadas de 44 ó 45 horas, según corresponda, durante los meses de marzo a noviembre del año en que se efectúe la evaluación y se mantenga en funciones a la fecha de su pago. Respecto de aquellos funcionarios que desempeñen jornadas parciales de trabajo, el monto del bono se calculará proporcionalmente a una jornada laboral de 45 horas.


Este bono se incrementará en $48.000.- anuales para el personal que, teniendo derecho al bono por evaluación de desempeño de conformidad a lo establecido en el inciso segundo, cumpla funciones en establecimientos declarados de desempeño difícil por razones de ubicación geográfica, marginalidad, extrema pobreza u otras características análogas, o en aquellos que cuenten con más de un 40% de alumnos prioritarios de acuerdo al índice de vulnerabilidad definido por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.


Tanto el bono como su incremento no serán imponibles ni tributables, ni constituirán base de cálculo para ninguna otra remuneración.


Excepcionalmente, durante el año 2007, como anticipo de la incorporación al sistema de evaluación de desempeño, el personal asistente de la educación a que se refiere el inciso primero tendrá derecho, por única vez, a un bono no imponible ni tributable de $72.000.-, que se pagará en el curso del mes de diciembre del referido año. Tendrán derecho a este bono sólo los asistentes de la educación que hayan desempeñado funciones durante los meses de marzo a noviembre del año 2007, en jornadas de 44 ó 45 horas semanales, según corresponda, y se mantengan en funciones a la fecha de su pago. Respecto de aquellos funcionarios que desempeñen jornadas parciales de trabajo, el monto del bono se calculará proporcionalmente a una jornada laboral de 45 horas.


Este bono será de cargo fiscal y el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los establecimientos educacionales administrados directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas y a los establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y determinará además los mecanismos de resguardo de su aplicación para su pago. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Artículo 4º.- Intercálse en el artículo 7º de la ley Nº 19.979, a continuación del punto y coma (;) que sigue a la expresión “profesores del establecimiento”, la frase “un representante de los asistentes de la educación del establecimiento, elegido por sus pares mediante un procedimiento previamente establecido por éstos”, seguida de un punto y coma (;).

ARTICULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Establécese una bonificación por retiro voluntario para el personal asistente de la educación que se desempeñe, a la fecha de publicación de esta ley, en establecimientos educacionales administrados directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal, y en aquellos establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y que a dicha fecha tengan sesenta o más años de edad, si son mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad, si son hombres, y hagan efectiva su renuncia voluntaria respecto del total de horas que sirven dentro de los doce meses siguientes a la publicación de esta ley.


Los beneficiarios tendrán derecho a percibir una bonificación equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio prestado en las entidades mencionadas en el inciso precedente, con un máximo de once meses. La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de las remuneraciones mensuales imponibles que haya correspondido al personal asistente de la educación durante los doce meses inmediatamente anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible con toda indemnización que, por concepto de término de la relación laboral o por años de servicio en el sector municipal, pudiere corresponder al personal asistente de la educación, cualquiera fuere su origen y a cuyo pago concurra el empleador, especialmente con aquéllas a que se refiere el artículo 163 del Código del Trabajo. Con todo, si el trabajador hubiere pactado con su empleador una indemnización a todo evento cuyo monto fuere mayor, podrá optar por esta última.


Los asistentes de la educación que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo no podrán volver a ser contratados en establecimientos educacionales administrados directamente por las municipalidades o las corporaciones municipales, ni en los regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Esta bonificación será de cargo del empleador, sin perjuicio de que pueda solicitar, para su financiamiento, el anticipo de subvención previsto en el artículo 11 de la ley Nº 20.159.


Para el caso del personal que cumple funciones en establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, esta bonificación será de cargo de la institución administradora y se financiará con el aporte que perciban para operación y funcionamiento.


Artículo Segundo.- El personal que se acoja a la bonificación por retiro voluntario a que se refiere el artículo precedente tendrá derecho, por una sola vez, a un incremento de la referida bonificación de $1.000.000.-, en la medida que renuncie voluntariamente al total de horas que sirve dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de esta ley.


Con todo, el personal que no renuncie voluntariamente al total de horas que sirva en el período antes indicado, se entenderá que renuncia irrevocablemente al incremento a que se refiere el inciso anterior. 


El personal que desempeñe funciones en más de un establecimiento educacional administrado directamente por la municipalidad, o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por ésta para administrar la educación municipal, o en aquellos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, sólo podrá incrementar su bonificación especial de retiro, de conformidad al inciso primero de este artículo, una sola vez. 


Las exigencias, restricciones y modalidades previstas para el otorgamiento y pago de este beneficio quedarán sujetas a las mismas reglas establecidas en el artículo primero transitorio de esta ley para la bonificación por retiro voluntario. 


Este incremento será de cargo fiscal y se financiará con reasignaciones presupuestarias de la partida Subsecretaría de Educación. 


El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los establecimientos educacionales administrados directamente por las municipalidades, o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal y a los establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, estableciendo los mecanismos de resguardo de aplicación para su pago. Los referidos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Los sostenedores o representantes legales de los establecimientos educacionales municipales que disminuyan personal asistente de la educación por aplicación de esta ley, sólo podrán aumentarlo basados en un incremento efectivo de la matrícula, cambios en la modalidad educativa o ampliaciones de infraestructura. Con todo, dicho incremento deberá contar con la autorización de la Secretaria Regional Ministerial de Educación correspondiente.


Artículo Tercero.- Las exigencias establecidas en los números 2) y 3) del artículo 1º de esta ley, para el ejercicio de las labores de asistente de la educación, no se aplicarán al personal que se encuentre en funciones a la fecha de su publicación.


Artículo Cuarto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que no fuere posible para el año 2007, con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104, de la Partida Tesoro Público.”.
***


Hago presente a V.E. que el inciso tercero artículo 3° del proyecto fue aprobado en general y particular con el voto a favor de 99 Diputados, de 118 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CONSAGRA PRINCIPIO DE NEUTRALIDAD EN RED PARA CONSUMIDORES Y USUARIOS DE INTERNET

(4915-19)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:
“ARTÍCULO PRIMERO.- Agréganse los siguientes artículos 7°A y 7°B en la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:

"Artículo 7°A.‑ La protección de los derechos de los usuarios de Internet, deberá tomar en especial consideración el cumplimiento de las siguientes obligaciones de los suministradores de acceso a los proveedores de acceso a Internet y también de estos últimos; entendiéndose por tales, toda persona natural o jurídica que preste servicios onerosos de conectividad entre los usuarios o sus redes e Internet:

a) No podrán bloquear, interferir, discriminar o entorpecer en cualquier forma la capacidad de cualquier usuario de Internet para acceder, utilizar, enviar, recibir u ofrecer cualquier contenido, aplicación o servicio legítimo a través de Internet, así como cualquier otro tipo de actividad o uso realizado a través de la red. De la misma forma, no podrán realizar ninguna actividad que restrinja la libertad de los usuarios para el uso de los contenidos o servicios dispuestos en Internet.

En todo caso, los suministradores y proveedores de acceso a Internet deberán tomar las medidas necesarias para garantizar la privacidad de los usuarios, la protección contra virus y la seguridad de la red, siempre que ello no tenga por objeto realizar acciones destinadas a gestionar tráficos con fines anticompetitivos. Asimismo, sólo podrán bloquear el acceso a determinados contenidos, aplicaciones o servicio, a pedido expreso del usuario.

Un reglamento establecerá las prácticas restrictivas a la libertad de utilización de los contenidos o servicios que se presten a través de Internet.

b) Entregar por escrito a sus usuarios, toda la información relativa a las características del acceso a Internet contratado, su velocidad, calidad  del enlace, diferenciando entre las conexiones nacionales e internacionales, así como la naturaleza y garantías del servicio. Esta información deberá ser entregada obligatoriamente por el suministrador o por el proveedor de Acceso, según corresponda, a sus clientes en el momento previo a la contratación del servicio y, además, en cualquier momento en el cual los clientes lo soliciten durante la vigencia del contrato. El reglamento establecerá la forma y contenido específico de esta información.

c) Ofrecer directamente a cada usuario un servicio de acceso al proveedor de acceso a Internet o de acceso a Internet, según corresponda, que no distinga contenidos, aplicaciones o servicios, basados en la fuente de origen del mismo o de la propiedad de éstos. El suministrador o proveedor deberá garantizar, en forma igualitaria, el acceso a todo tipo de contenidos, servicios o aplicaciones disponibles en la red, en virtud del contrato vigente con los usuarios. 

d) 
Ofrecer servicios de controles parentales para contenidos que atenten contra la ley, la moral o las buenas costumbres, siempre y cuando el usuario reciba información por adelantado y de manera clara y precisa respecto del alcance de tales servicios.
Artículo 7°B.-  Para la protección de los derechos de los usuarios de Internet, el Ministerio y la Subsecretaría podrán emplear todas las facultades que actualmente les franquea esta ley y su normativa complementaria. En particular, el procedimiento contemplado en el artículo 28 bis.”.
ARTÍCULO TRANSITORIO.- El reglamento a que hace referencia el artículo 7°A que se incorpora en la ley N° 18.168, se publicará dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):MARCELO DÍAZ DÍAZ, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 17.336, SOBRE PROPIEDAD INTELECTUAL

(5012-03)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.336:
1) Modifícase el artículo 5° de la siguiente forma:

a) Insértase en el literal u) del artículo 5º la frase “permanente o provisional” entre los vocablos “fijación” y “de” y reemplázase la letra “y”, por la letra “o”.

b) Agrégase el siguiente literal y):
“y) Prestador de Servicio significa, para los efectos de lo dispuesto en el Capitulo III del Titulo III de esta ley, una empresa proveedora de transmisión, enrutamiento o conexiones para comunicaciones digitales en línea, sin modificación de su contenido, entre puntos especificados por el usuario del material que selecciona, o una empresa proveedora u operadora de instalaciones de servicios en línea o de acceso a redes.”.
2) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 8º,  por el siguiente:

“Respecto de los programas computacionales producidos por encargo de un tercero, se reputaran cedidos a éste los derechos de su autor, salvo estipulación escrita en contrario.”.
3) Reemplázanse los actuales incisos primero y segundo del artículo 10, por el siguiente:

“La protección otorgada por esta ley dura por toda la vida del autor y se extiende hasta por 70 años más, contados desde la fecha de su fallecimiento.”.  
4) Deróganse los actuales Párrafo III (artículos 38 a 45 bis) y IV (artículos 46 a 47) del Capítulo V del Título I.
5) Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 65:

“Cuando sea necesaria la autorización del autor de una obra incorporada a un fonograma y la autorización del artista, intérprete o ejecutante y del productor del fonograma, éstas deberán concurrir sin que unas excluyan a las otras.”.
6) Intercálase, como nuevo Título III, el siguiente, pasando el actual Título III a ser Título IV:
“Título III

Limitaciones y excepciones al Derecho de Autor y a los Derechos Conexos
Artículo 71 A. Cuando sea procedente, las limitaciones y excepciones establecidas en este Título se aplicarán tanto a los derechos de autor como a los derechos conexos.
Artículo 71 B. Es lícita la inclusión en una obra, sin remunerar ni obtener autorización del titular, de fragmentos de obra protegida, que haya sido lícitamente divulgadas, y su inclusión se realice a título de cita o con fines de crítica, ilustración, enseñanza e investigación, siempre que se mencione su fuente, título y autor.
Artículo 71 C. Es lícita, sin remunerar ni obtener autorización del titular, la reproducción, adaptación, distribución, comunicación al público y puesta a disposición, que se realice sin interés comercial, de una obra lícitamente publicada a fin de garantizar el acceso por parte de discapacitados visuales, auditivos o de otra clase que, sin formatos especiales, no podrían acceder a la obra.

Los ejemplares o copias obtenidas en ejercicio de esta facultad tendrán por única finalidad su utilización por personas discapacitadas, no pudiendo ser cedidas ni distribuidas a terceros con fines comerciales. En estos ejemplares se señalará expresamente la circunstancia de ser realizados bajo la excepción de este articulo e indicando la restricción de su distribución y puesta a disposición a personas que tengan la respectiva discapacidad. 
Artículo 71 D. Las lecciones dictadas en instituciones de educación superior, colegios y escuelas, podrán ser anotadas o recogidas en cualquier forma por aquellos a quienes van dirigidas, pero no podrán ser publicadas, total o parcialmente, sin autorización de sus autores.

En el caso de las conferencias y discursos, éstos podrán ser publicados con fines de información, pero no en colección separada, completa o parcial, sin autorización del autor. 
Artículo 71 E. En los establecimientos comerciales en que se expongan y vendan instrumentos musicales, aparatos de radio o televisión o cualquier equipo que permita la reproducción de obras, éstas podrán utilizarse libremente y sin pago de remuneración, con el exclusivo objeto de efectuar demostraciones a la clientela, siempre que éstas se realicen dentro del propio local o de la sección del establecimiento destinada a este objeto y en condiciones que eviten su difusión al exterior.
Artículo 71 F. La reproducción de obras de arquitectura por medio de la fotografía, el cine, la televisión y cualquier otro procedimiento análogo, así como la publicación de las correspondientes fotografías en diarios, revistas y textos escolares, es libre y no está sujeta a remuneración.

Asimismo, la reproducción mediante la fotografía, el dibujo o cualquier otro procedimiento, de monumentos, estatuas y, en general, las obras artísticas que adornan plazas, avenidas y lugares públicos, es libre y no está sujeta a remuneración, siendo lícita la publicación y venta de las reproducciones.
Artículo 71 G. En las obras de arquitectura, el autor no podrá impedir la introducción de modificaciones que el propietario decida realizar, pero podrá oponerse a la mención de su nombre como autor del proyecto.
Artículo 71 H. No serán aplicables a las películas y fotografías publicitarias o propagandísticas las reglas que establece el artículo 30.

Asimismo, lo dispuesto en el artículo 37 bis no será aplicable a los programas computacionales, cuando éstos no sean el objeto esencial del arrendamiento.
Artículo 71 I. Las bibliotecas y archivos que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, reproducir una obra, en los siguientes casos:

a) Cuando el ejemplar se encuentre en su colección permanente y ello sea necesario a los efectos de preservar dicho ejemplar y/o sustituirlo en caso de pérdida o deterioro, hasta un máximo de 3 copias simultáneas. 

b) Para sustituir un ejemplar de otra biblioteca o archivo que se haya extraviado, destruido o inutilizado y no esté disponible la obra en el mercado.

c) Para incorporar un ejemplar a su colección cuando éste no se encuentre disponible en el mercado en los últimos 5 años.
Artículo 71 J. Las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, efectuar copias de fragmentos de obras que se encuentren en sus colecciones, a solicitud de un usuario de la biblioteca o archivo exclusivamente para su uso personal.
Artículo 71 K. Las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, efectuar la reproducción, comunicación o puesta a disposición por medios digitales de obras de su colección para ser consultadas simultáneamente hasta por un número razonable de usuarios en los términos que señale el reglamento, sólo en terminales de uso local de la respectiva institución.
Artículo 71 L. Las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, efectuar la traducción de obras originalmente escritas en idioma extranjero y legítimamente adquiridas, cuando al cumplirse un plazo de tres años contados desde la primera publicación, o de un año en caso de publicaciones periódicas, en Chile no haya sido publicadas su traducción al castellano por el titular del derecho. 

La traducción deberá ser realizada a solicitud de un usuario y exclusivamente para uso personal, o para investigación o estudio por parte de los usuarios de dichas bibliotecas o archivos. 
Artículo 71 M. Las bibliotecas de instituciones educacionales o que sirvan a dichas instituciones, podrán, sin autorización ni pago de remuneración, reproducir, comunicar y/o poner a disposición por cualquier medio las reproducciones de obras cortas, artículos de publicaciones periódicas y partes razonables de obras extensas, para uso exclusivo de los alumnos, investigadores y docentes de dichas instituciones, conforme lo solicite el docente encargado de los respectivos cursos, siempre que dicha utilización de la obra se efectúe sin interés comercial y cumpliendo los demás requisitos que determine el reglamento.
Artículo 71 N. Será lícita, sin la autorización del titular de los derechos de autor y conexos ni remuneración, la inclusión en una obra para fines educacionales, en el marco de la educación formal o autorizada por el Ministerio de Educación, de obras  cortas, como poemas, artículos, ensayos o cuentos cortos. Deberá mencionarse en cada caso la fuente, el título y autor de la obra incluida.

Al amparo de esta excepción no se incluirán  más de dos obras del mismo autor, y dicha obra no representará más del 7% del contenido de la nueva obra educacional.

En los casos en que la obra educacional sea total o parcialmente distribuida comercialmente al público, el editor deberá pagar a los titulares de derechos de las materias sujetas a derechos de autor o conexos utilizadas, una remuneración equitativa por dicha utilización en los ejemplares que sean distribuidos comercialmente al público.

Dicha remuneración también se devengará en los casos que se exceda el uso permitido en los incisos primero y segundo de este artículo. 

A falta de acuerdo por las partes, dicha remuneración será fijada por el tribunal civil del domicilio del solicitante, en procedimiento breve y sumario, quien fallará conforme a la equidad.

Lo dispuesto en los incisos anteriores, es sin perjuicio de lo señalado en el artículo 71 B. 
Artículo 71 Ñ. No se considera comunicación ni ejecución pública de la obra, inclusive tratándose de fonogramas, su utilización dentro del núcleo familiar, en establecimientos educacionales, de beneficencia, bibliotecas, archivos y museos, siempre que esta utilización se efectúe sin interés comercial. En estos casos no se requerirá remunerar al autor, ni obtener su autorización.
Artículo 71 O. Las siguientes actividades relativas a programas computacionales están permitidas, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización:

a) La adaptación o copia de un programa computacional efectuada por su tenedor o autorizada por su legítimo dueño, siempre que la adaptación o copia sea esencial para su uso, o para fines de archivo o respaldo y no se utilice para otros fines.

Las adaptaciones obtenidas en la forma señalada no podrán ser transferidas bajo ningún título, sin que medie autorización previa del titular del derecho de autor respectivo; igualmente, las copias obtenidas en la forma indicada no podrán ser transferidas bajo ningún título, salvo que lo sean conjuntamente con el programa computacional que les sirvió de matriz.

b) Las actividades de ingeniería inversa sobre una copia obtenida legalmente de un programa computacional que se realicen con el único propósito de lograr la compatibilidad operativa entre programas computacionales o para fines de investigación y desarrollo.

c) Las actividades que se realicen sobre una copia obtenida legalmente de un programa computacional, con el único propósito de probar, investigar o corregir su funcionamiento o la seguridad del mismo u otros programas, de la red o del computador sobre el que se aplica.
Artículo 71 P. Es lícita la reproducción provisional de una obra, incluido su almacenamiento provisional en forma electrónica, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización. Esta reproducción provisional deberá ser  transitoria o accesoria, no tener una significación económica independiente, formar parte integrante y esencial de un proceso tecnológico, y tener como única finalidad permitir una transmisión lícita en una red o permitir un uso lícito de una obra protegida.”.

7) Agrégase el siguiente artículo 72bis:

“Artículo 72 Bis.- El titular de un derecho patrimonial de autor podrá utilizar el símbolo © anteponiéndolo al año de la primera publicación y a su nombre.
Tratándose de fonogramas, las copias de éstos o en sus envolturas, podrán presentar un símbolo (p) antepuesto al año de la primera publicación y al nombre del productor.

Salvo prueba en contrario, las personas naturales o jurídicas cuyo nombre aparezca indicado de la manera señalada en los incisos anteriores, se presumirán como titulares de los derechos respectivos.”.
8) Reemplázase el actual capítulo II del Título III, que pasó a ser Título IV, por el siguiente:

“Capítulo II

De las acciones y procedimientos

Párrafo 1°.

De las infracciones a las disposiciones de esta ley
Artículo 78. Las infracciones a esta ley y su reglamento no contempladas expresamente en los artículos 79 y siguientes, serán sancionadas con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales.

Párrafo 2°

De los delitos contra la propiedad intelectual
Artículo 79. Comete delito contra la propiedad intelectual:

a) El que, sin estar expresamente facultado para ello, utilice obras de dominio ajeno protegidas por esta ley, inéditas o publicadas, en cualquiera de las formas o por cualquiera de los medios establecidos en el artículo 18.
b) El que, sin estar expresamente facultado para ello, utilice las interpretaciones, producciones y emisiones protegidas de los titulares de los derechos conexos, con cualquiera de los fines o por cualquiera de los medios establecidos en el Título II.
c) El que falsificare o adulterare una planilla de ejecución.

d) El que falseare datos en las rendiciones de cuentas a que se refiere el artículo 50. 

e) El que, careciendo de autorización del titular de los derechos o de la ley, cobrare derechos u otorgase licencias respecto de obras o de interpretaciones o ejecuciones o fonogramas que se encontraren protegidos.

Las conductas señaladas serán sancionadas de la siguiente forma:

1. Cuando el monto del perjuicio causado sea inferior a las 4 unidades tributarias mensuales, la pena será de prisión en cualquiera de sus grados o multa de 5 a 100 unidades tributarias mensuales.

2. Cuando el monto del perjuicio causado sea igual o superior a 4 unidades tributarias mensuales y sea inferior a 40 unidades tributarias mensuales, la pena será de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 20 a 500 unidades tributarias mensuales.

3. Cuando el monto del perjuicio sea igual o superior a 40 unidades tributarias mensuales, la pena será de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 50 a 1.000 unidades tributarias mensuales.
Artículo 79 bis.- El que falsifique obra protegida por esta ley, o el que la edite, reproduzca o distribuya ostentando falsamente el nombre del editor autorizado, suprimiendo o cambiando el nombre del autor o el título de la obra, o alterando maliciosamente su texto, serán sancionados con las penas de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales.
Artículo 80. Comete delito contra la propiedad intelectual y será sancionado con pena de multa de 25 a 500 unidades tributarias mensuales:

a) El que, a sabiendas, reproduzca, distribuya, ponga a disposición o comunique al público una obra perteneciente al dominio público o al patrimonio cultural común bajo un nombre que no sea el del verdadero autor.

b) El que se atribuyere o reclamare derechos patrimoniales sobre obras de dominio público o del patrimonio cultural común.

c) El que obligado al pago en retribución por la ejecución o comunicación al público de obras protegidas, omitiere la confección de las planillas de ejecución correspondientes.
Artículo 81. Comete delito contra la propiedad intelectual y será sancionado con pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 50 a 800 unidades tributarias mensuales, el que tenga para comercializar, comercialice o alquile directamente al público copias de obras, de interpretaciones o de fonogramas, cualquiera sea su soporte, reproducidos en contravención a las disposiciones de esta ley.

El que con ánimo de lucro fabrique, importe, interne al país, tenga o adquiera para su distribución comercial las copias a que se refiere el inciso anterior, será sancionado con las penas de reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales.
Artículo 82. En caso de reincidencia de los delitos previstos en esta ley, se aplicarán las penas máximas contempladas para cada uno de ellos. En estos casos, la multa no podrá ser inferior al doble de la anterior, y su monto máximo podrá llegar a 2.000 unidades tributarias mensuales.
Artículo 83. Los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer los delitos contemplados en el artículo 81, serán sancionados en conformidad a los artículos 293 y siguientes del Código Penal.

En el caso del artículo 293 del Código Penal, se aplicará además una multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales; y de 50 a 500 unidades tributarias mensuales en el caso del artículo 294 del Código Penal.
Artículo 84. Incurrirá en responsabilidad civil el que, sin autorización del titular de los derechos o de la ley y, sabiendo o debiendo saber que inducirá, permitirá, facilitará u ocultará una infracción de cualquiera de los derechos de autor o derechos conexos, realice alguna de las siguientes conductas:

a) Suprima o altere cualquier información sobre la gestión de derechos, o

b) Distribuya, importe para su distribución, emita, comunique o ponga a disposición del público copias de obras o fonogramas, sabiendo que la información sobre la gestión de derechos ha sido suprimida o alterada sin autorización.

El que realice alguna de las conductas descritas en los literales precedentes, será sancionado con pena de multa de 25 a 150 unidades tributarias mensuales.
Artículo 85. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, se entenderá que es información sobre la gestión de derechos:

a) La información que identifica a la obra, a la interpretación o ejecución o al fonograma; al autor de la obra, al artista intérprete o ejecutante, o al productor del fonograma; o al titular de cualquier derecho sobre la obra, interpretación o ejecución o fonograma;

b) La información sobre los términos y condiciones de utilización de las obras, interpretación o ejecución o fonograma, y

c) Todo número o código que represente tal información, cuando cualquiera de estos elementos estén adjuntos a un ejemplar de una obra, interpretación o ejecución o fonograma o figuren en relación con la comunicación o puesta a disposición del público de una obra, interpretación o ejecución o fonograma.
Artículo 85 A. El monto de los perjuicios que se refieren en este Título se determinará en base al valor legítimo de venta al detalle de los objetos protegidos.

Cuando se trate de objetos protegidos que no tengan valor de venta legítimo, el juez deberá prudencialmente determinar el monto de los perjuicios para efectos de aplicar la pena.

Párrafo 3°

De las normas aplicables al procedimiento civil y penal
Artículo 85 B. El titular de los derechos reconocidos en esta ley tendrá, sin perjuicio de las otras acciones que le correspondan, acciones para pedir:

a) El cese de la actividad ilícita del infractor;

b) La indemnización de los daños y perjuicios patrimoniales y morales causados, y 

c) La publicación de la parte resolutiva de la sentencia, a costa del demandado, mediante anuncio en un diario a elección del demandante.
Artículo 85 C. El tribunal, a solicitud del perjudicado, ordenará que los ejemplares que hubieren sido producto de alguna infracción o delito contenido en esta ley sean destruidos o apartados del comercio.

Estos ejemplares sólo podrán ser destinados a beneficencia por el tribunal cuando cuente con autorización del titular de los derechos. En este caso, el tribunal podrá decretar las medidas necesarias para garantizar que no reingresen al comercio, ordenando el marcado de los ejemplares y decretando la prohibición de enajenarlos por parte del beneficiario.
Artículo 85 D. El tribunal podrá ordenar, en cualquier estado del juicio, las siguientes medidas precautorias:

a) La suspensión inmediata de la venta, circulación, exhibición, ejecución, representación o cualquier otra forma de explotación presuntamente infractora; 

b) La prohibición de celebrar actos y contratos sobre bienes determinados, incluyendo la prohibición de publicitar o promover los productos o servicios motivo de la presunta infracción; 

c) La retención de los ejemplares presuntamente ilícitos; 

d) La retención o secuestro de los materiales, maquinarias e implementos que hayan sido destinados a la producción de ejemplares presuntamente ilícitos, o de la actividad presuntamente infractora, cuando ello sea necesario para prevenir futuras infracciones;

e) La remoción o retiro de los aparatos que hayan sido utilizados en la comunicación pública no autorizada, a menos que el presunto infractor garantice que no reanudará la actividad infractora;

f) El nombramiento de uno o más interventores, y

g) La incautación del producto de la recitación, representación, reproducción o ejecución, hasta el monto correspondiente a los derechos de autor que establezca prudencialmente el tribunal.

En lo no regulado por el inciso precedente, la dictación de estas medidas se regirá por las normas generales contenidas en el Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil.

Las medidas establecidas en este artículo podrán solicitarse, sin perjuicio de las medidas prejudiciales de los Títulos IV y V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, como medidas prejudiciales, siempre que se acompañen antecedentes que permitan acreditar razonablemente la existencia del derecho que se reclama, el riesgo de una inminente infracción y se rinda caución suficiente, de conformidad con lo establecido en el artículo 279 del Código de Procedimiento Civil. 
Artículo 85 E. El perjudicado podrá optar, para efectos del cálculo de la indemnización de los daños y perjuicios causados a sus derechos patrimoniales, entre la remuneración que el infractor hubiera debido pagar al titular del derecho por el otorgamiento de una licencia o las utilidades que el titular hubiera dejado de percibir como consecuencia de la infracción.

El tribunal, además, podrá condenar al infractor a pagar las ganancias que haya obtenido, que sean atribuibles a la infracción y que no hayan sido consideradas al calcular los perjuicios.

Al determinar el perjuicio, el tribunal considerará, entre otros factores, el valor legítimo de venta al detalle de los bienes infringidos.

Para efectos de determinación del daño moral, el tribunal considerará las circunstancias de la infracción, la gravedad de la lesión y el grado objetivo de difusión ilícita de la obra.
Artículo 85 F. Al hacer efectiva la indemnización de perjuicios, el tribunal podrá ordenar, a petición de parte y sin perjuicio de los derechos que puedan hacer valer terceros, la incautación y entrega al titular del derecho del producto de la recitación, representación, reproducción, ejecución o cualquier otra forma de explotación ilícita.
Artículo 85 G. Existirá acción pública para denunciar los delitos sancionados en esta ley. 
Artículo 85 H. Se presume, salvo prueba en contrario, que el derecho de autor y los derechos conexos subsisten sobre una obra o fonograma, cuya fecha de su primera publicación sea inferior a setenta años.

Sin embargo, no será aplicable lo dispuesto en el inciso anterior respecto de aquellas obras y materias afines que hayan pasado al dominio público por expiración del plazo de protección de acuerdo a esta ley o a leyes anteriores.
Párrafo 4°

De las normas especiales aplicables al procedimiento civil
Artículo 85 I. En los procedimientos civiles, el tribunal podrá ordenar a él o los presuntos infractores a esta ley, la entrega de toda información que posean respecto a las demás personas involucradas en la infracción, así como todos los antecedentes relativos a los canales de producción y distribución de los ejemplares infractores. El tribunal podrá aplicar multas de 1 a 20 unidades tributarias mensuales a aquellos que se nieguen a entregar dicha información.
Artículo 85 J. El juez de letras en lo civil que, de acuerdo a las reglas generales conozca de los juicios a que dé lugar la presente ley, lo hará breve y sumariamente.
Artículo 85 K. El titular de un derecho podrá solicitar, una vez acreditada judicialmente la respectiva infracción, que las indemnizaciones de los daños y perjuicios patrimoniales y morales causados sean sustituidas por una suma única compensatoria que será determinada por el tribunal en relación a la gravedad de la infracción, no pudiendo ser mayor a 2.000 unidades tributarias mensuales por infracción.”.
9) Agrégase en el actual Título III, que pasó a ser Título IV, el siguiente Capítulo III nuevo, pasando el actual Capítulo III a ser Capítulo IV.
“Capítulo III

Limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet
Artículo 85 L. En el caso de infracciones a los derechos protegidos por esta ley que ocurran a través de sistemas o redes controladas u operadas por personas naturales o jurídicas que presten algunos de los servicios señalados en los artículos siguientes, los proveedores de tales servicios no serán obligados a indemnizar el daño, en la medida que cumplan con las condiciones previstas por los artículos siguientes para limitar su responsabilidad, conforme a la naturaleza del servicio prestado. En estos casos, los prestadores de servicios sólo podrán ser objeto de las medidas prejudiciales y judiciales que se refieren en el artículo 85 R.

Ninguna disposición de este Capítulo podrá ser interpretada como constitutiva de responsabilidad de los prestadores de servicios a que se refieren los artículos siguientes por infracciones a los derechos de autor y conexos cometidas por terceros a través de sus sistemas o redes.
Artículo 85 M. Los prestadores de servicios de transmisión de datos, enrutamiento o suministro de conexiones no serán considerados responsables de los datos transmitidos a condición que el prestador:

a) No modifique ni seleccione el contenido de la transmisión. Para estos efectos no se considerará modificación del contenido, la manipulación tecnológica del material necesaria para facilitar la transmisión a través de la red, como la división de paquetes;  

b) No inicie el mismo la transmisión, y

c) No seleccione a los destinatarios de la información.

Esta limitación de responsabilidad comprende el almacenamiento automático o copia automática, provisional y temporal de los datos transmitidos, técnicamente necesarios para ejecutar la transmisión, siempre que este almacenamiento o copia automática no esté accesible al público en general y no se mantenga almacenado por más tiempo del razonablemente necesario para realizar la comunicación.
Artículo 85 N. Los prestadores de servicios de almacenamiento de datos de carácter temporal que se lleve a cabo mediante un proceso de almacenamiento automático, no serán considerados responsables de los datos almacenados a condición que el prestador:

a) Respete las condiciones de acceso de usuarios y las reglas relativas a la actualización del material almacenado establecidas por el proveedor del sitio de origen, salvo que dichas reglas sean usadas por éste para prevenir o dificultar injustificadamente el almacenamiento temporal a que se refiere este artículo;

b) No interfiera con la tecnología lícita, compatible y estandarizada utilizada en el sitio de origen para obtener información sobre el uso en línea del material almacenado, cuando la utilización de dichas tecnologías se realice de conformidad con la ley y sean compatibles con estándares de la industria ampliamente aceptados que señalará el reglamento;

c) No modifique su contenido en la transmisión a otros usuarios, y

d) Retire o inhabilite en forma expedita el acceso a material almacenado que haya sido retirado o al que se haya inhabilitado el acceso en su sitio de origen, cuando reciba una notificación de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 85 Q.
Artículo 85 Ñ. Los prestadores de servicios que a petición de un usuario almacenan, por sí o por intermedio de terceros, datos en su red o sistema, o  que efectúan servicios de búsqueda, vinculación y/o referencia a un sitio en línea mediante herramientas de búsqueda de información, incluidos los hipervínculos y directorios, no serán considerados responsables de los datos almacenados o referidos a condición que el prestador:

a) No tenga conocimiento efectivo del carácter ilícito de los datos;

b) No reciba un beneficio económico directamente atribuible a la actividad infractora, en los casos en que tenga el derecho y la capacidad para controlar dicha actividad;

c) Designe públicamente un representante para recibir las notificaciones judiciales a que se refiere el inciso final, de la forma que determine el reglamento, y 

d) Retire o inhabilite en forma expedita el acceso al material almacenado de conformidad a lo dispuesto en el inciso siguiente. 

Se entenderá que el prestador de servicios tiene un conocimiento efectivo cuando un tribunal de justicia competente, conforme al procedimiento establecido en el artículo 85 Q, haya ordenado el retiro de los datos o el bloqueo del acceso a ellos y el prestador de servicios, estando notificado legalmente de dicha resolución, no cumpla de manera expedita con ella. 
Artículo 85 O. Para gozar de las limitaciones de responsabilidad establecidas en los artículos precedentes, los prestadores de servicios, además, deberán:

a) Haber adoptado una política que establezca de forma general las condiciones de término de contrato de aquellos usuarios infractores reincidentes, debiéndose encontrar a disposición de los usuarios en su sistema o red;

b) No interferir en las medidas tecnológicas de protección y de gestión de derechos de obras protegidas aprobadas de conformidad al procedimiento que establecerá el reglamento. En la aprobación de estas medidas se tendrá especial cuidado para evitar imponer costos significativos a los prestadores de servicios y cargas significativas a sus sistemas o redes, y 

c) No haber iniciado la transmisión, ni haber seleccionado el material o a sus destinatarios. Se exceptúa de esta obligación a los proveedores de servicios de búsqueda, vinculación y/o referencia a un sitio en línea mediante herramientas de búsqueda de información.
Artículo 85 P. Los prestadores de servicios referidos en los artículos precedentes no tendrán la obligación de supervisar los datos que transmitan, almacenen o referencien ni la obligación de realizar búsquedas activas de hechos o circunstancias que indiquen actividades ilícitas.

Lo establecido en el inciso anterior se comprenderá sin perjuicio de cualquier actividad que los tribunales ordinarios de justicia decreten para investigar, detectar y perseguir delitos o prácticas constitutivas de ejercicios abusivos de los derechos de autor o conexos reconocidos por esta ley.
Artículo 85 Q.  Para las infracciones a los derechos reconocidos por esta ley cometidas en o por medio de redes o sistemas controlados u operados por o para prestadores de servicios, el titular de los respectivos derechos o su representante podrán solicitar como medida prejudicial o judicial las que se señalan en el artículo 85 R. Cuando las medidas se soliciten en carácter de prejudicial serán decretadas sin necesidad de notificación previa al supuesto infractor y sin necesidad de rendir caución. Esta solicitud será conocida por el juez de letras en lo civil del domicilio del prestador de servicios o por el tribunal penal del domicilio del prestador de servicios.

Para estos efectos, la solicitud, además de cumplir con los requisitos de los números 1°, 2° y 3° del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, deberá indicar claramente:

a) Los derechos supuestamente infringidos, con indicación precisa de la titularidad de éstos y la modalidad de la infracción;
b) El material infractor, y

c) La localización del material infractor en las redes o sistemas del prestador de servicios respectivo.

Cumplido lo dispuesto en el inciso anterior, el tribunal decretará, sin más trámite y dentro del plazo de 48 horas contados desde el ingreso de la solicitud al tribunal, el retiro o bloqueo de los contenidos infractores. Dicha resolución se notificará por cédula al prestador de servicios respectivo y por el estado diario al solicitante.

El proveedor de contenido afectado podrá, sin perjuicio de otros derechos, requerir al tribunal que decretó la orden que se deje sin efecto la medida de restricción de acceso o retiro de material. Para ello deberá presentar una solicitud que cumpla con los mismos requisitos señalados en el inciso segundo y deberá acompañar todo antecedente adicional que fundamente esta petición e implicará su aceptación expresa de la competencia del tribunal que está conociendo del asunto.

Este procedimiento y los incidentes que puedan suscitarse se tramitarán breve y sumariamente, y las apelaciones se concederán en el solo efecto devolutivo, gozando de preferencia para su conocimiento y vista por el tribunal de alzada.

Este procedimiento y los incidentes que pudieren suscitarse en la tramitación de un procedimiento penal, se tramitarán y resolverán conforme a lo dispuesto en los artículos 63 y siguientes del Código Procesal Penal.
Artículo 85 R. En los casos en que se hayan cumplido los requisitos generales del artículo 85 O y los requisitos establecidos en el artículo 85 M, respecto de las funciones de transmisión, enrutamiento o suministro, el tribunal sólo podrá disponer como medidas prejudiciales o judiciales las siguientes:

a) La terminación de cuentas determinadas de dicho prestador de servicio que sea claramente identificada por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo precedente, y

b) La adopción de medidas razonables para bloquear el acceso a un determinado sitio en línea que sea claramente identificado por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo precedente.

En los casos en que se hayan cumplido los requisitos generales del artículo 85 O y los requisitos especiales establecidos en los artículos 85 N y 85 Ñ, respecto de las funciones mencionadas en dichos artículos, el tribunal sólo podrá disponer como medidas prejudiciales o judiciales las siguientes:

a) El retiro o inhabilitación del acceso al material infractor que sea claramente identificado por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 86 Q; 

b) La terminación de cuentas de usuarios determinadas de dicho prestador de servicio, que sean claramente identificadas por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 85 Q, y cuyo titular esté usando el sistema o red para realizar una actividad infractora a los derechos de autor y conexos, y

c) Otras medidas que el tribunal pueda considerar como necesarias para corregir la situación reclamada por el solicitante, a condición que estas medidas sean lo menos gravosas para el prestador del servicio, para los usuarios y para los suscriptores, comparadas con otras formas de reparación efectiva.

Todas estas medidas se dictarán con la debida consideración de la carga relativa para el prestador de servicios, para los usuarios y para los suscriptores, del eventual daño al titular del derecho de autor o conexos, de la factibilidad técnica y eficacia de la medida, y de la existencia de otras formas de observancia menos gravosas para asegurar el respeto del derecho que se reclama.

Estas medidas se decretarán previa notificación al prestador de servicios, de conformidad con los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 85 Q, con la excepción de los mandamientos judiciales que busquen asegurar la preservación de la evidencia o cuando se trate de otros mandamientos judiciales que se estime no tendrán un efecto real en la operación del sistema o red del prestador de servicios. 
Artículo 85 S. El tribunal competente, a requerimiento de los titulares de derechos que hayan iniciado el procedimiento establecido en el artículo precedente, podrá ordenar la entrega de la información que permita identificar al supuesto infractor por el prestador de servicios respectivo. El tratamiento de los datos así obtenidos se sujetará a lo dispuesto en la ley N°19.628, sobre protección de la vida privada.
Artículo 85 T. El que, a sabiendas, proporcione información falsa relativa a supuestas infracciones a los derechos reconocidos en esta ley, deberá indemnizar los daños causados a cualquier parte interesada, si estos daños son resultado de acciones que el proveedor de servicios de red tome en base a dicha información.

El prestador de servicio que voluntariamente o ante un requerimiento, de buena fe, retira, inhabilita o bloquea el acceso a material, basándose en una infracción aparente o presunta, estará exento de responsabilidad ante cualquier reclamo por esas acciones en la medida que, tratándose de material alojado en sus sistema o red, notifique sin demora al proveedor del material, que se ha retirado, inhabilitado o bloqueado el acceso a éste; o, en el caso en que ante un requerimiento, el prestador de servicio notifique al requirente su negativa a retirar, inhabilitar o bloquear el acceso al material indicando su sometimiento a la jurisdicción del tribunal competente de su domicilio a menos que el requirente presente demanda ante el tribunal competente dentro de un plazo razonable.”.

10) Agrégase en el inciso segundo del artículo 92, entre las expresiones “que” y “los remanentes”, la siguiente frase: “hasta el 10% de lo recaudado y”.
11) Modifícase el artículo 100 de la siguiente forma:

1) Elimínase su inciso final.

2) Remplázanse sus incisos cuarto y quinto, por los siguientes:

“Las entidades de gestión podrán diferenciar las tarifas generales según categoría de usuario, pudiendo fijarse además planes tarifarios alternativos o tarifas especiales mediante la celebración de contratos con asociaciones de usuarios, a los cuales podrá optar cualquier usuario que se ubique dentro de la misma categoría. Las tarifas acordadas conforme a esta disposición deberán ser publicadas en el Diario Oficial.

Las tarifas correspondientes a usuarios con obligación de confeccionar planillas, de conformidad a la ley o a sus respectivos contratos de licenciamiento, deberán estructurarse de modo que la aplicación de ésta guarde relación con la utilización de las obras, interpretaciones o fonogramas de titulares representados por la entidad de gestión colectiva respectiva.

La falta de confección de la planilla o su confección incompleta o falsa, no dará derecho a la aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior.

Salvo acuerdo en contrario, estarán obligados a confeccionar planillas de ejecución o listas de obras utilizadas, las empresas de entretenimiento que basen su actividad en la utilización de obras musicales y los organismos de radiodifusión, que señale el reglamento.

Lo dispuesto en este artículo no regirá respecto de la gestión de las obras literarias, dramáticas, dramático-musicales, coreográficas o pantomímicas, como, asimismo, respecto de aquellas utilizaciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 21, a menos que la respectiva entidad realice gestión colectiva de los derechos de estas obras.”.
12) Agrégase el siguiente artículo 100 bis, nuevo:

“Artículo 100 bis.- No obstante lo establecido en el inciso tercero del artículo anterior, si una entidad de gestión fuese declarada dominante por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, las asociaciones con personalidad jurídica que representen a usuarios de derechos de autor o conexos, en el ámbito de explotación definido por dicho tribunal, que no hubiesen alcanzado un acuerdo con aquélla mediante negociación, podrán someter la controversia a un arbitraje forzoso.

El tribunal arbitral estará integrado por tres miembros, uno nombrado por la parte impugnante, otro por la entidad de gestión y un tercero de común acuerdo por las partes y, a falta de acuerdo o en ausencia de nombramiento por una de las partes, la o las designaciones serán realizadas por el juez de letras en lo civil competente, el que deberá sujetarse al procedimiento de designación de peritos establecido en el Código de Procedimiento Civil, sin que las partes puedan oponerse a la designación.

El ámbito de competencia del tribunal arbitral será establecido en la resolución en que éste sea designado, en el caso que su designación sea judicial, o bien, en el instrumento en que las partes acuerden la constitución del tribunal.

El tribunal deberá fijar fecha para la audiencia de las partes, el mecanismo de notificación que utilizará para poner en conocimiento de las partes las resoluciones o decisiones que adopte, y sus normas y procedimientos, debiendo contemplar, en todo caso, la audiencia de las partes, los mecanismos para recibir las pruebas y antecedentes que éstas aporten y el modo en que se le formularán las solicitudes.

Las partes deben aportar en la primera audiencia sus respectivas propuestas de tarifas en sobre cerrado, junto a las pruebas y antecedentes que las sustentan.

Para resolver el arbitraje deberán considerarse, entre otros criterios, la categoría del usuario, el beneficio pecuniario obtenido por los usuarios de esa categoría en la explotación del repertorio de la entidad, la importancia del repertorio en el desarrollo de la actividad de los usuarios de esa categoría y las tarifas anteriores convenidas por las partes o resueltas por un proceso anterior.

En el curso del procedimiento arbitral, el tribunal arbitral podrá llamar a las partes a conciliación, si estimare que existen coincidencias relevantes que hagan aconsejable dicho trámite.

Asimismo, durante el procedimiento arbitral las partes podrán llegar a acuerdo, poniéndose término al procedimiento por la sola presentación del convenio de tarifas alcanzado. En este último caso, dicho convenio tendrá el valor de sentencia del tribunal arbitral.

El tribunal arbitral al dictar sentencia, deberá limitarse a optar única y exclusivamente entre una de las dos tarifas propuestas por las partes, la que tendrá carácter vinculante y ejecutivo para las partes, y constituirá un plan tarifario alternativo para quienes dentro de la categoría no participaron en el litigio.

En cualquier caso, en el ámbito de explotación en que se pronuncie la sentencia del tribunal arbitral, la tarifa adoptada no podrá ser modificada por la entidad de gestión respectiva ni someterse a un nuevo arbitraje en un plazo de dos años.

El tribunal arbitral deberá dictar su fallo dentro de un plazo de 60 días contados desde su constitución. En contra de la sentencia arbitral, se podrán interponer los recursos de apelación y de casación en la forma, de acuerdo a lo previsto en el artículo 239 del Código Orgánico de Tribunales. El recurso de apelación procederá en el solo efecto devolutivo.

Procederá también contra la sentencia del tribunal arbitral, el recurso de rectificación, aclaración o enmienda con el solo efecto de precisar las condiciones necesarias para una mejor aplicación de la tarifa que resulte elegida por el tribunal, sin alterar las condiciones sustantivas de la misma, el cual podrá ser interpuesto dentro del plazo de tres días contados desde su notificación.

Las costas del proceso serán solventadas por aquella parte cuya propuesta de tarifas resultare desechada por el tribunal.

Durante el proceso de arbitraje, los usuarios podrán utilizar el repertorio de la sociedad de gestión colectiva cuyas tarifas fueron controvertidas, pagando las tarifas establecidas por la entidad de gestión. La diferencia que resulte entre la tarifa pagada y la definitiva dará origen a reliquidaciones que serán determinadas en el fallo arbitral.”.
Artículo 2°.- Derógase el artículo 12 de la ley N° 19.227, que crea el Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura.
Artículo 3°.- Sustitúyense los actuales incisos segundo y tercero del artículo 11 de la ley N° 19.227, por el siguiente inciso segundo:

“Igualmente, se castigará conforme a las penas establecidas en el artículo 79 de la ley N° 17.336 al que utilice procedimientos engañosos o fraudulentos para acceder indebidamente a los beneficios que otorga esta ley.”.”.

***


Hago presente a V.E. que el inciso penúltimo del artículo 71 N, el inciso primero del artículo 85 Q, y los incisos primero, segundo, tercero y undécimo del artículo 100 bis, contenidos en los números 6), 9) y 12), respectivamente, todos del artículo 1° del proyecto, fueron aprobados en general con el voto a favor de 106 Diputados, de 118 en ejercicio.  En tanto que, en particular, el inciso penúltimo del artículo 71 N, contenido en el número 6) y los incisos primero, segundo, tercero y undécimo del artículo 100 bis, contenidos en el número 12), ambos del artículo 1°, con el voto a favor de 106 Diputados, y, el inciso primero del artículo 85 Q, contenido en el número 9) del mismo artículo 1°, con el voto a favor de 80 Diputados, en todos los casos de 118 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):MARCELO DÍAZ DÍAZ, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE REGULA FIGURA DE PERSONAS COMPETENTES Y CREA COMISIÓN CALIFICADORA  DE COMPETENCIAS DE RECURSOS Y RESERVAS MINERAS

(4065-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Minería y Energía, tiene el honor de informaros en particular, acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, de fecha 1 de diciembre de 2005.





A las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa asistieron, especialmente invitados, la Ministra de Minería, señora Karen Poniachik; el Jefe de la División Jurídica de dicha Cartera, señor Diego Vio, y el abogado de esa División, señor Marcelo Mardones. Asimismo, también concurrieron el Presidente del Instituto de Ingenieros de Minas, señor Leopoldo Contreras; el Director de esa entidad, señor Manuel Viera; el Gerente de la Institución, señor Enrique Miranda, y el Presidente de la Comisión de Recursos Mineros del Instituto, señor Edmundo Tulcanaza.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- 
Artículos que no fueron objeto de


indicaciones o de modificaciones: Artículos 1, 5, 7, 8, 9, 10, 12, 13,


14, 19, 20, 21, 22, 23 y 24 permanentes, y los artículos primero,


segundo y tercero transitorios.

2.-
Indicaciones aprobadas


sin modificaciones: N°s 2, 3, 4, 5, 7, 8, 9, 10, 12, 13 y 14.

3.-
Indicaciones aprobadas


con modificaciones: N° 17.

4.-
Indicaciones rechazadas: Indicación N° 15.

5.-
Indicaciones retiradas: Indicaciones N°s 1, 6, 11, y 16.

6.-
Indicaciones declaradas


inadmisibles: No hubo.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Antes de tratar las indicaciones la Comisión recibió a las autoridades del Instituto de Ingenieros de Minas, a fin de conocer su opinión sobre el proyecto.





El Presidente del Instituto de Ingenieros de Minas, señor Leopoldo Contreras, señaló que, respecto de las indicaciones Nºs 1, 11 y 16, en lo que se refieren a que los profesionales de la Empresa Nacional de Minería tendrán de pleno derecho la calidad de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, opinan que establecer una especie de régimen especial para los funcionarios de ENAMI, puede ser perjudicial e incluso discriminatorio para dichos profesionales, por cuanto puede generar la apariencia de existencia de una suerte de Personas Competentes de segunda categoría.





Asimismo, expresó que no se justifica que ENAMI tenga Personas Competentes especiales, de pleno derecho, por cuanto las exigencias legales para serlo son mínimas y el Estatuto Orgánico de esa empresa exige calificaciones que les permitirían cumplirlas.





Finalmente, consideró que el hecho de que ENAMI tenga sus Personas Competentes convertiría a dicha empresa en responsable solidaria de los eventuales perjuicios que se podrían generar a los pequeños mineros, por la actuación de sus funcionarios.





Por lo anterior, solicitó retirar las indicaciones Nº 1, 11 y 16.





Respecto de las indicaciones Nºs 6 y 17, referentes a las facultades legales de la Empresa Nacional de Minería sobre esta materia, estimó que ellas garantizan que las disposiciones de la ley sobre Personas Competentes son absolutamente compatibles con la ley orgánica de ENAMI, y que nada en las disposiciones de aquéllas podrá afectar las funciones legalmente entregadas a la citada empresa.





Finalmente, manifestó la adhesión de su entidad gremial a la promoción de una modificación al decreto Nº 76, del Ministerio de Minería, sobre Política de Fomento de la Pequeña y Mediana Minería, de manera de instar el fomento de la actividad de Personas Competentes en relación con pequeños mineros, de forma que éstos puedan contar con una valoración de sus yacimientos elaborado por una entidad idónea, y con el informe técnico correspondiente.





Por su parte, el Director del Instituto, señor Manuel Viera, manifestó su pleno acuerdo con el proyecto, ya que permitirá regular una situación que hoy no se encuentra normada y se hará justicia con los profesionales chilenos.





A continuación, la Comisión procedió a discutir las indicaciones.

Artículo 2º


Este artículo es del siguiente tenor.





“Artículo 2º.- Personas que pueden inscribirse en el Registro. Quien se inscriba en el Registro se denominará para los efectos de esta ley, “Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras”. Deberá ser persona natural y cumplir con los requisitos establecidos en esta ley, su reglamento y demás normas complementarias que se dicten para tal efecto.”.

A esta norma, que determina quienes pueden inscribirse en el Registro que se crea, se formuló la indicación N° 1, del Honorable Senador señor Núñez, para intercalar, a continuación de la frase entre comillas “Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras”, el texto “, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17”.


Esta indicación fue analizada conjuntamente con la indicación N° 11, presentada por el mismo Honorable Senador, que otorga a los profesionales de la ENAMI la calidad de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras.

La Ministra, señora Poniachik, señaló que, salvo alguna norma contractual con su empleador, nada impide a los funcionarios de ENAMI postular al Registro de Personas Competentes. Además, estimó que la norma podría prestarse para confusiones, pues tal como está redactada cualquier funcionario de ENAMI podría ser Persona Competente de pleno derecho, sin cumplir con los requisitos que propone la ley.


Por las razones expuestas por la señora Ministra, el Honorable Senador señor Núñez retiró la indicación N° 1.
Artículo 3º


El artículo tiene la siguiente redacción:





“Artículo 3º.- Requisitos de inscripción. Las personas que deseen inscribirse en el Registro deberán cumplir con los siguientes requisitos:





a) Poseer un título profesional de alguna de las carreras relacionadas con las ciencias vinculadas a la industria minera.





b) Tener una experiencia de a lo menos 5 años.





El procedimiento, la forma, plazos y demás condiciones necesarias para inscribirse en el Registro, serán establecidos en el reglamento a que se refiere el artículo 1º precedente.





Tratándose de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras inscritas en un Registro Extranjero que haya sido reconocido por la Comisión Minera, para que éstas puedan válidamente suscribir o emitir informes técnicos o reportes públicos, bastará con que acrediten tal inscripción mediante un certificado debidamente emitido por la entidad extranjera a cargo del Registro correspondiente, sin necesidad de proceder a su inscripción en el Registro a que se refiere el presente Título. Para los efectos del reconocimiento de un Registro Extranjero de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, la Comisión Minera tomará en consideración el trato que aquellos Registros dan a los chilenos, bajo condiciones similares a las contempladas en esta ley y su reglamento.





Para los efectos de esta ley, se entenderá por informe técnico todo documento elaborado y suscrito por una o más Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, cuyo objeto sea proveer de información científica o técnica concerniente a las actividades de exploración, desarrollo y producción de una propiedad minera, que sea calificada como relevante por la Superintendencia de Valores y Seguros. Asimismo, se entenderá por reporte público cualquier declaración verbal o escrita, cuyo destinatario final sea una entidad reguladora, inversionistas o el público en general, con independencia del medio de comunicación utilizado, efectuada por una o más Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, y que se refiera a las características generales de uno o varios yacimientos minerales, en especial, a los resultados de las labores de exploración realizadas en los mismos.”.

Su Excelencia la Presidenta de la República presentó a este artículo la indicación N° 2, para suprimir, en el inciso final, la frase “, que sea calificada como relevante por la Superintendencia de Valores y Seguros”.


Señaló la Ministra, señora Poniachik, que el rol fiscalizador que tiene la Superintendencia de Valores y Seguros no dice relación con la facultad que se le entregaba, la de calificar cuestiones de técnica minera, ya que dicha materia no es de competencia de dicha entidad. Añadió que la citada Institución solicitó suprimir esa facultad que se le concedía.


Sometida a votación la indicación N° 2, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica y Zaldívar.
Artículo 4º


El artículo es del siguiente tenor:





“Artículo 4º.- Prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades. No podrán inscribirse en el Registro, ni podrá encomendárseles labores de estimación, categorización, y evaluación de recursos y reservas mineras, a las siguientes personas:





a) Las personas afectas a las inhabilidades y prohibiciones establecidas en los números 1º y 3º del artículo 35° y números 1º, 2º y 4º del artículo 36° de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas. La inhabilidad que afecta al fallido cesa desde que es rehabilitado.





b) Los que hayan sido sancionados anteriormente por la Superintendencia de Valores y Seguros o por los Tribunales Ordinarios de Justicia conforme a las causales descritas en el artículo 20º de esta ley.





c) Los funcionarios y empleados del Banco Central de Chile y de las Superintendencias de Valores y Seguros, de Bancos e Instituciones Financieras y de Administradoras de Fondos de Pensiones.”.




Su Excelencia la Presidenta de la República formuló, a la letra b) de este artículo, la indicación N° 3, para reemplazarla por la siguiente:





“b) Los que hayan sido sancionados por la Superintendencia de Valores y Seguros o por los Tribunales Ordinarios de Justicia en su caso, conforme a las causales descritas en el artículo 20 de esta ley o por los ilícitos contenidos en los artículos 61 y 164 y siguientes de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.”.


La Ministra, señora Poniachik, explicó que el fin de esta indicación es incluir como causal de inhabilidad para ser Persona Competente, el haber sido sancionado por inducir a error en el mercado mediante la difusión de noticias falsas o tendenciosas, según prescribe el artículo 61 de la ley sobre Mercado de Valores, o por los ilícitos de información privilegiada, de acuerdo al artículo 164 de la misma ley, lo cual no estaba previsto en el texto original.

Sometida a votación, la indicación N° 3, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica y Zaldívar.
Artículo 6º


El artículo 6° tiene la siguiente redacción:





“Artículo 6º.- Comisión Minera. Funciones. Autorízase al Instituto de Ingenieros en Minas de Chile, al Colegio de Geólogos de Chile A.G., al Colegio de Ingenieros de Chile A.G., a la Sociedad Nacional de Minería y al Consejo Minero, para concurrir conjuntamente a la formación de una persona jurídica de derecho privado denominada Comisión Calificadora de Competencias en Recursos y Reservas Mineras, que se regirá por el Título XXXIII del Libro I del Código Civil, en todo aquello que no sea contrario a las disposiciones de esta ley y su reglamento.




La Corporación que se cree en virtud de la autorización concedida en el inciso anterior tendrá las siguientes funciones privativas:





a) Administrar el Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras a que se refiere el Titulo I de esta ley, y emitir los certificados a que se refiere esta ley y su reglamento.





b) Dictar el Código para informar sobre la estimación, categorización y evaluación de Recursos y Reservas Mineras, en adelante el "Código", como asimismo aprobar sus modificaciones y actualizaciones conforme a los avances tecnológicos y económicos que la industria minera vaya experimentando, y a los estándares contenidos en los Códigos internacionales existentes sobre la materia.





c) Proporcionar la asistencia técnica que le solicite la Superintendencia de Valores y Seguros, otras entidades reguladoras o los Tribunales de Justicia, en materias de su competencia.





d) Solicitar para su revisión en cualquier tiempo, de oficio o a petición fundada de parte interesada, un informe técnico o reporte público preparado por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras para los fines descritos en esta ley. Dicha revisión tendrá por objeto determinar si el informe o reporte se ajusta a las normas, metodologías y procedimientos establecidos en el Código y demás normas técnicas que se hayan dictado al efecto, conforme a sus facultades legales.





e) Dictar las normas y criterios de carácter especial o particular para la confección y presentación de los informes técnicos y reportes públicos que vayan a ser preparados por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, de acuerdo con las instrucciones, circulares y normas generales que emita en uso de sus facultades, la Superintendencia de Valores y Seguros.





f) Establecer estándares o códigos de buenas prácticas de las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras para la estimación, categorización y evaluación de recursos y reservas mineras.





g) Realizar en forma directa o indirecta estudios y análisis sobre la certificación de prospectos, recursos y reservas mineras, así como la capacitación de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras y de todas aquellas otras personas que tengan un interés en el área de la industria minera.”.

A este artículo, se presentaron tres indicaciones, las N°s 4, 5 y 6, las dos primeras de 
Su Excelencia la Presidenta de la República, y la última del Honorable Senador señor Núñez.





La indicación N° 4, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone sustituir la letra c), por la siguiente:

“c) Proporcionar asistencia técnica en materias de su competencia a la Superintendencia de Valores y Seguros, a otras entidades reguladoras o a los Tribunales de Justicia, cuando éstos lo requieran.”.


El Fiscal del Ministerio, señor Vio, indicó que con esta indicación se mejora la redacción inicial, que daba a entender que la Superintendencia de Valores y Seguros sólo podía solicitar asistencia técnica exclusivamente a la “Comisión Minera”. Precisó que, con la nueva redacción, se permite que tal asistencia técnica se requiera de la “Comisión Minera” o de cualquier otra Institución que la Superintendencia de Valores y Seguros estime conveniente.

Sometida a votación, la indicación N° 4 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica y Zaldívar.




A su vez, la indicación N° 5, de Su Excelencia la Presidenta de la República, plantea suprimir la frase final de la letra e), “, de acuerdo con las instrucciones, circulares y normas generales que emita en uso de sus facultades, la Superintendencia de Valores y Seguros”.


El Fiscal del Ministerio, señor Vio, explicó que se pretende acotar el grado de participación de la Superintendencia de Valores y Seguros, de manera que no participe en cuestiones de carácter técnico minero, y sólo intervenga, como se propone en la indicación N° 10, en materia de información financiera que deberán contener los “informes técnicos”.


La indicación N° 5 fue votada favorablemente por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica y Zaldívar.




Finalmente, la indicación N° 6 del Honorable Senador señor Núñez, para agregar, en la letra g), la siguiente frase final: “, sin perjuicio de las facultades legales de la Empresa Nacional de Minería sobre la materia”.

Por las razones expuestas al discutirse la indicación N° 1, el Honorable Senador señor Núñez retiró la indicación.

Artículo 11


El artículo es el siguiente





“Artículo 11. Duración, requisitos, inhabilidades e incompatibilidades de los integrantes del Directorio de la Comisión Minera. Deber de abstención. Los estatutos dispondrán que los integrantes del Directorio de la Comisión Minera deberán durar en sus funciones tres años, pudiendo ser nuevamente designados por una sola vez y por igual período.





Las normas estatutarias deberán señalar también que para ser integrante del Directorio de la Comisión Minera será necesario ser Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras y estar inscrito en el Registro. Sin perjuicio de ello, señalarán además que los integrantes del Directorio no podrán suscribir o emitir informes técnicos o reportes públicos mientras estén en posesión de su cargo.




Los estatutos deberán contemplar una norma que prohíba que las personas a que se refieren los números 1º y 3º del artículo 35º y números 1º, 2º y 4º del artículo 36º, de la ley Nº18.046 sobre Sociedades Anónimas, puedan ser integrantes del Directorio de la Comisión Minera.





Se deberá dejar constancia, además, de que los integrantes del Directorio de la Comisión Minera que, de conformidad al artículo 82º de la ley Nº 18.045 sobre Mercado de Valores, sean personas con interés en una emisión de valores cuyos informes técnicos o reportes públicos estén siendo conocidos o investigados por la Comisión Minera, no podrán participar en el debate y en la adopción de cualquier acuerdo relativo a dichos informes o reportes, debiendo retirarse de la respectiva sesión.





Para los efectos previstos en el artículo 82º de la citada ley, los integrantes del Directorio de la Comisión Minera deberán prestar, de conformidad con lo dispuesto en el reglamento, una declaración jurada que acredite que no tienen interés en los asuntos que han llegado a conocimiento de la Comisión Minera en virtud de su mandato legal.”.

A este artículo, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación N° 7, para eliminar su inciso tercero.

Explicó la señora Ministra que esta indicación es para mejorar la coherencia del proyecto, por cuanto lo dispuesto en el inciso tercero del articulo 11°, en cuanto a que a los directores de la Comisión Minera se les aplican las mismas prohibiciones e inhabilidades que las previstas para las Personas Competentes, ya se desprende del inciso segundo del mismo articulo 11°, que señala que para ser Director de la citada Comisión hay que ser Persona Competente, por lo que sería redundante. Añadió que, por otra parte, las prohibiciones e inhabilidades están contempladas en el artículo 4°.

Sometida a votación, la indicación N° 7 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica y Zaldívar.
Artículo 15


Este artículo es del siguiente tenor:





“Artículo 15. Fiscalización. No obstante lo dispuesto en el artículo 6° de esta ley, los integrantes y miembros de la Comisión Minera estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en lo que concierne al cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para tener tales calidades. Asimismo, la Comisión Minera estará sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en lo que dice relación con la corrección legal y reglamentaria de sus procedimientos internos.




El Directorio de la Comisión Minera deberá remitir a la Superintendencia de Valores y Seguros y al Ministerio de Minería copia autorizada de las citaciones a sus reuniones y de sus correspondientes antecedentes, así como de todos sus acuerdos, dentro de las 48 horas siguientes a su despacho o adopción, de conformidad con lo dispuesto en el reglamento.





Anualmente la Comisión Minera deberá entregar a la Superintendecia de Valores y Seguros un balance auditado con indicación de todos sus ingresos y egresos durante ese período, de acuerdo a las instrucciones que ésta le imparta.





La Superintendencia de Valores y Seguros establecerá por medio de normas de carácter general la información que deberá aportarse en los informes técnicos que se elaboren para la emisión de valores. De igual forma, excepcionalmente y de manera fundada, la Superintendencia de Valores y Seguros podrá definir a qué sociedades cuyo objeto sea la exploración o explotación de minerales no se les hará exigible la elaboración de los informes técnicos a que se refiere esta ley. 





La Superintendencia de Valores y Seguros y el Ministerio de Minería deberán coordinar sus actuaciones a fin de facilitar a aquella el cumplimiento de sus funciones fiscalizadoras.”.

A este artículo, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó dos indicaciones signadas con los N°s 8 y 9, las cuales se trataron conjuntamente.

La Indicación N° 8, para eliminar su inciso tercero.


La Indicación N° 9, para sustituir su inciso cuarto, por el siguiente:


“Previa consulta a la Comisión Minera, la Superintendencia de Valores y Seguros establecerá a través de una norma de carácter general, la información financiera que deberá aportarse en los informes técnicos que se elaboren para la emisión de valores.”.


La señora Ministra señaló que, mediante esta indicación, se aclara la autoridad de la Superintendencia de Valores y Seguros en cuanto a establecer la información financiera que deberá incluirse en los informes técnicos, a fin de hacer esa atribución armónica con las funciones generales que tiene la referida Superintendencia en materia de mercado de valores.


En votación las indicaciones N°s 8 y 9, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica y Zaldívar.
Artículo 16


El texto del artículo 16 es el siguiente:





“Artículo 16. Patrimonio y financiamiento. El patrimonio de la Comisión Minera estará formado por los aportes que de conformidad con los prescrito en esta ley, su reglamento, y los estatutos de la misma, hagan sus miembros, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, por el producto de sus bienes o servicios de conformidad a lo dispuesto en el reglamento y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades o del Estado, y demás bienes que adquiera a cualquier título.




Las donaciones a que se refiere el inciso anterior no requerirán del trámite de insinuación judicial y estarán exentas del impuesto a las donaciones establecido en la ley N° 16.271.





La Comisión Minera podrá exigir el pago de una tasa por el otorgamiento del certificado de vigencia de conformidad con lo establecido en el reglamento, así como de cualesquiera otros certificados que en cumplimiento de sus funciones se le solicite.





Los gastos que demande el funcionamiento de la Comisión Minera, como también del Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, serán financiados por las instituciones señaladas en el artículo 6º de esta ley, en la forma y proporción que establezca el reglamento.”.

A este artículo, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación N° 10, para agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“La Comisión Minera deberá publicar un balance auditado al 31 de diciembre de cada año, en la forma y periodicidad que la ley establece para las Sociedades Anónimas Abiertas.”.


Ante la consulta de algunos señores Senadores acerca de dónde deben hacerse dichas publicaciones, el Fiscal del Ministerio, señor Vio, indicó que se publican en la Superintendencia y se le aplican las reglas de las sociedades anónimas abiertas.


Sometida a votación, la indicación N° 10, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica y Zaldívar.
Artículo 17


El artículo es del siguiente tenor:





“Artículo 17. Definición. Son Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras aquellas que se encuentran inscritas en el Registro y cumplen con los requisitos establecidos en esta ley, su reglamento y demás normas complementarias.”.


Al citado artículo el Honorable Senador señor Núñez, presentó la indicación N° 11, para agregar los siguientes incisos nuevos:


“Sin perjuicio de lo anterior y para los efectos de esta ley, los profesionales de la Empresa Nacional de Minería que realicen labores de estimación, categorización y evaluación de recursos y reservas mineras tendrán de pleno derecho la calidad de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras. Tal calidad se detentará exclusivamente cuando la estimación, categorización y evaluación de recursos y reservas mineras se efectúen en el cumplimiento de sus labores como dependientes de dicha empresa.


Asimismo, se entenderá que los informes técnicos y reportes públicos suscritos o emitidos por los profesionales de la Empresa Nacional de Minería, cuyo objeto sea proveer de información científica o técnica concerniente a las actividades de exploración, desarrollo y producción de una propiedad minera cumplen los requisitos establecidos en el inciso cuarto del artículo 3º de esta ley.”.


La indicación N° 11 fue retirada por su autor por las razones expuestas con motivo de la discusión de la indicación N° 1.
Artículo 18


El artículo aprobado en general tiene el siguiente texto.





“Artículo 18. Facultades y deberes de las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras registradas. Sólo las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, con una certificación de vigencia de acuerdo a lo establecido en el artículo 5° precedente, podrán suscribir o emitir un informe técnico para una oferta pública de valores. Asimismo, sólo las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras podrán suscribir o emitir reportes públicos. Sin perjuicio de lo anterior, toda otra persona que ejerza habitualmente funciones de dirección o administración por cuenta o representación de un actual o potencial emisor de valores, solamente podrá divulgar reportes públicos sólo si éstos han sido previamente suscritos o emitidos por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras.





Para la elaboración de los informes técnicos y los reportes públicos, las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras deberán ceñirse estrictamente a las normas, reglas, criterios y procedimientos establecidos en el Código, como asimismo a todas aquellas otras normas de carácter técnico que la Comisión Minera dicte en uso de sus facultades legales.





Quienes no se encuentren inscritos en el referido Registro no podrán publicitar su carácter de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, ni usar membretes, planchas o distintivo alguno que los individualice como tales.”.

Este artículo fue objeto de cinco indicaciones. Las primeras cuatro, esto es, las indicaciones N°s 12, 13, 14 y 15, fueron presentadas por Su Excelencia la Presidenta de la República. La última, la indicación N° 16, fue formulada por el Honorable Senador señor Núñez.


La indicación N° 12, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazar, en el inciso primero, el texto “Sólo las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, con una certificación de vigencia de acuerdo a lo establecido en el artículo 5° precedente, podrán suscribir o emitir un informe técnico para una oferta pública de valores.”, por el siguiente: “Una oferta pública de valores de sociedades de exploración o explotación minera sólo podrá tener lugar si una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras debidamente registrada, hubiese suscrito o emitido previamente y para dicha oferta pública un informe técnico.”.


Explicó la señora Ministra que la intención de la indicación es mejorar la redacción del artículo.

El Honorable Senador señor Prokurica, consultó si con este cambio queda igualmente clara la necesidad de que exista un informe técnico previo a la oferta pública de acciones.


La señora Ministra señaló que precisamente lo que busca este cambio en enfatizar que solamente podrá realizarse la oferta, si previamente se ha emitido el informe técnico.


Sometida a votación, la indicación N° 12 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica y Zaldívar.

La indicación N° 13, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir, en el último párrafo del inciso primero, la frase “Sin perjuicio de lo anterior” por “Sin embargo”.


En votación la indicación N° 13, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica y Zaldívar.

La indicación N° 14, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimir, en el último párrafo del inciso primero, inmediatamente después de la palabra “públicos”, el vocablo “sólo”.


La indicación N° 14 se aprobó por la misma unanimidad precedente.

La indicación N° 15, de Su Excelencia la Presidenta de la República para intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las bolsas de valores podrán autónomamente, a través de un reglamento de operaciones que deberá ser dictado al efecto, determinar que a cierto tipo de sociedades de exploración o explotación minera no se les hará exigible la elaboración de los informes técnicos a que se refiere esta ley, en la medida que tales proyectos cumplan con los requisitos mínimos de información establecidos por el Código a que se refiere el  artículo 6° de la presente ley.".

La señora Ministra explicó que esta indicación apunta a eliminar el supuesto monopolio legal de las Personas Competentes que se estaba instaurando con el proyecto original. Por eso, permite que a cierto tipo de sociedades de exploración o explotación, que se determinarán por Reglamento, no se les haga exigible el informe técnico preparado por una Persona Competente.

Sin embargo, los señores miembros de la Comisión estimaron que esta modificación dejaba sin valor alguno el proyecto al dejar exentas a cierto tipo de entidades.


La señora Ministra indicó que el proyecto inicial recibió críticas en la Comisión, porque establecía un monopolio.


Acotó el Honorable Senador señor Núñez que pudo haberse malinterpretado un comentario suyo, en el sentido que era probable que esta función se concentrara en dos o tres Personas Competentes importantes, pero que no le parece acertado eximir a algunas sociedades de la obligación, precisamente por la seguridad del sistema.

En votación la indicación N° 15, fue rechazada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica y Zaldívar.

Por último, el Honorable Senador señor Núñez presentó la indicación N° 16, para agregar, en inciso final, la frase final “, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17”.


La indicación N° 16 fue retirada por su autor.
- - -


A continuación, se consideró la indicación N° 17, del Honorable Senador señor Núñez, para agregar el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo...- Las disposiciones de la presente ley en ningún caso podrán interpretarse como limitaciones al objeto y funciones de la Empresa Nacional de Minería creada por el D.F.L. Nº 153 de 1960.”.


La Comisión coincidió con la necesidad de reforzar la idea que este proyecto no toca en modo alguno las facultades de la ENAMI.


Sometida a votación, la indicación fue aprobada, con algunos ajustes formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Prokurica y Zaldívar.
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados precedentemente, vuestra Comisión tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 3°


- Suprimir, en el inciso final, la frase “, que sea calificada como relevante por la Superintendencia de Valores y Seguros”.(Unanimidad 4x0. Indicación N° 2).

Artículo 4°

- Reemplazar la letra b), por la siguiente:


“b) Los que hayan sido sancionados por la Superintendencia de Valores y Seguros o por los Tribunales Ordinarios de Justicia en su caso, conforme a las causales descritas en el artículo 20 de esta ley o por los ilícitos contenidos en los artículos 61 y 164 y siguientes de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.”. (Unanimidad 4x0. Indicación N° 3).
Artículo 6°


- Sustituir la letra c), por la siguiente:


“c) Proporcionar asistencia técnica en materias de su competencia a la Superintendencia de Valores y Seguros, a otras entidades reguladoras o a los Tribunales de Justicia, cuando éstos lo requieran.”. (Unanimidad 4x0. Indicación N° 4).

- Suprimir, en la letra e), la frase final “, de acuerdo con las instrucciones, circulares y normas generales que emita en uso de sus facultades, la Superintendencia de Valores y Seguros”. (Unanimidad 4x0. Indicación N° 5).
Artículo 11


- Eliminar el inciso tercero, pasando los incisos cuarto y quinto a ser incisos tercero y cuarto, respectivamente. (Unanimidad 4x0. Indicación N° 7).
Artículo 15

- Suprimir el inciso tercero, pasando los incisos cuarto y quinto a ser incisos tercero y cuarto, respectivamente. (Unanimidad 4x0. Indicación N° 8).

- Reemplazar el inciso cuarto, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:


“Previa consulta a la Comisión Minera, la Superintendencia de Valores y Seguros establecerá a través de una norma de carácter general, la información financiera que deberá aportarse en los informes técnicos que se elaboren para la emisión de valores.”. (Unanimidad 4x0. Indicación N° 9).
Artículo 16


- Agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“La Comisión Minera deberá publicar un balance auditado al 31 de diciembre de cada año, en la forma y periodicidad que la ley establece para las Sociedades Anónimas Abiertas.”. (Unanimidad 4x0. Indicación N° 10).
Artículo 18


- En el inciso primero, reemplazar el texto “Sólo las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, con una certificación de vigencia de acuerdo a lo establecido en el artículo 5° precedente, podrán suscribir o emitir un informe técnico para una oferta pública de valores.”, por el siguiente: “Una oferta pública de valores de sociedades de exploración o explotación minera sólo podrá tener lugar si una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras debidamente registrada, hubiese suscrito o emitido previamente y para dicha oferta pública un informe técnico.”; sustituir la frase “Sin perjuicio de lo anterior” por “Sin embargo”, y eliminar, en el último párrafo del inciso, inmediatamente después de la palabra “públicos”, el vocablo “sólo”. (Unanimidad 4x0. Indicaciones N°s 12, 13 y 14).
- - -


Agregar el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 25.- Las disposiciones de la presente ley en ningún caso podrán interpretarse como limitaciones al objeto y funciones de la Empresa Nacional de Minería, creada por el decreto con fuerza de ley Nº 153, de 1960.”. (Unanimidad 4x0. Indicación N° 17).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De aprobarse las modificaciones anteriores, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Titulo I

Del Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras





Artículo 1º.- Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras. Créase un Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, en adelante “el Registro”, en el cual se podrán inscribir todas aquellas personas que cumplan con los requisitos y condiciones que señala esta ley y su reglamento.





Este Registro será administrado por la Comisión Calificadora de Competencias en Recursos y Reservas Mineras, en adelante la “Comisión Minera”, a que se refiere el Título II de esta ley.





Artículo 2º.- Personas que pueden inscribirse en el Registro. Quien se inscriba en el Registro se denominará para los efectos de esta ley, “Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras”. Deberá ser persona natural y cumplir con los requisitos establecidos en esta ley, su reglamento y demás normas complementarias que se dicten para tal efecto.





Artículo 3º.- Requisitos de inscripción. Las personas que deseen inscribirse en el Registro deberán cumplir con los siguientes requisitos:





a) Poseer un título profesional de alguna de las carreras relacionadas con las ciencias vinculadas a la industria minera.





b) Tener una experiencia de a lo menos 5 años.





El procedimiento, la forma, plazos y demás condiciones necesarias para inscribirse en el Registro, serán establecidos en el reglamento a que se refiere el artículo 1º precedente.





Tratándose de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras inscritas en un Registro Extranjero que haya sido reconocido por la Comisión Minera, para que éstas puedan válidamente suscribir o emitir informes técnicos o reportes públicos, bastará con que acrediten tal inscripción mediante un certificado debidamente emitido por la entidad extranjera a cargo del Registro correspondiente, sin necesidad de proceder a su inscripción en el Registro a que se refiere el presente Título. Para los efectos del reconocimiento de un Registro Extranjero de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, la Comisión Minera tomará en consideración el trato que aquellos Registros dan a los chilenos, bajo condiciones similares a las contempladas en esta ley y su reglamento.





Para los efectos de esta ley, se entenderá por informe técnico todo documento elaborado y suscrito por una o más Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, cuyo objeto sea proveer de información científica o técnica concerniente a las actividades de exploración, desarrollo y producción de una propiedad minera. Asimismo, se entenderá por reporte público cualquier declaración verbal o escrita, cuyo destinatario final sea una entidad reguladora, inversionistas o el público en general, con independencia del medio de comunicación utilizado, efectuada por una o más Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, y que se refiera a las características generales de uno o varios yacimientos minerales, en especial, a los resultados de las labores de exploración realizadas en los mismos.





Artículo 4º.- Prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades. No podrán inscribirse en el Registro, ni podrá encomendárseles labores de estimación, categorización, y evaluación de recursos y reservas mineras, a las siguientes personas:





a) Las personas afectas a las inhabilidades y prohibiciones establecidas en los números 1º y 3º del artículo 35° y números 1º, 2º y 4º del artículo 36° de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas. La inhabilidad que afecta al fallido cesa desde que es rehabilitado.





b) Los que hayan sido sancionados por la Superintendencia de Valores y Seguros o por los Tribunales Ordinarios de Justicia en su caso, conforme a las causales descritas en el artículo 20 de esta ley o por los ilícitos contenidos en los artículos 61 y 164 y siguientes de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.





c) Los funcionarios y empleados del Banco Central de Chile y de las Superintendencias de Valores y Seguros, de Bancos e Instituciones Financieras y de Administradoras de Fondos de Pensiones.





Artículo 5º.- Certificación de vigencia. La Comisión Minera deberá certificar la vigencia de la inscripción de una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras en el Registro a que se refiere este Título, siempre que ésta haya dado cumplimiento, a esa fecha, a las obligaciones que le impone esta ley, su reglamento y las normas complementarias que se dicten para tal efecto. Para todos los efectos legales, la certificación de vigencia tendrá una validez sólo para la gestión solicitada.

Título II

De la Comisión Calificadora de Competencias

en Recursos y Reservas Mineras





Artículo 6º.- Comisión Minera. Funciones. Autorízase al Instituto de Ingenieros en Minas de Chile, al Colegio de Geólogos de Chile A.G., al Colegio de Ingenieros de Chile A.G., a la Sociedad Nacional de Minería y al Consejo Minero, para concurrir conjuntamente a la formación de una persona jurídica de derecho privado denominada Comisión Calificadora de Competencias en Recursos y Reservas Mineras, que se regirá por el Título XXXIII del Libro I del Código Civil, en todo aquello que no sea contrario a las disposiciones de esta ley y su reglamento.




La Corporación que se cree en virtud de la autorización concedida en el inciso anterior tendrá las siguientes funciones privativas:





a) Administrar el Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras a que se refiere el Titulo I de esta ley, y emitir los certificados a que se refiere esta ley y su reglamento.





b) Dictar el Código para informar sobre la estimación, categorización y evaluación de Recursos y Reservas Mineras, en adelante el "Código", como asimismo aprobar sus modificaciones y actualizaciones conforme a los avances tecnológicos y económicos que la industria minera vaya experimentando, y a los estándares contenidos en los Códigos internacionales existentes sobre la materia.





c) Proporcionar asistencia técnica en materias de su competencia a la Superintendencia de Valores y Seguros, a otras entidades reguladoras o a los Tribunales de Justicia, cuando éstos lo requieran.




d) Solicitar para su revisión en cualquier tiempo, de oficio o a petición fundada de parte interesada, un informe técnico o reporte público preparado por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras para los fines descritos en esta ley. Dicha revisión tendrá por objeto determinar si el informe o reporte se ajusta a las normas, metodologías y procedimientos establecidos en el Código y demás normas técnicas que se hayan dictado al efecto, conforme a sus facultades legales.





e) Dictar las normas y criterios de carácter especial o particular para la confección y presentación de los informes técnicos y reportes públicos que vayan a ser preparados por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras.





f) Establecer estándares o códigos de buenas prácticas de las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras para la estimación, categorización y evaluación de recursos y reservas mineras.





g) Realizar en forma directa o indirecta estudios y análisis sobre la certificación de prospectos, recursos y reservas mineras, así como la capacitación de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras y de todas aquellas otras personas que tengan un interés en el área de la industria minera.





Artículo 7º. Composición de la Comisión Minera. Los estatutos de la Comisión Minera, cuya formación se autoriza por esta ley, deberán señalar que la administración y dirección superior de ésta deberá estar a cargo de un Directorio compuesto de cinco integrantes, personas naturales, que serán designados por las instituciones a que hace referencia el inciso primero del artículo precedente.





Deberán establecer, además, que el ejercicio de las funciones de los integrantes del Directorio será ad-honorem, y que no podrán percibir remuneraciones o compensaciones de ninguna naturaleza por ellas.





Los estatutos deberán hacer expresa mención del domicilio, de los derechos y obligaciones de los miembros de la Comisión, de las condiciones de incorporación y de la forma y motivos de exclusión de éstos, así como también de la composición, funcionamiento, atribuciones y deberes del Directorio, y del reemplazo de los integrantes de éste, el cual deberá efectuarse por parcialidades.





Articulo 8°. Presidente y Vicepresidente de la Comisión Minera. Los estatutos de la Comisión Minera deberán expresar que su Presidente lo será de ésta y de su Directorio; que éste deberá ser elegido por mayoría en sesión a la cual deberán concurrir los cinco integrantes en ejercicio del Directorio de la Comisión Minera, en votación secreta, y que durará en dicho cargo tres años, no pudiendo ser reelegido para el período siguiente.





Asimismo, se deberá señalar que el mismo procedimiento se aplicará para designar al Vicepresidente, quien subrogará al Presidente en caso de ausencia o impedimento de éste.





Articulo 9°. Funcionamiento del Directorio de la Comisión Minera. Los estatutos precisarán que el Directorio de la Comisión Minera deberá sesionar con la asistencia de a los menos tres de sus integrantes, y que adoptará los acuerdos por mayoría absoluta de los asistentes a la respectiva sesión, sin perjuicio de aquellas materias que, de conformidad con la ley, requieran de un quórum especial de aprobación. Los estatutos señalaran que en caso de empate, decidirá el voto del que presida la reunión.




Los estatutos deberán disponer además que el Directorio de la Comisión Minera deberá designar a un Secretario Ejecutivo, quién representará judicial y extrajudicialmente a la Comisión y tendrá la calidad de ministro de fe de las actuaciones, deliberaciones y acuerdos del Directorio.





Las normas estatutarias deberán establecer que el Directorio de la Comisión Minera se reunirá en forma ordinaria, dos veces al año, en las épocas que para tal efecto fije el propio Directorio, o en forma extraordinaria, en cualquier tiempo, a simple requerimiento de dos o más de sus integrantes o de su Presidente.





No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el Directorio de la Comisión Minera deberá sesionar, además, en el evento de la interposición del escrito de reconsideración a que se refiere el artículo 21 de esta ley.





Artículo 10. Cesación de los miembros de la Comisión Minera. Los estatutos deberán señalar también que los miembros de la Comisión Minera podrán perder la calidad de tal por las siguientes causales:





a) Por renuncia;





b) Por extinguirse su personalidad jurídica;





c) Por caer en quiebra o insolvencia;





d) Por exclusión, al dejar de cumplir sus obligaciones pecuniarias para con la Comisión, durante más de seis meses, y 





e) Por causar grave daño de palabra o de obra a los intereses de la Comisión.





Señalarán además, que le corresponderá al Directorio resolver sobre la exclusión de uno o más de los miembros de la Comisión de acuerdo a las causales antes descritas, requiriéndose para ello el voto conforme de a lo menos los dos tercios de los integrantes del Directorio.





Los estatutos determinarán que al Directorio le corresponderá, con el voto conforme de la mayoría absoluta de sus integrantes, reemplazar a la institución miembro que perdiera su calidad de tal.





Artículo 11. Duración, requisitos, inhabilidades e incompatibilidades de los integrantes del Directorio de la Comisión Minera. Deber de abstención. Los estatutos dispondrán que los integrantes del Directorio de la Comisión Minera deberán durar en sus funciones tres años, pudiendo ser nuevamente designados por una sola vez y por igual período.





Las normas estatutarias deberán señalar también que para ser integrante del Directorio de la Comisión Minera será necesario ser Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras y estar inscrito en el Registro. Sin perjuicio de ello, señalarán además que los integrantes del Directorio no podrán suscribir o emitir informes técnicos o reportes públicos mientras estén en posesión de su cargo.




Se deberá dejar constancia, además, de que los integrantes del Directorio de la Comisión Minera que, de conformidad al artículo 82º de la ley Nº 18.045 sobre Mercado de Valores, sean personas con interés en una emisión de valores cuyos informes técnicos o reportes públicos estén siendo conocidos o investigados por la Comisión Minera, no podrán participar en el debate y en la adopción de cualquier acuerdo relativo a dichos informes o reportes, debiendo retirarse de la respectiva sesión.





Para los efectos previstos en el artículo 82º de la citada ley, los integrantes del Directorio de la Comisión Minera deberán prestar, de conformidad con lo dispuesto en el reglamento, una declaración jurada que acredite que no tienen interés en los asuntos que han llegado a conocimiento de la Comisión Minera en virtud de su mandato legal.





Artículo 12. Cesación en el cargo de Director. Los estatutos de la Comisión Minera deberán establecer normas relativas a la cesación en el cargo de director, precisando que sólo cesarán anticipadamente en su cargo en caso de fallecimiento, renuncia, inhabilidad, incompatibilidad o inasistencia injustificada a cuatro sesiones consecutivas o a seis dentro de un año calendario.





Los estatutos deberán disponer que, habiendo cesado un director en su cargo, se deberá designar un reemplazante por la institución que haya designado al Director que deba reemplazarse, por el resto del período que le faltare cumplir al reemplazado.





Se deberá establecer además que éste procedimiento se aplicará en caso que, como consecuencia del ejercicio del deber de abstención a que se refiere el artículo precedente, no sea posible alcanzar los quórum establecidos para sesionar y adoptar acuerdos. En tal supuesto, los estatutos deberán señalar que los correspondientes reemplazos durarán sólo hasta que cese el conflicto de interés del integrante del Directorio reemplazado.





Artículo 13. Carácter reservado de la información. Sanciones. Los integrantes del Directorio de la Comisión Minera cuya constitución se autoriza por esta ley, como asimismo su Secretario Ejecutivo y toda otra persona que tome conocimiento en razón de sus funciones, deberán guardar reserva de la información, documentos y antecedentes que lleguen a su conocimiento, salvo que éstos sean requeridos por alguna autoridad pública con facultades legales para ello o por los Tribunales de Justicia.





Del mismo modo les estará prohibido valerse, directa o indirectamente, en beneficio propio o de terceros, de la información a que tengan acceso en el desempeño de sus funciones, durante a lo menos 5 años una vez cesado en el cargo.





Las infracciones a estas obligaciones serán sancionadas con las penas de reclusión menor en cualquiera de sus grados e inhabilitación temporal para cargos y oficios públicos por el tiempo de la condena.





Artículo 14. Libro de Actas. Los estatutos de la Comisión Minera deberán prescribir que las deliberaciones y acuerdos del Directorio de la misma se escrituren en un libro de actas que al efecto deberá llevar su Secretario Ejecutivo.





Se entenderá aprobada el acta y por consiguiente los acuerdos que en ella consten, desde el momento mismo de su firma por parte de los asistentes a la reunión correspondiente. Si algún integrante quisiera salvar su responsabilidad por un acto o acuerdo del Directorio de la Comisión Minera, deberá hacer constar su oposición en el acta. Asimismo, el integrante asistente que estimare que un acta adolece de inexactitudes u omisiones, tiene el derecho de estampar, antes de firmarla, las salvedades correspondientes.





Artículo 15. Fiscalización. No obstante lo dispuesto en el artículo 6° de esta ley, los integrantes y miembros de la Comisión Minera estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en lo que concierne al cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para tener tales calidades. Asimismo, la Comisión Minera estará sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en lo que dice relación con la corrección legal y reglamentaria de sus procedimientos internos.




El Directorio de la Comisión Minera deberá remitir a la Superintendencia de Valores y Seguros y al Ministerio de Minería copia autorizada de las citaciones a sus reuniones y de sus correspondientes antecedentes, así como de todos sus acuerdos, dentro de las 48 horas siguientes a su despacho o adopción, de conformidad con lo dispuesto en el reglamento.


Previa consulta a la Comisión Minera, la Superintendencia de Valores y Seguros establecerá a través de una norma de carácter general, la información financiera que deberá aportarse en los informes técnicos que se elaboren para la emisión de valores.




La Superintendencia de Valores y Seguros y el Ministerio de Minería deberán coordinar sus actuaciones a fin de facilitar a aquella el cumplimiento de sus funciones fiscalizadoras. 





Artículo 16. Patrimonio y financiamiento. El patrimonio de la Comisión Minera estará formado por los aportes que de conformidad con los prescrito en esta ley, su reglamento, y los estatutos de la misma, hagan sus miembros, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, por el producto de sus bienes o servicios de conformidad a lo dispuesto en el reglamento y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades o del Estado, y demás bienes que adquiera a cualquier título.




Las donaciones a que se refiere el inciso anterior no requerirán del trámite de insinuación judicial y estarán exentas del impuesto a las donaciones establecido en la ley N° 16.271.





La Comisión Minera podrá exigir el pago de una tasa por el otorgamiento del certificado de vigencia de conformidad con lo establecido en el reglamento, así como de cualesquiera otros certificados que en cumplimiento de sus funciones se le solicite.





Los gastos que demande el funcionamiento de la Comisión Minera, como también del Registro Público de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, serán financiados por las instituciones señaladas en el artículo 6º de esta ley, en la forma y proporción que establezca el reglamento.




La Comisión Minera deberá publicar un balance auditado al 31 de diciembre de cada año, en la forma y periodicidad que la ley establece para las Sociedades Anónimas Abiertas.
Título III

De las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras




Artículo 17. Definición. Son Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras aquellas que se encuentran inscritas en el Registro y cumplen con los requisitos establecidos en esta ley, su reglamento y demás normas complementarias.




Artículo 18. Facultades y deberes de las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras registradas. Una oferta pública de valores de sociedades de exploración o explotación minera sólo podrá tener lugar si una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras debidamente registrada, hubiese suscrito o emitido previamente y para dicha oferta pública un informe técnico. Asimismo, sólo las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras podrán suscribir o emitir reportes públicos. Sin embargo, toda otra persona que ejerza habitualmente funciones de dirección o administración por cuenta o representación de un actual o potencial emisor de valores, solamente podrá divulgar reportes públicos si éstos han sido previamente suscritos o emitidos por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras.




Para la elaboración de los informes técnicos y los reportes públicos, las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras deberán ceñirse estrictamente a las normas, reglas, criterios y procedimientos establecidos en el Código, como asimismo a todas aquellas otras normas de carácter técnico que la Comisión Minera dicte en uso de sus facultades legales.





Quienes no se encuentren inscritos en el referido Registro no podrán publicitar su carácter de Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, ni usar membretes, planchas o distintivo alguno que los individualice como tales.





Artículo 19. Deber de proporcionar información transparente. Las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, en el cumplimiento de las funciones descritas en esta ley, estarán obligadas a proporcionar, en forma transparente y no ambigua, toda la información necesaria para poder tomar decisiones de inversión en proyectos de esta naturaleza. En consecuencia, serán inoponibles ante terceros todo tipo de contratos, cláusulas u otro acto o acuerdo de confidencialidad suscritos por las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras, que limiten o restrinjan de alguna manera la entrega completa, veraz y oportuna de la información antes señalada.





Artículo 20. Responsabilidad y Pena. Las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras responderán de culpa levísima en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiere afectarles.





En el evento que un informe técnico o un reporte público hayan sido suscritos o emitidos por más de una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, éstas responderán solidariamente de los perjuicios causados por sus actuaciones culposas o dolosas. Asimismo, serán solidariamente responsables de los perjuicios causados, el emisor de valores de oferta pública que hubiere encargado o presentado el informe técnico o divulgado el reporte público.





Las Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras que suscriban o emitan informes técnicos o reportes públicos falsos o dolosos, y las personas a que se refiere el inciso primero del artículo 18 que divulguen reportes públicos sin que los mismos hayan sido previamente suscritos o emitidos por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, sufrirán la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo y multa a beneficio fiscal por un valor de hasta 4.000 unidades de fomento.




Cuando en el ejercicio de sus funciones la Comisión Minera tome conocimiento de hechos en los que haya participado una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, que pudieran ser constitutivos de crimen o simple delito, deberá denunciarlos a la Justicia Ordinaria.

Título IV

De la reconsideración





Artículo 21. Reconsideración de los acuerdos del Directorio de la Comisión Minera. Las personas o entidades que estimen que los actos o acuerdos que dicte la Comisión Minera no se ajustan a la ley, reglamentos o normas que le compete aplicar, podrán solicitar su reconsideración de acuerdo a lo establecido en el artículo siguiente.





Artículo 22. Petición de reconsideración. Se podrá solicitar al Directorio de la Comisión Minera la reconsideración de un acto o acuerdo de este último, siempre que en la petición se aporten nuevos antecedentes técnicos que no se conocieron al momento de dictarse el respectivo acto o acuerdo. La petición se formulará por escrito y contendrá en forma clara y precisa los hechos en que se fundamenta.





El plazo para la presentación del escrito es de veinte días, contados desde la notificación del respectivo acto o acuerdo. La Comisión Minera dispondrá de otros quince días para resolver, transcurridos los cuales, sin que la Comisión Minera se hubiere pronunciado, se entenderá que rechaza la reconsideración.





Si el escrito de reconsideración fuera rechazado, las personas que estimen haber sido afectadas por la resolución de la Comisión Minera, podrán recurrir a los tribunales ordinarios de justicia a fin de hacer valer sus derechos, conforme a las normas generales.

Título V

De los plazos y notificaciones





Artículo 23. Plazos. Los términos de días que establece esta ley se entenderán de días hábiles.





Artículo 24. Notificaciones. Las notificaciones que practique la Comisión Minera se harán por carta certificada, y los plazos a que ellas se refieran empezarán a correr a partir del tercer día después de enviada la notificación.

Artículo 25.- Las disposiciones de la presente ley en ningún caso podrán interpretarse como limitaciones al objeto y funciones de la Empresa Nacional de Minería, creada por el decreto con fuerza de ley Nº 153, de 1960.

Titulo VI

Disposiciones Transitorias





Artículo primero.- A los integrantes del primer Directorio no les será aplicable el requisito establecido en el artículo 11 de esta ley, respecto a la necesidad de poseer la calidad de Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras para ser integrante del Directorio de la Comisión Minera.





Sin embargo, deberán adquirir el carácter de tal dentro del plazo de seis meses contados desde la aceptación del cargo. Transcurrido dicho plazo, el integrante del Directorio de la Comisión Minera que no diere cumplimiento a la citada obligación deberá ser reemplazado por aquél que lo haya designado, por el resto del período que le faltare al reemplazado.




Artículo segundo.- Las personas jurídicas a que se hace referencia en el inciso primero del artículo 6°, deberán constituir legalmente la Comisión Minera dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Dicho plazo se podrá prorrogar, por igual término, por una sola vez.




Artículo tercero.- El reglamento para la aplicación de esta ley, deberá dictarse dentro de los noventa días siguientes a su publicación.”.




Acordado en sesiones celebradas los días 4 de julio y 3 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Núñez Muñoz (Presidente), José Antonio Gómez Urrutia, Jaime Orpis Bouchon, Baldo Prokurica Prokurica y Adolfo Zaldívar Larraín.





Sala de la Comisión, a 6 de octubre de 2007.
(Fdo.):Julio Cámara Oyarzo,
Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.886, PARA ASEGURAR LA PROTECCIÓN DE TRABAJADORES Y LA LIBRE COMPETENCIA EN LA PROVISIÓN DE BIENES Y SERVICIOS A LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO

(3620-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado, en su oportunidad, en una Moción de los Honorables Diputados señora Adriana Muñoz D’Albora y señores Edgardo Riveros Marín y Rodolfo Seguel Molina, y del ex Diputado -actual Senador-, señor Pedro Muñoz Aburto.


Conforme a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que, atendida la naturaleza de este asunto, se discuta, en la Sala, en general y en particular a la vez.


A una o más sesiones en que se consideró este proyecto concurrieron, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Diputado señor Eugenio Tuma Zedan; el Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Osvaldo Andrade, acompañado del asesor legislativo, señor Francisco Del Río, y del asesor jurídico, señor Cristián Pumarino, y el Subsecretario del Trabajo, señor Zarko Luksic, acompañado por su asesor, señor Ariel Rossel.


Asimismo, asistieron la Directora del Trabajo, señora Patricia Silva, y el Jefe de Fiscalización de dicha entidad, señor Cristián Melis; el Director de Compras y Contratación Pública, señor Tomás Campero, acompañado por la Jefa de la División Jurídica de la misma entidad, señora Trinidad Hinostroza. Del Ministerio de Hacienda, la asesora, señora Tamara Agnic.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Modificar la normativa general en materia de adquisición de bienes y servicios por parte del Estado, de manera de exigir a quienes contraten con la Administración del Estado, el pleno cumplimiento de la legislación laboral y de seguridad social, protegiendo, así, más eficazmente los derechos de los trabajadores.

- - -
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- La ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.


2.- El Código del Trabajo.


II. ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que dio origen a este proyecto de ley destaca que es deber del Estado velar por el bien común, otorgando a sus habitantes el mayor bienestar espiritual y material posible, y, con dicho objeto, aquél cuenta con servicios y reparticiones públicas, destinadas a atender las necesidades de la población y poner en práctica las políticas públicas.


Agrega que, en una economía de mercado, los bienes y servicios que la Administración del Estado requiere para la consecución de sus fines son adquiridos, fundamentalmente, a privados, y, a fin de que los procedimientos destinados a la provisión de dichos bienes y servicios sean objetivos y aseguren el mejor resultado para el Fisco, se han dictado diversas normas en el marco de la agenda de modernización y transparencia.


Expresa que el óptimo funcionamiento de estos mecanismos, además, precisa de la libre competencia entre los proveedores, la que se ve dificultada y entorpecida por actitudes desleales en algunos oferentes que, mediante la violación de las leyes laborales, sociales y tributarias, consiguen mejorar sus costos y tener, así, mayores posibilidades de éxito en las licitaciones y convocatorias.


Los autores de la Moción señalan que la ley Nº 19.886 no exige a los proveedores del Estado requisitos elementales que aseguren la competencia leal, como sería la necesidad de mantener un cumplimiento irrestricto de las citadas regulaciones, entonces, se puede dar la paradoja de que empresas y personas naturales que infringen las normativas laborales y tributarias que el Estado se ha fijado para cautelar los derechos de los trabajadores y asegurar el financiamiento de sus programas, sean, al mismo tiempo, favorecidas con suculentos contratos.  Lo anterior, ocasiona gran desazón en los propios trabajadores que muchas veces ven cómo empresas que abusan reiteradamente, infringiendo la ley, no reciben sanción alguna y, peor aún, mantienen una fluida relación con el Fisco.


La Moción subraya que existen precedentes en algunas normativas legales y administrativas, en cuanto a realizar exigencias a los proveedores, en materias laborales y tributarias.  El cumplimiento de ellas es, por lo demás, requerido en los acuerdos comerciales suscritos por Chile, los que, sin excepción, junto con respetar las normas que cada Estado o grupo de ellos han querido darse, obligan a su estricto cumplimiento y fiscalización.


Por último, se destaca que lo manifestado hace necesario modificar la normativa general en materia de adquisición de bienes y servicios por parte del Estado, con el objeto de exigir a quienes contraten con el Fisco, el pleno cumplimiento de la legislación impositiva, social y laboral, al tiempo de proteger más eficazmente los derechos de los trabajadores.  Para ello, resulta conveniente que estos requerimientos estén previstos en la ley y no en normas administrativas de menor jerarquía.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciarse el estudio de esta iniciativa legal, el asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó que este es un proyecto de ley que se orienta en la línea de la protección de los trabajadores que laboran para las empresas que prestan servicios habituales al Estado y que postulan cada año a las licitaciones que efectúan los respectivos Ministerios, como por ejemplo, las empresas manipuladoras de alimentos que proveen sus servicios a la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas. En ese contexto, esta iniciativa legal pretende:


En primer lugar, excluir de los procesos de licitación a aquellas empresas que en los dos años anteriores a éstos, hayan sido condenadas, mediante sentencia firme, por prácticas antisindicales o infracción de los derechos fundamentales del trabajador.


En segundo término, establecer incentivos al mejoramiento de los estándares laborales, otorgando un mayor puntaje o calificación a aquellas empresas postulantes que, habiendo prestado servicios al Estado con anterioridad, presenten un progreso en materia de remuneraciones o de condiciones de trabajo de sus empleados.


Finalmente, establecer un resguardo adicional, mediante la extensión en sesenta días más, de las garantías que estas empresas deben constituir, para asegurar el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales a que está sujeto el empleador.


Expresó que la iniciativa de ley original era distinta a la que hoy se estudia, por cuanto, por ejemplo, establecía límites mínimos de remuneraciones que las empresas postulantes debían cumplir, lo que finalmente fue desestimado durante el debate en la Cámara de Diputados por considerarse una exigencia muy compleja que, finalmente, perjudicaría a los trabajadores.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto acotó que otra de las diferencias con el proyecto original dice relación con el período de inhabilitación para postular a las licitaciones y que afecta a las empresas que hayan sido condenadas por prácticas antisindicales o infracción de los derechos fundamentales del trabajador. Dicho plazo, originalmente concebido por cinco años, fue disminuido a sólo dos años, por considerarse un lapso de tiempo más realista para dichos efectos.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social agregó que, además de lo anterior, el referido plazo se estableció en dos años para hacerlo coincidir con el plazo general de prescripción de los derechos regidos por el Código del Trabajo que, igualmente, es de dos años. Una sanción con un plazo mayor podría ser impropia, por cuanto no sería perseguible judicialmente.


A continuación, el Honorable Senador señor Letelier manifestó algunas inquietudes en torno al proyecto de ley en análisis.


En primer término, señaló que sería importante ampliar el ámbito de aplicación de esta ley, comprendiendo no sólo a la Administración Pública Central a la cual está dirigida, sino también, por ejemplo, a las empresas del Estado y al sistema de concesiones del Estado a particulares.


Insistió en que, incorporar a las empresas estatales y a las concesiones a particulares, contribuiría a transparentar el sistema y a resguardar que el Estado, en su concepto más global, sólo contrate con aquellas empresas que cumplen cabalmente con la legislación laboral y previsional.


Recordó que en la Ley de Presupuestos del Sector Público ya se contempla una norma expresa en el mismo sentido. En efecto, el artículo 6º, inciso tercero, de la referida Ley de Presupuestos para el año 2006, dispone que “las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato; calificación que pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.”.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que, al tenor de la ley Nº 19.886, en esta materia quedan excluidas las empresas del Estado. 


En efecto, de conformidad a su artículo 1º, la citada ley Nº 19.886 se aplica a los contratos que celebre la Administración del Estado, a título oneroso, para el suministro de bienes muebles, y de los servicios que se requieran para el desarrollo de sus funciones. Agrega que, para los efectos de dicha ley, se entenderán por Administración del Estado los órganos y servicios indicados en el artículo 1º de la ley Nº 18.575 
-Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado-, salvo las empresas públicas creadas por ley y demás casos que señale la ley. 


Añadió que, en todo caso, para estos efectos las empresas del Estado operan conforme a las reglas generales en esta materia, tanto en la selección de las empresas con las cuales contratan como en la responsabilidad que ello conlleva. Asimismo, se ajustan a una serie de resguardos existentes en este ámbito, contemplados en el propio Código del Trabajo e incluso en la normativa interna de dichas entidades.


El Honorable Senador señor Letelier insistió en la importancia de adoptar un criterio más amplio en esta materia, acorde además con la lógica de los incentivos, para lo cual analizará presentar una indicación en que se establezca que esta normativa se aplica también a las empresas estatales.


Lo propio acontece, agregó, respecto de las concesiones otorgadas a particulares. Ejemplificó con el caso de las empresas salmoneras que obtienen una concesión marítima para la producción y explotación del salmón. Si una de dicha empresas incurriera en prácticas antisindicales o contrarias al derecho del trabajo, en general, el Estado no debería mantener tal concesión, ya que éste debe tomar los resguardos para contratar sólo con quien cumpla cabalmente la ley. Ello no significa imponer una nueva carga a las empresas, sino, muy por el contrario, no es más que el deber general de acatar la normativa vigente.


En otro orden, Su Señoría requirió información estadística acerca de las empresas que son condenadas por prácticas antisindicales. Explicó que su preocupación apunta a que podría darse el caso de una empresa que no haya sido condenada judicialmente por tales prácticas y que, sin embargo, registre múltiples denuncias en su contra. En tal evento, esa empresa, aun cuando no haya sido condenada, no podría ser calificada del mismo modo que otra que no ha incurrido en infracción alguna. 


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social indicó que, en la actualidad, las empresas que son condenadas por prácticas antisindicales fluctúan entre 30 y 50 al año, cifra que, en todo caso, se espera redefinir a partir de la entrada en vigencia del nuevo procedimiento laboral, en el cual se contempla una tramitación mucho más expedita que la actual para la solución de conflictos por prácticas antisindicales. 


Destacó la importancia de que la inhabilidad que se establece para postular a estas licitaciones, se fundamente en la existencia de una sentencia judicial condenatoria previa y no sobre la base de una mera denuncia. Explicó que más de la mitad de las denuncias registradas por prácticas antisindicales no resultan ser tales, ya que suelen ser confundidas con la infracción a otros derechos laborales que no inhiben el derecho a la sindicalización.


El Honorable Senador señor Letelier consultó qué sucede en el caso de una empresa que, si bien no ha sido judicialmente condenada por dichas prácticas, sí ha sido objeto de reiteradas multas. 


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto indicó que dicha empresa igualmente quedaría inhabilitada para postular a las licitaciones, porque el proyecto de ley alcanza a quienes hayan incurrido, no sólo en prácticas antisindicales, sino también en infracción de los derechos fundamentales del trabajador.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó que, además, para la aplicación de las multas se sigue un procedimiento que no se agota sólo en la sede administrativa ya que, eventualmente, puede derivar en sede judicial. En efecto, dispuesta la sanción de multa, procede la reconsideración por parte del mismo órgano administrativo y, posteriormente, el recurso de apelación, en unos casos ante la respectiva Corte de Apelaciones y, en otros, ante los Juzgados del Trabajo.


En lo que respecta a las prácticas antisindicales, en tanto, a partir de la reforma laboral del año 2001, se estableció un deber y una facultad para la Dirección del Trabajo, esto es, el deber de denunciar ante los tribunales de justicia toda práctica antisindical de la que tome conocimiento, y la facultad de hacerse parte en los procesos judiciales a que dichas denuncias den lugar.


El Honorable Senador señor Letelier preguntó si la Dirección del Trabajo se hace parte en todos esos procesos o sólo en algunos de ellos y, en este último caso, conforme a qué criterio opta por cumplir dicho trámite.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social respondió que dicha entidad se hacer parte, normalmente, en aquellos casos que considera más graves o que afectan a un mayor número de trabajadores.


La Comisión, respecto a esta materia, acordó oficiar a la Dirección del Trabajo solicitando información acerca del número de empresas que registran denuncias por prácticas antisindicales o por infracción a los derechos fundamentales del trabajador, y en qué regiones del país ello acontece. Asimismo, en cuántos de los procesos a que dichas denuncias han dado lugar, la Dirección del Trabajo se ha hecho parte de los mismos.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Letelier planteó su preocupación respecto de la situación que se presenta en algunas empresas, como por ejemplo las de manipulación de alimentos que prestan servicios para la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, en las que suele suceder que se contrata a las trabajadoras por sólo un período de tiempo -por ejemplo, diez meses- al cabo del cual termina su fuente de trabajo. 


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó que en estos casos se celebran contratos por obra o faena ya que, tal como acontece en el sector de la construcción, la empresa que licita no tiene seguridad alguna de que obtendrá la licitación en los períodos siguientes.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto advirtió que en este ámbito también existe una responsabilidad estatal, en la medida que, como en estos procesos se selecciona a las empresas que ofrecen menores costos, ello lamentablemente repercute en la remuneración de los trabajadores, disminuyéndose ésta a fin de bajar los costos y adjudicarse el servicio licitado.


El Honorable Senador señor Letelier enfatizó que éste es un tema que requiere mayor análisis, y que una alternativa para superar tal problema podría ser que la ley restrinja la celebración de contratos por obra o faena cuando se trate de la contratación de trabajadores en empresas que prestan servicios al Estado.

A raíz de la referida inquietud, la Comisión acordó oficiar a la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas a fin de consultar acerca del tipo de contrato que las empresas proveedoras del servicio de alimentación escolar celebran con las manipuladoras de alimentos y la duración de tales contratos. Asimismo, solicitar información en cuanto a si los requisitos de dichos contratos se contienen en las respectivas bases de licitación.


A continuación, el Honorable Senador señor Longueira señaló que, al tenor de la modificación propuesta por el Nº 1 del artículo único del proyecto, se establecerían como causales de inhabilitación de las empresas para postular a procesos de licitación, entre otras, la de haber sido condenada por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador. En ese contexto, consultó qué se entiende por “infracción a los derechos fundamentales del trabajador”.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó que el tema de los derechos fundamentales del trabajador fue incorporado en nuestra legislación a partir del año 2001. Citó, al efecto, el artículo 2º del Código del Trabajo, el cual reconoce la función social que cumple el trabajo y declara contrarios a los principios de las leyes laborales los actos de discriminación. Mencionó, asimismo, el artículo 5º del referido Código, conforme al cual el ejercicio de las facultades que la ley reconoce al empleador, tiene como límite el respeto a las garantías constitucionales de los trabajadores, en especial cuando pudieran afectar la intimidad, la vida privada o la honra de éstos.


El Honorable Senador señor Longueira advirtió que su preocupación más bien apunta a la frecuencia con que debe verificarse la infracción de tales derechos para producir el efecto de excluir de la licitación a una empresa postulante.


En efecto, en los términos en que la norma está propuesta, bastaría con una sola infracción a tales derechos para quedar al margen de un proceso de licitación, lo que podría resultar excesivo. En consecuencia, se manifestó partidario de precisar la disposición en tal sentido.


En su opinión, la norma debería estar dirigida a quien tenga una permanente conducta abusiva para con sus trabajadores, es decir, incurrir en tales infracciones reiteradamente en el tiempo. Añadió que no parece tan claro que la inhabilitación proceda si se trata de un caso aislado, a menos que, ese único caso sea de tal entidad o gravedad que, por sí solo, sin necesidad de reiteración, amerite la imposibilidad de participar en estos procesos públicos de selección de contratistas.


Señaló que, así como en el caso de las prácticas antisindicales se establece como parámetro la existencia de una sentencia judicial condenatoria que haya recaído sobre la empresa, del mismo modo, tratándose de los derechos fundamentales del trabajador, debería contemplarse alguna pauta objetiva que refleje una conducta sostenida de vulneración a tales derechos.


Insistió, entonces, en la necesidad de definir ciertos criterios que permitan precisar cuándo estamos en presencia de una infracción a los derechos fundamentales del trabajador que, además, signifique la exclusión de una empresa de un proceso de licitación. Lo anterior, propuso, podría ser según la frecuencia con que acontezcan los hechos, la gravedad de la infracción o el número de trabajadores a quienes afecta. Agregó que, de lo contrario, la norma resulta demasiado excluyente y ello, a la postre, sólo deviene en una mayor concentración de los prestadores de servicios.


Enseguida, preguntó cuáles de las infracciones a estos derechos son las de de mayor ocurrencia o de mayor gravedad.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social respondió que los casos más frecuentes de infracción en este ámbito, se vinculan a actos de discriminación, sea para conservar el empleo o para acceder a determinados beneficios.


El Honorable Senador señor Letelier consultó si existe un catálogo o nómina de estos derechos fundamentales del trabajador.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que los derechos fundamentales del trabajador corresponden a sus derechos constitucionales trasladados al ámbito de la relación laboral. 


Precisó que, a propósito del denominado “procedimiento de tutela laboral”, estos derechos aparecen enunciados en el artículo 485 del Código del Trabajo, el cual los define como los consagrados en la Constitución Política de la República y, entre ellos, menciona el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona, siempre que su vulneración sea consecuencia directa de actos ocurridos en la relación laboral; el respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y su familia; la inviolabilidad de toda forma de comunicación privada; la libertad de conciencia, la manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos que no se opongan a la moral, a las buenas costumbres o al orden público; la libertad de emitir opinión y la de informar sin censura previa; y la libertad de trabajo y el derecho a su libre elección.


Cabe señalar que el citado artículo 485 del Código del Trabajo -contemplado en el Párrafo 6º del Capítulo II, del Título I, del Libro V de dicho cuerpo legal, relativo al procedimiento de tutela laboral-, entrará en vigencia con fecha 1 de marzo de 2008, en virtud de lo dispuesto en el artículo 2º de la ley Nº 20.164.

Durante la sesión siguiente, la Comisión recibió dos oficios en respuesta a otros tantos que envió en consulta, uno a la Dirección del Trabajo y el otro a la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, según se consignara con anterioridad en este informe.


En tales oficios, las referidas entidades proporcionan los siguientes antecedentes: 


El primero de ellos -entregado por la señora Directora del Trabajo durante la segunda sesión celebrada por la Comisión, según se reseña más adelante-, informa el número de empresas que durante el primer semestre del año 2006 registran denuncias por prácticas antisindicales (323 en total) y de los procesos judiciales derivados de tales denuncias, en los cuales la Dirección del Trabajo se ha hecho parte (287 en total). Asimismo, adjunta una nómina de las empresas condenadas por prácticas antisindicales mediante sentencias ejecutoriadas, durante el segundo semestre del año 2005 (27 en total) y el primer semestre del 2006 (26 en total).


El segundo oficio, proveniente de la JUNAEB, informa acerca del tipo de contrato que celebran las manipuladoras de alimentos con las empresas concesionarias del Programa de Alimentación Escolar que administra dicha entidad, su duración y requisitos de los mismos. 


Al respecto señala que “cada empresa concesionaria es responsable de celebrar con las manipuladoras de alimentos los contratos de trabajo que se requieran para el desempeño de sus labores de acuerdo con la legislación laboral vigente, sin que JUNAEB intervenga en el tipo de contrato que deba suscribirse en cada caso.”. 


Agrega que, “no obstante lo anterior, esta Institución se ha preocupado de velar por el debido y cabal cumplimiento de las normas laborales, previsionales y de seguridad social vigentes, por parte de las empresas concesionarias de alimentos en su calidad de empleadores con respecto a su personal dependiente de manipuladoras.”. 


Concluye señalando que, consecuente con lo anterior, “esta Institución, a través de las Bases que regulan sus licitaciones y diversas normativas establecidas en los contratos de servicios de raciones alimenticias, ha adoptado las medidas necesarias para exigir que las empresas concesionarias cumplan con la normativa laboral, previsional y de seguridad social vigente con respecto a todo el personal manipulador de alimentos contratado por ellas, lográndose, además, incorporar en las recientes y futuras licitaciones, sucesivos mejoramientos de las condiciones económicas, y laborales de dichas trabajadoras.”.


Se deja constancia de que los referidos documentos fueron debidamente considerados por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


A continuación, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, en su calidad de autor del proyecto de ley en análisis, reseñó el contenido del mismo.


En primer término, indicó que este proyecto surgió luego de constatar que entre quienes contrataban con el Estado había algunos que no cumplían la legislación laboral y previsional vigente, así como también que en los procesos de licitación no se hacía exigencia alguna en cuanto al cumplimiento de dicha normativa legal por parte de las empresas participantes en tales procesos de contratación.


Dentro de ese contexto, esta iniciativa legal responde a la necesidad de poner fin a dicha situación y, para tales efectos, propone excluir de los procesos para obtener la adjudicación de contratos para la provisión de bienes y servicios al Estado, a los contratistas o empresas que estén condenadas por prácticas antisindicales o por infracción a los derechos fundamentales del trabajador, dentro de un determinado período de tiempo, a saber, los dos años anteriores a la respectiva licitación.


Por otro lado, explicó, respecto de quienes prestan al Estado servicios de tipo habitual, el proyecto propone que en los procesos de licitación se otorgue mayor puntaje o calificación a aquellas empresas que presenten un mejoramiento de las condiciones laborales y de remuneraciones de sus trabajadores. Recordó el caso de las manipuladoras de alimentos que laboran para empresas que prestan servicios a la JUNAEB, las cuales trabajan diez meses al año, por el sueldo mínimo y sin derecho a vacaciones. En tal caso, enfatizó, la responsabilidad no sólo cabe a la respectiva empresa, sino que también existe una responsabilidad estatal por cuanto al momento de contratar el Estado debe velar por que el servicio sea prestado por quien se ajusta a la normativa vigente y, en consecuencia, cuando escoge con quien contratar, no sólo debe evaluar a los postulantes en función del mejor precio ofrecido, sino que también en razón de quien se preocupa de mejorar las condiciones laborales de sus trabajadores.


Finalmente, agregó, el proyecto contempla la extensión de la garantía que de rigor se constituye en estos casos, hasta 60 días después de concluidos los servicios, a fin de asegurar el pago de las obligaciones de carácter laboral y previsional que correspondan.


El Honorable Senador señor Letelier apuntó que, en consecuencia, el proyecto se refiere a tres aspectos de relevancia: por un lado, los requisitos para contratar con el Estado, especialmente en lo relativo a la exigencia de cumplir las normas laborales y previsionales; por otro lado, el establecimiento de criterios o mecanismos de selección entre los postulantes, otorgando mayor calificación a quienes, queriendo contratar con el Estado, brinden mejores condiciones laborales a sus trabajadores. En tercer término, en materia de procedimiento, se contempla la extensión de la garantía de rigor en estos casos.


A continuación, expuso el señor Director de Compras y Contratación Pública quien se refirió, por una parte, al sistema de compras públicas actualmente existente en nuestro país y, por la otra, a los comentarios y observaciones que la entidad a la que representa tiene respecto al proyecto de ley en análisis.


Acompañó su intervención con una carpeta en la que se contienen los siguientes documentos: Chile Compra, mercado abierto; Informe de Gestión de Chile Compra, a agosto de 2006; Plan Estratégico 2006 de la Dirección de Compras y Contratación Pública; Informativo Chile Compra, Nº 44, septiembre de 2006; Programa de Acceso a Chile Compra; www.chilecompra.cl, un mercado abierto y transparente; Chile Proveedores, registro de proveedores del Estado; y, finalmente, un ejemplar de la ley de compras públicas y su reglamento.


Asimismo, presentó un documento que contiene un comparado entre el texto del proyecto de ley en estudio y la normativa legal vigente, así como también las observaciones, tanto de carácter jurídico como de orden práctico, que se formulan respecto de ambas regulaciones.


Se deja constancia de que todos los referidos documentos fueron debidamente considerados por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


En cuanto al actual sistema de compras públicas existente, señaló que éste fue implementado hace tres años y aún se encuentra en vías de consolidación. Explicó que el sistema nació en el marco del proceso de modernización del Estado y de los tratados de libre comercio suscritos por nuestro país.


Destacó que, dentro de dicho contexto, se ha desarrollado un mercado electrónico como herramienta de trabajo y de información para todos los agentes que participan en dicho mercado. Asimismo, se ha establecido un registro de empresas distinto al anteriormente existente, que permite tener mejor información respecto de las mismas. Además, se ha efectuado una importante labor de reingeniería, transformación y capacitación de los órganos públicos que los habilita para participar en este nuevo sistema que invita a innovadoras prácticas en materia de negocios. Todo lo anterior, enfatizó, ha conducido a la generación de un sistema cuyo prestigio, por su eficiencia, calidad y transparencia, ha sido reconocido a nivel mundial.


Expresada en cifras, la labor de Chile Compra, al año 2006, alcanza a 900 organismos públicos que se han incorporado al sistema, incluyendo municipios, Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, hospitales, escuelas y universidades. Han participado en el sistema 170.000 empresas, de las cuales un 23% registra cierre de negocio, lo que ha significado un aumento de hasta tres veces la cantidad de proveedores, generando no sólo mayor participación, sino también mayor competencia. Especial mención en este ámbito merece la microempresa, cuya participación alcanza un significativo porcentaje del valor total del mercado, lo que ha permitido el acceso de artesanos, técnicos y profesionales independientes, sobro todo a nivel regional.


Otras cifras de relevancia dan cuenta de: 15.000 compradores, 60.000 proveedores, 1.000.000 de transacciones y 5.000 tipos de contratos para la adquisición de bienes y la prestación de servicios.


Asimismo, se registran cinco ofertas en promedio por cada transacción, con un nivel de precios que ha permitido ahorrar un 5% y liberar recursos cercanos a los 60 millones de dólares al año.


Finalmente, se registran un millón de órdenes de compra al año, por 3.000 millones de dólares, lo que representa un 3% del Producto Interno Bruto (PIB).

Estos datos, puntualizó, son el reflejo del trabajo que hoy en día se está desarrollando en el sistema de compras públicas, cuyos objetivos apuntan al desarrollo de la transparencia, la eficiencia y del comercio electrónico.


Puso énfasis en señalar que, sin perjuicio de los desafíos que aún quedan por enfrentar, nuestro país ha demorado apenas tres años en implementar este sistema, en circunstancias que países con mayor grado de desarrollo económico y social que el nuestro, como por ejemplo los países escandinavos, han tardado no menos de diez o quince años en efectuar la misma labor.


Enseguida, el señor Director de Compras y Contratación Pública se refirió al proyecto de ley en estudio y expuso sus comentarios al mismo.


Advirtió que la opinión de la entidad a la que representa, es de carácter técnico, referida al mercado de las compras públicas, sin perjuicio del análisis que pueda hacerse acerca de los efectos que esta iniciativa legal produzca en el ámbito laboral y previsional.


Indicó que, no obstante los principios que inspiran la moción que da origen al proyecto, éste contiene algunos aspectos que sería conveniente revisar dados los efectos de carácter práctico a que darían lugar.


En primer término, apuntó que el proyecto genera gasto público, razón por la cual tiene un impacto fiscal que se debe analizar. En efecto, explicó, el ticket u orden de compra involucra un costo de diez dólares, es decir, eso es lo que le cuesta al Estado cada transacción que realiza. A ello debe sumarse el costo adicional motivado por el incremento de horas hombre de trabajo para efectuar el análisis de la mayor información recopilada; ese valor adicional de horas hombre se estima, en una primera aproximación, en dos dólares más por orden de compra. Por consiguiente, este nuevo costo total por transacción sería la primera consecuencia práctica de la implementación de la normativa propuesta.

Otro aspecto importante a considerar se refiere a la directa relación que existe entre mayor participación o competencia y menores precios. En efecto, agregar requisitos adicionales a la participación en los procesos de selección para la contratación pública, podría tener una repercusión negativa que afecte la competencia y, consecuencialmente, los precios.


En otro orden de ideas, indicó que sería necesario precisar algunos términos que utiliza el proyecto, como por ejemplo cuando se refiere a las empresas denunciadas ante la Dirección del Trabajo o cuando exige un mejoramiento de las condiciones laborales.


Asimismo, sería importante evaluar la incidencia de estas normas en lo que respecta al acceso al sistema de compras públicas. En efecto, explicó, la Ley de Contratación Pública promueve las negociaciones con quienes sean buenos contratistas y la oportunidad para verificar tal condición es a la época de celebración y suscripción del respectivo contrato ya que, al cerrar el negocio, se podrán subsanar aquellos problemas o inconvenientes que sean susceptibles de serlo como, por ejemplo, un reclamo o una deuda impaga. El proyecto, en cambio, propone hacer tal revisión al momento de presentar las ofertas y, por tanto, pone un obstáculo al inicio del proceso afectando con ello la accesibilidad al sistema.


Por último, mencionó que los agentes de la contratación del Estado, que básicamente corresponden a los Jefes de Administración y a los Jefes de Abastecimiento, no tienen en la actualidad facultades para evaluar a las empresas en los aspectos a los que se refiere el proyecto, motivo por el cual este sería otro tema que ameritaría revisión.


El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que lo que se persigue es que el Estado sea un buen contratante y, a la vez, un buen empleador. Así, tal como existe una responsabilidad solidaria de las empresas del sector privado cuando contratan con otras que no cumplen con la legislación laboral y previsional, el Estado debe ser igualmente responsable cada vez que celebra un contrato para adquirir bienes y servicios. Enfatizó que el parámetro para contratar no debe estar dado solamente por el mejor precio ofrecido, sino por un conjunto de condiciones que justifiquen y respalden dicha contratación.


A continuación, la señora Directora del Trabajo expuso en torno al proyecto en comento. Asimismo, hizo entrega de un documento en el que responde las consultas que la Comisión le formulara mediante oficio. De ambos documentos se ha dejado constancia con anterioridad en este informe.


Expresó que esta iniciativa legal representa un avance cualitativo en materia de apoyo al cumplimiento normativo. Destacó su importancia desde una doble perspectiva; por una parte, desde el punto de vista del interés del Estado en que la legislación vigente se cumpla y, por la otra, desde la óptica del interés de los particulares en el sentido de que este cumplimiento les permite acceder a la contratación con el Estado.


Enseguida, se refirió a la labor que actualmente cumple la Dirección del Trabajo en esta materia.


En primer lugar, mencionó que la Dirección a su cargo entrega dos tipos de certificados: uno, de carácter específico, relativo al cumplimiento normativo, y el otro, de carácter general, sobre antecedentes laborales.


Respecto del primero, señaló su procedencia al tenor del artículo 43 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 29 de septiembre de 1967, que dispone la reestructuración y fija las funciones de la Dirección del Trabajo. Conforme a dicho cuerpo normativo, en lo pertinente, los contratistas de obras públicas, fiscales o municipales y de las personas jurídicas creadas por la ley en que el Estado tenga aporte de capital, deberán acreditar, para que pueda darse curso a los estados de pagos y para la devolución de las garantías que hubieren otorgado, que no tienen reclamos pendientes por remuneraciones de su personal, mediante certificados expedidos por la Inspección del Trabajo en que estén ubicadas las faenas correspondientes, y de imposiciones a las leyes de previsión mediante certificado expedido por la institución previsional correspondiente.


Asimismo, explicó, actualmente es aplicable en esta materia el artículo 64 bis del Código del Trabajo, contemplado en el capítulo relativo a la protección a las remuneraciones, de acuerdo con el cual el dueño de la obra, empresa o faena, cuando así lo solicite, tendrá derecho a ser informado por los contratistas sobre el monto y estado de cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que a éstos correspondan respecto a sus trabajadores, como asimismo de igual tipo de obligaciones que tengan los subcontratistas con sus trabajadores. El mismo derecho tendrán los contratistas respecto de sus subcontratistas.


Y, más adelante, la norma agrega que, el monto y estado de cumplimiento de las referidas obligaciones laborales y previsionales podrá ser acreditado mediante certificados emitidos por la Inspección del Trabajo respectiva.


Puntualizó que el trámite para la entrega de este certificado se cumple vía presencial, previa verificación del cumplimiento normativo tanto en materia de remuneraciones como de cotizaciones previsionales; precisó que estas últimas deben estar no sólo declaradas sino también pagadas. Lo propio acontece respecto a las multas, cuya situación también es revisada.


En lo que respecta al denominado certificado de antecedentes laborales, explicó que se trata de un documento en el que se consigna información general y que, normalmente, es solicitado para postular a procesos de licitación, ya sea pública o privada, así como también para proceder a la inscripción en el registro de contratistas. 

Añadió que este certificado no requiere una tramitación personal como el anterior ya que se puede solicitar vía Internet, tras la obtención de una clave para acceder a la información vía electrónica. Asimismo, en él se consignan diversos antecedentes registrados en una base de datos especializada, conocida como Boletín de Información Laboral. Entre tales antecedentes se encuentran las multas aplicadas por la Dirección del Trabajo, las deudas previsionales según los datos remitidos desde las Administradoras de Fondos de Pensiones, así como también, en el caso de las Cajas de Compensación, la falta de aporte del empleador para el pago de las asignaciones familiares o los créditos retenidos y no pagados por éste.


En ese sentido, apuntó, la Dirección del Trabajo opera como un centralizador de la información que es enviada desde las distintas entidades vinculadas al ámbito laboral y previsional. 


Destacó que, durante el año 2005, la Dirección a su cargo extendió 158.000 certificados de antecedentes laborales. En lo sucesivo, apuntó, deberán sumarse los requerimientos que surjan con motivo de la entrada en vigencia de la Ley de Subcontratación.


Reiteró que la aprobación de la iniciativa legal en estudio representa una gran oportunidad para elevar el estándar de cumplimiento normativo que en Chile, a la fecha, es bastante bajo.


Enseguida, en lo que respecta a las disposiciones del proyecto de ley, la señora Directora del Trabajo formuló las siguientes observaciones:


En primer lugar, se refirió a la norma del numeral 1) del artículo único, conforme a la cual quedarán excluidos de los procesos de licitación quienes “registren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social”.


Sobre el particular señaló que, atendido el gran volumen de información que se maneja en este ámbito, sería más apropiado que la norma dispusiera que tal exclusión afectará a quienes “registren sanciones por remuneraciones”. Explicó que ello resulta más acorde con la información de que efectivamente dispone la Dirección del Trabajo y que, en consecuencia, se encuentra en capacidad de proporcionar en forma oportuna y eficiente. Agregó que lo relevante para estos efectos es conocer la conducta laboral histórica de los postulantes y no cada uno de los casos individuales verificados y a los cuales apuntaría la norma en proyecto en su actual redacción. 


Asimismo, sugirió que la aludida disposición en lugar de aludir a los “saldos insolutos de cotizaciones de seguridad social”, se refiera a “cotizaciones previsionales impagas”, porque corresponde a la información que actualmente la Dirección del Trabajo registra y certifica.


Finalmente, hizo mención al numeral 2), letra a) del artículo único, conforme al cual en el caso de prestación de servicios habituales, se otorgará mayor puntaje o calificación a quienes, entre otros requisitos, “exhibieren un mejoramiento en sus condiciones de empleo y remuneraciones”. Señaló que sería importante precisar la entidad que estará a cargo de verificar y evaluar este mejoramiento de las condiciones laborales y sugirió que lo sea la propia entidad mandante, por cuanto es la que se encuentra en mejor situación de hacerlo, máxime si se trata de empresas que postulan por segunda o tercera vez en las licitaciones.


Posteriormente, al interior de la Comisión se dio lugar a una ronda de consultas y comentarios, cuyos principales aspectos se consignan a continuación.


El Honorable Senador señor Letelier preguntó si sería posible incorporar en este sistema de contratación pública a las empresas del Estado.


El señor Director de Compras y Contratación Pública explicó que dichas empresas efectivamente están excluidas de este mercado, dado que su propia institucionalidad les impide participar del mismo. Además, advirtió, este es un sistema de reciente implementación por lo que necesitaría de una evaluación mayor de su operación en el tiempo antes de extenderlo a otros usuarios, por cuanto, a pesar de la envergadura que actualmente alcanza y que genera un millón de contrataciones, es un sistema en proceso de consolidación.


La Honorable Senadora señora Matthei apuntó que, en todo caso, sí podrían ser incorporadas las empresas públicas tratándose de las compras de materiales o insumos de uso habitual o cotidiano como, por ejemplo, la compra de papel, tal como aconteció en el caso de las Fuerzas Armadas.


Por su parte, el Honorable Senador señor Longueira consultó por la reciente adjudicación para la administración del registro Chile Proveedores. Señaló que el sistema de contratación pública se explica no solamente en aras de la transparencia, sino que también en pro de la desconcentración, permitiendo el acceso de la pequeña y mediana empresa a la contratación con el Estado. En ese contexto agregó, el registro de proveedores estaba concebido como un servicio gratuito, lo que abría una oportunidad al pequeño y mediano empresario. Sin embargo, en la actualidad, la incorporación a tal registro es onerosa, debiendo pagarse una determinada suma de dinero en función de la información que se ingresa al mismo, con lo cual muchos pequeños y medianos empresarios pierden la posibilidad de incorporarse o de mantenerse en dicho registro.


El señor Director de Compras y Contratación Pública explicó que este tema fue materia del debate parlamentario durante la tramitación de la actual Ley de Contratación Pública, en la cual se creó el registro de proveedores. A este respecto dicho análisis estableció que podrían efectuarse los cobros tendientes sólo a recuperar los costos operacionales del registro, lo cual, lejos de significar una barrera a las empresas, permite la mantención de un sistema que facilita los negocios mediante la creación de un verdadero archivo que, como tal, genera gastos de operación que es necesario cubrir, sobre todo durante el proceso de su implementación.


Agregó que actualmente figuran cerca de diez mil empresas inscritas y un gran número de ellas corresponde a la micro y pequeña empresa. 


La Honorable Senadora señora Matthei consultó si el costo de inscripción en el registro es igual para todas las empresas. El Honorable Senador señor Longueira apuntó que, al parecer, ello depende de la información que se ingrese al mismo.


El señor Director de Compras y Contratación Pública respondió que el pago es diferenciado, esto es, la microempresa paga alrededor de cuatro veces menos que el valor que pagan las grandes empresas, siendo el monto mínimo de $ 11.000.


En cuanto a la información que se ingresa al sistema, indicó que se trata de los mismos antecedentes requeridos antes de la existencia del registro, sólo que ahora se cursan de manera distinta, esto es, mientras antes se recurría a los métodos tradicionales destinados a obtener información en papel -trámites de suyo más engorrosos y más costosos-, hoy en día, por vía electrónica se concentra la información en una sola fuente de acceso masivo que, como tal, facilita los negocios de manera importante. Reiteró que las cifras demuestran que ha aumentado significativamente la competencia en el ámbito de las adquisiciones del Estado.


En cuanto a la adjudicación consultada, señaló que ésta se llevó a cabo mediante un proceso de licitación pública en el que participaron todos los operadores de gestión documental que hay en el país -que actualmente son cuatro- y, uno de ellos, que es una empresa asociada a la Cámara de Comercio de Santiago, obtuvo el mejor puntaje y se adjudicó la administración del mencionado registro de proveedores.


En lo que respecta a las disposiciones del proyecto de ley en estudio, la Honorable Senadora señora Matthei se refirió, en primer lugar, a la exigencia de exhibir un mejoramiento de las condiciones de empleo y remuneraciones. Señaló que son varias las precisiones que deben efectuarse a este respecto por cuanto la norma no señala, por ejemplo, qué se entenderá por “mejoramiento”, ni cuánto puntaje más se asignará por ese concepto, así como tampoco indica quién evaluará dicha circunstancia. Agregó que el precepto, tal como está actualmente redactado, resulta impracticable. Tampoco resulta claro, añadió, cómo elegir entre dos empresas, cuando una de ellas efectivamente mejora las condiciones laborales de sus trabajadores, pero la otra, que es nueva postulante, presenta condiciones de trabajo aún mejores que la anterior.


En segundo lugar, advirtió que uno de los principales problemas que se observan en este ámbito, es la existencia de empresas que cambian su razón social cada vez que les es necesario para eludir sus responsabilidades y continuar operando, por ejemplo, en otras regiones del país. Se trata de la misma empresa pero con una identificación distinta, tras la cual se encuentran los mismos socios que, en oportunidades anteriores, incumplieron abiertamente sus obligaciones, entre ellas, las derivadas de las leyes laborales y previsionales. Recordó que reiteradamente se ha instando para que este tipo de empresas sean eliminadas de los registros de proveedores de bienes y servicios, y se les impida participar en procesos de licitación. 


En tercer término, Su Señoría se refirió a la extensión de la garantía para cubrir las obligaciones laborales y previsionales. A este respecto indicó que, en tal caso no resulta claro en qué situación quedará una empresa que, por ejemplo, es afectada por una situación grave que le ha impedido pagar las remuneraciones o las cotizaciones previsionales y que, sin embargo, ha hecho todos los esfuerzos para superar dicha situación, logrando, a lo menos, reducir ostensiblemente sus deudas. En tal caso, se le va a castigar por este hecho, reteniendo la garantía, aún cuando haya demostrado sus esfuerzos en superar el problema económico.


Por su parte, el Honorable Senador señor Longueira enfatizó que el espíritu o intención del proyecto de ley en estudio no se condice con su texto y, para demostrarlo, analizó las diversas disposiciones de la iniciativa legal.


En efecto, el numeral 1) del artículo único, que excluye de los procesos de licitación a quienes incurran en ciertas conductas antilaborales durante el lapso de los dos años anteriores, a su juicio, más que promover el cumplimiento de la legislación vigente, propicia la concentración en el ámbito de la prestación de servicios al Estado. 


Además, agregó, si una empresa ha tenido problemas que le han impedido responder a sus obligaciones laborales y previsionales, pero que ha intentado cumplirlas, la contratación con el Estado podría representar una oportunidad de negocios que le permita regularizar su situación y, en tal caso, no debería obstaculizarse su participación en procesos de licitación. Manifestó estar de acuerdo en que los impedimentos se establezcan respecto quienes tienen una conducta permanente e histórica de incumplimiento legal, pero no así respecto de quien es sólo un infractor ocasional.


Indicó que si no se hace tal distinción, podría excluirse finalmente a un significativo número de empresarios, particularmente pequeños y medianos, para quienes contratar con el Estado representa una oportunidad para surgir de una circunstancia crítica y prosperar. Insistió en que la exigencia debe apuntar a la habitualidad en el incumplimiento y que, además, ello debe comprobarse de manera rigurosa a fin de que la medida de exclusión se justifique plenamente. 


En lo que respecta a la letra a) del numeral 2), Su Señoría señaló que el mejoramiento de las condiciones de empleo y remuneraciones a que alude la norma, no está claramente definido. Nada se dice en cuanto a qué se entiende por tal mejoramiento. Ejemplificó con el caso de una empresa que presta servicios habituales al Estado en algún rubro y que efectivamente mejoró las condiciones laborales de sus empleados, pero que en una licitación se enfrenta a otra empresa que ofrece sus servicios por primera vez y cuyo nivel de remuneraciones es superior al de la anterior. Señaló que en dicho evento no hay un parámetro al cual ajustarse, porque bien podría excluirse a esta nueva empresa en atención al mayor puntaje o calificación que, según el proyecto, habría que otorgar a la empresa predecesora por este concepto.


En cuanto a la letra b) del numeral 2), referida a la necesidad de autorización para la subcontratación total o parcial de servicios, advirtió el señor Senador que se trata de una norma que no responde al actual concepto de empresa, en la cual la externalización de servicios es una práctica habitual y recurrente, que no desvirtúa el giro social de la empresa y que, incluso, aporta a su ejecución, como por ejemplo puede ser el servicio de aseo, de casino o de etiquetado de productos. La exigencia de autorización para subcontratar podría derivar en una indeseada falta de transparencia, ya que pese a tener subcontratados una serie de servicios, éstos no serán manifestados a fin de cumplir con este requerimiento. Asimismo, estimó inviable el ejercicio de esta facultad de autorizar la subcontratación.


En cuanto al numeral 3), relativo a la garantía, expresó que en la actualidad existen facultades para exigir el otorgamiento de garantías que resguarden el cumplimiento de las obligaciones, lo que, en todo caso, no obsta que se perfeccionen las normas vigentes si así fuera necesario.


A su turno, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto abordó algunas de las inquietudes planteadas, las cuales, a su juicio, revelan que no se ha analizado el proyecto desde la óptica de su verdadero objetivo sino que desde perspectivas parciales.


Señaló que al disponer que las empresas que incurren en ciertos incumplimientos legales quedarán excluidas de la posibilidad de contratar con el Estado, no se hace más que recoger la experiencia constatada en nuestro país, la que evidencia un recurrente incumplimiento de las normas laborales y previsionales por parte de tales empresas. 


En materia de prueba, advirtió, no reviste mayor dificultad acreditar el respectivo incumplimiento. Se puede recurrir, por ejemplo, a los registros de las Administradoras de Fondos de Pensiones, de los cuales es posible obtener el dato preciso de las imposiciones declaradas y no pagadas.


Asimismo, señaló que en la actualidad efectivamente se eliminan desde los registros de proveedores a aquellas empresas o contratistas que incumplen la ley laboral y previsional, por lo que no procede sostener lo contrario.


Enfatizó Su Señoría que la iniciativa legal en estudio no tiene una redacción inadecuada, sino que responde a una innegable realidad nacional.


Citó el caso de las empresas de transporte marítimo que operan en las zonas extremas del país y que son subsidiadas por el Estado. Dichas empresas, a pesar del beneficio que reciben, no registran mejoramiento alguno en las condiciones laborales o de remuneraciones de sus trabajadores y, por tanto, si se atribuye una mayor calificación o puntaje a aquellas entidades que sí practican tal mejoramiento, se promoverá la participación de nuevas empresas, propiciando la competencia y permitiendo que otros agentes del mercado, efectivamente dispuestos a elevar las condiciones laborales de sus empleados, accedan a estos subsidios estatales.


En cuanto a definir o delimitar el mencionado mejoramiento de las condiciones de empleo y de remuneraciones explicó que, en verdad, se trata de obtener que, por lo menos, se pague más que el ingreso mínimo. Expresó no advertir inconveniente alguno en que si una empresa, que no ha prestado servicios al Estado con anterioridad, se presenta con un nivel superior de remuneraciones de sus trabajadores, resulte ser la que se adjudique el contrato licitado en lugar de otra que, postulando por segunda o tercera vez, si bien presenta un incremento en las remuneraciones de sus empleados, lo haya hecho en forma poco significativa. 


En lo relativo a la situación de las empresas contratadas por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas para el Programa de Alimentación Escolar, señaló que, tal como ha indicado con anterioridad, en este caso existe una responsabilidad estatal de por medio, por cuanto las licitaciones se resuelven en favor de quienes ofrecen los menores precios y para alcanzar esos costos inferiores las remuneraciones de las trabajadoras se mantienen en el ingreso mínimo, son contratadas por diez meses y no se les otorga o paga el feriado anual.


Finalmente, en materia de subcontratación, señaló que la norma que exige una autorización de la entidad contratante para subcontratar, se explica porque ésta debe velar por la calidad del servicio contratado y, por tanto, es de suyo importante que esté en conocimiento y preste su aquiescencia para que se lleve a efecto cualquier subcontratación, sea total o parcial, que diga relación con el servicio licitado.


El Honorable Senador señor Letelier apuntó que, a su entender, el principal objetivo de este proyecto de ley es resguardar que las leyes laborales y previsionales se cumplan por parte de quienes contraten con el Estado. Ello evita, además, la competencia desleal.


Añadió que la realidad revela que existen empresas que acatan la normativa vigente y otras que no lo hacen, pero, en su opinión, nivelar hacia abajo no es la solución y, peor aún, podría significar dar una pésima señal.


Recordó que en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2006, existe una norma, contenida en su artículo 6º, que obliga a calificar con nota deficiente en el área de administración del contrato, a las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales y que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos. Asimismo, dicha calificación debe formar parte de los registros respectivos y debe ser considerada en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.


Dicha disposición, explicó, está inspirada en situaciones como la descrita por la Honorable Senadora señora Matthei, acerca de las empresas que no acatan la legislación vigente, incumplen sus obligaciones y luego cambian de razón social para continuar operando en otra región del país. 


Precisó Su Señoría que por ello es necesario ser rigurosos a este respecto y establecer parámetros para que el Estado contrate sólo con quienes efectivamente cumplen las normas. Señaló compartir la idea de que si una empresa atraviesa un mal momento económico podría, por ejemplo, ser subsidiada, pero lo que no es aceptable es que sean los trabajadores quienes soporten en definitiva los costos de la gestión empresarial.


Insistió en que el criterio básico a que apunta la iniciativa legal, es que quienes no cumplan las leyes laborales y previsionales no puedan contratar con el Estado. Sin perjuicio de mejorar la redacción de la norma, ese es el principio básico a partir del cual se dispondrá todo lo demás. Así, si se van a establecer barreras para quienes incumplen la ley, posteriormente se decidirá si esas barreras se harán exigibles al momento de la contratación propiamente tal o si, como es su opinión, deben serlo con anterioridad, esto es, desde el momento mismo de la oferta. Igualmente, se podrá analizar la posibilidad de extender la garantía pertinente a fin de asegurar el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales lo que, a su juicio, podría ser excesivo, sobre todo atendida la forma como funciona la microempresa.


Enseguida, manifestó que uno de los principales aspectos que hay que resolver dice relación con los instrumentos mediante los cuales se acreditará el incumplimiento legal. Agregó que para tales efectos se requieren verificadores objetivos y, en ese sentido, expresó compartir las sugerencias de la señora Directora del Trabajo en cuanto a recurrir, por ejemplo, al registro de sanciones por no pago de remuneraciones. Asimismo, podría analizarse la posibilidad de incluir un sistema de registro de los socios que integran las entidades que incurren en incumplimiento legal en este ámbito.


Por otra parte, también fue de la opinión de establecer ciertos criterios objetivos que permitan definir lo que se entiende por mejoramiento de las condiciones de empleo y de remuneraciones. Hizo presente que en la actualidad existen empresas del Estado que han incluido en las bases de sus licitaciones algunas cláusulas para que, en igualdad de condiciones, efectivamente se privilegie a aquellos postulantes que presenten mejores niveles remuneracionales de sus trabajadores.


Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand manifestó sus aprensiones en torno a los efectos que, en la práctica, podrían tener las disposiciones en análisis.


En primer lugar, apuntó cierta inadvertencia en las normas propuestas, porque no se condicen con la forma como funciona el mundo empresarial. Puso como ejemplo el caso de una empresa cuyos administradores o empleadores hayan incurrido en prácticas antisindicales pero que, posteriormente, es adquirida por un grupo empresarial distinto que sí observa a cabalidad la normativa vigente. Al tenor de las disposiciones en estudio, esa entidad no podría postular a una licitación pública ya que registraría sanciones en su contra. Advirtió que esta situación es de ordinaria ocurrencia en el ámbito de los negocios y, en consecuencia, si la norma aplicable será la que está en proyecto, inevitablemente se terminará perjudicando a quienes se esperaba favorecer.


En cuanto al mejoramiento de condiciones laborales como factor a calificar con mayor puntaje en los procesos de licitación, también advirtió un efecto negativo no deseado. Ejemplificó, nuevamente, con el caso de dos empresas que ofrecen al Estado la prestación de un mismo servicio. Sin embargo, una de ellas es objeto de una defraudación que la deja al borde de la quiebra, razón por la cual no está en posibilidad de incrementar las remuneraciones de sus trabajadores. Ello significará, conforme a las normas en análisis, que perderá su opción a adjudicarse una contratación que, a mayor abundamiento, probablemente le habría reportado la oportunidad de superar el problema económico.


Finalmente, hizo hincapié en que no se trata de proteger a quienes incumplen la ley, sino de estar atentos ante ciertas situaciones que erradamente podrían quedar cubiertas por la norma. Indicó que el ejemplo en este caso también sería el de la empresa que por circunstancias externas que la afectaron gravemente -como puede ser un fraude-, no puede temporalmente cumplir con sus obligaciones laborales y previsionales. Insistió en que, si bien no debe haber ninguna permisibilidad respecto del incumplimiento legal, no es menos cierto que existen casos, como los descritos, que ameritan una revisión a fin de no propiciar efectos no deseados de la ley.


El Honorable Senador señor Letelier apuntó que debe resguardarse el cumplimiento de las normas vigentes así como también debe desincentivarse la competencia desleal. A la vez, advirtió que el análisis casuístico debe efectuarse con precaución porque puede conducir al extremo de justificar la prescindencia de la norma. 


Además, agregó Su Señoría, si bien efectivamente puede haber situaciones especiales, normalmente éstas son excepcionales y no impiden que se establezcan normas para la generalidad de los casos.


Enfatizó que en esta etapa de la tramitación de la ley, es preciso arribar a criterios comunes, sin perjuicio de que, posteriormente, se busque la redacción más apropiada para la norma.


El Honorable Senador señor Allamand hizo presente que la tarea de legislar en materias laborales es particularmente difícil de abordar, por cuanto es posible generar efectos no deseados que, a la postre, se traducen en dejar en la indefensión a quienes justamente se pretendía proteger.


La Honorable Senadora señora Matthei advirtió que la ley, tal como está propuesta, es muy difícil de aplicar, y consultó a los representantes de Chile Compra, como principales ejecutores de la misma, cómo estiman que estas normas serán llevadas a la práctica. 


El Honorable Senador señor Longueira reiteró que si bien la intención o espíritu del proyecto se orienta en el sentido correcto, su texto genera efectos contraproducentes dadas las imprecisiones de que adolece, por ejemplo, qué se entenderá por habitualidad, qué significa la infracción a los derechos fundamentales de los trabajadores, por qué el plazo de dos años anteriores a la licitación o qué es mejorar las remuneraciones.


Insistió en que las situaciones coyunturales deben distinguirse de las que son habituales, porque no puede recibir el mismo tratamiento un empresario que, por hechos ajenos a su voluntad, enfrenta una crisis económica y no puede pagar a sus trabajadores, que el empresario que tiene por costumbre no responder a sus obligaciones laborales y previsionales. Si bien este incumplimiento permanente es inaceptable, no por ello se va a perjudicar a quien intenta regularizar una situación que involuntariamente lo afecta y para quien la contratación con el Estado podría, incluso, representar una oportunidad para tales efectos.


Asimismo, enfatizó que el Estado chileno cuenta con las facultades necesarias para incorporar en las bases de sus licitaciones todos los requerimientos que estime procedentes y, entre ellos, es perfectamente factible que incorpore alguno relativo al cabal cumplimiento de la legislación laboral y previsional. Ello, aún cuando signifique elevar el nivel de exigencias y asumir un mayor costo fiscal, contribuiría a la transparencia del sistema.


Finalmente, reiteró su aprensión en relación a la autorización que se requiere para subcontratar total o parcialmente los servicios, por estimar que se trata de un procedimiento impracticable y que, peor aún, podría conducir a una falta de transparencia.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social expresó que el Ejecutivo considera esta iniciativa legal como un instrumento adecuado para el mejoramiento de los estándares de cumplimiento laboral y previsional entre los prestadores de servicios al Estado. Asimismo, ofreció la colaboración del Ministerio al que representa para el estudio pormenorizado del proyecto, en aras de su perfeccionamiento.


El Honorable Senador señor Allamand señaló que para analizar este tema sería apropiado contar con mayor información acerca de cómo se verifican los incumplimientos legales -laborales y previsionales-, cuáles son los verdaderos puntos de conflicto en este ámbito, porque así podría enfrentarse el problema desde sus causas y detectar, por ejemplo, si es un tema de falta de fiscalización o un vacío legal.


Reiteró que la legislación en estas materias es difícil de abordar, porque puede dar lugar a efectos no deseados. Para evitar eso, es necesario esclarecer que si bien no se validará a los incumplidores tampoco se perjudicará a los que cumplan. 


El Honorable Senador señor Letelier refutó lo anterior señalando que el proyecto no perjudica a quienes cumplen la ley, sino que pretende impedir la entrada a la contratación pública a quienes no cumplen sus obligaciones legales.


Finalmente, el señor Director de Compras y Contratación Pública, recogiendo las observaciones vertidas, formuló algunos comentarios al proyecto de ley.


En primer lugar, entre los aspectos que podrían dar lugar a complicaciones de orden práctico, mencionó la autorización para la subcontratación de servicios -mecanismo que en la actualidad es de regular ocurrencia-, y la extensión de la boleta de garantía cuya finalidad, en principio, es cautelar la seriedad de la oferta o el cumplimiento íntegro y oportuno de las obligaciones emanadas del contrato.


Asimismo, señaló que el objeto de las bases de licitación es, en términos generales, establecer los requisitos, plazos, criterios de evaluación y adjudicación y, para tales efectos, la actual Ley de Contratación Pública habilita a la entidad licitante para disponer los requerimientos que sean pertinentes no sólo para obtener los menores costos, sino también en pro de la calidad del servicio. Destacó que ello ya acontece en la práctica hoy en día.


En lo que respecta al registro de las empresas, indicó que su finalidad es precisamente aportar mayor información en relación a las mismas y que en la actualidad el sistema efectivamente recibe y registra los antecedentes provenientes del Boletín de Información Laboral.


Agregó que el sistema de contratación pública es de reciente implementación en nuestro país, destacando que ha respondido a las necesidades y exigencias de compradores y proveedores.


Concluyó señalando que podría resultar de utilidad para la Comisión tener a la vista más información acerca del comportamiento que registran las empresas en relación al cumplimiento de sus obligaciones legales, a fin de definir la real dimensión del problema que se enfrenta en esta materia, ya que la realidad muestra no sólo casos negativos sino también otros tantos positivos en orden a acatar las normas y a resolver toda situación irregular. Seguidamente ofreció la cooperación de la entidad que dirige para proporcionar a la Comisión la información que resulte atinente para un análisis más acucioso del tema.


Finalmente, los miembros de la Comisión estuvieron contestes con los fundamentos y objetivos del proyecto de ley en informe, no sólo en aras de la transparencia que debe inspirar el sistema de contratación de bienes y servicios por parte del Estado, sino que, además, para el debido resguardo de los derechos de los trabajadores que prestan sus servicios con motivo de dicha contratación pública.

- Conforme a lo anterior, puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único


El proyecto de ley en informe consta de un artículo único, que modifica la ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, de la siguiente forma:

Número 1


Agrega la siguiente frase final en el inciso primero del artículo 4º:


"Quedarán excluidos quienes, al momento de la presentación de la oferta, de la formulación de la propuesta o de la suscripción de la convención, según se trate de licitaciones públicas, privadas o contratación directa, registren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social, así como aquellas empresas condenadas por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, dentro de los anteriores dos años.".


Cabe señalar que el aludido inciso primero del artículo 4º dispone que podrán contratar con la Administración las personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que acrediten su situación financiera e idoneidad técnica conforme lo disponga el reglamento, cumpliendo con los demás requisitos que éste señale y con los que exige el derecho común.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto señaló que la referida disposición se encuadra en el marco de otras tantas modificaciones incorporadas a nuestra legislación laboral en orden a resguardar el pago de las remuneraciones y cotizaciones previsionales de los trabajadores y, en general, para garantizar el respecto de sus derechos fundamentales.


Hizo presente que, además, la exclusión que se consagra, afectaría a los interesados durante un período acotado, esto es, los dos años anteriores a la postulación en el respectivo proceso de licitación -pública o privada- o contratación directa, según sea el caso.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que, en esta materia, coexisten dos aspectos relevantes. Por una parte, existe la aspiración de que el Estado sea un buen empleador, para lo cual resulta imperioso evitar que éste contrate con quienes, a su vez, no cumplen las leyes laborales y previsionales. Lo anterior, añadió, es particularmente importante si se considera que la mayoría de los servicios que se ejecutan para la actividad estatal, se desarrollan por intermedio de terceros, y no en forma directa.


Por el otro lado, agregó, el numeral 1 en comento recoge la noción de derechos fundamentales del trabajador, la cual ha sido acotada por el propio ordenamiento jurídico laboral y, por tanto, no resulta un concepto impreciso o extremadamente amplio.


Finalmente, manifestó que, a su juicio, es muy breve el plazo de dos años que se propone para el período durante el cual los afectados por la norma quedarán excluidos de los procesos de licitación. En efecto, explicó, podría darse el caso de empresas que tengan un largo historial de conductas contrarias a las buenas prácticas laborales, pero que, justo los dos años anteriores a la respectiva postulación, no registren ningún comportamiento de ese tipo, quedando, por tanto, habilitadas para participar en tales procesos. Por consiguiente, en su opinión, dicho período debería comprender un lapso mayor con el objeto de que efectivamente postulen quienes, en forma permanente, han dado estricto cumplimiento a la normativa vigente.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó que el referido plazo de dos años, obedece a la necesidad de hacer coincidir dicho término con el plazo general de prescripción de los derechos emanados del contrato de trabajo, el cual, precisamente, es de dos años. Se trata, entonces, de un ajuste en la ley en aras de la debida correspondencia y armonía de todas las normas laborales.


Asimismo, recordó, si bien el proyecto de ley originalmente contemplaba un lapso de cinco años para los efectos señalados, durante su estudio en la Cámara de Diputados, uno de los argumentos esgrimidos para reducir dicho plazo a dos años fue que, si se contempla un período más extenso, mayor es la posibilidad de que una empresa incumplidora de la ley cambie de propietarios y, en tal evento, no parecería razonable ni justo que la nueva administración deba asumir los costos de una deficiente gestión anterior, y de la cual, en verdad, no es responsable.


Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand señaló que, si bien comparte la inspiración de la norma, tiene algunas inquietudes a su respecto. En efecto, precisó, la disposición en estudio excluye de los procesos de licitación a quienes “registren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social”, así como también a “aquellas empresas condenadas por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador”, es decir, aplica una misma regla a situaciones que, en su opinión, son completamente distintas, particularmente la relativa al no pago de las remuneraciones.


Para ejemplificar lo anterior, señaló que podría darse el caso de una empresa que es objeto de una defraudación o a la que no le es pagado un importante contrato, colocándola en una desmedrada situación financiera que le impida cumplir sus compromisos económicos, incluyendo el pago de los sueldos de sus trabajadores. Se trataría, entonces, de un hecho ajeno a la voluntad del empleador, pero que lo lleva a incurrir en un incumplimiento legal. En tal evento, añadió, no resulta lógico dejar a esta empresa al margen de los procesos de licitación, por una circunstancia que, en el fondo, no le es imputable, lo cual podría generar una situación de completa iniquidad. De ahí entonces que, a su juicio, deberían separarse los conceptos y aplicar la exclusión cuando se trate de prácticas antisindicales o vulneración de los derechos fundamentales, caso en el cual, sin lugar a dudas, tal medida amerita ser aplicada.


El Honorable Senador señor Letelier indicó que si un empleador no puede pagar lo que corresponde a sus trabajadores, entonces debe quedar inhabilitada para contratar con el Estado. Añadió que, en la práctica, se han registrado casos lamentables en este sentido y, por tanto, la ley debe evitar que se repitan.


Finalmente, el Honorable Senador señor Allamand solicitó efectuar votación separada de la siguiente oración contenida en el numeral 1 del artículo único del proyecto: “registren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social”. 


Anunció su voto en contra respecto de la frase citada, por los motivos antes descritos, esto es, considerando que pueden producirse situaciones no imputables al empleador que, aun contra su voluntad, le impidan cumplir sus obligaciones legales, contractuales y laborales. Asimismo, anticipó que, en lo restante, votaría a favor del precepto.


- De conformidad a lo anterior, puesta en votación la oración “registren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social”, contenida en el número 1 en análisis, fue aprobada por 3 votos a favor y 1 en contra. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto, y por la negativa el Honorable Senador señor Allamand.


- Sometido a votación el texto restante del número 1 en comento, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto.


En la siguiente sesión, la Honorable Senadora señora Matthei manifestó, respecto a este número 1, ya aprobado, que personeros de varias radios o pequeños canales de televisión por cable de la región que representa le han expresado que están luchando por sobrevivir, y que de pronto algunos proveedores les postergan los pagos y, a su vez, ello les significa atrasarse en sus pagos, por lo que con esta normativa, especialmente con el período de festividades de aquí a fines de año, ninguna institución pública podría contratarles avisos, mermando sus ingresos e impidiéndoles con ello pagarle a sus trabajadores, a los que a veces dejan de cancelarles porque terceros se atrasan en los pagos. Por lo anterior, Su Señoría solicitó se pudiera escuchar a la Asociación que agrupa a dichos medios de comunicación, porque lo que podría ocurrir es que esas pequeñas empresas al disminuir sus ingresos, por no poder contratar con instituciones de la Administración del Estado, caigan en falencia y desaparezcan. Enfatizó, qua a veces por ser tan estrictos a la larga terminamos perjudicando a quienes queremos favorecer.


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que, precisamente, esa fue la línea argumental que planteó cuando se votó este número 1, lo que fue desechado por la mayoría de los miembros de la Comisión. Por ello, en su oportunidad, pidió votación separada para la parte que se refiere a los saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social, la que votó negativamente, pues ello posibilita insistir respecto a este punto cuando se debata el proyecto en la Sala.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto manifestó tener una línea argumental distinta a la expresada por la Honorable Senadora señora Matthei, porque también ha conversado con otras personas que trabajan en televisión en canales regionales, lamentablemente con experiencias muy desagradables. Aun cuando se trata de instituciones que obtienen buenos contratos, a los periodistas se les paga, en el mejor de los casos, un ingreso mínimo mensual y no se les enteran sus cotizaciones previsionales. Agregó el señor Senador, que el problema no es porque se tenga más o menos contratos con entidades públicas, que podría ser entendible con lo que ha reseñado la Honorable Senadora señora Matthei, sino que lo que hay es una mala práctica que también se replica en algunas radios, pagándose pésimas remuneraciones y no cancelando las cotizaciones de seguridad social.


El Honorable Senador señor Letelier, respecto a la inquietud planteada por la Honorable Senadora señora Matthei, manifestó, en primer término, que este proyecto la Comisión lo ha analizado por varios meses y lo deseable es despacharlo a la brevedad. En segundo lugar, expresó que se sumaba al planteamiento de la señora Senadora, pero no en el ámbito de este proyecto de ley, porque sí es pertinente tener presente una situación que afecta a todos los Ministerios, atendido que en la Ley de Presupuestos se aprobó que, a lo menos, el 30% de los fondos fiscales para difusión y publicidad deben utilizarse en los medios de comunicación regionales. Lo que sucede es que la empresa privada no contrata con los medios de difusión pequeños o regionales, y el Estado tampoco está cumpliendo su rol en esta materia. Su Señoría agregó que no es partidario de que si una empresa no le paga a sus trabajadores pueda contratar con el Estado. Aquí también hay una situación en que hay muchas micro o pequeñas empresas a las cuales las empresas grandes no les pagan o no lo hacen oportunamente.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social  expresó, sólo como una reflexión, que podría pensarse que aquellos que tengan algún tipo de deuda de la naturaleza a que se refiere el proyecto, para poder postular a la licitación tendrían que hacerlo sobre la base de un compromiso con tiempo acotado para cumplir obligatoriamente con pagar la deuda. Es importante que los saldos insolutos de lo que se adeuda a los trabajadores se pague, cautelando que las empresas que participan en este tipo de licitaciones actúen con más rigurosidad y cumplan sus obligaciones. Si la Comisión lo estimare pertinente podría generarse un mecanismo al efecto.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que le parece importante lo planteado. Más aún, piensa que el pago que una institución pública debiera hacer por estos contratos, si existen deudas con los trabajadores por cotizaciones previsionales, debiera destinarse directamente por esa institución a pagar las imposiciones, sin siquiera pasar dicho pago por la empresa deudora, pues de esa manera se evitaría que los trabajadores queden en una situación de una laguna previsional, que será algo difícil de recuperar.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que, en su concepto, aquí hay un tema de principios que no podría relativizarse, sin perjuicio de que pueda haber situaciones excepcionales como lo ha planteado la Honorable Senadora señora Matthei, pero en todo caso cualquier solución tendría que diferenciar las distintas situaciones, pues hay personas que arman una empresa y en forma abusiva son incumplidores o no le pagan a los trabajadores o tampoco les efectúan sus cotizaciones de seguridad social. Su Señoría entiende que todos están de acuerdo en que el Estado no debe estar vinculado a malos empleadores, ni que el Estado sea un mal empleador. Cuando uno dice que estos saldos insolutos son por prestaciones que se realizaron, una empresa debería tener las garantías establecidas de poder cubrir las remuneraciones y las cotizaciones previsionales de sus trabajadores. El señor Senador expresó que no tendría inconveniente en buscar una solución a situaciones excepcionales, pero cuando se fija un criterio pro trabajador, ello no debe hacerse en base a un futuro contrato con una institución pública, porque dicho contrato tiene que ser para cumplir cierto servicio y pagar las remuneraciones de los trabajadores que para ello laboran, porque de lo contrario se estaría estableciendo un mecanismo tipo bicicleta, donde, ante una nueva obra, los recursos que son para pagar a los trabajadores que en ella se desempeñan, se usarían para pagar algo distinto, aunque sea para destinarlos a solventar saldos insolutos que se deban a otros trabajadores.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social expresó que podría pensarse para abordar el tema en un mecanismo de responsabilidad social, como hoy existe en la normativa legal sobre subcontratación, mediante un pago por subrogación, y así, al primer estado de pago el contratista o el prestador del servicio tendrá que presentar sus liquidaciones de pagos de remuneraciones y cotizaciones previsionales, y si ello estuviere dispuesto en las bases de la licitación, quienes contraten con las instituciones de la Administración del Estado sabrán que si hay saldos insolutos de los rubros ya señalados, el organismo público retendrá lo pertinente y pagará directamente los saldos insolutos.


La Honorable Senadora señora Matthei, en relación al razonamiento efectuado anteriormente por el Honorable Senador señor Letelier, manifestó que su planteamiento y el de los parlamentarios de su sector, al usar como ejemplo a las PYME, no es una forma de defender a los malos empresarios, pues ello no es así. Explicó que, por ejemplo, el año 1997 los pequeños empresarios se vieron afectados por una enorme baja en la demanda de sus productos y al mismo tiempo por un alza en las tasas de interés. Ahora bien, las PYMES tuvieron que soportar, en general, un financiamiento con créditos rotatorios afectos a tasas de interés diferentes y en aumento, pues no tienen acceso a créditos por 5 a 10 años, con tasa fija, como sucede con las grandes empresas. Entonces, cuando se enfrentan a una situación de ese estilo, sencillamente dejan de cumplir compromisos, pues también alguien les deja de pagar a ellas. Su Señoría piensa que no es tan fácil establecer en una ley en que condiciones se pueden celebrar este tipo de contratos y en que otras no, pues las condiciones cambian, y lo que fue razonable para el año 1997 o 1998, en que vino una crisis, hoy no lo es; por tanto, piensa que la formula es que si estas personas o empresas quieren tener este tipo de contratos, sepan que mientras tengan cualquier obligación remuneracional o previsional pendiente, todo el dinero que les corresponda recibir se destinará a pagar las deudas por dichos conceptos.


Agregó la señora Senadora que se puede incluso establecer una prelación, de manera que lo primero que deba pagarse es lo que corresponde a los trabajadores que están laborando en el nuevo contrato, y después empezar a solventar los saldos insolutos más antiguos. Se podrán establecer prelaciones, pero lo importante es que el empresario no reciba personalmente pago alguno, mientras existan deudas por remuneraciones o cotizaciones de seguridad social.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social manifestó que lo importante de este intercambio de ideas, es que se pueda asegurar al máximo que lo que se le adeuda por una empresa a los trabajadores se pague, especialmente porque esas deudas de remuneraciones y por cotizaciones de seguridad social existen, y se trata de terminar con esos saldos insolutos, evitando que ello sea una conducta habitual.


Al término de este intercambio de opiniones, los miembros de la Comisión y los representantes del Ministerio del Trabajo y Previsión Social estuvieron contestes en que el Ejecutivo analice la posibilidad de una formula que se traduzca en una proposición que vaya por la vía de una alternativa para las micro y pequeñas empresas.

En la sesión siguiente, reabierto el debate por acuerdo unánime de los miembros de la Comisión, el Ejecutivo presentó una proposición que suprime en el texto que se agregaba al inciso primero del artículo 4° de la ley N° 19.886, la frase “registren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social, así como aquellas empresas”, e incorpora un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“En caso de que la empresa que obtiene la licitación o celebre convenio registre saldos insolutos de remuneraciones y/o cotizaciones de seguridad social con sus actuales trabajadores o con trabajadores contratados en los últimos dos años, el primer estado de pago producto del contrato licitado deberá ser destinado al pago de dichas obligaciones, pudiendo el servicio respectivo cancelar por subrogación a los trabajadores que corresponda y a las entidades de seguridad social en el caso de las obligaciones previsionales. El respectivo servicio podrá, sin embargo, exigir que sea la empresa contratada la que proceda a dichos pagos y le presente los comprobantes y planillas que demuestren el total cumplimiento de la obligación. Si el primer pago del contrato no fuere suficiente para cubrir la totalidad de los pagos, se imputarán de la misma forma los siguientes estados de pago, hasta el total cumplimiento de la misma. El incumplimiento de estas obligaciones por parte de la empresa contratada, dará derecho a dar por terminado el respectivo contrato, pudiendo llamarse a una nueva licitación en la que la empresa referida no podrá participar.”.

El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó que el Ejecutivo se comprometió a realizar ciertos aportes en relación al proyecto. En primer término, se planteó la posibilidad de que una empresa que teniendo pendientes cumplimientos laborales o previsionales pudiera postular a una licitación de Chilecompra quedando obligada a destinar los primeros estados de pago para extinguir las obligaciones pendientes, en el entendido de que pequeñas o medianas empresas podrían tener en las mencionadas licitaciones la única posibilidad de solventar las deudas laborales y previsionales con sus trabajadores. Es en ese sentido que se propone un inciso segundo al artículo 4° como el transcrito.

El Honorable Senador señor Longueira advirtió que la propuesta en discusión puede no ser una solución para las pequeñas y medianas empresas, porque, aunque la solución presentada está bien encaminada, es muy exigente por tener que saldarse la deuda con el primer estado de pago. Piensa que debiera establecerse un descuento mensual u otra solución similar que permita dar una verdadera oportunidad a las señaladas empresas.

El Honorable Senador señor Letelier expresó que la idea inicial del proyecto es que no puedan contratar con el Estado personas con obligaciones laborales pendientes, siendo muy complicado el saber cuál es la razón por la que una empresa ha incumplido las obligaciones de este orden. Por lo anterior, dar posibilidades más allá del primer estado de pago no le parece adecuado.

El asesor legislativo del señor Ministro indicó que la propuesta apunta a salvar la situación de una empresa pequeña que tenga pendientes obligaciones de una cuantía baja o que por motivos excepcionales no ha podido cumplirlas. 

El Honorable Senador señor Allamand manifestó que la norma planteada por el Ejecutivo estaría bien, debido a que deja abierta la posibilidad de que si el primer pago no es suficiente para cumplir las obligaciones insolutas se pueda completar con los siguientes estados de pago.

Por otro lado, planteó una duda de constitucionalidad referida a la norma, con relación a si sería de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, por incidir ésta en materias propias de la seguridad social.

El señor Subsecretario del Trabajo señaló que, efectivamente, se encuentra contemplada la posibilidad de que el pago se realice en varios meses, además, considera que no sería una buena solución consignar el número de meses en que se puede cumplir la obligación, dado que, se puede tratar de un contrato de varios años en que dos o tres meses no guarden correspondencia con la deuda y las necesidades de la empresa.

El Honorable Senador señor Longueira explicó que el entiende que si el total del primer estado de pago no alcanza a cubrir el saldo insoluto se continúa con el segundo estado de pago y así sucesivamente, haciendo inviable la situación de la empresa respecto de todas sus obligaciones.

En dicho sentido no comparte la propuesta, piensa que se debe separar la situación del que no cumple sus obligaciones con los trabajadores porque no quiere, de aquel que no las cumple porque no puede debido a una circunstancia específica y que merece la oportunidad para poder cumplirlas. Propuso, para distinguir ambas situaciones, criterios como el de la reiteración de obligaciones laborales impagas y el que se permita parcializar el pago de la deuda dentro de los primeros meses del contrato.

El Honorable Senador señor Muñoz Aburto señaló que parte de la base que una empresa que tenga una gran deuda no podrá adjudicarse este tipo de contratos.

El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social manifestó que con la legislación actual un trabajador puede recurrir solicitando el embargo de los dineros de un contrato para obtener el pago de lo que se adeuda. En este sentido, entiende que lo que hace el proyecto en discusión es otorgar la posibilidad de participar en una licitación a una empresa con obligaciones insolutas, y le parece posible establecer que se pueda destinar sólo una parte de los estados de pago para satisfacer dichas obligaciones.  Además, sostuvo que la propuesta tiene que ver con la administración del cobro de ciertos dineros adeudados y no con normas de seguridad social. 

El Honorable Senador señor Allamand indicó que se presentan varias alternativas para resolver el punto planteado por el Honorable Senador señor Longueira, entre las que se incluye la fijación de un porcentaje de cada uno de los estados de pago destinados a solventar la deuda existente antes de la finalización del contrato.

El señor Subsecretario del Trabajo sostuvo que la fijación de un porcentaje determinado también crea dificultades, porque resulta muy rígido en relación a las obligaciones del empleador, dado que, puede ocurrir que el 80% del estado de pago corresponda a remuneraciones de los actuales trabajadores, impidiendo que el empleador destine los recursos necesarios para el pago de las deudas laborales y previsionales a las que se refiere el proyecto.

El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social expresó tener dudas acerca de la pertinencia de esa propuesta para autorizar a destinar un porcentaje del estado de pago para cumplir obligaciones insolutas, debido a que se limitaría la posibilidad de que un trabajador accione para obtener la satisfacción de la totalidad de su crédito, generando una suerte de inembargabilidad de una parte de los estados de pago. Piensa que la manera de resolver el planteamiento realizado sería establecer que los primeros estados de pago producto del contrato licitado, deberán ser destinados al pago de dichas obligaciones.

El Honorable Senador señor Longueira señaló que con la modificación propuesta votará aprobando el numeral, sin perjuicio de que presentará una indicación, dado que piensa que lo razonable es hacer viable la situación de los empleadores para que puedan postular a las licitaciones, y para eso cree que se necesita establecer una fórmula que permita pagar las deudas durante la primera mitad de la vigencia del contrato licitado o alguna otra similar.

El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó que lo que se hace con esta norma es posibilitar que empresas con deudas laborales y previsionales puedan participar de las licitaciones de la Administración del Estado, lo que, en ningún caso, obsta a la posibilidad de que un trabajador emprenda acciones judiciales destinadas a obtener el cobro de los dineros que se le adeuden por el empleador. En ese sentido, la propuesta apunta a regular la permanencia de una empresa que mantiene obligaciones incumplidas durante la vigencia del contrato celebrado con la Administración. 


A continuación, los representantes del Ministerio del Trabajo y Previsión Social propusieron el siguiente texto como inciso segundo, nuevo:


“En caso de que la empresa que obtiene la licitación o celebre convenio registre saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social con sus actuales trabajadores o con trabajadores contratados en los últimos dos años, los primeros estados de pago producto del contrato licitado deberán ser destinados al pago de dichas obligaciones debiendo la empresa acreditar que la totalidad de las obligaciones se encuentran liquidadas al cumplirse la mitad del período de ejecución del contrato, con un máximo de seis meses. El respectivo servicio deberá exigir que la empresa contratada proceda a dichos pagos y le presente los comprobantes y planillas que demuestren el total cumplimiento de la obligación. El incumplimiento de estas obligaciones por parte de la empresa contratada, dará derecho a dar por terminado el respectivo contrato, pudiendo llamarse a una nueva licitación en la que la empresa referida no podrá participar.”.

La Honorable Senadora señora Alvear manifestó su conformidad con la última redacción propuesta la que, a su juicio, sería la que mejor puede resolver el problema planteado.

- Sometido a votación el número 1 en comento, con la proposición del Ejecutivo adecuada como se ha transcrito precedentemente, y otras enmiendas de carácter formal, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Longueira y Muñoz Aburto.
Número 2

Modifica el artículo 6º, cuyo texto actual es el que se transcribe a continuación:


“Artículo 6º.- Las bases de licitación deberán establecer las condiciones que permitan alcanzar la combinación más ventajosa entre todos los beneficios del bien o servicio por adquirir y todos sus costos asociados, presentes y futuros. Estas condiciones no podrán establecer diferencias arbitrarias entre los proponentes, ni sólo atender al precio de la oferta.


En todo caso, la Administración deberá propender a la eficacia, eficiencia y ahorro en sus contrataciones.”.


Las enmiendas propuestas por este número 2 están contenidas en sus letras a) y b).

Letra a)


Su texto es el siguiente:


“a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación del punto seguido que sucede a la palabra "futuros”, lo siguiente:


"En el caso de la prestación de servicios habituales, que deban proveerse a través de licitaciones o contrataciones periódicas, se otorgará mayor puntaje o calificación a aquellos postulantes que habiendo prestado el servicio durante el período inmediatamente anterior, exhibieren un mejoramiento en sus condiciones de empleo y remuneraciones.”.”.

El Honorable Senador señor Letelier recordó que la norma propuesta tiene su origen en situaciones laborales como las derivadas de una huelga legal realizada por los trabajadores que prestan el servicio de extracción de basura, para la obtención de ciertos beneficios, entre ellos, el incremento de sus remuneraciones y una mejoría en sus condiciones laborales. Sin embargo, una vez vuelto a licitar el servicio por el municipio respectivo, dichos trabajadores perdieron todos sus logros y, a pesar de haber conseguido el aumento de sus remuneraciones, éstas fueron posteriormente reducidas al ingreso mínimo.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Alvear señaló compartir el objetivo de la disposición en análisis, sin perjuicio de lo cual, manifestó su preocupación en torno a la situación que pudiera afectar a las empresas pequeñas, particularmente a las microempresas, con motivo de la aplicación de esta norma.


En efecto, explicó, una de las propuestas que se han estudiado para fortalecer a las MIPYMES, consiste en establecer que un porcentaje de las compras públicas se efectuará a las pequeñas empresas, a fin de ofrecer a éstas una herramienta que les permita surgir y consolidarse. Añadió que este es un mecanismo que actualmente se aplica en muchos países y con exitosos resultados.


Sin embargo, una exigencia como la que impone la norma en estudio, podría significar un obstáculo para la participación de las MIPYMES en el sistema de contratación pública, con lo cual, más que favorecerlas, se las perjudicaría, especialmente en cuanto a sus posibilidades de crecimiento y consolidación.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto señaló que las normas en análisis, en verdad, no están dirigidas a las microempresas, las cuales, en el ámbito empresarial chileno, se caracterizan por su alto grado de cumplimiento y responsabilidad. Agregó que esta regulación está más bien concebida respecto de las medianas empresas que son las que, por lo general, se adjudican, por períodos consecutivos, los servicios licitados por el Estado. Para tales efectos, acotó, estas empresas reducen sus costos de producción y lo hacen ya sea a costa de las remuneraciones de sus trabajadores, estableciéndolas en el mínimo legal, o, ya sea impidiendo a sus empleados recurrir al mecanismo de la negociación colectiva para mejorar sus condiciones laborales.


Para graficar lo anterior, citó dos ejemplos. El primero, correspondiente a las empresas que prestan servicios de alimentación en los establecimientos escolares, las cuales pagan el ingreso mínimo a sus trabajadores, particularmente a las manipuladoras de alimentos, con lo cual ofrecen un servicio más barato que, a la postre, les significa adjudicarse el contrato licitado. El segundo ejemplo, añadió, surge a propósito de ciertas agencias navieras subsidiadas por el Estado y que operan en la zona sur de nuestro país. Recordó especialmente el caso de una empresa marítima cuyos empleados ejecutaron una prolongada huelga legal, tras la cual no obtuvieron ninguno de los beneficios reclamados y, peor aún, sólo derivaron en la desarticulación del movimiento sindical y en la desaparición de los sindicatos. No obstante lo anterior, la empresa mantuvo el servicio licitado. En consecuencia, se trata de que los postulantes a las diversas licitaciones tengan claro que, para acceder a contratar con el Estado, es imperativo no sólo cumplir a cabalidad el ordenamiento jurídico laboral y previsional, sino que también demostrar mejoramientos en las condiciones remuneracionales y laborales de sus trabajadores. 


El Honorable Senador señor Letelier indicó que el tema de las MIPYMES debe ser analizado con motivo de la consagración del respectivo estatuto que las regule y fomente, y, en dicha oportunidad, podría estudiarse la posibilidad de establecer que un determinado porcentaje de las compras públicas se efectuará directamente a la micro y pequeña empresa, incluso, definiendo lo que se entenderá por cada una de ellas para tales efectos. Sin embargo, enfatizó, esa es materia de otro debate que deberá desarrollarse en el marco de la instauración del referido estatuto.


En cuanto al asunto en análisis, agregó, es necesario esclarecer dos situaciones que, a su juicio, son completamente distintas. Por una parte, están las empresas postulantes que, habiendo prestado con anterioridad el servicio objeto de licitación, exhiben un mejoramiento en las condiciones remuneracionales y laborales de sus trabajadores. Por la otra, están aquellas empresas que, postulando por primera vez, registran mejores condiciones salariales y laborales de sus empleados. Se trata de conceptos que es preciso diferenciar a fin de valorarlos en su propio mérito al momento de resolver la respectiva adjudicación.


En efecto, explicó, el referido “mejoramiento” involucra un progreso en el desenvolvimiento de las relaciones laborales, con procesos de diálogo que arribaron a buen término, demostrando la existencia de vínculos constructivos entre empleadores y trabajadores. Ello, apuntó, merece un reconocimiento, por cuanto tiene una gran significación en lo que respecta a la responsabilidad social de la empresa. Siendo así, premiar este mejoramiento laboral con el otorgamiento de un mayor puntaje a quienes demuestren haberlo efectuado, es una forma de concretar dicho reconocimiento.


El Honorable Senador señor Allamand señaló que el mejoramiento laboral ayudaría a definir la licitación tratándose de dos postulantes que ya antes han prestado al Estado el servicio requerido. La diferencia se produce cuando en el proceso de selección aparece un tercero, que no ha ejecutado el servicio en virtud de licitaciones anteriores, pero que registra condiciones remuneracionales y laborales derechamente superiores a las de los dos postulantes precedentes. En tal evento, apuntó, este último debería adjudicarse el respectivo contrato. En tal sentido, sugirió, la norma en comento podría simplemente señalar que se otorgará mayor puntaje a quienes exhiban mejores condiciones de empleo y remuneraciones.


El Honorable Senador señor Letelier insistió en que “mejorar” las condiciones de trabajo no es lo mismo que exhibir “mejores” condiciones laborales. Ello porque, lo primero, importa una superación en relación a una situación anterior, lo que no sucede, en cambio, respecto de lo segundo. Añadió que cuando se desarrollan óptimas relaciones laborales hay que valorarlo y, por tanto, merece en este caso un puntaje mayor. Recalcó que, por lo demás, no hay que perder de vista que se están revisando los diferentes elementos que han de ser considerados para resolver los procesos de contratación pública y, si bien la remuneración es uno de los factores susceptibles de dicha evaluación, no es el único, ya que existen otros tantos de igual o mayor importancia que aquél. Ejemplificó con el caso de una empresa de extracción de basura, donde tan relevante como el sueldo, es la circunstancia de que los trabajadores cuenten con las condiciones de higiene y seguridad que resguarden su estado de salud.


El Honorable Diputado señor Tuma advirtió la importancia de la igualdad de oportunidades que deben tener los oferentes. Desde esa perspectiva, añadió, no parece ecuánime que un nuevo postulante que ha establecido mejores condiciones de empleo y de remuneraciones, no obtenga un puntaje a lo menos similar al de quien ha prestado el servicio en el período anterior, pero que altera la libre y leal competencia. Agregó que, si bien se busca un beneficio para los trabajadores, ello no debe afectar la competitividad en igualdad de condiciones. Lo anterior, además, resguardaría la participación de la pequeña empresa en estos procesos de contratación. Se trata, entonces, de que todos puedan acceder al sistema del mismo modo.


El señor Subsecretario del Trabajo apuntó que la situación de la pequeña empresa debe ser analizada a la luz del estatuto que regule específicamente dicha materia. En cuanto a los participantes en los procesos de licitación, indicó que efectivamente la intervención de nuevos oferentes también amerita un cierto resguardo, por cuanto no se advertiría razón para supeditar la licitación al prestador de servicios vigente, dificultando la incorporación de nuevos postulantes.


El Honorable Senador señor Letelier aclaró que se trata de otorgar mayor puntaje a aquellos oferentes antiguos que presentan un mejoramiento en sus condiciones de trabajo, y otro tanto a los nuevos postulantes cuya realidad laboral es aún mejor. En consecuencia, acotó, a cada caso debe atribuirse un puntaje en particular, considerando los diversos elementos de evaluación, entre ellos, las remuneraciones, las condiciones laborales o la situación financiera de la empresa. La suma de todos esos puntajes según los factores evaluados, resolverá el proceso de calificación y definirá la adjudicación.


El Honorable Diputado señor Tuma añadió que, al tenor de lo expresado por el Honorable Senador señor Letelier, el objetivo trazado es premiar el buen comportamiento laboral del empleador, así como su óptima relación con los trabajadores y el cumplimiento de la legislación vigente. Sin embargo, sugirió, ello tal vez no debería relacionarse con las mejores condiciones de empleo y de remuneraciones, sino que con el comportamiento que registra la empresa en la Dirección del Trabajo. En efecto, explicó, si ésta no presenta denuncias en su contra ni observaciones por parte de la entidad fiscalizadora, revelaría una conducta que efectivamente ameritaría ser valorada y favorecida con un puntaje mayor.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social aclaró que el numeral 1 del artículo único en estudio, se refiere precisamente a la situación descrita por Su Señoría, en cuanto establece que no podrán postular en estos procesos de selección aquellas empresas que han tenido una determinada cantidad y calidad de infracciones a la legislación laboral durante los dos años anteriores. Ahora bien, superada esa primera etapa y definido quienes sí podrán intervenir, entre ellos preferirán quienes obtengan mayor puntaje con motivo de factores tales como las condiciones de empleo y remuneraciones. En ese sentido, parece lógico que compitan con igualdad de oportunidades quienes hayan tenido el servicio anteriormente licitado y quienes se postulan por primera vez, a fin de que aquellos que efectivamente ofrezcan las mejores condiciones laborales, sean vigentes o nuevos, se adjudiquen la respectiva contratación.


El Honorable Senador señor Letelier reiteró que son muchas las variables que son evaluadas para estos efectos, todas con una estimación especial, configurando complejos procesos de calificación. Sin embargo, la ponderación del costo final del servicio a veces supera la valoración de otros factores, como las condiciones de empleo de los trabajadores. Dicha situación, acotó, es la que se quiere evitar y, para ello, se establecería que las mejores condiciones o el mejoramiento de las mismas, recibirán un puntaje mayor. Ahora bien, cuánto puntaje o cómo se ponderará cada factor, será materia del respectivo reglamento, ya que aquí sólo se está disponiendo que tal valoración ha de ser mayor en un caso u otro.


Reiteró que el conjunto de los elementos evaluados resolverán la licitación y así, por ejemplo, podría darse el caso de que quien ofreció las mejores condiciones de empleo y, a la vez, presta el servicio a un menor costo, gane la postulación. Sin embargo, si ello no coincide y quien figura como mejor empleador no es el mismo que ofrece el precio final más conveniente, de igual manera debería preferir en la elección.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó que, en los procesos de licitación que se ejecutan mediante el sistema de Chile Compra, se realiza un complejo análisis de un conjunto de antecedentes en los que se ponderan muchas variables, entre ellas la responsabilidad de la empresa y su estabilidad financiera, por cuanto normalmente los servicios son licitados para un período de varios meses o, incluso, por uno o dos años. Hay que considerar, además, que a estas postulaciones se presentan empresas de similares características, por lo que establecer diferencias que permitan definir la licitación es una ardua tarea. A ello se suma que muchos de estos servicios son de alta sensibilidad social, como lo es la repartición de alimentos en jardines infantiles o escuelas. Por consiguiente, estos procesos involucran una serie de etapas de preselección, de gran complejidad, tras las cuales las empresas que logran superar tales fases, son las que van siendo clasificadas para las instancias finales. En estas últimas, regularmente se concentran los oferentes de mayor similitud entre sí y, por tanto, es aquí donde cobran importancia elementos tales como las condiciones de empleo y remuneraciones en que se desempeñan sus trabajadores. Es decir, en estas etapas todas las empresas son económicamente solventes y cuentan con una capacidad de garantía suficiente. En este esquema, el proyecto de ley en análisis incorporaría un nuevo elemento a ser evaluado dentro de este conjunto de antecedentes, y que dice relación con un factor laboral hasta ahora inexistente, esto es, las condiciones de empleo y remuneraciones de los trabajadores de estas empresas ya preseleccionadas sobre una base de igualdad y participación. Se trata, entonces, de un factor a estimar en las etapas finales del proceso y que, como tal, podría incidir en el resultado del mismo.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que, al tenor de las opiniones vertidas, sería necesario modificar el texto del precepto en análisis. Para tales efectos, propuso eliminar del mismo la oración “habiendo prestado el servicio durante el período inmediatamente anterior”, con lo cual quedaría claro que la norma se aplicaría tanto a los antiguos como a los nuevos oferentes.


El Honorable Senador señor Allamand se sumó a dicha propuesta, reiterando que la disposición debe indicar que el mayor puntaje se asignará a los postulantes que exhiban mejores condiciones de empleo y remuneraciones.


Por su parte el Honorable Senador señor Letelier señaló que, si se están regulando dos situaciones distintas, deberían también contemplarse en la ley dos normas diferentes. Propuso, entonces, establecer como regla general la de atribuir mayor calificación a quienes exhiban mejores condiciones de empleo y remuneraciones. Junto a ello, agregar que, asimismo, se otorgará puntaje adicional a aquellos postulantes que, habiendo prestado servicios durante el período inmediatamente anterior, exhibieren un mejoramiento en sus condiciones de empleo y remuneraciones. De esta forma, acotó, se consagrarían en la ley los dos conceptos a los que antes hizo referencia.


El Honorable Senador señor Longueira se manifestó contrario a las licitaciones donde predominan los elementos subjetivos de evaluación, los que, finalmente, conducen a una excesiva concentración. Señaló que ese ha sido uno de los grandes problemas aún no resueltos en nuestro país en esta materia. Añadió que el sistema de licitación en la Administración del Estado, en los municipios, y en el área pública en general, se ha construido sobre la base de una mezcla de factores de diversa índole, sean económicos, técnicos, etcétera, pero que siempre conducen a que las adjudicaciones deriven en sendos monopolios. Ejemplificó con el caso del servicio de extracción de basura, donde se exige -sin razón aparente-, experiencia previa para su ejecución, lo que continúa generando más concentración.


Expresó que es necesario revertir esa situación, instaurando un sistema conforme al cual en las propias bases de licitación, el Estado establezca una serie de requisitos objetivos mínimos que deben cumplirse para poder postular a las mismas, como por ejemplo, requerir un determinado nivel de remuneraciones de los trabajadores. Con ello, además, se resguardarían la igualdad de oportunidades y las posibilidades de participación. 


El Honorable Senador señor Letelier acotó que, para tales efectos, podría establecerse en la propia ley un sistema de tarifas que defina los sueldos para estos efectos.


El Honorable Senador señor Longueira indicó que, más que crear un mecanismo de tarifas, se trata de hacer más objetiva la clasificación y garantizar una competencia en igualdad de oportunidades. Nuevamente citó como ejemplo el caso del servicio de extracción de basura, específicamente el que se ejecuta en la ciudad de Santiago, respecto del cual, con motivo de un acuerdo alcanzado con la Intendencia, se logró fijar el sueldo de los trabajadores del rubro en una cantidad superior al ingreso mínimo mensual. Se obtuvo tal incremento, acotó, a pesar de que en las respectivas bases de licitación ello no estuvo contemplado, lo que revela su indiscutida trascendencia.


En general, añadió, se trata de no continuar creando instrumentos que, a la postre, terminan siendo subjetivos y que, como tales, dependen de las interpretaciones y ponderaciones que se hagan. A ello podría conducir, por ejemplo, la norma en análisis que contempla mejores puntajes en función de mejores sueldos, lo cual, finalmente, sólo genera concentración económica por cuanto las empresas más grandes resultan ser las únicas capaces de cumplir, excluyendo a las más pequeñas. En consecuencia, si se quiere evitar que sólo las empresas que pagan el sueldo mínimo a sus trabajadores sean las que se adjudiquen los servicios licitados por el Estado, debería incorporarse en las propias bases, una exigencia relativa a las remuneraciones, señalando el piso mínimo que las empresas deberán pagar a sus empleados para poder postular a una contratación estatal.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que una medida como la descrita podría excluir de estos procesos de licitación a las pequeñas empresas, las que, normalmente, sólo están en posición de pagar a sus trabajadores el ingreso mínimo mensual. Es decir, se dejaría al margen del sistema a las empresas que, precisamente, se intenta fortalecer ya que, no obstante su emprendimiento, se encuentran en permanente vulnerabilidad, sobre todo mientras no se dicte el respectivo estatuto regulatorio de las mismas.


El Honorable Senador señor Letelier advirtió que la concentración no se produce por otorgar mayor puntaje a las empresas que registren mejores sueldos. Muy por el contrario, añadió, sin la norma propuesta, actualmente se genera tal concentración, especialmente en áreas como la entrega de alimentos a los escolares o la extracción de basura.


El Honorable Senador señor Allamand indicó que es necesario encontrar un punto de solución que concilie las diversas preocupaciones manifestadas en esta materia. Sostuvo que, si bien comparte la inquietud en torno a las MIPYMES, no es menos cierto que también hace fuerza el argumento relativo a la indeseada concentración que se produce. Por tanto, acotó, debe encontrarse una respuesta que permita premiar a quienes ofrezcan mejores condiciones de empleo y remuneraciones, pero sin que ello conduzca a la concentración. De lo contrario, apuntó, se corre el riesgo de que, en definitiva, se perjudique a quienes se pretende beneficiar.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social recordó que el proyecto de ley en estudio, en su texto original, contenía un guarismo fijo por concepto de remuneraciones, propuesta que, sin embargo, fue modificada durante la tramitación de la iniciativa legal en la Cámara de Diputados. Añadió que, si se determina que los sueldos de los trabajadores pertenecientes a las empresas oferentes deben corresponder a una cierta cantidad preestablecida, lo que en definitiva podría suceder es que el Estado termine pagando los montos no cubiertos, debiendo hacerse cargo de una obligación que, en verdad, es propia de los contratistas. En consecuencia, lo importante es que realmente haya una consideración de tipo laboral, para que, a su vez, no sea el trabajador el que termine subvencionando el menor costo de la propuesta, en desmedro de su propia remuneración.


Sin perjuicio de lo anterior, destacó, el Ejecutivo prestó especial atención a este proyecto atendido el hecho de que efectivamente en el sistema vigente de contratación pública no existían requisitos de orden laboral que fuera necesario cumplir para postular a un servicio en licitación, y ello, a pesar de que el sistema de contratación que opera vía Chile Compra ha significado un gran avance en materia de transparencia y de eficiencia en el uso de los recursos. 


Finalmente, los miembros de la Comisión estuvieron contestes en efectuar las siguientes enmiendas a la norma en estudio: suprimir la oración “habiendo prestado el servicio durante el período inmediatamente anterior,” y, además, reemplazar la frase “un mejoramiento en sus” por la palabra “mejores”. Lo anterior, a fin de permitir que en los procesos de contratación pública, postulen tanto oferentes antiguos como nuevos y que, entre ellos, obtengan mayor puntaje o calificación aquéllos que exhiban mejores condiciones de empleo y remuneraciones. Ello, en aras de la igualdad de oportunidades de participación y competencia.


- Puesta en votación la letra a) del numeral 2 del artículo único del proyecto, fue aprobada, con las enmiendas reseñadas precedentemente, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto.


A continuación, los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto presentaron una indicación para incorporar a la citada letra a) del numeral 2, un inciso nuevo del siguiente tenor: 


“Asimismo, si los respectivos contratos de trabajo se encontraren vigentes al mes de diciembre, se entenderán prorrogados por los meses de enero y febrero siempre que el trabajador tenga una antigüedad superior a seis meses, siéndoles aplicables para su terminación lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley 19.070.”.


Cabe señalar que el artículo 60 de la citada ley Nº 19.070 -que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación-, regula la terminación del contrato de trabajo de los profesionales de la educación en el sector particular.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que la norma propuesta dice relación con la situación que actualmente afecta a las manipuladoras de alimentos que laboran en establecimientos escolares. Explicó que estas trabajadoras prestan servicios durante los diez meses correspondientes al período escolar, dejando de percibir sus remuneraciones durante los meses de enero y febrero. Posteriormente, son nuevamente contratadas en el mes de marzo para el siguiente período educacional. 


El Honorable Senador señor Allamand consultó la razón para contemplar en la norma sólo a estas trabajadoras.


El Honorable Senador señor Letelier aclaró que la disposición propuesta surgió a raíz de la situación de las manipuladoras de alimentos, pero que, en verdad, dicho precepto se aplicaría a todos los trabajadores que se encuentren en situación similar. 


El Honorable Senador señor Allamand advirtió que una norma como la propuesta por la indicación en comento, podría afectar seriamente la forma de efectuar la contratación de los trabajadores en la empresa privada, lo cual podría significar una excesiva ingerencia en la misma y en su capacidad para gestionar sus negocios. Se alterarían, por ejemplo, entre otras normas, las relativas a los contratos de trabajo de plazo fijo. Para graficar lo señalado, ejemplificó con el caso de una empresa que habiéndose adjudicado un servicio por dos años, instaura un sistema de renovación anual de su personal. Al tenor de la normativa sugerida, dicha rotación de empleados no podría ejecutarse. Consultó, finalmente, la opinión del Ejecutivo en esta materia.


El señor Subsecretario del Trabajo señaló que la norma en estudio no estaría dirigida al sector privado en general, sino que a aquellas empresas que sean proveedoras de servicios al Estado. En todo caso, apuntó, se trata de una situación similar a la de los profesores y auxiliares de la educación, quienes si bien interrumpen sus servicios en los meses de enero y febrero, continúan percibiendo sus remuneraciones.


El Honorable Senador señor Letelier apuntó que, en primer término, la norma se aplicaría a las empresas que prestan sus servicios al Estado, y no a todo el sector empresarial privado. En segundo lugar, acotó, el empleo no puede ser tan precario como para mantener a los trabajadores en servicio durante diez meses al año, para luego despedirlos por los otros dos meses y, finalmente, contratarlos de nuevo para el período siguiente.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que la disposición propuesta no es nueva para nuestro ordenamiento jurídico, ya que una norma de similar tenor se contempla en el Código del Trabajo y cuyo principio orientador es evitar que en la actividad docente -que por su propia naturaleza se desarrolla entre marzo y diciembre-, se dé solución de continuidad a los contratos en diciembre, para volver a contratar al personal en marzo, esquivando el pago de las remuneraciones de los meses de enero y febrero, así como también impidiendo la acumulación de años de servicios.


En efecto, precisó, el artículo 75 del Código del Trabajo dispone que cualquiera sea el sistema de contratación del personal docente de los establecimientos de educación básica y media o su equivalente, los contratos de trabajo vigentes al mes de diciembre se entenderán prorrogados por los meses de enero y febrero, siempre que el docente tenga más de seis meses continuos de servicio en el mismo establecimiento. Por otra parte, para los efectos de poner término a los respectivos contratos de trabajo, el artículo 60 de la ley Nº 19.070, prescribe que el aviso de despido debe otorgarse con, a lo menos, sesenta días de anticipación y que, de no ser así, tal desahucio no producirá efecto alguno y el contrato continuará vigente. Recalcó que, para un profesor que es despedido en los meses de enero o febrero, prácticamente le es imposible ser contratado a partir de marzo, época en la cual la dotación docente ya está plenamente estructurada en todo establecimiento educacional.


Ahora bien, añadió, en el caso que nos ocupa lo que se quiere resguardar es la continuidad laboral y, para ello, según lo propuesto, se incluiría en las bases de licitación la exigencia de pagar las remuneraciones de los meses de enero y febrero, cuando los contratos de trabajo estén vigentes a diciembre, incorporando como un costo fijo del servicio doce remuneraciones anuales, en lugar de diez. 


El Honorable Senador señor Allamand advirtió que lo anterior podría significar el riesgo de que se reduzcan las remuneraciones de estos trabajadores, para distribuir la misma cantidad pagada hasta ahora, pero en un mayor número de meses.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que, por lo general, estos empleados trabajan por el ingreso mínimo mensual, por lo que no podría rebajarse aún más su monto. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Longueira planteó si la indicación en análisis sería, además, presentada por el Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Letelier advirtió que ello no sería necesario por cuanto se trata sólo de establecer un requisito más para la contratación pública de servicios, requisito que, por lo demás, es de índole laboral y, por tanto, de iniciativa parlamentaria.


El Honorable Senador señor Allamand refutó lo anterior, señalando que disponer que se pagarán remuneraciones durante ciertos meses en los que no se prestará servicio alguno, es otorgar un beneficio económico a los trabajadores, lo cual, a la luz de la norma constitucional pertinente, corresponde a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Bajo dicho entendido, la propuesta sería inconstitucional.


El Honorable Senador señor Letelier discrepó de dicha opinión, manifestando que no es atinente que el Ejecutivo patrocine la indicación presentada, por cuanto la figura del patrocinio, técnicamente, no existe. Desde el punto de vista de fondo, señaló que tampoco se trata de una materia de exclusiva iniciativa presidencial, toda vez que la disposición en cuestión se refiere al establecimiento de un nuevo requisito para postular a una contratación pública, específicamente referido a las condiciones que deben reunir los contratos de trabajo que celebren las empresas postulantes en resguardo de la continuidad laboral. Es decir, no se está modificando norma contractual alguna, sino que se están fijando las reglas a las cuales deberán someterse quienes quieran contratar con el Estado. Añadió que, establecer un requisito de tal naturaleza, es equivalente a promover vía moción parlamentaria la reducción de la jornada laboral, como ocurrió en su oportunidad.


El señor Subsecretario del Trabajo enfatizó que la norma propuesta no significa un aumento del gasto, por cuanto el costo por concepto de remuneraciones en lugar de distribuirse en diez meses, lo será en doce.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto señaló que los licitantes deberán considerar en sus costos las respectivas remuneraciones por toda la anualidad.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social aclaró que la extensión del contrato de trabajo no significa necesariamente un aumento de las remuneraciones, y ello, desde una doble perspectiva. Por una parte, si el contrato de trabajo estuviere vigente, ya tendría pactadas sus condiciones salariales, y la prolongación por dos meses no importa un incremento de las mismas. Por otra parte, cabe la posibilidad de que al postular a la licitación los trabajadores ni siquiera estén contratados, evento en el cual difícilmente podría producirse un aumento de algo que todavía no existe. Un incremento del sueldo se daría, por ejemplo, si se estableciese que las remuneraciones durante los meses de enero y febrero serán un tanto por ciento mayor.


El Honorable Senador señor Allamand insistió en que sí se produce un cambio en las condiciones originalmente pactadas en el contrato de trabajo, y que, además, se estaría imponiendo al sector privado que asuma obligatoriamente dicho cambio, afectando las formas de contratación. Lo anterior, porque la norma declara, sin más, la prórroga de determinados contratos laborales.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que la norma propuesta sólo está disponiendo, por anticipado, los requisitos que deberán cumplir quienes deseen contratar con el Estado la prestación de un servicio licitado. No se trata, en consecuencia, de un cambio de las condiciones contractuales, sino que, simplemente, del establecimiento a priori de las reglas a las que habrá que someterse para participar en el sistema de contratación pública.


El Honorable Senador señor Allamand reiteró que, de la redacción de la norma propuesta, se desprende una incidencia directa en la contratación laboral, por cuanto declara prorrogados los contratos de trabajo de determinadas características.


El señor Subsecretario del Trabajo hizo presente que la norma del artículo 65, inciso cuarto, Nº 4, de la Constitución Política de la República, establece diversas materias cuya iniciativa legal corresponde en forma exclusiva al Presidente de la República, y que todas ellas están referidas a un tema económico o financiero, ya sea porque implican gastos o bien porque otorgan un beneficio pecuniario. Ninguno de dichos aspectos, apuntó, corresponde al caso en estudio.


El Honorable Senador señor Allamand refutó lo anterior, señalando que la extensión temporal del contrato de trabajo, conlleva necesariamente el otorgamiento de un beneficio económico, cual es la remuneración correlativa.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social indicó que la norma en análisis sólo está reproduciendo lo ya establecido en el artículo 75 del Código del Trabajo para los docentes, en el sentido de disponer que, en lo sucesivo, cuando las empresas que se adjudiquen un servicio licitado por el Estado, registren contratos de trabajo vigentes al mes de diciembre, tales contratos deberán entenderse prorrogados durante los meses de enero y febrero. Lo anterior, es resguardo de la continuidad laboral de los empleados que se desempeñan en tales servicios, cuando éstos, enfatizó, son prestados para el Estado.


El Honorable Senador señor Longueira no compartió el argumento que distingue entre los contratos vigentes y los futuros para sostener la constitucionalidad de la misma. En su opinión, en ninguno de los dos casos se podría imponer la disposición propuesta.


El Honorable Senador señor Allamand reiteró que la redacción de la norma es la que induce a confusión, generando reparos sobre la constitucionalidad de la norma. Enfatizó que el precepto incide en los contratos de trabajo celebrados en el sector privado, introduciendo una condición distinta no contemplada originalmente. Asimismo, hizo presente el vacío legal que podría producirse cuando el contrato de trabajo se celebre a plazo fijo con fecha de terminación en noviembre, toda vez que, al tenor de la norma en comento, la prórroga de los contratos laborales sólo procedería cuando éstos se encuentren vigentes al mes de diciembre.


El Honorable Senador señor Longueira expresó estar de acuerdo con la idea de fondo propuesta. Sin embargo, manifestó su preocupación por el elemento temporal que ella involucra y por cuál será el límite del mismo. En efecto, explicó, en el caso que se estudia se prorrogaría en dos meses la relación laboral dada la estacionalidad propia de la actividad escolar. No obstante, consultó, que sucederá en aquellos casos en que el servicio se preste durante nueve meses y, por tanto, resten tres meses para cumplir la respectiva anualidad. 


Asimismo, enfatizó, es muy importante definir con precisión a quiénes se aplicará esta norma, explicitando sus destinatarios, porque pueden haber otros tantos trabajadores que se encuentren en situación similar a la de las manipuladoras de alimentos a quienes se ha hecho referencia. 


Hizo presente, además, que en esta clase de servicios, en general, los trabajadores cuentan con cierta estabilidad laboral, aun cuando efectivamente no reciben remuneraciones durante enero y febrero; sin embargo, en verdad, no son objeto de constante rotación. Concluyó insistiendo en que sería necesario especificar el segmento de trabajadores a los cuales la norma se estaría refiriendo.


Finalmente, los miembros de la Comisión coincidieron en que la norma propuesta requeriría algunos ajustes en su redacción.


- Atendida la consideración anterior, los autores de la indicación en estudio, la retiraron.


Enseguida, los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto presentaron una nueva indicación, para incorporar en la letra a) del numeral 2, un inciso segundo del siguiente tenor: 


“Asimismo, en aquellos contratos de prestación de servicios para establecimientos escolares y pre-escolares, los contratos de trabajo de las manipuladoras de alimentos deberán contemplar el pago de las remuneraciones de los meses de enero y febrero.”.


Los miembros de la Comisión compartieron el texto propuesto por la nueva indicación presentada, por estimar que se ajusta más al espíritu y objetivos de la norma en proyecto. 


Asimismo, coincidieron en que tal disposición sólo producirá efectos hacia lo futuro, en la medida que, debiendo dicha exigencia ser parte de las respectivas bases de licitación, sólo será aplicable a las contrataciones públicas que se lleven a efecto con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, sin tener, por tanto, aplicación retroactiva. Finalmente, solicitaron dejar constancia de ello en el presente informe, para los efectos de la historia fidedigna de la ley. 


Por su parte, el señor Subsecretario del Trabajo destacó que la norma sugerida por la indicación hace justicia en relación a las manipuladoras de alimentos que, vía licitación del servicio por el Estado, se desempeñan en los establecimientos escolares. Lo anterior, por cuanto, hasta la fecha, son las únicas trabajadoras excluidas del régimen especial de prórroga del contrato de trabajo contemplado en nuestra legislación para el personal docente y no docente que labora en el ámbito de la educación.


- Puesta en votación la indicación transcrita precedentemente, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto, ubicando la normativa como letra b), del número 2.

Letra b)


Su texto es el siguiente:


“b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“Asimismo, el prestador no podrá subcontratar total o parcialmente el servicio sin autorización expresa de la entidad contratante.”.”.

Al analizar esta letra b), los miembros de la Comisión y los representantes del Ejecutivo tuvieron presente que el artículo 15 de la misma ley Nº 19. 886, que se está modificando, se refiere a esta materia disponiendo lo siguiente:


“Artículo 15.- El contratante podrá concertar con terceros la ejecución parcial del contrato, sin perjuicio de que la responsabilidad y la obligación de su cumplimiento permanecerá en el contratista adjudicado.


Con todo, no procederá la subcontratación en los casos especialmente previstos en el reglamento o ante una disposición expresa contenida en las respectivas bases de licitación.”.


En razón de lo anterior, la Comisión estimó que no se justificaría la modificación propuesta en la letra b) para el artículo 6º de la ley Nº 19.886, puesto que el artículo 15 de la misma ley permite que no haya subcontratación cuando ello se prescribe expresamente en las bases de la licitación y, si así no se hiciera, en todo caso, de acuerdo al mismo artículo 15, la responsabilidad y cumplimiento del contrato siempre permanecerá en el contratista adjudicado.


Enseguida, la Comisión estimó necesario contemplar que cuando se permita la subcontratación, quien vaya a ser el subcontratista deberá cumplir con las mismas exigencias que para el contratista se han incorporado por este proyecto de ley,


Los representantes del Ejecutivo estuvieron contestes en ello y comprometieron traer a la Comisión una proposición en el sentido expresado precedentemente.


Posteriormente, los representantes del Ministerio del Trabajo y Previsión Social entregaron la aludida proposición, solicitando que se ubique en el número 1 del artículo único. Su texto es el siguiente:


“Si la empresa prestadora del servicio, subcontratare parcialmente algunas labores del mismo, la empresa subcontratista igualmente deberá cumplir con los requisitos señalados en este artículo.”.


- Puesto en votación el texto transcrito precedentemente, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto, ubicando la norma en el señalado número 1, como un inciso tercero, nuevo, del artículo 4° de la ley N° 19.886.

Número 3

Modifica el artículo 11, que actualmente prescribe lo siguiente:


“Artículo 11.- La respectiva entidad licitante requerirá, en conformidad al reglamento, la constitución de las garantías que estime necesarias para asegurar la seriedad de las ofertas presentadas y el fiel y oportuno cumplimiento del contrato definitivo, en la forma y por los medios que lo establezcan las respectivas bases de la licitación.


Las garantías que se estimen necesarias para asegurar la seriedad de las ofertas y el fiel y oportuno cumplimiento del contrato definitivo, deberán ser fijadas en un monto tal que sin desmedrar su finalidad no desincentiven la participación de oferentes al llamado de licitación o propuesta.


Con cargo a estas cauciones podrán hacerse efectivas las multas y demás sanciones que afecten a los contratistas.


Sólo podrán entregarse anticipos a un contratante, si se cauciona debida e íntegramente su valor.”.


Las enmiendas que propone el número 3 en análisis, están contenidas en los literales a) y b), que se transcriben a continuación:


“a) Incorpórase la siguiente frase final en su inciso primero:


“Tratándose de la prestación de servicios, dichas garantías deberán asegurar, además, el pago de las obligaciones laborales y sociales con los trabajadores de los contratantes y permanecerán vigentes hasta 60 días hábiles después de recepcionadas las obras o culminados los contratos.

b) Agrégase, en su inciso segundo, a continuación de la palabra “ofertas”, la frase: “, el cumplimiento de las obligaciones laborales y sociales de los trabajadores”.”.

La Honorable Senadora señora Matthei expresó que le parece razonable la normativa propuesta, pero piensa que habría que agregar una norma sobre responsabilidad en materia de boletas de garantía. Ello, porque en la práctica ocurre que algunas municipalidades no piden la boleta de garantía o no la hacen efectiva antes de su vencimiento, debiendo hacerlo. Esas responsabilidades también deberían ser para los servicios o enrtidades públicas respecto a estas licitaciones, por cuanto todas estas situaciones de incumplimiento, en definitiva, perjudican a los trabajadores.


El Honorable Senador señor Allamand coincidió en el planteamiento precedente, manifestando que conocía situaciones de esa especie, acaecidas en el caso de Chiledeportes, con garantías no ejecutadas o hechas exigibles oportunamente. Manifestó que debería haber una sanción pecuniaria para los responsables de estas situaciones, sin perjuicio de las sanciones administrativas.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó, en primer lugar, su acuerdo con las modificaciones propuestas en el número 3 en análisis. En segundo término, respecto a lo planteado por la Honorable Senadora señora Matthei expresó que lo compartía, pero expresó dudas en cuanto a si es una materia propia de este proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Allamand expresó su acuerdo en la extensión de la garantía a las obligaciones laborales y previsionales. Manifestó que por ello, justamente, es importante que existan responsabilidades y sanciones específicas por no hacer efectivas las boletas de garantía oportunamente, pues de lo contrario las modificaciones que se están introduciendo por este numeral 3 del artículo único del proyecto no tendrían una aplicación práctica, al no haber una efectiva y oportuna ejecución de las garantías, para lo cual tiene que haber responsables específicos y sanciones adecuadas.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto manifestó su acuerdo con lo propuesto por los Honorables Senadores señora Matthei y señor Allamand, porque sin perjuicio de la ampliación de la cobertura de las garantías, es necesario respaldar el que se cumplan las obligaciones laborales y previsionales con los trabajadores. 


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social expresó que lo importante es fijar la responsabilidad de forma tal que exista una persona responsable y que por tanto se pueda hacer efectiva, al margen de cual sea la sanción que se establezca. A continuación, ofreció que la Secretaría de Estado a su cargo estudiará y propondrá a la Comisión una norma sobre la materia.

En la sesión siguiente el Ejecutivo presentó una propuesta que agrega una frase final al literal a) del N° 3 del proyecto:

“Los jefes de servicio serán directamente responsables de la custodia, mantención y vigencia de las garantías solicitadas.”.

El Honorable Senador señor Allamand expresó su deseo de dejar constancia de que, no obstante estar de acuerdo con el fondo de la norma, piensa abstenerse en la votación, porque cree que se trata de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República al referirse a las obligaciones previsionales.

El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que lo único que se ha hecho en la propuesta es aclarar y cambiar las obligaciones sociales por las obligaciones previsionales, y sólo se agregó la responsabilidad directa de la jefatura del servicio en lo relativo a las garantías. 

El Honorable Senador señor Muñoz Aburto planteó que le parecía mejor eliminar la referencia a las obligaciones previsionales manteniendo la referencia a las obligaciones sociales, solucionando así el problema planteado por el Honorable Senador señor Allamand.

Se deja constancia de que el aspecto previsional está resuelto por el artículo 20 de la ley N° 17.322, relativo a que las garantías en los contratos sobre faenas o servicios con contratistas o subcontratistas se entienden, sin necesidad de estipulación expresa, constituidas para responder, además, del cumplimiento de las obligaciones de la seguridad social.

Ahora bien, para que no se vaya a entender que el presente proyecto introduce alguna modificación a lo establecido por dicho cuerpo legal, se resolvió intercalar además, en la letra a) de este número 3, después de la palabra “contratantes”, lo siguiente: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20 de la ley N° 17.322,”.

- En virtud de lo expuesto, las letras a) y b) del numeral 3 se aprobaron, con las enmiendas reseñadas anteriormente y otras de carácter formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Longueira y Muñoz Aburto.
- - -

MODIFICACIONES

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo único
Número 1


Sustituirlo por el siguiente:


“1.- Modifícase el artículo 4°, del siguiente modo:


a) Agrégase, al final del inciso primero, después del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Quedarán excluidos quienes, al momento de la presentación de la oferta, de la formulación de la propuesta o de la suscripción de la convención, según se trate de licitaciones públicas, privadas o contratación directa, hayan sido condenados por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, dentro de los anteriores dos años.”.


b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los incisos segundo a séptimo a ser incisos cuarto a noveno, respectivamente:


“En caso de que la empresa que obtiene la licitación o celebre convenio registre saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social con sus actuales trabajadores o con trabajadores contratados en los últimos dos años, los primeros estados de pago producto del contrato licitado deberán ser destinados al pago de dichas obligaciones, debiendo la empresa acreditar que la totalidad de las obligaciones se encuentran liquidadas al cumplirse la mitad del período de ejecución del contrato, con un máximo de seis meses. El respectivo servicio deberá exigir que la empresa contratada proceda a dichos pagos y le presente los comprobantes y planillas que demuestren el total cumplimiento de la obligación. El incumplimiento de estas obligaciones por parte de la empresa contratada, dará derecho a dar por terminado el respectivo contrato, pudiendo llamarse a una nueva licitación en la que la empresa referida no podrá participar.

Si la empresa prestadora del servicio, subcontratare parcialmente algunas labores del mismo, la empresa subcontratista deberá igualmente cumplir con los requisitos señalados en este artículo.”.
(Unanimidad 4x0 para el primer inciso que se agrega. Unanimidad 3x0, para el segundo inciso que se adiciona)

Número 2

Letra a)


Reemplazar, en la modificación que esta letra a) propone, las frases “a aquellos postulantes que habiendo prestado el servicio durante el período inmediatamente anterior, exhibieren un mejoramiento en sus condiciones de empleo y remuneraciones.”, por la que sigue: “a aquellos postulantes que exhibieren mejores condiciones de empleo y remuneraciones.”.

(Unanimidad 5x0)

Letra b)


Reemplazarla por la que sigue:


“b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el inciso segundo a ser inciso tercero:


“Asimismo, en los contratos de prestación de servicios para establecimientos escolares y pre-escolares, los contratos de trabajo de las manipuladoras de alimentos deberán contemplar el pago de las remuneraciones de los meses de enero y febrero.”.”.

(Unanimidad 4x0)

Número 3

Letra a)


- Sustituir su encabezamiento por el que sigue:


“a) Incorpóranse las siguientes oraciones al final de su inciso primero:”.


- Intercalar, en el texto que se agrega al final del inciso primero, a continuación de la palabra “contratantes”, lo siguiente: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20 de la ley N° 17.322,”, y agregar, al final de dicho texto, después del punto aparte (.) que sigue a la palabra “contratos”, la siguiente oración: “Los jefes de servicio serán directamente responsables de la custodia, mantención y vigencia de las garantías solicitadas.”.

(Unanimidad 3x0)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Modifícase la ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y de Prestación de Servicios, de la siguiente forma:


“1.- Modifícase el artículo 4° del siguiente modo:


a) Agrégase, al final del inciso primero, después del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Quedarán excluidos quienes, al momento de la presentación de la oferta, de la formulación de la propuesta o de la suscripción de la convención, según se trate de licitaciones públicas, privadas o contratación directa, hayan sido condenados por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, dentro de los anteriores dos años.”.


b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los incisos segundo a séptimo a ser incisos cuarto a noveno, respectivamente:


“En caso de que la empresa que obtiene la licitación o celebre convenio registre saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social con sus actuales trabajadores o con trabajadores contratados en los últimos dos años, los primeros estados de pago producto del contrato licitado deberán ser destinados al pago de dichas obligaciones, debiendo la empresa acreditar que la totalidad de las obligaciones se encuentran liquidadas al cumplirse la mitad del período de ejecución del contrato, con un máximo de seis meses. El respectivo servicio deberá exigir que la empresa contratada proceda a dichos pagos y le presente los comprobantes y planillas que demuestren el total cumplimiento de la obligación. El incumplimiento de estas obligaciones por parte de la empresa contratada, dará derecho a dar por terminado el respectivo contrato, pudiendo llamarse a una nueva licitación en la que la empresa referida no podrá participar.

Si la empresa prestadora del servicio, subcontratare parcialmente algunas labores del mismo, la empresa subcontratista deberá igualmente cumplir con los requisitos señalados en este artículo.”.


2.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 6º: 


a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación del punto seguido que sucede a la palabra “futuros”, lo siguiente:


“En el caso de la prestación de servicios habituales, que deban proveerse a través de licitaciones o contrataciones periódicas, se otorgará mayor puntaje o calificación a aquellos postulantes que exhibieren mejores condiciones de empleo y remuneraciones.”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el inciso segundo a ser inciso tercero:


“Asimismo, en los contratos de prestación de servicios para establecimientos escolares y pre-escolares, los contratos de trabajo de las manipuladoras de alimentos deberán contemplar el pago de las remuneraciones de los meses de enero y febrero.”.

3.- Modifícase el artículo 11 del modo que sigue:


a) Incorpóranse las siguientes oraciones al final de su inciso primero:


“Tratándose de la prestación de servicios, dichas garantías deberán asegurar, además, el pago de las obligaciones laborales y sociales con los trabajadores de los contratantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20 de la ley N° 17.322, y permanecerán vigentes hasta 60 días hábiles después de recepcionadas las obras o culminados los contratos. Los jefes de servicio serán directamente responsables de la custodia, mantención y vigencia de las garantías solicitadas.”.


b) Agrégase, en su inciso segundo, a continuación de la palabra “ofertas”, la frase: “, el cumplimiento de las obligaciones laborales y sociales de los trabajadores”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 16 de agosto y 4 de octubre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela, y señores Andrés Allamand Zavala, Pablo Longueira Montes y Pedro Muñoz Aburto; y en sesiones celebradas los días 29 de agosto, 12 de septiembre y 3 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela, y señores Andrés Allamand Zabala, Juan Pablo Letelier Morel y Pablo Longueira Montes (Evelyn Matthei Fornet).


Sala de la Comisión, a 12 de octubre de 2007.

(Fdo.):Mario Labbé Araneda,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LAS  COMISIONES DE HACIENDA Y DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PERFECCIONA SISTEMA PREVISIONAL

(4742-13)

HONORABLE SENADO:



Vuestras Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, Unidas, tienen el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.


Cabe destacar que este proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A una o más de las sesiones en que se consideró esta iniciativa legal concurrieron, además de los miembros de las Comisiones, unidas, el Presidente y el Vicepresidente del Senado, Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Carlos Ominami Pascual, respectivamente. Asimismo, asistieron el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco, acompañado por el asesor, señor Alejandro Micco, el Director de Presupuestos, señor Alberto Arenas, la Jefa del Sector Presupuestario Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Jacqueline Canales, el asesor para la Reforma Previsional, señor Fidel Miranda, el asesor del Departamento de Estudios, señor Leonardo González y los asesores, señora Paula Benavides y señor Fernando Dazarola. Igualmente, concurrió el Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Osvaldo Andrade, acompañado por el Jefe de la Unidad de Implementación de la Reforma, señor Roberto Godoy, el asesor legislativo del Ministro, señor Francisco Del Río, el asesor señor Marcos Costela, y las asesoras de la Subsecretaría de Previsión Social, señoras Dense Díaz y Consuelo Gazmuri. De la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, asistieron la Superintendenta, señora Solange Berstein, junto al Fiscal de dicha entidad, señor Alejandro Charme, la Jefa del Departamento Sistema de Pensiones, señora Marcia Salinas, el asesor economista, señor Patricio Toro y la Jefa de Gabinete, señora Matilde Oliva.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, perfeccionar el sistema previsional de capitalización individual y complementarlo con un sistema de pensiones solidarias.

Las propuestas y contenidos esenciales del proyecto, para el cumplimiento de sus objetivos son:

Sistema de Pensiones Solidarias

Crea un Sistema de Pensiones Solidarias de Vejez e Invalidez, constituido por la Pensión Básica Solidaria (PBS) y el Aporte Previsional Solidario (APS), complementario del Nuevo Sistema de Pensiones.


En plena o total aplicación accederán al Sistema, a los 65 años de edad, el 60% de los grupos familiares de la población de menores ingresos, con un período mínimo de 20 años de permanencia en el país, contado desde los 20 años de edad, y de 4 de los últimos cinco años previos a la solicitud del beneficio. En régimen la PBS será de $ 75.000 y es incompatible con cualquier otra pensión de un régimen previsional. Es reajustable cuando el IPC alcanza un 15%, o cada 12 meses si este porcentaje es menor.


Por su parte, el Aporte Previsional Solidario complementa la pensión del beneficiario: su monto decrece con el monto de la pensión que reciba la persona hasta extinguirse para las pensiones que alcancen un monto igual o superior a $ 200.000, cuando la reforma esté en régimen.


El Sistema de Pensiones Solidarias entregará beneficios de vejez e invalidez y reemplazará al actual sistema de pensiones asistenciales y gradualmente a la pensión mínima garantizada.


El Sistema de Pensión Solidaria tendrá un régimen transitorio de aplicación gradual, desde el 1° de julio de 2008 (si la ley se publica después del 1 de enero de 2008, correrá desde el primer día del séptimo mes de publicada la ley), que será el siguiente:
1° de julio de 2008 y hasta el 30 de junio de 2009: la Pensión Básica Solidaria (PBS) de vejez y la Pensión Máxima con Aporte Solidario (PMAS) ascenderán a $60.000, y accederán al Sistema las personas del grupo familiar que pertenezcan al 40% de menores ingresos.

1° de julio de 2009 a 30 de junio de 2010: dichas pensiones ascenderán a $75.000, con el mismo porcentaje de acceso.

1° de julio de 2010 a 30 de junio de 2011: pensiones de $ 100.000, con el mismo porcentaje de acceso.

1° de julio de 2011 a 30 de junio de 2012: pensiones de $ 150.000, y el porcentaje de acceso sube al 45%.

1° de julio 2012 a 30 de junio 2013: pensiones de $ 200.000, y el mismo porcentaje anterior de acceso.

1° de julio 2013 a 30 de junio 2015: se mantiene el valor de las pensiones, y se aumenta grupo de acceso a 50%, y cada dos años sube en un 5% más, hasta llegar a un 60% en grupo de acceso.

Institucionalidad Pública



- Reforzamiento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y de la Subsecretaría de Previsión Social.



- Creación de la Superintendencia de Pensiones: se unifica el área normativa hacia este organismo para la regulación del sistema previsional civil, incluyendo ahí tanto el sistema contributivo y voluntario y el sistema de pensiones solidarias. Es la sucesora legal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones.



- Creación de un Consejo Técnico de Inversiones: recomendará al Ejecutivo la normativa sobre inversiones de los fondos de pensiones que administran las AFP.



- Creación del Instituto de Previsión Social (IPS): será responsable de la administración del Sistema de Pensiones Solidarias y de los Centros de Atención Previsional Integral que formarán parte de ese organismo. Será el sucesor del INP y administrará un sistema de información de datos previsionales.


Cabe connotar que el artículo 24 del proyecto de ley presentado por el Ejecutivo –que de acuerdo a lo expresado en el Mensaje creaba este Instituto-, quedó suprimido en la Cámara de Diputados (Primer Trámite Constitucional), al no reunir el quórum calificado necesario para su aprobación. No obstante, numerosos artículos del proyecto contemplan este Instituto.



- Creación del Instituto de Seguridad Laboral: desempeñará las funciones que hoy la ley N° 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, entrega al INP.



- Creación de una Comisión de Usuarios para cada una de las AFP y una Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones: cada una de las primeras estará integrada por dos representantes de los afiliados; un representante de los pensionados, y un académico universitario que la presidirá. La segunda estará integrada por los presidentes de las Comisiones de Usuarios de las Administradoras.


- Fondo para la Educación Previsional: se crea este Fondo administrado por la Subsecretaría de Previsión Social, para apoyar proyectos, programas, actividades y medidas de promoción, educación y difusión del sistema de pensiones. Los recursos del Fondo se constituyen, fundamentalmente, por un aporte anual de la Ley de Presupuestos, donaciones, y aportes de la Cooperación Internacional.



Los recursos del Fondo serán asignados por concursos públicos, previa propuesta del Comité de Selección que estará integrado por el Presidente de la Comisión de Usuarios, un representante de la Subsecretaría de Previsión Social y un representante del Instituto de Previsión Social. A lo menos el 60% de los recursos anuales del Fondo es para beneficiarios que no residan en la Región Metropolitana, siempre que exista un número de proyectos que cumplan con los requisitos técnicos para ello.

Equidad de Género y Afiliados Jóvenes



Todas las madres serán bonificadas monetariamente por cada hijo nacido vivo. Les será depositada en su cuenta de capitalización individual a los 65 años de edad, un aporte estatal equivalente al 10% de doce ingresos mínimos, sobre el ingreso mínimo vigente en el mes de nacimiento del hijo, con una tasa de rentabilidad real anual, desde la fecha de nacimiento del hijo y hasta los 65 años de la madre (comprende los hijos adoptivos). Beneficia a las mujeres que se pensionen a contar del 1 de julio de 2009. 



La disposición transitoria respectiva señala que las mujeres que obtengan su pensión con posterioridad a dicha fecha, tendrán derecho a la bonificación respecto de los hijos nacidos vivos o adoptados con anterioridad a esa fecha, la que se calculará aplicando el 10% sobre el ingreso mínimo vigente a la referida data y, desde esa misma fecha se comenzará a calcular el interés y la reajustabilidad respectiva.

Seguro de Invalidez y Sobrevivencia



La comisión que cobran las AFP por concepto de este seguro, en el caso de los trabajadores dependientes será de cargo del empleador, con excepción de los trabajadores jóvenes con subsidio previsional. Será fija y única para hombres y mujeres, calculada como un porcentaje de la renta imponible del afiliado. Si existe una diferencia en razón del sexo de los afiliados, entre la cotización destinada al financiamiento del seguro y la prima necesaria para financiarla, las Administradoras deberán enterar la diferencia en cada una de las cuentas de capitalización individual de aquellos afiliados que pagaron una cotización superior a dicha prima.



Licitación conjunta de las AFP para este seguro, con el objeto de obtener un precio más competitivo y de que exista más transparencia del costo del seguro. Será adjudicada a la Compañía de Seguros que presente la mejor oferta económica, pudiendo adjudicarse a más de una Compañía.

Pensión de sobreviviencia



Se permitirá pensión de sobreviviencia de la mujer al cónyuge no inválido y al padre soltero de hijos legalmente reconocidos que vivan a sus expensas. Hoy sólo es el cónyuge inválido.

Compensación Previsional por Divorcio o Nulidad



Se autoriza la división del saldo acumulado en las cuentas individuales de cada cónyuge en caso de divorcio o nulidad, de manera que el juez competente pueda ordenar una compensación por el menoscabo económico que se comprobare, pudiendo traspasarse fondos al cónyuge que correspondiere compensar.

Subsidio a Cotizaciones de Jóvenes



Se crea un subsidio estatal a las cotizaciones mensuales efectivas, durante las primeras 24 cotizaciones, continuas o discontinuas, para trabajadores entre 18 y 35 años con ingresos inferiores a 1,5 veces el ingreso mínimo. Tiene dos componentes: un subsidio al empleador equivalente a la mitad de la cotización de un ingreso mínimo y un aporte a la cuenta de capitalización individual del trabajador joven por el mismo monto.

Trabajadores Independientes



Se establecen distintos incentivos para que coticen. Tendrán los mismos deberes y derechos que los trabajadores dependientes, o sea, por ejemplo, entrarán al Sistema de Pensiones Solidarias. La entrada de los independientes al Sistema de Pensiones será obligatoria, pero gradual. Estarán afectos a cotizar tanto para pensiones como para salud. No estarán obligados a ingresar los trabajadores independientes del régimen previsional antiguo (INP), ni de Capredena o Dipreca.

Ampliación del Ahorro Previsional Voluntario



Sin perjuicio de perfeccionar el beneficio tributario existente, se crea un mecanismo de APV Colectivo, también con beneficio tributario: aporte del trabajador complementado por el empleador, para este último se le considerará gasto necesario para producir la renta. Será igual para todos los trabajadores de la empresa y se posibilita planes sin aporte del trabajador.



Asimismo, se permite un ahorro previsional voluntario, creando la figura del Afiliado Voluntario, para las personas que no cuentan, total o parcialmente, con cobertura en materia de pensiones. Permitirá a quienes desarrollan actividades no remuneradas -como las dueñas de casa-, afiliarse a una AFP y ahorrar para financiar al menos parcialmente una pensión. Estas cotizaciones del afiliado voluntario no tendrán el carácter de cotizaciones previsionales para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Además, quedarán cubiertos de los riesgos de invalidez y muerte bajo ciertos requisitos.

Modificaciones en materia de Inversiones



Se persigue establecer un marco regulatorio más flexible y adaptable, que contribuya a una óptima gestión financiera de las AFP. Para ello, los cambios principales son:



- Flexibilización de la estructura del límite de inversiones: en el régimen que se establece, la Superintendencia deberá considerar las propuestas y opiniones de un Consejo Técnico de Inversiones que se crea.



- Cada Administradora deberá constituir un Comité de Inversiones en su directorio.



- Medición de riesgos relevantes de los Fondos de Pensiones, en función de la medición del riesgo de las carteras de inversión de cada uno de ellos.



- Modificación de las funciones de la Comisión Clasificadora de Riesgo. Se simplifica la operatoria para títulos nacionales y extranjeros, y para determinados títulos de acciones nacionales se elimina la atribución que tiene esa Comisión de aprobar dichos títulos, bastando que cumplan los requisitos establecidos en la ley.



- Se autoriza un aumento gradual del porcentaje del límite de inversiones de las AFP en el extranjero, pudiendo llegar hasta un 80%. El aumento del actual 30% al 80% lo irá fijando el Banco Central, quien hoy ejerce esa atribución respecto al actual límite.

Aumento de Competencia en la

Industria de las AFP



Tiene por objeto que se reduzcan las comisiones pagadas por los afiliados a las AFP.



- Licitación anual en las AFP, para que los trabajadores que entran al Sistema por primera vez queden en la AFP que ofrezca una menor comisión a pagar por el afiliado. También podrá traspasarse a esa AFP el que ya esté en otra AFP.



- Podrán ingresar nuevos actores a la industria de las AFP.



Para ello se autoriza a entrar a los Bancos y a las Compañías de Seguros que constituyan una AFP, mediante sociedades filiales de giro exclusivo o único. A fin de que esto no tenga consecuencias indeseadas, se refuerzan las normas para prevenir conflictos de intereses en la gestión de los fondos y en la comercialización de los servicios previsionales. Con tal objeto:



- Prohibe a dichas instituciones subordinar la venta de productos o servicios propios de su giro a la afiliación, incorporación o permanencia en una AFP, de la cual el Banco es su matriz. Igualmente no podrán supeditar el otorgamiento de condiciones más favorables en razón de tales circunstancias. Además, serán sociedades especiales del Título XIII de la ley  N° 18.046, de Sociedades Anónimas, y quedan sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Pensiones.



- Prohibe invertir en instrumentos emitidos por personas relacionadas a la Administradora.



- Establece una separación de funciones comerciales entre la AFP y las que puedan desarrollar las entidades de su grupo empresarial.

Eliminación de Comisiones Fijas



Se eliminan las comisiones fijas que las AFP cobran a los afiliados, sea por depósito de cotizaciones o por transferencia de saldo de una AFP a otra. Todo ello para que no disminuyan los fondos previsionales y por ende la pensión.

Sanciones a Autoridades Públicas



Se contemplan sanciones para las autoridades públicas que incumplan el efectuar los aportes previsionales descontados de las remuneraciones de los funcionarios. Constituirá una infracción grave al principio de probidad administrativa y quienes incurran en ella caerán en la causal de cesación de funciones.



Esto incluye a los Alcaldes y también a los concejales que se desempeñen como Alcaldes suplentes.

Trabajadores de Casa Particular



La cotización previsional deberá hacerse por un ingreso mínimo o más según corresponda. Hoy en día la cotización puede ser menor, pues el ingreso mínimo para ellas es dos tercios del valor que se fija anualmente como ingreso mínimo general (vigente desde el 1 de julio de 2007: $ 144.000).

Personas afectas a regímenes administrados por el INP



- Las personas afectas a alguno de esos regímenes tendrán derecho a la Pensión Básica Solidaria (PBS), cuando no tengan derecho a pensión en algún sistema previsional, cumpliendo los requisitos que para ello se exigen a los afiliados al nuevo sistema de pensiones, y bajo ciertas condiciones también podrán percibir el Aporte Previsional Solidario (APS) por vejez.



- Quienes perciban pensión de vejez o jubilación, o pensión de viudez, a la fecha de vigencia del Título I de la ley en proyecto (Título sobre el Sistema de Pensiones Solidarias, que rige desde el 1 de julio de 2008), o que obtengan una pensión en el futuro, tendrán derecho al Aporte Previsional Solidario (APS) de vejez, cuando la pensión base que perciba sea de un monto inferior al valor de la pensión máxima con aporte solidario ( $200.000 al 1 de julio de 2012) y siempre que cumplan con los mismos requisitos que se exigen a los afiliados del nuevo sistema de pensiones.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que los siguientes artículos del proyecto de ley en informe, deben ser aprobados como normas de rango orgánico constitucional, sea porque inciden en las atribuciones del Banco Central o de la Contraloría General de la República, de acuerdo a lo establecido en los artículos 99 y 108 de la Constitución Política de la República, respectivamente, en relación a lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental: artículo 44, inciso tercero; artículo 45, número 8; artículo 79, número 29, literales iii y iv de la letra a), el nuevo inciso noveno propuesto mediante la letra b); el nuevo inciso décimo octavo propuesto por la letra f), y la letra g); número 32, las letras a) y s); número 35; y número 77, sólo en lo que respecta a las letras a) y b) del artículo 168; y artículo 85, permanentes, y los artículos transitorios trigésimo tercero, letra d), y trigésimo quinto.

Asimismo, las siguientes disposiciones de la iniciativa de ley deben ser aprobadas con quórum calificado, por cuanto regulan el ejercicio del derecho a la seguridad social, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 19, Nº 18º, de la Constitución Política de la Repúbica, en relación a lo establecido en el artículo 66, inciso tercero, de esa Carta Fundamental: artículos 1° a 32; artículo 34; artículos 64 a 70; artículo 71, inciso segundo; artículos 72 a 78; artículo 79, números 1 a 27; número 29, letras c), d), y e); número 30; número 31; número 32, letras b) a r), t) a y); número 33; número 34; y números 36 a 75; artículo 82; y artículo 86, permanentes; y los artículos transitorios primero a décimo; vigésimo; vigésimo tercero; vigésimo cuarto, incisos segundo a quinto; vigésimo sexto a trigésimo segundo; trigésimo cuarto; trigésimo sexto; trigésimo noveno, inciso segundo, y cuadragésimo. 
- - -


Durante la discusión en general del proyecto, a las sesiones celebradas por las Comisiones, unidas, concurrieron especialmente invitadas a exponer sus puntos de vista sobre el mismo, las entidades y especialistas en la materia que se indican a continuación, representadas del siguiente modo:

- El economista señor Mario Marcel, en su calidad de ex Presidente del Consejo Asesor Presidencial para la Reforma Previsional.


- La Central Unitaria de Trabajadores (CUT), encabezada por su Presidente, señor Arturo Martínez, acompañado de los integrantes del Comité Ejecutivo de dicha entidad, señoras Ana María Muñoz, Laura San Martín, Johana Salinas, Noris Quezada, Ángela Rifo, Dina Olguín y Marcela Vergara, y señores Víctor Ulloa, Etiel Moraga, Guillermo Salinas, Guillermo Sherping, José Galaz, Julio Arancibia y Daniel Vargas.

- La Asociación de Administradoras de Fondos de Pensiones, representada por su Presidente, señor Guillermo Arthur, y el Gerente, señor Francisco Margozzini.


- La Asociación de Aseguradores de Chile A.G., encabezada por su Presidente, Mikel Uriarte, el Gerente General, señor Jorge Claude, y los Directores, señores Ignacio Montes, Francisco Mozo y Andrés Tagle.


- La Central Autónoma de Trabajadores, CAT, representada por su Presidente, señor Pedro Robles, el Secretario General, señor Alfonso Pastene, y el Tesorero, señor Sergio Soto.


- El Colegio de Corredores de Seguros de Chile A.G., representada por su Gerente General, señor Guillermo Rioseco, y su Director Braulio Díaz y el Director César Rodríguez.


- La Asociación de Bancos e Instituciones Finacieras, encabezada por su Presidente, señor Hernán Somerville, y su Gerente General, señor Alejandro Alarcón. 


- La Central Unitaria de Trabajadores, Pensionados y Montepiados de Chile, representada por su Presidente, señor Juan Lamatta, el Vicepresidente, señor Gilberto Müller.


- La Unión Nacional de Pensionados de Chile, encabezada por su Presidente, señor Francisco Iturriaga, el Secretario Abogado, señor Jorge García, y el Director Nacional, señor Gustavo Jara.


- La Federación de Asociación de Funcionarios Universidad de Chile (FENAFUCH), representada por su Secretaria General, señora Cristina Tapia.


- La Agrupación de Empleados Públicos por la Reparación del daño Previsional, encabezada por su Presidenta, señora Yasmir Fariña, y acompañada por la Presidenta Metropolitana, señora Irma Moya.


- La Confederación de Funcionarios Municipales de Chile (ASEMUCH), representada por su Secretario General, señor Manuel Bravo, acompañado de la Directora Nacional, señora Myriam Vidal.

- La Federación Frente de Trabajadores de Hacienda, encabezada por su Presidente, señor Sergio Vergara, y acompañado de la Vicepresidenta, señora Marcela Serey, el Secretario General, señor Patricio Mac-Ginti, el Tesorero, Rafael Reyes, y los Directores, señores Mario De Lucas, Daniel Lillo, Cristián Arévalo, Ernesto Muñoz, señora Patricia Velásquez, la asesora periodista, señora Johanna Zúñiga, y el asesor económico, señor Oscar Domínguez.

- La Asociación de Mutuales A.G., encabezada por su Presidente, señor Rodolfo García, y el Director Ejecutivo, señor Humberto Prieto.

- La Oficina de la Organización Internacional del Trabajo para países del Cono Sur de América Latina, representada por el Especialista Principal en Seguridad Social, señor Fabio Bertranou.

- El Instituto Libertad y Desarrollo, representado por la Directora del Programa Económico, señora Rosanna Costa.

- La Fundación Chile 21, representada por su Director Ejecutivo Adjunto y Director del Programa Económico, señor Jorge Leiva.


- La Multigremial del Sur, VIII, IX y X Regiones, encabezada por su Presidente, señor Otilio Sánchez, la Presidenta Regional del Colegio de Profesores, señora Patricia García, el Presidente de los Funcionarios de la Universidad de Concepción, señor Héctor Saravia, el Presidente Regional ANEF, señor Domingo Rocha, y el Vicepresidente Regional de los Funcionarios Municipales, señor Carlos Fuentes.


- La Agrupación de Empleados Públicos Pensionados de AFP con daño Previsional, de Temuco, encabezada por su Presidenta, señora Elsa Riveros, acompañada por la Directora, señora Otilia Flores.

- La Fundación Jaime Guzmán, representada por el investigador, señor Ramón Delpiano.

- La Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud (CONFENATS), encabezada por su Presidente, señor Roberto Alarcón, acompañado de la Directora Nacional de Prensa y Difusión, señora Sandra García, el Dirigente Nacional, señor Jorge Araya, la Presidenta de la V Región, señor Gina Rossi, y el Asesor Previsional, señor Charles Torres.

- La Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS), representada por su Presidente, señor Claudio González.


- La Asociación de Administradoras de Fondos Mutuos de Chile A.G., representada por su Gerente General, señora Mónica Cavallini, la Subgerente de Desarrollo y Planificación Financiera, señora Macarena Ossa, y la abogada, señora Evelyn Aubele.

- Los Economistas e Ingenieros especialistas en la materia, señora Mónica Titze, y señores Juan Ariztía, Hernán Cheyre, y Pablo Wagner.

Asimismo, entregaron o hicieron llegar su opinión y aportes por escrito, las siguientes entidades y especialistas:


- La Confederación de la Producción y del Comercio, por intermedio de su Gerente General, señor René Muga.


- La Asociación Chilena de Municipalidades, presidida por el Alcalde, señor Rabindranath Quinteros.


- El Doctor en Economía y Profesor Titular de Economía de la Pontificia Universidad Católica, señor Salvador Valdés.


Se deja constancia de que todos los documentos acompañados por quienes concurrieron invitados a las Comisiones unidas, así como de quienes los hicieron llegar por escrito, fueron debidamente considerados por los señores Senadores integrantes de la misma, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría respectiva.

- - -

ANTECEDENTES



Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:



I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- El decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece un nuevo sistema de pensiones.


2.- La ley Nº 16.744, sobre seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.


3.- La ley Nº 17.322, que establece normas para la cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de las Instituciones de Seguridad Social.


4.- La ley Nº 18.045, Ley de Mercado de Valores.

5.- La ley Nº 18.046, Ley sobre Sociedades Anónimas.


6.- La ley Nº 18.056, que establece normas generales sobre otorgamiento de pensiones de gracia por el Presidente de la República.

7.- La ley Nº 18.091, que establece normas complementarias de incidencia presupuestaria, de personal y de administración financiera.


8.- La ley Nº 18.141, que modifica decreto ley Nº 3.501, de 1980, y otras disposiciones legales e interpreta preceptos que indica.


9.- La ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, del año 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


10.- La ley Nº 18.600, que establece normas sobre deficientes mentales.


11.- La ley Nº 18.611, sobre Fondos Nacionales de Subsidio Familiar y Pensiones Asistenciales.


12.- La ley Nº 18.695, Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior.


13.- La ley Nº 18.815, que regula Fondos de Inversión; modifica los decretos con fuerza de ley N°s 251 Y 252, ambos del Ministerio de Hacienda, de 1931 y 1960, respectivamente, y la ley Nº 18.045.


14.- La ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.


15.- La ley Nº 18.994, que crea la Oficina Nacional de Retorno.


16.- La ley Nº 19.123, que crea la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, establece pensión de reparación y otorga otros beneficios en favor de personas que señala.


17.- La ley Nº 19.234, que establece beneficios previsionales por gracia para personas exoneradas por motivos políticos en lapso que indica y autoriza al Instituto de Normalización Previsional para transigir extrajudicialmente en situaciones que señala.


18.- La ley Nº 19.403, que concede aumento extraordinario a pensiones de viudez y otras que señala.


19.- La ley Nº 19.404, que introduce modificaciones al decreto ley Nº 3.500, de 1980, y dicta normas relativas a pensiones de vejez, considerando el desempeño de trabajos pesados.


20.- La ley Nº 19.528, que introduce modificaciones a la Ley General de Bancos; al decreto ley Nº 1.097, de 1975; a la Ley Nº 18.010, y al Código de Comercio.


21.- La ley Nº 19.539, que otorga reajuste extraordinario, bonificaciones y beneficios que indica, a pensionados que señala.


22.- La ley Nº 19.553, que concede asignación de modernización y otros beneficios que indica.


23.- La ley Nº 19.582, que modifica ley Nº 19.234, que establece beneficios previsionales para exonerados por motivos políticos.


24.- La ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada.


25.- La ley Nº 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.


26.- La ley Nº 19.947, que establece nueva ley de matrimonio civil.


27.- La ley Nº 19.949, que establece un sistema de protección social para familias en situación de extrema pobreza denominado “Chile Solidario”.


28.- La ley Nº 19.953, que otorga bono extraordinario y beneficios previsionales a personas que señala, modificando el decreto ley Nº 869, de 1975 y la ley Nº 19.454.


29.- La ley Nº 19.980, que modifica la ley Nº 19.123, Ley de Reparación, ampliando o estableciendo beneficios en favor de las personas que indica.


30.- La ley Nº 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica.


31.- La ley Nº 20.128, sobre responsabilidad fiscal.


32.- La ley Nº 20.129, que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.


33.- El decreto ley Nº 824, de 1974, que aprueba texto de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


34.- El decreto ley Nº 825, de 1974, sobre impuesto a las ventas y servicios.


35.- El decreto ley N° 869, de 1975, que establece un régimen de pensiones asistenciales para inválidos y ancianos carentes de recursos.


36.- El decreto ley Nº 1.263, de 1975, Decreto Ley Orgánico de Administración Financiera del Estado.


37.- El decreto ley Nº 1.328, de 1976, que fija normas para la administración de fondos mutuos.


38.- El decreto ley Nº 2.448, de 1979, que modifica regímenes de pensiones que indica.


39.- El decreto ley Nº 3.502, de 1980, que crea el Instituto de Normalización Previsional.


40.- El decreto ley N°3.536, de 1981, que modifica y deroga las disposiciones legales que indica, con el fin de simplificar la gestión administrativa de la Superintendencia de Seguridad Social.


41.- El decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, sobre compañías de seguros, sociedades anónimas y bolsa de comercio.


42.- El decreto con fuerza de ley N° 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece régimen previsional único de asignación por muerte.


43.- El decreto con fuerza de ley Nº 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece el Estatuto Orgánico de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, su organización y atribuciones.


44.- El decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre sistema único de prestaciones familiares y sistema de subsidios de cesantía para los trabajadores de los sectores privado y público, contenidas en los decretos leyes Nºs. 307 y 603, ambos de 1974.


45.- El decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y otros cuerpos legales que indica.


46.- El decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 2.763, de 1979 y de las leyes Nºs. 18.933 y 18.469.



II. ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que dio origen a esta iniciativa legal señala, entre sus fundamentos, los siguientes:

En primer término, expresa que la protección de los ingresos en los años de vejez es el componente fundamental de un sistema de protección social. En este sentido, acota, la pensión es una retribución a los años de trabajo de una persona, y el reconocimiento del derecho a envejecer con dignidad. 


Destaca que el objetivo de esta reforma es que las personas tengan ingresos más seguros durante la vejez, para así vivir dignamente. Al final de su vida laboral, las chilenas y chilenos ya no sentirán el temor de no saber con qué ingresos contarán para cubrir sus gastos. Lo anterior, explica, considera por un lado, perfeccionar el actual sistema de capitalización individual y, por el otro, complementarlo con un Sistema de Pensiones Solidarias que cubra a quienes, por diversas razones, no logran ahorrar lo suficiente para financiar una pensión digna. 


Agrega que la reforma reconoce que todos los trabajadores contribuyen al desarrollo de nuestro país, tanto los dependientes como los independientes, permanentes, ocasionales o temporales, mujeres y hombres. Todos ellos merecen contar con un ingreso que les permita gozar de una vida digna en la vejez. 


Enfatiza que esta es una reforma que premia el ahorro y el esfuerzo personal, de modo que, aquellos que coticen más en el sistema previsional gozarán de mejores pensiones. Al mismo tiempo, es una reforma que apoya a los que se quedan atrás, porque el envejecimiento y el retiro del mercado laboral no pueden ser sinónimos de pobreza o de una brusca caída en las condiciones de vida. 


Advierte que el nuevo sistema no sólo apoyará a quienes viven en la pobreza, por cuanto la clase media también tendrá una real acogida en el sistema de pensiones, con la seguridad de que sus esfuerzos y ahorros previsionales estarán debidamente protegidos y remunerados. 


Añade que una mayor seguridad para las personas no sólo contribuye a la equidad, sino también al crecimiento, toda vez que, cuando las personas se sienten más seguras, se atreven, emprenden, innovan, llevan sus mejores ideas a la práctica y crean riqueza y prosperidad. 


En suma, puntualiza el Ejecutivo, Chile va cumplir su deber con los que han entregado toda una vida al país, esto es, nuestros adultos mayores.


A continuación, el Mensaje explica cómo los cambios demográficos, económicos y sociales, inciden en los resultados previsionales.


En primer término, señala que el régimen de pensiones creado por el decreto ley N° 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, significó una profunda transformación del sistema previsional chileno, reemplazando un régimen público de beneficio definido, por uno de contribución definida y de capitalización individual, con administradores privados y regulación del Estado. Este último, además, asumió, subsidiariamente, la preocupación por la pobreza en la vejez, mediante el otorgamiento de pensiones asistenciales focalizadas y pensiones mínimas garantizadas.


Añade que en este nuevo diseño se proyectó que, para los trabajadores que fueran capaces de contribuir sistemáticamente a lo largo de toda su vida laboral, sus pensiones serían similares a sus ingresos en actividad, indexadas a la inflación. Adicionalmente, al existir una cotización sustancialmente menor respecto del sistema antiguo, ello permitiría incrementar el ingreso líquido del trabajador y reducir el costo de la mano de obra para los empleadores lo que, sumado al mayor control sobre los ahorros acumulados, incentivaría el empleo, la formalidad y la contribución de los trabajadores independientes. Por otra parte, al financiarse las pensiones con los ahorros de los propios trabajadores, el Estado se vería liberado de sus compromisos financieros para poder concentrar su aporte en los pensionados de menores ingresos.


Sin embargo, advierte el Ejecutivo, para que tales expectativas pudieran alcanzarse, era necesario que el sistema se comportara de acuerdo a ciertos supuestos, entre los cuales, menciona los siguientes: que los trabajadores dependientes e independientes percibieran un incentivo adicional a cotizar por la posibilidad de vigilar y ser propietarios de sus fondos de capitalización; que los trabajadores cotizaran en su vida laboral por la totalidad de sus sueldos hasta un tope de 60 unidades de fomento (UF), con interrupciones sólo por desempleo; que los trabajadores de menores ingresos cotizaran, al menos, 240 meses a lo largo de su vida laboral, accediendo con ello a la garantía estatal de pensión mínima; y, que las mujeres que se desempeñaran fundamentalmente como dueñas de casa participaran en los ingresos familiares durante su vejez, así como lo habrían hecho durante los años previos.


Agrega que, si bien el sistema aún no ha alcanzado su plena madurez, la evidencia acumulada muestra que para los trabajadores cuyas trayectorias laborales cumplen con los supuestos señalados, el nuevo sistema generará buenas pensiones. Sin embargo, advierte, una parte importante de los trabajadores del país no ha logrado cotizar con la constancia requerida por dicho sistema, razón por la cual una fracción mayoritaria de los trabajadores obtendrá pensiones significativamente más bajas que sus remuneraciones, y no es evidente que esta situación pueda ser subsanable mediante transferencias intrafamiliares o con el apoyo subsidiario del Estado. Además, muchos de ellos cotizarán menos de 240 meses a lo largo de su vida activa y, por tanto, no serán beneficiarios de una pensión mínima garantizada por el Estado.


Explica que los resultados alcanzados por el sistema previsional y su proyección en el futuro, se relacionan estrechamente con la naturaleza de los cambios registrados en los últimos 25 años, en aspectos demográficos, económicos y sociales. En efecto, puntualiza, por una parte, las expectativas de vida han aumentado, y, por la otra, se ha postergado la edad de entrada al mercado del trabajo remunerado, reduciéndose así la extensión del período de acumulación en relación al período de desacumulación de los ahorros previsionales. Al mismo tiempo, si bien se ha elevado la participación de la mujer en el mercado del trabajo, ésta se caracteriza por una inserción laboral más inestable que la del hombre, lo que ha afectado su capacidad para acumular fondos previsionales.


Por su parte, agrega, el mercado del trabajo ha registrado una alta rotación laboral, mayor a la esperada, con aumento de los contratos de trabajo a plazo y de jornada parcial y disminución de los de carácter indefinido. Lo anterior, junto con la creciente reticencia de los trabajadores independientes a cotizar, ha derivado en densidades de cotización menores a lo esperado.


En definitiva, concluye el Ejecutivo, dichas transformaciones han alterado significativamente el supuesto central en el que se basaron las predicciones iniciales, esto es, el de una fuerza laboral compuesta mayoritariamente por hombres jefes de hogar, con contratos de trabajo indefinidos y que cotizan en forma continua a lo largo de su vida activa. Es más, tal supuesto se ha vuelto cada vez menos representativo de la realidad del país y lo será aún menos en el futuro. Enfatiza que, con ello, surge la necesidad de perfeccionar el sistema previsional para responder a las necesidades del conjunto de la población.


Enseguida, el Mensaje explica la necesidad de reformar el actual sistema de previsión social.

Al respecto, señala que el sistema de pensiones chileno opera financieramente como un sistema mixto, pues está compuesto por el régimen de capitalización individual, y por el Estado. Este último, recalca, no sólo cumple el rol de garante y regulador del sistema administrado por el sector privado, sino que también el de proporcionar pensiones asistenciales no contributivas.


Añade que es posible afirmar que el régimen de capitalización individual ha funcionado de acuerdo con lo previsto, cuando las cotizaciones de los trabajadores dependientes, con empleos estables, se han efectuado con regularidad a lo largo de toda su vida laboral. 


Sin embargo, advierte el Ejecutivo, para la mayoría de la población la situación será distinta a la señalada. Además, es restringido el grupo de personas que podrán acceder a una pensión mínima garantizada por el Estado y, quienes no logren reunir los requisitos para obtener dicho beneficio, sólo podrán optar a una pensión asistencial o bien quedarán excluidos de la cobertura del sistema. 


Para graficar lo expuesto, el Mensaje presenta a continuación un análisis estadístico sobre la materia.


En primer lugar, expresa que la información disponible de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones y del Instituto de Normalización Previsional muestra que, durante el año 2005, los cotizantes a los diversos sistemas de pensiones civiles vigentes en el país, representaban un 65,9% de los trabajadores ocupados, y un 61,3% de la fuerza de trabajo total. 


Si bien dicha cobertura es superior en alrededor de diez puntos porcentuales respecto de la observada en 1980, el año previo a la reforma, ésta resultó similar a la registrada a mediados de los setenta, y ello se debe a que los niveles de cobertura entre los trabajadores independientes son mínimos e, incluso, se han reducido con el transcurso del tiempo.


Al analizar la cobertura ocupacional por dependencia del trabajador, se observa una gran diferencia entre trabajadores dependientes e independientes.

A su vez, la densidad de cotización por categoría ocupacional, presenta importantes diferencias entre trabajadores dependientes e independientes. En efecto, la Encuesta de Protección Social del año 2002 muestra que, para estos últimos, del total de meses trabajados en condición de independientes, sólo el 28% del tiempo realizaron cotizaciones previsionales, y que entre quienes se han desempeñado como trabajadores independientes por más del 50% de su vida laboral, el 70% de ellos presenta una densidad de cotización por debajo del 50%.


Por otra parte, la cobertura de beneficios -medida como el número de personas que perciben una pensión en proporción a la población mayor a la edad de jubilación-, entrega una visión general del número de pensiones pagadas en el sistema de pensiones, incluyendo tanto el sector contributivo como el no contributivo.


En efecto, acota el Ejecutivo, según la información disponible proporcionada por la Encuesta de Caracterización Socioeconómica (CASEN), la cobertura agregada del sistema de pensiones entre la población mayor de 65 años de edad, se ha mantenido en torno al 76% entre los años 1992 y 2003. Sin embargo, las pensiones de carácter contributivo han disminuido su cobertura, siendo reemplazadas por las pensiones no contributivas (PASIS) de 7,7% a 18,6% en el mismo período.


Adicionalmente, las proyecciones disponibles muestran que, del total de la población adulta mayor, el grupo cubierto por una pensión contributiva se reduciría de 65% en la actualidad a alrededor de 50% en el año 2020, y que alrededor de un 60% de los pensionados del sistema de AFP, obtendrá una pensión igual o inferior a la pensión mínima garantizada por el Estado. Por su parte, proyecciones de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones (SAFP), muestran que el 46% del flujo anual de nuevos pensionados del sistema de AFP, entre los años 2020 y 2025, tendrá una pensión inferior a la mínima y no tendrá acceso a la Garantía Estatal, y que este grupo estará mayoritariamente compuesto por mujeres, representando un 65% de dicho total.


Finalmente a este respecto, el Ejecutivo hace presente que los sistemas previsionales, por su propia naturaleza, se sitúan en una dimensión de largo plazo, y sus potencialidades de perfeccionamiento pueden detectarse mucho antes de que se generen problemas cuyos efectos se amplíen y se vuelvan difíciles de controlar. Advierte que, si bien el régimen de capitalización individual ha sido modificado en numerosas oportunidades durante los últimos 25 años, hay importantes desafíos aún pendientes, y ello se explica, en parte, por la vigencia de una inadecuada institucionalidad del sistema, que carece de capacidad de conducción y coordinación de políticas para adaptarse oportunamente a los cambios.


A continuación, el Mensaje explica cómo los factores institucionales son condicionantes de los resultados del sistema.

Sobre el particular señala que, desde el punto de vista institucional, el sistema de pensiones presenta tres ámbitos de funciones o roles, cuales son, el político, el normativo y el de administración. En todos ellos, enfatiza, se presentan oportunidades para realizar mejoramientos. 


En cuanto al rol político, sostiene que, si bien éste recae en el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, por intermedio de la Subsecretaría de Previsión Social, ésta última presenta debilidades institucionales.


En el campo regulatorio, por otra parte, se presenta una dispersión institucional, por el gran número de funciones ejecutivas, normativas y de regulación de los distintos regímenes que lo integran. Así, por ejemplo, intervienen directamente la Subsecretaría de Previsión Social, la Superintendencia de Seguridad Social (SUSESO), la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones (SAFP), y la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS).


Respecto de dicha entidades, el Ejecutivo acota que la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones (SAFP), supervisa el funcionamiento de las AFP en la prestación de sus servicios y en la administración de los fondos; regula su funcionamiento, recibe reclamos y consultas del público, administra el Seguro de Cesantía y realiza estudios especiales; la Superintendencia de Seguridad Social (SUSESO), por su parte, tiene responsabilidades de regulación y reglamentación sobre variados componentes del sistema de seguridad social; y, la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS), en tanto, regula a las compañías de seguro que participan en el sistema con el otorgamiento de rentas vitalicias a los pensionados y en la regulación de otras entidades financieras que participan del subsistema de ahorro previsional voluntario.


Agrega que, tal dispersión institucional, también se manifiesta en el ámbito de la administración de los beneficios asociados. En efecto, acota, las instituciones que intervienen en este ámbito son las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP), el Instituto de Normalización Previsional (INP), la Tesorería General de la República, el Ministerio de Planificación (MIDEPLAN), las intendencias y las municipalidades.


A este respecto, puntualiza que el Instituto de Normalización Previsional (INP) administra los beneficios del antiguo sistema, recauda cotizaciones para otras instituciones públicas y administra la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales para sus afiliados. Asimismo, la Pensión Asistencial (PASIS) es pagada por el INP, con el concurso de los gobiernos regionales, los municipios y MIDEPLAN. La Pensión Mínima Garantizada, en tanto, es administrada por las AFP, correspondiéndole al sector público una función esencialmente de tesorería. 


A lo anterior, previene el Ejecutivo, se agrega la inexistencia de información consolidada del sector, pues si bien existen sistemas públicos que la proporcionan, ésta sólo está disponible a nivel agregado y no por afiliados. La excepción a ello, apunta, ha sido la implementación de la Encuesta de Protección Social (EPS), realizada en los años 2002 y 2004, y que ha permitido realizar un seguimiento de la situación previsional de una cohorte representativa del sistema en su conjunto. Sin embargo, advierte, aún se requieren esfuerzos sistemáticos para implementar un sistema de información básico, que permita compartir antecedentes con otras bases de datos y registros administrativos existentes. Ello es también indispensable para apoyar el diseño de políticas previsionales y sociales, y para enfrentar los desafíos asociados con el monitoreo y evaluación permanente de los resultados de la actual reforma.


Por otra parte, en la institucionalidad vigente no existe instancia en que los afiliados puedan expresarse, más allá de los canales administrativos comunes al sector público o del procesamiento de reclamos. 


Finalmente, el Mensaje hace referencia a los contenidos del proyecto de ley en informe.


Al respecto, destaca que esta reforma es fruto de un diagnóstico profundo y de múltiples consultas con la ciudadanía. Explica que la primera medida del proceso de reforma fue constituir el Consejo Asesor Presidencial para la Reforma Previsional, el cual, como parte de su mandato, realizó un amplio proceso de audiencias ciudadanas, en las que participaron todos los actores relevantes, esto es, organizaciones de trabajadores y de pensionados, agrupaciones de mujeres, representantes del mundo empresarial, expertos de organismos internacionales y de centros de estudios nacionales. La misión del Consejo fue elaborar recomendaciones que sirvieran de base para el diseño de un sistema de pensiones que entregue protección social efectiva a toda la población, refuerce el carácter solidario del sistema, amplíe la cobertura y supere las discriminaciones de género que persisten en la actualidad. Este trabajo se cumplió con pleno éxito y se constituyó en una estructura sólida para la elaboración del proyecto de reforma previsional.


Agrega que, una vez terminado el trabajo del Consejo, se constituyó el Comité de Ministros para la Reforma Previsional, a fin de consolidar la propuesta solicitada por la Primera Mandataria. Terminada esta etapa, concluye el Ejecutivo, ha sido posible presentar al país un proyecto de reforma previsional.


A continuación, el Mensaje describe los contenidos fundamentales del proyecto de ley y, entre ellos, destaca las siguientes materias: sistemas de pensiones solidarias: cuyos principales beneficios son la pensión básica solidaria (PBS) y el aporte previsional solidario (APS); institucionalidad pública para el sistema de previsión social; equidad de género y afiliados jóvenes; bonificación por hijo para las mujeres; separación del seguro de invalidez y sobrevivencia entre hombres y mujeres; compensación económica en materia previsional en caso de divorcio o nulidad de matrimonio; cotización voluntaria; pensión de sobrevivencia de la mujer al cónyuge hombre no inválido; uniformidad de la cobertura del seguro de invalidez y sobrevivencia; subsidio a las cotizaciones de los trabajadores jóvenes; obligación de cotizar para los trabajadores independientes; modificaciones en materia de beneficios previsionales: asesoría previsional y otros perfeccionamientos en materia de pensiones; ampliación del ahorro previsional voluntario: ahorro previsional voluntario colectivo (APVC), ampliación del beneficio tributario, y afiliados voluntarios; modificaciones en el ámbito de las inversiones: flexibilización de la estructura de límites de inversiones; modificación al límite de inversión en el extranjero; mayor responsabilidad de las Administradoras en la gestión de las inversiones; establecimiento de mediciones de riesgo relevantes; modificaciones a las funciones de la Comisión Clasificadora de Riesgo; y otras propuestas relacionadas con la regulación de las inversiones; seguro de invalidez y sobrevivencia: licitación del seguro realizada por todas las Administradoras en conjunto.


Contempla también modificaciones en materia de competencia: licitación para la administración de cuentas de capitalización individual; ingreso de nuevos actores a la industria de AFP; y modificaciones a la estructura de las comisiones cobradas por las AFP; normas sobre responsabilidad de alcaldes y otras autoridades, respecto del integro de las cotizaciones de sus funcionarios; normas sobre equiparación de la renta mínima imponible para trabajadores de casa particular; normas sobre financiamiento fiscal, y, por último, un conjunto de disposiciones transitorias relativas a la implementación y aplicación de algunas de las materias precedentemente señaladas.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL



Al iniciarse el estudio de esta iniciativa de ley, el señor Ministro de Hacienda reiteró los fundamentos expresados en el Mensaje Presidencial, destacando la envergadura del proyecto en análisis y su trascendencia para nuestro país.


Acompañó su exposición con un documento en power point, en el que se presentan las principales características de la reforma previsional propuesta.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


Explicó que la iniciativa aborda significativas transformaciones al régimen previsional vigente, destacando, entre ellas, las referidas a las siguientes diez materias:


  1.- Sistema de Pensiones Solidarias (SPS).


  2.- Nueva institucionalidad.


  3.- Participación ciudadana.


  4.- Equidad de género.


  5.- Mayor cobertura para trabajadores independientes.


  6.- Mayor cobertura para trabajadores jóvenes.


  7.- Mayor competencia y menores costos en el sistema de AFP.


  8.- Mayor rentabilidad de los fondos de pensiones.


  9.- Fomento al Ahorro Previsional Voluntario.


10.- Compromisos fiscales.

Enseguida, desarrolló cada una de dichas áreas.


1.- En lo que respecta al Sistema de Pensiones Solidarias (SPS), señaló que sus principales beneficios serán la Pensión Básica Solidaria (PBS) y el Aporte Previsional Solidario (APS), a los que accederán hombres y mujeres a partir de los 65 años de edad.

El Sistema de Pensiones Solidarias entregará beneficios de vejez e invalidez de manera integrada a los cotizantes del sistema de capitalización individual, reemplazará a las pensiones asistenciales (PASIS) y, gradualmente, al programa de pensión mínima garantizada. También tendrán acceso a estas prestaciones, los pensionados y trabajadores activos imponentes del Instituto de Normalización Previsional (INP). 


La Pensión Básica Solidaria, en tanto, comenzará a regir el 1 de julio de 2008, con un valor de $ 60.000. El 1 de julio de 2009, alcanzará su valor en régimen de $ 75.000.


La Pensión Máxima que contará con un aporte solidario (PMAS), inicialmente será de $ 60.000, hasta llegar a $ 200.000 en el año 2012.


Agregó que, en los primeros años, las pensiones solidarias se concentrarán en los pensionados de menores ingresos, para ir gradualmente alcanzando a las personas que integren un grupo familiar perteneciente al 60% más pobre de la población.


En el año 2010, enfatizó, se estima que existirán más de 800 mil beneficiarios de Sistema de Pensiones Solidarias. En régimen, en el año 2017, los beneficiarios alcanzarán a un millón y medio de personas.


En consecuencia, acotó, se proyecta un tránsito desde el sistema actual -que entrega beneficios contributivos, garantías estatales y beneficios asistenciales de manera desintegrada-, hacia un sistema reformado e integral, que articula un mecanismo de pensiones solidarias no contributivo con un sistema de beneficios contributivos, obligatorios y voluntarios.

Finalmente, sobre este punto recordó que en la Cámara de Diputados se incluyó una excepción al cómputo del requisito de residencia para el acceso a la Pensión Básica Solidaria de vejez en el caso de aquellos chilenos carentes de recursos. En efecto, el requisito para acceder a dicha Pensión Básica Solidaria se modifica en lo que respecta al cumplimiento de los 20 años de residencia, toda vez que estos se computarán desde la fecha de nacimiento y no a partir de la edad laboral -20 años de edad-, como es la regla general. 


Asimismo, se aprobó que, con la información de las personas que fueron atendidas como exiliadas por la ex Oficina Nacional de Retorno, se acredite el período de tiempo en el exilio para efectos del cumplimiento del requisito de residencia. 


2.- En cuanto a la nueva institucionalidad anunciada, señaló que ésta reconoce el carácter integral de la reforma, permitiendo otorgar eficientemente los nuevos beneficios y fortalecer sus distintos roles en la formulación de políticas, en el ámbito normativo y de control, y en la administración y entrega de beneficios.

Respecto a la formulación de políticas, expresó que se refuerzan las facultades del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y de la Subsecretaría de Previsión Social para la supervisión, planificación y conducción del sistema, así como de promoción, difusión y educación. 


Se crea el Fondo de Educación Previsional (FEP), a cargo de la Subsecretaría de Previsión Social, destinado a desarrollar iniciativas de promoción, difusión y educación del sistema previsional, mediante un mecanismo concursable. Recordó que, en relación al FEP, en la Cámara de Diputados se acordó establecer que, al menos un 60% de los fondos, deberá destinarse a beneficiarios de regiones, siempre que exista un número suficiente de éstos que cumplan con los requisitos técnicos que se establezcan.

El aspecto normativo y de control se unifica en una nueva institución pública, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), a cargo de la regulación del sistema previsional civil, incluyendo los regímenes solidario, contributivo y voluntario. También se crea un Consejo Técnico de Inversiones, el que recomendará a la SUPEN la normativa específica sobre inversiones de los fondos administrados por las AFP.


En cuanto a la administración y entrega de beneficios, señaló que se crea el Instituto de Previsión Social (IPS), responsable de la administración del Sistema de Pensiones Solidarias, de los regímenes previsionales que administra el INP, y de los Centros de Atención Previsional Integral. Explicó que estos Centros están destinados a prestar servicios de tramitación en materias previsionales, en el ámbito contributivo y no contributivo, así como también garantizar la prestación de servicios esenciales de información para todos los usuarios, en forma imparcial y sin conflictos de interés de por medio.


En la Cámara de Diputados, respecto de los gastos de administración, se acordó que el Instituto de Previsión Social (IPS) participe en el financiamiento de las Comisiones Médicas, en proporción al número de personas que soliciten Pensión Básica Solidaria de Invalidez. 


Para la declaración y no pago de cotizaciones, en la Cámara de Diputados se acordó que si el empleador no ha acreditado la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones, se entenderá reconocida la existencia de cotizaciones impagas. Reconocida la deuda, las Administradoras informarán a la Tesorería General de la República los montos, reajustes e intereses impagos para que ésta retenga dichas cantidades de la devolución de impuestos a la renta y de cualquier otra devolución o crédito fiscal al empleador. Asimismo, los empleadores que se mantengan morosos no podrán percibir recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo.


3.- En materia de participación ciudadana, explicó que se promoverá la participación en el sistema de pensiones, para lo cual se crearán las denominadas Comisiones de Usuarios, las que estarán facultadas para conocer y ser informadas por la Subsecretaría de Previsión Social, la Superintendencia de Pensiones, la Administradora de Fondos de Pensiones respectiva, y el Instituto de Previsión Social, según corresponda, de las siguientes materias:

- Medidas, instrumentos y procedimientos destinados al cumplimiento de las obligaciones establecidas en la ley para las instituciones públicas y privadas del Sistema de Pensiones.


- Cumplimiento por parte de las AFP de la normativa sobre información a los cotizantes en materia de rentabilidad de comisiones.


- Proceso de licitación del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia.


- Proceso de licitación para la administración de cuentas de capitalización individual, y,


- Estrategias de educación y difusión que se implementen para el sistema previsional, así como la asignación de los recursos del Fondo para la Educación Previsional.


A su vez, la SUPEN deberá remitir anualmente a las Comisiones de Usuarios un informe por cada Administradora, respecto de los procesos de fiscalización realizados durante el año calendario anterior.


4.- En materia de equidad de género, destacó que las mujeres serán las principales beneficiarias del Sistema de Pensiones Solidarias, por cuanto se estima que más de un 60% de dichas pensiones serán recibidas por las mujeres. Además, se otorgará un bono por cada hijo nacido vivo, equivalente a doce meses de cotizaciones previsionales calculadas al 10% sobre un salario mínimo. Apuntó que en la Cámara de Diputados se acordó que el bono se capitalizará anualmente, utilizando una tasa de interés equivalente a la rentabilidad real anual promedio de todos los fondos tipo C de las Administradoras de Fondos de Pensiones.


Por otra parte, se aumentará el aporte a las cuentas de capitalización de las mujeres producto de la separación por género del seguro de invalidez y sobrevivencia.


Finalmente, se incluirá como beneficiario de pensión de sobrevivencia generada por la mujer a su cónyuge hombre, y se autorizará la división del saldo acumulado en las cuentas individuales de cada cónyuge en caso de divorcio o nulidad.


5.- En lo relativo a la mayor cobertura para los trabajadores independientes, indicó que ello contempla igualar su situación de derechos y obligaciones previsionales respecto de los trabajadores dependientes.


Asimismo, los trabajadores independientes tendrán acceso a todos los beneficios del Sistema de Pensiones Solidarias, a la Asignación Familiar y podrán afiliarse a las Cajas de Compensación, siempre que se encuentren al día en el pago de sus cotizaciones previsionales. 


Destacó que la afiliación obligatoria se alcanzará en forma gradual, de acuerdo a las siguientes fases de implementación proyectadas:


Durante los años 1, 2 y 3: realización de un activo proceso de educación previsional.


Durante los años 4, 5 y 6: obligación de cotizar, salvo que en forma expresa se manifieste lo contrario, por un 40%, 70% y 100% de la renta imponible, respectivamente en cada año.


Durante los años 7, 8 y 9: cotizaciones obligatorias sobre el total de la renta imponible.


Año 10: se incorpora la obligación de cotización para salud.


6.- En lo referente a la mayor cobertura para trabajadores jóvenes, destacó la creación de un subsidio a las cotizaciones efectivas, para las primeras 24 cotizaciones -continuas o discontinuas-, de los trabajadores jóvenes, entre 18 y 35 años, de ingresos inferiores a 1,5 veces el ingreso mínimo mensual.


Explicó que este subsidio estará constituido por dos tipos de aportes:


- Un subsidio a la contratación, equivalente a un 50% de la cotización de un ingreso mínimo, y


- Un aporte directo a la cuenta de capitalización individual por un monto similar.


Agregó que los trabajadores jóvenes que perciban el ingreso mínimo, alcanzarán una cotización total equivalente al 15% de su remuneración y un incentivo a la contratación de un 5% de la misma. Recalcó que, para un joven que pasa a la formalidad, esto implica un aumento en su pensión mensual de $ 26.000.


Enfatizó que se estima que, para el año 2009, existirán alrededor de 300 mil beneficiarios de este subsidio.


Lo anterior permitirá alcanzar los objetivos de fomento del empleo juvenil, mayor formalización y aumento de la cobertura y de los fondos previsionales de los trabajadores jóvenes.

7.- En materia de mayor competencia y menores costos en el sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones, destacó las siguientes innovaciones:


En primer término, la licitación de los nuevos afiliados. Al respecto, explicó que los nuevos trabajadores serán asignados, por hasta 18 meses, a la AFP que ofrezca la menor comisión en la licitación. Adicionalmente, el proyecto establece causales que permiten la salida de estos afiliados en forma previa al término del período licitado, en caso que se produzcan situaciones que impliquen riesgos para los Fondos administrados o algún perjuicio para los afiliados, en cuanto a precios o rentabilidad de la AFP adjudicataria en relación al resto de las Administradoras. 


Por otra parte, se autoriza la creación de AFP como filiales bancarias, manteniendo el giro exclusivo, prohibiendo la realización de ventas atadas y el compartir sucursales.


Además, en la Cámara de Diputados se acordó permitir que las Compañías de Seguros constituyan filiales AFP, siéndoles aplicables a éstas las mismas restricciones en materia de conflictos de interés que se establecen para los bancos.


De igual manera, se acordó aumentar las facultades de fiscalización y sancionatorias de la SUPEN, mediante la figura del “Inspector Delegado”, con el objetivo de resguardar la seguridad de los fondos de pensiones ante los eventos que los pongan en riesgo. 


Adicionalmente, se acordó que cuando se acredite que una AFP haya causado un perjuicio al afiliado en su cuenta de capitalización individual, en materia de rentabilidad, con ocasión del no cumplimiento oportuno de las obligaciones que le asisten o de instrucciones dadas por el afiliado, la SUPEN podrá ordenar a la AFP compensar al afiliado.


En materia de subcontratación de funciones, se refuerzan las facultades de fiscalización de la Superintendencia sobre actividades subcontratadas, de modo que dicho organismo pueda autorizar por norma general una mayor subcontratación de servicios por parte de las AFP.


Al respecto, en la Cámara de Diputados se acordó que, a lo menos, las AFP puedan subcontratar los siguientes servicios: servicios de información y atención de consultas referidas al funcionamiento del sistema de pensiones; la recepción de solicitudes de pensión y su remisión a la AFP para el trámite correspondiente; y, la recepción y transmisión de la información de las ofertas de rentas vitalicias de las Compañías de Seguros de Vida, los montos de retiro programado calculados por la AFP, y los montos mensuales de pensión ofrecidos.


Asimismo, se contempla la eliminación de comisiones fijas por cotización, retiros y por transferencia de saldo.


En otro orden, se propone separar la administración del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia (SIS). Al respecto, se contempla licitación del SIS para todos los afiliados, independiente de la AFP en la que se encuentren, para identificar con claridad y transparencia el costo del SIS versus el de administración de las AFP, e informar el cobro del seguro por separado entre hombres y mujeres. En la Cámara de Diputados se acordó que, en el caso de trabajadores dependientes, sus empleadores pagarán la prima de este Seguro.


En lo relativo a conflictos de interés, se establece la incompatibilidad de la función comercial de la AFP con las del grupo al que pertenezca, prohibiéndose realizar descuentos en el pago de obligaciones con entidades del grupo e invertir Fondos de Pensiones en instrumentos emitidos por personas relacionadas con la AFP.


Al respecto, la Cámara de Diputados reforzó la prohibición de compartir directores entre AFP y otras entidades del ámbito financiero, eliminando la excepción que actualmente considera el decreto ley Nº 3.500, de 1980, para estos efectos.


8.- En cuanto a la mayor rentabilidad de los fondos de pensiones, señaló que se amplían las alternativas de inversión en Chile y en el exterior, lo que permitirá alcanzar mejores pensiones para los afiliados a las AFP.


Destacó que un 1% de rentabilidad durante la vida laboral activa, aumenta en un 20% el monto de la pensión.


Por otra parte, se establece un régimen de inversión de los Fondos de Pensiones que se emitirá por norma de la SUPEN.


Asimismo, se mantienen en la ley los cinco límites por instrumentos, más los límites por emisor relacionados al control, esto es: estatales con límites vigentes; renta variable de multifondos, con límites vigentes más un 5% para el Fondo E; límite extranjero y límites por Fondo; límite para la inversión en moneda extranjera no cubierta (se amplían límites actuales); y, límite global para instrumentos de mayor riesgo (10% - 20%).


9.- En materia de fomento al ahorro previsional voluntario, anotó las siguientes innovaciones:


En cuanto al Ahorro Previsional Voluntario Colectivo (APVC), se crea un mecanismo en el cual los ahorros realizados por los trabajadores son complementados por sus respectivos empleadores. Lo anterior, se establece por acuerdos entre cada empresa y sus trabajadores y siempre que concurra una proporción mínima de ellos. Los planes acordados no podrán discriminar entre trabajadores de una misma empresa, y, además, generan un derecho de propiedad del trabajador sobre sus propios aportes y sobre los realizados en su beneficio por el empleador, sujeto a una permanencia mínima en la empresa.


Por otra parte, se crea la figura del afiliado voluntario, cuyo objeto es ampliar la cobertura del sistema de pensiones a todos quienes realizan actividades no remuneradas.


Por último, en este ámbito, la Cámara de Diputados acordó que quienes no se favorezcan del beneficio tributario del APV, y destinen todo o parte del saldo de cotizaciones voluntarias o depósitos de ahorro previsional voluntario (o colectivo), a adelantar o incrementar su pensión, tendrán derecho, al momento de pensionarse, a una bonificación equivalente al 15% del monto ahorrado con un tope anual de 6 unidades tributarias mensuales. Con ello se beneficiará especialmente a los sectores de ingresos bajos y de clase media.


10.- En lo que a compromisos fiscales respecta, sostuvo que se velará por la transparencia y sostenibilidad del sistema de pensiones, mediante el diseño de un régimen presupuestario que dé cuenta de los compromisos fiscales, transitorios y permanentes, con el sistema previsional.


Agregó que, producto de la disciplina fiscal y de la aplicación rigurosa de la regla de superávit estructural, es posible financiar adecuadamente la Reforma Previsional. 


Asimismo, a partir de la promulgación de la Ley de Responsabilidad Fiscal, se ha creado el Fondo de Reserva de Pensiones, para hacer frente a los compromisos previsionales futuros.


Finalmente, el Secretario de Estado concluyó su intervención reiterando la importancia de la reforma en proyecto, destacando el gran paso que significa para Chile y su sistema de seguridad social.


A continuación, expuso el señor Mario Marcel, quien fuera el Presidente del Consejo Asesor Presidencial para la Reforma Previsional.


Acompañó su intervención con un documento en power point, en el que explica los aspectos más relevantes de la reforma previsional.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Inició su exposición destacando que el proyecto de ley en informe marca un hito en el sistema previsional chileno, no sólo porque se hace cargo de la nueva realidad demográfica de nuestro país, sino porque, además, aborda una materia de innegable sensibilidad social.


Destacó, entre los objetivos propios de un sistema de pensiones, los siguientes:


- Amortiguar los ingresos: lo que significa alcanzar una tasa de reemplazo entre el 45%, que es el mínimo recomendado por la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y el 80%, que es el porcentaje al que se aspira en diversos países.


- Prevenir riesgo de pobreza en la vejez.


- No discriminar a grupos de afiliados por atributos exógenos, fuera de su control.


- Reducir la inseguridad en cuanto a los beneficios incorporados a las expectativas de los afiliados.


- En materia de eficiencia, minimizar los costos fiscales y los de los afiliados.


Enseguida, describió la situación actual de nuestro país en razón de los parámetros anteriormente enunciados:


En lo relativo a la amortiguación de ingresos, señaló que la tasa de reemplazo promedio proyectada es de un 44%, registrando, además, una alta varianza.


En cuanto a la prevención de la pobreza en la vejez, el 46% de los pensionados del régimen de capitalización individual obtendrán pensiones inferiores a la mínima. Se observa, entonces, un sistema no contributivo restringido y débilmente integrado al pilar contributivo.


Respecto a la equidad, es posible señalar que la rentabilidad de los fondos de los afiliados de bajos ingresos es la mitad de la de altos ingresos. Asimismo, dos tercios de las mujeres obtendrán pensiones inferiores a la mínima.


En relación a la seguridad, los chilenos manifiestan un alto grado de inseguridad económica. También se verifica un desconocimiento y desinformación en temas previsionales. Los estudios de opinión revelan que muchos chilenos prefieren no pensar en el tema, y otros, en tanto, esperan un negocio exitoso. Las familias no podrán cubrir insuficiencias del sistema previsional.


En materia de eficiencia, se registran los siguientes datos: rentabilidad bruta promedio de 25 años: 7%; rentabilidad bruta de los últimos 10 años: 6%; rentabilidad neta de comisiones: entre 4,5% y 6,5%; y, TIR previsional: alrededor de 4%.


Dentro de este contexto, manifestó, debe considerarse el actual mercado del trabajo, en el que se verifican realidades laborales emergentes tales como los empleos de temporada, los empleos de jornada parcial, participación laboral femenina, rotación laboral y, además, historias laborales complejas. A ello se suma una transformación demográfica que revela que el porcentaje de adultos mayores en la población total, alcanza al día de hoy a un 12%, en tanto que se espera que al año 2050 dicha proporción alcance al 35%.


Explicó que el sistema previsional chileno fue pensado para una realidad laboral de fuerza de trabajo constituida por hombres, jefes de hogar, empleados a jornada completa, con contratos indefinidos, que hoy no es representativa de la masa laboral del país.


A partir de este concepto, agregó, se diseñó un sistema centrado en un régimen contributivo con beneficios subsidiarios del Estado débilmente integrados. Ese sistema, acotó, no será capaz de resolver las necesidades de una mayoría de los chilenos al alcanzar la vejez. 


La reforma de 1981 no cambió el mercado del trabajo como se pensaba, pero transformaciones en el mercado del trabajo sí condicionan la eficacia del régimen de capitalización individual. Consecuencialmente, añadió, se hace necesario proyectar el sistema de pensiones, más allá del régimen de capitalización individual.


Destacó que lo anterior demuestra la necesidad de una reforma en esta materia. Agregó que, si bien el sistema previsional no está en crisis, evidencia importantes deficiencias en su capacidad para generar pensiones futuras para segmentos importantes de la población que no han tenido capacidad de contribuir regularmente a sus fondos.


Añadió que la sola rentabilidad de los fondos no es solución a este problema, pues para que la rentabilidad contribuya a generar mayores pensiones es necesario que, en primer lugar, existan contribuciones. Esta es una realidad percibida por la ciudadanía, que revela altos niveles de inseguridad respecto de su futuro y desconfianza hacia la institución de las Administradoras de Fondos de Pensiones, y, es por ello que, cada vez que se llama la atención sobre el sistema y se perciben deficiencias, surge un problema de legitimidad.


A partir de lo anterior, acotó, entre las metas propuestas para una reforma previsional, podrían mencionarse: minimizar el riesgo de pobreza; aumentar la tasa de reemplazo; reducir la varianza de la tasa de reemplazo; universalizar la cobertura; asegurar la sostenibilidad; contar con un pilar solidario fuerte e integrado; contemplar un pilar contributivo que eleve la densidad de las cotizaciones, intensifique la competencia y aumente la rentabilidad de los aportes; consagrar un pilar voluntario ampliado, y transparencia y predictibilidad.


A continuación, reseñó el trabajo que dio origen a la reforma previsional en estudio.


Al respecto, explicó que, tras una semana de haber asumido el nuevo Gobierno, se formó el Consejo Asesor Presidencial para la Reforma Previsional, integrado por quince expertos de distintas especialidades y posiciones políticas.


La tareas encomendadas al Consejo fueron: escuchar a los actores, realizar un diagnóstico de la situación actual del sistema previsional chileno y elaborar propuestas tendientes a mejorar dicho sistema.


El Consejo trabajó 110 días para cumplir con los plazos fijados por la señora Presidenta. En dicho período, se contempló una etapa inicial de consulta, que incluyó audiencias con organizaciones, dirigentes y expertos, un seminario internacional, la creación de una página web, y tres estudios de opinión.


El informe emitido por el Consejo contiene un detallado diagnóstico en 14 áreas de funcionamiento del sistema previsional. Asimismo, 70 propuestas de reforma en 11 áreas de trabajo, apoyadas en diagnóstico, principios y metas. Gran parte del informe fue consensuado, sólo se registraron 10 reservas de minoría, ninguna de las cuales afecta la esencia del informe y sus principios.


Concluido este trabajo, se conformó un Comité de Ministros, responsable de analizar las propuestas, establecer las prioridades y diseñar la transición. Este trabajo se prolongó por cinco meses, concluyendo con la elaboración de un proyecto que, finalmente, recogió el 95% de las propuestas del Consejo, agregó definiciones y nuevas propuestas, y modificó otras tantas. 


Enseguida, reseñó las principales diferencias entre el proyecto de reforma en estudio y las propuestas del Consejo Asesor Presidencial para la Reforma Previsional:


En materia de definiciones, destacó:


- Transición en la aplicación del pilar solidario: programa de transición en 10 años, en tres etapas: PBS: período 2008-2009; APS: período 2010-2012; y cobertura del 60% de la población: período 2012-2017.


- Financiamiento: con cargo a reducción de compromisos con sistema antiguo y bonos de reconocimiento.


- Opción por mecanismo de subcontratación en separación de administración de cuentas y de fondos.


- Incorporación de filiales de grupos bancarios constituidos en el país, con regulaciones propuestas por el Consejo Asesor.


- Con lo anterior, se permitiría al Banco Estado crear filial AFP (modificación incorporada en la Cámara de Diputados).


Entre los temas excluidos, mencionó:


- Pago de cotizaciones previsionales en el seguro de cesantía.


- Cuidado infantil como derecho de la mujer trabajadora.


- Igualación de la edad de jubilación de hombres y mujeres.


- Descuentos por permanencia.


- Devolución de crédito de impuesto de primera categoría por dividendos distribuidos.


Por otra parte, entre los temas agregados, recalcó:


- Seguro de Invalidez y Sobrevivencia: a este respecto, destacó la licitación conjunta del seguro para todos los afiliados, separados por género; las modificaciones en regulaciones del seguro y el financiamiento con prima pagada por el empleador (incorporado en la Cámara de Diputados).


- Declaración y no pago de cotizaciones por empleadores (incorporado en la Cámara de Diputados).


Asimismo, hizo mención a otras importantes modificaciones incorporadas, entre ellas:


- La incorporación de los trabajadores independientes. Al respecto, destacó la extensión del plazo para la obligatoriedad de la cotización, con etapa de cotizaciones por omisión y otra de cotización separada para pensiones. Asimismo, la posibilidad de afiliación de estos trabajadores a las Cajas de Compensación.


- La separación de administración de cuentas y fondos. Sobre el particular, advirtió que no se resuelve el problema tributario que incentiva integración vertical, con lo que se dificulta la separación y efectos sobre la competencia en la industria de las AFP.


- La rentabilidad del bono de maternidad (modificación incorporada en la Cámara de Diputados).


- La modalidad de acceso de las mujeres al pilar solidario antes de los 65 años de edad.


- La eliminación de la comisión fija, en lugar de descuento desde la remuneración.


- La licitación de cartera de nuevos afiliados. Se permite a los afiliados cambiarse a la AFP con menores comisiones o con diferencial de rentabilidad suficiente para compensar diferencial de comisiones.


- Los incentivos tributarios para el Ahorro Previsional Voluntario (modificación incorporada en la Cámara de Diputados).


Finalmente, a título de balance, presentó las siguientes conclusiones:


- El proyecto en estudio involucra la reforma más importante al sistema de pensiones desde 1981.


- Es una reforma constructiva, que se apoya en aspectos positivos del sistema existente y corrige sus debilidades.


- La reforma creará un efectivo sistema multipilar en Chile, sobre la base de los tres pilares que conformarán el sistema.


- Cambio en la mirada sobre el sistema previsional, desde la simple extensión del mercado del trabajo a una visión como sistema universal de protección social para la vejez e invalidez.


- El proyecto contiene metas ambiciosas, por lo que es importante asegurar las condiciones para cumplirlas y monitorear su progreso.


- Constituye un proceso ejemplar de formulación de políticas públicas, así como de articulación del trabajo pre-legislativo y legislativo.


- La reforma chilena está siendo seguida atentamente desde el exterior.


- Algunos temas han sido fortalecidos, entre ellos, el Seguro de Invalidez y Sobrevivencia (SIS) y la licitación de cartera.


- En tanto, otros temas deberían ser reforzados en el proyecto de ley o en regulaciones posteriores, tales como, la incorporación de los trabajadores independientes, la separación de administración de cuentas y de fondos, y los objetivos de una AFP estatal.


- Finalmente, destacó la importancia de no subestimar requerimientos institucionales y operativos del proceso de implantación del sistema.


Concluidas las exposiciones anteriores, los miembros de la Comisión coincidieron en solicitar al Ejecutivo la siguiente información:


- Proyección de los costos -consolidado y desagregado- de la reforma previsional, durante sus primeros diez años de vigencia.


- Evolución del gasto público en pensiones del Instituto de Normalización Previsional, particularmente antecedentes sobre el déficit operacional del INP.


- Estimación de la acumulación y rendimiento de los recursos del Fondo de Reserva de Pensiones.


En la sesión siguiente, el señor Ministro de Hacienda hizo entrega a la Comisión de un documento que da respuesta en torno a la información en referencia.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


A continuación, la Comisión inició una ronda de consultas al Ejecutivo en torno a la materia en análisis.


En Honorable Senador señor Allamand preguntó la razón por la cual no es posible desglosar el proyecto de ley en informe, a fin de efectuar un estudio detallado del mismo, tal como lo requiere una reforma de esta envergadura. Enfatizó no advertir motivo alguno para no desagregar la iniciativa, permitiendo con ello un debate pormenorizado de cada uno de los temas que involucra.


El señor Ministro de Hacienda explicó que lo anterior responde, fundamentalmente, a las siguientes razones:


En primer término, señaló que la reforma en estudio propone un sistema previsional integrado, que se sustenta en tres pilares básicos, que se diseñan, proyectan y aplican en conjunto. Desde esa perspectiva, acotó, no es posible revisar uno de dichos pilares en forma separada e independiente de los otros, pues, de lo contrario, se arremete contra la lógica del proyecto.


En segundo lugar, manifestó que la reforma contempla beneficios para todos los ciudadanos, y no sólo para un grupo de ellos, por lo que un análisis parcelado privilegiaría a algunos y postergaría a otros, lo cual tampoco se condice con el objetivo final trazado. Así, por ejemplo, el pilar solidario involucra a los sectores de la población de menores ingresos, en tanto que el pilar contributivo apunta a quienes aportan al sistema.


En un tercer orden de ideas, concluyó, una aspiración por largo tiempo esperada, es la de dotar al sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones de mayor competencia y transparencia, lo cual amerita la mayor prontitud posible en aras del perfeccionamiento que se persigue. En consecuencia, este relevante aspecto también necesita ser revisado junto al resto del proyecto, por lo que no resulta atendible ni explicable ante la opinión pública una postergación en este ámbito.


Por tanto, recalcó, se trata de una reforma global que, como tal, necesita ser analizada en forma conjunta e integral.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó que en el informe financiero se haga una precisión en relación al sistema de pensiones solidarias. Explicó que en dicho sistema confluyen dos elementos, esto es, la pensión básica solidaria y el aporte previsional solidario, por tanto, acotó, es necesario que se informe en detalle y por separado los flujos y costos estimados respecto de cada uno de dicho elementos, por cuanto, de lo contrario, la información proporcionada resulta insuficiente.


En segundo lugar, consultó el fundamento de la gradualidad progresiva que se contempla en el proyecto para el otorgamiento de los beneficios. Apuntó que ello podría ser discutible desde el punto de vista de la equidad. Agregó que los beneficiarios también deben ser quienes han contribuido al sistema y, sin embargo, por ejemplo, el aporte previsional solidario sería desplazado en favor de la pensión básica solidaria.


En tercer término, preguntó cuál será el esfuerzo financiero de la puesta en marcha del régimen modificado, en comparación al gasto en previsión que hoy día tiene el Estado chileno.


El señor Ministro de Hacienda señaló que toda la información requerida será proporcionada a la brevedad.


Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand manifestó su inquietud en dos ámbitos. En primer lugar, consultó la lógica de los guarismos incorporados en el proyecto. Por ejemplo, acotó, sería importante conocer a qué obedece establecer que la pensión básica solidaria inicialmente será de $ 60.000 y que, gradualmente, se incrementará hasta alcanzar en régimen los $ 75.000. Preguntó por qué fueron consideradas tales cifras y no otras, dónde está el criterio que permite definir uno u otro monto. Señaló que para ello debe haber una explicación financiera, la cual solicitó en detalle. 


En un segundo orden de cosas, se refirió a la intervención de los Bancos en el sistema de previsión. Al respecto, consultó cuál es la diferencia operativa que se verifica si una entidad bancaria actúa en este ámbito mediante una filial o por intermedio del holding al que pertenece. Preguntó en qué radica concretamente dicha diferencia, cómo se opera en uno y otro caso, y requirió información pormenorizada sobre la materia.


El Honorable Senador señor Longueira solicitó que, a fin de contar con antecedentes completos, se informe el flujo correspondiente a la actual pensión asistencial, particularmente en cuanto a su cobertura, la que será absorbida por el nuevo pilar solidario. 


El señor Director de Presupuestos hizo presente que, en respuesta a las inquietudes en el orden económico, la entidad que representa confeccionará un nuevo informe financiero consolidado de la reforma, el que comprenderá los informes anteriormente emitidos durante la tramitación del proyecto en la Cámara de Diputados. Asimismo, indicó, es posible presentar un cálculo comparativo entre la actual pensión asistencial y la nueva pensión básica solidaria propuesta.


En cuanto a la calendarización progresiva de los beneficios, explicó que la reforma previsional propuesta es estructural, el régimen civil de pensiones se reformula, fortaleciendo la capitalización individual mediante la incorporación de un sistema de pensiones solidarias. Como tal reforma estructural, involucra un importante período de transición hasta alcanzar su completa aplicación. Añadió que así ha acontecido en diversos países de América Latina donde se han llevado a efecto reformas de la misma naturaleza. Explicó que esta implementación paulatina en el tiempo dice relación con diversos aspectos, como por ejemplo, el elemento institucional, necesario no sólo para la puesta en marcha del nuevo régimen, sino que para el funcionamiento del sistema en sí mismo. También hay que considerar el elemento financiero, ya que un porcentaje importante de los recursos fiscales deben ser destinados a garantizar la estabilidad y sostenibilidad del sistema. Enfatizó que, durante todo período de transición, conviven dos regímenes y ello es lo que hay que compatibilizar. Sin embargo, reiteró, lo anterior no es ajeno a estos procesos, y prueba de ello es, precisamente, la última modificación del sistema de pensiones registrada en nuestro país en la década de 1980, la cual también dio lugar a una etapa transitoria que, incluso, en algunas materias, aún no culmina.


Respecto a la lógica de los guarismos contemplados en el proyecto, señaló que, al respecto, hay que hacer algunas consideraciones previas. Expresó que el concepto del ahorro, propio de la capitalización individual, es valorado y fortalecido en la reforma. El sistema propuesto beneficia a los que ahorran, pero también se preocupa de quienes no pueden hacerlo. Se incentiva el ahorro y se contempla un aporte para quienes lo hacen. La calendarización de estos beneficios responde a la necesidad de definir la forma de ingresar a las pensiones en régimen, y así, por ejemplo, compatibilizar la actual pensión asistencial con la nueva pensión solidaria, que amplía su cobertura y exige nuevos requisitos para acceder a ella. El tema también se relaciona, agregó, con la capacidad de sustentabilidad del sistema financiero. Añadió que la pensión asistencial registra un determinado valor que ha tenido una evolución en el tiempo, y ello también debe ser considerado al establecer el piso mínimo de los beneficios no contributivos, particularmente en relación a los que correspondan a quienes sí contribuyen. Se genera, entonces, un enlace entre ambos pilares, mediante el incentivo al ahorro y la ayuda del Estado. Asimismo, el tema se vincula a los quintiles involucrados y la definición de las familias que quedarán cubiertas por esta protección social. Finalmente, también se relaciona con la tasa de reemplazo que genera el sistema. Es decir, es un conjunto de elementos el que permite establecer las cifras que contempla el nuevo régimen.


En lo que respecta a la participación de los Bancos, manifestó que la actual fórmula de operación de estas instituciones se basa en empresas madres o holding, en tanto que la reforma contempla su intervención en este ámbito bajo un esquema de empresas hijas o filiales. Señaló que la operatividad, efectivamente, en uno y otro caso es distinta y que se ha hecho un estudio sobre la materia, el cual se proporcionará a la Comisión en respuesta a la inquietud planteada en este tema.


La Honorable Senadora señora Matthei indicó que, al tenor de las exposiciones efectuadas, se persigue imprimir mayor competencia y mayor transparencia al mercado de fondos de pensiones. Apuntó que, en la libre competencia, se distinguen, esencialmente, dos tipos de industrias; una, donde basta comprar máquinas, producir y vender, y otra, más compleja, vinculadas a marcas instaladas en el mercado, donde la presencia y la lealtad a la marca hace muy difícil la incorporación de nuevos oferentes a dicho mercado, exigiendo a los interesados grandes esfuerzos en inversión, publicidad, etcétera. Dentro de dicho contexto, cuando se habla de poca competencia y barreras de entrada al mercado de los fondos de pensiones, consultó a qué tipo de obstáculos se está haciendo referencia, por cuanto para instalar una nueva Administradora de Fondos de Pensiones se necesita un capital mínimo de 100 millones de pesos, cifra que no es excesiva tratándose de una entidad de esta naturaleza. Si, además, la Administradora de Fondos de Pensiones cuenta con, a lo menos, diez mil afiliados, dicho capital se eleva a 400 millones de pesos, que, en todo caso, es la cantidad máxima que se podrá exigir para estos efectos. En consecuencia, insistió, dónde está la barrera de entrada a este mercado.


La señora Superintendenta de Administradoras de Fondos de Pensiones, en primer término, señaló que, para definir la forma de intervención de los Bancos en el sistema previsional, deben considerarse dos elementos, esto es, el funcionamiento y la estructura del Banco. Indicó que se contempla un sistema en base a empresas filiales en lugar de los grandes holding, haciéndose cargo de la asimetría entre ambas formas de operación, principalmente para efectos de control y de los conflictos de interés en el área comercial.


En cuanto a la mayor competencia que se persigue, manifestó que en este aspecto es necesario revisar lo que ha sido la historia de la industria en este ámbito. Señaló que, hace unos años atrás, en el período 1994 – 1997, aproximadamente, se registró una competencia mucho más intensa que la que se verifica en la actualidad, y que dio lugar a traspasos masivos de afiliados.


Dicha situación fue rigurosamente analizada y, conforme a la experiencia registrada, pudo arribarse a la conclusión de que existen barreras en el área comercial. En efecto, la fuerte competencia redundó, finalmente, en que, en lugar de bajar los precios -como habría correspondido a un mercado altamente competitivo-, éstos se incrementaron en términos reales, registrándose costos comerciales del orden del 40% y 45%, afectando los ingresos operacionales de las Administradoras de Fondos de Pensiones, e incidiendo negativamente en la industria, la que, finalmente, trasladó dichos mayores costos a los afiliados, a cambio de otros tantos beneficios. Ello afectó a todo el sistema. Añadió que, a lo anterior se suma la inercia del mercado de las Administradoras de Fondos de Pensiones, producto del escaso interés de los afiliados, quienes observan con lejanía los beneficios que el sistema ofrece porque son de largo plazo, además de ser un producto difícil de entender. En ese esquema, la fuerza de venta formó parte de la competencia, pero dio lugar a un círculo vicioso y los costos se elevaron en lugar de bajar. Las Administradoras de Fondos de Pensiones entrantes promovieron incentivos para captar clientes, mediante el otorgamiento de premios o beneficios anexos, y transformó a un segmento de afiliados en un grupo susceptible de captura, provocando, a su vez, una asimetría entre las entidades antiguas y las nuevas. Bajo esa dinámica, se generó un mayor costo que derivó en la desaparición de las entidades administradoras que no fueron capaces de sobrevivir y ello conducía, nuevamente, a la amenaza que inhibía el ingreso al sistema. 


Esto, recalcó, es lo que se trata de resolver con la reforma, mediante el eje principal que es la licitación de la cartera de afiliados, mecanismo de naturaleza transversal en cuanto al cliente y donde se ingresa al mercado en igualdad de condiciones respecto de quienes ya participan en él. Lo anterior deviene en una competencia más sana. A su vez, apuntó, se pone en discusión el tema del precio de este servicio y permite que la gente tome conciencia sobre el mismo. Señaló que, según los estudios realizados, el 90% de los afiliados al sistema desconoce los precios del mercado, lo que revela el alto nivel de desinformación que se registra en la materia. 


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que, entonces, las mencionadas barreras de entrada no dicen relación con el capital, sino con la captura de clientes, en este caso, de afiliados. En ese sentido, apuntó, el sistema opera igual que otros mercados, como el de un nuevo vino que intenta ingresar al mercado vitivinícola o de quien persigue ingresar un producto en el extranjero. Se trataría, más bien, de un problema de costos comerciales. El punto es, añadió, que desde el comienzo de este sistema de previsión, se proyectó la existencia de la mayor cantidad de Administradoras de Fondos de Pensiones posible, para evitar la concentración. Así, por ejemplo, se contempló que los grandes sindicatos tuvieran su propia AFP y, para tales efectos, se rebajaron los requisitos para la constitución de las mismas. Posteriormente, siguiendo la misma línea, también se autorizó la subcontratación de los servicios de administración de cartera de recursos previsionales, mediante la incorporación de un artículo 23 bis al decreto ley Nº 3.500, de 1980. Bajo ese orden de cosas, expresó, si el objetivo es fortalecer la competencia, por qué se ha permitido la fusión de las Administradoras de Fondos de Pensiones, que es una acción que tiende más a la concentración que a la generación de competencia.


El Honorable Senador señor Letelier advirtió que dicha problemática dice más bien relación con la industria de las Administradoras de Fondos de Pensiones, tema que necesitaría un análisis por separado, al igual que otros tantos.


El Honorable Senador señor Longueira solicitó mayor precisión en la información relativa a las sinergias que se verifican en la industria.


La señora Superintendenta de Administradoras de Fondos de Pensiones explicó que el proyecto en estudio se hace cargo de la inquietud manifestada en cuanto a la competencia, así como también de la subcontratación de funciones. Recalcó que no sólo la incorporación de los Bancos es un tema relevante a la hora de fomentar la competencia, sino que debe considerarse el conjunto de medidas que se proyectan para incrementarla y, consecuencialmente, bajar los precios. 


En cuanto a la subcontratación, la iniciativa legal también se hace cargo de ella y así, por ejemplo, la contempla respecto del seguro de invalidez y sobrevivencia, el cual, en la actualidad, es ofrecido por las propias Administradoras de Fondos de Pensiones, las que, en consecuencia, deben asumir un segundo negocio, además de su giro propio, debiendo destinar gran parte de sus recursos a ello. Sin embargo, apuntó, no hacerlo, representa para estas entidades una gran desventaja competitiva. En el rubro de atención de público, en tanto, que representa el segundo gasto más alto que registran las Administradoras, la Cámara de Diputados hizo la salvedad a la subcontratación. Por otra parte, en materia de Impuesto al Valor Agregado (IVA), recordó que éste no se paga por el servicio de sucursales, sin embargo, advirtió, normas de la Superintendencia impiden la subcontratación de este servicio porque incide en las posibilidades de efectiva fiscalización.


El señor Director de Presupuestos, complementando lo anterior, destacó que el tema del incentivo a la competencia concitó un alto grado de consenso, y se le reconoció como una vía para mejorar el servicio y reducir los costos, transformándose en uno de los objetivos centrales del proyecto. En el mismo sentido, recalcó se pronunció el informe del Consejo Asesor Presidencial para la Reforma Previsional y, en igual línea, lo hizo la Cámara de Diputados.


Posteriormente, los miembros de la Comisión formularon requerimientos de información al Ejecutivo en diversos ámbitos, para ser proporcionados en una próxima sesión.


El Honorable Senador señor Gazmuri solicitó información financiera en dos asuntos específicos. Por una parte, requirió un cálculo de la diferencia de costos de la pensión básica solidaria, considerando una cobertura de la misma en un 40% y en un 60%. Por otro lado, pidió se hiciera un ejercicio que permita definir la diferencia de costo respecto del aporte solidario, si se considera un tope de pensión de 250 mil pesos y otro límite máximo de 300 mil pesos.


La Honorable Senadora señora Matthei pidió explicitar en qué ámbito se espera fomentar e incrementar la competencia, pues podría llevarse a efecto, indistintamente, en la administración de las cuentas o la administración de los fondos, e, incluso, en el mercado de capitales. Advirtió que el tema requiere especial atención, por cuanto las medidas que podrían generar mayor competencia en un ámbito podrían liquidarla en otro. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier consultó por qué no figuran por separado la administración de cuentas y la administración de fondos. Acotó que ello representa una falencia de la propuesta, a pesar de que sí estaba inicialmente contemplado en el denominado Informe Marcel.


Finalmente, el Honorable Senador señor Allamand consultó cómo se considera en esta reforma y en el sistema de pensiones solidarias que propone, el denominado bono post laboral, cuya consagración legal aún está en trámite. Añadió que sería importante conocer si ese bono se sumará o no a los cálculos para la obtención de tales pensiones, porque ello podría incidir significativamente en la determinación del aporte solidario estatal y, en definitiva, en la definición de la pensión a percibir.


El Honorable Senador señor Letelier acotó que el bono a que se ha hecho mención, es un beneficio de carácter laboral y no de seguridad social, razón por la cual debe considerarse en forma independiente a este proyecto.


A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Central Unitaria de Trabajadores, encabezada por su Presidente, quien expuso la opinión de dicha entidad en torno a la reforma previsional en proyecto.


Formuló sus observaciones en torno a los objetivos de la reforma, los que identificó como los siguientes:


- Mejorar la cobertura.


- Establecer la pensión básica solidaria. 


- Mejorar las pensiones. 


- Alcanzar equidad de género.


- Instaurar el aporte empresarial.


- Superar los vicios del actual sistema.


- Consagrar la participación de los afiliados en la administración de los fondos.


Acompañó su intervención con un documento en power point, en el que se desarrollan los puntos reseñados.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


Enseguida, se realizó una ronda de consultas, las que se consignan a continuación.


El Honorable Senador señor García solicitó una aclaración en torno al sistema de pensiones solidarias, por cuanto de la información proporcionada, podría entenderse que consiste en que las personas que cumplan determinados requisitos, podrán acceder a una pensión que, con el tiempo, y junto al aporte solidario, alcance los $ 200.000. 


La Honorable Senadora señora Matthei explicó que, en verdad, se trata de un mecanismo de incentivo al ahorro, por cuanto mientras mayor sea el monto que se acumule en la cuenta de capitalización individual, se podrá acceder a un aporte estatal que permitirá alcanzar una pensión mayor. Agregó que, en todo caso, ante mayores fondos acumulados, si bien se accede al aporte, éste decrece.


Por su parte, el Honorable Senador señor Gazmuri manifestó compartir varias de las observaciones formuladas por la Central Unitaria de Trabajadores, entre ellas, la referida a la cobertura inmediata y no gradual de los beneficios que se contemplan en la reforma, así como también en cuanto a elevar los pisos mínimos considerados. Lo propio acontece, acotó, respecto de la propuesta de instaurar un sistema de mayor información y control por parte de los usuarios. En cuanto a la administración privada del sistema, señaló que se trata de una materia sobre la cual hay que generar el debate, y analizar la administración pública y estatal, al margen del tipo de sistema que se instaure. En todo caso, apuntó, esta es una gran oportunidad para mejorar el proyecto de reforma que se revisa.


El Honorable Senador señor Longueira también expresó compartir varios de los planteamientos de la CUT. Asimismo, acotó que las propuestas formuladas por dicha entidad, como por ejemplo, el otorgamiento de la pensión básica sin el mecanismo de la gradualidad o el mejoramiento de las pensiones, tienen el trasfondo común de aspirar, en el futuro, a la consagración de una tasa de reemplazo del orden del 70%, como sistema óptimo de previsión. Consultó si esa consideración se hace tanto respecto del sector público como del privado. Asimismo, preguntó si la CUT cuenta con estudios financieros a dicho respecto.


El señor Presidente de la CUT indicó que, efectivamente, lo óptimo sería alcanzar una tasa de reemplazo de, a lo menos, el 70%, y que ello es esperable en los ámbitos público y privado. En cuanto a los estudios requeridos, ofreció enviarlos a la Comisión a la brevedad.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que, en el caso de asegurarse una tasa de reemplazo del 70%, cómo, a juicio de la CUT es posible, podría evitarse que las personas coticen por el mínimo durante toda su vida laboral y, los últimos 24 meses antes de pensionarse -lo cual pueden prever según cuando han de cumplir la edad legal para ello-, eleven su cotización previsional a fin de acceder al aporte estatal para alcanzar una mayor pensión. Añadió que el pago de cotizaciones por el mínimo puede resultar atractivo tanto para el empleador como para el trabajador; incluso, para este último, podría significar el acceso a mayores prestaciones en salud. Por tanto, podría darse una colusión entre ambos que, en definitiva, derive en un mal uso del subsidio estatal.


El señor Presidente de la CUT reiteró que lo óptimo y deseable es elevar la actual tasa de reemplazo -que fluctúa en el sistema de las Administradoras de Fondos de Pensiones, entre un 33% y un 40%- a una tasa del orden del 70%. Con ello, agregó, podría superarse con creces el sistema basado en pensiones solidarias y aportes estatales, porque éste funciona en base a límites y puntos de corte, que, sin importar donde estos se establezcan, siempre dejarán al margen a un contingente importante de personas que no califiquen en dichos límites.


Sin embargo, advirtió, no se trata de simplemente asegurar una tasa de reemplazo mayor, sino que, de consagrarla bajo ciertas condiciones, de manera tal que se acceda a ella si, por ejemplo, se cumple un cierto nivel de cotizaciones previsionales. Lo anterior porque, de lo contrario, se podría generar un efecto perverso donde las personas se sientan inducidas a cotizar por menos. Lo importante, en todo caso, es que se plantee la discusión y que el tema sea motivo de debate.


Finalmente, ofreció a la Comisión información acerca del nivel remuneracional que se registra en nuestro país, incluyendo el dato de las tasas de reemplazo aplicadas. Asimismo, ofreció antecedentes sobre el gasto fiscal en materia previsional, esto es, cómo se aplica el 6,4% del PIB que actualmente el Estado destina a este ámbito.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó coincidir con la importancia de formalizar e incentivar las cotizaciones previsionales. Enfatizó que ello no sólo es, a la postre, menos costoso para el Estado, sino que, además, es más digno para las personas. Igualmente, señaló estar de acuerdo con que se establezca la tasa de reemplazo aplicable a los cotizantes del actual sistema de pensiones en un 70%, tal como para los imponentes del antiguo régimen fue fijada en el 80%.


Por otra parte, consultó si la tasa de reemplazo promedio a la que se ha hecho referencia ha sido calculada sobre la remuneración imponible o la real. Asimismo, preguntó si en el cálculo de la pensión promedio -en base a una tasa de reemplazo del 35% ó 40%-, fueron consideradas las pensiones que constituyen meras devoluciones de fondos o si se excluyeron a las personas que tenían menos de veinte años de cotizaciones.


El señor Presidente de la CUT respondió que, efectivamente, tales casos quedaron fuera de los cálculos. Añadió que cuando una persona no cuenta con fondos suficientes como para generar una pensión, es razonable y preferible que se le asegure una pensión básica solidaria. Ahora bien, establecer una tasa de reemplazo de 70% puede ser una meta deseable, pero debe ser alcanzada por quienes se esfuercen para ello.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó información precisa acerca del nivel de remuneraciones y pensiones registrados en nuestro país. Esto es, datos concretos sobre la distribución de los ingresos, la cantidad de personas pertenecientes a la fuerza laboral que los perciben, distinguiendo según el nivel de tales ingresos, tipo de pensiones otorgadas, etcétera. Lo anterior, acotó, permitirá identificar a quienes se va a favorecer con la reforma. Citó como ejemplo el caso de los trabajadores agrícolas de temporada, quienes, a lo más, aspiran a pensiones no superiores a los $ 80.000. Insistió en que sería muy importante contar con datos complementarios al respecto, los cuales solicitó a la CUT, a fin de analizar qué significa, en términos de impacto o costos, las alternativas de diseño que se puedan estudiar.


El Honorable Senador señor Longueira, en la misma línea anterior, solicitó información del Instituto Nacional de Estadísticas (INE) acerca de la estructura remuneracional del país. Indicó que, contar con esta información, contribuirá a tener antecedentes concretos en torno a la realidad de los sueldos de los trabajadores chilenos.


El Honorable Senador señor Gazmuri propuso pedir a la Superintendencia de Seguridad Social -en el caso de los imponentes del INP-, y a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, en su caso, información acerca del estado de situación de las pensiones en Chile, proporcionando antecedentes desagregados sobre la materia, incluyendo cobertura, pensiones promedio y distribución de las mismas. Lo anterior, por ser dichas entidades las que supervisan el funcionamiento del sistema.


Asimismo, sugirió solicitar al INE o al organismo que corresponda, información sobre el comportamiento del mercado laboral chileno, aportando datos, por ejemplo, acerca de la formalidad versus la precariedad del empleo.


Los miembros de la Comisión estuvieron contestes en la necesidad de obtener la señalada información, atendida la importancia de la misma y de su innegable aporte al presente debate. En razón de lo anterior, se despacharon sendos oficios a las entidades correspondientes a fin de requerir los antecedentes descritos.

En la sesión siguiente, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Asociación de Administradoras de Fondos de Pensiones, encabezada por su Presidente, quien expuso la opinión de dicha entidad en torno a la reforma previsional en proyecto.


Acompañó su intervención con un documento en power point, que desarrolla los siguientes temas: balance de 26 años de las AFP; cuentas que administran; en qué están invertidos los fondos; rentabilidad; pensiones; aporte al desarrollo económico; costos y competencia; libertad de los afiliados y rol del Estado, conclusiones del Consejo Asesor Presidencial para la Reforma Previsional; aspectos del proyecto de ley que comparten y aspectos que no comparten, y las propuestas que formulan.

Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


Enseguida, se realizó una ronda de consultas, las que se consignan a continuación.


El Honorable Senador señor García solicitó que, en conformidad a lo señalado en la presentación de la Asociación, se le indicara cuál es la norma del proyecto que reajusta el monto máximo imponible de 60 UF. 
El señor Presidente de la Asociación señaló que no recordaba la norma precisa que introduce la modificación señalada, pero que consiste en el reajuste del monto máximo imponible de acuerdo a la variación real que anualmente experimenten las remuneraciones.

El Honorable Senador señor García consultó de qué forma se calcularía la variación señalada.

El señor Presidente de la Asociación indicó que por tratarse del monto máximo imponible se determinará por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, la que lo comunicará anualmente a las Administradoras.

El Honorable Senador señor García expresó que varias de las cifras señaladas en la exposición del Presidente de la Asociación no coinciden con las que fueron presentadas por el Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores con anterioridad, entre ellas, la que señala en 4.200.000 a los cotizantes activos al mes de diciembre de 2006, en oposición a los 3.475.000 cotizantes activos, correspondiente al 53% de la fuerza laboral, que señaló la CUT en su exposición.

El Gerente de la Asociación, señor Margozzini, explicó que la diferencia en las cifras se produce porque las Administradoras de Fondos de Pensiones no alcanzan a abonar o justificar todas las cotizaciones en el mes correspondiente, sin perjuicio de que los dineros son invertidos de inmediato.

El Honorable Senador señor García señaló que la CUT indicó que las pensiones promedio entregadas por las Administradoras de Fondos de Pensiones son de 148.000 pesos, lo que le parece un monto bastante bajo.

El señor Presidente de la Asociación expresó que esa cifra es correcta, pero hay que precisar que el 60% de esas pensiones son pensiones anticipadas, con un promedio de nueve años de anticipación en el caso de los hombres y de siete años en el caso de las mujeres, por lo que, corrigiendo ese dato y el de los trabajadores que retiraron excedentes de libre disposición, se llega a pensiones muy cercanas a la remuneración de los trabajadores, como señala el informe de la llamada Comisión Marcel.

El Honorable Senador señor García señaló que estas cifras, así como las que indican que el 60% de las pensiones son inferiores a 110.000 pesos, y que las tasas de reemplazo de las pensiones son de entre un 30 y 40 por ciento respecto de la última remuneración del trabajador, justifican el que deban conocerse y aclararse las cifras correctas sobre estos y otros temas. Además, solicitó la explicación de qué razones provocan que la diferencia entre las pensiones de hombres y mujeres sea tan grande, considerando que en la actualidad las mujeres no originan pensión de sobrevivencia.

La Honorable Senadora señora Matthei expresó que, con relación a la entrada de los Bancos al Sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones, se entregaron dos datos interesantes, el primero, que dichas instituciones cobran por comisión, relativa al ahorro previsional voluntario, cuatro veces más que las Administradoras; la segunda, que los bancos recargan el costo de los seguros de desgravamen que ofrecen a sus clientes, cobrando el doble o el triple de su valor real. Respecto de las economías de escala, se ha dicho que no podrían existir Administradoras de Fondos de Pensiones rentables, respecto de la administración de las cuentas, con un número de afiliados inferior al millón de personas, si esto fuere así, preguntó si la Asociación piensa que los Bancos crearían nuevas Administradoras de Fondos de Pensiones o comprarían alguna de las ya existentes.

El Honorable Senador señor Letelier realizó varias consultas, como: cuál es el motivo de que la industria de las Administradoras esté tan concentrada; qué pasaría en caso de que los Bancos administraran sólo cuentas, relacionándolo con el tema de las economías de escala y la posible reducción de costos que podrían realizar esas entidades con respecto a sus clientes y la administración de cuentas; si pueden refutar la afirmación de la CUT en orden a que las tasas de reemplazo de las pensiones son muy bajas en relación a la última remuneración; qué ocurre con los directorios de las Administradoras de Fondos de Pensiones, porque los dueños de los dineros que son administrados no están representados en los mismos y existen fórmulas para que eso ocurra; qué opinión tienen en torno a la posible incompatibilidad entre la calidad de miembro del directorio de una Administradora y la de miembro de director en otra compañía; y,  qué opinión les merece la creación de una Administradora de Fondos de Pensiones estatal.

El Honorable Senador señor Gazmuri inquirió acerca de cuáles son las medidas que posibilitarían disminuir la concentración de este negocio. En cuanto a los directorios de las Administradoras, pregunta de qué forma podría darse representación a los dueños de los fondos. Por último, en relación a la inversión de fondos en el extranjero, que actualmente corresponde al 35% del total, planteó dos temas, el primero, cuál es la previsión de la Asociación acerca de la tendencia de inversión de los fondos a futuro; y, el segundo, qué medidas podrían tomarse para ampliar los instrumentos de inversión seguros dentro del país.

La Honorable Senadora señora Alvear consultó acerca de cómo ha operado la incorporación de los bancos extranjeros al sistema de las Administradoras de Fondos de Pensiones, y si las críticas que ha expresado la Asociación sobre la inclusión de los Bancos entre las Administradoras han tenido un correlato en la actual participación de los bancos extranjeros en las mismas.

El señor Presidente de la Asociación sostuvo que, con relación a las diferencias entre las cifras presentadas por ellos y las presentadas por la CUT, éstas se han producido por un error de diagnóstico a raíz de una encuesta que realizó la Universidad de Chile con la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, en que se calculó el monto de las pensiones estimando un universo de 7.000.000 de afiliados, que es un número mayor al de la fuerza laboral del país, incluyéndose trabajadores independientes, afiliados al INP, funcionarios de las Fuerzas Armadas y personas con entre una y tres cotizaciones. Por lo anterior, hicieron una depuración de la muestra incluyendo sólo a las personas que estimaron que, al cumplir la edad necesaria para jubilar, tendrían al menos 10 años de cotizaciones en el sistema. Efectuada la mencionada depuración los resultados se modificaron radicalmente, pasando de un 50% de los trabajadores que no alcanzarían la pensión mínima a sólo un 20%. 

El Honorable Senador señor Escalona preguntó en qué año se realizó el señalado informe de la Universidad de Chile.

El señor Presidente de la Asociación indicó que la muestra se realizó a fines del año 2005, sobre un universo de 17.000 casos, a petición de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones.

En cuanto a la consulta del Honorable Senador señor García sobre la gran diferencia entre los montos de las pensiones de hombres y mujeres, respondió que ésta se debe a varios factores, entre otros, que los hombres tienen mayor densidad y estabilidad en las cotizaciones, y tienen cinco años más de aportes y cinco años menos de desahorro, además, los hombres tienen una menor expectativa de vida y una mayor remuneración promedio. Por otro lado, advirtió, la pensión de la mujer empeorará como efecto de dejar beneficiarios que la sobrevivan, para lo cual, será necesario proveer fondos.

El Honorable Senador señor García destacó que se debe estudiar muy bien la situación recién señalada, puesto que, hasta ahora no se había indicado la posibilidad de que las pensiones de las mujeres se vean desmejoradas como efecto de dejar beneficiarios de pensión de sobrevivencia.

El señor Presidente de la Asociación señaló, en cuanto a la administración del ahorro previsional voluntario, que no existen diferencias entre las Administradoras y los Bancos en aspectos formales, pero estos últimos han cobrado entre un 1,5% y un 4% del valor del fondo por su administración.

Con relación al seguro de desgravamen indicó que se ha comprobado una diferencia del doble y hasta el triple del precio, entre aquel que cobra un banco y el que se obtendría comprando directamente a la compañía aseguradora dicha póliza.

En cuanto a la creación o compra de Administradoras de Fondos de Pensiones por parte de los Bancos, señaló desconocer como actuarían, puesto que estos han expresado apoyar el proyecto, pero que no formarán parte del sistema si no se les permite utilizar las redes de sucursales que poseen. Lo que sí puede señalar es que todas las actividades en las que se ha permitido el ingreso de los bancos han pasado en su mayor parte a manos de dichas instituciones como ocurre con los fondos mutuos y el factoring.

Respecto de la pregunta sobre la concentración de la industria y las economías de escala, la solución que plantea es la externalización de los servicios en la administración de las cuentas, en la que incluso podrían entrar sin problemas las instituciones bancarias.

El Honorable Senador señor Allamand solicitó que se precisara la razón por la cual no existe conflicto de intereses en la posible administración de cuentas por parte de los Bancos.

El señor Presidente de la Asociación expresó que el conflicto de intereses se produce en la recaudación e inversión de los fondos, no así en la administración de cuentas en las que tampoco se verifican las ventas atadas.

Por otra parte, respecto de los directorios de las Administradoras, señaló que, como en cualquier sociedad anónima, su directorio es nombrado por los accionistas, respondiendo por la rentabilidad mínima del fondo.

La Honorable Senadora señora Matthei sostuvo que no se había explicado bien el punto referente a la responsabilidad por rentabilidad mínima de los fondos que tienen las Administradoras, lo que permitiría entender las complicaciones que presentaría la representación de los cotizantes en el directorio de las AFP.

El señor Presidente de la Asociación explicó que las Administradoras de Fondos de Pensiones están obligadas por ley a garantizar una rentabilidad mínima de los fondos, calculada sobre la base de un benchmark, que es el promedio ponderado de la rentabilidad de todos los fondos más un margen de tolerancia. Si la rentabilidad de la Administradora es menor a dicho benchmark, la diferencia debe ser pagada por la AFP. Para estos efectos se obliga a las Administradoras a mantener un encaje de un 1% de los fondos que administra.

En cuanto a las inhabilidades, explicó que el proyecto prohíbe a una persona el pertenecer a dos directorios si uno de ellos corresponde al de una Administradora de Fondos de Pensiones, lo que le parece una buena medida.

Con relación a la inversión en el extranjero, señaló que ésta será de hasta un 80% de los fondos sólo en el caso del fondo A y que, en total, podría llegar a ser de un 45%.

Respecto de los bancos extranjeros, precisó que, efectivamente han establecido sociedades que pertenecen al mismo grupo empresarial y participan de la propiedad de Administradoras de Fondos de Pensiones, pero se trata de dos instituciones diferentes, con directorios y responsabilidades distintas.

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G., encabezada por su Presidente, quien expuso la opinión de dicha entidad respecto de la reforma previsional en proyecto.

Desarrollo su intervención con un documento en power point, que contempla los siguientes aspectos: una introducción relativa al objetivo de un sistema previsional obligatorio y el rol relevante que juega el sector asegurador de vida, los respectivos seguros; trabajadores independientes; asimetrías en modalidades de pensión y propuestas para su corrección; asesoría previsional y sus implicancias; tercer pilar voluntario: APV-APVC; los Centros de Atención Previsional Integral (CAPRI), seguro de invalidez y sobrevivencia, y conclusiones.

Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


Enseguida, se realizó una ronda de consultas, las que se consignan a continuación.


La Honorable Senadora señora Matthei preguntó cuál es el mecanismo que se usa para fijar la tasa de interés en el retiro programado y cuál es la que propone la Asociación.


Por otra parte, consultó que pasaría si una persona que tiene un seguro con ahorro sufre un accidente invalidante a los seis meses de haberse cambiado y comenzado a cotizar en una AFP, y cómo funciona el co-seguro en caso de invalidez.


El Honorable Senador señor Allamand preguntó si existe alguna norma que autorice a gastar los fondos de los trabajadores, como ocurriría en el caso del 2,5% que se podría destinar para pagar al asesor previsional.


El señor Presidente de la Asociación explicó que, en el caso del co-seguro existen varias compañías y una de ellas hace de líder, asumiendo la responsabilidad, y las demás pagan de acuerdo a su porcentaje de participación.


Respecto de las tasas aplicadas en el retiro programado de los fondos de pensiones, se utiliza un registro histórico para su cálculo de diez años. En cambio, el proyecto en discusión establece una tasa para calcular las pensiones con aportes solidarios que se determina con el promedio de los últimos seis meses del precio a que se vendieron las rentas vitalicias, que sería mucho más adecuada para calcular las tasas aplicables al retiro programado.


En otro orden de cosas, expuso no conocer algún caso en que se tomen fondos previsionales durante el período pasivo. En el período activo sólo se toman fondos por concepto de las comisiones que se cobran por la administración.


Con relación a la situación que se produciría con una persona que opte por cambiar un seguro con renta vitalicia para ingresar al sistema de ahorro previsional, manifestó que esa persona perdería el dinero acumulado con la aseguradora, siendo lo lógico que continúen su relación con la compañía respectiva.


El Honorable Senador señor Longueira manifestó no ser partidario del retiro programado de los fondos previsionales, porque existen varios incentivos a agotar dichos fondos anticipadamente. En este sentido preguntó si existe alguna estadística acerca del comportamiento de las personas entre las opciones del retiro programado y las rentas vitalicias.


El señor Presidente de la Asociación explicó que las personas con rentas más altas optan mayoritariamente por el retiro programado, en cambio, las personas con rentas más bajas optan por la renta vitalicia, precisando que las personas con fondos inferiores a 1.500 Unidades de Fomento no tienen dinero suficiente para contratar una renta vitalicia y, por consiguiente, deben utilizar el retiro programado obteniendo la pensión mínima.


El Honorable Senador señor Gazmuri expresó que no le quedaba claro si la Asociación es del parecer de eliminar la opción del retiro programado o de modificarlo.


El señor Presidente de la Asociación señaló que su opinión es que debe mejorarse el sistema del retiro programado, eliminando algunas distorsiones existentes.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó que se profundizara la explicación acerca del seguro de invalidez y sobrevivencia (SIS), porque no le quedó clara la relación entre las economías de escala y la diferencia que se hace entre hombres y mujeres en el proyecto en discusión, a diferencia de la situación actual en que se produce un subsidio cruzado de las mujeres hacia los hombres. En dicho sentido preguntó dónde piensa la Asociación que está el equilibrio, considerando que, en su opinión, la distinción entre hombres y mujeres es necesaria.


El señor Presidente de la Asociación precisó que en este tema a las mujeres se les seguirá descontando el mismo porcentaje, con la diferencia que las Administradoras dejarán una parte de ese dinero para ahorro de la persona. Hoy, el costo de las mujeres en el sistema es menor porque su cónyuge varón no es beneficiario de pensión de sobrevivencia, lo que cambia con el proyecto en discusión, por lo que desaparecería el factor que explica la diferencia en los costos.


Finalmente, consideran que es una buena medida el que se separe la cotización del seguro de invalidez y sobrevivencia de las comisiones que cobran las Administradoras, para que así se pueda saber claramente que es lo que paga el afiliado por cada servicio.


A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Central Autónoma de Trabajadores (CAT), encabezada por su Presidente, quien expuso la opinión de dicha entidad en torno a la reforma previsional en proyecto, contenida en un documento que desarrolla las observaciones que formulan, consistentes en: rechazo al actual sistema previsional, por contrariar los principios básicos de un sistema de seguridad social, a los cuales se agregan, entre otros, en concepto de su organización, la responsabilidad del Estado, la equidad y el respeto por los derechos adquiridos. Coincidente con lo anterior plantean sus propuestas, fundamentalmente, por medio de un sistema de pensiones de libre elección, con un Fondo Nacional de Pensiones, alternativo al sistema de las AFP, desarrollando los beneficios que aquel sistema tendría, la corrección de las falencias del actual sistema y las insuficiencias de la reforma en proyecto.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


Enseguida, se efectuó una ronda de consultas, las que se consignan a continuación.

El Honorable Senador señor Letelier expresó que la CAT hace una propuesta por un sistema de libre elección previsional, FONAPE, pero Su Señoría no entiende si su concreción sería una AFP estatal u otra, y solicitó se profundizara la explicación de la propuesta.


El señor Presidente de la Central explicó que su propuesta consiste en un Fondo Nacional de Pensiones que sea un análogo de lo que ocurre con FONASA y las ISAPRES, porque lo que buscan y desean es que exista un sistema de Administradoras con libre competencia real. Por el contrario, no están de acuerdo con la entrada de los Bancos al Sistema, porque significa mantener la misma situación actual.


Complementando lo anterior, expresó su visión acerca de que un porcentaje importante de los trabajadores que ganan menos de 320.000 pesos percibirán la pensión mínima o asistencial, representando más del 60% de los trabajadores afiliados a las Administradoras de Fondos de Pensiones. Por ello, proponen que si tantos trabajadores no van a percibir nunca el único producto que ofrecen las AFP, esos fondos se destinen a una institución separada, fundada en los principios de la seguridad social.


En la siguiente sesión el Honorable Senador señor Letelier señaló que toda la información solicitada a diferentes autoridades del Estado fue requerida para que sirva de base a proyecciones sobre lo que ocurrirá. Planteó que, con los datos entregados por la CUT y por el Ejecutivo respecto de los costos de la Reforma Previsional, se le pida a la Biblioteca del Congreso Nacional que realice un estudio comparativo en dicho sentido, especificando que ocurriría en caso de optarse por una u otra de las decisiones posibles en cada uno de los temas abordados por la iniciativa.


El Honorable Senador señor Allamand acotó que uno de los cálculos a efectuarse en el mencionado estudio son los cambios en los umbrales y en la transitoriedad de los beneficios, creando una tabla explicativa para dichos efectos.


Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes aprobó la idea de solicitar el estudio referido a la Biblioteca del Congreso Nacional, en que se señale la proyección de los costos que significan la propuesta de la CUT y las diferentes medidas propuestas por el Gobierno, especialmente en lo relativo al aporte previsional solidario, para lo cual se deberá tener, previamente, la respuesta a los oficios que se despacharon a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones y a la Superintendencia de Seguridad Social.


A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes del Colegio de Corredores de  Seguros de Chile A.G., encabezado por su Gerente General, quien expuso la opinión de dicha entidad en torno a la reforma previsional en proyecto.

Efectuó su exposición con un documento en power point que, sucintamente, aborda los siguientes temás: seguro de invalidez y sobrevivencia; asesoría previsional y rol del asesor previsional, Centros de Atención Previsional Integral; fondo para la educación previsional; sólo bancos al giro AFP; ahorro previsional voluntario colectivo; hipoteca invertida o revertida; desface en beneficio a la mujer por cada hijo, y propuestas y conclusiones.

Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, encabezada por su Presidente, quien expuso la opinión de dicha entidad en torno a la reforma previsional en proyecto.

Desarrolló su exposición con un documento en power point, que aborda las siguientes materias: propuestas del Consejo Asesor Presidencial para la Reforma al Sistema Previsional; normas del proyecto de ley sobre bancos y seguros y su importancia; disposiciones relevantes sobre inversiones y subcontratación de servicios; modificaciones a la Ley General de Bancos y su énfasis; políticas públicas y fundamentos de las propuestas del proyecto de ley; argumentos desde la perspectiva de la compartición regulada de activos y la no discriminación entre conglomerados financieros nacionales y extranjeros; propuestas para cautelar eventuales conflictos de interés, y conclusiones.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


Enseguida, se realizó una ronda de consultas, las que se consignan a continuación.


El Honorable Senador señor Allamand preguntó cuál es el impedimento que existe para que la casa matriz propietaria de un Banco pueda constituir una Administradora de Fondos de Pensiones.


El señor Presidente de la Asociación contestó que un Banco sólo puede hacer lo que la ley le permite, y en nuestro país no se contempla el negocio de las Administradoras de Fondos de Pensiones como posible de ser realizado por las entidades que representa. Un accionista mayoritario de un Banco sí puede formar o comprar una AFP, pero considera esa posibilidad como injusta respecto de los accionistas minoritarios de la misma casa bancaria. La otra posibilidad es que los bancos chilenos se constituyan en el extranjero, considerando que los bancos extranjeros ya participan del negocio, pero no ve el sentido de realizar una operación como esa.


El Honorable Senador señor Gazmuri consultó la opinión de la Asociación respecto de la idea que la división de las funciones en la administración de las cuentas y la administración de los fondos podría generar más competencia al interior del Sistema.


La Honorable Senadora señora Matthei inquirió cuál es el planteamiento de la Asociación si se permitiera la entrada de los Bancos al negocio, acerca de si formarían nuevas Administradoras o comprarían algunas de las ya existentes. En el caso de los Bancos extranjeros, preguntó cuál ha sido su comportamiento respecto de la misma materia. Además, consultó la opinión del representante de la Asociación ante la hipotética situación de que la ley permita la entrada de los Bancos al Sistema, pero obligándolos a constituir nuevas Administradoras que se sumen a las existentes, para así generar mayor competencia.


Por último, consultó qué impide a los accionistas de los Bancos repetir la conformación accionaria de la institución en la creación de una AFP.


El señor Presidente de la Asociación respondió, respecto de la división del negocio en cuanto a la administración de las cuentas y la administración de los fondos,  que el manejo de las cuentas es un negocio tecnológico que se le puede ofrecer a empresas del rubro, pero si de lo que se trata es aumentar la competencia, el negocio no está en la administración de cuentas sino en la de los fondos, por lo que es en ese rubro donde se debe dejar que participen nuevos actores. Además, señaló  que el costo operacional de la administración de las cuentas es apenas del 10% del total de los costos.


Con relación a la posible obligación de que los Bancos deban constituir nuevas Administradoras, señaló que su opinión es que no debiera limitarse a los bancos chilenos con esa clase de cortapisas y, aunque no le gusta como medida, es una alternativa que puede darse dentro de la ley.


Refiriéndose a la opción de replicar la estructura accionaria de una institución bancaria en la propiedad de una nueva AFP, manifestó no encontrarle sentido a una solución como esa, en que a un tremendo costo se crearía una nueva AFP para que, en definitiva, todos sepan que esa AFP pertenece a un determinado Banco. Todo lo anterior motivado por el temor a que instituciones que representa usen las Administradoras dentro de una estrategia de créditos cruzados, temor que no comparte, porque hasta ahora ninguno de los bancos extranjeros que es dueño de una AFP ha efectuado alguna de esas operaciones.


Su planteamiento y su convicción es que los Bancos introducirán competencia al igual que en el negocio de los seguros, que será beneficioso para todos, sin que se concreten los temores que se han señalado, especialmente por la aplicación de las diez medidas que han propuesto para aumentar la transparencia del Sistema.


El Honorable Senador señor Novoa sostuvo que el tema central aquí tratado es el de la competencia. Siendo Chile un mercado muy pequeño, existe una limitación al crecimiento dada por la especialización, y si se permite que los Bancos tengan subsidiarias en el Sistema de AFP, lo que ocurrirá es que, finalmente, existirán tres o cuatro conglomerados en el país que serán dueños de todo. Afirmó Su Señoría que si existe competencia con las casas comerciales, con las Compañías de Seguros y con las Administradoras de Fondos de Pensiones es, precisamente, porque los Bancos no pueden entrar en esos negocios como dueños. En el Sistema de AFP existen cuatro o cinco conglomerados porque el mercado es muy pequeño y no permite más actores, en el sistema financiero ocurre otro tanto en que cuatro o cinco Bancos manejan el 90% de las colocaciones. En conclusión, si se permite la entrada de las instituciones bancarias al Sistema Previsional, tiene el fundado temor de que como el mercado no es lo suficientemente grande para permitir ocho actores, se termine con tres o cuatro que serán los mismos que ya dominan el sistema financiero.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó su agrado al escuchar el argumento contra la concentración. Piensa que los Bancos, de entrar al negocio de las Administradoras, comprarán las ya existentes, y es por ello que quiere saber si, a juicio de la Asociación, debe existir un límite a la concentración económica o no.


Por otra parte, Su Señoría consultó de qué forma puede resolverse el conflicto de intereses de las Administradoras que, actualmente, nombran directores en los Bancos y cómo podrían resolverse eventuales conflictos a futuro. Por último, preguntó la opinión de la Asociación acerca de la posible existencia de una AFP estatal.


El señor Presidente de la Asociación señaló que los conglomerados que son dueños de algunas AFP del país son mucho más grandes, en términos económicos, que las entidades bancarias chilenas, por lo que no cree que las instituciones financieras absorban a las Administradoras actuales y, por ello, en vez de cuatro tendríamos siete AFP. 


En cuanto al tema de la concentración económica indicó que la preocupación debe estar en que existan Tribunales de Libre Competencia independientes, con jueces muy bien remunerados y claras definiciones sobre lo que es la posición dominante en el mercado, existiendo, además, estatutos PYMES que ayuden efectivamente a aquellos que compiten y evitan la concentración, y no en leyes que cree no resolverán el problema señalado.


Sobre la posibilidad de que exista una AFP estatal, se refirió al Banco Estado como posible controlador de una AFP, indicando que por ser un Banco más del sistema financiero no puede ser excluido de ninguno de los negocios que se permitan al resto de las instituciones bancarias.


El Honorable Senador señor Novoa efectuó dos comentarios, el primero, referido a los Bancos, y al Banco Estado en especial, como posibles actores del sistema de AFP, señalando que el punto principal es el fin del objeto único en el giro de dichas instituciones. El segundo, es que se debe diferenciar entre la situación de un conglomerado extranjero que tiene participación en la propiedad de una AFP, pero que se mantiene como entidad completamente diferenciada, y la situación que se producirá con la dependencia de una AFP respecto de los dueños de un Banco determinado.


A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Central Unitaria de Jubilados, Pensionados y Montepiadas de Chile, encabezada por su Presidente, quien expuso la opinión de dicha entidad en torno a la reforma previsional en proyecto.

Formuló sus observaciones en torno a los objetivos de la reforma, los que se resumen en la presentación: “Nuestra opinión sobre la Reforma Previsional”.



Acompañó su intervención con un documento en el que se desarrolla el tema reseñado.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Unión Nacional de Pensionados de Chile A.G., encabezada por su Presidente, quien expuso la opinión de dicha entidad en torno a la reforma previsional en proyecto.

Efectuó su exposición en torno a diversos aspectos de los sistemas de previsión social, cuales son: presentación inicial sobre el antiguo sistema previsional y el nuevo sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980; demandas planteadas para el conjunto de los sistemas previsionales, y fundamentos y proposiciones.


Acompañó su intervención con un documento en el que se desarrollan los puntos reseñados.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


Enseguida, se realizó una ronda de consultas, las que se consignan a continuación.

El Honorable Senador señor Muñoz Aburto manifestó su interés por los planteamientos de la Unión Nacional, y destacó la propuesta para la exención del pago de contribuciones de la vivienda propia que sea habitada por el jubilado, la que debería ser considerada por el Ejecutivo para presentar un proyecto de ley.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que la Unión Nacional debía tener claro que varias de las soluciones que solicitan requieren iniciativa de ley, las que no pueden ser presentadas por los parlamentarios ni otorgadas por el Congreso Nacional, sin que el Ejecutivo presente los proyectos de ley respectivos, debido a que, de acuerdo al ordenamiento constitucional, se trata de materias de iniciativa exclusiva de S.E. la Presidenta de la República.


A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Federación de Asociaciones de Funcionarios de la Universidad de Chile (FENAFUCH), representada por su Secretaria General, quien expuso la opinión de dicha entidad en torno a la reforma previsional en proyecto.

Efectuó su exposición con un documento que considerá los siguientes temas y las propuestas respectivas: objetivos de la reforma previsional; pensiones justas y dignas; pensiones solidarias; término de la discriminación con los pensionados de AFP y con las pensiones de las mujeres; sistemas de bienestar; rentabilidad de las pensiones; daño previsional, y situación previsional del personal de la Universidad de Chile.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


Asimismo, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Agrupación de Empleados Públicos por la Reparación del Daño Previsional, encabezada por su Presidenta, quien expuso las opiniones de dicha entidad en torno a la reforma previsional en proyecto


Efectuó su exposición con un documento en power point, cuyos contenidos principales son: fundamentos del proyecto; contexto histórico y escenario actual; daño previsional y la propuesta denominada Fostrar como reforma al sistema; universo de imponentes y pensionados del antiguo sistema previsional y del nuevo sistema de pensiones; propuestas y su financiamiento, y los anexos respectivos.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


Enseguida, se realizó una ronda de consultas, las que se consignan a continuación.

La Honorable Senadora señora Matthei comentó la situación que se produce con algunos funcionarios afiliados al INP que, al acercarse el momento de jubilar, son ascendidos a grados más altos dentro de los Servicios Públicos para aumentar el monto que recibirán cuando se pensionen.


Su Señoría sostuvo además que lo planteado con relación al llamado daño previsional resulta más injusto porque, en su origen, afectaba a todos los trabajadores, pero, posteriormente, se encontró una solución sólo para los trabajadores afiliados al Sistema del INP, logrando una tasa de reemplazo entre el setenta y el ochenta por ciento Consideró discriminatoria esta situación al no incluirse a los afiliados a las AFP y, por ello, anunció que, en la discusión particular, para votar respecto de algunas normas del proyecto tendrá presente que es necesario solucionar este problema.


El Honorable Senador señor García señaló que no es posible aceptar que se discrimine a los trabajadores por pertenecer a un sistema u otro. Puede estar de acuerdo con la pensión básica solidaria, pero no puede estarlo con el daño previsional, y la condena a la pobreza de personas que han sido servidores del Estado por 40 o 45 años. Indicó que se debe convencer al Ministro de Hacienda para lograr pensiones con una tasa de reemplazo del 70% que, por lo demás, es lo que recomienda la Organización Internacional del Trabajo.


El Honorable Senador señor Escalona manifestó que ésta es una discusión en desarrollo, y nada impide que el aporte hecho por la Agrupación tenga influencia en la tramitación de este proyecto de ley, o contribuya a la tramitación de una iniciativa legal distinta, para lo cual será menester conocer el monto de las pensiones de las personas a las cuales representa la Agrupación que ha expuesto esta situación.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto señaló que en la Comisión de Trabajo y Previsión Social está tramitándose un proyecto que apunta a la solución del llamado daño previsional, por lo que en dicha instancia se pueden discutir e incluir las proposiciones planteadas, en conjunto con el Ministerio de Hacienda.

En la siguiente sesión, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile (ASEMUCH), encabezada por su Secretario General, quien expuso la opinión de dicha entidad en torno a la reforma previsional en proyecto.

Efectuó su exposición con un documento en power point, que contiene los siguientes temas: principales problemas no resueltos por el sistema de capitalización individual; deficiencias del sistema que afectan a los trabajadores municipales con sus consideraciones generales y propuestas de solución, y extensión del bono ANEF a todos los trabajadores afiliados a los gremios del sector público.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


El Honorable Senador señor Gazmuri preguntó cuántos son los funcionarios municipales en el país y cuántos de ellos están afiliados a ASEMUCH.
El señor Secretario General informó que los funcionarios municipales son aproximadamente 45.000, y 27.000 de ellos están afiliados a ASEMUCH y pagan sus cuotas.

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Federación Frente de Trabajadores de Hacienda (FTH), encabezada por su Presidente, quien expuso la opinión de dicha entidad en torno a la reforma previsional en proyecto.
Su intervención la hizo sobre la base de un documento en power point, que desarrolla los siguientes aspectos: antecedentes considerados por el Consejo Asesor Presidencial para la Reforma Previsional; daño previsional y proyecto de ley sobre bono post laboral; dañados previsionales, ¿ qué se entiende por ellos?, y quiénes son en la actualidad pertenecientes al INP, propuesta de reforma legal del FTH y el costo de la misma.

Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.
El Honorable Senador señor García destacó que en esta exposición se agregó un nuevo elemento, que dice relación con el límite imponible que tienen los funcionarios que ocupan los grados más altos de la Administración del Estado, quienes, cotizando por el tope de 60 UF, reciben por ley una pensión mucho menor y, por ello, no se jubilan cuando cumplen las edades necesarias para hacerlo.

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Multigremial del Sur (VIII, IX y X regiones), encabezada por su Presidente, quien expuso la opinión de dicha entidad en torno a la reforma previsional en proyecto.
Efectuó la exposición formulando sus observaciones en torno a los objetivos de la reforma, las que se resumen en la presentación: “Por la real reparación del daño previsional y reforma del sistema previsional”, documento que reseña y desarrolla el tema en cuestión.

Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.
Enseguida, se realizó una ronda de consultas, las que se consignan a continuación.

La Honorable Senadora señora Matthei señaló que el daño previsional lo sufrieron todos los trabajadores, sin importar el Sistema al que estuvieran afiliados, pero en el año 1991 se solucionó el problema sólo para los afiliados al INP a través de la ley N° 19.200, por lo que los parlamentarios de su sector hicieron notar lo injusto de la situación descrita porque no se incluyó a los afiliados a las AFP. Posteriormente, se ingresó un proyecto de ley que reemplazaba el llamado bono post laboral, asegurando a los trabajadores afiliados al Sistema de AFP una tasa de reemplazo del 70%, proyecto que fue declarado inadmisible por corresponder a la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República. Aclaró que ese proyecto de ley significaba un gasto para el Estado, lo que es natural, ya que no existe ningún sistema que asegure una tasa de reemplazo de 70% sin la intervención del Estado.

La señora Presidenta Regional del Colegio de Profesores del Bio-Bío, expresó que el Sistema Previsional chileno fue empeorado en la década de los ochenta, y piensan que las reformas propuestas por la llamada Comisión Marcel no solucionan los problemas existentes.

La Honorable Senadora señora Matthei agregó que el Sistema Previsional chileno estaba quebrado en la segunda mitad de la década de los sesenta.

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Agrupación de Empleados Públicos Pensionados por Sistema AFP con Daño Previsional, de Temuco, encabezada por su Presidenta, quien expuso la opinión de dicha entidad respecto a la reforma previsional en proyecto, sobre la base de un documento que acompañó, denominado “Resolver el drama del daño previsional”.

Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


Enseguida, se realizó una ronda de consultas, las que se consignan a continuación.
El Honorable Senador señor Escalona manifestó que lo expuesto por la Agrupación había logrado sensibilizar a las Comisiones unidas, a pesar de que el proyecto en discusión no se refiere al daño previsional, lo que no obsta a que sea incluido por el Ejecutivo en alguna indicación o considerado en otra iniciativa de ley. Agregó que los aspectos discriminatorios del Sistema deben eliminarse.  

La Honorable Senadora señora Matthei señaló que hace diez años que protesta por la discriminación que se efectúa al otorgarse aguinaldos y bonos de invierno sólo a los pensionados al Sistema del INP. 

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Asociación de Mutuales A.G., encabezada por su Presidente, quien expuso la opinión de dicha entidad en torno a la reforma previsional en proyecto.

Desarrolló su exposición con un documento que reseña los siguientes aspectos: evolucion en la consideración de los accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, desde la decada de los años cincuenta a la fecha, la participación del Estado y de las Mutuales de Seguridad -creadas por la ley 16.744- en esta materia, el éxito obtenido en bajar los porcentajes de siniestralidad de estos riesgos sociales y en la prevención de los mismos, y los roles futuros que debieran cumplir el Instituto de Previsión Social y el Instituto de Seguridad Social, organismos públicos que se crean en el proyecto de ley para dichos fines.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.
La Honorable Senadora señora Matthei expuso que le parece bastante razonable que el Gobierno defina si realizará la misma actividad de las Mutuales por intermedio de esas instituciones, y si es así que se le apliquen las mismas reglas y entreguen el mismo servicio que dichas entidades.

Además, consultó si la Asociación tenía conocimiento del hecho que en algunas empresas se estarían dejando de declarar accidentes del trabajo como tales, para que no suba la tasa de la cotización, pagando de todas formas la atención médica.

El Honorable Senador señor Muñoz Aburto agregó que ha recibido denuncias de que en algunas Mutuales se podrían estar falseando datos de siniestralidad, haciendo que muchos accidentes del trabajo no sean calificados como tales.

El Honorable Senador señor García señaló que el INP no tiene tasas diferenciadas, cobrando el mínimo por la atención de accidentes del trabajo, por lo que se genera un subsidio del Estado para esas atenciones. Por esto, se debe conocer con exactitud que es lo que piensa hacer en el futuro en materia de accidentes del trabajo, de forma que no se genere una competencia desleal en un Sistema que reconocidamente ha funcionado bien.

El señor Presidente de la Asociación de Mutuales expresó no tener noticias respecto de las denuncias señaladas y no cree que se pueda producir una falsificación de los datos, porque los antecedentes están prácticamente en línea con la Superintendencia de Seguridad Social, organismo de control especializado en la materia. Además, que la competencia entre las Mutuales es muy fuerte y el mercado al ser tan pequeño no permite ocultar los accidentes ocurridos.

Indicó que se ha sabido que existen empresas que no registran todos los accidentes, y lo que han hecho como Mutuales es sacar los policlínicos que tenían dentro de las empresas, lugares en los que se producían situaciones en que se intentaba ocultar la ocurrencia de accidentes del trabajo.

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia al Instituto Libertad y Desarrollo, representado por su Directora del Programa Económico, quien expuso la opinión de dicha entidad respecto a la reforma previsional en proyecto.

Efectuó su exposición con un documento en power point que considera, principalmente, los siguientes aspectos: proyecto de ley amplio y complejo; pilar solidario, sus características, logros, inconvenientes, y proposiciones que se efectúan; ahorro voluntario, características y opción tributaria; la industria de las AFP, costos, rentabilidad y su importancia, economías de escala, subsidios cruzados, impacto de una rebaja en las comisiones, énfasis del proyecto de ley y alternativas posibles; licitación de cartera de afiliados y sus inconvenientes; seguro de invalidez y sobrevivencia; acceso de nuevos actores al sistema de AFP; rentas vitalicias; Institucionalidad; Inspector Delegado en las AFP, con algunas causales arbitrarias, y régimen de inversiones con sus fortalezas y desafíos.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.


Enseguida, se realizó una ronda de consultas, las que se consignan a continuación.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que sería conveniente tener acceso a estos mismos estudios pero profundizados, cuando el proyecto se encuentre en su etapa de discusión en particular.

La señora Directora del Programa Económico del Instituto destacó, dentro de los aspectos abordados por el proyecto, que debiera crearse un Comité de Expertos de carácter técnico integrado por cinco miembros, cuatro de ellos ratificados por el Senado y el quinto sería el Subsecretario de Previsión Social, quien lo presidiría. Sus funciones serían, principalmente, aprobar el Reglamento por medio del cual se asignarían los recursos del Pilar Solidario y pronunciarse sobre la marcha del Sistema.

El Honorable Senador señor Escalona realizó una reflexión en torno a la propuesta de que se cree un Comité de Expertos que se pronuncie sobre la asignación de los dineros del Pilar Solidario, en el sentido que tiende a una mayor participación del Parlamento en la gestión pública y, en su opinión, esta propuesta podría concretarse siempre que quede bajo la dependencia del Poder Legislativo y del Poder Ejecutivo, y siempre que la potestad reglamentaria planteada no vulnere atribuciones constitucionales expresamente establecidas, porque no está de acuerdo con normas que tiendan hacia un régimen parlamentario. 

La señora Directora sostuvo que el Comité propuesto no ejecuta, sólo aprueba el Reglamento que le propone el Ejecutivo; el Senado sólo ratifica el nombramiento de sus miembros y, sin ejecutar, se pronuncia sobre la entrega de los recursos.

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó entender que el mencionado Comité aprobaría el referido Reglamento para estar seguros de que los recursos están llegando al 60% más pobre de la población.

El Honorable Senador señor Gazmuri expresó que el proyecto define, en términos diversos a los señalados, lo que se entiende por grupo familiar.

La señora Directora señaló que por grupo familiar se entiende la persona que jubila, su cónyuge y los hijos menores de edad que no trabajen en ese momento o menores de 25 años que estén estudiando.

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia al representante de la Oficina de la Organización Internacional del Trabajo para países del Cono Sur de América Latina, quien expuso la opinión de dicha entidad en torno a la reforma previsional en proyecto.
Desarrollo su exposición con un documento en power point, que considera sus comentarios respecto a los objetivos de la reforma, los que se resumen en: satisfacción de la OIT por el proyecto de ley al contemplar  varios planteamientos de este organismo internacional, en áreas tales como cobertura, solidaridad y sostenibilidad financiera; perfeccionamientos aún posibles en lineamientos establecidos por convenios internacionales y la resolución sobre seguridad social de la Conferencia Internacional del Trabajo de 2001; las mayores fortalezas del proyecto de ley, tales como el componente solidario y la nueva institucionalidad pública, aumento de cobertura, equidad de género y mejoras en las prestaciones; aspectos a considerar con atención, centrados en la incorporación de los trabajadores independientes, financiamiento tripartito y edades de retiro; participación tripartita, evaluaciones actuariales y seguimiento financiero; nuevos actores, y regulación de comisiones.

Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.
A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia al representante de la Fundación Chile 21, quien expuso la opinión de dicha entidad sobre la reforma previsional en proyecto, con un documento en power point y desarrollando los siguientes temas: derechos ciudadanos y Sistema de Pensiones Solidarias; recursos destinados al Sistema de Pensiones Solidarias; fuentes de financiamiento; plazos y beneficios del Sistema de Pensiones Solidarias; bonificación por hijo para las mujeres; subsidio a los trabajadores jóvenes; competencia en el Sistema de AFP; cotizaciones de los empleadores; regulaciones ausentes, y nuevo pacto social. 

Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.
El expositor destacó, dentro de los temas planteados, los referidos al adelantamiento de los plazos para la entrega de los beneficios del Sistema de Pensiones Solidarias, ya que, aunque implicarán mayores costos hasta el año 2011, no se justifica el postergar la entrega en algunos casos hasta el año 2017, y aquella que propone que los empleadores contribuyan con un 2% adicional de las remuneraciones brutas a las cuentas de capitalización individual de todos sus trabajadores, lo que ayudaría a compensar, en parte, lo bajo del aporte del 10% de la remuneración imponible para efectos de previsión, que no alcanza para financiar pensiones adecuadas.

Enseguida, se realizó una ronda de consultas, las que se consignan a continuación.
La Honorable Senadora señora Matthei preguntó cuál es la utilidad de aumentar la cotización del trabajador en un 2%, que será de cargo del empleador, si en definitiva todos los costos asociados a la remuneración del trabajador son asumidos y se pagan con dineros del empleador, el cual, por este hecho, calculará el costo del mencionado 2% y lo transferirá a una rebaja de la remuneración líquida del trabajador.

El expositor manifestó que el punto es cómo aumentar las cotizaciones para que existan mejores pensiones. En dicho sentido, un 2% adicional de cotización de cargo del empleador, significa un mayor costo en la contratación del trabajador, quien no ve mermada su remuneración líquida.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó cómo se hará para que el señalado aumento de 2% no signifique, finalmente, una disminución de la remuneración líquida del trabajador.

El señor Director Ejecutivo Adjunto de la Fundación señaló que, en esa perspectiva, dependerá del poder de negociación de las partes y las limitaciones legales que deberían existir, como en el caso del ingreso mínimo.

Agregó que si el país sigue creciendo a tasas del 5%, no cree que un aumento adicional del 2% vaya a influir negativamente sobre las remuneraciones líquidas de los trabajadores.

La Honorable Senadora señora Matthei indicó que no encuentra sentido el aumentar el costo de la contratación de trabajadores que ganan el ingreso mínimo si sabemos que esas personas recibirán la pensión mínima.


Además, sostuvo que esta clase de aumentos pueden resultar devastadores para las personas actualmente más desvalidas en términos ocupacionales, que son los jóvenes y las personas mayores de 50 años de edad.

En la siguiente sesión, las Comisiones unidas recibieron en audiencia al representante de la Fundación Jaime Guzmán, quien expuso la opinión de dicha entidad sobre la reforma previsional en proyecto.
Sus observaciones, desarrolladas en un documento en power point que acompaño, abordan principalmente los siguientes aspectos: objetivos de la reforma, protección del pensionado, competencia y reducción de costos, aumentar cobertura y nueva institucionalidad; nuevo pilar solidario, pensión básica solidaria y aporte previsional solidario; ingreso de los Bancos al Sistema de AFP; licitación de cartera de afiliados, diagnóstico, puntos a favor y puntos en contra; seguro de invalidez y sobrevivencia; independientes; Centros de Atención Previsional Integral, y daño previsional.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.
El Honorable Senador señor García consultó si se puede abrir una cuenta de ahorro previsional voluntario sin importar la edad del cotizante.

La representante de la Superintendencia de AFP explicó que no existe un requisito de edad para ser sujeto de ahorro previsional voluntario, pero que sería necesario crear una institucionalidad para dichos efectos. 

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud (CONFENATS), encabezada por su Presidente, quien expuso la opinión de dicha entidad respecto a la reforma previsional en proyecto.


Acompañó un documento con el contenido de su exposición, en el cual se contemplan los siguientes aspectos: análisis del proyecto de reforma previsional; cambios demográficos, económicos y sociales y resultados previsionales; bases para una pensión digna y segura; contenidos del proyecto de ley y propuestas, principalmente sobre el sistema de pensiones solidarias; bonificación por hijo para las mujeres; separación del seguro de invalidez y sobrevivencia; compensación económica previsional en el caso de divorcio o nulidad; subsidio a las cotizaciones de trabajadores jóvenes; obligación de cotizar de los independientes; ahorro previsional voluntario; modificación límites de inversión en el extranjero; síntesis y análisis de las medidas a contemplar para mejores beneficios, y comentario final.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.
Asimismo, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS), encabezada por su Presidente, quien expuso la opinión de dicha entidad respecto a la reforma previsional en proyecto.

Efectuó su exposición sobre la base de un documento, cuyos contenidos esenciales son los siguientes: explicación del sector de trabajadores que representan; las falencias de la reforma de las pensiones, y la posición de FENPRUSS. Asimismo, acompañó y se refirió a un cuadro de ejemplos sobre el impacto del daño previsional, respecto de afiliados a su organización.


Dichos documentos fueron debidamente considerados por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.
A continuación, el Honorable Senador señor García expresó que le llamaba la atención el cálculo mencionado de 316.000 pesos como límite superior de la pensión básica solidaria, en que para su determinación se sumarían los ingresos del grupo familiar.

El Honorable Senador señor Escalona señaló que la norma se refería al grupo familiar para el cálculo del Aporte Previsional Solidario y no a la Pensión Básica Solidaria.

El Honorable Senador señor García indicó que se refería a la pensión autofinanciada de referencia.

El señor Presidente de la FENPRUSS manifestó que había consultado en la Superintendencia del ramo y se le había indicado que efectivamente el grupo familiar se utilizaría como parámetro para la determinación de quienes recibirían la Pensión Básica Solidaria.

Los Honorables Senadores de las Comisiones unidas estuvieron de acuerdo en que será necesario aclarar la disposición mencionada por el Honorable Senador señor García al discutir en particular el proyecto.

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a los representantes de la Asociación de Administradoras de Fondos Mutuos de Chile A.G., encabezada por su Gerente General, quien expuso la opinión de dicha entidad respecto a la reforma previsional en proyecto.
Acompañó su intervención con un documento en power point, en el cual se desarrollan los siguientes temas: fomento al ahorro previsional voluntario y su tratamiento tributario; soluciones para independientes; creación de la figura del ahorrante voluntario; más competencia y menores costos en el sistema previsional; participación de los fondos mutuos en el APV y su ampliación al ahorro previsional obligatorio; optimización del sistema, y más competencia y desconcentración con el ingreso de más actores.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.
A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia al Ingeniero Civil, señor Juan Ariztía, quien expuso su opinión respecto a la reforma previsional en proyecto.
Realizó su exposición con un documento en power point, formulando sus observaciones y comentarios sobre reforma, los que se resumen en:


- Mitos sobre el costo del sistema AFP.


- Hechos al respecto.

- Causas del mito.

- Consecuencias del mito para el proyecto: Licitación de carteras de afiliados jóvenes y Bancos administrando fondos previsionales.

- Banco Estado como AFP.

- Pensión Solidaria.

- Cotización de independientes. 


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.
Destacó el hecho que se ha instaurado el mito que las AFP son “caras”, lo que no tiene, en su opinión, base real alguna. El Sistema cobra entre 0,5 y 0,6% sobre los fondos administrados. Indicó que dicha cifra es muy baja e inferior a la de cualquier administrador nacional de fondos.

Además, señaló la posibilidad de que los Bancos sean dueños de Administradoras de Fondos de Pensiones como lo peor del proyecto, debido a que si esto ocurre, desaparecerán las AFP independientes de los conglomerados financieros, generando los problemas derivados de los beneficios relacionados como los préstamos y tarjetas de crédito.

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia al Economista, señor Hernán Cheyre, quien expuso su opinión respecto a la reforma previsional en proyecto.
Efectuó su exposición con un documento en power point, formulando sus observaciones y comentarios sobre la reforma, los que se resumen en:


- Visión global.


- Principales cambios con impacto económico significativo, positivos y negativos.

- Impacto en las pensiones. Ahorro versus rentabilidad.

- Efecto rentabilidad de las inversiones.

- Tabla de equivalencias para mejorar monto de pensión.

- Ampliación de límites de inversión.

- Redefinición del Pilar Solidario.

- Ingreso de nuevos actores a la industria, y sus recomendaciones.

- Licitación de nuevos afiliados.

- Separación y licitación del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia.

- Comentarios finales. 


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.
Destacó, especialmente, el punto relativo a cómo evitar los conflictos de interés en los Directorios de las AFP. Señaló que el proyecto contempla la creación de un Comité de Inversiones en cada AFP que le reportará sus actuaciones al Directorio; pero le parece conveniente avanzar aún más, permitiendo que dicho Comité actúe con independencia del Directorio, que el Gerente de Inversiones le reporte sus actuaciones y que esté integrado mayoritariamente por profesionales independientes del grupo controlador.

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia a la Ingeniera y Economista, señora Mónica Titze, quien expuso su opinión respecto a la reforma previsional en proyecto.
Desarrolló su exposición con un documento en power point, formulando sus observaciones y comentarios sobre la reforma, los que se resumen en:


- Nuevos beneficios de cargo del Estado: sistema de pensiones solidarias, bonificación por hijo y subsidio a los trabajadores jóvenes.


- Nuevos beneficiarios de la pensión de sobrevivencia.

- Mejoras a los beneficios por el Seguro de Invalidez.

- Tasa de descuento para los retiros programados.

- Independientes.

- Seguro de Invalidez y Sobrevivencia.

- Cambios derivados de la eliminación de los PMGE.

- Mayores exigencias para pensionarse anticipadamente y para retirar excedentes de libre disposición.

- Menor garantía estatal para las rentas vitalicias y menores requisitos para optar a ellas.

- Cuenta de ahorro voluntario.

- Reserva de fluctuación de rentabilidad: su eliminación.

- Ahorro Previsional Voluntario Colectivo.

- División del saldo en caso de divorcio, por menoscabo económico.


Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.
Enseguida, se realizó una ronda de consultas, las que se consignan a continuación.
La Honorable Senadora señora Matthei consultó cuáles serían las consecuencias de la eliminación del segundo dictamen de invalidez total.

La expositora explicó que al eliminarse este segundo dictamen ya no habrá un período de tres años en que se entreguen pensiones transitorias, lo que generará un aporte adicional para financiar pensiones vitalicias para los afiliados y para las pensiones de sobrevivencia correlativas. En consecuencia, propuso que el pago del aporte adicional se efectúe sólo al cumplirse tres años desde la declaración de invalidez, sin necesidad de una reevaluación.

El Honorable Senador señor Allamand comentó que no entendía por qué debería postergarse tres años la pensión vitalicia si el afiliado desde el principio es definitivamente inválido.

La expositora señaló que el motivo es netamente de costos, debido a que encarece el valor del seguro.

El Honorable Senador señor Novoa preguntó si este cambio en la normativa no provocaría una mayor liberalidad en la concesión de las mencionadas pensiones.

La señora Titze indicó que, efectivamente, la eliminación del segundo dictamen puede generar mayor cantidad de fraudes que, por lo demás, era lo que ocurría hasta el año 1990 en que se introdujo la figura del segundo dictamen.

El Honorable Senador señor Allamand se refirió al riesgo de quiebra de la aseguradora que se adjudique la licitación del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia, manifestando que se deben estudiar posibles arreglos al problema planteado, considerando alternativas como el reaseguro o que, por ejemplo, se establezca el requisito de postular a la licitación en grupos de tres compañías aseguradoras.

El Honorable Senador señor Novoa planteó, en relación a la división de saldo en caso de divorcio como compensación por menoscabo económico,  que en el caso de matrimonios en que uno sólo de los cónyuges cotizó se podrían generar dos pensiones básicas financiadas en parte por el Estado, cuando en realidad uno de los cónyuges tuvo una alta densidad de cotización.

A continuación, las Comisiones unidas recibieron en audiencia al Economista, señor Pablo Wagner, quien expuso su opinión respecto a la reforma previsional en proyecto.
Efectuó su exposición con un documento en power point, formulando sus observaciones y comentarios respecto a los siguientes temas:

- Reforma Previsional en Industria de AFP.

- Licitaciones de cartera: características y efectos.

- Entrada de nuevos actores a la industria: cruce de productos, conflictos de interés, efectos en los costos y en la rentabilidad, y la experiencia mexicana.

- Cambios para aumentar la competitividad: disminución de encaje, cobro sobre saldos o liberalizar tope imponible, externalización de servicios, y rentabilidad neta de comisiones.

- Anexos: Mitos en los que se basó la Reforma y Separación del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia.

El expositor destacó, entre otros aspectos, el hecho de que la reforma debería centrarse en la rentabilidad de los fondos y no en los costos del Sistema, señalando que un punto más de rentabilidad de los fondos, durante 30 años, significa un 30% más en el monto de la pensión del afiliado. 


Al término de su exposición, hizo entrega de un conjunto de antecedentes sobre la materia en examen.

Los documentos acompañados fueron debidamente considerados por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas.
Enseguida, se realizó una ronda de consultas, las que se consignan a continuación.
El Honorable Senador señor Allamand sostuvo que en el tema de la licitación de las carteras de afiliados existe un tema jurídico insalvable para que se concrete, debido a la inconstitucionalidad de la licitación en la forma que se establece en el proyecto. Señaló que el Tribunal Constitucional ha establecido que la propiedad de los fondos es de los afiliados, siendo una de las prerrogativas del propietario la de disponer de los mismos, lo que habría sido zanjado por ese Tribunal a propósito del caso de las Rentas Vitalicias.

El Honorable Senador señor Escalona sostuvo que cuando se llegue a la etapa de la discusión en particular del proyecto de ley, habrá varios aspectos como éste que deberán ser abordados con mayor profundidad.


Durante el curso de las sesiones celebradas por las Comisiones unidas fueron recibidos tres oficios en respuesta a otros tantos que, según se consignó con anterioridad en este informe, fueron enviados en consulta, uno a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, otro, a la Superintendencia de Seguridad Social y, el último, al Instituto Nacional de Estadísticas.


En tales oficios, las referidas entidades proporcionaron los siguientes antecedentes: 


El primero de ellos, emanado de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, informa acerca del número de afiliados por AFP, a julio de 2007; número de cotizantes por ingreso imponible y AFP, a junio de 2007; número y monto promedio de pensiones pagadas por las AFP en el mes, por modalidad, sexo del causante y tipo de pensión, a julio de 2007; número de pensiones pagadas en el mes, distribuidas según tramo de pensiones, modalidad, sexo y tipo de pensión, a julio de 2007; número y monto promedio de las pensiones por renta vitalicia pagadas en el mes, distribuidas por tipo de pensión, a julio de 2007, y proyección de tasas de reemplazo para afiliados próximos a pensionarse.


El segundo de los referidos documentos, emitido por la Superintendencia de Seguridad Social, proporciona información relativa al número de cotizantes para pensión por tipo de trabajador y sexo, según ex Cajas de Previsión y según tramos de pensión; asimismo, informa el número de pensiones pagadas por tramo, según sexo y tipo de pensión.


El tercer oficio, proveniente del Instituto Nacional de Estadísticas, informa acerca del número de trabajadores ocupados según categoría ocupacional y las remuneraciones medias según categoría económica.


Se deja constancia de que los referidos documentos fueron debidamente considerados por los señores Senadores integrantes de las Comisiones, unidas, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones, unidas.


- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, Unidas, Honorables Senadoras señoras Alvear y Matthei y Honorables Senadores señores Allamand (como miembro de ambas Comisiones), Escalona, Gazmuri, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto y Sabag.

El Honorable Senador señor Muñoz Aburto fundamentó su voto favorable al proyecto de ley en los términos siguientes. Señaló que estamos frente a una reforma previsional trascendental, que viene a poner equidad en el otorgamiento de las pensiones, tanto a hombres como a mujeres, y no sólo respecto de los que se encuentran en plena actividad laboral, sino que también en relación a los jóvenes que recién se incorporan al mundo del trabajo. 


En efecto, precisó, la iniciativa legal consagra una serie de nuevos beneficios y mejora otros tantos, perfeccionando el sistema en actual vigencia. Así por ejemplo, añadió, se contemplan subsidios mediante bonificaciones al empleo y a las cotizaciones previsionales, así como también se considera la posibilidad de que las mujeres que no registran cotizaciones perciban una pensión.


Por otro lado, la pensión básica solidaria refleja el cambio sustantivo que representa esta reforma. Lo que hasta ahora se conoce como pensión asistencial, experimenta una transformación radical, permitiendo que accedan a ella quienes no efectuaron, por distintas circunstancias, con la regularidad necesaria, su ahorro previsional.


Destacó que, otro de los grandes lineamientos que contiene esta reforma, es el aporte previsional solidario. A su respecto, añadió, se contempla una escala gradual que va desde los $ 60.000 hasta los $ 200.000. Sin embargo, advirtió, en esta materia es necesario hacer una reflexión. Explicó que existe amplia coincidencia en que ese tope máximo de $ 200.000 es insuficiente para los efectos pretendidos y que, por tanto, sería altamente conveniente incrementar ese límite a una cifra de, a lo menos, $ 300.000. Solicitó al Ejecutivo considerar dicha propuesta. Asimismo, sugirió la posibilidad de adelantar la fecha estimada a este respecto, y que, en lugar de proyectar el beneficio al año 2012, se considere al año 2010.


Hizo presente Su Señoría que esta es una reforma previsional que favorece a los grupos familiares más vulnerables de nuestra sociedad, es decir, a los sectores más pobres. Sabido es, agregó, que la reforma tiene un elevado costo para el erario fiscal, el cual ha sido comparado con el gasto que significó la reforma instaurada en materia de salud vía Plan Auge, incluso multiplicado varias veces. Esto, apuntó, revela la envergadura del proyecto.


En lo que respecta a la industria, señaló que las regulaciones que se establecen en este proyecto de ley resultan atendibles a la luz del tipo de negocio de que se trata. Sin embargo, añadió, la incorporación de las instituciones bancarias al mundo previsional para generar mayor competencia al interior del mismo, a su juicio, no reviste mayor relevancia. Se mostró partidario de tal incorporación sólo en la medida que ello permita la participación del Banco Estado en esta industria, a fin de que dicha entidad pueda cumplir un rol equivalente a una Administradora de Fondos de Pensiones estatal que, como tal, contribuya a regular el mercado.


En cambio, agregó, las voluntades políticas podrían estar orientadas, derechamente, a la creación de una Administradora de Fondos de Pensiones pública, que ofrezca a los chilenos y chilenas la seguridad y tranquilidad de que este mercado estará debidamente regulado, y que el resultado del negocio será generoso, no sólo para quienes administran los fondos previsionales, sino que también lo será para los propietarios de dichos fondos.


En otro orden de ideas, el Honorable señor Senador expresó su conformidad con la creación del denominado Comité de Usuarios. Destacó la importancia de que los cotizantes y beneficiarios del sistema cuenten con toda la información necesaria sobre el mismo, a fin de que puedan decidir, fundadamente, cual es la Administradora de Fondos de Pensiones en la que les interesa mantener sus ahorros previsionales o les permita saber cual de ellas es la que registra la mayor rentabilidad. Todo ello, a la postre, repercute en los ingresos a percibir cuando las personas abandonen la vida laboral.


En consecuencia, se manifestó partidario de la idea de legislar en esta materia, sin perjuicio de los perfeccionamientos que sea necesario incorporar, ya sea vía indicaciones cuando las facultades parlamentarias lo permitan, o bien, mediante la formulación de proposiciones al Ejecutivo cuando corresponda.


Enseguida, intervino el Honorable Senador señor Longueira, quien fundó su voto favorable al proyecto en informe, en los siguientes argumentos. En primer término, se manifestó sorprendido ante la persistente defensa que algunas personas hacen del antiguo sistema previsional, el cual otorgaba pensiones extremadamente bajas y, peor aún, contemplaba una gran cantidad de subsidios cruzados que beneficiaban a quienes percibían los ingresos más altos. Citó como ejemplo el caso de los parlamentarios, quienes, cumpliendo dos períodos legislativos, accedían a una pensión de jubilación que era equivalente a su remuneración en actividad. Ello demuestra, enfatizó, las distorsiones del antiguo sistema, las cuales, finalmente, terminaban siendo costeadas por todos los chilenos, especialmente los más pobres, con motivo del proceso de inflación.


Sin embargo, agregó, en Chile se produjo un cambio radical en esta materia en la década de 1980, mediante la instauración de un nuevo sistema de pensiones, basado en la capitalización individual de ahorros previsionales. Paralelamente, añadió, se implementó un sistema solidario que introdujo las pensiones asistenciales (PASIS), lo cual marcó el inicio del otorgamiento de pensiones a personas que durante su vida laboral no efectuaron imposiciones o registraron grandes lagunas previsionales.


Destacó que el proyecto de ley en análisis perfecciona el sistema implementado a partir de 1981, haciéndolo más justo. Eso es, a su juicio, lo más importante de la iniciativa en examen. Agregó que podrán revisarse una serie de aspectos específicos en la discusión en particular, pero lo medular, insistió, es que desde el punto de vista de la justicia social, se conserva el sistema vigente, pero mejorado y más justo.


Indicó que, por ejemplo, el proyecto no contempla ningún subsidio cruzado que beneficie sólo a la gente de más altos ingresos. Asimismo, quienes tengan una vida laboral continua, con un nivel de remuneraciones permanente, accederán a una pensión de jubilación acorde a dichas remuneraciones. Al mismo tiempo, acotó, en este proyecto de ley nos hacemos cargo, como país, de todo un segmento de nuestra sociedad que será beneficiada, por una parte, con la pensión básica solidaria y, por la otra, con el aporte previsional solidario que ayudará a mejorar la pensión de quienes sí han contribuido al sistema con su aporte. Mediante este mecanismo, enfatizó, se genera un empalme entre las pensiones asistenciales y las pensiones básicas solidarias, dando así continuidad al sistema.


Señaló que, si bien hay muchas personas que esperan que el sistema les dé mejores pensiones, la forma de obtener un incremento de tales pensiones es en base al ahorro previsional, el cual, precisamente por tal razón es obligatorio y debe fomentarse.


Destacó, asimismo, que la propuesta del proyecto permite que el Estado cumpla un rol subsidiario, incorporando la solidaridad al sistema por la vía de los impuestos. Expresó que, efectivamente, ese es el mecanismo para que el sistema sea solidario, por cuanto los impuestos son un instrumento de redistribución de la riqueza y, en este ámbito, se destinarían, por esa vía, cuantiosos recursos que ayudarán a aquellas personas que, por distintas razones, no cotizaron durante su vida laboral o registraron sendas lagunas previsionales, permitiéndoles, en definitiva, tener una vejez digna.


Manifestó que al aprobar la idea de legislar lo hace con mucho agrado, por cuanto este proyecto de ley  termina con una serie de mitos y descalificaciones en torno al régimen previsional vigente. Enfatizó que, de este modo, se está caminando hacia un sistema que permite incrementar las pensiones de carácter solidario, lo cual es fruto del crecimiento económico que ha experimentado nuestro país desde hace casi treinta años y que ha significado contar en la actualidad con mayores recursos fiscales que pueden ser destinados para estos efectos. 


En ese sentido, destacó, se ha avanzado resueltamente en legitimar el sistema existente, el cual calificó como justo, porque permite a las personas que tienen capacidad de ahorro, capitalizar individualmente esos ahorros durante su vida laboral, para luego obtener una pensión de jubilación acorde a dicho ahorro y a su nivel de remuneraciones. Ello, apuntó, no acontecía en el pasado, cuando, a raíz de subsidios mal asignados por el Estado, se terminaba privilegiando a los sectores de ingresos más altos, donde se percibían pensiones cuantiosas que no eran fruto del ahorro personal.


Por consiguiente, y sin perjuicio de las enmiendas que sea necesario incorporar durante la discusión en particular, Su Señoría votó a favor del proyecto de ley en informe.


A continuación, el Honorable Senador señor Sabag fundó su voto favorable a esta iniciativa legal, señalando que esta es una gran reforma, esencial para el actual Gobierno y que ha generado grandes expectativas en la ciudadanía, especialmente entre los sectores más modestos de nuestro país y en la clase media, por cuanto pretende reparar las injusticias e iniquidades en que se ha incurrido durante largo tiempo.


Recordó que el sistema previsional vigente data del año 1981. Éste, según como fue concebido, puede resultar muy beneficioso para aquellas personas que se incorporan jóvenes al mundo laboral, son profesionales, obtienen altas remuneraciones y cotizan durante 25 ó 30 años continuados. En tal caso, es factible obtener una adecuada pensión de jubilación. Sin embargo, advirtió, en nuestro país la realidad de la inmensa mayoría es otra, y así por ejemplo, hay quienes partieron incorporándose al nuevo sistema con un bono de reconocimiento muy bajo, o con inestables fuentes de trabajo o con imposiciones parcialmente efectuadas. Esas personas jubilarán con una pensión equivalente a no más de un tercio de su remuneración en actividad, lo cual, obviamente genera un desconcierto muy grande en la población, por la inequidad que conlleva. De ahí entonces que lo que se pretende es corregir esos errores.


Por otro lado, añadió, también se persigue dar una seguridad básica a las personas que siempre han trabajado pero que, por diversas razones, no efectuaron sus imposiciones previsionales, como por ejemplo es el caso de la mujer dueña de casa, cuyo trabajo arduo y diario, se prolonga por toda su vida. Para atender esa situación, ahora se contempla la posibilidad de otorgarles una pensión.


Indicó que este proyecto, en definitiva, acoge las legítimas aspiraciones de estas personas que, en el ocaso de sus vidas, sólo anhelan una seguridad mínima para su vejez, tras largos años de esfuerzo y trabajo entregado al país, a fin de no transformarse en una carga que nadie quiera sobrellevar. Añadió que si estas personas cuentan con recursos que antes no disponían, se les podrían abrir muchas puertas, garantizando una vejez digna. Hoy en día, enfatizó, el Estado chileno puede ofrecer esa garantía y por eso es que este proyecto de ley tiene grandes rasgos de generosidad, porque ayuda a las familias más modestas a alcanzar esa ansiada seguridad.


Sin embargo, recalcó, la reforma en estudio ofrece al mismo tiempo la valiosa posibilidad de representar al Ejecutivo las expectativas que los parlamentarios tienen en esta materia, especialmente los pertenecientes al Partido Demócrata Cristiano, quienes han estudiado un conjunto de propuestas tendientes a mejorar la reforma que aquí se implementa.


En primer término, precisó, es necesario analizar algún de tipo de reparación para la clase media de nuestro país, la que ha sido por tanto tiempo postergada. Señaló que, en nuestra sociedad, por una parte está el sector social más pudiente económicamente, profesional, productivo, que sólo necesita normas claras y prescinde de toda ayuda estatal. Por el otro extremo, están los sectores más modestos, que son los permanentes destinatarios de subsidios del Estado, ya sea en el ámbito de la salud, la educación, la vivienda y en tantos otros. En el centro están, en cambio, los que no pertenecen ni a uno ni a otro sector, que trabajan y producen, y, por tanto, no se encuentran en la pobreza, pero que tampoco alcanzan, producto de su trabajo, los niveles socio económicos más altos. Este segmento de la sociedad ha sido por largo tiempo olvidado. Así, por ejemplo, una profesora que jubiló hace seis o siete años atrás, percibe actualmente una pensión de jubilación que no supera los $ 80.000, es decir, recibe sólo un tanto más que quienes, por no contar con imposiciones, son beneficiarios de una pensión asistencial. Ello, enfatizó, resulta inaceptable y es imperioso enmendarlo.


Asimismo, Su Señoría hizo presente la necesidad de elevar el tope máximo contemplado respecto del aporte previsional solidario, incrementándolo de $ 200.000 a $ 300.000, por cuanto aquél es un límite muy bajo para la realidad chilena. Para estos efectos debe establecerse, acotó, una cifra cercana a la remuneración promedio en Chile, es decir, $ 300.000, al día de hoy, y no en $ 200.000 al año 2012. Ello significaría fijar el referido límite en el equivalente a 15,6 unidades de fomento.


Además, sería deseable que se programe un aumento progresivo de los beneficios hasta cubrir no sólo el 60% más pobre de las familias, según lo que se ha propuesto, sino hasta alcanzar a un 80% de ellas. Agregó que la última encuesta CASEN demuestra que nuestra distribución del ingreso ha mejorado pero no lo suficiente. Una familia perteneciente al segundo quintil, con ingresos que fluctúan entre los $ 400.000 y $ 500.000 no es una familia de cuantiosos recursos, sino que pertenece a sectores medios que pueden requerir el apoyo del Estado para complementar su futura pensión. Debería, entonces, reprogramarse el aumento progresivo de los beneficios de la pensión básica solidaria y del aporte previsional solidario, para que el 80% de menores ingresos puedan acceder a ellos, acercándonos de esta forma a una cobertura verdaderamente universal.


Al aumentar el límite del aporte previsional solidario de $ 200.000 a $ 300.000 e incrementar la cobertura del 60% al 80% más pobre, se tienen en consideración a miles de chilenos que, de lo contrario, jubilarán con pensiones muy bajas. Entre ellos se cuentan funcionarios públicos, profesores y trabajadores de clase media. Enfatizó que, como país, es posible hacer tal esfuerzo.


Igualmente, el Honorable señor Senador manifestó que los chilenos no deben esperar tanto para recibir los beneficios de la reforma. Así por ejemplo, el aporte previsional solidario debe contemplarse, a lo sumo, a partir del año 2010 y no del año 2012 como está proyectado, por cuanto cinco años representan una espera demasiado larga para la clase media que necesita favorecerse prontamente con dicho beneficio.


En cuanto al monto de la pensión básica solidaria, acotó que es esperable que la cifra máxima considerada de $ 75.000, sea otorgada a contar del año 2008, por cuanto no se vislumbra razón convincente alguna para conceder por dicho concepto un monto inicial de $ 60.000 el año próximo, en lugar de los $ 75.000 ofrecidos a la ciudadanía.


En cuanto al acceso de la mujer a la pensión básica solidaria y al aporte previsional solidario, manifestó que ambos beneficios deben estar al alcance femenino a partir de la edad legal para jubilar, y no como considera actualmente el proyecto, el primero a contar de los 60 años de edad, en tanto que el segundo, a partir de los 65 años. Subrayó que la opinión pública no comprenderá esta distinción etaria, la cual sólo generará odiosas diferencias entre las beneficiarias. En efecto, una trabajadora con recursos suficientes, podrá acogerse a jubilación a la edad legal sin mayor dilación, en cambio, una mujer de ingresos escasos, se verá obligada a continuar trabajando, a pesar de haber cumplido 60 años de edad hasta tanto cumpla los 65, a fin de acceder al aporte previsional solidario y, consecuencialmente, obtener una pensión mejorada. 


En otro orden de ideas, Su Señoría expresó que también es una aspiración la creación de una Administradora de Fondos de Pensiones de carácter estatal. La entrada de los Bancos al sistema de pensiones que ha sido propuesta, acotó, al parecer no ha generado los consensos necesarios, con lo cual se cierra la posibilidad de que el Banco Estado ingrese a este mercado. Ante dicha circunstancia, agregó, cobra mayor importancia la idea de crear una AFP estatal, que sea influyente en el empleo de buenas prácticas y transparencia, cumpliendo los más altos estándares de gobierno corporativo y de eficiencia. 


Por otra parte, destacó la necesidad de poner fin al tema del daño previsional. Es de toda justicia dar una solución definitiva a todos los sectores de trabajadores del sector público que sufrieron y sufren el daño previsional y las bajas pensiones producto de la subcotización de que fueron objeto. Recalcó que este es el momento de abordar esta materia dando una solución equilibrada y justa.


Finalmente, manifestó que es posible mejorar la reforma, avanzando en la universalidad, incluyendo decididamente a la clase media. Para ello no se requieren recursos adicionales ni aumento de impuestos. Durante las audiencias concedidas por estas Comisiones, unidas, se escucharon a muchos servicios y a múltiples gremios, y pudo comprobarse el estado lamentable en que se encuentra la mayoría de ellos, sobre todo los afectados por el daño previsional. De ahí que se espera que las aspiraciones de estas personas, sean de alguna manera acogidas durante este proceso, dándoles una mínima satisfacción.


Su Señoría concluyó su intervención manifestando que tanto él como el Partido Demócrata Cristiano, apoyan con entusiasmo este proyecto de ley, y creen firmemente que debe dársele la tramitación más rápida posible, a fin de no frustrar las esperanzas de tantas personas de que prontamente se recibirán los beneficios de esta ley.


Enseguida, el Honorable Senador señor Gazmuri fundamentó su voto afirmativo, destacando, en primer término, la importancia del proyecto de ley en análisis, recordando que uno de los grandes compromisos de la campaña electoral de la señora Presidenta de la República fue el introducir una reforma sustantiva al sistema de pensiones del país. Dicho objetivo se ha mantenido como un elemento esencial del actual programa de Gobierno, plasmado en la iniciativa legal en estudio, en aras de generar una red de protección social para Chile, adecuada a las condiciones del mundo contemporáneo, en un país de desarrollo medio.


Advirtió que, probablemente, se trata de una primera gran reforma que dará origen a un prolongado proceso de modificaciones en un conjunto de materias relacionadas, pero que no son parte de la reforma previsional propiamente tal, por cuanto ésta, en lo esencial, persigue corregir los aspectos deficitarios del sistema vigente. Citó como ejemplo, el caso de la denominada “deuda previsional”, tema que se encuentra todavía pendiente y que es objeto de continuas negociaciones con los distintos sectores involucrados.


Manifestó tener una opinión crítica respecto del actual régimen previsional de nuestro país. Lo positivo del sistema es que efectivamente ha generado un fondo que, en general, ha sido bien administrado, y eso ha contribuido al esfuerzo de desarrollo que ha hecho nuestro país. Sin embargo, advirtió, se trataba de instaurar un sistema de pensiones y no de la buena administración del ahorro obligatorio de los trabajadores. Añadió que no está en duda el monto del ahorro o la forma en que ha sido gestionado por las Administradoras de Fondos de Pensiones, las cuales cuentan con una importante experiencia en los mercados financieros. El punto es que no se trata de un sistema de mera administración, sino que de un sistema previsional, con todo lo que ello significa, y los resultados están a la vista, según el diagnóstico que se ha efectuado.


Destacó que, a nivel mundial, el nuestro es un sistema único, que presenta características que no se repiten en otros regímenes de esta naturaleza. Se basa en la capitalización individual de los ahorros que aporta exclusivamente el trabajador, contemplando, paralelamente, un régimen de pensiones mínimas garantizadas y de pensiones asistenciales. Reiteró que no existe en el mundo un sistema así, por cuanto los sistemas de previsión social, en general, son mixtos, y se caracterizan más bien por estar construidos sobre la base del principio de la solidaridad y sólo con un matiz o un agregado de tipo individual. Asimismo, todos los sistemas tienen un aporte patronal como elemento central de su financiamiento y, además, por cierto, un aporte estatal.


Su Señoría expresó no compartir que mediante la aprobación de este proyecto se esté legitimando un sistema que, en lo esencial, se ha demostrado como un sistema completamente insuficiente. De ahí entonces que se esté comenzando a corregir el régimen vigente, encaminándonos a un sistema mixto en la medida que el proyecto de ley fortalece el pilar público y solidario e introduce, aunque de manera muy tenue, el concepto del aporte patronal mediante la contribución que se establece para financiar el seguro de invalidez. A este respecto, señaló no compartir la teoría de muchos economistas que señalan que es indiferente si el aporte proviene del sector patronal o del sector trabajador, por cuanto finalmente pasa a integrar un mismo fondo, ya que socialmente la realidad es otra y, además, bajo esa óptica, carecerían de sentido las normas de ingreso mínimo, así como otras tantas regulaciones del mercado laboral.


Destacó la importancia del pilar solidario. Recordó que ya se ha hecho presente que es necesario fortalecer dicho pilar y para ello se han hecho propuestas en dos sentidos. En primer término, adelantar la aplicación de la pensión básica solidaria a los tres primeros quintiles durante el transcurso del actual Gobierno. Asimismo, incrementar el límite contemplado respecto del aporte previsional solidario a $ 300.000, por cuanto la cifra de $ 200.000 en principio considerada, es efectivamente muy baja. Celebró que el empeño del Partido Demócrata Cristiano se oriente en el mismo sentido. La aspiración es dirigirnos hacia un sistema donde el pilar solidario sea fundamental. Ello, apuntó, aunque las garantías no sean universales. Acotó que, efectivamente, aquí las garantías no son de carácter universal, por cuanto no cubren al 100% de la población, sin embargo, añadió, ello tiene su justificación, sobre todo porque en nuestro país persiste una mala distribución del ingreso y, por tanto, generar derechos que sean completamente universales contiene un cierto elemento de injusticia, a lo cual se suma una estructura tributaria que descansa básicamente en impuestos indirectos.


Agregó que las dos propuestas formuladas no involucran una discusión conceptual, por cuanto el proyecto de ley ya contempla como beneficios la pensión básica solidaria y el aporte previsional solidario, y a este respecto, insistió, no hay diferencias de conceptos. La discrepancia surge en materia de montos y de calendario para que las demandas sean resueltas y, por tanto, se trata de una discusión estrictamente fiscal y no de tipo previsional. Como tal tema fiscal, el debate debe realizarse con cifras a la vista y, en ese sentido, reiteró la petición al Ejecutivo para que se presente una estimación de los costos de un eventual adelantamiento del calendario propuesto para la aplicación de la pensión básica solidaria, así como también del alza del tope máximo fijado para el aporte previsional solidario.


Sin perjuicio de lo anterior, continuó, existen un conjunto de otros asuntos que deberán revisarse detalladamente en su oportunidad, como por ejemplo, la corrección de las distorsiones de que adolece el sistema actual respecto de las mujeres, los estímulos que se contemplarán para promover la formalización del empleo entre los jóvenes, y los estímulos para fomentar la cotización de los trabajadores independientes, entre otros temas de interés.


En otro orden de ideas, se refirió a la propuesta de incorporación de los Bancos al ámbito de la administración de los fondos de pensiones. Señaló que las exposiciones presentadas ante las Comisiones, unidas, por parte de los representantes de esta industria, fueron muy aclaratorias y demostrativas de la actividad del sector. Agregó que, haciendo una primera aproximación al tema, y sin perjuicio de la discusión en particular, manifestó compartir la opinión de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras en cuanto a que la industria del sector tiende, inevitablemente, a la concentración, máxime en un mercado pequeño, lo cual es, por lo demás, una tendencia universal, propia del capitalismo global en el que estamos insertos y que se verifica tanto en la economía nacional como en la internacional.


Por consiguiente, acotó, la idea de que la incorporación de más actores al mercado generará la desconcentración del mismo, no resulta un argumento sólido. Frente a ello, es preciso buscar alternativas para evitar los riesgos de la concentración. Una fórmula es el establecimiento de regulaciones estrictas y, en ese sentido, nuestro país cuenta con suficiente capacidad de regulación y de fiscalización. Otro mecanismo es mejorar la participación y control por parte de los trabajadores, en su calidad de propietarios de los fondos administrados. Finalmente, en su opinión, lo que más contribuiría a la competencia y transparencia del sistema, es la creación de una Administradora de Fondos de Pensiones pública, que ofrezca un buen servicio de administración de los fondos, con rentabilidad razonable. Ello sí que generaría una real mayor competencia al interior del mercado y, por tanto, debe ser un tema central de la discusión. Para tales efectos, la manera más directa para que exista una AFP pública es que ingresen los Bancos al sistema, porque ya hay un banco estatal que tiene capacidad de gestión financiera y, en consecuencia, también la tendrá para administrar fondos previsionales. 


Finalmente, Su Señoría manifestó que es necesario buscar en este ámbito las fórmulas que reúnan el mayor consenso posible, porque no se trata de hacer una defensa corporativa de las instituciones bancarias ni de las AFP, sino que de consagrar un sistema que efectivamente garantice mayor competencia y competitividad y evitar que, tal como sucede en la actualidad, no más de dos entidades concentren el 70% del mercado previsional. Insistió en que la sola incorporación de más agentes a la industria en aras de la competencia, es un argumento que lo convence, porque en unos cuantos años más se repetirá el fenómeno de la concentración. Así funciona el esquema capitalista, el cual, por tanto, necesita orientación y regulación, sin romper, en todo caso, la lógica de funcionamiento del mercado. En otras áreas de la actividad económica existen mecanismos para evitar la concentración; aquí habría que buscarlos, porque es inimaginable la presencia de cien o quinientas empresas operando este sistema, que es la cifra que da mercados más o menos perfectos en oposición a la concentración. 


Por su parte, la Honorable Senadora señora Matthei fundamentó su voto por la afirmativa, en primer término, reseñando cómo se gestó el nuevo sistema previsional. Al respecto recordó haber participado activamente en la implementación del referido nuevo sistema de pensiones, mediante su desempeño en la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones. Señaló que, a partir de dicho trabajo, pudo constatar que, cuando se analizó el gran cambio del régimen previsional, se estudiaron diversas alternativas para la reforma que se proyectaba, a fin de superar las graves falencias que acusaba el sistema de pensiones vigente en nuestro país en aquel entonces, y respecto del cual existía consenso en que sólo había contribuido a hacer más ricos a los ricos y más pobres a los pobres. Explicó que se trataba de un sistema de reparto o solidario, donde, a partir de los aportes de sus imponentes, se formaba un fondo común con cargo al cual se pagaban los posteriores beneficios. Sin embargo, enfatizó, coexistían en dicho sistema más de mil regímenes previsionales distintos y alternativos, los cuales se instituyeron producto de la influencia de distintos grupos de presión que obtenían una regulación específica para su propio sector, en la cual se consagraban beneficios según su respectivo poder negociador. Ello significó, a la postre, que estos grupos obtuvieran del sistema mucho más de lo que aportaban al mismo. A raíz de lo anterior, agregó, fue preciso analizar el riesgo político que implicaría el futuro cambio del sistema, y pudo constatarse que dicho riesgo no sería subsanable en modo alguno, ya que tras la revisión de diversas fórmulas, se concluyó que no habría forma de asegurar que en el futuro no se repitiera el hecho de que los beneficiarios consiguieran del fondo común más de lo que contribuían al mismo.


Por otra parte, agregó Su Señoría, en un sistema de reparto, la pensión de jubilación se calcula sobre la base del promedio de las remuneraciones percibidas durante los últimos años laborales. Ello importa otro riesgo, representado por la posibilidad de que el trabajador acuerde con su empleador efectuar cotizaciones previsionales por el mínimo durante toda la vida laboral, generando una subcotización, y, cuando se acerca la época de jubilar -sea porque se va a cumplir la edad legal para ello o porque se van a completar los años de imposiciones requeridos-, elevar las cotizaciones al máximo. 


Por tanto, el antiguo sistema de previsión involucraba un doble artificio; uno, a nivel individual, mediante la subcotización y posterior sobrecotización, y otro, a nivel global, en virtud de la influencia ejercida por los diversos grupos de presión para obtener normativas especiales que los favorecieran con el otorgamiento de beneficios que superaban con creces su aporte al sistema. Dado lo anterior, se optó por instaurar un sistema distinto y nuevo, acorde a lo acontecido en la realidad chilena.


Fue así que, en materia de pensiones de vejez, se consagró un sistema basado en la capitalización individual que se financiaría con los recursos aportados por el trabajador. De esta forma, añadió, se obtendría del sistema lo que se aportara al mismo. Esta fue, apuntó, la única solución que se vislumbró para evitar ese riesgo político que había destruido las bases del antiguo sistema de reparto.


Ahora bien, aclaró, junto con la proyección de este nuevo régimen, fue considerada también la situación de quienes no pudieran aportar lo suficiente a dicho sistema como para financiar una futura pensión de vejez. Con motivo de lo anterior, se estructuró un sistema paralelo, de carácter solidario, en el que se contempló el otorgamiento de pensiones mínimas en favor de las personas que registraran 20 años de imposiciones, exigencia que, por lo demás, ya existía en el antiguo régimen previsional. Asimismo, este sistema solidario consagró las denominadas pensiones asistenciales, en beneficio de quienes no hubieran efectuado cotizaciones. A este respecto, destacó, se estimó que la pensión asistencial debía ser de un monto inferior a la pensión mínima, a fin de incentivar el ahorro de tipo previsional. De esta forma, se premiaría a quienes hubieran hecho este esfuerzo durante su vida laboral.


Asimismo, para el caso de las pensiones de invalidez y de sobrevivencia, se consideró que el sistema debía ser de reparto o solidaridad colectiva, y no de capitalización individual. Explicó que, en estos casos, el hecho que origina la pensión genera un fuerte perjuicio económico a la familia del afectado. Además, si se analiza una población determinada, es posible efectuar, con relativa certeza, una estimación de cuántas personas fallecerán o cuántas sufrirán de invalidez; sin embargo, no puede anticiparse a quiénes acaecerá dicho infortunio. Frente a ello, la respuesta es que todos los cotizantes aporten al sistema, formando un fondo que financiará las pensiones que se deriven de la muerte o la invalidez de los imponentes.


En consecuencia, subrayó, en el nuevo régimen previsional que se instauró, se consagraron tres sistemas. Uno, de capitalización individual, para el caso de la pensión de vejez. Otro, de carácter solidario, que inspira las pensiones mínimas y asistenciales, con la debida diferenciación en el monto entre unas y otras a fin de incentivar el ahorro previsional. Y, finalmente, un sistema de reparto, muy parecido en su mecanismo al antiguo sistema, y que es el que gobierna las pensiones de invalidez y de sobrevivencia. 


No obstante, expresó, este nuevo régimen de previsión social ha sido objeto de severas críticas, ya sea porque no es bien entendido o, incluso, porque se mantiene una reminiscencia idealista de lo que fue el antiguo sistema previsional, del que se evocan los beneficios obtenidos, aun cuando éstos favorecieran sólo a algunos en abierto desmedro de los otros y, por tanto, no era un sistema previsional que promoviera el bien común de todos los chilenos.


Sin embargo, enfatizó, el proyecto de ley en estudio reafirma el sistema instituido, lo cual, en su opinión, revela que se ha impuesto el diagnóstico técnico, bien estudiado y preparado, por sobre las ideologizaciones extremas. Ello, apuntó, habla bien de nuestro país. Es decir, el proyecto reconoce un esquema como básicamente correcto, y le incorpora algunas modificaciones en aras de su perfeccionamiento. Lo anterior, en lugar de promover el regreso a un sistema cuyo fracaso quedó demostrado en épocas pasadas, y que, más aún, lleva en sí mismo un germen que lo haría fracasar nuevamente.


Ahora bien, en lo que respecta a las propuestas contenidas en la iniciativa de ley en análisis, manifestó compartir el aumento contemplado para las pensiones asistenciales -que ahora pasan a ser las pensiones básicas, solidarias y universales-, tanto en monto como en cobertura. Destacó que ello es posible gracias al crecimiento económico experimentado por nuestro país y a la mayor cantidad de recursos de que se dispone. Apuntó que esta pensión básica universal, si bien no presenta idénticas características a su precedente, comparte con ésta un mismo concepto, cual es, ir en ayuda de aquellas personas que no pueden proveerse por sus propios ahorros una pensión de vejez suficiente y digna.


Sin perjuicio de lo anterior, la Honorable señora Senadora advirtió que el monto de tales pensiones será un tema que habrá que revisar con extrema detención, porque no puede recibir el mismo tratamiento quien ha hecho un esfuerzo sostenido para cumplir con sus cotizaciones previsionales, en relación a quien no ha hecho esfuerzo alguno en dicho sentido.


Señaló que, si bien es cierto que habrá un aporte solidario para mejorar las pensiones de aquellas personas que han logrado financiar su pensión de jubilación, no es menos cierto que, probablemente, cuando posteriormente se revisen las cifras, se podrá constatar que ese mejoramiento, concebido como un premio al esfuerzo de ahorrar, es insuficiente como para prevenir el hecho de que las personas decidan no cotizar. Recalcó que es permanente el riesgo de que no se efectúen las cotizaciones previsionales, de precarización del empleo, de evitar la suscripción de contratos de trabajo para obtener una mayor remuneración líquida, máxime cuando ello significa alcanzar beneficios gratuitos en materia de salud. En consecuencia, se trata de un tema complejo que es preciso abordar con acuciosidad, considerando la diferencia que hay entre quienes no aportaron nunca al sistema y quienes sí lo hicieron, pero que, por ejemplo, siempre percibieron el ingreso mínimo y, por tanto, accederán a una pensión también mínima. El beneficio final no puede ser el mismo en uno y otro caso, y no se puede, a pretexto de mejorar a algunos pensionados, fomentar una precarización total del empleo, sobre todo de los que tienen menos en nuestro país. Indicó que siempre existe el riesgo de que no se cumplan las leyes laborales, pero la situación se vuelve más grave aún cuando es el propio trabajador el que pide su infracción, a fin de recibir una mayor remuneración producto de eludir el ahorro previsional. 


Añadió que, es una situación injusta que una persona que ha cotizado por largo tiempo reciba una pensión similar a la que percibe otra que nunca efectuó aporte alguno. Enfatizó que dicha situación se agravará por el hecho que, durante los primeros años, el proyecto contempla el otorgamiento sólo de la pensión básica solidaria, pero no el del aporte previsional solidario, lo cual dará una señal equívoca a la ciudadanía. En efecto, ello demostrará que es indiferente cotizar o no, porque, de igual modo, el Estado asumirá la pensión.


En otro orden de ideas, Su Señoría hizo mención al denominado daño previsional. Indicó que dicho problema fue resuelto respecto de los imponentes del Instituto de Normalización Previsional, lo que no ha acontecido respecto de los restantes trabajadores que dejaron de pertenecer al antiguo sistema previsional. Recalcó que se trata de un tema de suma importancia y a cuya solución se condicionará la aprobación de diversos aspectos del proyecto de ley en informe. Insistió en que la materia debe abordarse en forma seria. Recordó que el Bono Post Laboral, cuyo otorgamiento se estudia en otra iniciativa legal en actual tramitación, no representa una solución al problema denunciado y, peor aún, rompe el esquema básico en el que se sustenta un sistema de pensiones, donde la pensión viene a reemplazar a la remuneración percibida en actividad y, por tanto, ésta debe mantener una relación porcentual con aquélla, lo cual no se suple mediante la concesión de un bono de monto fijo.


Por otra parte, advirtió que será necesario efectuar un análisis estadístico y matemático de las pensiones que actualmente está otorgando el sistema, particularmente las pensiones de vejez. Lo anterior, porque las personas, en verdad, se están pensionando anticipadamente, producto de que el mercado laboral prácticamente no funciona en ciertos tramos de edad, registrándose una alta cesantía entre las personas mayores de 50 años de edad. En consecuencia, es preciso definir cuál sería el equivalente de esa pensión anticipada si la persona se hubiese acogido a jubilación a la respectiva edad legal. Ello, acotó, adquiere especial relevancia si se considera que una de las críticas que recibe este sistema previsional es que otorga pensiones muy bajas, con tasas de reemplazo que no superan el 35% ó 40%. Sin embargo, añadió, nada se dice en cuanto a que las personas están optando por una pensión anticipada que, por su propia definición, es más baja que la que recibirían de jubilarse a la edad legal, responsabilizando al sistema de previsión social en lugar de apuntar a las falencias del mercado laboral.


Respecto de la incorporación de las entidades bancarias al sistema previsional, anunció su oposición a dicha propuesta. Explicó que la mayor competencia en la administración de las cuentas de capitalización individual, no representa beneficio alguno por cuanto tiene muy poco valor en el monto futuro de las pensiones. En cambio, añadió, cualquier concentración adicional a la que ya existe en el mercado financiero, es inaceptable.


Finalmente, manifestó su complacencia al votar favorablemente la idea de legislar por el nuevo tratamiento previsional que el proyecto de ley otorga a las mujeres, así como también señaló compartir la solución que se propone en materia de divorcio. Difiere, en cambio, de la creación de una Administradora de Fondos de Pensiones pública.


A continuación, fundamentó su voto favorable el Honorable Senador señor Allamand, quien aclaró que vota en calidad de miembro de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y de la Comisión de Hacienda. Asimismo, señaló que su argumentación representa la opinión del Partido Renovación Nacional, manifestando que la solución que se ha planteado, mediante la incorporación al sistema de un pilar solidario es, en definitiva, un gran avance y respecto de la cual no hay dos opiniones. Destacó entre sus virtudes la integración y el empalme bien logrado entre la pensión mínima y la pensión asistencial. Definió como una valiosa contribución tanto el trabajo desarrollado por la Comisión Marcel como los perfeccionamientos posteriores efectuados por el Ejecutivo. 

En consecuencia, agregó, el análisis debe orientarse hacia los mejoramientos que en esta oportunidad podrían incorporarse a la iniciativa legal, a fin que responda de la mejor manera posible a las expectativas cifradas en torno a ella. En ese ámbito, acotó, hay básicamente cinco puntos que ameritan un estudio en detalle. 

El primero de ellos, precisó, dice relación con la necesidad de reducir a 60 años, la edad para que la mujer pueda optar a los beneficios del pilar solidario, particularmente al aporte previsional solidario. Ello responde, añadió, a un argumento de coherencia.


En segundo lugar, es preciso mejorar la gradualidad contemplada para el aporte previsional solidario, por ejemplo, reconsiderando los tramos y la manera en que será establecida, particularmente durante los dos primeros años, debido a que se observa un problema de desincentivo a cotizar.


En tercer lugar, manifestó su preocupación respecto al umbral a partir del cual se otorgará el complemento solidario, tema que, según advirtió, podría prestarse para medidas demagógicas. Por tal motivo, añadió, es necesario tener a la vista los antecedentes que permitan esclarecer, desde diversas perspectivas, si el límite propuesto es razonable. Un primer punto de vista para efectuar ese análisis, dice relación con la responsabilidad fiscal. Una segunda óptica se vincula al peligro de generar desincentivos a la cotización, o de fomentar la precarización del empleo y la subcotización, lo cual deviene en la necesidad de encontrar un adecuado equilibrio en esta materia. Por último, en este aspecto es preciso considerar que si se sube el límite de $ 200.000 a $ 300.000, -lo que, a primera vista, parece una medida atractiva-, inevitablemente se producirá un efecto de rebote, porque no será posible efectuar dicho incremento y mantener la pensión básica universal en un tope; es decir, el aumento del umbral del aporte complementario, necesariamente repercutirá en la pensión básica universal.


En un cuarto orden de ideas, destacó la importancia de establecer incentivos en beneficio de aquellas personas que voluntariamente quieran postergar su alejamiento de la vida laboral activa. Anunció que, para tales efectos, ha sido preparada una propuesta que permitiría incrementar la pensión de jubilación de quien, habiendo cumplido la edad legal para jubilar, decide mantenerse en actividad unos años más. Para graficar dicha propuesta, expuso el siguiente ejemplo: si actualmente una persona de 65 años de edad puede financiar una pensión de $ 100.000, de acuerdo al proyecto en discusión recibiría un aporte complementario de $ 37.500, con lo cual su pensión final será de $ 137.500. En caso que la misma persona decidiera continuar trabajando hasta los 68 años, la fórmula sugerida elevaría dicha pensión hasta los $ 172.000, sin que implique ningún costo fiscal, existiendo incluso una posibilidad de mejorar nuevamente esa cifra, habida consideración de la innegable prolongación en las expectativas de vida que actualmente registra nuestra población.


Por último, como quinta reflexión en torno al mejoramiento del pilar solidario, señaló que es necesario optimizar los mecanismos institucionales para determinar los beneficiarios del sistema. En este sentido, recalcó, es importante dar aplicación a ciertos principios de los cuales no es posible prescindir. El primero de ellos, es el de objetividad, en términos que no exista arbitrariedad en la asignación de los beneficios. El segundo, es el de focalización, esto es, que realmente los beneficios sean recibidos por las personas más pobres. Y, el tercero, un principio que podría denominarse de resistencia a la manipulación política, para que el pilar solidario esté blindado respecto de posibles maniobras políticas electorales de cualquier gobierno.


En otro orden de ideas, Su Señoría se refirió al tema de la industria. Anunció su rechazo y el de Renovación Nacional a la propuesta de incorporación de las entidades bancarias al sistema previsional. Lo anterior, explicó, en mérito de diversas razones. 


La primera de ellas, porque la incorporación de la banca no garantiza mayor competencia, peor aún, ésta es una industria suficientemente concentrada y que, por tanto, representa el riesgo de generar una concentración adicional en el mercado de las Administradoras de Fondos de Pensiones. Añadió que, si bien existirá un mayor número de actores, éstos no estarán en igualdad de condiciones y, en consecuencia, aunque aumente el número de participantes podría disminuir el número objetivo de competidores. Hizo presente que esto ya fue advertido en el Informe Marcel.


La segunda razón es que la incorporación de la banca dará lugar a inevitables e insalvables conflictos de interés de múltiple naturaleza. 


El tercer motivo, añadió, es que la incorporación de la banca impactará el mercado de capitales, debido a que podría eliminarse la distinción efectiva entre el financiamiento bancario y el financiamiento institucional no bancario. Lo anterior, debido a la concentración de ambos tipos de financiamiento en una sola mano.


Por último, en un terreno conceptual referido a la lógica de los incentivos, también resulta contraproducente la entrada al sistema de las instituciones financieras. Los sistemas previsionales funcionan sobre la base del ahorro presente para financiar flujo futuro, y la lógica inherente al sistema bancario es exactamente la opuesta, por cuanto persigue financiar consumo presente castigando flujos o ahorros futuros.


Sostuvo ser partidario de mejorar la competencia en el sistema y, por tanto, debe analizarse la forma de lograrlo. Advirtió que no debe entenderse que la negativa a la incorporación de la banca es una oposición a promover la competencia, porque ello no es así; aclaró que el rechazo apunta en un sentido diverso, según las razones ya expuestas.


Respecto a la licitación de la cartera para afiliar personas a las Administradoras de Fondos de Pensiones, manifestó que más allá de la viabilidad técnica que esto pudiera tener, la norma planteada sería inconstitucional, opinión que se encuentra ratificada por varios informes en derecho. El argumento más contundente es que la propiedad de los fondos previsionales es de los afiliados, y los atributos del dominio son, precisamente, usar, gozar y disponer de lo que es objeto de dominio. Agregó que el hecho de que se obligue a una persona por un tiempo determinado a permanecer en una Administradora de Fondos de Pensiones, vulnera el mencionado derecho constitucional, razón por la cual , anunció, se efectuará expresa reserva de constitucionalidad respecto de esta materia. Mencionó, a título ilustrativo, un fallo del Tribunal Constitucional pronunciado respecto al tema de las rentas vitalicias, el cual permite arribar a la misma conclusión.


En el ámbito de la creación de una AFP estatal, señaló que no se advierte ventaja alguna en ello.


Asimismo, mencionó como otros temas que ameritan revisión, el funcionamiento de las CAPRIS, la necesidad de mejorar la situación de los trabajadores independientes y la fórmula de cálculo de la modalidad del retiro programado respecto de la renta vitalicia.


Finalmente, en relación al daño previsional reiteró que se condicionará la aprobación de diversas normas de esta iniciativa de ley a la solución satisfactoria de dicho problema. Hizo presente que los Senadores integrantes de la Alianza por Chile han elaborado un proyecto alternativo en esta materia, que bien podría ser una base sólida para resolver definitivamente dicho controvertido tema.


A continuación, la Honorable Senadora señora Alvear expresó su satisfacción de votar afirmativamente la idea de legislar de un proyecto tan emblemático, que además es un compromiso prioritario de S.E. la Presidenta de la República, especialmente luego de un trabajo tan serio, que fue precedido por el estudio de la llamada Comisión Marcel y por el análisis acucioso que se realizó a nivel de gobierno. 


Manifestó que todos saben que el Sistema de Fondos de Pensiones creado en 1981 ha sido objeto de modificaciones, tales como el sistema de multifondos, el ahorro previsional voluntario y la ley de rentas vitalicias; sin embargo, y a pesar de esas modificaciones, persisten problema serios en el sistema, entre los cuales cabe recordar la existencia de cerca de la mitad de los trabajadores de nuestro país, que están afiliados a una AFP y que no tendrán derecho siquiera a pensiones mínimas con garantía estatal, y la situación de muchísimos trabajadores que habiendo cotizado permanentemente recibirán pensiones muchísimo más bajas de las que ellos tenían como expectativa, y adicionalmente todos sabemos la dificultad de la mayoría de los trabajadores independientes, que en la actualidad no cotizan, de manera tal, que llegan a la edad de jubilar en situaciones extraordinariamente complejas. 


Por todo lo anteriormente expuesto, expresó su intención de destacar a través de siete puntos, las partes más importantes de esta iniciativa.


El primero de ellos es el Sistema de Pensiones Solidarias que se establece en esta iniciativa legal, un pilar solidario robusto, extendido, que sabe integrar el sistema y que por otra parte aborda la situación de tantas personas, que por las diferentes razones que ha mencionado, están en condiciones muy difíciles. Por otra parte, al crear el Sistema de Pensiones Solidarias, con la pensión básica solidaria y el aporte previsional solidario, se plantea que, en régimen, dicho Sistema beneficiará a las personas mayores de 65 años de edad, que cumplen el requisito de residencia e integren un grupo familiar, perteneciente al 60% de familias de menores ingresos de la población. Su Señoría cree que este es un gran avance, pero sobre este punto más adelante señalará que debiera realizarse algún esfuerzo mayor, relacionado con la alta rotación laboral existente que contrasta con la estabilidad en el empleo que se pensó existiría, cuando se diseñó el actual Sistema de Pensiones.


Como segundo punto, destacó el tema de equidad de género, en el que se avanza de manera importante, no sólo por el beneficio directo que significa, sino por la señal que se da en materia de políticas públicas. El otorgar un bono por cada hijo nacido vivo, es un real y efectivo incentivo a la maternidad, especialmente en nuestro país en que las mujeres reciben remuneraciones más bajas que los hombres o en que se contratan 19 mujeres por empresa para no tener que abrir una sala cuna. Esta es una señal efectiva de que se pone a la familia como centro de políticas públicas. En el mismo ámbito, el aumento del aporte a las cuentas de capitalización de las mujeres producto de la separación por género del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia es también un gran avance, lo mismo que el Sistema de Pensiones Solidarias que beneficiará mayoritariamente a las mujeres, especialmente aquellas que no han efectuado un trabajo remunerado fuera del hogar.


El tercer punto que, a su juicio, constituye un gran avance, es la mayor cobertura a los trabajadores independientes. Su Señoría piensa que es fundamental el conjunto de medidas que apuntan a igualar su situación de derecho y obligaciones previsionales con la de los trabajadores dependientes, lo que les permitirá acceder a beneficios en el Sistema de Pensiones Solidarias, la asignación familiar, y poder también afiliarse a las Cajas de Compensación.


Un cuarto aspecto que le gustaría destacar, es la mayor cobertura para los trabajadores jóvenes, siendo de público conocimiento las dificultades que enfrenta ese grupo en la búsqueda o mantención de un trabajo, que, además, como todo joven mira la vejez como algo lejano.


El quinto punto, es el fomento del ahorro previsional voluntario, aporte que se efectuó en la Cámara de Diputados, a iniciativa de la Honorable Diputada señora Carolina Goic. Es muy importante poder crear este APV para la clase media, porque genera un incentivo para el ahorro que es una preocupación que hemos escuchado permanentemente en estas Comisiones, unidas.


Destacó también, en sexto lugar, la nueva institucionalidad. Estima que la creación del Instituto de Previsión Social por una parte, y, por otra, los Centros de Atención Previsional Integral destinados a prestar servicios de información y de tramitación en materias previsionales, son un avance muy importante, y el hecho de que se tendrá una Superintendencia de Pensiones para mejorar el control y la fiscalización del Sistema de Pensiones, también es un avance que debemos destacar.


Por último, también resaltó de esta iniciativa la participación ciudadana. Su Señoría estima que cada vez asistimos más al interés de los ciudadanos por involucrarse, y que la participación en el Sistema de Pensiones por medio de una comisión de usuarios, es una iniciativa muy relevante para que puedan hacer escuchar su opinión los pensionados, los trabajadores y los representantes de los organismos administradores del sistema.


Respecto del aporte a efectuar durante la discusión en particular, manifestó que no se extenderá demasiado debido a que el Honorable Senador señor Sabag ya dio a conocer cuales son los planteamientos que como Senadores de la Democracia Cristiana quieren hacer presente en dicho debate. La importancia de evaluar el tope previsional solidario en 300.000 mil pesos y no en 200.000, y la posibilidad de que se pueda avanzar progresivamente para cubrir no al 60% más pobre, sino al 80% más pobre de la población, es un objetivo en el que debemos avanzar. Por otra parte, respecto de la fecha en la cual se debiese implementar, quieren hacer un esfuerzo para que lo que se pague en junio del 2008 sea un monto de $ 75.000 y no de $ 60.000.


En otro orden de cosas, consideró fundamental mantener la edad de la mujer en 60 años para jubilarse.


Un tema diferente, que se abordará en otro momento, es el relativo al envejecimiento de la población, y las políticas públicas necesarias para enfrentar los cambios que ello conlleva.


Con relación a la incorporación o no del Banco Estado, se visualiza como una situación complicada en que no están dados los espacios ni la disposición para que ello se produzca. Si no se concreta, estimó que es importante avanzar hacia la creación de una AFP estatal con todas las regulaciones que correspondan, con buenas prácticas, transparencia, y cumpliendo los altos estándares de gobierno corporativo y de eficiencia.


Por último, una preocupación que han recogido en estas Comisiones unidas, es el tema de poder avanzar en la solución del daño previsional, que es un tema complejo, pero que requiere una solución, y en esa dirección existen varias iniciativas presentadas en el pasado, una del propio Honorable Senador señor Sabag y otra del ex Senador señor Andrés Zaldívar.


Es por todo ello que Su Señoría vota a favor de la presente iniciativa legal, efectuando un llamado y reflexión final relacionado con la calidad de la política, considerando que este momento en que se aborda una reforma integral al Sistema de AFP, apela a que se trabaje en esta iniciativa legal con un criterio y una visión de Estado. Su Señoría estima que la ciudadanía valoraría mucho que esta reforma, que tiene efectos tan importantes, se analice de esa manera.


Enseguida, el Honorable Senador señor Escalona fundó su voto favorable al proyecto en los siguientes términos. En primer lugar, destacó y valoró el clima constructivo y de entendimiento que ha inspirado el trabajo de las Comisiones, unidas. 


En segundo término, manifestó que la razón fundamental por la cual presta su aprobación a la reforma propuesta, es porque ella incorpora un pilar solidario inexistente en nuestro actual sistema previsional. En efecto, actualmente la presencia de un soporte solidario es más aparente que real, por cuanto las pensiones asistenciales no constituyen una base fundamental del sistema, sino que más bien son un apéndice del mismo. De hecho, añadió, cuando el nuevo sistema fue implantado, las denominadas PASIS no tuvieron mayor relevancia ni fueron especialmente destacadas. Más aún, éstas han experimentado sus más sustantivos incrementos, en monto y cobertura, sólo a partir del año 1990, época en la cual se asumió que había un problema inicialmente no contemplado y derivado de haber implementado un sistema sobre la base de supuestos que, posteriormente, no se verificaron en la realidad. Por una parte, se concibió una pensión mínima que podría financiarse suficientemente, y, por la otra, se proyectó que las pensiones de jubilación alcanzarían una tasa de reemplazo equivalente al 70%. Ninguno de dichos supuestos finalmente se concretó.


Destacó que, en la actualidad, todas las fuerzas políticas se encuentran contestes en que no puede existir un sistema previsional que no cuente con un pilar solidario.


La pensión asistencial concebida originalmente, no era más que un medio muy precario de subsistencia, que no garantizaba las condiciones básicas para sobrellevar una vejez digna. En cambio, la reforma precisamente instala un concepto de solidaridad hasta ahora ausente en el sistema previsional. Ejemplificó con el caso de una pareja de adultos mayores, cuyo ingreso actualmente no supera los $ 48.000. Para ellos, un incremento en sus recursos hasta alcanzar los $ 150.000, producto de la reforma, representa un cambio sustancial en sus vidas y el hecho de que nuestro país se encuentre en condiciones de financiar un cambio de esa envergadura, es de innegable valor. 


Por último, Su Señoría recalcó que más allá de los asuntos que en detalle puedan posteriormente debatirse, y más allá de considerar esta reforma la validación de un sistema creado en una determinada época de nuestra historia, lo esencial es la incorporación de este pilar solidario del cual no puede prescindir ningún sistema previsional que se precie de tal y que, en el fondo, permitirá a las personas acceder a las condiciones básicas que les aseguren una vejez digna. Todo otro tema es circunstancial a este hecho fundamental, y, por tanto, es revisable y solucionable, pero lo verdaderamente trascendental dice relación con el aspecto solidario a que se ha hecho mención.


Finalmente, expuso su fundamentación de voto el Honorable Senador señor Letelier, quien prestó su aprobación a la idea de legislar en atención a las siguientes argumentaciones.


En primer lugar, señaló que la reforma en proyecto es uno de los instrumentos necesarios para la creación de un sistema de protección social que es preciso instaurar en nuestro país.


Añadió que, si bien el régimen de capitalización individual ha tenido grandes éxitos, no es menos cierto que ha tenido también serios fracasos. En efecto, ha sido un sistema exitoso en cuanto al mercado de capitales. Sin embargo, las promesas iniciales finalmente no se cumplieron, y es por eso que el Estado debe terminar haciéndose cargo de pagar las pensiones no cubiertas por el ahorro previsional. De ahí que, incluso, no haya el incentivo suficiente para ser parte del sistema.


La reforma, por otro lado, intenta establecer un sistema mixto, donde coexistan los aportes individuales con el pilar solidario que se incorpora. Sobre el particular, expuso su opinión en torno a los siguientes asuntos de interés.


Respecto del pilar solidario, señaló que, en principio, tiene una conceptualización correcta. Se establece un sistema de subvención -que no dice relación en verdad con la previsión-, que garantiza ingresos a los adultos mayores que no cuentan con otros recursos. Se manifestó partidario del calendario propuesto para estos efectos, y, por tanto, contrario a la idea de adelantar el otorgamiento de los beneficios contemplados, lo cual calificó como una medida más bien populista. Indicó compartir la propuesta de otorgar $ 60.000 por concepto de pensión básica solidaria en una primera etapa, hasta alcanzar, con el devenir del tiempo, el máximo de $ 75.000. 


Sin embargo, recalcó, el aspecto principal de la reforma y del mencionado pilar solidario, es el denominado aporte previsional solidario, cuyo mayor desafío no es sólo aumentar su cobertura -para cuyo efecto se ha sugerido el incremento del límite estimado en $ 200.000 a $ 300.000-, sino que generar una lógica de incentivos acorde al objetivo de dicho aporte. Este tema, acotó, debe ser planteado ahora y analizado con detención, incluso para futuras posibles reformas, por ejemplo, en el ámbito tributario. Recalcó que en los próximos 20 ó 30 años continuará el debate en torno a cómo crear un sistema de protección social para los adultos mayores, sobre todo habida consideración que al año 2050, el 30% de la población se encontrará en dicho rango etario. En consecuencia, insistió, los mecanismos de incentivo son básicos para que el sistema funcione adecuadamente, sin perjuicio del trabajo de las AFP y su contribución al mercado de capitales.


En lo relativo a la cobertura del aporte previsional solidario, a su juicio, surge una gran ausente, esto es, la universalidad que garantice el beneficio a los discapacitados. En efecto, señaló, no comparte la idea de cubrir con este beneficio al 60% o al 80% más pobre de nuestro país, por cuanto esta clase de beneficios debe ser de carácter universal, tal como lo es, por ejemplo, el pre y post natal. Esta reflexión alcanza, por tanto, la situación de los discapacitados, quienes quedan en una posición muy desmejorada, en circunstancias que sus derechos en esta materia deberían ser calificados como universales y garantizados.


En cuanto al calendario propuesto para el otorgamiento de los beneficios, sugirió revisar la estructuración que se ha hecho del mismo en base a los montos de las pensiones. Señaló que ello es un error, porque, si bien es acertado introducir el concepto de la gradualidad, la calendarización respectiva debería efectuarse sobre la base de la edad de los pensionados y, conforme a eso, iniciar el otorgamiento de beneficios a partir de ciertos tramos de edad, donde los más ancianos sean los primeros en percibirlos.


Por otra parte, indicó que no parece un incentivo adecuado dilatar en cinco años el acceso de las mujeres al aporte previsional solidario. En efecto, explicó, habiéndose delimitado la edad para jubilar en los 60 años de edad -en el caso de las mujeres-, no se vislumbra razón alguna para que el aporte previsional para mejorar su pensión les sea otorgado recién a partir de los 65 años. 


Respecto a la industria de las AFP, señaló que, a su entender, el debate debería centrarse en la reducción de los costos y en el aumento de las rentabilidades. Bajo esa perspectiva, entonces, es preciso orientar la discusión no sólo en torno a si se permite la entrada de los Bancos al sistema previsional y si se les incorpora en igualdad de condiciones. Ello porque, tal discusión, apunta más bien a los actores de la industria y a los posibles conflictos de interés a que pudiera dar lugar la incorporación de nuevos agentes al mercado. La preocupación, en cambio, debería limitarse a resguardar los intereses de los propietarios de los fondos previsionales y no el de quienes los administran. En ese mismo sentido, apuntó, resulta conveniente analizar la creación de una AFP pública, como asimismo, hacerlo en forma separada al estudio de la incorporación de las entidades bancarias y compañías de seguros al sistema previsional.


En cuanto a la nueva institucionalidad que contempla el proyecto de ley, expresó que es una materia que deberá ser analizada con detención, particularmente en lo relativo a los mecanismos de información y de control. Agregó que esto dice relación con las facultades que los trabajadores, como propietarios de los fondos, tendrán en este ámbito. Así por ejemplo, se estructura un Comité de Usuarios, sin embargo no se considera la posibilidad de que sean representados por un director al interior de la entidad administradora, lo que les permitiría intervenir en la decisión de inversión de sus ahorros. En ese sentido, añadió, los dueños de los fondos no tienen voz en este sistema y esa es una falencia que hay que corregir.


En lo relativo a la equidad de género pretendida por la iniciativa legal, destacó que se trata de un gran aporte, el cual calificó como uno de los elementos más trascendentales que contiene el proyecto de ley. Indicó que es necesario informar a la ciudadanía cual es el objetivo trazado en este orden, así como también cual será su costo de implementación, a fin de dimensionar la magnitud de los beneficios contemplados en este ámbito.


Por último, hizo mención al tema del daño previsional. Señaló que el proyecto de ley en informe cubre de manera importante la situación de las personas afectadas por el referido daño, en la medida que incrementa sus pensiones. En efecto, explicó, mediante el aporte previsional solidario el daño previsional es subsanado para la gran mayoría de los trabajadores del sector público. A ello se agregaría, apuntó, el denominado Bono Post Laboral, cuyo monto de $ 50.000 suma más ingresos para los afectados tras abandonar su vida laboral activa. Ahora bien, acotó, si bien el tema central en este proyecto de ley es otro, ello no obsta a la revisión en el marco de esta iniciativa legal, de los posibles mecanismos de solución de este problema previsional que se arrastra ya por tantos años.


Finalmente, Su Señoría destacó su voto a favor de la idea de legislar, calificando este proyecto de ley como una de las iniciativas sociales más importantes que será discutida en esta década. Se trata, pues, de un instrumento clave del sistema de protección social que este Gobierno desea instaurar y que enmarcará, sin duda alguna, el debate social de los próximos cincuenta años.


Concluida la exposición de fundamentos de voto, los señores Ministros de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social expresaron sus agradecimientos por el trabajo desplegado por las Comisiones, unidas, y por el respaldo brindado al proyecto de ley presentado.


El señor Ministro de Hacienda señaló que pocas reformas legales revisten la importancia de la presente y que, por tal motivo, el Gobierno valora especialmente el apoyo que le ha sido dado.


Agregó que, más allá de las diversas aspiraciones que puedan plantearse durante el debate, no son muchas las iniciativas legales que conciten tanto acuerdo y donde los parlamentarios manifiesten que prestan su aprobación con entusiasmo y agrado. Ello es lo que ha acontecido en esta oportunidad y el Ejecutivo así lo aprecia.


Asimismo, valora la voluntad que ha habido para aprobar en general el proyecto, sin mayor dilación, y para establecer un calendario de actividades que permita su más expedito despacho, en aras del pronto pago de los beneficios que esta iniciativa contempla. 


Por su parte, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social manifestó su satisfacción por la aprobación unánime que ha recibido el proyecto de reforma previsional.


Asimismo, hizo algunas precisiones finales. Señaló que el proyecto en estudio es fruto de una decisión política más que de una decisión de carácter técnico. En efecto, si bien se sustenta en un conjunto de elementos técnicos, tiene una definición política, toda vez que responde a una legítima aspiración y presión ciudadana por modificar un sistema que se entiende como imperfecto y cuyos defectos, por tanto, es preciso resolver.


Por último, aclaró que los beneficios que se contemplan no constituyen premios para las personas, sino que un reconocimiento expreso de sus derechos, atendida la contribución que hacen a este país con su esfuerzo y su trabajo. Por consiguiente, no hay de por medio un problema de justicia o injusticia entre aportantes y no aportantes, sino que hay un reconocimiento de los derechos pertinentes en uno y otro caso.

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, entregado a las Comisiones unidas con fecha 11 de octubre de 2007, señala:


“El objetivo del presente proyecto de ley es reformar el sistema de pensiones de manera que las personas tengan ingresos más seguros durante la vejez, para así vivir dignamente. Esto ha significado por un lado, perfeccionar el actual sistema de capitalización individual, y por otro, complementar dicho sistema  con un Sistema de Pensiones Solidarias que cubra a quienes por diversas razones  no  logran  ahorrar  lo suficiente  para  financiar  una pensión digna. 


El presente Informe Financiero consolida los Informes Financieros ingresados durante la tramitación del proyecto en la Cámara de Diputados e incorpora las estimaciones de costos para los años 2011 a 2017, es decir, hasta el termino de la transición de los parámetros de monto y cobertura del Sistema de Pensiones Solidarias. 


En consecuencia, los principales componentes de la Reforma Previsional con Efectos Financieros incluidos en este Informe Financiero son los siguientes: 


1. Sistema de Pensiones Solidarias.


2. Institucionalidad.


3. Bono por Hijo para las Mujeres. 


4. Subsidio a las Cotizaciones para los Trabajadores Jóvenes de bajos Ingresos.


5. Asignación Familiar Trabajadores Independientes.


6. Beneficio Tributario APV y Ahorro Previsional Voluntario Colectivo (APVC). 


7. Fondo para la Educación Previsional.


8. Cotización Seguro Empleados Públicos.”.

“Los componentes anteriores generan los siguientes impactos financieros a partir del año 2008:

COSTOS REFORMA PREVISIONAL

(Millones de Pesos de 2007)

	
	2008
	2009
	2010
	2011
	2012
	2013

	1. Sistema de Pensiones Solidarias
	37.864  
	140.674
	224.885
	303.172
	395.828
	468.659

	2. Nueva Institucionalidad


	  6.447
	    2.414
	       673
	    2.348
	       740
	    2.292

	3. Bono por Hijo a las Mujeres


	         0
	    4.699
	    9.964
	  15.691
	  22.036
	  29.731

	4. Subsidio a la Contratación Jóvenes
	         0
	  13.926
	  28.979
	  44.989
	  61.835
	  63.502

	5. Asignación Familiar Independientes
	         0
	           0
	           0
	    3.573
	    7.434
	    9.276

	6. APV y Ahorro Previsional Voluntario Colectivo
	  6.450
	  26.243
	  27.004
	  27.734
	  28.467
	  29.195

	7. Fondo para la Educación Previsional
	     689
	    1.378
	    1.432
	    1.437
	    1.469
	    1.503

	8. Cotización Seguro Empleados Públicos
	         0
	  21.060
	  42.660
	  42.696
	  42.732
	  42.767

	Total
	51.451
	210.395
	335.599
	441.641
	560.541
	646.925


	
	2014
	2015
	2016
	2017
	2025

	1. Sistema de Pensiones Solidarias


	529.070
	602.877
	683.117
	770.806
	1.336.250

	2. Nueva Institucionalidad
	       919

	    2.352
	       939
	    2.396
	       2.520

	3. Bono por Hijo a las Mujeres
	  32.748

	  35.454
	  38.372
	  41.540
	     73.231

	4. Subsidio a la Contratación Jóvenes
	  64.977

	  66.256
	  67.158
	  67.639
	     75.592

	5. Asignación Familiar Independientes
	  11.249

	  13.359
	  15.611
	  18.011
	     36.141

	6. APV y Ahorro Previsional Voluntario Colectivo
	  29.910
	  30.604
	  31.272
	  31.919
	     36.491

	7. Fondo para la Educación Previsional
	    1.539
	    1.597
	    1.615
	    1.656
	       2.072

	8. Cotización Seguro Empleados Públicos
	  42.803
	  42.839
	  42.875
	  42.911
	     43.200

	Total
	713.216
	795.338
	880.959
	976.878
	1.605.497



En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestras Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, os proponen aprobar en general:

PROYECTO DE LEY

“TITULO I

SOBRE EL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS

Párrafo primero

Definiciones


Artículo 1°.- Créase un sistema de pensiones solidarias de vejez e invalidez, en adelante, “sistema solidario”, complementario del sistema de pensiones a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980, en la forma y condiciones que el presente título establece, el que será financiado con recursos del Estado. Este sistema solidario otorgará beneficios de pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez y aportes previsionales solidarios de vejez e invalidez.


Artículo 2°.- Para los efectos de la presente ley, los conceptos que se indican a continuación tendrán los significados siguientes:


a) Pensión básica solidaria de vejez, es aquella a la que podrán acceder las personas que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 3°.


b) Pensión básica solidaria de invalidez, es aquella a la que podrán acceder las personas que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 16.


c) Pensión base, aquella que resulte de sumar la pensión autofinanciada de referencia del solicitante más las pensiones de sobrevivencia que se encuentre percibiendo de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980. Todos los montos serán expresados en moneda de curso legal.


d) Pensión máxima con aporte solidario, es aquel valor sobre el cual la pensión base no tiene aporte previsional solidario de vejez.


e) Factor de ajuste, corresponderá al valor que se obtenga de dividir el monto de la pensión básica solidaria de vejez por el valor de la pensión máxima con aporte solidario.


f) Complemento solidario para determinar el aporte previsional solidario de vejez, es la cantidad que resulte de restar de la pensión básica solidaria de vejez, el producto obtenido de multiplicar el factor de ajuste por la pensión base.


g) Pensión autofinanciada de referencia o estimada para determinar la pensión base, es aquella que se calculará como una renta vitalicia inmediata del decreto ley N° 3.500, de 1980, sin condiciones especiales de cobertura, considerando la edad, el grupo familiar y el total del saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual, que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse por vejez  o invalidez de acuerdo al referido decreto ley, incluida, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que haya devengado a dicha fecha. Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.


En el saldo señalado en el inciso anterior, no se incluirán las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, el ahorro previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980.


El monto de la pensión autofinanciada de referencia se expresará en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha en que el beneficiario se pensione por vejez. 


Con todo, el recálculo del complemento solidario y  de la pensión final, se realizará en la misma oportunidad en que se reajuste la pensión básica solidaria de vejez o la pensión máxima con aporte solidario. De igual modo, se recalculará el complemento solidario y la pensión base cuando el beneficiario comience a percibir una nueva pensión de sobrevivencia de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980, y cuando procediere otorgar una pensión de sobrevivencia a un beneficiario de aquellos establecidos en el artículo 5° del citado cuerpo legal, que hubiese adquirido dicha calidad en forma posterior a la fecha del cálculo original.


h) Pensión final, corresponde a la suma de la pensión base y el complemento solidario, a que se refiere el artículo 10.


i) Aporte previsional solidario de vejez, es el beneficio a que se refiere el Párrafo tercero del presente Título.


j) Aporte previsional solidario de invalidez, es el beneficio a que se refiere el Párrafo quinto del presente Título.

Párrafo segundo

Pensión Básica Solidaria de Vejez


Artículo 3°.- Serán beneficiarias de la pensión básica solidaria de vejez, las personas que no tengan derecho a pensión en algún régimen previsional y que reúnan los requisitos siguientes:


a) Haber cumplido sesenta y cinco años de edad.


b) Integrar un grupo familiar perteneciente al 60% más pobre de la población de Chile conforme a lo establecido en el artículo 28.


c) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a veinte años continuos o discontinuos, contados desde que el peticionario haya cumplido veinte años de edad;  y, en todo caso, por un lapso no inferior a cuatro años de residencia en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios de este título.


Artículo 4°.- Para los efectos de la letra b) del artículo anterior, se entenderá que componen el grupo familiar, el eventual beneficiario, su cónyuge, los hijos menores de dieciocho años de edad y los hijos mayores de dicha edad pero menores de veinticuatro años siempre que sean estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. El peticionario podrá solicitar reconsideración de la composición de su grupo familiar en los casos que determine el reglamento.


Se considerará el grupo familiar que el peticionario tenga a la época de presentación de la solicitud para acceder a los beneficios de este título. 


Artículo 5°.- Se considerará como lapso de residencia en el país el tiempo en que los nacionales deban permanecer en el extranjero por motivo del cumplimiento de misiones diplomáticas,  representaciones consulares y demás funciones oficiales de Chile.


Asimismo, para las personas comprendidas en la definición de exiliados, contenida en la letra a) del artículo 2° de la ley N° 18.994, que hubiesen sido registradas como tales por la Oficina Nacional de Retorno, se considerará como lapso de residencia en el país el tiempo en que permanecieron por esa causa en el extranjero. Para tal efecto, el Ministerio de Justicia extenderá la certificación correspondiente respecto de quienes cumplan con dicha calidad, en la forma que determine el Reglamento.


Las excepciones establecidas en los incisos precedentes serán aplicables, cuando corresponda, a las solicitudes para acceder a los beneficios de este Título y a la bonificación por hijo para las mujeres establecida en el Título III de esta ley.


No obstante lo dispuesto en la letra c) del artículo 3°, para el acceso a pensión básica solidaria de vejez, el lapso no inferior a veinte años continuos o discontinuos de residencia, establecido en dicha norma, se computará desde la fecha de nacimiento del peticionario, en el caso de chilenos que carezcan de recursos conforme lo establezca el Reglamento.


Artículo 6°.- Para acceder a la pensión básica solidaria de vejez, las personas deberán presentar la correspondiente solicitud en el Instituto de Previsión Social, a partir del cumplimiento de la edad señalada en la letra a) del artículo 3°.


Artículo 7°.- El monto de la pensión básica solidaria de vejez será, a contar del 1 de julio de 2009, de $75.000. Se devengará a contar de la fecha de la presentación de la solicitud señalada en el artículo anterior y será incompatible con cualquier otra pensión de algún régimen previsional.


Artículo 8°.- La pensión básica solidaria de vejez se reajustará automáticamente en el cien por ciento de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior al último reajuste concedido y el mes en que dicha variación alcance o supere el quince por ciento.


Con todo, si transcurren doce meses desde el último reajuste sin que la variación del referido índice alcance el quince por ciento, ella se reajustará en el porcentaje de variación que aquel hubiere experimentado en dicho período, en cuyo caso este último reajuste sustituirá al anteriormente indicado. El nuevo reajuste que corresponde aplicar, regirá a contar del primer día del mes siguiente a aquel en que se alcance la citada variación o se cumpla el periodo señalado, según el caso.

Párrafo tercero

Aporte Previsional Solidario de Vejez


Artículo 9°.- Serán beneficiarias del aporte previsional solidario de vejez, las personas que sólo tengan derecho a una o más pensiones regidas por el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que cumplan los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 3° y que el monto de su pensión base sea inferior al valor de la pensión máxima con aporte solidario.


Se entenderá cumplido el requisito de la letra c) del artículo 3°, respecto de las personas que registren veinte años o más de cotizaciones en uno o más de los sistemas de pensiones en Chile. 


Artículo 10.- Para los beneficiarios señalados en el artículo anterior, cuya pensión base sea de un valor inferior o igual a la pensión básica solidaria de vejez, el monto del aporte previsional solidario de vejez  ascenderá a la cantidad que resulte de restar de la pensión final, la pensión o suma de pensiones que perciba de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980.


Cuando el saldo de la cuenta de capitalización individual del afiliado no alcanzare a financiar doce meses de pensión final, la pensión bajo la modalidad de retiro programado se ajustará al monto de la pensión final.


Artículo 11.- Para los beneficiarios señalados en el artículo 9°, cuya pensión base sea de un valor superior a la pensión básica solidaria de vejez pero inferior a la pensión máxima con aporte solidario, el monto del aporte previsional solidario de vejez  se determinará según se encuentre en alguna de las situaciones siguientes:


a) Si percibe una pensión bajo la modalidad de renta vitalicia de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, el monto del referido aporte ascenderá al valor del complemento solidario.


b) Si percibe una pensión bajo la modalidad de retiro programado de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, el valor del aporte previsional solidario de vejez ascenderá al monto del complemento solidario corregido por un factor actuarialmente justo, determinado de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia de Pensiones en norma de carácter general. El citado factor reducirá el monto del complemento solidario de vejez en razón de que en esta modalidad de pensión, la suma del aporte previsional solidario y de la o las pensiones que el beneficiario perciba de acuerdo al mencionado decreto ley, siempre deberá financiar al menos el valor de la pensión básica solidaria de vejez.


Cuando el saldo de la cuenta de capitalización individual del afiliado no alcanzare a financiar doce meses de pensión básica solidaria de vejez, la pensión bajo la modalidad de retiro programado se ajustará al monto de dicha pensión solidaria.


Artículo 12. Las personas señaladas en el artículo 9° para acceder al aporte previsional solidario de vejez, deberán presentar la correspondiente solicitud a partir del cumplimiento de la edad establecida en la letra a) del artículo 3°. 


El aporte previsional solidario de vejez, se devengará a contar de la fecha de presentación de la solicitud señalada en el inciso anterior, siempre que el peticionario se encuentre pensionado por vejez de acuerdo al decreto ley N° 3.500, de 1980, o a contar de la obtención de dicha pensión, si ésta la hubiere obtenido con posterioridad a la presentación de la referida solicitud, y en ambos casos se pagará mensualmente.


Artículo 13.- El valor de la pensión máxima con aporte solidario será, a contar del 1 de julio de 2012, de doscientos mil pesos y se reajustará en la forma dispuesta en el artículo 8°.


Artículo 14.- No obstante lo establecido en la letra g) del artículo 2°, respecto de las personas que se pensionen en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 del decreto ley N° 3.500, de 1980, la pensión autofinanciada de referencia para determinar la pensión base, será calculada como una renta vitalicia inmediata sin condiciones especiales de cobertura, considerando la edad y el grupo familiar, ambas a la fecha de cumplimiento de 60 años para las mujeres y 65 para los hombres, y el total del saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse conforme al mencionado artículo 68, incluida, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que haya devengado a la fecha de dicha pensión. Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad a dicho decreto ley, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.


El saldo señalado en el inciso anterior, se expresará en cuotas al valor que tenga a la fecha de obtención de la pensión de vejez y se le sumarán, si correspondiere, el monto de las cotizaciones previsionales que hubiere realizado con posterioridad a dicha fecha, expresadas también en cuotas. En dicho saldo, no se incluirán las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos del decreto ley N° 3.500, de 1980. Cuando el solicitante cumpla  60 años en el caso de las mujeres o 65 años en el de los hombres, el total del saldo anterior se expresará en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha de cumplimiento de dicha edad.


Artículo 15.- Las personas que se pensionen en virtud del artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, que perciban una pensión o suma de pensiones otorgadas conforme a dicho decreto ley, de un monto inferior a la pensión básica solidaria de vejez, tendrán derecho a un complemento que permita alcanzar el valor de dicha pensión básica. Dicho complemento lo percibirán a la edad que resulte de restar a 65 el número de años de rebaja de edad legal para pensionarse conforme al citado artículo 68 bis y siempre que cumplan los requisitos señalados en las letras b) y c) del artículo 3°. Las personas beneficiarias del referido complemento lo percibirán hasta la misma fecha establecida en el inciso primero del artículo 23 y les serán aplicables los artículos 26 y 27.


Los pensionados en virtud del artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, cuando cumplan los requisitos establecidos en el artículo 9°, tendrán derecho al aporte previsional solidario de vejez.


Para los efectos del inciso anterior, la pensión autofinanciada de referencia para determinar el complemento solidario o la pensión final, se calculará como una renta vitalicia inmediata del decreto ley N° 3.500, de 1980, sin condiciones especiales de cobertura, considerando la edad, el grupo familiar y el total del saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual, que el beneficiario tenga a la fecha de pensionarse por vejez de acuerdo al referido decreto ley, incluida, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 más el interés real  que haya devengado a la misma fecha del saldo. Para este cálculo se utilizará la tasa de interés promedio implícita en las rentas vitalicias de vejez, otorgadas de conformidad al decreto ley N° 3.500, de 1980, en los últimos seis meses inmediatamente anteriores a aquel en que el beneficiario se haya pensionado por vejez.


En el saldo señalado en el inciso anterior, no se incluirán las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario, los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo ni los depósitos convenidos a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980.


El monto de la pensión autofinanciada de referencia se expresará en unidades de fomento al valor que tenga a la fecha en que el beneficiario se pensione por vejez. Con todo, el recálculo del complemento solidario y de la pensión final, se realizará en la misma oportunidad en que se reajuste la pensión básica solidaria de vejez o la pensión máxima con aporte solidario. 

Párrafo cuarto

Pensión Básica Solidaria de Invalidez


Artículo 16.- Serán beneficiarias de la pensión básica solidaria de invalidez, las personas que sean declaradas inválidas conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente, siempre que no tengan derecho a pensión en algún régimen previsional y cumplan con los requisitos siguientes:


a) Tener entre dieciocho años de edad y menos de sesenta y cinco años.


b) Encontrarse en la situación señalada en la letra b) del artículo 3°.


c) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a cinco años continuos inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acceder a la pensión básica solidaria de invalidez.


Artículo 17.- Se considerará inválida  la persona que se encuentre en la situación que define como tal el inciso primero del artículo 4° del decreto ley N° 3.500, de 1980. La declaración de invalidez corresponderá efectuarla a las Comisiones Médicas de Invalidez establecidas en el artículo 11 del mencionado decreto ley.


Artículo 18.- Para acceder a la pensión básica solidaria de invalidez, se deberá presentar la correspondiente solicitud en el Instituto de Previsión Social.


Artículo 19.- La pensión básica solidaria de invalidez total o parcial, será de igual valor al de la pensión básica solidaria de vejez, se devengará desde la fecha de presentación de la solicitud señalada en el artículo anterior y será incompatible con cualquier otra pensión de algún régimen previsional.

Párrafo quinto

Aporte Previsional Solidario de Invalidez


Artículo 20.- Serán beneficiarias del aporte previsional solidario de invalidez, las personas inválidas señaladas en el artículo 17 que se encuentren afiliadas al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que no perciban pensiones de otros regímenes previsionales, y cumplan los requisitos siguientes:


a) Los establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 16.


b) Tener derecho a pensión de invalidez de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que la suma del monto de dicha pensión más cualquier otra que perciba de dicho sistema, sea de un monto inferior a la pensión básica solidaria de invalidez.

Artículo 21.- El aporte previsional solidario de invalidez señalado en el artículo anterior, ascenderá a la cantidad que se obtenga de descontar el monto de la pensión o suma de pensiones que perciba la persona inválida del decreto ley N° 3.500, de 1980, del valor de la pensión básica solidaria de invalidez.


La solicitud para acceder al aporte señalado en el inciso anterior, podrá presentarse a contar de la fecha de obtención de la pensión de invalidez otorgada conforme al decreto ley N° 3.500, de 1980, y se devengará a partir de la fecha de dicha solicitud.


Artículo 22.- El beneficiario de la pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez, que inicie o reinicie actividades laborales, mantendrá su derecho a dicha pensión básica o aporte previsional solidario de invalidez en la forma que se indica a continuación:


a) Al 100% de la pensión básica solidaria de invalidez o aporte previsional solidario de invalidez, para aquellos beneficiarios que perciben un ingreso laboral mensual igual o inferior a medio ingreso mínimo mensual. 


b) Al resultado que se obtenga de multiplicar el monto de la pensión básica solidaria de invalidez o el aporte previsional solidario de invalidez, por la diferencia entre uno y el resultado de restar el ingreso laboral mensual que percibe el beneficiario menos la mitad de un ingreso mínimo mensual dividido por el monto de dicho salario. Lo anterior, se aplicará a aquellos beneficiarios que perciban un ingreso laboral mensual superior a medio ingreso mínimo mensual pero igual o inferior a 1,5 veces el ingreso mínimo mensual.


Lo dispuesto en la letra anterior, no regirá durante los dos primeros años contados desde que la persona comience a percibir ingresos laborales, período en el que percibirá el cien por ciento del beneficio.  Durante el tercer año desde que la persona comenzó a percibir dichos ingresos, sólo se aplicará el cincuenta por ciento de la reducción a la pensión solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez, establecida en el inciso anterior. A contar del cuarto año desde que la persona comience a percibir esos ingresos laborales, se aplicará el cien por ciento de la reducción dispuesta en el inciso anterior.


Las personas inválidas que perciban un ingreso laboral mensual superior a 1,5 veces el ingreso mínimo mensual, dejarán de percibir la pensión básica solidaria de invalidez o el aporte previsional solidario de invalidez,  conforme a lo establecido en el inciso anterior.


Con todo, si el beneficiario deja de percibir ingresos laborales mensuales, el monto de dicha pensión o de su aporte previsional solidario de invalidez ascenderá al señalado en el artículo 19 ó 21, según corresponda, de acuerdo a lo que se establezca en el reglamento.


Las variaciones que experimente el ingreso laboral mensual que perciba el beneficiario harán variar el monto de la pensión básica solidaria de invalidez o de su aporte previsional solidario de invalidez de acuerdo a lo dispuesto en el presente artículo. 


Para los efectos de este artículo, se entenderá por ingresos laborales mensuales la suma de las remuneraciones y las rentas del trabajo que perciba el beneficiario de la pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez.


Artículo 23.- El beneficiario de pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez, en su caso, percibirá dicho beneficio hasta el último día del mes en que cumpla 65 años de edad. A contar de esa fecha podrá acceder a la pensión básica solidaria de vejez o al aporte previsional solidario de vejez, de acuerdo a las normas establecidas en los Párrafos segundo o tercero del presente Título.


Con todo, la pensión autofinanciada de referencia para el pensionado de invalidez en virtud del decreto ley N° 3.500, de 1980, se calculará de acuerdo a lo dispuesto en la letra g) del artículo 2°. En este caso, el cálculo se hará a la fecha de obtención de la pensión de invalidez considerando la edad, grupo familiar y el saldo acumulado en la cuenta de capitalización individual a esa fecha e incluirá, cuando corresponda, la o las bonificaciones establecidas en el artículo 64 y los intereses que haya devengado a dicha fecha.

Párrafo sexto

De las normas comunes del Sistema Solidario de Vejez e Invalidez y otras disposiciones



Artículo 24. Corresponderá a la Superintendencia de Pensiones, la supervigilancia y fiscalización del sistema solidario que administra el Instituto de Previsión Social. Para tal efecto, la Superintendencia dictará las normas necesarias, las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado sistema.


Artículo 25. Las personas que gocen de la pensión básica solidaria de vejez o invalidez no causarán asignación familiar. No obstante, podrán ser beneficiarias de esta prestación en relación con sus descendientes que vivan a su cargo en los términos contemplados en el Sistema Único de Prestaciones Familiares.


Artículo 26. Los beneficios que otorga el sistema solidario se extinguirán en los casos siguientes:


a) Por el fallecimiento del beneficiario. En este caso el beneficio se extinguirá al último día del mes del fallecimiento;


b) Por haber dejado el beneficiario de cumplir alguno de los requisitos de otorgamiento; 


c) Cuando el beneficiario no proporcione los antecedentes relativos al beneficio que le requiera el Instituto de Previsión Social, dentro de los tres meses calendario siguientes al respectivo requerimiento, el que deberá efectuarse personalmente al beneficiario o en la forma que determine el reglamento, o


d) Por obtención de residencia del beneficiario en país extranjero.


En el caso de los inválidos parciales el derecho a los beneficios del sistema solidario de invalidez se  extinguirá ante la negativa del beneficiario de someterse a las reevaluaciones indicadas por las Comisiones Médicas de Invalidez, referidas en el artículo 17, para lograr su recuperabilidad.


El beneficiario del sistema solidario deberá comunicar al Instituto de Previsión Social, la pérdida de alguno de los requisitos necesarios para el goce de los beneficios.


El beneficiario deberá  informar al Instituto de Previsión Social cualquiera aumento considerable que experimenten sus ingresos de acuerdo a lo que determine el reglamento, a fin  que le sea aplicado el instrumento de focalización. En caso de incumplimiento de esta obligación, el Director del Instituto de Previsión Social podrá, fundadamente, sancionar al beneficiario con la pérdida del beneficio y el reintegro de aquellos percibidos indebidamente.


Si el beneficiario no cobrare alguno de los beneficios del sistema solidario durante el periodo de seis meses continuos, el Instituto de Previsión Social suspenderá el pago correspondiente.


El Instituto de Previsión Social podrá en cualquier oportunidad revisar el otorgamiento de los beneficios del sistema solidario de vejez e invalidez, y deberá ponerles término cuando deje de concurrir alguno de los requisitos legales establecidos para su otorgamiento o haya concurrido alguna causal de cese del beneficio.


Artículo 27. Todo aquel que percibiere indebidamente cualquiera de los beneficios del sistema solidario, proporcionando datos o antecedentes falsos, será sancionado conforme al artículo 467 del Código Penal. Además deberá restituir al Instituto de Previsión Social las sumas indebidamente percibidas, reajustadas en conformidad a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel en que se percibieron y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas devengarán además el interés penal mensual establecido en el artículo 53 del Código Tributario.


Al Director Nacional del Instituto de Previsión Social, le corresponderá ejercer las facultades establecidas en el artículo 3° del decreto ley N° 3.536, de 1980. No obstante, la información señalada en el inciso tercero del mencionado artículo la remitirá a la Superintendencia de Pensiones.



Artículo 28. Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá la forma de acreditar los requisitos establecidos para el otorgamiento de los beneficios del sistema solidario; determinará los casos en que el peticionario podrá solicitar ante el Instituto de Previsión Social que reconsidere la composición de su grupo familiar, para lo cual podrá requerir que se excluyan o incluyan miembros distintos a los señalados en el artículo 4°, en función de factores, tales como, personas que viven o no a expensas del peticionario, residen o no en la misma vivienda; señalará el o los instrumentos técnicos de focalización y procedimientos que utilizará el Instituto de Previsión Social para determinar lo establecido en la letra b) del artículo 3°, considerando, a lo menos, el ingreso per cápita del grupo familiar. El o los instrumentos de focalización que se apliquen deberán ser los mismos para toda la población. Además, fijará los criterios para definir el umbral de focalización que determinará quienes pertenecen al 60 % más pobre de la población en Chile; la forma y circunstancias en que se harán efectivas las causales de cese de los beneficios del sistema solidario; los sistemas de control y evaluación que utilizará el Instituto de Previsión Social para excluir a los beneficiarios que no cumplan los requisitos establecidos en este título, y las demás normas necesarias para la aplicación del Sistema de Pensiones Solidarias.


Artículo 29.- A las personas pensionadas o imponentes de los regímenes de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, no les serán aplicables las disposiciones del sistema solidario, ni aun cuando además se encuentren afiliadas o afectas a otro régimen previsional.


Artículo 30.- Las personas que carezcan de recursos y gocen de pensión básica solidaria de vejez  causarán asignación por muerte en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley  N° 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Sin embargo, si quien hubiere hecho los gastos del funeral fuere persona distinta del cónyuge, hijos o padres del fallecido, sólo tendrá derecho a tal beneficio hasta la concurrencia del monto efectivo de su gasto, con el límite establecido en el inciso primero del artículo 6° del decreto con fuerza de ley citado en el inciso anterior, quedando el saldo hasta completar dicho límite a disposición del o la cónyuge sobreviviente, y a falta de éste, de los hijos o los padres del causante.


El Instituto de Previsión Social pagará el beneficio a que se refiere este artículo con cargo a los aportes fiscales que se contemplen anualmente en su presupuesto.  


Artículo 31.- Establécese un subsidio para las personas con discapacidad mental a que se refiere la ley N° 18.600 y que sean menores de 18 años de edad. Este subsidio se otorgará conforme a lo establecido en los artículos 1°, 2°, 4°, 5°, 6°, 7°, 9°, 10 y 12, del decreto ley N° 869, de 1975, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, disposiciones que para este solo efecto se entenderán vigentes. Este subsidio se financiará con los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos.


Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la tuición y fiscalización de la observancia de las disposiciones sobre el subsidio a que se refiere el presente artículo, la administración financiera del mismo y el control de su desarrollo presupuestario. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y aquellas establecidas en el decreto ley mencionado en el inciso anterior. 


Artículo 32.- Los titulares de pensiones otorgadas conforme a las leyes Nos. 18.056; 19.123; 19.234; 19.980 y 19.992, podrán acceder a los beneficios del sistema solidario siempre que cumplan los requisitos establecidos en el presente Título, en lo que corresponde.

Las personas que sólo perciban pensiones de las señaladas en el inciso anterior podrán acceder a un porcentaje de la pensión básica solidaria de vejez o invalidez si ésta última fuere de un monto superior al de la primera. El beneficio ascenderá al valor que resulte de restar de la referida pensión básica, la o las pensiones que perciba el pensionado de las leyes señaladas en el inciso anterior.


Las personas que perciban pensiones de las señaladas en el inciso primero podrán acceder al aporte previsional solidario de vejez, siempre que perciban pensión de vejez o sobrevivencia, del decreto ley N° 3.500, de 1980. En estos casos al monto del complemento solidario se le restará el valor de la o las pensiones señaladas en dicho inciso.


Las personas que perciban pensiones de las señaladas en el inciso primero y se encuentren percibiendo pensiones de algún régimen previsional administrado por el Instituto de Normalización Previsional, podrán acceder al aporte previsional solidario de vejez, el que ascenderá al monto que resulte de aplicar el artículo octavo transitorio, deducidas las pensiones del inciso primero.


Los abonos de tiempo a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 19.234, se considerarán como tiempo cotizado para los efectos del inciso segundo del artículo 9°.


Artículo 33.- Introdúcense en la ley N° 19.949, las modificaciones siguientes:


a) Reemplázase en el artículo 2° la oración: “a las pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975,” por la frase “a la pensión básica solidaria de vejez o invalidez,”.


b) Suprímense en el inciso primero del artículo 7° las frases “y en el decreto ley N° 869, de 1975” y “y a la pensión asistencial”; reemplázanse en el mismo inciso las frases “contemplan dichos cuerpos legales” por “contempla dicho cuerpo legal” y ”dichos cuerpos legales”, la segunda vez que aparece en el texto, por “dicho cuerpo legal”; y reemplázase en el inciso segundo la frase “Estos beneficios serán asignados” por “Este beneficio será asignado”.


c) Elimínase en el artículo 9° la expresión “del Fondo Nacional de Pensiones Asistenciales".

Párrafo séptimo

Modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980, en materia de beneficios garantizados por el Estado


Artículo 34.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.500, de 1980:


1. Suprímese el inciso tercero del artículo 1°.


2. Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 11: 


a) Reemplázase en la segunda oración, del inciso duodécimo la frase: “pensión mínima a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de invalidez”.


b) Reemplázase en el inciso final la expresión: “pensión mínima”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de invalidez”.


3. Suprímese en el inciso cuarto del artículo 20 la expresión “en la determinación del derecho a garantía estatal de pensión mínima a que se refiere el Título VII, ni”.


4. Suprímese  el inciso tercero del artículo 22.


5. Suprímense en los incisos primero y segundo del artículo 51 las oraciones siguientes: “y con la garantía estatal a que se refiere el Título VII, cuando corresponda”. 


6. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 62:


a) Reemplázase en el inciso segundo en la última oración la expresión “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima a que se refiere el inciso antes señalado”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


b) Reemplázase en el inciso tercero la frase: “la pensión mínima de vejez garantizada por el Estado, a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente: “la pensión básica solidaria de vejez”.


c) Reemplázase en la primera oración del inciso sexto la expresión “ciento cincuenta  por ciento de la pensión mínima de vejez señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


7. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62 bis:


a) Reemplázase en la última oración del inciso primero la frase “la pensión mínima de vejez garantizada por el Estado a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente: “la pensión básica solidaria de vejez”.


b) Reemplázase en la primera oración del inciso segundo la expresión “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima de vejez señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


c) Reemplázase en el inciso cuarto la expresión “valor de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”. 


8. Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 64:


a) Reemplázase en el inciso sexto la expresión “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”.


b) Reemplázase en el inciso final la expresión “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima de vejez señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


9. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65:


a) Reemplázase en el inciso cuarto la frase: “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”.


b) Reemplázase en la primera oración del inciso séptimo la frase: “ciento cincuenta  por ciento de una pensión mínima de vejez garantizada por el Estado”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


10. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65 bis:


a) Reemplázanse en la segunda oración del inciso primero  la frase “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73, el afiliado”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez y siempre que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias, éste”, y la expresión “la mínima”, por las palabras: “la pensión básica solidaria”.


b) Reemplázase en la tercera oración del inciso tercero la frase: “al monto de la pensión mínima que señala el artículo 73”, por la siguiente: “al cien por ciento del valor de la pensión básica solidaria de vejez, en el caso en que el afiliado no cumpla los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias”. 


11. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 68:


a) Reemplázase en la letra b) del inciso primero la oración: “ciento cincuenta por ciento de la pensión mínima señalada en el artículo 73”, por la siguiente: “cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario”.


b) Elimínase el inciso cuarto.


12. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 82:


a) Sustitúyese en su inciso tercero la oración: “las pensiones mínimas a que se refiere el artículo 73”, por la siguiente “la pensión básica solidaria de vejez”. 


b) Sustitúyese en su inciso quinto la palabra: “mínima”, por “básica solidaria de vejez”. 

TÍTULO II

SOBRE INSTITUCIONALIDAD PÚBLICA PARA EL SISTEMA DE PREVISIÓN SOCIAL

Párrafo primero

De los Organismos Públicos del  Sistema de Previsión Social


Artículo 35. Los órganos públicos que tendrán la principal responsabilidad del sistema de previsión social serán los siguientes:


a) El Ministerio del Trabajo y Previsión Social;


b) La Subsecretaría de Previsión Social;


c) La Superintendencia de Pensiones; 


d) La Superintendencia de Seguridad Social;


e) El Instituto de Previsión Social, y


f) El Instituto de Seguridad Laboral.

Párrafo segundo

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social


Artículo 36. El Ministerio del Trabajo y Previsión Social será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en materias laborales y de previsión social.


De acuerdo con el inciso segundo del artículo 22 de la ley N° 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, le corresponderá proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes, estudiar y proponer las normas aplicables a los sectores a su cargo, velar por el cumplimiento de las normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar las actividades del respectivo sector.


El Ministerio contará con dos Subsecretarías: una del Trabajo y otra de Previsión Social.


Artículo 37. La Subsecretaría de Previsión Social será el órgano de colaboración inmediata del Ministro del ramo y coordinará la acción de los servicios públicos del área correspondiente.


El Subsecretario de Previsión Social será el jefe superior de la Subsecretaría.


Artículo 38. La Subsecretaría de Previsión Social tendrá especialmente las siguientes funciones y atribuciones:


1. Asesorar al Ministro del Trabajo y Previsión Social en la elaboración de políticas y planes correspondientes al ámbito de la previsión social, como asimismo, en el análisis estratégico, planificación y coordinación de los planes y acciones de los servicios públicos del sector.


2. Estudiar y proponer al Ministro del Trabajo y Previsión Social las normas y reformas legales aplicables al sector y velar por su cumplimiento.


3. Evaluar las políticas aplicables al sector conforme a las instrucciones del Ministro del ramo.


4. Efectuar y promover la elaboración de estudios e investigaciones, en el ámbito de la previsión social.


5. Asistir al Ministro en el ámbito de las relaciones internacionales en materia de previsión social y en la participación de Chile en organismos internacionales relativos al tema.


6. Definir y coordinar la implementación de estrategias para sensibilizar, informar, educar y apoyar a la población en el conocimiento del sistema de previsión social, facilitándole el ejercicio de sus derechos conforme a las políticas definidas en la materia.


7. Promover estrategias de incorporación de los trabajadores independientes al régimen de cotizaciones obligatorias establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.


8. Administrar el Fondo para la Educación Previsional.


9. Coordinar los órganos del sector en las estrategias de promoción, difusión y educación en el sistema de previsión social de acuerdo con las políticas definidas en la materia.


10. Asistir administrativamente a la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones.


11. Las demás funciones y atribuciones que contemplen otras leyes. 

Párrafo tercero

Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones


Artículo 39.- Créase una Comisión de Usuarios por cada una de las Administradoras de Fondos de Pensiones, que estará integrada por dos representantes de los afiliados, uno de los empleadores, uno de los pensionados y un académico universitario que la presidirá. Asimismo, créase una Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones que estará integrada por los presidentes de cada una de las Comisiones de Usuarios de las Administradoras.


Las Comisiones tendrán como función informar a la Superintendencia de Pensiones sobre las evaluaciones que efectúen sobre el funcionamiento del Sistema de Pensiones.


La Superintendencia de Pensiones otorgará la asistencia administrativa para el funcionamiento de estas Comisiones.


Un reglamento, expedido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará las funciones e integración de las Comisiones a que se refiere este artículo y la forma de designación de sus miembros, su régimen de prohibiciones e inhabilidades, causales de cesación en sus cargos y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento. Los integrantes de las Comisiones de Usuarios de las Administradoras percibirán una dieta equivalente a un monto de seis unidades de fomento por cada sesión, con un límite máximo mensual de doce unidades de fomento.


Artículo 40.- Las Comisiones de Usuarios a que se refiere este párrafo estarán especialmente facultadas para conocer y ser informadas por la Subsecretaría de Previsión Social, la Superintendencia de Pensiones, la Administradora de Fondos de Pensiones respectiva y el Instituto de Previsión Social, según corresponda, de las siguientes materias:


a) Medidas, instrumentos y procedimientos destinados al adecuado cumplimiento de las obligaciones establecidas en la ley para las instituciones públicas y privadas del Sistema de Pensiones;


b) Cumplimiento por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones de la normativa sobre información a los cotizantes en materia de rentabilidad y comisiones;


c) Proceso de licitación del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia a que se refiere el artículo 59 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980;


d) Proceso de licitación para la administración de cuentas de capitalización individual, regulado en el Título XV del decreto ley Nº 3.500, de 1980, y


e) Estrategias de educación y difusión que se implementen para el sistema previsional, así como la asignación de los recursos del Fondo para la Educación Previsional.


A su vez, la Superintendencia de Pensiones deberá remitir anualmente a las Comisiones de Usuarios un informe por cada Administradora, respecto de los procesos de fiscalización realizados durante el año calendario anterior.


Artículo 41.- La Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones deberá emitir un informe anual que contenga los resultados y conclusiones de las observaciones al Sistema de Pensiones y las propuestas sobre la estrategia de educación y difusión de dicho sistema, que efectúen las Comisiones de Usuarios de cada una de las Administradoras. Dicho informe deberá ser remitido a la Cámara de Diputados y difundido conforme al procedimiento y modalidades que establezca el reglamento.

Párrafo cuarto

Fondo para la Educación Previsional


Artículo 42. Créase el Fondo para la Educación Previsional, administrado por la Subsecretaría de Previsión Social, con el objeto de apoyar financieramente proyectos, programas, actividades y medidas de promoción, educación y difusión del sistema de pensiones. Los recursos del Fondo serán asignados por dicha Subsecretaría mediante concursos públicos, previa propuesta del Comité de Selección. 


El Comité de Selección estará integrado por el presidente  de la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones, por un representante de la Subsecretaría de Previsión Social y por un representante del Instituto de Previsión Social.


Un reglamento dictado a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas de administración y operación del Fondo para la Educación Previsional, criterios de adjudicación de los recursos, reglas de funcionamiento del comité de selección y todas las que sean pertinentes.


A lo menos el sesenta por ciento de los fondos que se asignen anualmente deberá destinarse a proyectos, programas, actividades y medidas de promoción, educación y difusión para beneficiarios que no residan en la Región Metropolitana, siempre  que exista un número suficiente de estos proyectos, programas, actividades y medidas que cumplan con los requisitos técnicos que se establezcan al efecto.


Artículo 43.- El Fondo para la Educación Previsional estará constituido por:


a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;


b) Las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que acepte, a través de la Subsecretaría de Previsión Social, con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;


c) Los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional a cualquier título, y


d) Los demás recursos que perciba por otros conceptos.

Párrafo quinto

De la Superintendencia de Pensiones


Artículo 44. Créase la Superintendencia de Pensiones, organismo público descentralizado, y por tanto con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se regirá por esta ley y su estatuto orgánico y se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a través de la Subsecretaría de Previsión Social.


La Superintendencia estará regida por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.


La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.


La Superintendencia de Pensiones será considerada para todos los efectos sucesora y continuadora legal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones creada por el decreto ley N°3.500, de 1980, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas hagan a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones se entenderán efectuadas a la Superintendencia de Pensiones.


Artículo 45.- La Superintendencia tendrá especialmente las siguientes funciones y atribuciones:


1. Ejercer aquellas asignadas a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y en otras normas legales y reglamentarias vigentes.


2. Ejercer la supervigilancia y fiscalización del Sistema de Pensiones Solidarias que administra el Instituto de Previsión Social. Para tal efecto, la Superintendencia dictará las normas necesarias las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado Sistema.


3. Fiscalizar al Instituto de Previsión Social respecto de los regímenes de prestaciones de las cajas de previsión y del Servicio de Seguro Social, que éste administre, con excepción de aquellas referidas a la ley N° 16.744.


4. Velar por el cumplimiento de la legislación en lo relativo al proceso de calificación de invalidez, tanto para los afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, a los imponentes de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Previsión Social, como a los beneficiarios del sistema de pensiones solidarias de invalidez.  


5. Coordinarse con las instituciones que sean competentes en materias de fiscalización de la declaración y pago de las cotizaciones previsionales del decreto ley N° 3.500, de 1980, especialmente con el objeto de evitar la morosidad previsional y fomentar el pago oportuno de las cotizaciones previsionales.


6. Dictar normas e impartir instrucciones de general aplicación para su aplicación y cumplimiento, en los ámbitos de su competencia.


7. Interpretar administrativamente en materias de su competencia las leyes, reglamentos y demás normas que rigen a las personas o entidades fiscalizadas.


8. Velar para que las instituciones fiscalizadas cumplan con las leyes y reglamentos que las rigen y con las instrucciones que la Superintendencia emita, sin perjuicio, de las facultades que pudieran corresponder a otros organismos fiscalizadores y a la Contraloría General de la República.


9. Efectuar los estudios técnicos y actuariales necesarios para el desarrollo de las materias de su competencia.


10. Aplicar  sanciones en los casos y forma que establezcan las leyes.


11. Constituir y administrar el Registro de Asesores Previsionales.


12. Asesorar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en la celebración y ejecución de convenios internacionales relativos a materias de previsión social, actuando como organismo de enlace de los mismos.


Artículo 46.- Traspásanse a la Superintendencia de Pensiones las funciones y atribuciones que ejerce la Superintendencia de Seguridad Social en relación con el Instituto de Normalización Previsional como administrador de los regímenes de prestaciones de las ex cajas de previsión y del Servicio de Seguro Social, con excepción de aquellas referidas a ley N° 16.744. Además, traspásanse las funciones señaladas en el inciso final del artículo 20 del decreto ley N° 3.500, de 1980 y en las leyes N°s. 19.123, 19.234, 19.582 y 19.992.


Artículo 47.- La dirección superior y la administración de la Superintendencia de Pensiones corresponderán al Superintendente de Pensiones, quien será el jefe superior del servicio y tendrá la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a esa calidad. En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, el Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas. 


Artículo 48. La Superintendencia de Pensiones podrá requerir datos personales y la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones, tanto a personas naturales como a instituciones públicas o privadas. Además, podrá realizar el tratamiento de los datos personales con el fin de ejercer el control y fiscalización en las materias de su competencia. 


Para estos efectos, no regirá lo establecido en el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario.


El personal de la Superintendencia de Pensiones deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores,  sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos administrativos, lo que no obsta a las sanciones penales que procedan.


Artículo 49.- El personal de la Superintendencia de Pensiones se regirá por las normas estatutarias, de remuneraciones y otros beneficios pecuniarios y previsionales que actualmente rigen al personal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones.


Artículo 50.- El patrimonio de la Superintendencia de Pensiones estará formado por:


a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;


b) Los recursos que se otorguen por leyes especiales;


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título;


d) Los frutos de sus bienes;


e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;


f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y


g) Los aportes que reciba a cualquier título por concepto de cooperación internacional.

Párrafo sexto

Del Instituto de Previsión Social y del Instituto de Seguridad Laboral


Artículo 51.- Créase el Instituto de Previsión Social, servicio público descentralizado, y por tanto con personalidad jurídica y patrimonio propio, bajo la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, por intermedio de la Subsecretaría de Previsión Social. Tendrá por objeto especialmente la administración del sistema de pensiones solidarias y de los regímenes previsionales administrados actualmente por el Instituto de Normalización Previsional.


El Instituto constituirá un servicio público de aquellos regidos por el Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.


Artículo 52.- Traspásanse desde el Instituto de Normalización Previsional, creado por el decreto ley N°3.502, de 1980, al Instituto de Previsión Social todas sus funciones y atribuciones, con excepción de aquellas referidas a la ley N°16.744. 


El Instituto de Previsión Social, en el ámbito de las funciones y atribuciones que se le traspasan conforme al inciso anterior, será considerado para todos los efectos, sucesor y continuador legal del Instituto de Normalización Previsional, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias, que en dicho ámbito, hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al Instituto de Normalización Previsional se entenderán efectuadas al Instituto de Previsión Social.


Artículo 53.- El Instituto de Previsión Social tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


1. Administrar el sistema de pensiones solidarias, conceder los beneficios que éste contempla, cesarlos o modificarlos;


2. Administrar las bonificaciones por hijo para las mujeres establecidas en el Párrafo 1° del Título III; 


3. Administrar el subsidio previsional a los trabajadores jóvenes, establecido en el Párrafo 3° del Título III;


4. Otorgar y pagar las asignaciones familiares a los trabajadores independientes, de acuerdo a lo contemplado en el decreto ley N° 3.500, de 1980;


5. Realizar diagnósticos y estudios actuariales y aquellos relativos a temas propios de sus funciones;


6. Administrar los regímenes previsionales de las cajas de previsión y del Servicio de Seguro Social como continuador legal del Instituto de Normalización Previsional, como asimismo, los demás beneficios que dicho Instituto otorga, con excepción de aquellos contemplados en la ley N°16.744;


7. Celebrar convenios con entidades o personas jurídicas, de derecho público o privado, tengan o no fines de lucro, que administren prestaciones de seguridad social, con el objeto que los Centros de Atención Previsional Integral puedan prestar a éstas servicios tales como recepción, tramitación o participación en el proceso de tramitación de los beneficios que concedan; emisión de certificaciones; pago de beneficios; recepción y tramitación de solicitudes y recepción de reclamaciones. Los precios y modalidades de pago de los servicios que se presten serán fijados por decreto supremo conjunto emanado de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, y


8. Efectuar publicaciones informativas dentro del ámbito de su competencia.


Artículo 54.- El Instituto de Previsión Social estará facultado para exigir tanto de los organismos públicos como privados, los datos personales y la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones y realizar el tratamiento de los mencionados datos, especialmente para el establecimiento de un Sistema de Información de Datos Previsionales.


El Instituto deberá verificar el cumplimiento de los requisitos para acceder al sistema de pensiones solidarias, con todos los antecedentes que disponga el Sistema de Información de Datos Previsionales y los organismos públicos y privados, los que estarán obligados a proporcionar los datos personales y antecedentes necesarios para dicho efecto.


Para los efectos antes señalados, no regirá lo establecido en el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario.


El personal del Instituto deberá guardar la absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos administrativos, lo que no obsta a las sanciones penales que procedan.


Artículo 55.- La dirección superior y la administración del Instituto de Previsión Social corresponderán a un Director Nacional, quien será el jefe superior del servicio y tendrá la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a esa calidad. En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, el Director, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas. 


Artículo 56.- El personal del Instituto de Previsión Social estará afecto a las disposiciones del Estatuto Administrativo de los funcionarios públicos.


Los funcionarios del Instituto de Previsión Social deberán respetar la confidencialidad de las informaciones a que tengan acceso. Asimismo, les estará absolutamente prohibido ofrecer u otorgar a los usuarios bajo ninguna circunstancia otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta. Cualquiera infracción a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio, de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.


Artículo 57.- El patrimonio del Instituto de Previsión Social estará formado por:


a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;


b) Los recursos que se le otorguen por leyes especiales;


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título;


d) Los frutos de sus bienes;


e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;


f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y


g) Los aportes que perciba por concepto de cooperación internacional.

Párrafo séptimo

De los Centros de Atención Previsional Integral


Artículo 58.- El Instituto de Previsión Social consultará una red de Centros de Atención Previsional Integral de cobertura nacional, con el objeto de otorgar la prestación de servicios de información y tramitación en materias previsionales a los usuarios del sistema previsional, facilitando el ejercicio de los derechos que les correspondan. 


Artículo 59.- Los Centros de Atención Previsional Integral tendrán las siguientes funciones y atribuciones:


1. Recibir las solicitudes de pensión de vejez por cumplimiento de la edad legal, invalidez y sobrevivencia que presenten los afiliados y beneficiarios del Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y remitirlas a la Administradora de Fondos de Pensiones que corresponda para su tramitación, participando en la transmisión y recepción de las comunicaciones y documentos que sean necesarios para la concesión de estos beneficios solicitados. Asimismo, los Centros de Atención Previsional Integral podrán recibir de los afiliados al Sistema o sus beneficiarios de pensión de sobrevivencia, la selección de modalidad de pensión a que alude el inciso segundo del artículo 61 bis del citado decreto ley N° 3.500, de 1980, remitiéndola posteriormente a la Administradora que corresponda;


2. Acoger a tramitación las solicitudes de otorgamiento de los beneficios que otorga el Instituto de Previsión Social e informar de su otorgamiento, modificación o cese;


3. Informar y atender las consultas referidas al funcionamiento del Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, y del Sistema de Pensiones Solidarias establecido en el Título I de esta ley. Asimismo, los Centros de Atención Previsional Integral estarán facultados para recibir y remitir a la Administradora de Fondos de Pensiones que corresponda para su tramitación, las reclamaciones que presenten los afiliados o sus beneficiarios de pensión de sobrevivencia;


4. Emitir certificaciones rela-cionadas con los regímenes que administra y los beneficios que otorga el Instituto de Previsión Social;


5. Prestar los servicios que el Instituto de Previsión Social convenga con las entidades o personas jurídicas y para los fines que señala el número 7 del artículo 53 de esta ley, y


6. Realizar las demás funciones que le encomienden las leyes o los reglamentos.


La Superintendencia de Pensiones mediante una norma de carácter general, regulará el ejercicio de las funciones y atribuciones antedichas.


Artículo 60.- Para los efectos de lo dispuesto en el número 1 del artículo anterior, el Instituto de Previsión Social se encontrará facultado para participar a través de los Centros de Atención Previsional Integral, del Sistema de Consultas y Ofertas de Montos de Pensión a que alude el artículo 61 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, pudiendo transmitir en representación de los afiliados y beneficiarios del Sistema que consagra dicho cuerpo legal, las solicitudes de oferta a que alude la letra a) del inciso octavo de esta norma, como asimismo, para recibir las ofertas de rentas vitalicias de las Compañías de Seguros de Vida y los montos de retiro programado calculados por las Administradoras, en los términos indicados en la letra c) de dicho inciso. La Superintendencia de Pensiones dictará una norma de carácter general que regulará esta materia.


La incorporación del Instituto de Previsión Social al Sistema de Consultas y Ofertas de Montos de Pensión se efectuará en los mismos términos a que aluden los incisos noveno, décimo, undécimo y décimo segundo del citado artículo 61 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980.


Artículo 61.- A contar de la fecha en que entre en funciones el Instituto de Previsión Social, el Instituto de Normalización Previsional, creado por el decreto ley N° 3.502, de 1980, se denominará “Instituto de Seguridad Laboral”.  En consecuencia, modifícase en tal sentido dicha expresión en todas las referencias en que aparezca, salvo en el ámbito de las funciones y atribuciones que se traspasan al Instituto de Previsión Social, de acuerdo al artículo 52.


Artículo 62.- Reemplázanse en el inciso sexto del artículo 3° de la ley N° 19.404, las palabras “Superintendente de Seguridad Social” por “Superintendente de Pensiones”.


Artículo 63.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, las siguientes modificaciones:


a) Intercálase en el artículo 27 después de la palabra “descentralizadas” la siguiente frase: “, el Instituto de Previsión Social, el Instituto de Normalización Previsional,”.


b) Intercálase en el inciso primero del artículo 33 después de las palabras “Cajas de Previsión” la siguiente frase: “, el Instituto de Previsión Social y el Instituto de Normalización Previsional”.

TÍTULO III

NORMAS SOBRE EQUIDAD DE GÉNERO Y AFILIADOS JÓVENES

Párrafo primero

Bonificación por hijo para las mujeres


Artículo 64.- La mujer que cumpla con el requisito de permanencia establecido en la letra  c) del artículo 3° de esta ley, y que sólo se encuentre afiliada al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, o sea beneficiaria de una pensión básica solidaria de vejez o que, sin ser afiliada a un régimen previsional perciba una pensión de sobrevivencia en los términos que se establece en los artículos siguientes, tendrá derecho, por cada hijo nacido vivo, a una bonificación en conformidad con las normas del presente Párrafo. 


Artículo 65.- La bonificación consistirá en un aporte estatal equivalente al 10% de doce ingresos mínimos, correspondientes a aquel fijado para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta los 65 años, vigente en el mes de nacimiento del hijo.


Al monto total de cada una de las bonificaciones resultantes de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, se le aplicará una tasa de rentabilidad por cada mes completo, contado desde el mes del nacimiento del respectivo hijo y hasta el mes en que la mujer cumpla los 65 años de edad.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se aplicará una tasa de rentabilidad equivalente a la rentabilidad real anual promedio de todos los Fondos Tipo C, descontado el porcentaje que represente sobre los Fondos de Pensiones el total de ingresos de las Administradoras de Fondos de Pensiones por concepto de las comisiones a que se refiere el inciso segundo del artículo 28 del decreto ley N° 3.500, de 1980, con exclusión de la parte destinada al pago de la prima del contrato de seguro a que se refiere el artículo 59 del mismo cuerpo legal.


Artículo 66.- A la mujer afiliada al sistema del decreto ley N° 3.500, de 1980, se le enterará la bonificación en la cuenta de capitalización individual en el mes siguiente a aquel en que cumpla los 65 años de edad.


Respecto de la mujer que sea beneficiaria de pensión básica solidaria de vejez, el Instituto de Previsión Social le calculará una pensión autofinanciada de referencia, que se determinará según el procedimiento establecido en la letra g) del artículo 2°, considerando como su saldo la o las bonificaciones que por hijo nacido vivo le correspondan. El resultado de este cálculo incrementará su pensión básica solidaria.


En el caso de una mujer que perciba una pensión de sobrevivencia, que se origine del sistema del decreto ley N° 3.500, de 1980, o que sea otorgada por el Instituto Normalización Previsional, sin ser adicionalmente afiliada a cualquier régimen previsional, se procederá a incorporar la o las bonificaciones, en la misma forma indicada en el inciso precedente. En este caso, el monto resultante se sumará al aporte previsional solidario que le corresponda.


Artículo 67.- Para hacer efectiva la bonificación, las beneficiarias deberán solicitarla al Instituto de Previsión Social, entidad que determinará su monto, ya sea para integrarla en la cuenta de capitalización individual o para efectuar los cálculos antes dispuestos, según corresponda.  


Artículo 68.- En el caso de adopción,  sea simple o plena, tendrán derecho a la bonificación, tanto  las madres biológicas como las adoptivas.  Tratándose de adopción plena, cuando la solicitud es presentada por la madre biológica, el Instituto de Previsión Social requerirá reservadamente los antecedentes que obren en poder de la Dirección Nacional del Registro Civil, para lo cual bastará establecer el número de hijos nacidos vivos de la madre requirente y las fechas de su nacimiento.


Artículo 69.- Un reglamento emitido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que además será suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará los procedimientos que se aplicarán para el otorgamiento del beneficio, la oportunidad de su solicitud, su tramitación y pago y toda otra norma necesaria para la adecuada aplicación del presente Párrafo y sus disposiciones transitorias.

Párrafo segundo

Compensación económica en materia previsional en caso de nulidad o divorcio.


Artículo 70.- Al considerar la situación en materia de beneficios previsionales a que se refiere el artículo 62 de la ley N° 19.947, sobre Matrimonio Civil, y ello origine total o parcialmente un menoscabo económico del que resulte una compensación, el juez, cualquiera haya sido el régimen patrimonial del matrimonio, podrá ordenar el traspaso de fondos desde la cuenta de capitalización individual afecta al decreto ley N° 3.500, de 1980, del cónyuge que deba compensar a la cuenta de capitalización del cónyuge compensado o de no existir ésta, a una cuenta de capitalización individual,  que se abra al efecto. 


Dicho traspaso, no podrá exceder del 50% de los recursos acumulados en la cuenta de capitalización individual del cónyuge que debe compensar, respecto de los fondos acumulados durante el matrimonio.


Artículo 71.- La Superintendencia de Pensiones deberá tener a disposición de los tribunales estudios técnicos generales que contribuyan a resolver con bases objetivas la situación previsional que involucre a cónyuges. De estimarlo necesario, el juez podrá requerir al citado organismo antecedentes específicos adicionales.


La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, los procedimientos aplicables en los traspasos de fondos, apertura de las cuentas de capitalización individual que se requirieran y demás aspectos administrativos que procedan.

Párrafo tercero

Subsidio previsional a los trabajadores jóvenes


Artículo 72.- Los empleadores tendrán derecho a un subsidio estatal mensual, por los trabajadores que tengan entre 18 años y 35 años de edad, el que será equivalente al cincuenta por ciento de la cotización previsional dispuesta en el inciso primero del artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980, calculado sobre un ingreso mínimo, respecto de cada trabajador cuya remuneración sea igual o inferior a 1,5 veces el ingreso mínimo mensual. Este beneficio se percibirá en relación a las primeras veinticuatro cotizaciones, continuas o discontinuas y se imputará a las cotizaciones que el empleador deba declarar y pagar por el respectivo trabajador.


Los trabajadores que se encuentren en la situación prevista en el inciso anterior, y por igual periodo, recibirán mensualmente un subsidio estatal del mismo monto, que se integrará directamente en su cuenta de capitalización individual.


El subsidio se mantendrá, por igual valor y duración, en el evento que la remuneración del trabajador se incremente en hasta dos ingresos mínimos desde el décimo tercer mes de percepción del beneficio.


Artículo 73.- El beneficio establecido en el artículo anterior se dispondrá a requerimiento del empleador o, en subsidio del propio trabajador, ante el Instituto de Previsión Social, organismo que determinará su monto y lo integrará en la cuenta de capitalización individual del trabajador respectivo.


La Superintendencia de Pensiones establecerá, mediante norma de carácter general, los procedimientos que se aplicarán para la determinación, concesión y pago de este beneficio y de los demás aspectos administrativos destinados al cabal cumplimiento de las normas previstas en este Párrafo.


El subsidio establecido en el inciso segundo del artículo anterior, no se  considerará cotización para efectos del cobro de comisiones por parte de las Administradoras de Fondos de Pensiones, cuando ingrese a la cuenta de capitalización individual del trabajador.


Artículo 74. La persona que percibiere indebidamente los subsidios de que trata este Párrafo, proporcionando datos o antecedentes falsos, será sancionada conforme al artículo 467 del Código Penal. Lo anterior es sin perjuicio que el infractor deberá restituir al Instituto de Previsión Social las sumas indebidamente percibidas, reajustadas en conformidad a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquel en que se percibieron y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas devengarán además el interés penal mensual establecido en el artículo 53 del Código Tributario.

Párrafo cuarto

Equidad en el Seguro de Invalidez y Sobrevivencia del decreto ley N°3.500, de 1980


Artículo 75.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el  decreto ley Nº 3.500, de 1980:


1. Agrégase el siguiente artículo 4° bis nuevo:


“Artículo 4° bis.- Sin perjuicio de lo establecido en esta ley, las afiliadas mayores de sesenta y hasta sesenta y cinco años de edad no pensionadas, tendrán derecho a pensión de invalidez y al aporte adicional para las pensiones de sobrevivencia que generaren, conforme a lo establecido en el artículo 54, con cargo al seguro a que se refiere el artículo 59.”.


2. Intercálase en el inciso primero del artículo 5° a continuación de la palabra “madre”, la expresión “o el padre”.


3. Sustitúyese el inciso primero del artículo 6°, por el siguiente:


“Artículo 6°.- El o la cónyuge sobreviviente, para ser beneficiario o beneficiaria de pensión de sobrevivencia, debe haber contraído matrimonio con el o la causante a lo menos con seis meses de anterioridad a la fecha de su fallecimiento o tres años, si el matrimonio se verificó siendo el o la causante pensionada de vejez o invalidez.”.


4. Derógase el artículo 7°.


5. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9°:


a) Reemplázanse en la primera oración del inciso primero las expresiones “Las madres” por “El padre o la madre” y la palabra “del” que se encuentra entre las palabras “matrimonial” y “causante" por “de la o el". 


b) Reemplázase la letra a) por la siguiente:


“a) Ser solteros o viudos, y”.


6. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 58:


a) Modifícase el inciso primero de la siguiente forma:


i. Reemplázase la letra a), por la siguiente: 


“a) sesenta por ciento para el o la cónyuge;”.


ii. Reemplázase la letra b), por la siguiente: 


“b) cincuenta por ciento para el o la cónyuge, con hijos comunes que tengan derecho a pensión. Este porcentaje se elevará al sesenta por ciento, cuando dichos hijos dejen de tener derecho a pensión;”.


iii. Reemplázase en las letras c) y d) la expresión “la madre” por “la madre o el  padre” y la expresión “el causante” por “el o la causante”. 


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: “Si dos o más personas invocaren la calidad de cónyuge, de madre o de padre de hijo de filiación no matrimonial de la o el causante, a la fecha de fallecimiento de estos últimos, el porcentaje que le correspondiere a cada uno de ellos se dividirá por el número de cónyuges, de madres o de padres de hijos de filiación no matrimonial que hubiere, respectivamente, con derecho de acrecer entre ellos.”.


c) Intercálese en la última oración del inciso final a continuación de la palabra “madre” la expresión “o padre”.

TÍTULO IV

SOBRE LA OBLIGACIÓN DE COTIZAR DE LOS TRABAJADORES INDEPENDIENTES


Artículo 76.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.500, de 1980:


1.- Suprímese en el inciso primero del artículo 2° la expresión: “los independientes”.


2.- Suprímense en el inciso segundo  del artículo 16, la frase “o además declara renta como trabajador independiente” y la expresión “y rentas”.


3.- Agrégase en el inciso primero del artículo 19, después del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la oración siguiente: “Lo anterior, es sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del artículo 92.”.


4.- Reemplázase en la letra a) del inciso primero del artículo 54, la frase: “o si hubiere cotizado en el mes calendario anterior a dichos siniestros, si se trata de un afiliado independiente” por “o se encontrare en la situación señalada en el artículo 92 E, si se trata de un afiliado independiente afecto al artículo 89”.


5.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 89 la frase “ejerce una actividad mediante la cual obtiene un ingreso, podrá” por la siguiente “ejerza individualmente una actividad mediante la cual obtiene rentas del trabajo de las señaladas en el artículo siguiente, deberá”.


6.- Reemplázase el artículo 90 por el siguiente: 


“Artículo 90.- La renta imponible será anual y corresponderá al 80% del conjunto de rentas brutas gravadas por el artículo 42, N°2, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, obtenida por el afiliado independiente en el año calendario anterior a la declaración de dicho impuesto, la que no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual, ni superior al producto de multiplicar 12 por el límite máximo imponible establecido en el inciso primero del artículo 16, para lo cual la unidad de fomento corresponderá a la del último día del mes de diciembre.


Si un trabajador percibe simultáneamente rentas del inciso anterior y remuneraciones de uno o más empleadores, todas las remuneraciones imponibles y rentas imponibles del inciso anterior, se sumarán para los efectos de aplicar el límite máximo anual establecido en el inciso precedente, de acuerdo a lo que determine una norma de carácter general de la Superintendencia.


Los trabajadores independientes que no perciban rentas de las señaladas en el inciso primero podrán cotizar respecto de aquéllas conforme a lo establecido en el párrafo siguiente.


Se entenderá por “año calendario”, el período de doce meses que termina el 31 de diciembre.”.


7.- Modifícase el artículo 92 de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 92.- Los trabajadores afiliados en conformidad al artículo 89, estarán afectos a las cotizaciones que se establecen en el Título III y a un siete por ciento destinado a financiar prestaciones de salud las que se enterarán en el Fondo Nacional de Salud, cuando correspondan. Dichas cotizaciones se pagarán de acuerdo a lo establecido en los incisos cuarto y quinto del presente artículo y en el artículo 92 F.”.


b) Incorpórense los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos: 


“Los trabajadores independientes señalados en el artículo 89, podrán efectuar mensualmente pagos provisionales de las cotizaciones señaladas en el Título III, las cuales deberán enterarse de acuerdo al inciso primero del artículo 19, y se imputarán a las cotizaciones de pensiones que estén obligados a pagar anualmente. En este caso, el trabajador podrá pagar la cotización de salud en la Administradora, quien la enterará en el Fondo Nacional de Salud.


El trabajador independiente a que se refiere el artículo 89, deberá pagar mensualmente las cotizaciones de salud que entere en el Fondo Nacional de Salud. La renta imponible mensual será la que el afiliado declare mensualmente al Fondo Nacional de Salud o a la Administradora en el caso del inciso anterior, la que no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual ni superior al equivalente a sesenta unidades de fomento. Sin perjuicio de lo anterior, cada año se practicará una reliquidación para determinar las diferencias que existieren entre las rentas imponibles que declaró mensualmente en el año calendario anterior y la renta imponible anual señalada en el inciso primero del artículo 90 determinada con los ingresos de dicho año calendario. En el caso que el trabajador independiente no hubiere realizado los pagos antes señalados o que de la reliquidación practicada existieren rentas imponibles sobre las que no se hubieren realizado cotizaciones de salud, estos pagos se efectuarán de acuerdo al artículo 92 F.


No obstante lo establecido en el artículo 148 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, los trabajadores independientes señalados en el artículo 89, para tener derecho a las prestaciones médicas que proporciona el Régimen de Prestaciones de Salud y a la atención en la modalidad de "libre elección", requerirán haber cotizado en el mes inmediatamente anterior a la fecha en que impetren el beneficio, o haber pagado a lo menos seis cotizaciones continuas o discontinuas en los últimos doce meses anteriores a la fecha en que se impetren los beneficios.”.


8.- Incorpórense los siguientes artículos nuevos, a continuación del artículo 92:


“Artículo 92  A.- Las Administradoras de Fondos de Pensiones, certificarán el monto total de pagos provisionales efectuados de acuerdo al inciso cuarto del artículo 92, por el trabajador independiente en el año calendario anterior y el monto de las cotizaciones declaradas y pagadas, y declaradas y no pagadas por el o los empleadores, si dicho trabajador percibe simultáneamente remuneraciones durante ese período.


A más tardar el último día del mes de febrero de cada año, las Administradoras de Fondos de Pensiones deberán remitir a los afiliados, el certificado señalado en el inciso anterior. Además, dentro de ese mismo plazo, dichas Administradoras deberán informar al Servicio de Impuestos Internos lo señalado en el inciso anterior. La Superintendencia de Pensiones, mediante norma de carácter general, regulará la forma de entregar la información a que se refiere este artículo.


Artículo 92 B.- En el mes de febrero de cada año, el Fondo Nacional de Salud informará al Servicio de Impuestos Internos el monto de las cotizaciones de salud que hubiere pagado mensualmente el trabajador independiente de acuerdo a lo establecido en el inciso quinto del artículo 92, en el año calendario inmediatamente anterior a dicho mes. Además, la Superintendencia de Salud informará al Servicio de Impuestos Internos, sobre la Institución de Salud Previsional a la que se encuentren afiliados los trabajadores independientes.


Artículo 92  C.- La comisión a que tendrán derecho las administradoras de fondos de pensiones por las cotizaciones previsionales obligatorias que en virtud del artículo 89 se paguen anualmente por los trabajadores independientes afiliados a ellas, corresponderá al porcentaje promedio de las comisiones que la administradora a la que pertenezca el afiliado hubiere cobrado en el ejercicio anterior al pago de dichas cotizaciones. La Superintendencia de Pensiones dictará una norma de carácter general para su aplicación.


Artículo 92 D.- El Servicio de Impuestos Internos determinará anualmente el monto que debe pagar el afiliado independiente por concepto de las cotizaciones señaladas en el inciso primero del artículo 92. Lo anterior lo informará tanto a la Tesorería General de la República como a la administradora de fondos de pensiones en la cual se encuentre afiliado el trabajador. El reglamento establecerá la forma de determinar el cálculo de las cotizaciones obligatorias a que se encuentren afectos dichos afiliados, considerando los descuentos que procedan por las cotizaciones de pensiones y de salud enteradas en el Fondo Nacional de Salud que hubiere realizado el trabajador en su calidad de dependiente, como aquellos pagos que hubiere efectuado de conformidad a los incisos cuarto y quinto del artículo 92, todos en el año calendario inmediatamente anterior a aquel en que deba pagar sus cotizaciones como afiliado independiente y reajustados según determine este reglamento.


Artículo 92 E.- Para los efectos del seguro de invalidez y sobrevivencia, el trabajador independiente que hubiese efectuado sus cotizaciones obligatorias conforme al artículo siguiente, por una renta imponible anual de un monto igual o superior al equivalente a siete ingresos mínimos mensuales, tendrá una cobertura anual de ese seguro desde el día 1 de mayo del año en que pagó las cotizaciones hasta el día 30 de abril del año siguiente a dicho pago. En el caso que dicha renta imponible sea de un monto inferior al antes indicado, el independiente que cotice según esta modalidad, estará cubierto por el mencionado seguro en el número de meses que resulte de multiplicar 12 por la razón entre el número de cotizaciones equivalentes a ingresos mínimos mensuales y siete, contados desde el 1 de mayo del año en que pagó las cotizaciones. En todo caso, sea cual fuere el monto de la cotización enterada, el trabajador siempre estará cubierto en el mes de mayo del año en que efectúe el pago. Mediante una norma de carácter general la Superintendencia de Pensiones regulará la forma de realizar el mencionado cálculo. 


Artículo 92  F.- Las cotizaciones obligatorias señaladas en el inciso primero del artículo 92, se pagarán en primer lugar y con preeminencia a otro cobro, imputación o pago de cualquier naturaleza, con cargo a las cantidades retenidas en conformidad a lo establecido en los artículos 84 y 89 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Para ello, el Servicio de Impuestos Internos, durante la primera quincena del mes de mayo, comunicará a la Tesorería General de la República la individualización de los afiliados independientes que deban pagar las cotizaciones del Título III y la destinada a financiar prestaciones de salud del Fondo Nacional de Salud y el monto a pagar por dichos conceptos. Además deberá informarle el nombre de la administradora del fondo de pensiones a la cual se encuentre afiliado el trabajador. 


La Tesorería General de la República deberá enterar, con cargo a las cantidades retenidas mencionadas en el inciso anterior y hasta el monto en que dichos recursos alcancen para realizar el pago respectivo, la cotización obligatoria determinada por concepto de pensiones en el fondo de pensiones de la Administradora de Fondos de Pensiones en que se encuentre incorporado el trabajador independiente para ser imputados y registrados en su cuenta de capitalización individual a título de cotizaciones obligatorias. Por otra parte, dicha Tesorería enterará las cotizaciones de salud  en el Fondo Nacional de Salud.


Artículo 92  G.- Si las cantidades señaladas en el inciso primero del artículo anterior fueren de un monto inferior a las cotizaciones adeudadas, se pagarán en primer orden las destinadas a pensiones y subsistirá la obligación del trabajador independiente por el saldo insoluto, y a partir de ese momento se considerarán adeudadas para todos los efectos legales. 


Artículo 92  H.- A los trabajadores independientes del artículo 89 que adeuden cotizaciones previsionales, les serán aplicables los incisos décimo a vigésimo primero del artículo 19, en los mismos términos establecidos para los empleadores. No obstante, respecto del inciso décimo noveno de dicho artículo no recibirán aplicación los artículos 4°; 4°bis; 12; 14; 18; 19; 20 y 25 bis de la ley N° 17.322. Asimismo, en los juicios de cobranzas de deudas previsionales de dichos trabajadores, no podrán embargarse los bienes inmuebles de propiedad de ellos, sin perjuicio de los demás bienes que las leyes prohíban embargar.


Al trabajador independiente señalado en el artículo 89, que sea beneficiario del aporte previsional solidario de vejez y no se encontrare al día en el pago de sus cotizaciones de pensiones, se le calculará un aporte previsional solidario reducido, para lo cual se considerará una pensión máxima con aporte solidario reducida, equivalente a la mitad de la suma de la pensión básica solidaria de vejez y de la pensión máxima con aporte solidario.


La reducción a que se refiere el inciso anterior, sólo se aplicará por un número determinado de meses, contados desde que el trabajador independiente cumpla 65 años de edad. Para determinar los meses afectos a reducción, se considerará el monto total de cotizaciones de pensiones adeudadas, al que se le aplicará un interés real del 4% anual, desde el mes siguiente al que comenzaron a adeudarse y hasta la fecha en que cumpla 65 años de edad; este monto, se multiplicará por el factor de ajuste utilizado para el cálculo del aporte previsional solidario de vejez sin reducción, y el resultado que se obtenga se dividirá por la diferencia entre el aporte previsional solidario de vejez sin reducción y con reducción. El resultado que se obtenga corresponderá al número de meses durante el cual se aplicará la reducción que establece el  inciso anterior. Con todo, si la cantidad que se obtuviere fuere superior a 60, se considerará esta última.


Artículo 92  I.- Los trabajadores independientes afiliados a algunas de las instituciones de previsión del régimen antigüo administradas por el Instituto de Normalización Previsional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile o en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional,  no estarán obligados a cotizar de acuerdo a las normas del presente Párrafo.”.


Artículo 77.- Los trabajadores independientes señalados en el inciso primero del artículo 89 del decreto ley N° 3.500, de 1980, serán beneficiarios del Sistema Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en las mismas condiciones que establece este último decreto con fuerza de ley y siempre que se encuentren al día en el pago de sus cotizaciones previsionales. 


Para determinar el valor de los beneficios que concede el sistema de prestaciones familiares señalado en el inciso anterior, se entenderá por ingreso mensual el promedio de la renta del trabajador independiente, devengada por el beneficiario en el año calendario inmediatamente anterior a aquel en que se devengue la asignación. En el evento que el beneficiario tuviera  más de una fuente de ingreso, se considerarán todos ellos.


Ante el Instituto de Previsión Social  se acreditarán las cargas familiares y éste las informará al Servicio de Impuestos Internos para los efectos del inciso siguiente.


Los beneficios del Sistema de Prestaciones Familiares se pagarán anualmente y se descontarán del pago de las cotizaciones previsionales que le corresponda realizar al trabajador independiente.


Artículo 78.- Sólo para los efectos de acceder a las prestaciones de los regímenes de prestaciones adicionales, de crédito social y de prestaciones complementarias, los trabajadores independientes que se encuentren cotizando para pensiones y salud de acuerdo al artículo 92 A, podrán afiliarse individualmente a una Caja de Compensación de Asignación Familiar, en cuyos estatutos se los considere como beneficiarios de los aludidos regímenes.


Para contribuir al financiamiento de las prestaciones a que se refiere el inciso precedente, cada Caja de Compensación establecerá un aporte de cargo de cada afiliado independiente, de carácter uniforme, cuyo monto podrá ser fijo o variable. Dicho aporte no podrá exceder del 2% de la renta imponible para pensiones.


Las Cajas de Compensación podrán suscribir convenios con asociaciones de trabajadores independientes u otras entidades relacionadas con éstos, para los efectos del otorgamiento de prestaciones complementarias, debiendo establecer la forma de su financiamiento.

TÍTULO V

SOBRE BENEFICIOS PREVISIONALES, AHORRO PREVISIONAL VOLUNTARIO COLECTIVO, INVERSIONES, SEGURO DE INVALIDEZ Y SOBREVIVENCIA Y COMPETENCIA

Párrafo primero

Modificaciones al decreto ley N° 3.500, de 1980.


Artículo 79.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 3.500, de 1980:


1. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:


a) Agrégase al final del inciso primero antes del punto aparte (.) la expresión: “afiliados voluntarios”.


b) Elimínase en la primera oración del inciso sexto, la siguiente expresión “o decida afiliarse”. Asimismo, agrégase al final de este  inciso, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido (.), la siguiente oración “En el caso de los afiliados nuevos, el empleador deberá enterar las cotizaciones en la Administradora que se determine de acuerdo a lo señalado en el Título XV.”.


2. Reemplázase en el actual inciso segundo del artículo 3° la expresión “no podrán pensionarse por invalidez” por “no podrán solicitar pensión de invalidez”. 


3. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4°:


a) Elimínase en el inciso segundo la palabra “primer”. A su vez, agrégase al final del inciso segundo a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Cuando se trate de un dictamen que declare una invalidez total, aquél tendrá el carácter de definitivo y único.”.


b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“Transcurridos tres años desde la fecha a partir de la cual fue emitido un primer dictamen de invalidez parcial que originó el derecho a pensión, las Comisiones Médicas, a través de las Administradoras, deberán citar al afiliado para reevaluar su invalidez y emitir un segundo dictamen que ratifique o modifique el derecho a pensión de invalidez, o lo deje sin efecto, según sea el cumplimiento de los requisitos establecidos en las letras a) o b) del inciso primero de este artículo. El afiliado inválido parcial que cumpliere la edad legal para pensionarse por vejez dentro del plazo de tres años, podrá solicitar a la Comisión Médica respectiva, por intermedio de la Administradora a que estuviera afiliado, que emita el segundo dictamen al cumplimiento de la edad legal. De no ejercer esta opción, el afiliado mantendrá su derecho al aporte adicional establecido en el artículo 53, si correspondiera, en caso de ser reevaluado con posterioridad a la fecha en que cumpliera dicha edad.”.


c) Intercálase en el inciso cuarto, al final de la segunda oración entre la expresión “pensión” y el punto seguido (.), la frase siguiente: “desde el cuarto mes”.


d) Intercálase en el inciso quinto entre las palabras “parciales” y “que” la expresión “mediante un segundo dictamen,”.  


e) Intercálase en la primera oración del inciso final entre las palabras “invalidez” y “generó”, la palabra “parcial”.


4. Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el segundo párrafo de la letra b) la frase “al cumplir los 18 años de edad” por la frase  “adquirirla antes de los 24 años de edad”.


b) Reemplázase en el inciso final la oración “las edades máximas establecidas en la letra a) o b)  de este artículo, según corresponda” por la siguiente: “la edad máxima establecida en la letra b) de este artículo”.


5. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 11:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“El afiliado que se encuentre en alguna de las situaciones que señalan las letras a) o b) del artículo 54, podrá nombrar, a su costa, un médico cirujano de su confianza con el objeto que lo asesore en el proceso de evaluación y calificación de invalidez y asista como observador a las sesiones de las Comisiones Médicas Regionales, en que se analice su solicitud. Si no ejerciere dicha opción, la respectiva Comisión Médica Regional designará, sin costo para el afiliado, para los fines antes indicados, a un médico cirujano de aquellos incluidos en el Registro Público de Asesores que administrará y mantendrá la Superintendencia. Asimismo, las compañías de seguros a que se refiere el artículo 59 podrán designar un médico cirujano en cada una de las Comisiones Regionales, para que asistan como observadores a las sesiones de éstas, cuando conozcan de la calificación de invalidez de un afiliado cuyo riesgo las compañías hubieran cubierto. El médico asesor y el observador tendrán derecho a voz pero no a voto durante la adopción del respectivo acuerdo. La Superintendencia de Pensiones establecerá, mediante norma de carácter general, las inhabilidades que afectarán al médico asesor y al observador.”.


b) Reemplázase la segunda oración del actual inciso segundo que ha pasado a ser tercero, por las siguientes: 


"El Instituto de Previsión Social contribuirá al financiamiento de las Comisiones Médicas en la misma forma que las Administradoras respecto de los solicitantes de pensión básica solidaria de invalidez. Para estos efectos, la Superintendencia de Pensiones fiscalizará a las Comisiones Médicas en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos. El reglamento normará la organización, las funciones de las Comisiones y de los médicos asesores de los afiliados incluidos en el Registro Público, así como el régimen aplicable a éstos y a los médicos integrantes de las Comisiones, ninguno de los cuales serán trabajadores dependientes de la Superintendencia y deberán ser contratados por ésta, a honorarios. Dicho reglamento dispondrá también las exigencias que deberán cumplir los médicos cirujanos asesores de los afiliados para ser incluidos en el Registro Público a que se refiere el inciso anterior, así como también las facultades que tendrán para el cumplimiento de su cometido.”.


c) Suprímese el actual inciso tercero.


d) Reemplázase la segunda oración del inciso cuarto por la siguiente: “Los exámenes serán decretados por dicha Comisión y financiados por las Administradoras, en el caso de los afiliados no cubiertos por el seguro a que se refiere el artículo 59; por las compañías de seguros que se adjudiquen la licitación a que se refiere el artículo 59 bis, en el caso de los afiliados cubiertos por dicho seguro; por el Instituto de Previsión Social, en el caso de los solicitantes de pensión básica solidaria de invalidez; y por los propios interesados, exclusivamente.”. A su vez, reemplázase en la cuarta oración, la expresión “las Administradoras de Fondos de Pensiones” por “las entidades antes señaladas”.


e) Intercálase en el enunciado del inciso quinto entre las palabras “reclamables” y la preposición “por” la expresión “mediante solicitud fundada de acuerdo a lo que disponga el reglamento,”. A su vez, reemplázase la frase “afiliado afectado, por la Administradora a la cual éste se encuentre incorporado” por la siguiente “solicitante afectado, por el Instituto de Previsión Social” y reemplázase la palabra “tercero” por “cuarto”.


f) Reemplázase el inciso sexto por el siguiente: 


“Los exámenes de especialidad o los análisis e informes que demande la reclamación de un dictamen emitido por la Comisión Médica Regional, deberán ser financiados por la Administradora, la Compañía de Seguros, el Instituto de Previsión Social y el solicitante afectado, en la forma que señala el inciso cuarto, si la reclamación proviene de este último. Si la reclamación  proviene de la compañía de seguros o del Instituto de Previsión Social, dichos exámenes, análisis e informes serán financiados exclusivamente por estas instituciones. Si se originaren gastos de traslado, éstos serán íntegramente de cargo de quien reclame, salvo que el traslado haya sido ordenado por la Comisión Médica Central, en cuyo caso tales gastos serán de cargo de la Administradora, la Compañía de Seguros o el Instituto de Previsión Social, según corresponda, aun cuando el reclamo haya sido interpuesto por el solicitante afectado.”.


g) Reemplázase al final del inciso séptimo la expresión “en que se encuentra afiliado” por la siguiente “, en el caso de los afiliados no cubiertos por el seguro a que se refiere el artículo 59; y por las compañías de seguros que se adjudiquen la licitación a que se refiere el artículo 59 bis, en el caso de los afiliados cubiertos por dicho seguro. Estos gastos serán financiados por el Instituto de Previsión Social, en el caso de los solicitantes de pensión básica solidaria de invalidez.”.


h) Reemplázase en el inciso octavo la palabra “afiliado” por “solicitante afectado”.


i) Intercálese al final de la tercera oración del inciso noveno, entre la expresión “caso” y el punto seguido (.), la siguiente oración: “, pudiendo asistir también a esta sesión, con derecho a voz, un abogado designado por la Superintendencia de Pensiones cuando ésta lo requiera”.


j) Reemplázase en la primera oración del inciso duodécimo la expresión “octavo” por “noveno”.


6. Agrégase al final del inciso segundo del artículo 12 antes del punto aparte (.) la frase “que el afiliado pudiese generar por las mismas causas que produjeron la invalidez”.


7. Reemplázase el epígrafe del Título III “De las Cotizaciones, de los Depósitos de Ahorro Previsional Voluntario y de la Cuenta de Ahorro Voluntario”, por el siguiente “De las Cotizaciones, de los Depósitos de Ahorro Previsional Voluntario, del Ahorro Previsional Voluntario Colectivo y de la Cuenta de Ahorro Voluntario”.


8. Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese su inciso primero por los siguientes:


“Artículo 16.- La remuneración y renta mensual tendrán un límite máximo imponible de sesenta Unidades de Fomento reajustadas considerando la variación del Índice de Remuneraciones Reales determinadas por el Instituto Nacional de Estadísticas entre noviembre del año anteprecedente y noviembre del precedente, respecto del año en que comenzará a aplicarse, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 90.


El tope imponible así reajustado, comenzará a regir el primer día hábil de cada año.


Con todo, el tope imponible será reajustado siempre que la variación del Índice antes mencionada sea positiva. Si fuese negativa, el tope mantendrá su valor vigente en UF y sólo se reajustará en la oportunidad en que se produzca una variación positiva que corresponda por aplicación del inciso primero.”.


b) Agrégase en su actual inciso segundo, que ha pasado a ser cuarto, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración “En todo caso, la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59, deberá ser pagada por cada uno de los empleadores, de manera proporcional al monto que éstos paguen por concepto de remuneraciones imponibles al respectivo trabajador, sobre el total de dichas remuneraciones.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“Todas las referencias sobre remuneración y renta mensual imponible máxima se entenderán ajustadas al monto que se determine en función del procedimiento indicado en éste artículo.”.


9. Modifícase el artículo 17 de acuerdo a lo siguiente:


a) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “deberán” por “se deberá” e incorpórese a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


“Tratándose de trabajadores dependientes, la parte de la cotización adicional destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59, será de cargo del empleador, con excepción de los trabajadores jóvenes que perciban subsidio previsional, mientras se encuentren percibiendo dicho subsidio.”.


b) Suprímese en su inciso tercero la palabra “estos” y agrégase a continuación de la palabra “afiliados” la expresión “y empleadores”.”.


10. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 19:


a) Agrégase en su inciso segundo a continuación de la palabra “trabajador” lo siguiente “y pagará las que sean de su cargo. Ambas cotizaciones se encontrarán afectas a lo dispuesto en el presente artículo”.


b) Intercálase a continuación del inciso segundo del artículo 19, los siguientes dos incisos nuevos, pasando los actuales incisos tercero al vigésimo primero a ser quinto al vigésimo tercero: 


“Cuando un empleador realice la declaración y el pago de cotizaciones a través de un medio electrónico, el plazo mencionado en el inciso primero se extenderá hasta el día 13 de cada mes, aun cuando éste fuere día sábado, domingo o festivo.


Los afiliados voluntarios podrán enterar sus cotizaciones en forma mensual o mediante un solo pago por más de una renta o ingreso mensual, con un máximo de doce meses, aplicándose para efectos de la determinación del monto de las cotizaciones, del ingreso base y de los beneficios a que habrá lugar, las normas de los párrafos 1° y 2° del Título IX, en lo que corresponda. La Superintendencia regulará las materias relacionadas con el pago de estas cotizaciones mediante una norma de carácter general.”.


c) Agrégase al final del inciso cuarto, que ha pasado a ser sexto, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“En caso de no realizar esta declaración dentro del plazo que corresponda, el empleador tendrá hasta el último día hábil del mes subsiguiente del vencimiento de aquél, para acreditar ante la Administradora respectiva la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones previsionales de sus trabajadores, debido al término o suspensión de la relación laboral que mantenían. A su vez, las Administradoras de Fondos de Pensiones deberán agotar las gestiones que tengan por objeto aclarar la existencia de cotizaciones previsionales impagas y, en su caso, obtener el pago de aquéllas de acuerdo a las normas de carácter general que emita la Superintendencia. Transcurrido el plazo de acreditación de cese o suspensión de la relación laboral, sin que el empleador así lo haya acreditado, se entenderá para los efectos del presente artículo, como reconocida la existencia de cotizaciones impagas por parte de dicho empleador.”.


d) Agrégase a continuación del inciso final, los siguientes incisos nuevos:


“Reconocida la existencia de cotizaciones impagas por el empleador, de acuerdo a lo dispuesto en este artículo, las Administradoras deberán informar a la Tesorería General de la República, en la forma que determine una norma de carácter general de la Superintendencia de Pensiones, los montos, reajustes e intereses que se encontraren impagos por concepto de cotizaciones previsionales, para efectos que aquel Servicio retenga dichos montos de la devolución de impuestos a la renta y de cualquier otra devolución o crédito fiscal que le correspondiese a los respectivos empleadores morosos. La imputación y giro de los montos retenidos conforme a este artículo se sujetará a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 25 bis de la ley N° 17.322. Si el empleador moroso pagare la totalidad de dichas cotizaciones impagas, la Administradora respectiva informará este hecho a la Tesorería General de la República en la forma que se señale en la norma de carácter general antes mencionada, para que aquélla libere dichos montos retenidos.


No obstante las sanciones establecidas en los incisos precedentes, los empleadores que no pagaren las cotizaciones establecidas en este Título, no podrán percibir recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo, sin acreditar previamente ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, estar al día en el pago de dichas cotizaciones. Sin embargo, podrán solicitar su acceso a tales recursos, los que sólo se cursarán acreditado que sea el pago respectivo.


Los empleadores que durante los 24 meses inmediatamente anteriores a la respectiva solicitud, hayan pagado dentro del plazo que corresponda las cotizaciones establecidas en este Título, tendrán prioridad en el otorgamiento de recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo. Para efectos de lo anterior, deberán acreditar previamente, ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, el cumplimiento del señalado requisito.”.


11. Intercálese, a continuación del artículo 20 E, el siguiente párrafo 3 nuevo: “3.- Del Ahorro Previsional Voluntario Colectivo”, pasando el actual párrafo 3 ”De la Cuenta de Ahorro Voluntario” a ser párrafo 4.


12. Intercálanse, a continuación del artículo 20 E, los siguientes artículos 20 F a 20 O nuevos:


“Artículo 20 F.- Ahorro previsional voluntario colectivo es un contrato de ahorro suscrito entre un empleador, por sí y en representación de sus trabajadores, y una Administradora o Institución Autorizada a que se refiere la letra l) del artículo 98, con el objeto de incrementar los recursos previsionales de dichos trabajadores. 


El empleador podrá ofrecer a todos y a cada uno de sus trabajadores la adhesión a uno o más contratos de ahorro previsional voluntario colectivo. Los términos y condiciones de cada contrato ofrecido serán convenidos entre el empleador y la Administradora o Institución Autorizada y deberán ser igualitarios para todos y cada uno de sus trabajadores, no pudiendo establecerse, bajo ninguna circunstancia, beneficios que favorezcan a uno o más de ellos. 


Los aportes del empleador deberán mantener la misma proporción en función de los aportes de cada uno de los trabajadores. No obstante, el empleador podrá establecer en los contratos un monto máximo de su aporte, el que deberá ser igual para todos sus trabajadores. 


Los trabajadores podrán aceptar o no los contratos a los que se les ofrezca adherir, no pudiendo proponer modificaciones a los mismos.


Los contratos sólo serán válidos cuando cumplan con lo establecido en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 20 G. 


Una vez vigente un contrato, el empleador quedará obligado a efectuar los aportes que el respectivo contrato establezca y bajo las condiciones del mismo, en las Administradoras de Fondos de Pensiones o Instituciones Autorizadas, con las cuales celebró dicho contrato. Con todo, cesará la obligación del empleador si el trabajador manifiesta su voluntad de no continuar realizando su aporte.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el empleador podrá, en virtud de dichos contratos obligarse a efectuar su aporte aun cuando el trabajador no se obligue a ello. En tal caso, podrá establecerse en el contrato una diferenciación en las condiciones relativas al monto y disponibilidad de los aportes, en relación a las condiciones establecidas para los trabajadores que se obligaron a aportar.  


Asimismo, cesará la obligación de efectuar aportes tanto para el empleador como para el trabajador, en cada uno de los meses en que proceda un pago de cotizaciones a través de una entidad pagadora de subsidios, cualquiera sea el número de días de reposo total o parcial establecidos en la licencia médica. Las entidades pagadoras de subsidios se abstendrán de descontar suma alguna destinada a la cuenta de ahorro voluntario colectivo del trabajador. 


El contrato podrá establecer un período de permanencia mínima en la Administradora o Institución Autorizada durante el cual el trabajador deberá mantener sus aportes en aquéllas. Con todo, el trabajador podrá siempre manifestar su voluntad de no continuar realizando aportes, de acuerdo a lo que indique la norma de carácter general a que se refiere el artículo 20 G. En tal caso, el trabajador deberá  comunicar su decisión por escrito o por un medio electrónico a su empleador y a la Administradora o Institución Autorizada correspondiente. 


El trabajador que se encuentre en la situación a que se refiere el inciso anterior, podrá manifestar su voluntad de reanudar sus aportes de acuerdo al contrato de ahorro, siempre y cuando éste se encontrare vigente, para lo cual deberá comunicarlo de la misma forma al empleador y a la Administradora o Institución Autorizada correspondiente, generando la respectiva obligación del empleador de reanudar sus aportes en conformidad a lo estipulado en dicho contrato. 


Las controversias suscitadas entre el trabajador y su empleador con motivo de la suscripción de estos contratos, se sujetarán a la competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19.


Artículo 20 G.- Las Superintendencias de Pensiones, de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, dictarán conjuntamente una norma de carácter general que establecerá los requisitos que deberán cumplir los contratos y los planes de ahorro previsional voluntario colectivo, así como los procedimientos necesarios para su correcto funcionamiento. 


Con el objeto que la oferta de un empleador de suscribir uno o más contratos tenga amplia cobertura y no discrimine arbitrariamente entre los distintos trabajadores, la referida norma de carácter general considerará al menos: 


a) El número o porcentaje mínimo de trabajadores, de un mismo empleador, que deban adherir a alguno de los contratos ofrecidos en relación al número total de aquellos;


b) El número máximo de meses de permanencia en la empresa que los contratos podrán establecer como requisito para que el trabajador adquiera la propiedad de los aportes efectuados por el empleador.


Artículo 20 H.- El empleador deducirá los aportes de los trabajadores de su remuneración, mensualmente o con la periodicidad que las partes acuerden. 


En caso de incumplimiento del empleador de su obligación de enterar los aportes se aplicará lo dispuesto en el artículo 19. La Administradora o la Institución Autorizada deberá, en representación de los trabajadores comprendidos en el contrato de ahorro, seguir las acciones tendientes al cobro de tales aportes, sus reajustes e intereses, de conformidad al procedimiento previsto en el mencionado artículo. 


Los aportes que efectúen empleador y trabajador, se depositarán en una cuenta individual, que se abrirá en una Administradora de Fondos de Pensiones o en alguna de las  Instituciones Autorizadas, de acuerdo a lo especificado en el contrato. Dichas entidades deberán registrar separadamente en la cuenta de capitalización individual del trabajador los aportes efectuados por éste y por su empleador. 


Los recursos originados en los aportes efectuados por el trabajador serán siempre de su propiedad. Por su parte, los recursos originados en los aportes efectuados por el empleador serán de propiedad del trabajador una vez que se cumplan las condiciones establecidas en el contrato respectivo. De esta forma, si el contrato de ahorro establece un período mínimo de permanencia en la empresa, para que los aportes del empleador sean definitivamente de propiedad del trabajador, se requerirá que éste cumpla íntegramente dicho período o que se configure algunas de las causales establecidas expresamente en el contrato para ello. Con todo, si el contrato de trabajo terminase por la causal establecida en el artículo 161 del Código del Trabajo, los aportes del empleador pasarán a ser de propiedad del trabajador. Si el trabajador no adquiere la propiedad de los recursos originados en aportes efectuados por el empleador, éste deberá retirar dichos recursos, de acuerdo al procedimiento que determine una norma de carácter general que dictará la Superintendencia. 


A los aportes de ahorro previsional voluntario colectivo les será aplicable lo establecido en el inciso cuarto del artículo 20 y el artículo 20 D.


Artículo 20 I.- Las Administradoras de Fondos de Pensiones tendrán derecho a una retribución, establecida en los contratos sobre la base de comisiones, por la administración del ahorro previsional voluntario colectivo y por la transferencia de depósitos de este tipo de ahorro hacia otra Administradora o Instituciones Autorizadas. 


La comisión por la administración de los depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo sólo podrá ser establecida como un porcentaje del saldo de este tipo de ahorro. 


La comisión por la transferencia de depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo desde una Administradora de Fondos de Pensiones hacia otra o a las Instituciones Autorizadas, sólo podrá ser establecida como una suma fija por operación, que se descontará del depósito y deberá ser igual cualesquiera sean las entidades seleccionadas por el afiliado. 


No obstante lo anterior, no se podrán establecer comisiones por el traspaso total o parcial del saldo originado en ahorro previsional voluntario colectivo desde una Administradora de Fondo de Pensiones hacia otra o a las Instituciones Autorizadas. Asimismo, ninguna de estas últimas podrá establecer comisiones por el traspaso total o parcial del saldo hacia otra Institución o hacia una Administradora de Fondos de Pensiones. 


Las comisiones por administración podrán ser acordadas libremente entre el empleador y las Administradoras de Fondos de Pensiones o Instituciones Autorizadas, pudiendo establecerse comisiones diferenciadas entre distintos contratos. A su vez, en un mismo contrato, podrán establecerse comisiones diferenciadas según el número de trabajadores adscritos al plan. 


Artículo 20 J.- Los contratos que el empleador ofrezca a sus trabajadores, deberán especificar las Administradoras o las Instituciones Autorizadas que podrán desempeñar la función de administración de los recursos de ahorro previsional voluntario colectivo de sus trabajadores. Con todo, los contratos que ofrezca el empleador no podrán incluir una Administradora o Institución Autorizada que sea una persona relacionada a él, según lo dispuesto en el Título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores.


Las Administradoras de Fondos de Pensiones no podrán condicionar, bajo ninguna circunstancia, la suscripción de un contrato de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo a la afiliación o traspaso a esa Administradora de los trabajadores que adhieran al contrato. La infracción a lo dispuesto en el presente inciso, será sancionada de conformidad a lo establecido en esta ley y en el decreto con fuerza de ley Nº 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Artículo 20 K.- Los depósitos por concepto de ahorro previsional voluntario colectivo podrán realizarse en cualquiera de los Fondos de Pensiones de una Administradora y en los planes de ahorro autorizados por las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, según corresponda.


Dichas entidades no podrán invertir estos recursos en una suma que exceda del veinte por ciento de los recursos administrados por cada plan en instrumentos emitidos o garantizados por el empleador respectivo y sus personas relacionadas, según lo dispuesto en el Título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores. 


Artículo 20 L.- Para efectos del tratamiento tributario del ahorro previsional voluntario colectivo y del ahorro previsional voluntario a que se refiere el artículo 20, los trabajadores podrán optar por acogerse a alguno de los siguientes regímenes tributarios:


a) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador no goce del beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por los aportes que él efectúe como cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario colectivo o ahorro previsional voluntario, y que al momento del retiro por el trabajador de los recursos originados en sus aportes, la parte que corresponda a los aportes no sea gravada con el impuesto único establecido en el número 3 de dicho artículo, o 


b) Que al momento del depósito de ahorro, el trabajador goce del beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por los aportes que él efectúe como cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario colectivo o ahorro previsional voluntario, y que al momento del retiro por el trabajador de los recursos originados en sus aportes, éstos sean gravados en la forma prevista en el número 3 de dicho artículo.


En el caso que el trabajador se acoja al régimen tributario señalado en la letra a) anterior, la rentabilidad de los aportes retirados quedará sujeta al régimen tributario aplicable a la cuenta de ahorro voluntario, a que se refiere el artículo 22 de esta ley, y se determinará en la forma prevista en dicho artículo.  En este mismo caso, cuando dichos aportes se destinen a anticipar o mejorar las pensiones de jubilación, podrán ser rebajados de la base imponible del impuesto correspondiente por la parte que no corresponda a su rentabilidad. 


Una vez elegido un régimen tributario de aquellos a que se refiere el inciso primero, el afiliado siempre podrá optar por el otro régimen, para los sucesivos aportes que efectúe por concepto de  cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario o ahorro previsional voluntario colectivo, de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general. En todo caso, el monto total de los aportes que se realicen acogiéndose a uno u otro régimen tributario, no podrá exceder de seiscientas unidades de fomento por cada año calendario.


Por su parte, los aportes que los empleadores efectúen a los planes de ahorro previsional voluntario colectivo se considerarán como gasto necesario para producir la renta de aquéllos. Los trabajadores no podrán acoger dichos aportes al beneficio establecido en el número 1 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, pero serán considerados como ingreso no renta para el trabajador mientras no sean retirados de los planes.


En caso que los recursos originados en aportes del empleador sean retirados por el trabajador, se gravarán con el impuesto único establecido en el número 3 del artículo 42 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta. A su vez, cuando los aportes del empleador sean retirados por éste, de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 20 H, aquéllos serán considerados como ingresos para efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta. 


Las rentas que generen los planes de ahorro previsional voluntario colectivo no estarán afectas a Impuesto a la Renta en tanto no sean retiradas. 


Las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario y los aportes del trabajador y del empleador para el ahorro previsional voluntario colectivo que se realicen de acuerdo a la alternativa b) del inciso primero, gozarán del beneficio tributario  a que se refiere dicha letra, por la parte que no exceda a seiscientas unidades de fomento anuales por cada trabajador.


Artículo 20 M.- En caso de término de la relación laboral, de término del contrato de ahorro respectivo o cuando así lo contemple dicho contrato, los trabajadores deberán traspasar el saldo que corresponda a un nuevo plan de ahorro previsional voluntario colectivo o a un plan de ahorro previsional voluntario administrado por una Institución Autorizada o una Administradora de Fondos de Pensiones. Los traspasos antes señalados no se considerarán retiros para todos los efectos legales. Asimismo, también podrán retirar total o parcialmente el saldo acumulado, en las condiciones que correspondan al régimen tributario seleccionado en el momento del aporte. 


Artículo 20 N.- Las Administradoras de Fondos de Pensiones y las Instituciones Autorizadas sólo podrán suscribir los contratos de ahorro previsional voluntario colectivo que den cumplimiento a las disposiciones establecidas en el presente título. La fiscalización de los planes de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo que ofrezca cada institución corresponderá a la Superintendencia respectiva.


Artículo 20 O.- El trabajador que se hubiere acogido al régimen tributario señalado en la letra a) del inciso primero del artículo 20 L, que destine todo o parte del saldo de cotizaciones voluntarias o depósitos de ahorro previsional voluntario o de ahorro previsional voluntario colectivo, a adelantar o incrementar su pensión, tendrá derecho, al momento de pensionarse, a la bonificación que se indica en este artículo. 


El monto de esta bonificación será el equivalente al quince por ciento de lo ahorrado por el trabajador por concepto de cotizaciones voluntarias, ahorro previsional voluntario o ahorro previsional voluntario colectivo, que aquél destine a adelantar o incrementar su pensión. En todo caso, en cada año calendario, la bonificación no podrá ser superior a seis unidades tributarias mensuales correspondientes al valor de la unidad tributaria mensual vigente el 31 de diciembre del año en que se efectuó el ahorro.


Con todo, la bonificación establecida en este artículo, procederá respecto de las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario y los aportes del trabajador para el ahorro previsional voluntario colectivo, efectuados durante el respectivo año calendario, que no superen en su conjunto la suma equivalente a diez veces el total de cotizaciones efectuadas por el trabajador, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 17 del presente decreto ley, dentro de ese mismo año.


El Servicio de Impuestos Internos determinará anualmente el monto de la bonificación, informándolo a la Tesorería General de la República para que ésta proceda a efectuar el depósito a que se refiere el inciso siguiente. Para tal efecto, las Administradoras de Fondos de Pensiones remitirán al Servicio el monto total de las cotizaciones efectuadas por el trabajador, a que se refiere el inciso precedente.


La bonificación a que se refiere este artículo se depositará anualmente en una cuenta individual especial y exclusiva para tal efecto, que se abrirá en la Administradora de Fondos de Pensiones o Institución Autorizada en la que se hubiese efectuado la correspondiente cotización voluntaria, depósito de ahorro previsional voluntario o de ahorro previsional voluntario colectivo. El monto depositado por concepto de bonificación estará sujeto a las mismas condiciones de rentabilidad y comisiones que la cotización o depósito en virtud del cual se originó.


Para cada retiro que afecte a los montos depositados que hayan sido objeto de la presente bonificación, la Administradora de Fondos de Pensiones o la Institución Autorizada de que se trate, girará desde la cuenta referida en el inciso precedente a la Tesorería General de la República un monto equivalente al 15% de aquel retiro o al saldo remanente si éste fuese inferior a dicho monto. 


La bonificación establecida en el presente artículo y la rentabilidad que ésta genere no estarán afectas a Impuesto a la Renta en tanto no sean retiradas.


Las Superintendencias de Pensiones, de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, dictarán conjuntamente una norma de carácter general que establecerá los procedimientos que se aplicarán para el otorgamiento de la bonificación a que se refiere el presente artículo, la oportunidad de su solicitud, su tramitación y pago, y toda otra disposición necesaria para su adecuada aplicación.".


13. Sustitúyese la primera oración del inciso cuarto del artículo 21 por la siguiente:


“Mediante norma de carácter general que dictará la Superintendencia, se establecerá el número máximo de retiros de libre disposición que podrán efectuar los afiliados en cada año calendario, con cargo a su cuenta de ahorro voluntario.”.


14. Sustitúyese el inciso primero del artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- Los afiliados podrán optar por traspasar todo o parte de los fondos de su cuenta de ahorro voluntario a la de capitalización individual, con el objeto de cumplir con los requisitos para pensionarse según las disposiciones de esta ley. Asimismo, los pensionados podrán utilizar todo o parte del saldo de la cuenta de ahorro voluntario para incrementar el monto de su pensión. Los traspasos antes señalados no se considerarán giro para los efectos del artículo 21.”.


15. Modifícase el artículo 22 bis de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:


“Las comisiones por la administración de las cuentas de ahorro voluntario sólo podrán ser establecidas como un porcentaje del saldo mantenido en ellas.”.


b) Elimínase la primera oración del inciso cuarto. A su vez, sustitúyese en la segunda oración la palabra “Ellas” por la expresión “Las comisiones señaladas en este artículo”.


16. Modifícase el artículo 23 de la siguiente manera:


a) Agrégase en la tercera oración del inciso tercero a continuación de la palabra “inválidos” la palabra “parciales”. Asimismo, agrégase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:


“Con todo, las prohibiciones de este inciso no se aplicarán respecto de aquella parte de los saldos que exceda al monto necesario para financiar una pensión que cumpla con los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 68.”.


b) Agrégase en la primera oración del inciso cuarto, antes del punto seguido (.) que pasa a ser una coma (,), lo siguiente: “con excepción de aquel que exceda al monto necesario para financiar una pensión que cumpla con los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 68.”.


c) Agrégase en la letra c) del inciso quinto a continuación de la palabra “inválidos” la palabra “parciales”.


d) Agréganse a continuación del inciso final los siguientes incisos finales nuevos:


“Los contratos que celebren las Administradoras de Fondos de Pensiones para la prestación de servicios relacionados con el giro de aquélla, deberán ceñirse a lo que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general. En dicha norma se establecerá a lo menos, el contenido mínimo de los contratos, la regulación para la subcontratación con partes relacionadas y los requerimientos de resguardo de la información a que tenga acceso el prestador del servicio con ocasión del contrato. La mencionada norma comprenderá, al menos, la subcontratación con entidades públicas o privadas de los servicios de información y atención de consultas referidas al funcionamiento del Sistema de Pensiones; la recepción de solicitudes de pensión y su remisión a la Administradora para el trámite correspondiente, y la recepción y transmisión de la información a que se refieren las letras a) y c) del inciso octavo del artículo 61 bis de esta ley.


Las Administradoras siempre serán responsables de las funciones que subcontraten, debiendo ejercer permanentemente un control sobre ellas. Dichos servicios deberán cumplir con los mismos estándares de calidad exigidos a las Administradoras.


Los contratos que celebren las Administradoras para la prestación de servicios relacionados con el giro de aquélla, deberán contemplar disposiciones por medio de las cuales el proveedor declare conocer la normativa que las regula, como asimismo, se comprometa a aplicarla permanentemente. Adicionalmente, deberán contener disposiciones que permitan a la Superintendencia ejercer sus facultades fiscalizadoras, en los términos establecidos en el N° 16 del artículo 94.”.


17. Agrégase al final del inciso séptimo del artículo 23 bis, antes del punto aparte, la siguiente frase: “y subcontratación de servicios en los términos de los incisos vigésimo tercero al vigésimo quinto del artículo 23”.


18. Elimínase en el inciso primero del artículo 28 la frase “de cargo de los afiliados”, y en la segunda oración de su inciso final la frase “el resultado de sumar a la comisión fija por depósito de cotizaciones,”.


19. Modifícase el artículo 29 de la siguiente manera:


a) Reemplázanse en la primera oración del inciso segundo las palabras “podrán” y “sujetos” por “podrá” y “sujeto”, respectivamente. A su vez, elimínase al final de la misma oración la siguiente frase: “y la transferencia del saldo de la cuenta desde otra Administradora”.


b) Modifícase el inciso tercero de la siguiente forma: 


i. Reemplázase la primera oración por la siguiente: “La comisión por el depósito de las cotizaciones periódicas sólo podrá establecerse sobre la base de un porcentaje de las remuneraciones y rentas imponibles que dieron origen a dichas cotizaciones.”.


ii. Reeemplázase en la tercera oración la frase: “al aporte adicional establecido en el artículo 54” por la siguiente: “a la cobertura del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia a que se refiere el artículo 59”. A su vez, agregáse a continuación de la expresión “independientes” la frase: “y los afiliados voluntarios”.


c) Elimínase en el inciso cuarto la siguiente frase: “la transferencia del saldo de la cuenta individual y”. A su vez, elimínase la oración: “, a una suma fija por operación, o a una combinación de ambos”.


d) Agrégase en el inciso final, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:


“Con todo, cuando se trate de una rebaja en las comisiones dicho plazo se reducirá a treinta días.”.


20. Elimínase en la oración final del inciso tercero del artículo 31 la frase: “, considerando los ajustes por siniestralidad”.


21. Modifícase el artículo 34 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en la primera oración del inciso segundo la expresión “para cobertura de riesgo a que se refieren las letras k) y m)”, por la siguiente: “con instrumentos derivados a que se refiere la letra l)”.


b) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “k) y n)” por la siguiente: “j) y m)”.


22. Reemplázase en la segunda oración del inciso segundo del artículo 35, la frase “informado por la Superintendencia, el que” por lo siguiente: “determinado e informado por la Superintendencia, por sí o a través de otra entidad que contrate para estos efectos. Dicho valor”.


23. Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente inciso:


“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, en el caso que un Fondo cuente con menos de treinta y seis meses de funcionamiento, la Administradora será responsable de que la rentabilidad real anualizada del respectivo Fondo, para el período en que se encuentre operando, no sea menor a la que resulte inferior entre:


1. En el caso de los Fondos Tipos A y B:


a. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos seis puntos porcentuales, y


b. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos el valor absoluto del cincuenta por ciento de dicha rentabilidad.


2. En el caso de los Fondos Tipos C, D y E:


a. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos cuatro puntos porcentuales, y


b. La rentabilidad real anualizada promedio de todos los Fondos del mismo tipo, según corresponda, para el período equivalente a los meses de funcionamiento del nuevo Fondo, menos el valor absoluto del cincuenta por ciento de dicha rentabilidad.”.


b) Elimínase el inciso final. 


24. Derógase el artículo 38.


25. Reemplázase el artículo 39, por el siguiente:


“Artículo 39.- Las Administradoras serán responsables por los perjuicios causados a los afiliados en sus cuentas de capitalización individual con ocasión del no cumplimiento oportuno de sus obligaciones, así como de las instrucciones dadas por el afiliado a aquéllas en el ejercicio de los derechos que le establece esta ley. Una vez acreditado el incumplimiento y habiéndose producido una pérdida de rentabilidad en alguna de las cuentas del afiliado, siempre que la Administradora no realice la compensación correspondiente, la Superintendencia podrá ordenar la restitución de dicha pérdida a la cuenta de capitalización individual respectiva, de acuerdo al procedimiento que establezca una norma de carácter general. En este último caso, la Administradora podrá reclamar en contra de tal determinación de acuerdo a lo dispuesto en el Nº 8 del artículo 94.”.


26. Modifícase el artículo 42 de la siguiente forma:


a) Elimínase en el inciso primero la oración: “y esa diferencia no pudiere ser cubierta con la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad,”. 


b) Elimínase en el inciso tercero la oración “de la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad o”.


c) Elimínase en el inciso cuarto la oración “de Reserva de Fluctuación de Rentabilidad y”. 


27. Elimínase en la tercera oración del inciso tercero del artículo 43 la expresión: “y del cálculo de la Reserva de Fluctuación de Rentabilidad a que se refiere el artículo 39”. A su vez, reemplázase la expresión “efectuarán” por “efectuará”.


28. Modifícase el artículo 44 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero la letra “k)” por la letra “j)”.


b) Reemplázase en el inciso décimo la expresión “de cobertura de riesgo financiero” por la siguiente: “con instrumentos derivados”. 


c) Sustitúyese en el inciso final la expresión “k) y n)”, por la siguiente: “j) y m)”.


29. Modifícase el artículo 45 de la siguiente forma:


a) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:


i. Elimínase la letra h), pasando las actuales letras i) a la n) a ser letras h) a la m), respectivamente.


ii. Reemplázase la actual letra j) por la siguiente letra i) nueva:


“i) Efectos de comercio emitidos por empresas públicas y privadas;”


iii. Sustitúyese la actual letra k) por la siguiente letra j) nueva:


“j) Títulos de crédito, valores o efectos de comercio, emitidos o garantizados por Estados extranjeros, bancos centrales o entidades bancarias extranjeras o internacionales; acciones y bonos emitidos por empresas extranjeras y cuotas de participación emitidas por Fondos Mutuos y Fondos de Inversión extranjeros, que se transen habitualmente en los mercados internacionales y que cumplan a lo menos con las características que señale el Régimen de Inversión de los Fondos de Pensiones a que se refiere el inciso vigésimo cuarto. A su vez, para efectos de la inversión extranjera, las Administradoras, con los recursos de los Fondos de Pensiones, podrán invertir en títulos representativos de índices de instrumentos financieros, depósitos de corto plazo y en valores extranjeros del título XXIV de la ley N° 18.045 que se transen en un mercado secundario formal nacional; y celebrar contratos de préstamos de activos; todo lo cual se efectuará en conformidad a las condiciones que señale el citado Régimen. Asimismo, para los efectos antes señalados, podrán invertir en otros valores e instrumentos financieros, realizar operaciones y celebrar contratos de carácter financiero, que autorice la Superintendencia, previo informe del Banco Central de Chile, y bajo las condiciones que establezca el Régimen de Inversión;”.


iv. Reemplázase la actual letra l) que pasa a ser k), por la siguiente letra k) nueva:


“k) Otros instrumentos de oferta pública, cuyos emisores sean fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, que autorice la Superintendencia de Pensiones, previo informe del Banco Central de Chile;”


v. Reemplázase en la actual letra m) que pasó a ser letra l) la frase: “que tengan como objetivo la cobertura del riesgo financiero que pueda afectar a las inversiones del Fondo de Pensiones, que se efectúen habitualmente en los mercados secundarios formales, y” por la siguiente: “con instrumentos derivados”. A su vez, reemplázase la oración “por normas de carácter general que dictará la Superintendencia;” por lo siguiente “en el inciso duodécimo de este artículo y en el Régimen de Inversión;”.


b) Reemplázase el inciso cuarto por los siguientes nueve incisos nuevos, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser incisos décimo tercero y décimo cuarto, respectivamente: 


“Los recursos de los Fondos de Pensiones Tipo A, B, C, D y E podrán invertirse en los instrumentos, efectuar las operaciones y celebrar los contratos señalados en las letras a) a la m) del inciso segundo de este artículo. 


Los Fondos de Pensiones podrán adquirir títulos de las letras b), c), d), e), f), i), y de la letra j) cuando se trate de instrumentos de deuda, cuando cuenten con al menos dos clasificaciones de riesgo iguales o superiores a BBB y nivel N-3, a que se refiere el artículo 105, elaboradas por diferentes clasificadoras privadas, y acciones de la letra g) que cumplan con los requisitos a que se refiere el inciso siguiente. Asimismo, podrán adquirir cuotas emitidas por fondos de inversión y cuotas emitidas por fondos mutuos a que se refiere la letra h) y títulos representativos de capital de la letra j) que estén aprobados por la Comisión Clasificadora de Riesgo, e instrumentos de la letra k), autorizados por la Superintendencia y en caso que ésta lo requiera por la Comisión Clasificadora de Riesgo.


Las acciones a que se refiere la letra g) podrán ser adquiridas por los Fondos de Pensiones cuando el emisor disponga de estados financieros auditados para los últimos tres años con resultados positivos al menos en los últimos dos; un apropiado nivel de cobertura de gastos financieros; una adecuada liquidez financiera y un determinado nivel de endeudamiento, todo ello en conformidad a lo dispuesto en el inciso siguiente. En el caso de acciones de bancos o de instituciones financieras o de empresas de leasing no se considerarán para estos efectos el nivel de cobertura de gastos financieros ni la liquidez financiera. Aquellas acciones que no cumplan con los requisitos anteriores podrán ser adquiridas por los Fondos de Pensiones cuando éstas sean clasificadas en primera clase por al menos dos entidades clasificadoras de riesgo a las que se refiere la ley N° 18.045. 


El Régimen de Inversión regulará la especificación conceptual, metodología de cálculo y el valor límite de los indicadores y requisitos, según corresponda,  a que se refiere el inciso anterior. La Superintendencia de Valores y Seguros y la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, efectuarán el cálculo de los valores que se establezcan en el Régimen y confeccionarán una nómina de emisores de acciones de la letra g) de este artículo que cumplan con ellos. Esta nómina también incluirá aquellos emisores que no cumplan los requisitos antes señalados y será remitida a la Superintendencia a más tardar los días diez de los meses de abril, junio, octubre y diciembre de cada año, pudiendo sin embargo ser modificada o complementada en cualquier fecha.


Cuando se trate de instrumentos de deuda de las letras b), c), d), e), f), i) y k), las clasificaciones de riesgo a que refiere el inciso quinto deberán ser elaboradas en conformidad a lo señalado en la ley N° 18.045. A su vez, cuando estos instrumentos se transen en mercados internacionales, las referidas clasificaciones también podrán ser efectuadas por las entidades clasificadoras indicadas en el inciso siguiente.


Las clasificaciones de riesgo de los instrumentos de deuda de la letra j) deberán ser efectuadas por entidades clasificadoras internacionalmente reconocidas, siempre que el Banco Central de Chile las considere para efectos de la inversión de sus propios recursos. En todo caso, cuando los instrumentos de la letra antes señalada se transen en un mercado secundario formal nacional, la referida clasificación también podrá ser efectuada por las entidades clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045. 


Para efectos de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos de deuda señalados en las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) y las acciones de la letra g), se deberá considerar la categoría o clasificación de mayor riesgo de entre las que les hubieren otorgado los clasificadores privados.


Las clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045 presentarán a la Superintendencia dentro de los cinco primeros días de cada mes, una lista de clasificación de riesgo de los instrumentos de deuda y de las acciones que les hayan sido encomendadas, con los respectivos informes públicos de acuerdo a lo que determine la Superintendencia de Valores y Seguros. Adicionalmente a la lista de clasificación de riesgo, se acompañarán los informes de actualización periódica que deban presentar a la referida Superintendencia y a la de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. 


Las operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l), podrán tener como objeto la cobertura del riesgo financiero que pueda afectar a los Fondos de Pensiones u otros fines distintos. Aquellas operaciones que tengan por objeto fines diversos de la cobertura del riesgo financiero estarán permitidas únicamente cuando el Fondo posea en su cartera de inversiones un número suficiente de unidades del activo objeto involucradas en ellas o cuando las eventuales pérdidas para el Fondo, producto de las operaciones, estén acotadas a la prima pagada. El Régimen de Inversión señalará los tipos de operaciones con instrumentos derivados y los activos objeto involucrados en ellas, que estarán autorizados para los recursos de los Fondos de Pensiones. Asimismo, dicho Régimen podrá condicionar la autorización de operaciones con instrumentos derivados a la adopción de procedimientos, controles y otras restricciones que provean los resguardos suficientes para su uso.”.


c) Sustitúyese en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser décimo tercero, la expresión “, h) y j)” por la siguiente: “e i)”. A su vez, sustitúyese la actual referencia a la letra “i)” por la letra “h)”.


d) Elimínase en el actual inciso sexto, que ha pasado a ser décimo cuarto, la expresión “, k)”. A su vez, reemplázase la actual referencia a la letra “l)” por la letra “k)”.


e) Agrégase el siguiente inciso décimo quinto nuevo, pasando los actuales incisos séptimo y octavo a ser incisos décimo sexto y décimo séptimo, respectivamente:


“Los Fondos de Pensiones podrán adquirir los títulos de las letras b), c), d), e), f), g), h), i), j) que cumplan con lo establecido en el Régimen de Inversión, aunque no cumplan con los requisitos establecidos en los incisos quinto y sexto, siempre que la inversión se ajuste a los límites especiales que fije el citado Régimen para estos efectos.”. 


f) Sustitúyense los actuales incisos noveno al vigésimo cuarto inclusive por los siguientes siete incisos nuevos, que pasarán a ser décimo octavo a vigésimo cuarto, respectivamente:


“Las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones en los instrumentos que se indican en los números 1 al 4 siguientes, deberán ceñirse a los límites máximos de inversión que establezca el Banco Central de Chile dentro de los rangos que se señalan para cada uno de ellos: 


1) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos mencionados en la letra a) del inciso segundo no podrá ser inferior ni superior a: 30% y 40% del Fondo, respectivamente, para los Fondos Tipos A y B; 35% y 50% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo C; 40% y 70% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo D, y 50% y 80% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo E.


2) El límite máximo para la inversión de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en el extranjero corresponderá al mayor valor que resulte entre el límite establecido para la suma de los Fondos de Pensiones Tipos A, B, C, D y E y los límites fijados para cada Tipo de Fondo.


El Banco Central de Chile fijará el límite máximo para la suma de las inversiones de los Fondos Tipos A, B, C, D y E de una misma Administradora en el extranjero dentro de un rango que va desde un 30% a un 80% del valor de estos Fondos. Asimismo, fijará los límites máximos para la inversión en el extranjero para cada Tipo de Fondo dentro de un rango que va desde 45% a 100% del Fondo para el Fondo Tipo A; desde 40% a 90% del Fondo para el Fondo Tipo B; desde 30% a 75% del Fondo para el Fondo Tipo C; desde 20% a 45% del Fondo para el Fondo Tipo D, y desde 15% a 35% del Fondo para el Fondo Tipo E. 


Por inversión en el extranjero se entenderá la inversión que se efectúe en títulos extranjeros, a que se refiere la letra j) del inciso segundo, más el monto de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos de los números 17) al 28) del artículo 5° de la ley Nº 18.815, que se efectúe a través de los fondos de inversión, más el monto de la inversión de los Fondos de Pensiones en los instrumentos 9. y 11. del artículo 13 del decreto ley Nº 1.328, de 1976, que se efectúe a través de los fondos mutuos. El Régimen de Inversión establecerá en qué casos se entenderá que la inversión que se efectúe a través de los fondos a que se refiere la letra h) del inciso segundo, se considerará en los límites señalados.


3) Los límites máximos para la inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria que podrán mantener las Administradoras para cada tipo de Fondo no podrán ser inferiores ni superiores a: 30% y 50% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo A; 25% y 40% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo B; 20% y 35% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo C; 15% y 25% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo D, y 10% y 15% del Fondo, respectivamente, para el Fondo Tipo E. En todo caso, el límite máximo para el Fondo Tipo E deberá ser menor al del Fondo Tipo D; éste, menor al del Fondo Tipo C, el que, a su vez, deberá ser menor al del Fondo Tipo B. 


4) El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos que se señalan en los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del inciso vigésimo primero y en las letras e), f), g), i) y k), todas del inciso segundo, cuyo emisor tenga menos de tres años de operación, no podrá ser inferior al diez por ciento ni superior al veinte por ciento del valor del Fondo, para cada Tipo de Fondo A, B, C y D. La Superintendencia de Pensiones podrá excluir de la determinación de porcentajes máximos de inversión contemplada en este número a los instrumentos de cada tipo señalados en la letra k). 


El límite máximo para la suma de las inversiones en los instrumentos señalados en las letras g) y h), más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48, como también para los de las letras j) y k), cuando se trate de instrumentos representativos de capital, será de un 80%, 60%, 40%, 20% y 5% del valor de los Fondos de Pensiones Tipos A, B, C, D y E, respectivamente. Para efectos de este límite, no se considerarán las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos de las letras h) y j) de este artículo, cuando la cartera de inversiones de dichos fondos se encuentre constituida preferentemente por títulos de deuda. El Régimen de Inversión establecerá en qué casos se entenderá que la cartera de los fondos de inversión y fondos mutuos se considerará constituida preferentemente por títulos de deuda. Con todo, siempre que un Tipo de Fondo tenga autorizado en la Ley un mayor límite máximo en instrumentos representativos de capital, deberá tener un porcentaje mayor de su cartera invertido en este grupo de instrumentos. 


El Régimen de Inversión podrá establecer otros límites máximos en función del valor del o los Fondos de Pensiones, según corresponda, para los instrumentos, operaciones y contratos del inciso segundo. Adicionalmente, el citado Régimen podrá fijar límites mínimos sólo para la inversión de los Fondos en instrumentos representativos de capital.


En todo caso, el Régimen de Inversión deberá establecer límites respecto de los instrumentos u operaciones que se señalan en los números 1 al 9 siguientes:


1) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, clasificados en categoría BB, B y nivel N-4 de riesgo, según corresponda, a que se refiere el artículo 105, que cuenten con sólo una clasificación de riesgo efectuada por una clasificadora privada, la cual en todo caso deberá ser igual o superior a las categorías antes señaladas, o que cuyas clasificaciones hayan sido rechazadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;


2) Instrumentos a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k), estas dos últimas cuando se trate de instrumentos de deuda, que tengan clasificación inferiores a B y nivel N-4, según corresponda y aquellos que no cuenten con clasificación de riesgo;


3) Acciones a que se refiere la letra g), que no cumplan con los requisitos establecidos en el inciso sexto de este artículo y cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra h), no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;


4) Acciones a que se refiere la letra g) que sean de baja liquidez; más cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48, cuando estos instrumentos sean de baja liquidez;


5) Aportes comprometidos mediante los contratos de promesa y suscripción de pago de cuotas de fondos de inversión;


6) Acciones, cuotas de fondos de inversión y cuotas de fondos mutuos a que se refiere la letra j), no aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo;


7) Cada tipo de instrumento de oferta pública, a que se refiere la letra k);


8) Operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l). En este caso, los límites deberán ser fijados en función de los activos objetos involucrados, del valor de las operaciones y de la inversión por contraparte. Asimismo, el Régimen podrá establecer límites a la entrega en garantía de recursos de los Fondos de Pensiones a que se refiere el artículo 34, y 


9) Operaciones o contratos que tengan como objeto el préstamo o mutuo de instrumentos financieros, pertenecientes al Fondo de Pensiones, a que se refieren las letras j) y m).


A su vez, el Régimen de Inversión regulará la inversión indirecta que los Fondos de Pensiones podrán efectuar a través de los instrumentos señalados en este artículo. 


El Régimen de Inversión establecerá también los criterios que definirán en qué casos los instrumentos de la letra g) y las cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) se considerarán de baja liquidez. La liquidez de estos instrumentos será calculada trimestralmente por la Superintendencia de Valores y Seguros. 


Mediante Resolución dictada por la Superintendencia de Pensiones se establecerá el Régimen de Inversión,  previo informe del Consejo Técnico que se refiere el Título XVI. La Superintendencia no podrá establecer en el Régimen de Inversión contenidos que hayan sido rechazados por el Consejo Técnico de Inversiones y asimismo,  en la mencionada resolución deberá señalar las razones por las cuales no consideró las recomendaciones que sobre esta materia haya efectuado el referido Consejo. Dicha Resolución será dictada previa visación del Ministerio de Hacienda, a través de la Subsecretaría de Hacienda.”.


g) En la primera oración del último inciso, reemplázanse la letra “l)” por la letra “k)” y la expresión “en este artículo” por la siguiente: “por la ley o el Régimen de Inversión”. A su vez, en la segunda oración de este inciso reemplázase la frase “el Banco Central de Chile” por lo siguiente: “la Superintendencia”. 


30. Modifícase el artículo 45 bis de la siguiente forma:


a) Intercálase en el inciso primero entre las expresiones “invertidos” y “en acciones” la expresión “, directa o indirectamente,”.


b) Elimínase el inciso segundo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser los incisos segundo y tercero, respectivamente.


c) Reemplázase en la primera oración del actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, la expresión “las letras g) y h)” por lo siguiente: “la letra g)”. A su vez, sustitúyase la letra “i)” por la letra “h)”.


d) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:


“Las Administradoras que hayan invertido recursos de los Fondos de Pensiones en acciones de sociedades en que el Estado, directamente o por intermedio de sus empresas, instituciones descentralizadas, autónomas, municipales o a través de cualquiera persona jurídica, sea controlador en dichas sociedades, podrán ejercer el derecho a retiro de la sociedad en los términos de los artículos 69 y siguientes de la ley Nº 18.046, en caso que, cumpliendo dichas acciones los requisitos a que alude el inciso sexto del artículo 45, dos clasificadoras privadas determinen que su clasificación es de segunda clase o sin información suficiente, basándose en que algunas de las siguientes causales afecta negativa y substancialmente su rentabilidad:


a. La modificación de las normas que las rijan en materia tarifaria o de precios de los servicios o bienes que ofrezcan o produzcan, o relativas al acceso a los mercados;


b. La determinación de sus administradores o de la autoridad en el sentido de fijar el precio de esos bienes o servicios en forma que los alteren negativa y substancialmente en relación a los que se hayan tenido en consideración al aprobar las acciones;


c. La determinación de sus administradores o de la autoridad de adquirir materias primas u otros bienes o servicios necesarios para su giro que incidan en sus costos, en términos o condiciones más onerosos en relación al promedio del precio en que normalmente se ofrecen en el mercado, sean nacionales o extranjeros, considerando el volumen, calidad y especialidad que la sociedad requiera;


d. La realización de acciones de fomento o ayuda o el otorgamiento directo o indirecto de subsidios de parte de la sociedad, que no existían en la época de adquisición de las acciones por parte de los Fondos de Pensiones, siempre que no le fueren otorgados directa o indirectamente, por el Estado, los recursos suficientes para su financiamiento, y


e. La realización de cualquiera otra acción similar, dispuesta por la administración de la sociedad o por la autoridad, que afecte negativamente la rentabilidad actual o futura de la sociedad.


Las clasificaciones a que alude el inciso anterior deberán ser elaboradas por entidades clasificadoras a que se refiere la ley N° 18.045 y podrán ser solicitadas por alguna Administradora con cargo a ella.”.


e) Modifícase el inciso final de la siguiente forma:


i) Reemplázase en la primera oración la expresión “i) y k)” por la expresión  “h) y j)”. A su vez, intercálase entre el guarismo “45” y la coma (,) que le sucede, lo siguiente: “y títulos representativos de índices de instrumentos financieros a que se refiere la letra j) del mismo artículo, así como para otros instrumentos definidos en el Régimen de Inversión, que incluyan comisiones en el precio”. Del mismo modo, reemplázase la expresión que se encuentra al final de la primera oración: “y de inversión” por la siguiente: “, fondos de inversión y otros emisores”. 


ii) Sustitúyese en la cuarta oración la expresión “volúmenes de inversión, zona geográfica, tipo de empresa en las que inviertan los fondos mutuos y fondos de inversión y régimen tributario que les sea aplicable”, por la siguiente: “total de activos administrados, zona geográfica y tipos de empresas en las que inviertan los emisores de los instrumentos antes señalados”. 


iii) Reemplázase la última oración por la siguiente: “Con todo, las citadas comisiones máximas no podrán exceder al promedio de las comisiones cobradas para el tipo de instrumento que se trate según las características antes mencionadas.”.


f) Agréganse a continuación del inciso final que ha pasado a ser sexto, los siguientes dos incisos nuevos: 


“La Superintendencia establecerá anualmente, a través de una resolución debidamente fundada y que procure reflejar valores de mercado, las comisiones máximas a ser pagadas con cargo a los Fondos de Pensiones a las entidades extranjeras a la que la Administradora encargue la administración de todo o parte de los recursos de los Fondos de Pensiones invertidos en títulos a que se refiere la letra j) del inciso segundo del artículo 45. Al efecto, se oirá previamente a las Administradoras. Si las comisiones pagadas fueren mayores a las máximas establecidas, los excesos sobre estas últimas serán de cargo de las Administradoras. Para la determinación de tales comisiones se considerarán, al menos, las clases de activos, total de activos administrados, zona geográfica y tipos de empresas en las que se inviertan los recursos de los Fondos a través de una entidad extranjera. La referida resolución definirá también la forma y periodicidad de la devolución a los Fondos de Pensiones de las comisiones que se hubieren pagado a la entidad mandataria por sobre las máximas establecidas en conformidad a este inciso. Con todo, las citadas comisiones no podrán exceder al promedio de las comisiones máximas que se establezcan de acuerdo al inciso anterior. 


La Superintendencia informará trimestralmente las comisiones efectivamente pagadas por los Fondos de Pensiones y las administradoras a los fondos de inversión, fondos mutuos y otros emisores con comisiones implícitas, así como también las comisiones efectivamente pagadas a las entidades mandatarias. Asimismo, las Administradoras deberán publicar estas comisiones en la forma y con la periodicidad que señale la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


31. Sustitúyese en la primera oración del inciso tercero del artículo 46, la frase “de cobertura de riesgo señaladas en la letra m)” por la siguiente “con instrumentos derivados señaladas en la letra l)”. Asimismo, reemplázase en la segunda oración de este inciso, la expresión “señaladas en las letras k) y l) cuando corresponda y en otras inversiones que se realicen en mercados internacionales” por la siguiente: “que se realicen en mercados nacionales e internacionales”.


32. Modifícase el artículo 47 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 47.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, la suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en depósitos en cuentas corrientes y a plazo y en títulos de deuda emitidos por un banco o institución financiera y sus filiales, o garantizados por ellos, no podrá exceder el producto de un múltiplo único para todas las instituciones financieras fijado por el Banco Central de Chile y el patrimonio del banco o entidad financiera de que se trate. El valor del múltiplo único aludido variará entre 0,5 y 1,5. En ningún caso el Banco Central de Chile podrá fijar un múltiplo único inferior al valor vigente a la fecha de modificación de éste.”.


b) Elimínase el inciso segundo.


c) Reemplázase el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en títulos de deuda emitidos o garantizados por empresas cuyo giro sea realizar operaciones de leasing, no podrán exceder el setenta por ciento del patrimonio de la empresa.”. 


d) Elimínase el actual inciso sexto.


e) Reemplázase el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser inciso quinto, por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en acciones de una sociedad de las señaladas en la letra g) del inciso segundo del artículo 45, no podrá exceder el siete por ciento del total de las acciones suscritas de dicha sociedad. Cuando se suscriban acciones de una nueva emisión, el monto máximo a suscribir no podrá exceder el veinte por ciento de la emisión.”. 


f) Elimínanse los actuales incisos octavo, noveno y décimo.


g) Reemplázase en el actual inciso undécimo que ha pasado a ser inciso sexto por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en acciones de una sociedad bancaria o financiera no podrá exceder el dos y medio por ciento del total de las acciones suscritas de dicha sociedad.”.


h) Eliminánse los actuales incisos duodécimo, décimo tercero, décimo cuarto y décimo quinto.


i) Reemplázase el actual inciso décimo sexto que ha pasado a ser inciso séptimo por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en cuotas de un fondo de inversión de aquellos a que se refiere la letra h) del inciso segundo del artículo 45, más el monto de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48 en los casos que corresponda, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la suma de las cuotas suscritas y las cuotas que se han prometido suscribir y pagar del respectivo fondo de inversión. Cuando se suscriban cuotas de una nueva emisión, el monto máximo a suscribir no podrá exceder del treinta y cinco por ciento de la emisión. Con todo, la suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en cuotas de un fondo mutuo referidos en la letra h) del inciso segundo del artículo 45, no podrá ser superior al treinta y cinco por ciento de las cuotas en circulación del respectivo fondo mutuo.”.


j) Elimínanse los actuales incisos décimo séptimo y décimo octavo.


k) Reemplázase el actual inciso décimo noveno que ha pasado a ser inciso octavo por el siguiente: “La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en acciones de la letra j) del inciso segundo del artículo 45 de un mismo emisor, que no requieran de la aprobación de la Comisión Clasificadora de Riesgo y se transen en un mercado secundario formal nacional, no podrá exceder el siete por ciento de las acciones suscritas de dicho emisor. La suma de las inversiones de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en cuotas de participación emitidas por fondos mutuos y fondos de inversión de la letra j) del inciso segundo del artículo 45 de un mismo emisor, que no requieran de la aprobación de la Comisión Clasificadora de Riesgo y se transen en un mercado secundario formal nacional, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de las cuotas en circulación o suscritas del respectivo fondo mutuo o de inversión.”.


l) Reemplázase el actual inciso vigésimo, que ha pasado a ser inciso noveno, por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en bonos y efectos de comercio, emitidos o garantizados por una misma sociedad, no podrá exceder el doce por ciento del valor del activo de la sociedad emisora.”.


m) Reemplázase el actual inciso vigésimo primero, que ha pasado a ser inciso décimo, por el siguiente: “La suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora, en bonos y efectos de comercio emitidos por una sociedad matriz y sus filiales o garantizados por ellas, no podrá exceder el doce por ciento del valor del activo contable neto consolidado de la sociedad matriz.”. 


n) Elimínase el actual inciso vigésimo segundo.


o) Reemplázase el actual inciso vigésimo tercero que ha pasado a ser inciso undécimo por el siguiente: “Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la suma de las inversiones con recursos de los Fondos de Pensiones de una misma Administradora en bonos y efectos de comercio emitidos por sociedades anónimas cuyo objeto exclusivo sea la emisión de bonos o efectos de comercio respaldados por títulos de créditos transferibles, no podrá exceder el treinta y cinco por ciento de la respectiva serie.”. 


p) Elimínanse los actuales incisos vigésimo cuarto y vigésimo quinto.


q) Reemplázase en el actual inciso vigésimo sexto que ha pasado a ser duodécimo la expresión “k)” por “h)”.


r) Intercálanse, a continuación del inciso décimo segundo nuevo, los siguientes cuatro incisos nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Régimen de Inversión podrá establecer límites máximos de inversión por emisor en función del valor de un Tipo de Fondo de Pensiones o de la suma de los Fondos de una misma Administradora. 


Los límites máximos a que se refiere el inciso anterior, podrán estar diferenciados de acuerdo a lo siguiente: 


1) Clasificación de riesgo del instrumento, para los títulos de deuda a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) del inciso segundo del artículo 45;


2) Concentración de la propiedad accionaria y liquidez bursátil, para las acciones a que se refiere la letra g) del inciso segundo del artículo 45;


3) Diversificación de la cartera de inversión, para las cuotas de fondos de inversión a que se refiere la letra h) del inciso segundo del artículo 45 y para los montos de los aportes comprometidos mediante los contratos a que se refiere el inciso sexto del artículo 48; 


4) Años de operación del emisor para los bonos y efectos de comercio de las letras e), f) e i) del inciso segundo del artículo 45; 


5) Cumplimiento o incumplimiento de los requisitos a que se refieren los incisos quinto y sexto del artículo 45, y


6) Valor de los Fondos de Pensiones y monto del instrumento objeto de cobertura, para las operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l) del inciso segundo del artículo 45.


El citado régimen regulará además, la inversión indirecta que los Fondos de Pensiones efectúen a través de los emisores de los instrumentos señalados en el inciso segundo del artículo 45.


El Régimen de Inversión no podrá establecer límites mínimos para la inversión por emisor.”. 


s) Sustitúyese en la primera oración del actual inciso trigésimo, que ha pasado a ser inciso vigésimo, la letra “l)” por la letra “k)”. Asimismo, agrégase a continuación de la palabra “ley” y antes del punto (.) que le sigue, la siguiente oración: “o en el Régimen de Inversión”. A su vez, sustitúyese en la segunda y tercera oración la expresión “el Banco Central de Chile” por lo siguiente: “la Superintendencia de Pensiones”.


t) Elimínase el actual inciso trigésimo primero.


u) Sustitúyese en el actual inciso trigésimo segundo, que ha pasado a ser inciso vigésimo primero, la oración: “, tanto en el artículo 45 como en el presente artículo” por la frase “en esta ley y en el  Régimen de Inversión”. A su vez, reemplázase la expresión “k) y n)” por la expresión “j) y m)”.


v) Sustitúyese en la tercera oración del actual inciso trigésimo tercero, que ha pasado a ser inciso vigésimo segundo, la expresión “vigesimoséptimo, vigesimoctavo y vigesimonoveno”, por la siguiente: “decimoséptimo, décimoctavo y décimonoveno”.


w) Reemplázase el actual inciso trigésimo cuarto, que ha pasado a ser inciso vigésimo tercero, por el siguiente: “El Régimen de Inversión establecerá los mecanismos y los plazos para la eliminación de los excesos de inversión que se produzcan y, en caso que corresponda, para cubrir los déficits de inversión, en relación a los límites de inversión establecidos en esta ley y el Régimen de Inversión.”.


x) Elimínase el actual inciso trigésimo séptimo.


y) Reemplázase los incisos trigésimo noveno y cuadragésimo por el siguiente inciso final: “Las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Valores y Seguros deberán proporcionar trimestralmente a la Superintendencia de Pensiones, según corresponda, los parámetros necesarios para el cálculo de los límites de inversión de los Fondos de Pensiones.”.

- o -

33. Modifícase el artículo 47 bis de la siguiente forma: 


a) Sustitúyense los incisos primero al séptimo, por el siguiente inciso primero nuevo: 


“Artículo 47 bis.- Los recursos de los Fondos de Pensiones no podrán ser invertidos directa o indirectamente en títulos emitidos o garantizados por la Administradora del Fondo respectivo, ni tampoco en instrumentos que sean emitidos o garantizados por personas relacionadas a esa Administradora.”.


b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: 


“El Régimen de Inversión regulará las inversiones que se realicen con recursos de los Fondos de Pensiones en títulos emitidos o garantizados por la sociedad con la que la Administradora hubiera contratado la administración de cartera y en aquellos instrumentos emitidos o garantizados por una persona relacionada con dicha sociedad. A la sociedad administradora de cartera de recursos previsionales le estará prohibido invertir los recursos de un Fondo de Pensiones que administre, en títulos emitidos por la Administradora o por sus personas relacionadas.”.


34. Modifícase el artículo 48 de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “, j), y l),” por lo siguiente “y k)”.


b) Introdúcese el siguiente inciso quinto nuevo, pasando los actuales incisos quinto al séptimo a ser los incisos sexto al octavo, respectivamente:


“Asimismo, los Fondos de Pensiones podrán participar en el rescate voluntario de bonos a que se refiere el artículo 130 de la ley N° 18.045, de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


c) Elimínase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser inciso octavo, la siguiente oración: “, sólo podrán tener como objeto la adquisición de cuotas de fondos de inversión aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo y”. 


d) Elimínase el actual inciso octavo.


e) Reemplazáse en el actual inciso noveno la primera oración por la siguiente: “Se extinguirá la obligación de efectuar aportes a un fondo de inversión, cuyas cuotas se encontraban aprobadas por la Comisión Clasificadora de Riesgo al momento de celebrar los contratos a que se refiere el inciso sexto, si éstas se encuentren desaprobadas al momento de suscribir las cuotas y de enterar los aportes o cuando se liquide el Fondo de Pensiones respectivo.”.


f) Sustitúyese en la segunda oración del inciso décimo, la expresión “i) y k)” por lo siguiente: “h) y j)”. A su vez, en la tercera oración sustitúyese la letra “m)” por la expresión “l) del inciso segundo” y reemplázase la expresión: “bancos nacionales” por lo siguiente: “contrapartes”. Por su parte, elimínase la expresión: “para ser contrapartes en estas operaciones”.


g) Sustitúyese en el segundo párrafo de la letra b) del inciso undécimo, la letra “k)” por la expresión “j) del inciso segundo”.


h) 
Intercálase entre la segunda y tercera oraciones del inciso duodécimo, la siguiente frase: “Asimismo, la Superintendencia de Pensiones podrá requerir, para efectos de fiscalización, directamente a las bolsas de valores, a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, información de transacciones efectuadas dentro y fuera de bolsa, de instrumentos susceptibles de ser adquiridos con recursos de los Fondos de Pensiones u operaciones que puedan ser realizadas por ellos, aun cuando en dichas transacciones no haya participado un Fondo, alguna Administradora o cualquier persona con acceso a información a que se refiere este inciso.


35. Sustitúyese en el artículo 49 la frase “El Banco Central de Chile podrá establecer, mediante norma de carácter general,” por la siguiente: “En el Régimen de Inversión se podrá establecer”. A su vez, reemplázase la expresión “fije de conformidad a las normas establecidas en los artículos 45 y 47” por la siguiente frase: “se fijen en esta ley y en dicho Régimen”.


36. Incorpórase el siguiente artículo 50:


“Artículo 50.- Las Administradoras deberán contar con políticas de inversión para cada uno de los Tipos de Fondos de Pensiones que administran. Estas políticas deberán ser aprobadas por el directorio de la Administradora.


La Superintendencia establecerá mediante norma de carácter general las materias mínimas que deberán contemplar las políticas de inversión de los recursos de los Fondos de Pensiones, la oportunidad y periodicidad con la que deberán ser revisadas y la forma en que serán comunicadas a la Superintendencia y público en general.


La Superintendencia podrá requerir a las Administradoras información adicional, que fundamente las políticas de inversión.


El incumplimiento de las políticas será puesto a disposición del público en general por la Superintendencia y sancionado de acuerdo a lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.  


Las Administradoras deberán constituir en sus directorios un Comité de Inversión cuyas funciones serán:


a) Diseñar las políticas de inversión de cada Fondo de Pensiones y un perfil de riesgo de cada uno de ellos;


b) Supervisar el cumplimiento de las políticas de inversión aprobadas por el Directorio, y de los límites de inversión de los Fondos de Pensiones establecidos en la ley o en el Régimen de Inversión;  


c) Revisar los objetivos, las políticas y procedimientos para la administración del riesgo de las inversiones de los Fondos de Pensiones, y


d) Examinar los antecedentes relativos a las operaciones de los Fondos de Pensiones con instrumentos derivados y títulos extranjeros, y evacuar un informe anual al Directorio respecto de tales operaciones.


El Comité de Inversión deberá estar integrado al menos por tres Directores de la Administradora. 


El Comité de Inversión deberá dejar constancia en acta de todas sus discusiones y acuerdos.”.


37. Incorpórase el siguiente artículo 50 bis, nuevo:


“Artículo 50 bis.- El Régimen de Inversión podrá contemplar normas para la regulación de la inversión de los Fondos de Pensiones en función de la medición del riesgo de las carteras de inversión de cada uno de ellos. 


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer los procedimientos para que las Administradoras efectúen la evaluación del riesgo de las carteras de inversión para cada uno de los Tipos de Fondos que administran. La citada norma determinará la periodicidad con la cual deberá efectuarse la medición de riesgo y la forma como se difundirán los resultados de las mediciones que se realicen.”.


38. Suprímese en el inciso segundo del artículo 51 la expresión “y totales”. 


39. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 53:


a) Reemplázase al final de la primera oración del inciso primero, la expresión “el segundo dictamen de invalidez” por “el dictamen que declara definitiva la invalidez”.


b) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “afiliado” y  el artículo “el”, la frase “las cotizaciones enteradas durante el período transitorio ni”.


40. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 54:


a) Reemplázase el enunciado del inciso primero por el siguiente:


“La Administradora será exclusivamente responsable y obligada al pago de las pensiones parciales originadas por el primer dictamen de invalidez, y a enterar el aporte adicional en la cuenta de capitalización individual de los afiliados declarados inválidos totales y de los afiliados no pensionados que fallezcan, en los siguientes casos:”.


b) Suprímese en la letra a) del inciso primero la expresión “conforme al primer dictamen,”, y agrégase al final de esta letra, antes de la conjunción “y” la siguiente frase: “o se encontrare en la situación señalada en el artículo 92 L si se trata de un afiliado voluntario,”.


c) Suprímese en la letra b) del inciso primero la expresión “conforme al primer dictamen,”.


d) Intercálase en la primera oración del inciso segundo entre la expresión “invalidez” y la palabra “que”, la expresión “parcial”.


41. Reemplázase en la letra a) del inciso primero del artículo 55 la expresión “segundo dictamen de” por  “dictamen que declare definitiva la”.


42. Agrégase en el enunciado del artículo 56 a continuación de la palabra “invalidez” la palabra “parcial”.


43. Modifícase el artículo 57 de la siguiente manera:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “o se declare la invalidez mediante el primer dictamen”, por la siguiente: “, se declare la invalidez parcial mediante el primer dictamen o se declare la invalidez total”.


b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Para aquellos trabajadores cuyo período de afiliación al Sistema fuere inferior a diez años y cuya muerte o invalidez se produjere por accidente, la suma de las remuneraciones imponibles y rentas declaradas se dividirá por el número de meses transcurridos desde la afiliación hasta el mes anterior al del siniestro.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero al séptimo a ser cuarto al octavo, respectivamente.


“Con todo, respecto de aquellos trabajadores cuya fecha de afiliación sea anterior al cumplimiento de los 24 años de edad y el siniestro ocurra antes de cumplir los 34 años de edad, su ingreso base corresponderá al mayor valor entre el monto que resulte de aplicar los incisos primero o segundo de este artículo, según sea el caso, y el que resulte de considerar el período comprendido entre el mes de cumplimiento de los 24 años de edad y el mes anterior al del siniestro.”.


d) Sustitúyese en el inciso final la expresión “o de declaración de la invalidez, según el primer dictamen”, por la siguiente: “, de declaración de la invalidez parcial mediante el primer dictamen o de declaración de la invalidez total, según corresponda”.


44. Modifícase el artículo 59 de la siguiente forma:



a) Modifícase el inciso primero de acuerdo a lo siguiente:


i. Sustitúyese en el enunciado la expresión: “la Administradora contratará” por la siguiente: “las Administradoras contratarán en conjunto,”.


ii. Agrégase en la letra a) a continuación de la palabra “inválido” la palabra “parciales”.


iii. Agrégase al final de la letra b) antes del punto y coma (;), la siguiente frase “y a los afiliados declarados inválidos totales”.


iv. Sustitúyese en las letras c) y d) la expresión “generen pensiones de sobrevivencia” por la palabra “fallezcan”.


b) Agrégase un nuevo inciso segundo, pasando a ser los actuales incisos segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto respectivamente:


“El Contrato de Seguro a que se refiere este artículo deberá convenirse sobre la base de una prima fija y única, calculada como un porcentaje de la renta imponible del afiliado. En ningún caso dicho contrato podrá contener disposiciones referidas a ajustes de siniestralidad, participación por ingresos financieros y cualquier otra estipulación que modifique la prima fija y única antes mencionada.”.


c) Sustitúyese en la segunda oración del inciso tercero la expresión “la Compañía de Seguros” por la siguiente: “las Compañías de Seguros de Vida que se adjudicaron la licitación de acuerdo a lo que se establece en el artículo 59 bis”.


45. Agrégase el siguiente artículo 59 bis, a continuación del artículo 59:


“Artículo 59 bis.- El seguro a que se refiere el artículo anterior será adjudicado mediante una licitación pública. El proceso de licitación será efectuado por las Administradoras de Fondos de Pensiones, en conjunto, y se regirá por las normas establecidas en la presente ley y en las respectivas Bases de Licitación, las que se sujetarán a lo dispuesto en la norma de carácter general que dicte la Superintendencia para tales efectos. 


Estarán facultadas para participar en la licitación del seguro, las Compañías de Seguros de Vida que se encuentren constituidas a la fecha de la licitación.


El seguro será adjudicado a la Compañía que presente la mejor oferta económica, pudiendo adjudicarse a más de una Compañía con el objeto de evitar una concentración excesiva del riesgo de invalidez y sobrevivencia. 


La norma de carácter general a que se refiere el inciso primero regulará la forma y procedimiento a que se sujetará el proceso de licitación, y las condiciones mínimas que contemplarán las Bases de Licitación. Dicha norma estipulará, a lo menos, lo siguiente:


a) Criterio de adjudicación de los contratos;


b) La forma de cálculo de la prima que será pagada a las Compañías adjudicatarias y de aquélla necesaria para financiar el seguro;


c) El procedimiento de conformación y el número de grupos de afiliados para ser licitados en un mismo proceso, los que deberán diferenciarse únicamente en razón del sexo de los afiliados;


d) El número máximo de grupos que una Compañía podrá adjudicarse conforme a lo dispuesto en el inciso precedente; 


e) La duración del período licitado, debiendo ser el mismo para todos los contratos suscritos en un mismo proceso y, en ningún caso, ser inferior a un año ni superior a tres años, y


f) La mínima clasificación de riesgo que deberán tener las Compañías que participen en la licitación. Por su parte, las Compañías cuya menor clasificación de riesgo sea igual o inferior a BB no podrán participar en las licitaciones.


La cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 17, expresada como un porcentaje de las remuneraciones y rentas imponibles, tendrá el carácter de uniforme para todos los afiliados al Sistema, independientemente de la prima establecida en los contratos que las Administradoras celebren con cada Compañía de Seguros, en el respectivo proceso de licitación. La forma de cálculo de esta cotización será establecida en la norma de carácter general a que se refiere el inciso primero. El valor de dicha cotización no podrá ser superior a la máxima prima necesaria para financiar el seguro.


Las Administradoras deberán transferir la cotización destinada al financiamiento del seguro a las Compañías de Seguros adjudicatarias, en la forma que establezca la norma de carácter general a que se refiere el inciso primero.


En caso de existir una diferencia, en razón del sexo de los afiliados, entre la cotización destinada al financiamiento del seguro y la prima necesaria para financiarlo, las Administradoras deberán enterar la diferencia en cada una de las cuentas de capitalización individual de aquellos afiliados respecto de los cuales se pagó una cotización superior a dicha prima, de acuerdo a lo que establezca la norma de carácter general a que se refiere el inciso primero.


Los trabajadores que se incorporen al Sistema durante un período licitado serán asignados a los contratos vigentes en la misma forma en la cual se constituyeron los grupos de afiliados indicados en la letra c) del inciso cuarto. 


En caso de constitución de una nueva Administradora, ésta deberá adherir a los contratos de seguro vigentes, adquiriendo todos los derechos y obligaciones establecidos en aquéllos.”.


46. Modifícase el artículo 60 de la siguiente forma:


a) Intercálase en la primera oración del inciso primero entre las palabras “invalidez” y “mediante” la palabra “parcial”. A su vez, reemplázase en la segunda oración de este inciso la frase “hasta que el segundo dictamen quede ejecutoriado o  hasta que expire el período” por  la frase “hasta el mes en que quede ejecutoriado el segundo dictamen o en que se cumpla el plazo”.


b) Intercálase en el inciso segundo entre las palabras “segundo” y “dictamen” cada vez que aparece en el texto, la expresión “o único”.


47. Reemplázase en la primera oración del inciso primero del artículo 61 la expresión “y los afiliados declarados inválidos”, por la siguiente: “los afiliados declarados inválidos totales y los afiliados declarados inválidos parciales”.


48. Modifícase el artículo 62 de la siguiente forma:


a) Intercálase en el inciso segundo entre la primera y segunda oración, la siguiente oración nueva: “Las mencionadas normas deberán resguardar la naturaleza previsional de este seguro y permitir una adecuada comparación de las ofertas de pensión. En forma previa a la emisión de estas normas la Superintendencia de Valores y Seguros consultará la opinión de la Superintendencia de Pensiones.”. 


b) Intercálase al final de la primera oración del inciso final, entre la expresión “previsional voluntario” y la expresión “y depósitos convenidos”, lo siguiente “, depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo”.


49. Reemplázase en la tercera oración del inciso cuarto del artículo 64 la siguiente frase: “que resulte del promedio ponderado entre la rentabilidad real anual de todos los Fondos del mismo Tipo y la tasa de interés implícita en las rentas vitalicias otorgadas según esta ley, en la forma que señale la Superintendencia de  Administradoras de Fondos de Pensiones,” por “calculada”. Asimismo, reemplázase la última oración de este inciso por la siguiente: “Para el cálculo de esta tasa se podrán considerar parámetros tales como, la tasa implícita de las rentas vitalicias, el promedio de rentabilidad real de los Fondos de Pensiones y las tasas de interés de largo plazo vigentes al momento del cálculo.”.


50. Agrégase al final del inciso segundo del artículo 65 la siguiente oración: “Para efectos de evaluar la adecuación de las tablas de mortalidad vigentes, ambas Superintendencias deberán intercambiar anualmente las bases de datos sobre los pensionados acogidos a retiro programado y renta vitalicia, según corresponda.”.


51. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65 bis:


a) Intercálase en la primera oración del inciso primero, entre la expresión “inválidos” y la palabra “que”, la expresión “parciales”.


b) Reemplázase la primera y segunda oración del inciso segundo por las siguientes:


“Tratándose de afiliados declarados inválidos parciales que no se encuentren en algunas de las situaciones señaladas en el artículo 54, tendrán derecho a percibir pensiones conforme al primer dictamen de invalidez bajo la modalidad de retiros programados, equivalentes al setenta por ciento de dicho retiro determinado en conformidad a lo señalado en el artículo 65. Esta pensión no estará afecta a las comisiones señaladas en el inciso segundo del artículo 29.”.


c) Agrégase en la oración final del inciso tercero a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente “Para el cálculo del saldo retenido no se considerarán las cotizaciones realizadas durante el período transitorio, a que se refiere el inciso tercero del artículo cuarto.”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:


“Respecto del saldo retenido y para los efectos de la opción y asignación a un tipo de Fondo a que se refiere el artículo 23, el afiliado no será considerado pensionado.”.


52. Intercálase a continuación de la primera oración del inciso cuarto del artículo 66, la siguiente oración: 


“Cuando sólo existieran hijos no inválidos con derecho a pensión, el monto del retiro programado podrá ser como máximo el valor equivalente a dos veces la pensión de referencia del afiliado causante.”. 


53. Modifícase el artículo 67 de la siguiente manera:


a) Intercálase en el inciso primero entre las palabras “segundo” y “dictamen” la expresión “o único”.


b) Elimínase en la primera oración del inciso final la expresión “total o”. A su vez, reemplázase la frase “las pensiones de referencia establecidas en las letras a) y c) del artículo 56, según corresponda.” por la siguiente “la pensión de referencia establecida en la letra b) del artículo 56.”.


54. Modifícase el artículo 69 de la siguiente manera:


a) Elimínase en el inciso primero la frase “originada por un segundo dictamen” y agrégase a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración “Asimismo, el empleador estará exento de pagar la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59.”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la frase “, el afiliado acogido a pensión de invalidez total originada por un primer dictamen y el afiliado declarado inválido” por la expresión “y aquel” y agrégase, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración “Asimismo, el empleador deberá pagar la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59.”.


55. Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 85:


“Aquellos afiliados pensionados bajo la modalidad de retiro programado o renta temporal que habiendo agotado el saldo de su cuenta de capitalización individual no tengan derecho al sistema de pensiones solidarias, podrán enterar la cotización a que alude el inciso primero, calculada sobre el monto de la pensión básica solidaria vigente que corresponda.”.


56. Agrégase al epígrafe del Título IX la expresión “y Voluntarios”.


57. Agregáse el número “1. De los afiliados independientes”, al Título IX.


58. Agrégase el siguiente párrafo nuevo a continuación del artículo 92:


“2. Del afiliado voluntario


Artículo 92  J.- Toda persona natural que no ejerza una actividad remunerada podrá  enterar cotizaciones previsionales en una cuenta de capitalización individual voluntaria de una Administradora, sin perjuicio de lo establecido en el inciso tercero del artículo 90. Los recursos que se mantengan en dicha cuenta serán inembargables y los derechos y obligaciones respecto de ella se regirán por las normas establecidas en esta ley para la cuenta de capitalización individual a que se refiere el inciso primero del artículo 17, considerando además las disposiciones especiales que se establecen en este párrafo. 


La cotización adicional que se cobre por la administración de los recursos de esta cuenta se calculará sobre el equivalente al ingreso determinado en la forma que se establece en el artículo siguiente, sin perjuicio que la parte destinada al pago de la prima del seguro a que se refiere el artículo 59 deberá calcularse sobre la base de dicho ingreso considerando un límite máximo de acuerdo a lo establecido en el artículo 16 de esta ley.  


La afiliación al Sistema deberá efectuarse por los interesados mediante la suscripción de la correspondiente solicitud. Respecto a quienes ya se encuentren afiliados por haber sido trabajadores dependientes o independientes, la primera cotización como afiliados voluntarios determina la apertura y mantención por la Administradora de las cuentas de capitalización individual voluntarias. 


Las cuentas de capitalización individual obligatorias y las cuentas de capitalización individual voluntarias deberán mantenerse en una misma Administradora. 


Las cotizaciones que se enteren en la cuenta de un afiliado voluntario podrán ser efectuadas por éste o por otro en su nombre y no tendrán el carácter de cotizaciones previsionales para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El afiliado voluntario podrá elegir o ser asignado a los tipos de Fondos de acuerdo a lo establecido en el artículo 23, según corresponda.


Asimismo, los afiliados a que se refiere este párrafo tendrán la opción de efectuar ahorro voluntario de aquél establecido en el artículo 21 de esta ley.


Artículo 92 K.- Se considerará como ingreso imponible de los afiliados a que se refiere este párrafo, la cantidad de dinero que coticen mensualmente en la Administradora, descontado el monto correspondiente a comisiones, multiplicado por diez, de acuerdo a lo que determine una norma de carácter general de la Superintendencia. Dicho ingreso no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual, no aplicándoseles a su respecto el límite máximo imponible señalado en el artículo 16. 


No obstante lo anterior, cuando los afiliados efectúen cotizaciones mediante un solo pago por más de una renta o ingreso mensual, de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 19, se considerará como renta imponible la que se derive de la cotización mensual que realicen estos afiliados. Esta cotización será la que determine la Administradora como resultado de dividir por doce el monto total cotizado descontado el monto correspondiente a la cotización adicional, de la forma que determine una norma de carácter general que emitirá la Superintendencia. En caso que el resultado de la operación señalada sea inferior a la cotización equivalente a un ingreso mínimo mensual, deberá ajustarse el número de cotizaciones de manera tal que en cada mes el monto de cotización sea al menos equivalente a aquella correspondiente a un ingreso mínimo.


Artículo 92 L.- Los afiliados voluntarios quedarán cubiertos por el riesgo de invalidez o muerte si hubieren cotizado en el mes calendario anterior a dichos siniestros. Para efectos de la determinación del aporte adicional, el cálculo del ingreso base, establecido en el  artículo 57, se realizará considerando el límite máximo imponible  a que se refiere el artículo 16.


Para efectos de la cobertura del seguro a que se refiere el inciso anterior, cuando los afiliados voluntarios hubiesen realizado cotizaciones de la forma señalada en el inciso segundo del artículo 92 K, dichas cotizaciones se entenderán imputadas mensualmente, de acuerdo a los montos definidos en la citada norma, a partir del mes siguiente a su recepción en la Administradora.


Artículo 92 M.- Los trabajadores dependientes cuyo cónyuge posea la calidad de afiliado voluntario, podrán autorizar a sus respectivos empleadores para que les descuenten de sus remuneraciones, bajo las normas establecidas en este párrafo y en el artículo 58 del Código del Trabajo, las sumas que destinen a cotizaciones para la cuenta de capitalización individual voluntaria de su cónyuge, incluyendo la cotización adicional. El empleador enterará esta cotización en la Administradora en que se encuentre incorporado el afiliado voluntario o en la que se encuentre afiliado su trabajador dependiente, según lo que aquél determine. En el último caso, la Administradora deberá destinar los recursos pertenecientes al afiliado voluntario a la Administradora en que éste se encuentre incorporado, en la forma que la Superintendencia establezca mediante una norma de carácter general. Respecto de estas cotizaciones se aplicarán las mismas normas establecidas en el artículo 19 para los trabajadores dependientes. Con todo, cesará la referida obligación en cada uno de los meses en que proceda un pago de cotizaciones del trabajador a través de una entidad pagadora de subsidios.


La Administradora tendrá derecho a cobrar comisión por transferencia de cotizaciones, en los mismos términos establecidos en el inciso final del artículo 20 C. 


Dicha cotización a nombre del cónyuge no dará derecho al trabajador dependiente a la exención tributaria a que se refiere el artículo 18 de esta ley. 


Artículo 92 N.- La Superintendencia regulará mediante una norma de carácter general, las materias relacionadas con las cotizaciones a que se refiere este párrafo. Dicha norma contendrá, a lo menos, los procedimientos para la determinación del porcentaje y el cobro de la cotización adicional y la imputación de las cotizaciones para los fines que corresponda.”.


59. Modifícase el artículo 94 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el actual número 4. por el siguiente: “Fiscalizar la constitución, mantenimiento, operación y aplicación del “Encaje”. 


b) Intercálase entre la segunda y tercera oración del párrafo primero del número 8. lo siguiente: “Para estos efectos y en forma previa, la Superintendencia oficiará a las sociedades administradoras antes mencionadas con el objeto de poner en su conocimiento los hechos que se le imputan como constitutivos de infracción, a fin de que éstas, dentro del plazo de diez días hábiles contados desde la recepción del respectivo oficio, procedan a formular sus descargos y acompañen las probanzas en que fundamentan sus alegaciones.”.


c) Reemplázase el número 10. por el siguiente: 


“10. Efectuar los estudios técnicos necesarios para el desarrollo y fortalecimiento del Sistema de Pensiones y para evaluar la calidad de las pensiones que obtienen los afiliados y beneficiarios del Sistema. Para efectuar los mencionados estudios, la Superintendencia de Valores y Seguros deberá proporcionar a la Superintendencia de Pensiones la información sobre los pensionados por la modalidad de renta vitalicia y sus beneficiarios, que ésta le solicite.”.


d) Agrégase el siguiente número 16, nuevo:


“16. Fiscalizar, con el objeto de resguardar la seguridad de los Fondos de Pensiones, el funcionamiento de los servicios que una Administradora hubiere subcontratado, cuando éstos sean relacionados con su giro. Para efectos de lo anterior, la Superintendencia podrá requerir el envío de información y documentación sustentatoria o bien tener acceso directamente a las dependencias y archivos del prestador de servicios.”.


e) Agrégase el siguiente número 17., nuevo:


“17. Supervisar administrativamente las Comisiones Médicas Regionales y Central e impartir las normas operativas que se requieran para calificar la invalidez. Asimismo, controlar que las Comisiones Médicas den debido cumplimiento a las funciones que les correspondan, pudiendo siempre determinar el número de Comisiones que debe funcionar en cada Región, impartir instrucciones acerca de su equipamiento y requerir a dichas Comisiones la información necesaria para su adecuada fiscalización.”.


f) Agrégase el siguiente número 18., nuevo:


"18. Designar mediante resolución fundada a uno de sus funcionarios como inspector delegado en una Administradora, con el objeto de resguardar la seguridad de los Fondos de Pensiones.


La designación del inspector delegado no podrá tener una duración superior a seis meses, renovable por una sola vez por un período máximo de seis meses, y deberá fundarse en alguna de las siguientes causales:


a) Infracciones o multas reiteradas.


b) Rebeldía para cumplir las normas y órdenes legalmente impartidas por la Superintendencia.


c) Vacancia de la mayoría de los cargos titulares y suplentes en el directorio.


d) Deficiencias graves en los controles internos relativos a la gestión de los Fondos de Pensiones.


e) Presunciones fundadas de que se han violado las normas sobre conflictos de interés, operaciones con personas relacionadas o el giro exclusivo de la Administradora o de las entidades de su grupo empresarial.


f) Solicitud de quiebra o cesación de pagos de cualquiera de sus obligaciones significativas.


g) Declaración de quiebra o liquidación forzosa de cualquier entidad del grupo empresarial al que pertenezca la Administradora.


h) Existencia de antecedentes fundados de que los Estados Financieros de la Administradora o del Fondo de Pensiones no representan su real situación financiera.


i) Déficit de patrimonio mínimo o de Encaje requeridos de acuerdo a lo dispuesto en esta ley.


El inspector visará todas las operaciones de la Administradora y tendrá facultades para suspender cualquier acuerdo del directorio o decisión de los apoderados de la Administradora que hagan temer por la seguridad de los Fondos de Pensiones o por la estabilidad económica de aquélla. En el ejercicio de sus funciones, el inspector podrá hacerse acompañar por otros funcionarios de la Superintendencia, así como contratar consultorías privadas externas con cargo a la Administradora.


La Administradora afectada podrá reclamar contra la designación del inspector a que se refiere este número, conforme al procedimiento establecido en el Nº 8 de este artículo. La interposición de dicho recurso no suspenderá los efectos de dicha designación.".


60. Modifícase el artículo 98 de la siguiente forma:


a) Reemplázase la letra d) por la siguiente:


“d) Inversión indirecta: Aquella que realicen los Fondos de Pensiones en activos, a través de la tenencia de instrumentos del inciso segundo del artículo 45, conforme lo disponga el Régimen de Inversión.”.


b) Elimínanse las letras f), i) y j), pasando las actuales letras g) y h) a ser las letras f) y g), respectivamente, y las actuales letras k) a la p), a ser las letras h) a la n), respectivamente.


c) Agrégase la siguiente letra “ñ)” nueva:


“ñ) Planes de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo: Son aquellas alternativas de ahorro e inversión autorizadas por las Superintendencias de Administradoras de Fondos de Pensiones, de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, según corresponda, para efectos de lo dispuesto en el Título III de esta ley.”.


61. Agrégase a continuación del artículo 98, el siguiente artículo 98 bis nuevo: 


“Artículo 98 bis.- Las Superintendencias de Pensiones y de Valores y Seguros establecerán, mediante Resolución conjunta, los procedimientos de fiscalización respecto del sistema de consultas y ofertas de montos de pensión a que se refiere el artículo 61 bis, de los pagos de beneficios y pensiones reguladas por esta ley que efectúen las Compañías de Seguros de Vida, como asimismo del pago de las contingencias del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia a que se refiere el artículo 59.”.


62. Intercálase en el encabezado del artículo 99 entre la palabra “funciones” y los dos puntos (:) la expresión “y atribuciones”. Por otra parte, sustitúyense las letras a), b), c), d), e) y f) por las siguientes: 


“a) Aprobar o rechazar cuotas emitidas por fondos de inversión y cuotas emitidas por fondos mutuos a que se refiere la letra h); instrumentos representativos de capital de la letra j) y, a solicitud de la Superintendencia, los títulos de la letra k), todas del inciso segundo del artículo 45. Asimismo, aprobar o rechazar las contrapartes para efectos de las operaciones con instrumentos derivados de la letra l) del citado artículo;


b) Rechazar, de acuerdo a lo establecido en el artículo 105, las clasificaciones practicadas por clasificadoras de riesgo en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.045, a los instrumentos de deuda señalados en las letras b), c), d), e), f), i) y k), todas del inciso segundo del artículo 45, respecto de los instrumentos cuyas dos clasificaciones de mayor riesgo sean iguales o superiores a BBB o N-3; 


c) Establecer los procedimientos específicos de aprobación de cuotas de fondos de inversión y de cuotas de fondos mutuos de la letra h), de instrumentos representativos de capital de la letra j), de instrumentos contemplados en la letra k) y de las entidades contrapartes de operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l), todas del inciso segundo del artículo 45;


d) Establecer las equivalencias entre las clasificaciones de los títulos de deuda señalados en la letra j) del inciso segundo del artículo 45, realizadas por entidades clasificadoras internacionalmente reconocidas, y las categorías de riesgo definidas en el artículo 105, y


e) Establecer, no obstante lo señalado en la letra c) anterior, los procedimientos específicos de aprobación de los instrumentos representativos de capital incluidos en la letra j) del  inciso segundo del artículo 45, que se transen en los mercados formales nacionales.”. 


63. Modifícase el artículo 100 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese  en el inciso primero las letras a), b) y c) por las siguientes:


“a) Un funcionario de la Superintendencia de Pensiones designado por el Superintendente de ésta;


b) Un funcionario de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras designado por el Superintendente de ésta;


c) Un funcionario de la Superintendencia de Valores y Seguros designado por el Superintendente de ésta, y”.


b) Elimínase el inciso cuarto.


c) Reemplázase el actual inciso quinto, que ha pasado a ser inciso cuarto, por el siguiente: “En caso de ausencia o impedimento de alguna de las personas señaladas en las letras a), b) o c) del inciso primero, los respectivos Superintendentes designarán a su suplente.”.


64. Modifícase el artículo 104 de la siguiente forma:


a) Elimínanse los incisos primero y segundo.


b) Elimínase en la primera oración del actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso único, la frase: “acciones de sociedades anónimas inmobiliarias, las” y reemplázanse la letra “i)” por la letra “h)” y la expresión: “su emisor” por la siguiente: “una Administradora”. A su vez, agrégase en la segunda oración a continuación de la palabra: “financieros” lo siguiente: “representativos de capital” y reemplázase la letra “k)” por la letra “j)”. Asimismo, en la tercera oración reemplázase la letra “l)” por la letra “k)” y elimínase la expresión: “excluidos los instrumentos señalados en el inciso cuarto de dicho artículo,”.


65. Modifícase el artículo 105 de la siguiente forma: 


a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por los dos siguientes incisos nuevos: 


“Artículo 105.- Establécense las siguientes categorías de riesgo para los instrumentos financieros a que se refieren las letras b), c), d), e), f), i), j) y k) del inciso segundo del artículo 45, si se tratare de instrumentos de deuda de largo plazo:


1. Categoría AAA;


2. Categoría AA;


3. Categoría A;


4. Categoría BBB;


5. Categoría BB;


6. Categoría B;


7. Categoría C;


8. Categoría D, y


9. Categoría E, sin información disponible para clasificar.


Establécense los siguientes niveles de riesgo para los instrumentos financieros a que se refieren las letras b), c), i), j) y k), del artículo 45, si se tratare de instrumentos de deuda de corto plazo:


1. Nivel 1 (N 1);


2. Nivel 2 (N 2);


3. Nivel 3 (N 3);


4. Nivel 4 (N 4), y


5. Nivel 5 (N 5), sin información disponible para clasificar.”.


b) Sustitúyense los incisos cuarto y quinto por los dos siguientes incisos nuevos: 


“Para ejercer la atribución a que se refiere la letra b) del artículo 99, la Comisión Clasificadora deberá solicitar al emisor respectivo una clasificación adicional, que deberá ser efectuada por un clasificador privado, elegido por aquél, de aquellos a que alude la ley N° 18.045. La clasificación adicional podrá ser solicitada cuando haya ocurrido algún hecho que a juicio de dos miembros de la Comisión Clasificadora pueda impactar negativa y sustancialmente en los resultados de la sociedad y que pueda modificar la categoría de riesgo del título.


Una vez presentada la clasificación adicional, la Comisión Clasificadora podrá rechazar todas las clasificaciones de riesgo del instrumento con el voto favorable de la mayoría de los miembros asistentes a la sesión, debiendo constar en acta el fundamento del rechazo, salvo que determine que éste requiere reserva. Asimismo, podrá rechazar la menor clasificación de riesgo, en cuyo caso será necesario el voto conforme de cinco miembros.”.


c) Elimínase la primera oración del inciso sexto. A su vez, agrégase a continuación de la palabra “capital” la expresión “de la letra j) del artículo 45”.


d) Reemplázase en el inciso séptimo la siguiente expresión: “, sin perjuicio de que podrá establecer factores adicionales adversos que pudieran modificar la clasificación final. Estos criterios de equivalencia”, por lo siguiente: “. Estas equivalencias”. Por otra parte, reemplázase la letra “k)” por la letra “j)”.  


e) Elimínase el inciso octavo.


66. Modifícase el artículo 106 de la siguiente forma:


a) Elimínanse los incisos primero al séptimo inclusive.


b) Sustitúyese el actual inciso octavo, que ha pasado a ser primero, por los siguientes tres incisos nuevos:


“Artículo 106.- Las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos a que se refiere la letra h) del inciso segundo del artículo 45, con excepción de las señaladas en el inciso décimo quinto de dicho artículo, serán sometidas a la aprobación de la Comisión, previa solicitud de una Administradora, en consideración al cumplimiento de los requisitos a que se refiere el inciso siguiente, que serán determinados en base a la información pública histórica que el emisor haya entregado a la entidad fiscalizadora que corresponda. 


Los requisitos de aprobación considerarán una adecuada diversificación de las inversiones, el cumplimiento de los objetivos de inversión y otros aspectos que determine la Comisión Clasificadora, debiendo estos últimos darse a conocer mediante acuerdo publicado en el Diario Oficial. Adicionalmente, se considerará que al momento de la aprobación el fondo mantenga, al menos por un año, un volumen mínimo de inversión. La información necesaria para la evaluación de estos aspectos deberá ser aportada por los respectivos emisores en la forma y oportunidad que determine la Comisión Clasificadora.


La especificación conceptual, la metodología de cálculo y el valor límite de los indicadores considerados en los requisitos de aprobación, los determinará la Comisión Clasificadora, previo informe favorable de la Superintendencia de Pensiones, debiendo publicarlos en el Diario Oficial.”.


c) Sustitúyese en el actual inciso noveno que ha pasado a ser cuarto, la letra “k)” por la letra “j)”.


d) Sustitúyese en el último inciso la letra “k)” por la letra “j)”. A su vez, reemplázase la palabra “quinto” por “décimo quinto” y sustitúyese la letra “f)” por la letra “e)”.


67. Derógase el artículo 107.


68. Modifícase el artículo 108 de la siguiente forma:


a) Elimínase en el inciso primero la expresión: “y a la Superintendencia,”.


b) Elimínase en el inciso segundo la expresión: “acciones o”.


c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: “En cumplimiento de sus funciones la Comisión Clasificadora podrá requerir de las clasificadoras privadas la remisión, en los plazos que determine, de los antecedentes en los que se fundamentaron para otorgar una clasificación a cualquiera de los instrumentos analizados por aquélla.”. 


d) Sustitúyese en la primera oración del inciso cuarto la frase “la aprobación”, por la expresión “su decisión respecto”. A su vez, elimínanse la segunda y tercera oración de este inciso.


69. Reemplázase la segunda oración del inciso primero del artículo 109 por la siguiente: 


“La publicación deberá contener el rechazo de las categorías de clasificación de riesgo a que se refiere el artículo 105 respecto de los instrumentos de deuda de las letras b), c), d), e), f), i) y k), todas del inciso segundo del artículo 45, como también la aprobación de los instrumentos representativos de capital de las letras h), j) y k) del artículo 45, así como los principales fundamentos del acuerdo adoptado en estas materias.”.


70. Elimínanse en la primera oración del artículo 110 las expresiones: “, o la asignación de una categoría de riesgo en su caso,” y “y su correspondiente categoría de riesgo”.


71. Sustitúyese en el artículo 111, la oración “sean aprobadas de acuerdo a lo dispuesto en el Título XI de esta ley” por la siguiente: “cumplan los requisitos establecidos en el inciso quinto del artículo 45”.


72. Elimínase el párrafo 3, del Título XII: “De las Sociedades Anónimas Inmobiliarias”.


73. Sustitúyese en el segundo inciso del artículo 138, la expresión “la celebración de los contratos de cobertura de riesgo financiero a que se refiere la letra m)” por la expresión “la realización de operaciones con instrumentos derivados a que se refiere la letra l)”.


74. Agréganse en el artículo 153 a continuación del inciso final, los siguientes incisos nuevos:


“Asimismo, la función de comercialización de los servicios prestados por la Administradora será incompatible con la función de comercialización de los productos o servicios ofrecidos o prestados por cualquiera de las entidades del Grupo Empresarial al que pertenezca la Administradora.  


En todo caso, los gerentes general, comercial y de inversiones, los ejecutivos de áreas comercial y de inversiones y los agentes de ventas de una Administradora, no podrán ejercer simultáneamente cargos similares en ninguna entidad del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca.


Las dependencias de atención de público de las Administradoras no podrán ser compartidas con las entidades del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca.


Si una Administradora de Fondos de Pensiones entregare a cualquiera de las entidades del Grupo Empresarial al que pertenece, información proveniente de la base de datos de carácter personal de sus afiliados, las entidades involucradas serán solidariamente responsables para efectos de lo dispuesto en el artículo 23 de la ley N° 19.628.”.


75. Modifícase el inciso primero del artículo 154 de la siguiente manera:


a) Reemplázase al final de la letra g) la expresión “, y” por  punto y coma (;).


b) Reemplázase al final de la letra h) el punto final por “, y”.


c) Agrégase la siguiente letra i) nueva:


“i) La realización de descuentos a los beneficios que paguen a sus afiliados o beneficiarios para fines distintos a los de seguridad social o los establecidos en esta ley y que sean producto de obligaciones que éstos hubiesen adquirido con alguna entidad del grupo empresarial al cual pertenece la Administradora.”.


76.- Elimínanse la segunda y tercera oraciones de la letra b) del inciso primero del artículo 156.


77. Agréganse los siguientes Títulos XV, XVI y XVII nuevos, pasando el actual Título XV a ser Título XVIII:

“TITULO XV

De la Licitación  para la Administración de Cuentas de Capitalización Individual


Artículo 160.- La Superintendencia efectuará, por sí o a través de la contratación de servicios de terceros, licitaciones públicas para adjudicar el servicio de administración de las cuentas de capitalización individual de los afiliados a que se refieren los incisos cuarto y quinto de este artículo, en las cuales podrán participar las entidades a que se refiere el artículo 161. En cada licitación se adjudicará el servicio a la entidad que, cumpliendo con los requisitos de este Título, ofrezca cobrar la menor comisión por depósito de cotizaciones periódicas al momento de la presentación de las ofertas. 


Las licitaciones se efectuarán anualmente. No obstante lo anterior, la Superintendencia  podrá abstenerse de licitar en un período determinado cuando existan antecedentes técnicos que lo ameriten.  Los antecedentes que fundamenten la abstención deberán estar contenidos en una Resolución fundada de la Superintendencia. 


El período de permanencia  en la Administradora adjudicataria se establecerá en las respectivas bases de licitación y no podrá exceder los dieciocho meses, contados desde la fecha de incorporación del afiliado a la Administradora adjudicataria.


Transcurridos seis meses desde la fecha de la adjudicación, todas las personas que se afilien al Sistema durante el período correspondiente a los doce meses siguientes, deberán incorporarse a la Administradora adjudicataria y permanecer en ella hasta el término del período de permanencia señalado en el inciso anterior. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 165.


Los trabajadores que estén afiliados al Sistema antes del inicio de cada proceso de licitación y que deseen participar en él, deberán inscribirse en una nómina creada para tal efecto. La mencionada nómina será administrada por la Superintendencia y se mantendrá vigente sólo durante el respectivo proceso de licitación.  El procedimiento de inscripción en la nómina se sujetará a lo establecido en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166. La inscripción en la nómina mencionada constituye la manifestación de voluntad del afiliado de mantenerse o traspasarse a la Administradora adjudicataria, aceptando de esta forma la comisión por depósito de cotizaciones periódicas ofrecida. No obstante lo anterior, estos trabajadores podrán manifestar su voluntad de no ser traspasados a la Administradora adjudicataria o a la que se constituya para efectos de prestar el servicio licitado, dentro del plazo de seis meses establecido en el inciso anterior o, una vez afiliados a aquélla, traspasarse libremente a otra Administradora. 


La inscripción en la nómina deberá efectuarse en las oficinas de la Secretaría Regional Ministerial del Trabajo y Previsión Social o en los Centros de Atención Previsional Integral o en otra entidad que mediante convenio con la Superintendencia pueda prestar este servicio. La inscripción en la referida nómina también podrá realizarse a través de otros medios, físicos o electrónicos, según lo establezca la Superintendencia en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166. La nómina constituirá instrumento público para todos los efectos legales.


Artículo 161.- En el proceso de licitación podrán participar las Administradoras de Fondos de Pensiones existentes y aquellas personas jurídicas nacionales o extranjeras que aún no estén constituidas como tales. Estas últimas deberán contar con el certificado provisional de autorización a que se refiere el artículo 130 de la ley N° 18.046 y la aprobación de la Superintendencia para participar en dicho proceso, debiendo cumplir con los requisitos técnicos, económicos, financieros y jurídicos que le permitan constituirse como Administradora en caso de adjudicarse la licitación. Dichos requisitos se establecerán en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166 y serán calificados previamente por la Superintendencia. 


Artículo 162.- Todo proceso de licitación se regirá por las normas establecidas en la presente ley y en las respectivas Bases de Licitación, las que serán aprobadas por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social mediante decreto supremo. Dichas bases estarán a disposición de los interesados, previo pago de su valor, el que será determinado por la Superintendencia y será de beneficio fiscal. Las bases deberán contener, a lo menos, lo siguiente:


a) Estadísticas de afiliaciones anuales al Sistema y su ingreso promedio;


b) Plazo y forma de presentación de las ofertas;


c) Monto de la garantía de seriedad de la oferta;


d) Monto de la garantía de implementación;


e) Monto de la garantía de fiel cumplimiento del contrato;


f) Duración del período de permanencia en la Administradora adjudicataria;


g) Duración del período de mantención de la comisión licitada; 


h) Proceso y mecanismos de adjudicación y desempate;


i) Forma y plazo de comunicación de los resultados de la licitación;


j) Fecha de inicio de operaciones de las entidades adjudicatarias que no estén  constituidas como Administradoras al momento de la licitación;


k) Plazo de habilitación de agencias u oficinas regionales, y


l) Estándar mínimo de servicio que debe ofrecer la Administradora.


Artículo 163.- La comisión ofrecida en la licitación para los afiliados activos, deberá ser inferior a la comisión por depósito de cotizaciones más baja vigente en el Sistema al momento de la presentación de las ofertas. En caso que alguna Administradora haya comunicado una modificación a aquélla, de acuerdo a lo establecido en el inciso final del  artículo 29, se considerará, para los efectos de determinar la comisión más baja en el Sistema, la comisión por depósito de cotizaciones modificada.


La adjudicación del servicio se efectuará mediante resolución fundada de la Superintendencia. 


La adjudicataria de la licitación no podrá incrementar la comisión por depósito de cotizaciones durante el período que se indique en las Bases de Licitación, el que no podrá exceder de dieciocho meses contado desde el primer día del mes siguiente de aquél en el cual se cumplan seis meses desde la fecha de adjudicación del servicio licitado. Esta comisión se hará extensiva a todos los afiliados de la Administradora durante el referido período, debiendo aquélla otorgarles un nivel de servicios uniforme. Una vez finalizado el período de mantención de comisiones, la Administradora podrá fijar libremente el monto de su comisión por depósito de cotizaciones de acuerdo a lo establecido en el artículo 29, sin perjuicio de su derecho a participar en una nueva licitación. Asimismo, concluido el período de permanencia en la Administradora adjudicataria, aquellos afiliados nuevos que se incorporaron a ésta en virtud de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, podrán traspasarse libremente a otra Administradora.


Artículo 164.- La adjudicataria de la licitación deberá aceptar a todos los nuevos afiliados al Sistema y a aquellos que se encuentren inscritos en la nómina correspondiente al respectivo proceso de licitación, bajo las condiciones estipuladas en la oferta en virtud de la cual se adjudicó la licitación. 


La Superintendencia deberá asignar a los afiliados nuevos a la Administradora que cobre la menor comisión por depósito de cotizaciones a la fecha de afiliación de aquéllos al Sistema, en cualquiera de los siguientes casos:


a) La adjudicataria no cumpliere con los requisitos para constituirse como Administradora en el plazo establecido para tales efectos.


b) No se efectuare o no se adjudicare la licitación por alguna de las causales establecidas en esta ley o en las bases de licitación.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, para evitar una concentración excesiva de cotizantes, la Superintendencia podrá asignar, aleatoria y equitativamente, los afiliados nuevos a las Administradoras que cobren la menor comisión por depósito de cotizaciones a la fecha de su afiliación al Sistema, según se determine en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166. Los afiliados asignados siempre podrán traspasarse libremente a otra Administradora. Los afiliados que se hayan inscrito voluntariamente en la nómina a que se refiere el inciso quinto del artículo 160, no podrán ser asignados por la Superintendencia.


Artículo 165.- Los trabajadores que se hayan incorporado a la Administradora adjudicataria, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, sólo podrán traspasarse a otra durante el período de permanencia en la Administradora adjudicataria, cuando ésta se encuentre en alguna de las siguientes situaciones:


a) Incumplimiento de la obligación establecida en el inciso tercero del artículo 24, sobre patrimonio mínimo exigido;


b) Incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 37 respecto de  la rentabilidad mínima para cualquier tipo de Fondo;


c) Cesación de pagos de cualquiera de sus obligaciones o en estado de notoria insolvencia; o se le solicite o se declare su quiebra; 


d) En proceso de liquidación;


e) Que la comisión por depósito de cotizaciones que cobre sea mayor a la cobrada por otra Administradora, durante dos meses consecutivos. En este caso, los afiliados sólo podrán traspasarse a una Administradora que cobre menor comisión por depósito de cotizaciones que la adjudicataria de la licitación;


f) Que la comisión por depósito de cotizaciones sea incrementada al término del período establecido en el inciso tercero del artículo 163, o


g) Que la menor comisión por depósito de cotizaciones que cobre no compense la mayor rentabilidad que hubiese obtenido el afiliado en otra Administradora durante el período comprendido entre la fecha de afiliación a la Administradora adjudicataria de la licitación y la fecha en que solicite el traspaso. En este caso, los trabajadores sólo podrán traspasarse a esa otra Administradora. El procedimiento de cálculo que permita ejercer este derecho será determinado por la Superintendencia en la norma de carácter general a que se refiere el artículo 166.


A su vez, los trabajadores que deban incorporarse a la Administradora adjudicataria, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 160, no estarán obligados a ello en caso que se configuren algunas de las causales señaladas en las letras a) a la d) del inciso precedente.


Artículo 166.- La Superintendencia regulará, mediante una norma de carácter general, las materias relacionadas con la licitación establecida en este título. Dicha norma establecerá, a lo menos, el procedimiento de inscripción en la nómina de afiliados, los requisitos que deberán cumplir las personas jurídicas que no estén constituidas como Administradoras a la fecha de la licitación para participar en ella y la asignación de los afiliados que participen en la licitación cuando ésta no se materialice.

Título XVI

Del Consejo Técnico de Inversiones


Artículo 167.- Créase un Consejo Técnico de Inversiones, en adelante “Consejo”, de carácter permanente, cuyo objetivo será efectuar informes, propuestas y pronunciamientos respecto de las inversiones de los Fondos de Pensiones, con el objeto de procurar el logro de una adecuada rentabilidad y seguridad para los Fondos. Específicamente, el Consejo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


1) Pronunciarse sobre el contenido del Régimen de Inversión a que se refiere el artículo 45 y sobre las modificaciones que la Superintendencia de Pensiones proponga efectuar al mismo. Para estos efectos, el Consejo deberá emitir un informe que contenga su opinión técnica en forma previa a la dictación de la norma de carácter general que apruebe o modifique dicho régimen;


2) Emitir opinión técnica en todas aquellas materias relativas a inversiones de los Fondos de Pensiones contenidas en el Régimen de Inversión, y en especial respecto de la estructura de límites de inversión de los Fondos de Pensiones, de los mecanismos de medición del riesgo de las carteras de inversión y de las operaciones señaladas en la letra l) del artículo 45 que efectúen los Fondos de Pensiones; 


3) Efectuar propuestas y emitir informes en materia de perfeccionamiento del régimen de inversiones de los Fondos de Pensiones en aquellos casos en que el Consejo lo estime necesario o cuando así lo solicite la Superintendencia;


4) Pronunciarse sobre las materias relacionadas con las inversiones de los Fondos de Pensiones que le sean consultadas por los Ministerios de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social;


5) Entregar una memoria anual de carácter público al Presidente de la República, correspondiente al ejercicio del año anterior, a más tardar dentro del primer cuatrimestre de cada año. Copia de dicha memoria deberá enviarse a la Cámara de Diputados y al Senado, y


6) Encargar la realización de estudios técnicos con relación a las inversiones de los Fondos de Pensiones. 


Artículo 168.- El Consejo estará integrado por las siguientes personas:


a) Un miembro designado por el Presidente de la República. La designación deberá recaer en una persona que haya desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de Superintendente o directivo de las Superintendencias de Pensiones, de Bancos e Instituciones Financieras o de Valores y Seguros, o de Consejero o gerente del Banco Central de Chile;


b) Un miembro designado por el Consejo del Banco Central de Chile. La designación deberá recaer en un profesional de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento en materias financieras y de mercado de capitales;


c) Un miembro designado por las Administradoras de Fondos de Pensiones. La designación deberá recaer en una persona que posea una amplia experiencia en la administración de carteras de inversión y deberá haber desempeñado el cargo de gerente o ejecutivo principal en alguna empresa del sector financiero, de conformidad a lo dispuesto en el Reglamento, y


d) Dos miembros designados por los Decanos de las Facultades de Economía o de Economía y Administración de las Universidades que se encuentren acreditadas de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 20.129. Uno de ellos deberá ser un académico de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento en materias financieras y de mercado de capitales y el otro deberá ser un académico de reconocido prestigio por su experiencia y conocimiento de macroeconomía, de conformidad a lo dispuesto en el Reglamento.


Los miembros antes señalados, no podrán ser gerentes, administradores o directores de una Administradora de Fondos de Pensiones, ni de alguna de las entidades del Grupo Empresarial al que aquélla pertenezca, mientras ejerzan su cargo en el Consejo.


Los Consejeros durarán cuatro años en sus cargos y podrá renovarse su designación o ser reelegidos, según corresponda, por un nuevo período consecutivo, por una sola vez. 


Junto con la designación de cada una de las personas a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberá también designarse un miembro suplente, quien reemplazará al respectivo titular en caso de ausencia o impedimento de éste.


En caso de ausencia o impedimento de alguno de los miembros señalados en las letras anteriores, integrará el Consejo, en calidad de suplente, la persona que haya sido nombrada para tales efectos por quien corresponda efectuar la designación de los miembros titulares, quienes deberán cumplir con los mismos requisitos del miembro titular.  


Lo dispuesto en el inciso segundo será aplicable a los miembros del Consejo que tengan la calidad de suplente.


Serán causales de cesación de los miembros titulares y suplentes del Consejo las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fue nombrado;


b) Renuncia aceptada por quien los designó;


c) Incapacidad psíquica o física para el desempeño del cargo;


d) Sobreviniencia de algunas de las causales de inhabilidad señaladas en el inciso segundo de este artículo, caso en el cual cesará automáticamente en el ejercicio del cargo, y


e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones establecidas en este Título. 


Los miembros titulares y suplentes y el Secretario Técnico del Consejo deberán guardar reserva sobre los documentos y antecedentes a que tengan acceso en el ejercicio de su función, siempre que éstos no tengan carácter público. La infracción a esta obligación será sancionada con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio.


Del mismo modo, a las personas indicadas en el inciso precedente les está prohibido valerse, directa o indirectamente, en beneficio propio o de terceros, de la información a que tengan acceso en el desempeño de esta función, en tanto no sea divulgada al público. La infracción a lo dispuesto en este inciso será sancionada con la pena de reclusión menor en su grado medio e inhabilitación para cargos y oficios públicos por el tiempo de la condena. 


Los integrantes del Consejo percibirán una dieta en pesos equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario.


Artículo 169.- El Consejo de Inversiones será presidido por el miembro designado por el Presidente de la República, sesionará con la asistencia de a lo menos tres de sus integrantes y adoptará sus acuerdos por mayoría absoluta de los asistentes a la respectiva sesión. En caso de empate, dirimirá la votación quien presida la sesión. Lo anterior, sin perjuicio de las normas sobre el funcionamiento del Consejo a que se refiere el inciso quinto de este artículo.


El Consejo deberá nombrar, de entre sus miembros titulares, a un Vicepresidente, el que subrogará al Presidente en caso de ausencia de éste y permanecerá en el cargo por el tiempo que señale el Consejo, o por el tiempo que le reste como consejero. 


El Consejo de Inversiones sesionará a lo menos dos veces al año y, cada vez que lo convoque el Presidente o cuando así lo solicite la mayoría de sus integrantes. Asimismo, el Consejo deberá sesionar cuando así lo solicite el Superintendente de Pensiones. 


Un funcionario de la Superintendencia de Pensiones actuará como Secretario Técnico del Consejo y tendrá la calidad de Ministro de Fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos.  


El Consejo acordará las normas necesarias para su funcionamiento y para la adecuada ejecución de las funciones que le son encomendadas y las normas relativas a las obligaciones y deberes a que estarán sujetos sus integrantes. 


La Superintendencia proporcionará al Consejo el apoyo administrativo y los recursos que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones, incluido el pago de las dietas que corresponda a sus integrantes.  


Artículo 170.- Los miembros del Consejo de Inversiones deberán inhabilitarse cuando en la sesión respectiva se traten asuntos que los involucren o cuando se traten o resuelvan materias en que puedan tener interés. Para efectos de calificar la inhabilidad planteada, el Consejo deberá aplicar las normas y procedimientos que establezca sobre esta materia.

TITULO XVII

De la Asesoría Previsional


1. Del Objeto de la Asesoría Previsional.


Artículo 171.- La asesoría previsional tendrá por objeto otorgar información a los afiliados y beneficiarios del Sistema, considerando de manera integral todos los aspectos que dicen relación con su situación particular y que fueren necesarios para adoptar decisiones informadas de acuerdo a sus necesidades e intereses, en relación con las prestaciones y beneficios que contempla esta ley. Esta asesoría deberá prestarse con total independencia de la entidad que otorgue el beneficio. 


Respecto de los afiliados y beneficiarios que cumplan los requisitos para pensionarse y de los pensionados bajo la modalidad de retiro programado, la asesoría deberá informar en especial sobre la forma de hacer efectiva su pensión según las modalidades previstas en el artículo 61 de esta ley, sus características y demás beneficios a que pudieren acceder según el caso, con una estimación de sus montos. 


Artículo 172.- Créase el Registro de Asesores Previsionales, que mantendrá la Superintendencia, en el cual deberán inscribirse las personas o entidades que desarrollen la actividad de asesoría previsional a que alude el artículo anterior. Para tal efecto, deberán dar cumplimiento a las exigencias que se establecen en el presente Título y en lo que se refiere al procedimiento de inscripción en el registro a las normas de carácter general que al respecto dicte la Superintendencia. 


2. De las Entidades de Asesoría Previsional y de los Asesores Previsionales.


Artículo 173.- Las Entidades de Asesoría Previsional serán sociedades constituidas en Chile exclusivamente por personas naturales y tendrán por objeto único otorgar servicios de asesoría previsional a los afiliados y beneficiarios del Sistema.


Sus socios, administradores, representantes legales y las personas que tengan a su cargo realizar las funciones de asesoría previsional, deberán reunir los requisitos y estarán sujetas a las obligaciones que se establecen en este Título.


Las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales deberán acreditar ante la Superintendencia la contratación de una póliza de seguros para responder del correcto y cabal cumplimiento de todas las obligaciones emanadas de su actividad y, especialmente, de los perjuicios que puedan ocasionar a los afiliados o beneficiarios que contraten sus servicios de asesoría previsional. En el caso que el Asesor Previsional esté constituido además como corredor de seguros de rentas vitalicias, se deducirá de esta garantía aquella que haya constituido en virtud de lo establecido en el decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931.


La póliza de seguros a que se refiere el inciso anterior deberá constituirse por un monto no inferior a la suma más alta entre 500 unidades de fomento y el 30% del saldo promedio de los afiliados que asesoró en el año inmediatamente anterior, con un máximo de 60.000 unidades de fomento.


Artículo 174.- Los socios, los administradores, los representantes legales de las Entidades de Asesoría Previsional y sus dependientes que desempeñen la función de asesoría previsional, así como los Asesores Previsionales, deberán cumplir con los siguientes requisitos:


a) Ser mayor de edad, chileno o extranjero con residencia en Chile y cédula de identidad de extranjería al día;


b) Tener antecedentes comerciales intachables;


c) Estar en posesión, a lo menos, de licencia de educación media o estudios equivalentes;


d) Acreditar ante la Superintendencia los conocimientos suficientes sobre materias previsionales.


El cumplimiento de los requisitos de las letras b) y d) anteriores deberán ser acreditados mediante la presentación del certificado o declaración respectiva, para el caso de la letra b), y de la aprobación del examen de conocimientos correspondiente, para el caso de la letra d), y con una periodicidad que no podrá ser inferior a un año para ambos casos, según se establezca en la norma de carácter general, que al efecto dicte la Superintendencia.


No podrán ser socios, administradores, dependientes que desempeñen la función de asesoría previsional, representantes legales de una Entidad de Asesoría Previsional o Asesores Previsionales, las personas que se encuentren en cualquiera de las situaciones siguientes:


a) Los procesados o condenados por delito que merezca pena aflictiva;


b) Los fallidos no rehabilitados y quienes tengan prohibición de comerciar;


c) Las personas sancionadas con la cancelación o revocación de su inscripción en alguno de los registros que lleven o regulen las Superintendencias de Administradoras de Fondos de Pensiones, Valores y Seguros y Bancos e Instituciones Financieras, o los que hayan sido administradores, directores o representantes legales de una persona jurídica sancionada de igual manera, a no ser que hayan salvado su responsabilidad en la forma que prescribe la ley;


d) Quienes tengan la calidad de controlador, a que se refiere el artículo 97 de la ley Nº 18.045, o de persona relacionada con éste, los directores, los gerentes, los apoderados o los dependientes de una Administradora de Fondos de Pensiones o Compañía de Seguros, o de las entidades que conforman su grupo empresarial, y


e) Quienes tengan la calidad de corredores y liquidadores de seguros, a que se refiere el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, excepto aquellos corredores habilitados para la asesoría e intermediación de rentas vitalicias.


Artículo 175.- Respecto de las personas o entidades que hayan acreditado el cumplimiento de los requisitos para ejercer la actividad de asesoría previsional referidos en los artículos precedentes, la Superintendencia dictará una resolución que ordene su inscripción en el registro respectivo, conceda la autorización para funcionar y fije un plazo para iniciar sus actividades.


Será responsabilidad de las Entidades de Asesoría Previsional llevar un registro de los dependientes que desempeñen la función de asesoría, debiendo instruirlos y capacitarlos para el desarrollo de dichas funciones. Asimismo, estarán obligadas a otorgar todas las facilidades que se requieran para efectuar el control que respecto de estas materias determine la Superintendencia.


Artículo 176.- Las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales responderán hasta de la culpa leve en el cumplimiento de las funciones derivadas de las asesorías previsionales que otorguen a los afiliados o sus beneficiarios y estarán obligadas a indemnizar los perjuicios por el daño que ocasionen. Lo anterior, no obsta a las sanciones administrativas que asimismo pudieren corresponderles.


Por las Entidades de Asesoría Previsional responderán además, sus socios y administradores, civil, administrativa y penalmente, a menos que constare su falta de participación o su oposición al hecho constitutivo de infracción o incumplimiento.


Las Entidades de Asesoría Previsional y los Asesores Previsionales estarán sometidos a la supervigilancia, control y fiscalización de la Superintendencia, la que para ello estará investida de las facultades establecidas en esta ley.


Asimismo, los dependientes de las Entidades de Asesoría Previsional encargados de la prestación del servicio, quedarán sujetos al control y fiscalización de la Superintendencia, la que tendrá respecto de aquéllos las mismas facultades a que se refiere el inciso anterior.


Artículo 177.- La cancelación en el Registro de Asesores Previsionales de una Entidad de Asesoría Previsional o de un Asesor Previsional, procederá:


a) Cuando alguno de aquéllos incurra en infracción grave de ley, y


b) En el caso que no mantengan vigente el seguro referido en el artículo 173 de esta ley.


La declaración de infracción grave de ley corresponderá a la Superintendencia y deberá estar fundada en alguna de las disposiciones establecidas en esta ley.  


Declarada la infracción grave o constatado el incumplimiento señalado en la letra b) del inciso primero, la Superintendencia dictará una resolución fundada que ordene cancelar la inscripción de la Entidad de Asesoría Previsional o del Asesor Previsional del Registro de Asesores Previsionales y revoque la autorización para funcionar.


3.  De la contratación de la Asesoría Previsional.


Artículo 178.- Para los efectos de prestar la asesoría previsional, deberá celebrarse un contrato de prestación de servicios entre la Entidad o el Asesor Previsional y el afiliado o sus beneficiarios, cuyas cláusulas mínimas serán establecidas mediante norma de carácter general que dictará la Superintendencia.  


La contratación de una asesoría previsional no importa, para el afiliado o beneficiario, la obligación de acoger la recomendación que le fuere proporcionada.


Artículo 179.- Los afiliados o beneficiarios de pensión no podrán pagar honorarios por concepto de servicios de asesoría previsional con cargo a la cuenta de capitalización individual, a excepción de lo indicado en los incisos segundo y tercero de este artículo.


Los afiliados o beneficiarios de pensión, según corresponda, que cumplan los requisitos para pensionarse podrán, al momento de seleccionar modalidad de pensión, pagar honorarios por concepto de servicios de asesoría previsional, con cargo a la cuenta de capitalización individual, hasta el monto que resulte de multiplicar la tasa máxima a que se refiere el inciso decimocuarto del artículo 61 bis por el saldo de dicha cuenta  destinado a pensión. 


Si efectuado el pago a que se refiere el inciso anterior, quedare un porcentaje remanente respecto de la tasa máxima a que se refiere el inciso decimocuarto del artículo 61 bis, los afiliados o beneficiarios de pensión que se encuentren pensionados por retiro programado y cambien de modalidad de pensión, podrán pagar honorarios por concepto de servicios de asesoría previsional, con cargo a la cuenta de capitalización individual, hasta el monto que resulte de multiplicar el porcentaje remanente por el saldo de dicha cuenta destinado a pensión al momento del cambio de modalidad. 


No obstante, lo señalado en el inciso final del artículo 61 bis, cuando se trate de un cambio de modalidad de pensión las compañías de seguros de vida no podrán pagar a sus dependientes, a los intermediarios, agentes de venta de renta vitalicia u otras personas que intervengan en la comercialización de éstas, una comisión por intermediación o retribución por venta superior al porcentaje remanente a que se refiere el inciso anterior.


Las Administradoras y las compañías de seguros de vida no podrán efectuar pago alguno a los asesores previsionales, sean ellos en dinero o especies, como tampoco podrán financiar los gastos en que deban incurrir para su cometido.


4.  Otras Disposiciones.


Artículo 180.- Ninguna persona natural o jurídica que no se encontrare inscrita en el registro a que se refiere el artículo 172, podrá arrogarse la calidad de asesor previsional, siendo aplicables en lo que corresponda, los incisos segundo y siguientes del artículo 25 de esta ley.


Se reserva el uso de la denominación "Entidad de Asesoría Previsional" y de "Asesor Previsional" para las personas jurídicas y naturales a que se refiere el número dos  de este Título.


Artículo 181.- Los socios, administradores y representantes legales de una Entidad de Asesoría Previsional y sus dependientes que cumplan funciones de asesoría previsional, así como las personas naturales inscritas en el registro, no podrán otorgar bajo ninguna circunstancia a los afiliados o sus beneficiarios otras prestaciones diferentes a las propias de la asesoría, sea en forma directa o indirecta, ni aun a título gratuito o de cualquier otro modo.”.


78. Intercálase en el inciso primero del artículo 12 transitorio a continuación de la expresión “segundo dictamen” y antes de la coma (,) la siguiente frase: “u obtuviere pensión de invalidez total conforme a un único dictamen”.

Párrafo segundo

Modificaciones  a la Ley Sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto ley N°824, 1974


Artículo 80. Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el decreto ley N°824, de 1974:


1. Modifícase el artículo 42 bis de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el encabezado del artículo la expresión “o cotizaciones voluntarias de conformidad a lo establecido en el número 2”, por la siguiente: “cotizaciones voluntarias y ahorro previsional voluntario colectivo de conformidad a lo establecido en los párrafos 2 y 3”, precedida por una coma (,);


b) Reemplázase en el número 1, la expresión “y cotización voluntaria”, por la siguiente: “cotización voluntaria y ahorro previsional voluntario colectivo,”, precedida por una coma (,);


c) Reemplázanse en el número 2, la expresión “y cotización voluntaria”, por “cotización voluntaria y ahorro previsional voluntario colectivo,”, precedida por una coma (,); y la expresión “y de las cotizaciones voluntarias”, por la siguiente: “de las cotizaciones voluntarias y del ahorro previsional voluntario colectivo”, precedida por una coma (,);


d) Reemplázase en el número 3, la expresión “o de cotizaciones voluntarias a que se refiere el número 2”, por “cotizaciones voluntarias o ahorro previsional voluntario colectivo a que se refieren los párrafos 2 y 3”, precedida por una coma (,).


e) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:


“Si el contribuyente no opta por acogerse al régimen establecido en el inciso anterior, al momento de incorporarse al sistema de ahorro a que se refiere este artículo, los depósitos de ahorro previsional voluntario, las cotizaciones voluntarias o el ahorro previsional voluntario colectivo correspondiente a los aportes del trabajador, a que se refieren los números 2. y 3. del Título III del decreto ley Nº 3.500, de 1980, no se rebajarán de la base imponible del impuesto único de segunda categoría y no estarán sujetos al impuesto único que establece el número 3. del inciso primero de este artículo, cuando dichos recursos sean retirados. En todo caso, la rentabilidad de dichos aportes estará sujeta a las normas establecidas en el artículo 22 del mencionado decreto ley. Asimismo, cuando estos aportes se destinen a anticipar o mejorar las pensiones de jubilación, podrán ser rebajados de la base imponible del impuesto correspondiente por la parte que no corresponda a su rentabilidad.


Los aportes que los empleadores efectúen a los planes de ahorro previsional voluntario colectivo se considerarán como gasto necesario para producir la renta de aquéllos. A su vez, cuando los aportes del empleador, más la rentabilidad que éstos generen, sean retirados por éste, aquéllos serán considerados como ingresos para efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.  En este último caso, la Administradora o Institución Autorizada deberá efectuar la retención establecida en el N°3 de este artículo.”.


2. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 42 ter la expresión “o depósito de ahorro voluntario” por la siguiente: “, depósito de ahorro voluntario o depósito de ahorro previsional voluntario colectivo”.


3. Elimínase la segunda oración del inciso tercero del artículo 50.

Párrafo tercero

Modificaciones a la Ley General de Bancos


Artículo 81.- Agréganse en el artículo 70 de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


“Asimismo, podrán también los bancos constituir filiales como sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones, las que se sujetarán en todo, a las normas establecidas en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En este sentido, se constituirán como sociedades anónimas especiales a las que se refiere el Título XIII de la ley N° 18.046, de Sociedades Anónimas y quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Pensiones. 


Las filiales de bancos constituidas como Administradoras de Fondos de Pensiones deberán observar estrictamente el giro exclusivo al cual se refiere el artículo 23 del decreto ley N° 3.500, de 1980, quedándoles prohibido ofrecer u otorgar bajo circunstancia alguna, ya sea directa o indirectamente, ni aun a título gratuito, cualquier otro servicio o producto que resulte ajeno a su giro exclusivo.


El banco matriz de una Administradora de Fondos de Pensiones no podrá subordinar el otorgamiento de los servicios o productos propios de su giro a la afiliación, incorporación o permanencia de una persona en la sociedad Administradora de Fondos de Pensiones de la cual es matriz. Igualmente, no podrá supeditar el otorgamiento de condiciones más favorables en razón de tales circunstancias.”.

Párrafo cuarto

Modificaciones en la ley N° 17.322


Artículo 82.- Incorpórense a la ley N° 17.322, a continuación del artículo 22 c), los siguientes artículos 22 d) y 22 e) nuevos:


“Artículo 22 d). En caso que las cotizaciones no se enteren ni declaren en el plazo establecido en el inciso primero del artículo 22 de esta ley, el empleador tendrá hasta el último día hábil del mes subsiguiente del vencimiento de aquél, para acreditar ante la institución de previsión o de seguridad social respectiva la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones de seguridad social de sus trabajadores, debido al término o suspensión de la relación laboral que mantenían. A su vez, las instituciones de previsión o de seguridad social deberán agotar las gestiones que tengan por objeto aclarar la existencia de cotizaciones de seguridad social impagas y, en su caso, obtener el pago de aquéllas de acuerdo a las normas de carácter general que emita la Superintendencia respectiva. Transcurrido el plazo de acreditación de cese o suspensión de la relación laboral, sin que el empleador así lo haya acreditado, se entenderá para los efectos del presente artículo, como reconocida la existencia de cotizaciones impagas por parte de dicho empleador.


Artículo 22 e). Reconocida la existencia de cotizaciones impagas por el empleador, de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, las instituciones de previsión o de seguridad social deberán informar a la Tesorería General de la República, en la forma que determine una norma de carácter general dictada por la respectiva Superintendencia, los montos, reajustes e intereses que se encontraren impagos por concepto de cotizaciones de seguridad social, para efectos que la Tesorería retenga dichos montos de la devolución de impuestos a la renta y de cualquier otra devolución o crédito fiscal que le correspondiese a los respectivos empleadores morosos. La imputación y giro de los montos retenidos conforme a este artículo se sujetará a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 25 bis de esta ley. Si el empleador moroso pagare la totalidad de dichas cotizaciones de seguridad social impagas, la institución de previsión o de seguridad social respectiva informará este hecho a la Tesorería General de la República en la forma que se señale en la respectiva norma de carácter general antes mencionada, para que aquélla libere dichos montos retenidos.


No obstante las sanciones establecidas en esta ley, los empleadores que no pagaren las cotizaciones de seguridad social, no podrán percibir recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo, sin acreditar previamente ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, estar al día en el pago de dichas cotizaciones. Sin embargo, podrán solicitar su acceso a tales recursos, los que sólo se cursarán acreditado que sea el pago respectivo.


Los empleadores que durante los 24 meses inmediatamente anteriores a la respectiva solicitud, hayan pagado dentro del plazo que corresponda las cotizaciones de seguridad social, tendrán prioridad en el otorgamiento de recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo. Para efectos de lo anterior, deberán acreditar previamente, ante las instituciones que administren los instrumentos referidos, el cumplimiento del señalado requisito.”.

Párrafo quinto

Modificaciones en la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios


Artículo 83.- Modifícase el decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, intercalando en el Nº 18 del artículo 12, letra E.-, entre la palabra “voluntario”, la primera vez que aparece en el texto, y la conjunción copulativa “y”, la frase “, depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo”.

Párrafo sexto

Modificaciones en la Ley de Seguros


Artículo 84.- Agréganse en el artículo 4° del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, Ley de Seguros, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo:


“Las entidades aseguradoras podrán constituir filiales como sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones, las que se sujetarán en todo a las normas establecidas en el decreto ley Nº 3.500, de 1980. En este sentido, se constituirán como sociedades anónimas especiales a las que se refiere el Título XIII de la ley Nº 18.046, de Sociedades Anónimas, y quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Pensiones. 


Las filiales de compañía de seguros constituidas como Administradoras de Fondos de Pensiones deberán observar estrictamente el giro exclusivo al cual se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, quedándoles prohibido ofrecer u otorgar bajo circunstancia alguna, ya sea directa o indirectamente, ni aun a título gratuito, cualquier otro servicio o producto que resulte ajeno a su giro exclusivo.


La compañía de seguros matriz de una Administradora de Fondos de Pensiones no podrá subordinar el otorgamiento de los servicios o productos propios de su giro a la afiliación, incorporación o permanencia de una persona en la sociedad Administradora de Fondos de Pensiones de la cual es matriz. Igualmente, no podrá supeditar el otorgamiento de condiciones más favorables en razón de tales circunstancias.”.

TÍTULO VI

OTRAS NORMAS

Párrafo primero

De la responsabilidad de alcaldes y otras autoridades


Artículo 85.- El incumplimiento de la obligación de efectuar los aportes previsionales que correspondan a sumas descontadas con tal propósito a las remuneraciones de los funcionarios públicos, cuando sea aplicable lo dispuesto en los artículos 12 y 14 de la ley N° 17.322 o el inciso final del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, constituirá infracción grave al principio de probidad administrativa contemplado en el artículo 52 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Los alcaldes que cometan la infracción referida en el inciso precedente, incurrirán en la causal de cesación en el cargo prevista en el artículo 60, letra c), de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. Igual sanción se aplicará a los concejales que cometieren dicha infracción con motivo del desempeño como alcaldes suplentes.


En los casos previstos en el inciso anterior, la Contraloría General de la República, de oficio o a petición de cualquier concejal, efectuará las investigaciones que procedan con el objeto de verificar las infracciones correspondientes. Cuando el Órgano Contralor concluya que hay mérito suficiente para hacer efectiva la responsabilidad del alcalde, informará de ello al Concejo para los efectos previstos en el artículo 60, inciso cuarto, de la ley N° 18.695.


Lo establecido en los incisos precedentes no obsta a la realización de sumarios administrativos destinados a hacer efectiva las responsabilidades de funcionarios municipales con motivo del incumplimiento de la obligación a que se refiere el inciso primero de este artículo.

Párrafo segundo

Fija renta mínima imponible para trabajadores de casa particular


Artículo 86.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 151 del Código del Trabajo, la remuneración mínima imponible para efectos de seguridad social de los trabajadores de casa particular, no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual para jornadas completas, o proporcional a la pactada, si ésta fuere inferior.

TÍTULO VII

NORMAS SOBRE FINANCIAMIENTO FISCAL


Artículo 87.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.128:


1) Reemplázase, en el artículo 5°, la frase “la garantía estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada en el decreto ley N° 3.500, de 1980 y de las pensiones asistenciales reguladas en el decreto ley N° 869, de 1975” por la siguiente: “la pensión básica solidaria de vejez, la pensión básica solidaria de invalidez, el aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez". 


2) Modifícase el artículo 7° de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “garantía estatal de pensiones mínimas y en pensiones asistenciales”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de vejez, pensión básica solidaria de invalidez,  aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez”.


b) Reemplázase, en el inciso quinto, la frase “mínima o asistencial, exceptuando el reajuste automático del artículo 14 del decreto ley N° 2.448, de 1979, y el artículo 10 de la ley N° 18.611”, por la siguiente: “básica solidaria de vejez, pénsión básica solidaria de invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez, exceptuando los reajustes automáticos a que estos beneficios estén sujetos de conformidad a las normas que los rigen”.


3) Reemplázase, en el artículo 8°, el guarismo “2015” por el guarismo “2008”.


4) Reemplázase en el inciso primero del artículo 9°, la frase “excluidos los mencionados en las letras g) y h)”,  por la siguiente: “excluidas las acciones de la letra g)”. A su vez, sustitúyense la letra “l)” por la letra “k) y la letra “m)” por la letra “l)”.


Artículo 88.- Reemplázase, en el inciso quinto del artículo 40 del decreto ley N° 1.263, de 1975, la frase “garantía estatal de pensión mínima a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980”, por la siguiente: “pensión básica solidaria de vejez, pensión básica solidaria de invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez”. A su vez, agrégase, a continuación del punto aparte(.) que pasa a ser seguido el siguiente párrafo: "Para evaluar el financiamiento de los beneficios que se otorguen en materia de seguridad social el Instituto de Previsión Social y la Superintendencia de Pensiones proporcionarán a la Dirección los datos e informaciones necesarios para la realización de los estudios técnicos y actuariales que sean necesarios para tal efecto”.


Artículo 89.- Las expresiones pensión básica solidaria de vejez, pensión básica solidaria de invalidez, aporte previsional solidario de vejez y aporte previsional solidario de invalidez, empleadas en los artículos 87 y 88 precedentes y en el decreto ley N° 3.500, de 1980, corresponden a las definidas en el artículo 2° de la presente ley.


La alusión efectuada por el artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980, a los trabajadores jóvenes que perciban subsidio previsional, corresponde a aquellos trabajadores beneficiados por el subsidio establecido en el párrafo tercero del Título III de la presente ley.
TÍTULO VIII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo Primero

Disposiciones transitorias del Título I sobre el sistema de pensiones solidarias


Artículo primero.- Las disposiciones del Título I de la presente ley entrarán en vigencia a contar del 1 de julio de 2008. No obstante, si la publicación de ésta, fuese posterior al 1 de enero de 2008, regirá a contar del día primero del séptimo mes siguiente a dicha publicación. 


Durante los dos primeros años de la entrada en vigencia del Título mencionado en el inciso anterior, para los efectos de la aplicación de la letra b) del artículo 3°, se podrá utilizar como instrumento de focalización la Ficha de Protección Social.


Artículo segundo.- Deróganse desde la entrada en vigencia del Título I de la presente ley, el artículo 10 de la ley N° 18.611; el artículo 47 de la ley N° 18.681 y el decreto ley N° 869, de 1975, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, sin perjuicio de que este último mantiene su vigencia para el solo efecto de lo dispuesto en el artículo 31.


Las personas que a la fecha señalada en el inciso anterior, sean beneficiarias de pensiones asistenciales otorgadas de conformidad al decreto ley N° 869, de 1975, tendrán derecho,  a contar de dicha fecha y por el solo ministerio de la ley, a las pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez, según corresponda, dejando de percibir a partir de esa data las referidas pensiones asistenciales. Lo anterior no se aplicará a las personas con discapacidad mental menores de dieciocho años de edad que sean beneficiarias de la mencionada pensión asistencial, las que se regirán por lo dispuesto en el inciso segundo del artículo siguiente.


Las solicitudes de pensiones asistenciales del decreto ley señalado en el inciso anterior que se encuentren en trámite a la entrada en vigencia del Título I, que hayan sido presentadas conforme a las disposiciones de dicho decreto ley, serán calificadas de acuerdo a lo establecido en el referido título.


Artículo tercero.- Derógase, desde la entrada en vigencia del Título I de esta ley, el inciso tercero del artículo 18 de la ley N° 18.600. 


A contar de la fecha señalada en el inciso anterior, las personas con discapacidad mental a que se refiere la ley N° 18.600, menores de dieciocho años de edad, que a esa data se encuentren percibiendo una pensión asistencial del decreto ley N° 869, de 1975, tendrán derecho a partir de dicha fecha y por el solo ministerio de la ley, al subsidio establecido en el artículo 31, dejando de percibir en esa misma oportunidad la mencionada pensión asistencial.


Artículo cuarto.- Las obligaciones y derechos que tenga el Fondo Nacional de Pensiones Asistenciales, creado por el artículo 8° del decreto ley N° 869, de 1975, a la fecha de la entrada en vigencia del Título I de esta ley corresponderán al Instituto de Previsión Social, ejerciendo la Superintendencia de Pensiones la fiscalización de esta disposición.


Derógase, a contar de la fecha señalada en el inciso anterior, el artículo 2° de la ley N° 18.141.


Artículo quinto.- Deróganse a contar de la fecha de la entrada en vigencia del Título I de la presente ley, los artículos 73 al 81, ambos inclusive, del decreto ley N° 3.500, de 1980, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos sexto y décimo transitorios siguientes.


Artículo sexto.- Las personas que a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley perciban pensión mínima de vejez o invalidez con garantía estatal del Título VII del decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán percibiendo dicha pensión garantizada. Sin embargo, podrán ejercer el derecho de opción a que se refiere el inciso final, en las mismas condiciones.


Las personas que, a la fecha de la entrada en vigencia del Título I de la presente ley, tengan cincuenta años de edad o más y se encuentren afiliadas al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, podrán acceder a las pensiones mínimas de vejez e invalidez garantizadas según lo dispuesto en el Título VII de ese cuerpo legal, vigente antes de dicha fecha. Sin embargo, en cualquier época podrán optar por el sistema de pensiones solidarias establecido en la presente ley, de conformidad a las normas que le sean aplicables. Dicha opción podrá ejercerse por una sola vez. 


Los pensionados que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, sean beneficiarios de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, podrán ejercer el derecho de opción del inciso anterior en las mismas condiciones. En este caso, la pensión autofinanciada de referencia se determinará a la fecha de obtención de pensión de acuerdo a dicho decreto ley, conforme lo que establezca la Superintendencia de Pensiones, en una norma de carácter general.


Artículo séptimo.- Las personas que se encuentren afectas a alguno de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional, tendrán derecho a la pensión básica solidaria de vejez o invalidez, cuando no tengan derecho a pensión en algún sistema previsional, y siempre que cumplan los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) de los artículos 3° y 16, respectivamente.


El aporte solidario de vejez a que puedan acceder las personas que estén afectas a alguno de los regímenes de previsión administrados por el Instituto de Normalización Previsional y los pensionados de los mismos, se regirá por las respectivas normas transitorias del presente título, siempre que tengan derecho a alguna pensión del decreto ley N° 3.500, de 1980.


Artículo octavo.- Las personas que perciban pensión de vejez o jubilación, o pensión de viudez, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, de cualquiera de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional, o que obtengan dicha pensión o jubilación en el futuro de alguno de ellos, tendrán derecho al aporte previsional solidario de vejez establecido en el Párrafo tercero del Título I de esta ley, cuando la pensión base sea de un monto inferior al valor de la pensión máxima con aporte solidario que señala el artículo 13 de la presente ley, y siempre que cumplan con los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del artículo 3° de esta ley.


El aporte previsional solidario de vejez a que tengan derecho las personas señaladas en el inciso anterior, se calculará de acuerdo a lo establecido en la letra f) del artículo 2°. Para ello, la pensión base corresponderá a la suma de cualquier pensión que perciba de alguno de los regímenes previsionales señalados en el inciso anterior, incluidas las bonificaciones de las leyes N°s 19.403, 19.539 y 19.953, según corresponda.


Si las personas a que se refiere el inciso primero, además perciben pensión o pensiones del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, el aporte previsional solidario de vejez a que tengan derecho, se calculará de acuerdo a lo establecido en los artículos 10 u 11, según corresponda. En este caso, la pensión base será la señalada en el inciso anterior más el monto de la pensión autofinanciada de referencia y el de las pensiones de sobrevivencia que el beneficiario perciba de conformidad a dicho decreto ley. Respecto de aquellos que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, se encuentren pensionados de vejez de acuerdo al mencionado decreto ley, la pensión autofinanciada de referencia se determinará a la data de obtención de dicha pensión de vejez, de acuerdo a lo que establezca la Superintendencia de Pensiones en una norma de carácter general.


Artículo noveno.- Las personas inválidas que se encuentren afectas a alguno de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional, tendrán derecho al aporte previsional solidario de invalidez establecido en el Párrafo quinto del Título I, cuando cumplan el requisito establecido en la letra a) del artículo 20 y tengan derecho a una pensión de invalidez otorgada de acuerdo a dichos regímenes, siempre que la suma del monto de dicha pensión más cualquier otra que perciba de cualquier régimen previsional, sea inferior a la pensión básica solidaria de invalidez. 


Artículo décimo.- Las personas que, a la fecha de entrada en vigencia del Título I de la presente ley, perciban pensión mínima de sobrevivencia con garantía estatal del título VII del decreto ley N° 3.500, de 1980, continuarán percibiendo dicha pensión garantizada. También accederán a esta garantía estatal de pensión mínima de sobrevivencia, todas aquellas personas que hasta el último día del décimo quinto año posterior a la publicación de la presente ley, cumplan con los requisitos para tener derecho a ella.


Artículo undécimo.- A contar del 1 de julio de 2008 y hasta el 30 de junio de 2009, la pensión básica solidaria de vejez y la pensión máxima con aporte solidario ascenderán a $ 60.000 y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este mismo período. En el evento que esta ley se publique en una fecha posterior al 1 de julio de 2008 la data inicial antes señalada será el día primero del mes siguiente al de dicha publicación.


A contar del 1 de julio de 2009  la pensión básica solidaria de vejez ascenderá a $75.000. A contar de igual fecha y hasta el 30 de junio de 2010, la pensión máxima con aporte solidario será de $75.000 y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este mismo período. 


A contar del 1 de julio de 2010 y hasta el 30 de junio de 2011, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 100.000, y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 40%, para este mismo período. 


A contar del 1 de julio de 2011 y hasta el 30 de junio de 2012, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 150.000, y el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 45%, para este mismo período. 


A contar del 1 de julio de 2012, la pensión máxima con aporte solidario ascenderá a $ 200.000. Desde igual fecha y hasta el 30 de junio de 2013, el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de 45%.


A contar del 1 de julio de 2013 y hasta el 30 de junio de 2015, el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de  50%.


A contar del 1 de julio de 2015 y hasta el 30 de junio de 2017 el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de  55%.


A contar del 1 de julio de 2017 el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 3° será de  60%.


Artículo duodécimo.- El primer reajuste que corresponda por aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de la presente ley, se concederá a los doce meses siguientes contados desde el 1 de julio de 2009. El primer reajuste que corresponda por la aplicación de lo dispuesto en el artículo 13, se concederá a los doce meses siguientes al 1 de julio de 2012.


Artículo décimo tercero.- No obstante lo dispuesto en el artículo primero transitorio, las modificaciones introducidas en las letras a) y b) del número 6., la letra b) del número 7., la letra b) del número 8., la letra b) del número 9. y la letra a) del número 11., todas del artículo 34 de la presente ley, entrarán en vigencia a contar del 1 de julio de 2012.

Párrafo segundo

Disposiciones transitorias del Título II sobre institucionalidad


Artículo décimo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Previsión Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de la Subsecretaría de Previsión Social y proveniente del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso deberán encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta de la Subsecretaría de Previsión Social;


2. Fijar la planta del personal de la Superintendencia de Pensiones. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, de la Superintendencia de Seguridad Social y del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que son titulares de cargos de planta de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones. La planta que se fije podrá consultar una o más Intendencias.


3. Fijar la planta de personal del Instituto de Previsión Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta del Instituto de Normalización Previsional.


4. Fijar la planta de personal de la Superintendencia de Seguridad Social. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de la Superintendencia de Seguridad Social y proveniente del Instituto de Normalización Previsional. En todo caso, deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta de la Superintendencia de Seguridad Social.


5. Fijar la planta de personal del Instituto de Seguridad Laboral, ex Instituto de Normalización Previsional. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Instituto de Normalización Previsional.


6. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios de planta y a contrata entre las instituciones mencionadas en los números anteriores, conforme a lo señalado en el número siguiente. Del mismo modo, se podrá traspasar personal desde el Instituto de Normalización Previsional a otras instituciones públicas, transfiriéndose asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


7. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario traspasado. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Conjuntamente con el traspaso del personal se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. 


8. En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República dictará  las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553, del artículo 5° de la ley N° 19.528 y del artículo 17 de la ley N° 18.091, cuando corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N° 19.882, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas complementarias al artículo 15 de la ley N° 18.834 para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije.


9. El Presidente de la República determinará la data de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal de las instituciones antedichas. 


10. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


d) No se podrá modificar la suma total de las dotaciones máximas de personal, en su conjunto, fijadas en la Ley de Presupuestos del año en que se ejerza la facultad, respecto de  las instituciones afectas a fijación de plantas y encasillamiento del personal, sin perjuicio de la creación de hasta seis cargos adicionales.


11. El Presidente de la República determinará la fecha de iniciación de actividades de la Superintendencia de Pensiones y del Instituto de Previsión Social, contemplándose un período para su implementación. Además, determinará  la fecha de supresión de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, estableciendo el destino de sus recursos. 


12. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Instituto de Normalización Previsional  al Instituto de Previsión Social.


Artículo décimo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Pensiones y del Instituto de Previsión Social, y transferirá a ellos los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Asimismo, se podrán transferir entre las instituciones a que se refiere la presente ley, los recursos correspondientes a la Garantía Estatal Pensiones Mínimas incorporadas en la partida 50-01-03 del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.


Artículo décimo sexto.- Los altos directivos públicos del Instituto de Normalización Previsional que estuvieren ejerciendo un cargo en dicha institución y que sean traspasados al Instituto de Previsión Social, continuarán sometidos a la misma normativa que los rigen.


Artículo décimo séptimo.- El gasto que se derive de las nuevas plantas que se fijen y del encasillamiento que se practique, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 9.400.000 miles.


Artículo décimo octavo.- A contar de la fecha de publicación de la presente ley, el Instituto de Normalización Previsional ejercerá las funciones y atribuciones que correspondan al Instituto de Previsión Social  hasta la fecha en que esta última institución entre en funciones. 


Del mismo modo, la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones ejercerá las funciones y atribuciones que correspondan a la Superintendencia de Pensiones, hasta que esta última institución entre en funcionamiento, con excepción de aquellas que se  traspasen desde la Superintendencia de Seguridad Social, las que esta última continuará ejerciendo hasta dicha fecha.


Artículo décimo noveno.- Facúltase al Presidente de la República, para que dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, modifique las disposiciones orgánicas de los servicios públicos con el objeto de traspasar a los servicios señalados en el artículo 35, según corresponda, funciones actuales que en virtud de la presente ley pasan a desempeñar los órganos antes señalados y que no hayan sido mencionadas en los artículos de la misma.

Párrafo Tercero

Disposiciones transitorias del Título III, sobre normas sobre equidad de género y afiliados jóvenes


Artículo vigésimo.- La bonificación por hijo para las madres, beneficiará a las mujeres que se pensionen a contar del 1 de julio de 2009, de acuerdo a las normas permanentes del Párrafo primero del Título III, de la presente ley.


Toda mujer que, cumpliendo los requisitos que se establecen en el artículo 64, obtenga su pensión con posterioridad al 1 de julio de 2009, tendrá derecho a la bonificación respecto de los hijos nacidos vivos o adoptados con anterioridad a esa fecha, la que se calculará aplicando el 10% sobre el ingreso mínimo vigente a la referida data. A contar de esa misma fecha, se comenzará a calcular el interés y reajustabilidad establecidos en el inciso segundo del artículo 65, procediendo en lo demás de acuerdo con los artículos permanentes del Párrafo primero del Título III.


A contar del 1 de julio de 2009, la bonificación por hijo para las madres será considerada para el cálculo de la pensión autofinanciada de referencia, de acuerdo a lo señalado en el Título I de esta ley. 


Artículo vigésimo primero.- Las normas contenidas en el Párrafo 2° del Título III sólo serán aplicables en los juicios de nulidad o divorcio que se inicien con posterioridad a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo vigésimo segundo.- Lo dispuesto en el inciso primero del artículo 72 entrará en vigencia a contar del 1 de julio de 2009 y el inciso segundo de esta misma disposición,  lo hará a partir del 1 de julio de 2011.


Artículo vigésimo tercero.- No les serán aplicables las disposiciones establecidas en el artículo 4 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, a las afiliadas mujeres que a la fecha de publicación de esta ley tengan más de sesenta años de edad. 

Párrafo Cuarto

Disposiciones transitorias del Título IV sobre la obligación de cotizar de los trabajadores independientes


Artículo vigésimo cuarto.- El Título IV de esta ley entrará en vigencia a contar del día 1 de enero del cuarto año siguiente, contado desde la fecha de publicación de la presente ley.  


Durante los tres primeros años de la entrada en vigencia de los artículos señalados en el inciso anterior, los trabajadores a que se refiere el inciso primero del artículo 89  del decreto ley N° 3.500, de 1980, deberán efectuar las cotizaciones del Título III del mencionado decreto ley, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 92 F de dicho decreto ley, salvo que en forma expresa manifiesten lo contrario. La Superintendencia de Pensiones mediante una norma de carácter general establecerá el procedimiento para el ejercicio de este derecho.


Para efectos del inciso anterior, la renta imponible será la establecida en el inciso primero del artículo 90 del decreto ley N° 3.500, de 1980, multiplicada por 0,4; 0,7; y 1 para el primer, segundo y tercer año posterior a la entrada en vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso primero, respectivamente.


Desde el cuarto año de la entrada en vigencia de los artículos mencionados en el inciso primero, dichos trabajadores estarán obligados a efectuar las cotizaciones del Título III del decreto ley N°3.500, de 1980, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 92 F.


La cotización del 7% para financiar prestaciones de salud se realizará de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 76 de la presente ley, a contar del día 1 de enero del séptimo año posterior a la entrada en vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso primero. Con anterioridad a dicha fecha estas cotizaciones se realizarán de acuerdo a las normas vigentes a la época de publicación de la presente ley.

Párrafo Quinto

Disposiciones transitorias del Título V Reforma sobre beneficios, Ahorro Previsional Voluntario Colectivo, inversiones, Seguro de Invalidez y Sobrevivencia y competencia


Artículo vigésimo quinto.- Las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N° 3.500, de 1980, entrarán en vigencia el primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos siguientes.


La bonificación establecida en el artículo 20 O del decreto ley N° 3.500, de 1980, incorporado por el número 12, del artículo 79 de esta ley, será aplicable a las cotizaciones voluntarias, depósitos de ahorro previsional voluntario y depósitos de ahorro previsional voluntario colectivo que se efectúen a contar de la vigencia de las disposiciones señaladas en el inciso precedente.


Las normas que modifican el financiamiento de las Comisiones Médicas que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, a que se refiere la letra b) del numeral 5 del artículo 79 de esta ley, entrarán en vigencia conjuntamente con las disposiciones del Título I de esta ley, según lo dispuesto en el artículo primero transitorio.


El Título XVI del decreto ley N° 3.500, de 1980, incorporado por el número 77 del artículo 79, comenzará a regir el primer día del mes siguiente al de la publicación de esta ley.



Artículo vigésimo sexto.- Las solicitudes de pensión de invalidez, las de reevaluación de la invalidez, de pensión de sobrevivencia y de pensión de vejez que se encuentren en tramitación a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la fecha de su presentación. Asimismo, los afiliados que se encuentren percibiendo pensiones de invalidez conforme a un primer dictamen, continuarán rigiéndose para los efectos de su reevaluación por la normativa vigente a la fecha de declaración de su invalidez.


Artículo vigésimo séptimo.- Las pensiones de sobrevivencia causadas por el fallecimiento de un afiliado pensionado por invalidez o vejez con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la fecha de otorgamiento de los referidos beneficios al afiliado.


Artículo vigésimo octavo.- Quienes se encuentren pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, podrán efectuar la cotización de salud a que se refiere el inciso final del artículo 85 de dicho decreto ley, introducido por el número 55 del artículo 79 del Título V de la presente ley.


Artículo vigésimo noveno.- Los afiliados que se encuentren pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, podrán traspasar a su cuenta de capitalización individual, todo o parte de los fondos mantenidos en la cuenta de ahorro voluntario con el objeto de aumentar el monto de su pensión.


Artículo trigésimo.- Los afiliados que se encuentren pensionados a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980 y que den cumplimiento a los requisitos establecidos en el inciso tercero del artículo 23 de dicho decreto ley, modificado por el número 16 del artículo 79 de esta ley, podrán ejercer la opción en él señalada.


Artículo trigésimo primero.-  La primera emisión de la Resolución que establecerá el Régimen de Inversión a que se refiere el artículo 45 del decreto ley N°3.500, de 1980, modificado por el número 29 del artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá contemplar límites de inversión más restrictivos que los que se establecen en los artículos 45 y 47 del referido decreto ley, vigentes con anterioridad a las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al mismo decreto ley. 


Artículo trigésimo segundo.-  Si a la fecha de entrada de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, existiere una Reserva de Fluctuación de Rentabilidad de propiedad de un Fondo de Pensiones, la Administradora respectiva deberá distribuir dicha reserva entre sus afiliados proporcionalmente al número de cuotas que éstos mantengan en sus cuentas individuales, enterando el monto correspondiente en las cuentas de aquéllos, en la forma y en los plazos que establezca una norma de carácter general que al efecto dictará la Superintendencia de Pensiones.


Artículo trigésimo tercero.-  No obstante lo dispuesto en el artículo 168 del decreto ley N°3.500, de 1980, introducido por el número 77 del artículo 79 del Título V de esta ley, la primera designación de los integrantes del Consejo de Inversiones se efectuará por los períodos que a continuación se indica:


a) Dos años en el caso del miembro designado por las Administradoras de Fondos de Pensiones.


b) Tres años en el caso de los miembros designados por los Decanos de las Facultades de Economía o de Economía y Administración de las Universidades que se encuentren acreditadas de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.129.


c) Cuatro años en el caso del miembro designado por el Consejo del Banco Central de Chile.


d) Cinco años en el caso del miembro designado por el Presidente de la República.


Artículo trigésimo cuarto.- Durante los dos primeros años a contar de la vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, los excesos de inversión que se puedan producir como consecuencia de las disposiciones establecidas en esta ley no se considerarán de responsabilidad de la Administradora, sin perjuicio que la Superintendencia de Pensiones pueda establecer plazos para su enajenación.


Artículo trigésimo quinto.- Durante los primeros doce meses contados desde la vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, el límite global para la inversión de los Fondos de Pensiones en el extranjero, que corresponde establecer al Banco Central de Chile, de acuerdo a lo señalado en el número 2) del inciso noveno del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el  número 29 del artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá ser inferior al 30% ni superior al 45% del valor de los Fondos. Entre el décimo tercero y vigésimo cuarto mes, dicho límite no podrá ser inferior al 30% ni superior al 60%  del valor de los Fondos de Pensiones. A contar del vigésimo quinto mes de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, dicho límite no podrá ser inferior al 30% ni superior al 80% del valor de los Fondos.


Por su parte, durante los primeros doce meses de la vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, el límite por tipo de Fondo para la inversión de los Fondos de Pensiones en el extranjero, que corresponde establecer al Banco Central de Chile, de acuerdo a lo señalado en el número 2) del inciso noveno del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, introducido por el número 29 del artículo 79 del Título V de esta ley, no podrá ser superior al 60%, 55%, 45%, 20% y 15% del valor del Fondo para los Tipos de Fondos A, B, C, D y E, respectivamente. Entre el décimo tercero y vigésimo cuarto mes, dichos límites no podrán ser inferiores ni superiores a: 25% y 80% del Fondo, para el Fondo Tipo A; 20% y 70% del Fondo, para el Fondo Tipo B; 15% y 60% del Fondo, para el Fondo Tipo C; 10% y 30% del Fondo, para el Fondo Tipo D, y 5% y 25% del Fondo para el Fondo Tipo E. A contar del vigésimo quinto mes de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980, dichos límites no podrán ser inferiores ni superiores a: 45% y 100% del Fondo, para el Fondo Tipo A; 40% y 90% del Fondo, para el Fondo Tipo B; 30% y 75% del Fondo, para el Fondo Tipo C; 20% y 45% del Fondo, para el Fondo Tipo D, y 15% y 35% del Fondo para el Fondo Tipo E.


Artículo trigésimo sexto.- Dentro de un plazo de noventa días contado desde la fecha de vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce en el decreto ley N°3.500, de 1980, las Administradoras deberán adecuar los contratos de prestación de servicios que estuvieran vigentes a lo dispuesto en el artículo 23 del decreto ley N°3.500, de 1980, modificado por el número 16 del artículo 79 del Título V de esta ley. 


Artículo trigésimo séptimo.- La primera licitación del seguro a que se refiere el artículo 59 bis del decreto ley N°3.500, de 1980, introducido por el número 45 del artículo 79 del Título V de esta ley, se realizará transcurridos 6 meses desde la entrada en vigencia de las modificaciones que el Título V de esta ley introduce al decreto ley N°3.500, de 1980. 


Artículo trigésimo octavo.-  Las modificaciones que el número 8 del artículo 79 del Título V de esta ley introduce al artículo 16 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, comenzarán a aplicarse a contar del 1 de enero del año siguiente al de la publicación de la presente ley.


Artículo trigésimo noveno.- La obligación del empleador de pagar la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59 del decreto ley N° 3.500, de 1980, regirá a partir del 1 de julio de 2009.


En todo caso, una vez que rija dicha obligación y hasta el mes de junio de 2011, se encontrarán exentos de cumplirla los empleadores que durante el respectivo mes declaren cotizaciones previsionales por menos de 100 trabajadores, período durante el cual la cotización adicional del correspondiente afiliado deberá incluir el pago de la cotización destinada al financiamiento del seguro a que se refiere el artículo 59 del decreto ley N° 3.500, de 1980.
Párrafo sexto

Disposición transitoria del Título VI otras normas


Artículo cuadragésimo.- La remu-neración mínima imponible fijada en el artículo 86, se aplicará a contar del día primero del mes en que se cumpla el tercer año contado desde la publicación de la presente ley. No obstante, desde el primer año, contado de igual forma, dicha remuneración será de un 83% de un ingreso mínimo mensual y durante el segundo, ésta será de un 92% del señalado ingreso.

Párrafo séptimo

Disposiciones transitorias del Título Séptimo sobre financiamiento fiscal


Artículo cuadragésimo primero.- Las modificaciones señaladas en los artículos 87 y 88, comenzarán a regir a contar de la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo cuadragésimo segundo.- El Fondo de Reserva de Pensiones a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.128, además estará destinado a financiar las obligaciones fiscales derivadas de la garantía estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada en el decreto ley N° 3.500, de 1980, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos sexto y décimo transitorios de la presente ley.


Artículo cuadragésimo tercero.- Podrán efectuarse retiros al Fondo de Reserva de Pensiones a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.128, hasta por un monto máximo anual equivalente al aporte realizado en el año anterior, según lo dispone la letra b) del artículo 6° de dicha ley.


Los retiros a que se refiere el inciso precedente podrán efectuarse a contar de la fecha de entrada en vigencia de las disposiciones del Título I de la presente ley y hasta el año 2016.


Artículo cuadragésimo cuarto.- Durante el primer año de vigencia el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro  Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos. 


Artículo transitorio final.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes de este cuerpo legal, podrán dictarse los reglamentos que dispone la presente ley, desde la fecha de publicación de la misma.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 10 y 13 de septiembre, 1, 4, 8, 9 y 11 de octubre, de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Andrés Allamand Zavala, José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica, Juan Pablo Letelier Morel, Pablo Longueira Montes (Evelyn Matthei Fornet), Jovino Novoa Vásquez (Evelyn Matthei Fornet), Pedro Muñoz Aburto (Presidente) y Hosain Sabag Castillo.


Sala de las Comisiones Unidas, a 16 de octubre de 2007.

(Fdo.):Mario Labbé Araneda,

Secretario de las Comisiones Unidas
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL DECRETO LEY Nº 3.557, DE 1981, QUE ESTABLECE DISPOSICIONES PARA LA PROTECCIÓN AGRÍCOLA, CON EL OBJETO DE CORREGIR LA FALSEDAD EN LA INFORMACIÓN DECLARADA

(5043-01)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señores Ramón Barros Montero, Eduardo Díaz del Río, Marcelo Díaz Díaz, Marco Enríquez-Ominami Gumucio, Marcelo Forni Lobos, Rosauro Martínez Labbé, Iván Norambuena Farías, Jaime Quintana Leal, Manuel Rojas Molina e Ignacio Urrutia Bonilla.

Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 8 de agosto de 2007, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura.





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez. 



A una o más de las sesiones en que se consideró esta iniciativa legal concurrieron, especialmente invitados, la Ministra (S), señora Cecilia Leiva; por el Servicio Agrícola y Ganadero, SAG, su Director Nacional, señor Francisco Bahamonde; el Director Nacional (S), señor Oscar Concha; el Fiscal, señor Miguel Ángel Román; los Jefes de las Divisiones Jurídica, señor Pablo Wilson y de Asuntos Internacionales, señor Miguel Peña, y el Encargado de Controles Fronterizos, señor Oscar Camacho. 

Por el Servicio Nacional de Aduanas asistieron el Subdirector de Fiscalización, señor Mario Arrué y el Abogado de la Subdirección Jurídica, señor Rodrigo Romo. 

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Perfeccionar la normativa de protección agrícola, mediante la modificación de dos disposiciones del decreto ley Nº 3.557, de 1981, con el objeto de corregir la sanción aplicable a la falsedad en la información declarada y expresar la facultad de registro del equipaje personal de los agentes diplomáticos.
- - -

ANTECEDENTES



Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:



I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Constitución Política de la República:


- Artículo 19 Nº 3, incisos séptimo y octavo, que consagran el principio de la legalidad en materia penal.


b) Código Penal, Libro II, Título VI, Párrafo 9, Delitos relativos a la salud animal y vegetal, artículos 289 a 291 bis.


c) Ley Nº 18.755, establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, deroga la ley Nº 16.640 y otras disposiciones legales.


d) Decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece disposiciones para la protección agrícola.


e) Ley N° 20.161, que modifica el decreto ley N° 3.557, de 1981, que establece disposiciones para la protección agrícola.



II. ANTECEDENTES DE HECHO


- La Moción que dio origen a este proyecto destaca que la idea matriz se inspira en la iniciativa que fructificó en la ley N° 20.161, tendiente a mejorar la revisión que realiza el Servicio Agrícola y Ganadero, en los controles fronterizos, de los productos de origen vegetal o animal que ingresan al país, así como aumentar y a perfeccionar las sanciones aplicables a quienes infrinjan la normativa legal.


El proyecto de ley, señalan sus autores, pone en el tapete que el notable desarrollo de nuestra agricultura exportadora se sustenta, en grado importante, en una condición natural del país que lo protege de la mosca de la fruta y de la fiebre aftosa.


Advierten, sin embargo, que uno de los principales problemas es la falta de conciencia de la gente sobre la importancia de aquella condición, lo que hace necesario dar una señal clara al país de que, cuando se ingresa algún producto vegetal o animal, no sólo se sancione a la persona que se niega a declarar sino, también, a quienes falsean la información en la declaración.


Refieren que el proyecto que originó la citada ley N°20.161, en cuanto buscaba corregir la falsedad en la información declarada, fue modificado por el Senado, lo cual impidió que la sanción correspondiente se plasmara en la ley.  Se especifica que el objetivo es reponer este artículo y lograr una sanción para aquellas personas que sabiendo, falsean su declaración, con lo cual se ayudaría a disminuir los riesgos en materia de ingreso de productos vegetales o animales al país.


- El oficio de ley N° 6.927, de 2 de agosto de 2007, de la Honorable Cámara de Diputados, señala que le ha prestado su aprobación a un proyecto de ley de artículo único que consta de dos numerales destinados a modificar los artículos 21 y 42 del decreto ley N° 3.557, de 1981, con el objeto de perfeccionar las normas de protección agrícola.  

El numeral que incide en la primera de las disposiciones mencionadas agrega, en el inciso segundo del artículo 21 del decreto ley N° 3.557, de 1981, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto y coma (;), la siguiente oración:

“lo anterior, sin perjuicio de la facultad de registro de los inspectores del Servicio y, específicamente, de inspeccionar el equipaje personal de los agentes diplomáticos.”.


El otro numeral incide en el artículo 42 del decreto ley N° 3.557, agrega en el artículo 42, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“La falsedad en la declaración establecida en el inciso segundo del artículo 21 de este decreto ley será sancionada por el Servicio con multa de 6 a 300 unidades tributarias mensuales.”.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El señor Oscar Concha, Director Nacional (S) del Servicio Agrícola y Ganadero, expuso que la atribución de revisar el equipaje de los diplomáticos, a que se refiere el numeral 1 del artículo único del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, está dentro de la órbita de competencia de este organismo público, y forma parte, por lo demás, de los procedimientos habituales que se ponen en práctica.  Respecto de su inclusión expresa en este decreto ley, manifestó que hacerlo facilita la comprensión de nuestras atribuciones por parte de otras entidades y servicios públicos.  Expuso que en fecha reciente se han conocido los problemas suscitados con ocasión del ingreso de algunos representantes diplomáticos al país, motivo por el cual no estaría de más que se refuerce dicha facultad en este precepto. 


Los miembros de la Comisión concordaron en la necesidad de perfeccionar el régimen legal de protección agrícola, en especial, porque el texto de la iniciativa que se materializó en la ley N° 20.161, debido al rechazo de la proposición de la Comisión Mixta, dejó insuficientemente protegida las infracciones relacionadas con la falsedad en la declaración jurada a que están obligadas las personas que pretenden ingresar vegetales, animales y demás bienes señalados en el decreto ley N° 3.557, de 1981.


- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina, Naranjo y Vásquez.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe, consta de un artículo permanente, con dos numerales, los cuales se describen a continuación:
N° 1


Prescribe el artículo 21 del decreto ley N° 3.557, de 1981, en su inciso segundo, sobre el cual recae la primera de las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados, que toda persona que ingrese al país, incluidos los diplomáticos y funcionarios oficiales chilenos, de gobiernos extranjeros y de organismos internacionales, deberá declarar bajo juramento en formularios especiales, el hecho de portar o traer consigo, en sus vestimentas, en su equipaje o de algún modo en el medio de transporte en el que se traslada, uno o más de los bienes a que se refiere el inciso anterior, cuando éstos no tengan el carácter de carga comercial.


La modificación propuesta por la Cámara de origen agrega, al final de este inciso, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto y coma (;), la siguiente oración:


“lo anterior, sin perjuicio de la facultad de registro de los inspectores del Servicio y, específicamente, de inspeccionar el equipaje personal de los agentes diplomáticos.”.


El Honorable Senador señor Coloma observó que la disposición es susceptible de una redacción distinta que despeje la equivocidad de la sugerida por la Cámara de origen, en cuanto podría inducir a una interpretación en el sentido de que el funcionario oficial chileno no está sujeto a la potestad de registro. 


El señor Director Nacional (S) del Servicio Agrícola y Ganadero reiteró que, en virtud de lo dispuesto por el artículo 13 de la ley N° 18.755, orgánica del Servicio Agrícola y Ganadero, están legitimados para hacer la revisión de las personas, en general, y la interpretación administrativa es que esta facultad se extiende a la del registro de equipaje de los agentes diplomáticos y funcionarios a que se refiere este numeral.  Previno que se ha argumentado que la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas eximiría de dicha revisión a aquéllos agentes, pero expuso que por razones de especialidad prevalecería dicha legislación.  Adujo que el Ministerio de Relaciones Exteriores reconoció, en 1997, que el Servicio Agrícola y Ganadero tiene la facultad para hacer la revisión mentada a los diplomáticos y miembros de delegaciones oficiales.


El Honorable Senador Vásquez advirtió que se corre el riesgo de que, en caso que fuera rechazada la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, se llegue a interpretar que dicha atribución no la tenía con anterioridad a la presentación de este proyecto.



Los miembros de la Comisión se manifestaron contestes en proponer una enmienda que consiste en anteponer a la palabra “toda”, con la cual se inicia el inciso segundo, la oración “Sin perjuicio de la facultad de los inspectores del Servicio de registrar el equipaje personal de”.     


El Honorable Senador señor Coloma señaló que, atendidas las observaciones expuestas, junto con los Honorables Senadores señores Allamand, Naranjo y Vásquez, han concordado en formular una indicación que sustituye el número 1 del artículo único del proyecto propuesto por la Cámara de Diputados, que modifica el artículo 21 del decreto ley N° 3.557, de 1981. 


En efecto, especificó, se propone una redacción que sustituye el inciso segundo, por otro del siguiente tenor:  “Sin perjuicio de la facultad de los inspectores del Servicio de registrar el equipaje personal de todas las personas que ingresen al país, incluidos los diplomáticos y funcionarios oficiales chilenos, de gobiernos extranjeros y de organismos internacionales, éstas deberán declarar bajo juramento en formularios especiales, el hecho de portar o traer consigo, en sus vestimentas, en su equipaje o de algún modo en el medio de transporte en el que se traslada, uno o más de los bienes a que se refiere el inciso anterior, cuando éstos no tengan el carácter de carga comercial.”.


Puesta en votación la indicación precedente, fue aprobada, en los mismos términos propuestos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Naranjo y Vásquez.


- En consecuencia, el número 1 del proyecto fue aprobado con las modificaciones precedentes por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Naranjo y Vásquez. 

° ° ° 





Los Honorables Senadores señores Coloma, Naranjo y Vásquez, expusieron que en razón del debate recaído en el numeral 2 del artículo único del proyecto, se hace necesario  proponer una enmienda al inciso sexto del artículo 21, que consiste en intercalar, a continuación de las formas verbales “deberán” y “dar a conocer”, la siguiente frase “distribuir los formularios que señala el inciso tercero precedente y”.


Lo anterior, con el objeto de especificar la obligación de las empresas de trasporte aéreo, marítimo y terrestre, de distribuir los formularios de declaración jurada a que hacen referencia los incisos segundo y tercero del artículo 21 del decreto ley N° 3.557.



- Votada la indicación, ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Coloma, Naranjo y Vásquez.
° ° ° 

N° 2


El artículo 42 del decreto ley número 3.557, por efecto de las modificaciones que introdujo la ley N° 20.161, consta de tres incisos.


El primero de ellos, prescribe que las infracciones a lo dispuesto en los artículos 10, 15, 16, 17, 28, 29, 31, 32, 33, 34, 38, 40 y 41 del presente decreto ley serán sancionadas por el Servicio Agrícola y Ganadero con multa de 5 a 150 unidades tributarias mensuales. 


El inciso segundo dispone que cualesquiera otras infracciones no sancionadas especialmente, serán castigadas con multa de hasta 75 unidades tributarias mensuales.


Finalmente, el inciso tercero manda que las multas establecidas en el presente artículo se elevarán al doble en caso de reincidencia.

Mediante el numeral en examen, la Cámara de origen propone agregar en este precepto el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“La falsedad en la declaración establecida en el inciso segundo del artículo 21 de este decreto ley será sancionada por el Servicio con multa de 6 a 300 unidades tributarias mensuales.”.

El Fiscal del Servicio Agrícola y Ganadero, señor Román, expresó que el planteamiento institucional se orienta en el sentido de reemplazar el texto del inciso segundo nuevo, aprobado por la Cámara de origen, por otro que señale: “Las infracciones a lo dispuesto en el artículo 21 del presente decreto ley serán sancionadas con multas de 3 UTM hasta 300 UTM”.  


Argumentó que la redacción alternativa haría posible sancionar no sólo la falsedad de la declaración sino que todas las conductas que se tipifican en el artículo 21, como la omisión cometida por las empresas de transporte de pasajeros de su deber de informarle a éstos qué productos no pueden ingresar al territorio nacional, pues, agregó, en el presente, a estas empresas, si infringieren aquel mandamiento legal, se les podría sancionar con una multa de hasta 75 UTM, como máximo.  En suma, explicó, el planteamiento es que queden comprendidas en el régimen de sanciones del nuevo inciso segundo del artículo 42 todas las infracciones del citado artículo 21 del decreto ley N° 3.557, de 1981.


El Honorable Senador señor Allamand  manifestó su disconformidad respecto a la amplitud que existe en el rango de las multas.  Previno que resulta excesivamente ambiguo que haya tanta discrecionalidad y que la misma infracción pueda tener una sanción de 4 o de 299 UTM.  Instó a la búsqueda de una sanción mejor acotada.  Al efecto, propuso establecer una graduación de las infracciones, por ejemplo, en leves, graves y gravísimas, a las que estén asociadas determinadas cuantías de multas aplicables.  Señaló que puede haber lugar a arbitrariedad,  al no ser siempre la misma autoridad la encargada de aplicar la sanción.


El Honorable Senador señor Coloma recordó que cuando se debatió el proyecto de ley que modificó el decreto ley en estudio,  se hizo notar que en el mismo ámbito infraccional una persona puede traer una fruta o varas de pistacho, generándose así hechos que pueden implicar desde una amenaza moderada hasta otra extremadamente grave a la salud vegetal o animal.


El Honorable Senador señor Naranjo destacó que la experiencia es una buena pedagoga, y se interesó por saber de qué forma se ha aplicado la norma residual vigente que establece el actual inciso segundo del artículo 42 del decreto ley, que sanciona con una multa de hasta 75 unidades tributarias mensuales cualesquiera otras infracciones no sancionadas especialmente.  En el fondo, especificó, se deben aclarar los criterios con los que se opera en la aplicación de esta ley.


El Honorable Senador señor Allamand complementó la petición con el interés por saber si se aplican los mismos criterios en todas las aduanas. 


El señor Camacho, Encargado de Controles Fronterizos del Servicio, expresó que la discrecionalidad es algo que el órgano administrador necesita, dado que el rango de infracciones va desde personas provenientes de algún país vecino que son portadores de un contrabando moderado, sea por desconocimiento, sea por aprovechamiento de oportunidad, hasta quienes traen, a sabiendas, productos farmacéuticos, y por esa razón el rango mínimo les es, en cierta forma, indiferente.  Lo relevante, agregó, es que hay un número importante de personas, de escasos recursos, que infringen la ley, factor adicional que hace aconsejable la discrecionalidad.  

El personero del Servicio Agrícola y Ganadero  manifestó, también, que el articulado se aplica a distintos tipos de infracciones de la Ley de Sanidad Agrícola, y en él caen desde una viña que falsificó la denominación de origen hasta una persona que no rotuló adecuadamente un pesticida o un  fertilizante.  Más que una tabla, advirtió, hay criterios como el de reincidencia, montos, volúmenes y, en el ámbito sanitario, la peligrosidad por encima de otra consideración, además del dolo, esto es, la intencionalidad, el conocimiento o desconocimiento de la ley.  Expuso que no es posible tener la certeza de que ante una misma infracción se vaya a aplicar la misma sanción porque concurren una multiplicidad de circunstancias.


Explicó que hay criterios de interpretación de una ley que son aplicados por un tribunal constituido por el Director Regional, el asesor legal y el profesional a cargo de la materia, los que estiman la gravedad de la infracción y la pertinencia de la sanción, a diferencia de lo que ocurre con la multa inmediata en el control fronterizo, en la cual sí opera el criterio de una persona que evalúa la totalidad de los aspectos.  Mencionó que a diario se producen situaciones muy diversas desde la persona a quien se le queda algo en el maletín de mano, hasta quien trae artículos o sustancias prohibidas y ocultas.


El Honorable Senador señor Espina indicó que, en su opinión, la manera de solucionar los reparos sería que las infracciones contenidas en el artículo 42 en examen se clasifiquen en, a lo menos, leves y graves, o bien, en leves, medianas y graves, pero le parece inadecuado aceptar tanta discrecionalidad en el establecimiento de las sanciones.


El Fiscal del Servicio Agrícola y Ganadero,  señor Román, expuso que la Ley Orgánica del Servicio contiene criterios tipo que norman la gradualidad de las penas, susceptibles de ser adaptados a cada caso particular, y prescribe que si la multa asignada a una contravención estableciere montos mínimo y máximo, el rango comprendido entre tales extremos se dividirá en dos partes iguales, aplicándose conforme a los siguientes criterios:


a) El monto de la multa deberá ubicarse en su mitad superior, si a consecuencia de la infracción se propagare una enfermedad de los animales o plaga de los vegetales declaradas de control obligatorio; se contaminare suelos, aguas, animales o productos vegetales; se pusiere en peligro la salud de la población o la sanidad animal o vegetal o se ingresare ilegalmente al país animales, vegetales, productos o subproductos de ellos que puedan ser portadores de enfermedades o plagas para los animales o vegetales.


b) La cuantía de la multa en infracciones que no hayan producido alguno de los efectos señalados en la letra anterior se ubicará en la mitad inferior, y


c) Si se tratare de infracciones que no implican la producción de un resultado determinado, se podrá aplicar la multa en toda su extensión, regulando su cuantía según si el infractor ha sido sancionado anteriormente por otras infracciones a las normas cuya fiscalización le corresponda al Servicio; la gravedad de los daños causados; las providencias que se hubieren tomado para reducir los daños y los beneficios que el infractor hubiere obtenido de la infracción.


En la sesión siguiente, se prosiguió con el debate teniendo a la vista una redacción alternativa que prepararon las autoridades del SAG sobre la base de la incorporación de dos incisos nuevos que sustituirían al inciso segundo cuya incorporación propone la Cámara de Diputados.  


En particular, la nueva redacción propone una regla general en virtud de la cual todas las infracciones al artículo 21 del decreto ley N° 3.557, de 1981, se sancionan con una multa cuyo piso mínimo será  de 3 o 6 UTM, dependiendo del criterio que adopte esta Comisión, hasta 300 unidades tributarias mensuales, con dos situaciones especiales.


La primera, corresponde a casos en que la falsedad en la declaración la comete un reincidente en este tipo de infracción, si el bien interceptado es de grave riesgo para la sanidad vegetal o salud animal, si hubiera un alto grado de ocultamiento, si se tratare de un bien de alto valor comercial o si la cantidad interceptada es excesiva, el monto de la multa no podrá ser inferior a 30 unidades tributarias mensuales.

A su vez, la multa no podrá ser inferior a 150 unidades tributarias mensuales tanto en caso que la reincidencia del infractor sea de dos o más veces como en caso que exista gravedad en el riesgo para la sanidad vegetal o la salud animal y se haya tenido un alto grado de ocultamiento. 


El Honorable Senador señor Coloma propuso fijar como límite mínimo el equivalente a tres unidades tributarias mensuales, criterio en el cual concordaron los demás integrantes de la Comisión.  Precisó, además, que la propuesta distingue dos situaciones: en primer término, el conjunto de infracciones distintas a la falsedad, y, en segundo lugar, esta última. Para las primeras, el rango oscila de 3 a 300 unidades tributarias mensuales y, respecto de la falsedad, específicamente, se observa la gradualidad.  Señaló que aquélla se advierte en los límites inferiores, en función de los factores especificados. 


El Honorable Senador señor Allamand consideró que la propuesta dada a conocer no resuelve el problema porque el rango de multas mantiene una amplitud excesiva, de 30 a 300 unidades tributarias mensuales.  Insistió en que lo primordial es reducir, en forma razonable, los márgenes de discrecionalidad para que haya un patrón de objetividad en la aplicación de la norma.  En el fondo, precisó, sólo habría gradualidad en el tramo de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, pues, en algunos casos, al fijar la multa se podrá recorrer el tramo de aplicación desde 30 hasta 300 UTM., y en otros el margen irá desde 150  hasta 300 unidades tributarias mensuales.  Aun así, afirmó, la amplitud del abanico sigue siendo absurda.


El Honorable Senador Coloma expuso que advierte avances en la regulación de la reincidencia, pues, en caso de no haberla, la sanción será inferior a 30 unidades tributarias mensuales.  A su vez, si hay un alto grado de ocultamiento, se agrava también la  conducta infractora.  Sin embargo, concluyó, la redacción planteada por el Ejecutivo no permite percibir, con facilidad, la razón de la diferencia en  el monto mínimo de las multas, en los diversos casos. 


El Jefe de la División Jurídica del Servicio Agrícola y Ganadero, señor Wilson, puntualizó que hay cinco factores que son  de importancia para determinar el monto de la sanción que deberá aplicarse a una infracción: la reincidencia, el ocultamiento, el riesgo, la cantidad y el valor económico.  En el precepto, estos criterios están planteados al revés porque cuando la infracción es grave se explicita que la multa tiene un piso mínimo de 30 o de 150 unidades tributarias mensuales.  Probablemente, dijo, falte expresar que cuando no existen estos cinco criterios, con carácter de gravedad, la multa no podrá ser superior a 30 unidades tributarias mensuales o la cantidad que se estime pertinente fijar. 


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que el segundo caso está mejor resuelto porque prescribe que si el asunto es grave la sanción aplicable es la multa entre 150 y 300 unidades tributarias mensuales, pero en el otro caso queda mal regulado porque la lógica sugiere que debería tener un tope máximo distinto a 300 unidades tributarias mensuales, sea 150 unidades tributarias mensuales u otro cualquiera.  Recomendó dividir por tramos la aplicación de las sanciones, con lo cual se reduce el abanico y, por ende, se acota el campo de discrecionalidad de la autoridad administrativa. 


El Honorable Senador señor Vásquez estimó razonable el argumento de Su Señoría, en particular, que se fije,  como regla general, que las infracciones a lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 3.557, se sancionen con una multa que será de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.  Lo anterior, prosiguió, se debe complementar con normas específicas para que, en función de la gravedad de las infracciones, las sanciones tengan como límite inferior 30 o 150 unidades tributarias mensuales, tal cual lo sugiere la proposición del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Coloma expresó que, en el ánimo de regular sobre la  base de un criterio como el sugerido por Sus Señorías, cabría establecer tres tramos secuenciales, esto es, de 3 a 30, de 30 a 150 y de 150 a 300 unidades tributarias mensuales.  Previno, en todo caso,  que el inciso segundo propuesto por el Ejecutivo establece una sanción general a cualquiera de las infracciones a que se refiere el artículo 21, mientras que el inciso tercero sólo se refiere a la falsedad.  Manifestó que le parece complicado sentar en el inciso segundo una declaración general como la sugerida en el sentido de que la infracción al artículo 21 al artículo 21 sea de 3 a 300, y que, a renglón seguido, se establezca que la infracción consistente en faltar a la verdad de la declaración tenga una sanción de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.  


El Jefe de la División Jurídica del Servicio Agrícola y Ganadero, señor Wilson, insistió en mantener el inciso segundo en los términos propuestos, esto es, con una sanción de 3 a 300 unidades tributarias mensuales; luego, en un inciso tercero, disponer que falta a la verdad en la declaración establecida en el inciso segundo del artículo 21 del presente decreto ley, será sancionada con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.  En caso que el infractor sea reincidente en este tipo de infracción, que el bien interceptado sea de grave riesgo para la sanidad vegetal o salud animal, que se haya tenido alto grado de ocultamiento, que se trate de un bien de alto valor comercial o que la cantidad interceptada sea excesiva, la sanción, agregó, será multa de 31 a 150 unidades tributarias mensuales. Para el caso que la reincidencia del infractor sea de dos o más veces, o que concurra la gravedad en el riesgo para la sanidad vegetal o la salud animal y un alto grado de ocultamiento, la sanción será multa de 151 a 300 unidades tributarias mensuales.

El Honorable Senador señor Coloma consultó al Ejecutivo acerca de la razón que le mueve a insistir en esa declaración genérica en el inciso segundo.


El señor Wilson precisó que el mismo artículo 21 fija la obligación de las empresas de transporte de avisar, antes del desembarque, la exigencia de declarar lo que se trae, e invitó a pensar en la hipótesis de una línea aérea que, en alguna ocasión, no anunciara o no entregase los volantes, lo cual es constitutivo de infracción, lo cierto es que si no existiera una norma del sentido y alcance propuesto, por aplicación del actual inciso segundo del artículo 21, debería imponérsele multas de hasta 75 unidades tributarias.  Agregó otra hipótesis, como es la falsificación de la declaración, situación que en la realidad se ha verificado, pues el artículo 21 actual no les impone el deber de entregar los formularios a que se refiere este precepto.


Indicó, ante una observación del Honorable Senador señor Allamand, acerca de lo indeseable de una norma tan amplia, que la norma requiere, para pasar al tramo superior de la multa, que concurra alguno de los cinco factores a los que se ha hecho mención, y de éstos, ninguno, salvo el de reincidencia, les es aplicable a las empresas de transporte y a la infracción de no avisar.


El Honorable Senador señor Vásquez compartió la percepción de cuán distinto es la omisión en una declaración de traer consigo una fruta al hecho de que una línea aérea, por ejemplo, que transporta centenares de pasajeros no distribuya entre éstos los formularios o no les informe, la obligación de declarar las sustancias vegetales que ingresan, evento en el cual estima razonable un rango tan amplio como el propuesto, y en ese caso la especificación requeriría fijar en la norma valores o número de personas afectadas.


El Honorable Senador señor Allamand postuló que, bajo el argumento del Ejecutivo, lo racional es pasar la infracción que cometan las líneas aéreas al rango de sanciones más alto, pero contraría al sentido común dar pie a un margen de arbitrariedad en la aplicación de la norma.  Estimó indeseable que, debido a un problema de interpretación, se impongan sanciones desproporcionadamente distintas por la misma infracción.  Anticipó que no se opone a las sanciones drásticas y que le mueve la necesidad de que haya certeza en la sanción que le será aplicable a cada infracción en función de su naturaleza.


El Honorable Senador señor Coloma manifestó su discrepancia con la idea de separar la infracción de la falsedad; en realidad, especificó, lo lógico es asentar que toda infracción al artículo 21 importará, en principio, una sanción de 3 a 30 unidades tributarias mensuales; en caso de concurrir algunos de los factores propuestos por la norma en estudio, se pasará al tramo medio, y, por ultimo, si la conjunción de determinados factores configura una infracción de especial gravedad, aplicar el tramo superior.


El Honorable Senador señor Vásquez expresó su  preocupación por el número de pasajeros afectados, en caso de las infracciones que puedan cometer las empresas de transporte, dado que son numerosas las personas que viajan al extranjero y desconocen la norma legal vigente, hecho que les lleva a adquirir semillas, utensilios de madera u otros artículos.  En función de lo expuesto, consideró imprescindible fijar una multa a aquéllas, en función de la variable cuantitativa, para lo cual comparó la incidencia que la omisión puede tener en el pasaje de un avión o un buque con el de un medio de transporte terrestre.         



El Honorable Senador señor Allamand consideró que, de todas maneras, el criterio normativo en debate implica problemas porque es perfectamente posible que una empresa de transporte traiga una cantidad relativamente menor de pasajeros y omita el deber de informarles.  


El Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, señor Bahamonde, manifestó su acuerdo con la estructura propuesta por la Comisión, de forma que de 3 a 30 unidades tributarias mensuales sea la sanción a la infracción en que no concurran ninguno de los cinco factores descritos; fijar de 31 a 150 unidades tributarias mensuales, cuando intervengan, aisladamente, reincidencia, graves riesgos, alto grado de ocultamiento, y se pase al trámite superior de la escala, si concurre una combinación de los factores descritos.


Asimismo, adelantó que una redacción podría ser que las personas o empresas que faltaran a la obligación establecida en los incisos quinto y sexto del artículo 21 se les sancionara con una multa de entre 150 y 300 unidades tributarias mensuales.  


Producto del debate precedente, el representante del Ejecutivo propuso agregar en el artículo 42 mentado, los siguientes incisos segundo y tercero nuevos, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser cuarto y quinto, respectivamente:

“El faltar a la verdad en la declaración establecida en el inciso segundo del artículo 21 del presente decreto ley, será sancionado con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales. En caso que el infractor sea reincidente en este tipo de infracción, que el bien interceptado sea de grave riesgo para la sanidad vegetal o salud animal, que se haya tenido alto grado de ocultamiento, que se trate de un bien de alto valor comercial o que la cantidad interceptada sea excesiva, la sanción será multa de 31 a 150 unidades tributarias mensuales. En caso que la reincidencia del infractor sea de dos o más veces, o en caso que se presenten en el mismo hecho dos o más de las causales antes señaladas, la sanción será multa de 151 a 300 unidades tributarias mensuales.


Las empresas de transporte que no den cumplimiento a lo establecido en el inciso sexto del artículo 21 del presente decreto ley, o que los formularios a que se refiere ese mismo artículo y que ellas distribuyan no hayan sido elaborados o autorizados por el Servicio Agrícola y Ganadero, serán sancionadas con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales en caso que el medio de transporte infractor pueda trasladar hasta 25 pasajeros; de 15 a 100 unidades tributarias mensuales, cuando el medio de transporte pueda trasladar más de 25 y hasta 70 pasajeros; y de 101 a 300 unidades tributarias mensuales, cuando el medio de transporte pueda trasladar más de 70 pasajeros.”. 


Vuestra Comisión hizo suya la proposición precedente, atendida a que recoge los planteamientos vertidos durante el debate y concordó en proponerla como indicación.


En mérito de lo expuesto, el número 2 del proyecto fue aprobado con la modificación precedente por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Naranjo y Vásquez.
- - -

MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Agricultura os propone  aprobar el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo único

N° 1.

Sustituirlo por el siguiente:


“1.- Sustitúyase el inciso segundo del artículo 21 por el siguiente:


Sin perjuicio de la facultad de los inspectores del Servicio de registrar el equipaje personal de todas las personas que ingresen al país, incluidos los diplomáticos y funcionarios oficiales chilenos, de gobiernos extranjeros y de organismos internacionales, éstas deberán declarar bajo juramento en formularios especiales, el hecho de portar o traer consigo, en sus vestimentas, en su equipaje o de algún modo en el medio de transporte en el que se traslada, uno o más de los bienes a que se refiere el inciso anterior, cuando éstos no tengan el carácter de carga comercial.”.
° ° °


Consultar el siguiente número 2, nuevo


“2. Intercálese en el inciso sexto del mismo artículo 21, entre las palabras ““deberán” y “dar”, la siguiente frase “distribuir los formularios que señala el inciso tercero precedente y”.  

° ° °

N° 2.

Pasa a ser número 3, con el siguiente texto:


“3. Agréguense en el artículo 42, los siguientes incisos segundo y tercero nuevos, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, respectivamente:


El faltar a la verdad en la declaración establecida en el inciso segundo del artículo 21 del presente decreto ley, será sancionado con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales. En caso que el infractor sea reincidente en este tipo de infracción, que el bien interceptado sea de grave riesgo para la sanidad vegetal o salud animal, que se haya tenido alto grado de ocultamiento, que se trate de un bien de alto valor comercial o que la cantidad interceptada sea excesiva, la sanción será multa de 31 a 150 unidades tributarias mensuales. En caso que la reincidencia del infractor sea de dos o más veces, o en caso que se presenten en el mismo hecho dos o más de las causales antes señaladas, la sanción será multa de 151 a 300 unidades tributarias mensuales.


Las empresas de transporte que no den cumplimiento a lo establecido en el inciso sexto del artículo 21 del presente decreto ley, o que los formularios a que se refiere ese mismo artículo y que ellas distribuyan no hayan sido elaborados o autorizados por el Servicio Agrícola y Ganadero, serán sancionadas con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales en caso que el medio de transporte infractor pueda trasladar hasta 25 pasajeros; de 15 a 100 unidades tributarias mensuales, cuando el medio de transporte pueda trasladar más de 25 y hasta 70 pasajeros; y de 101 a 300 unidades tributarias mensuales, cuando el medio de transporte pueda trasladar más de 70 pasajeros.”.
- - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.-  Modifícase el decreto ley N° 3.557, de 1981, que establece normas sobre protección agrícola, en la siguiente forma:


1.- Sustitúyase el inciso segundo del artículo 21 por el siguiente:


“Sin perjuicio de la facultad de los inspectores del Servicio de registrar el equipaje personal de todas las personas que ingresen al país, incluidos los diplomáticos y funcionarios oficiales chilenos, de gobiernos extranjeros y de organismos internacionales, éstas deberán declarar bajo juramento en formularios especiales, el hecho de portar o traer consigo, en sus vestimentas, en su equipaje o de algún modo en el medio de transporte en el que se traslada, uno o más de los bienes a que se refiere el inciso anterior, cuando éstos no tengan el carácter de carga comercial.”.

2. Intercálese en el inciso sexto del mismo artículo 21, entre las palabras “deberán” y “dar”, la siguiente frase “distribuir los formularios que señala el inciso tercero precedente y”.  


3. Agréguense en el artículo 42, los siguientes incisos segundo y tercero nuevos, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“El faltar a la verdad en la declaración establecida en el inciso segundo del artículo 21 del presente decreto ley, será sancionado con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales. En caso que el infractor sea reincidente en este tipo de infracción, que el bien interceptado sea de grave riesgo para la sanidad vegetal o salud animal, que se haya tenido alto grado de ocultamiento, que se trate de un bien de alto valor comercial o que la cantidad interceptada sea excesiva, la sanción será multa de 31 a 150 unidades tributarias mensuales. En caso que la reincidencia del infractor sea de dos o más veces, o en caso que se presenten en el mismo hecho dos o más de las causales antes señaladas, la sanción será multa de 151 a 300 unidades tributarias mensuales.


Las empresas de transporte que no den cumplimiento a lo establecido en el inciso sexto del artículo 21 del presente decreto ley, o que los formularios a que se refiere ese mismo artículo y que ellas distribuyan no hayan sido elaborados o autorizados por el Servicio Agrícola y Ganadero, serán sancionadas con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales en caso que el medio de transporte infractor pueda trasladar hasta 25 pasajeros; de 15 a 100 unidades tributarias mensuales, cuando el medio de transporte pueda trasladar más de 25 y hasta 70 pasajeros; y de 101 a 300 unidades tributarias mensuales, cuando el medio de transporte pueda trasladar más de 70 pasajeros.”.
- - -


Acordado en las sesiones celebradas los días 4 y 11 de septiembre y 3 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Alberto Espina Otero, Jaime Naranjo Ortiz y Guillermo Vásquez Úbeda.


Sala de la Comisión, a 9 de octubre de 2007.

(Fdo.):XIMENA BELMAR STEGMANN,
Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN LOS PROYECTOS DE LEY, REFUNDIDOS, INICIADOS EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES BIANCHI, KUSCHEL, ORPIS, ROMERO, LARRAÍN, NOVOA, VÁSQUEZ, MUÑOZ ABURTO Y SABAG, QUE MODIFICAN LA LEY DE TRÁNSITO Y OTROS CUERPOS LEGALES, A FIN DE ESTABLECER SANCIONES RELATIVAS A DIVERSAS INFRACCIONES A ESA LEY

(4507-15, 5088-15, 5124-15 Y 5144-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros acerca de los proyectos de ley singularizados en el epígrafe, en primer trámite constitucional, originados en cuatro Mociones de los Honorables señores Senadores que a continuación se detallan:


1.- De los Honorables Senadores señores Bianchi, Kuschel, Orpis y Romero, que modifica la Ley de Tránsito, en materia de carreras ilegales de vehículos motorizados. (Boletín Nº 4.507-15)

2.- De la Honorable Senadora señora Alvear, que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, con el objeto de aumentar la sanción por conducir vehículos a alta velocidad de acuerdo al exceso en que se incurra. (Boletín Nº 5.088-15)

3.- De los Honorables Senadores señores Larraín y Novoa, que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por conducir a exceso de velocidad. (Boletín Nº 5.124-15), y

4.- De los Honorables Senadores señores Vásquez, Bianchi, Muñoz Aburto y Sabag, que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito y otros cuerpos legales, incorporando como infracción gravísima conducir vehículos en competencia con otros, estableciendo el comiso de los mismos. (Boletín Nº 5.144-15)

Estas iniciativas legales fueron refundidas en un solo texto, en virtud del acuerdo adoptado por la Comisión de fecha 29 de agosto de 2007, por los Honorables Senadores señores Cantero, Matthei, Novoa y Pizarro.


Dejamos constancia de que estos proyectos de ley se discutirán sólo en general, en conformidad al artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - - - - -


A las sesiones en que se consideraron estos proyectos de ley asistieron, además de los miembros titulares de vuestra Comisión, los Honorables Senadores señores Bianchi y Flores.


Durante el estudio de estas iniciativas legales, vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Asesor del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Fernando Abarca; del Asesor Legislativo del Subsecretario de Transportes, señor Lautaro Pérez y del Jefe de la División de Normas, señor Roberto Santana.
- - - - - -

OBJETIVOS DE LOS PROYECTOS PROPUESTOS EN LAS MOCIONES

--- El proyecto de ley iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, Kuschel, Orpis y Romero, tiene por finalidad tipificar como delito, en la Ley de Tránsito, la concertación de carreras hechas con el objetivo de competir en velocidad conduciendo motorizados, en zona rural o urbana, sobrepasando los límites de velocidad. (Boletín Nº 4507-15)



--- El proyecto de ley iniciado en moción de la Honorable Senadora señora Alvear, tiene por objetivo establecer una distinción y por ende aplicar una multa diferente dependiendo si la velocidad excede entre 21 y 40 kms por hora el límite máximo de los artículos 150 y 151, en cuyo caso la multa será de 6 a 9 unidades tributarias mensuales, y de 9 a 12 unidades tributarias mensuales, si el exceso de velocidad excede entre 41 y 60 kms por hora dicho límite. 



Asimismo, se propone sancionar con la suspensión de la licencia de conducir por el plazo de un año a quien exceda entre 21 y 40 kms por hora el límite máximo de velocidad y con suspensión por dos años a quien exceda dicho límite entre 41 y 60 kms por hora. (Boletín Nº 5.088-15)


--- El proyecto de ley iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Larraín y Novoa, tiene por finalidad elevar las multas por conducir un vehículo motorizado a una velocidad que exceda en más de 50 Km/hr la velocidad que constituye una infracción gravísima, con una multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales, ya sea que no se ocasione daño alguno o se causen daños materiales o lesiones leves, entendiéndose por tales las que produzcan al ofendido enfermedad o incapacidad por un tiempo no mayor a 7 días.


Dicha multa aumenta en caso de que se causaren lesiones graves o menos graves, de 21 a 40 unidades tributarias mensuales, y de 41 a 100 unidades tributarias mensuales, si se causaren las lesiones establecidas en el artículo 397 N°1 del Código Penal o la muerte de una o más personas.



En seguida, la misma disposición establece la suspensión de la licencia de conducir de seis meses a cuatro años, dependiendo de la gravedad de las lesiones, y en todos los casos el comiso del vehículo.



Asimismo, sanciona en caso de reincidencia con la pena de presidio menor en su grado máximo, elevando al doble los plazos de suspensión de la licencia, debiendo el tribunal decretar la cancelación de la licencia cuando  estime que la conducción del vehículo por parte del infractor es un peligro para el tránsito o para la seguridad pública, circunstancia que sólo podrá fundarse en las anotaciones que se registren en la hoja de vida del conductor o en razones médicas debidamente comprobadas.



Las sanciones anteriores no podrán ser suspendidas, ni aún cuando el juez hiciere uso de la facultad contemplada en el artículo 398 del Código Procesal Penal. No obstante, cumplidos seis años desde que se canceló la licencia, el tribunal podrá alzar dicha medida cuando nuevos antecedentes permitan estimar fundadamente que ha desaparecido el peligro para el tránsito o para la seguridad pública que importaba la conducción de vehículos motorizados por el infractor. (Boletín Nº 5.124-15)


--- El proyecto de ley iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Vásquez, Bianchi, Muñoz Aburto y Sabag, tiene por objetivo introducir diversas modificaciones a la ley N° 18.290, de Tránsito, para sancionar como infracción o contravención gravísima conducir vehículos en competencia con otros, decretar la cancelación de la licencia de conducir y el comiso de los vehículos utilizados para cometer estas acciones. Asimismo, propone modificar el Código Penal de manera de considerar como agravante de responsabilidad criminal la circunstancia de causar lesiones y daños en razón de la conducción de vehículos en competencia y sancionar, como delito de daños, a quienes incurran en daños con ocasión de la infracción gravísima de conducir vehículos en competencia. (Boletín Nº 5.144-15)
ANTECEDENTES


1.- De hecho

La Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, Kuschel, Orpis y Romero señala que diversas muertes han ocurrido en los últimos años en carreras de autos clandestinas. De noche, cuando la ciudad duerme, estos conductores usan las calles como pistas de carrera, poniendo en riesgo sus vidas y las de los espectadores. Cada jueves, viernes y sábado, entre otros días, los arriesgados automovilistas ocupan calles y vías públicas para competir, poniendo en riesgo sus vidas y las de los demás, concertándose para correr a exceso de velocidad, sin patente y con escape libre.

Carabineros de Chile hace esfuerzos por controlar la actividad, aunque sólo lo consiguen transitoriamente, mientras las patrullas vigilan. Los automovilistas recuperan las pistas apenas la policía abandona el lugar. A este respecto, la propia institución explica, que no pueden disponer de medios humanos y logísticos toda una noche para poder controlar dicha situación.

Los lugares donde se concertan estas carreras no son el lugar propicio para ello, ya que sin considerar la circulación de otras personas ajenas a esta actividad ilícita, por tratarse de vías públicas, también debe atenderse el riesgo en cuanto al diseño de la vía, a la adherencia, en cuanto al radio de giro, a la curvatura, entre otras, condiciones de inseguridad que se van sumando, según lo ha afirmado la prefectura del Tránsito de Carabineros.


Atendidas las reiteradas tragedias con motivo de esta actividad, entre las cuales se considera aquella ocurrida hace cuatro años, en Iquique, donde cuatro jóvenes murieron cuando corrían en los alrededores de la Zona Franca (Zofri), tragedias que, sin embargo, se repiten a lo largo de Chile, pues son muchas las regiones del país donde éste es un problema grave. 


Todas estas carreras clandestinas encuentran como una de sus principales motivaciones la falta de lugares para que esta legítima actividad pueda desarrollarse libre de peligros y en forma sana. El reciente cierre del Autódromo de las Vizcachas de Santiago, lugar que reúne, desde el año 2000, diversos grupos, de corredores, con la idea de profesionalizar la actividad, agrava aún más esta carencia, pues luego de ello y, no obstante, los esfuerzos de quienes intentan realizar esta actividad con mayores medidas de seguridad, dichas carreras volverán con toda seguridad a las calles y vías públicas.


Esta actividad se ha convertido en algo habitual en algunas avenidas de nuestro país, convocando a una masiva concurrencia de cientos de corredores a participar en ellas, siendo lo anterior ampliamente referido y cubierto por la prensa nacional.


Por otra parte, para el control de esta situación, la autoridad policial cuenta con mínimas facultades para su prevención, pues ellas se limitan a cursar infracciones por exceso de velocidad.


Considerando la realidad de que en la actualidad no existen las herramientas adecuadas para sancionar con severidad a quienes ponen en riesgo sus vidas y las de terceros inocentes al organizar y participar en estas carreras, se debe tipificar como delito, en la Ley del Tránsito, la concertación de carreras hechas con el objeto de competir en velocidad conduciendo vehículos motorizados, en zona rural o urbana, sobrepasando los límites de velocidad.


La Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, señala que recientes y lamentables hechos han dejado en evidencia un vacío en nuestra legislación de tránsito. La circulación de un vehículo a 280 kms por hora, y el atropello de un peatón a 180 kms. por hora, demostraron que las nuevas autopistas y las recientes tecnologías en vehículos motorizados permiten producir hechos de gran irresponsabilidad, que no tienen una sanción acorde a su gravedad.


En efecto, la actual regulación sanciona el exceso de velocidad estableciendo velocidades máximas, de acuerdo a las condiciones del camino y las características del vehículo en circulación. Determinada ésta, se establece un rango de tolerancia general de 5 kms. por hora. Por encima de este rango, constituye infracción menos grave exceder hasta en 10 kilómetros por hora el límite máximo de velocidad; infracción grave exceder entre 11 y 20 kilómetros por hora el límite; y constituye infracción gravísima, exceder en más de 20 kilómetros por hora el límite máximo de velocidad.


Sin embargo, por encima de estos límites, es indiferente exceder en 20 kms. por hora o en 60, recibiendo ambas conductas igual sanción. Así, quien circula a 140 kms. por hora, se expone a la sanción de una infracción gravísima, aplicándosele una multa que puede ser de 1,5 a 3 unidades tributarias mensuales y de 5 a 45 días de suspensión, y quien circula a 180 o 280 kms. por hora, como ha sucedido en el último tiempo, reciben exactamente la misma infracción. 


El rechazo que esta situación ha producido en la opinión pública amerita adecuar nuestro sistema infraccional del tránsito a esta nueva realidad, estableciendo sanciones acordes a esta situación.


La circulación a altísimas velocidades, sin mediar emergencia o necesidad, constituye un acto temerario sin sentido, que demuestran irresponsabilidad y negligencia. Estas actuaciones crean un grave peligro para los demás conductores y peatones, por lo que deben ser sancionadas con severidad. 


El presente proyecto de ley busca establecer estas sanciones, continuando con la escala ya establecida en la actual legislación. A quienes excedan la velocidad máxima permitida entre 21 y 40 kms. por hora, es decir, lleguen hasta los 160 kilómetros por hora como máximo en cualquier circunstancia, se les aplicará una multa de entre 9 y 12 UTM y una suspensión de la licencia de conducir por un año. Quien exceda la velocidad máxima entre 41 y 60 kms. por hora, es decir, entre 161 y 180 kms. por hora como máximo en cualquier circunstancia, se verá expuesto a una multa de entre 9 y 12 UTM y una suspensión de la licencia por dos años. Dado lo extenso de la suspensión de la licencia, no se aplica en este ámbito las sanciones por acumulación de infracciones en determinado período.


Los extensos períodos de suspensión de licencia buscan evitar que un conductor temerario pueda circular, dándole tiempo suficiente para reflexionar por su accionar y rectificar su conducta.

La Moción de los Honorables Senadores señores Larraín y Novoa, expresa que la conducción de vehículos motorizados a una velocidad que exceda los límites establecidos en la ley, ha constituido, desde los orígenes de la regulación del tránsito, una de las infracciones castigadas con las mayores sanciones contempladas por el ordenamiento jurídico para conductas imprudentes.

El texto original de la ley N°18.290 consideraba a esta conducta como una infracción gravísima, con una pena de suspensión de la licencia de conducir y multa, sin considerar la entidad del exceso de velocidad.

Con el objeto de adecuar la regulación de esta materia a las exigencias del principio de proporcionalidad entre la naturaleza de la infracción y la sanción a ella aplicable, la ley N°19.816 introdujo numerosas modificaciones a la regulación de las infracciones contempladas en la citada ley N° 18.290, de Tránsito.

Entre ellas, distinguió tres tramos en cuanto al exceso de velocidad. Para tal efecto, introdujo un artículo 200 bis a la citada ley 18.290, precisando que constituirá infracción menos grave el hecho de exceder hasta en diez kilómetros por hora el límite máximo de velocidad contemplado en el artículo 150; grave cuando la velocidad exceda entre once y veinte kilómetros por hora el mismo límite; y gravísima cuando el exceso de velocidad supere los veinte kilómetros por hora en relación con el máximo permitido.

Por su parte, el artículo 150 a que alude la citada disposición, establece los límites de la velocidad a la que pueden circular los vehículos motorizados, distinguiendo entre zonas urbanas y rurales y entre diversas clases de vehículos.

En efecto, tratándose de zonas urbanas, el límite de velocidad para vehículos de menos de tres mil ochocientos sesenta kilos de peso bruto vehicular y para motocicletas, es de sesenta kilómetros por hora. Para vehículos de más de ese peso, buses, vehículos de transporte escolar o con más de diecisiete asientos, incluido el del conductor, el límite en zona urbana es de cincuenta kilómetros por hora.

En zonas rurales, en tanto, se distingue según las características del camino. Es así como, en caminos con una pista de circulación en cada sentido, el límite legal es de cien kilómetros por hora; en tanto que, en caminos con dos pistas de circulación en cada sentido, el límite es de ciento veinte kilómetros la hora. Se exceptúan de esta disposición los buses y camiones de más de tres mil ochocientos sesenta kilos de peso bruto vehicular y los vehículos de transporte escolar, los que en ningún caso pueden circular a una velocidad mayor de noventa kilómetros por hora; así como los buses interurbanos que, ni aún en los caminos rurales de doble vía pueden circular a más de cien kilómetros por hora.

Posteriormente, la ley N° 20.068, publicada el 10 de diciembre de 2005, modificó el artículo 200 bis de ley 18.290, agregando la referencia al también por ella modificado artículo 151. La referida disposición regula la facultad de las Municipalidades para aumentar o disminuir los límites establecidos en la ley para una determinada vía o una parte de ella, previo estudio elaborado de acuerdo con los criterios que contempla el Manual de Señalización de Tránsito. De esta forma, quedan comprendidos entre los límites a que se remiten las normas sobre infracciones, los establecidos por las Municipalidades en uso de esta facultad legal.

La iniciativa propone elevar las multa por conducir un vehículo motorizado a una velocidad que exceda en más 50 km/hr la velocidad que constituye una infracción gravísima.

El fundamento de esta propuesta radica en que, desde un punto de vista objetivo, la imprudencia que representa exceder los límites de velocidad establecidos para las diversas clases de zonas, caminos y vehículos, constituye un peligro de mayor entidad incluso que la sola conducción en estado de ebriedad tipificada como delito.

En efecto, el artículo 196 E de la ley N°19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, publicada el 4 de enero de 2004, distingue cuatro hipótesis en la sanción de la conducción de vehículos motorizados en estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol. En la primera de ellas, castiga como simple delito con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a diez unidades tributarias mensuales, la mera conducción habiendo injerido alcohol en ciertas proporciones, es decir, aún sin causar daño alguno.

Se trata, por tanto, de un delito de peligro en que lo castigado por el legislador es el riesgo que la conducta tipificada representa para un bien jurídico, en este caso la vida o la integridad física de las personas.

Ese fundamento es igualmente concurrente en el caso de la conducción a una velocidad de tal entidad que, comprobadamente, pone en peligro la vida o la salud de los peatones o los otros conductores, siendo, además, más objetiva su determinación que en el caso del manejo con ingestión alcohólica previa. Como también se encuentra comprobado, el alcohol incide de diversa manera según las características de las personas. En el caso del exceso de velocidad, en cambio, sus efectos peligrosos no dependen de las características del conductor, pues afecta de igual manera a todas las personas y, adicionalmente, se determina a través de medios mecanizados.

Por otra parte, el aumento de la multa que se aplica como sanción, es progresivo y proporcional a la gravedad del resultado producido por la conducta imprudente. Asimismo, se obliga al juez a suspender la licencia de conducir por un período que también aumenta según la gravedad del resultado.

Adicionalmente, se eleva a la categoría de delito con pena única de presidio menor en su grado máximo, la reincidencia en la conducta, cualquiera sea la consecuencia de accionar del conductor.

La iniciativa respeta plenamente todos los principios que ordenan el ejercicio de la potestad punitiva del Estado a través del Legislativo, particularmente los referidos al carácter fragmentario del derecho penal, su naturaleza de última ratio y la proporcionalidad entre la infracción y la sanción aplicable. Si bien la pena que se propone es la misma que la ley 19.925 sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas contempla para el caso de conducción en estado de ebriedad con resultado de muerte, la conducción a una velocidad superior en cincuenta kilómetros por hora al máximo permitido, genera un riesgo objetivo mayor que esta última.

La Moción de los Honorables Senadores señores Vásquez, Bianchi, Muñoz Aburto y Sabag, indica que en Chile, según cifras oficiales, el año 2006 se registraron 44.839 accidentes de tránsito y de ellos, resultaron fallecidas 1652 personas.

Un hecho que se ha vuelto preocupante y frente al cual no se puede permanecer indiferentes ha sido la proliferación de carreras clandestinas que han sumado al mortal índice víctimas que han participado o han sido inocentes testigos de estas competencias en los últimos años.

Lo que más llama la atención, es que analizando las redes que se configuran en este singular mundo de los aficionados al automovilismo, destacan aquellos que personalizan los vehículos particulares (proceso conocido popularmente como tuning) mediante numerosos cambios al diseño y mecánica de las maquinarias.

A través de los medios de comunicación escritos, en Internet y blogspot existe una gran oferta de instrumentos y accesorios para potenciar la velocidad y aumentar el rendimiento de los vehículos, colocando en peligro la vida de quienes conducen, acompañan, presencian o sencillamente pueden ser víctimas anónimas que transitaban por el lugar siendo alcanzadas por un desgraciado accidente vehicular.

La forma en la que se configura la carrera clandestina no es un hecho fácil de detectar y se vuelve aún más difícil de pesquisar para la autoridad policial y judicial.

Los sitios preferidos son calles y avenidas anchas y largas (preferentemente rectas), alejadas del centro de la ciudad, lugar donde se concitan a través de la información virtual que se van traspasando y que es entregada vía e-mail o mensajes de texto a través del celular.

Normalmente, las condiciones técnicas del trazado vial están siempre dispuestas para un tránsito en ciudad inferior a los 60 o 70 kilómetros por hora y en vías concesionadas interurbanas a un máximo de 100 o 120 kms.

Sin embargo, el inadecuado circuito, el giro de las curvas, la inclinación del trazado y otros aspectos sustantivos para el manejo a alta velocidad cristalizan un marco de absoluta inseguridad y riesgo vital para quienes participan o presencian este tipo de actividades.

Lamentablemente, a pesar de la información que los medios de comunicación nos han proporcionado estas últimas semanas, las carreras clandestinas no son sólo una característica de las grandes ciudades. Experiencias, como las del vehículo que circulaba a 280 Kms por hora en la Costanera Norte en Santiago, se repiten con un grado de similitud evidente en las ciudades de Quilpué, Viña del Mar, Iquique, Antofagasta, por mencionar algunas.

Nuestra legislación necesita ser actualizada a esta nueva forma de conducta irresponsable y gravísima, que configura todos los marcos para tipificarla como un acto contrario a la ley. Existen numerosas disposiciones en la Ley de Tránsito que sancionan este tipo de conductas, pero sólo en lo que se refiere al exceso de velocidad. Se han intentado aplicar disposiciones complementarias del Código Civil y Penal que especifican las responsabilidades y los castigos a que pueden estar afectos quienes incurran en tales actividades.

Debe primar una tipificación clara de la gravedad más absoluta para aquel que protagoniza este tipo de carreras. Sumado a lo anterior, el castigo no debe ser sólo una multa a beneficio fiscal como lo dispone la norma, sino que además, una suspensión permanente de su licencia de conducir y el comiso del vehículo, por ser éste el bien que puede ser flagrante, consciente y explícitamente acondicionado para los efectos de competencia ilegal.

2.- Jurídicos


La iniciativa legal en informe se relaciona, entre otras, con las siguientes normas legales vigentes: artículos 34, 150, 151, 197, 200 bis,  201, 208 y 209 de la ley Nº 18.290, de Tránsito; artículo 398 del Código Procesal Penal;  artículos 12 Nº 20,  397 Nº 1 y 484 del Código Penal.

- - - - - -

ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN


Consta de un artículo único, que por medio de 4 numerales modifica la Ley de Tránsito, introduciendo un artículo 196G, nuevo; un artículo 201 bis, nuevo; una letra c) nueva, al artículo 208 y un inciso sexto, nuevo, al artículo 34.
DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL



Durante la discusión en general, vuestra Comisión estimó atendibles los planteamientos contenidos en las cuatro mociones en estudio y con la finalidad de materializar todos los planteamientos formulados en ellas, sus integrantes elaboraron un texto que recoge en forma refundida las ideas matrices de estas iniciativas legales.


El texto de este proyecto de ley, que ha sido estructurado como artículo único, mediante cuatro numerales, modifica la Ley de Tránsito.


La iniciativa legal en estudio distingue las carreras ilegales de los excesos de velocidad. 


El Nº 1 de esta propuesta, incorpora un artículo 196G, que establece y sanciona penalmente las carreras ilegales. Señala que los que compitieren en velocidad conduciendo vehículos motorizados, o, rivalizaren en destreza u otras habilidades en la conducción vehicular, en forma individual o colectiva, por calles o caminos o en establecimientos de comercio, sin autorización del organismo competente, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado medio, multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia de conductor de 12 a 24 meses. A los organizadores y demás partícipes de la competencia, se les aplicará la misma pena corporal reducida en un grado.


Este inciso, en primer lugar establece el tipo penal: la competencia y, en segundo lugar, el rivalizar en destreza u otras habilidades, por ejemplo, el hacer trompos, andar el vehículo en dos ruedas, etc. Por cierto, estas competencias pueden ser individuales, como el que hace trompos o colectivas, si participan varios vehículos.


Otro elemento importante del tipo penal es dónde pueden realizarse estas carreras para que sean punitivas. Por calles o caminos. La Ley del Tránsito define lo que es vía o calle y los caminos están definidos en la Ley de Caminos. 


Todo esto en la medida que no tengan autorización del organismo competente porque hoy día las carreras, si están autorizados por el Seremi de Transportes o por la Municipalidad, se pueden hacer por calles o caminos. 


Los miembros de la Comisión se preguntaron qué pasa si la carrera no se efectúa en un establecimiento de comercio y se desarrolla dentro de una parcela. Creen que podría haber discusión al respecto por ser un recinto privado y también estiman discutible la penalidad que se aplica a los organizadores y demás partícipes de la competencia ya que serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado medio, reducida en un grado, por el solo hecho de organizar una competencia y de no producirse ningún daño. Esto podría generar un debate pero la idea es que se describe el tipo, se establece la sanción y eso abarca de alguna forma las dos mociones de las carreras ilegales.


El Nº 2 del proyecto de ley, incorpora un artículo 201 bis, nuevo, y se refiere al sobre exceso de velocidad. Hoy día, en el inciso final del artículo 200 bis se penaliza el exceso de velocidad en más de 20 km. de la velocidad legal. Es decir, sobre 60 km en lugares urbanos y sobre 120 km en lugares inter urbanos. El que conduce a 80kmh o a 140kmh quedaría penalizado por esta norma.


Este numeral establece una gradualidad de la penalidad. El que excede la velocidad entre 41 y 50 kilómetro por hora, por sobre el límite máximo de velocidad establecido, se le aplica una multa de  3 a 6 utm, que es correlativa a la que ya está establecida en la ley que va de 1 a 3 utm. Los que excedieren la velocidad entre 51 y 60 kilómetros por hora, de 6 a 9 utm y a los que la excedieren sobre los 61 kilómetros por hora, de 10 a 20 utm.


Por ejemplo, en el sector urbano el límite máximo de velocidad es de 60kmh y si una persona va a 121kmh se le aplicaría una multa de 10 a 20utm, o sea, entre 300 y 600 mil pesos. Esta sería la idea matriz. 


Y si a consecuencia de esta conducta se causaren lesiones graves o menos graves la multa se empieza a elevar. Por lesiones graves o menos graves, se aplica una multa de 21 a 40utm; si hay lesiones gravísimas o la muerte, la multa será de 41 a 100utm, ya sea que exceda la velocidad en 40 o 60kmh, y también se le aplica una pena corporal.


Aquí se establecen sanciones pecuniarias y además las penas corporales establecidas en el Código Penal. 


En caso de reincidencia de las conductas descritas, dentro de un mismo año contado desde la primera infracción, se eleva al doble la multa que se aplique.


En el Nº 3, se agrega una letra c), nueva, al artículo 208, en donde se tratan las suspensiones de licencia. Es decir, se penan las conductas anteriores, además con la suspensión de la licencia para conducir por el término de 6 meses a un año, si se hubieren o no cometido daños o lesiones leves. Esto siempre que se conduzca de 161kmh hacia arriba. La suspensión es de 1 a 2 años si se causaren lesiones menos graves o graves y de 2 a 4 años si se causaren lesiones gravísimas o la muerte de una o más personas. La reincidencia eleva al doble el plazo de la suspensión de la licencia pudiendo cancelarse si implica la conducción del vehículo por parte del infractor peligro para el tránsito o para la seguridad pública, la que deberá fundarse en las anotaciones que registre en la hoja de vida del conductor o en fundamentos médicos debidamente comprobados.


Estas medidas no podrán ser suspendidas ni aún cuando el juez hiciere uso de la facultad contemplada en el artículo 398 del Código Procesal Penal. Sin embargo, después de 4 años desde que se canceló la licencia de conducir, el tribunal podrá alzar esa medida cuando nuevos antecedentes permitan estimar fundadamente que ha desaparecido el peligro para el tránsito o para la seguridad pública que importaba la conducción de vehículos motorizados por el infractor.


El Nº 4 de este proyecto de ley, agrega al artículo 34, un inciso sexto nuevo, estableciendo una medida prejudicial precautoria de prohibición de celebrar actos y contratos desde el momento de la denuncia policial, para asegurar el pago de la multa que se imponga y los daños y perjuicios que se causen, respecto de los vehículos con los que se haya participado en estas acciones descritas anteriormente.


 Es importante que se establezca esta medida hacia el vehículo que causa este tipo de daño a estas velocidades que es más suave que la que se proponía en una de las mociones que era el decomiso del vehículo. Respecto de esta última medida se hizo presente que muchas veces el dueño del vehículo desconoce el uso que se le está dando. Sin embargo, se recordó que el dueño del vehículo es solidariamente responsable por los daños que se ocasionen con éste, de acuerdo al artículo 174 de la Ley de Tránsito.


Finalmente los miembros de vuestra Comisión estimaron que el artículo único sintetiza y ordena los 4 proyectos de ley, por lo tanto, proponen aprobarlo en general y sobre la base de este texto que se formulen las indicaciones.


- - - Sometida a votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Muñoz Barra, Novoa y Pizarro.

- - - Sometido a votación el texto refundido, fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Muñoz Barra, Novoa y Pizarro.
- - - - - - 


En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general, el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.290, de Tránsito:


1) Incorpórase el siguiente artículo 196 G, nuevo;


“Artículo 196 G.- Los que compitieren en velocidad conduciendo vehículos motorizados, o, rivalizaren en destreza u otras habilidades en la conducción vehicular, en forma individual o colectiva, por calles o caminos o en establecimientos de comercio, sin autorización del organismo competente, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado medio, multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia de conductor de doce a veinticuatro meses. A los organizadores y demás partícipes de la competencia, se les aplicará la misma pena corporal reducida en un grado.


En los casos de reiteración de esta acción dentro de un mismo año contado desde la primera infracción, se impondrá la pena corporal aumentada en un grado.


Si a consecuencia de la conducta descrita en el inciso primero, se causaren lesiones graves o menos graves, la multa será de veintiuno a cuarenta unidades tributarias mensuales.


Si se causaren alguna de las lesiones indicadas en el artículo 397, N° 1º, del Código Penal o la muerte de una o más personas, la multa será de cuarenta y una a cien unidades tributarias mensuales.”.


2) Incorpórase el siguiente artículo 201 bis, nuevo:


“Artículo 201 bis.- Los que excedieren la velocidad entre 41 y 50 kilómetros por hora, por sobre el límite máximo de velocidad establecido en los artículos 150 y 151, se les aplicará una multa de 3 a 6 unidades tributarias mensuales; los que excedieren la velocidad entre 51 y 60 kilómetros por hora, de 6 a 9 unidades tributarias mensuales y a los que la excedieren sobre los 61 kilómetros por hora, de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.


Si a consecuencia de la conducta descrita en el inciso anterior, se causaren lesiones graves o menos graves, la multa será de veintiuno a cuarenta unidades tributarias mensuales.


Si se causaren alguna de las lesiones indicadas en el artículo 397, N° 1º, del Código Penal o la muerte de una o más personas, la multa será de cuarenta y uno a cien unidades tributarias mensuales.


La reincidencia de las conductas descritas dentro de un mismo año contado desde la primera infracción, elevará al doble la multa que se aplique.”.


3) Agrégase la siguiente letra c) nueva, al artículo 208:


“c) En las infracciones previstas en el artículo 201 bis, se suspenderá la licencia para conducir vehículos motorizados por el término de seis meses a un año, si se hubieren o no, cometido daños o lesiones leves; de uno a dos años si se causaren lesiones menos graves o graves, y de dos a cuatro años, si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397, Nº 1º, del Código Penal o la muerte de una o más personas. La reincidencia, elevará al doble el plazo de la suspensión de la licencia de conductor que se aplique, debiendo el tribunal decretar su cancelación cuando considere que la conducción del vehículo por parte del infractor importa peligro para el tránsito o para la seguridad pública, la que deberá fundarse en las anotaciones que registre en la hoja de vida del conductor o en fundamentos médicos debidamente comprobados.


Las medidas señaladas en el inciso precedente no podrán ser suspendidas ni aún cuando el juez hiciere uso de la facultad contemplada en el artículo 398 del Código Procesal Penal. Sin embargo, cumplidos a lo menos cuatro años desde que se canceló la licencia de conductor, el tribunal podrá alzar esa medida cuando nuevos antecedentes permitan estimar fundadamente que ha desaparecido el peligro para el tránsito o para la seguridad pública que importaba la conducción de vehículos motorizados por el infractor.".


4) Agrégase al artículo 34 el siguiente inciso sexto, nuevo:


“Los vehículos con los que se haya participado en las acciones descritas en el artículo 196 G y 201 bis, quedarán sujetos, por el solo ministerio de la ley, a la medida prejudicial precautoria de prohibición de celebrar actos y contratos, desde el momento de la denuncia policial, para asegurar el pago de la multa que se imponga y los daños y perjuicios que se causen. La autoridad policial, judicial o el Ministerio Público, deberán comunicar de inmediato dicha medida al Servicio de Registro Civil e Identificación, para que se anote en el Registro de Vehículos Motorizados.”.

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 8 y 29 de agosto; 5 de septiembre y  10 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero (Presidente), señora Evelyn Matthei y señores Roberto Muñoz Barra, Jovino Novoa y Jorge Pizarro.


Sala de la Comisión, a 16 de octubre de 2007.

(Fdo.):ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA,
Abogado Secretario
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NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS RECAÍDO EN LOS PROYECTOS DE LEY, EL PRIMERO, QUE MODIFICA SANCIÓN POR NO PAGO DE TARIFA O PEAJE EN OBRAS CONCESIONADAS, EL SEGUNDO, RELATIVO A COBRO DE INDEMNIZACIONES COMPENSATORIAS A INFRACTORES DE TARIFAS O PEAJES DE OBRAS CONCESIONADAS Y, EL TERCERO, REFERIDO A TÉRMINO DE PROCEDIMIENTO DE COBRO DE DEUDAS ANTE JUZGADOS DE POLICIA LOCAL, EN CASO QUE SEÑALA; INICIADOS EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES, FREI Y NARANJO, HONORABLE SENADORA ALVEAR, Y HONORABLES SENAODRES HORVATH Y GÓMEZ, RESPECTIVAMENTE

(4838-09 y 4840-09, refundidos, y 4826-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de presentaros un nuevo segundo informe, acerca de los proyectos de ley señalados en la referencia. 


Dejamos constancia que en virtud del acuerdo de Comités adoptado el 28 de agosto de 2007, del que se dio cuenta en sesión 44ª, ordinaria, de esa misma fecha, la Sala del Honorable Senado acordó enviar a la Comisión de Obras Públicas, para un nuevo segundo informe el proyecto de ley en estudio.

Asimismo, dejamos constancia que, al discutirse las nuevas indicaciones presentadas a esta iniciativa legal, la Comisión acordó refundir el proyecto de ley de los Honorables Senadores señores Horvath y Gómez, sobre término de procedimiento de cobro de deudas ante Juzgados de Policía Local, en el caso que señala, (Boletín Nº 4.826-07), iniciativa que se encontraba radicada en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con las  mociones señaladas en el epígrafe, en atención a que versan sobre la misma materia y en virtud del acuerdo adoptado por la Sala del Honorable Senado, en sesión 9ª, ordinaria de 10 de abril de 2007.

- - - - - -


A la sesión en que se consideraron estos proyectos de ley asistieron, además de los miembros titulares de vuestra Comisión, el Honorable Senador señor Horvath.

Durante la discusión de estas iniciativas legales, vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Obras Públicas, señor Eduardo Bitrán; del Asesor del Ministro, señor Carlos Estévez; del Asesor del Subsecretario, señor Enrique Canales; de la Asesora del Subsecretario, señora Cristina Holuigue y del Asesor Legislativo del Ministro, señor Domingo Sánchez. 

- - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, 2quáter, 2quinquies y 6.

IV.- Indicaciones rechazadas: 2 bis, 2ter, 3, 3ter, 3quáter, 4, 4ter, 5, 5ter y 7.


V.- Indicación retirada: 2.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.
DISCUSIÓN EN PARTICULAR



Cabe tener presente que vuestra Comisión de Obras Públicas se pronunció previamente, en trámite de segundo informe, sobre las indicaciones de su competencia, contenidas en el Boletín de fecha 30 de julio de 2007, por lo tanto, para no caer en reiteraciones, nos remitimos a lo señalado en nuestro segundo informe respecto de los acuerdos adoptados sobre ellas.

La Comisión se abocó al estudio de las indicaciones formuladas dentro del nuevo plazo abierto para tal efecto, acordado en sesión 44a, ordinaria, celebrada el martes 28 de agosto de 2007, las que se consignan con los números 2ter, 2quáter, 2quinquies, 3ter, 3quáter, 4ter y 5ter, del Boletín de Indicaciones elaborado por la Secretaría,  presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.
INDICACIÓN Nº 2 QUINQUIES

De S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir el texto del artículo 1º, por el siguiente:


“Artículo 1º.- Reemplázase el artículo 42, del decreto Nº 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas, por el siguiente:


“Artículo 42.- Cuando un usuario de una obra dada en concesión no cumpla con el pago de su tarifa o peaje, el concesionario podrá cobrarlo judicialmente, reajustado según la variación del Índice de Precios al Consumidor, más los intereses máximos convencionales y las costas. Será competente para conocer del cobro judicial, de acuerdo al procedimiento establecido en la ley Nº 18.287, el Juez de Policía Local del territorio del domicilio del usuario. Se considerará usuario a la persona a cuyo nombre esté inscrito el vehículo y su domicilio será el anotado en el Registro de Vehículos Motorizados.


Cuando el juez condene al pago en los términos señalados en el inciso anterior, aplicará una multa única de 10 veces el monto de lo condenado. En caso de reincidencia, esta multa aumentará a 20 veces el monto de lo condenado. En ambos casos, la multa no podrá exceder de veinte unidades tributarias mensuales. Si las multas no fueren pagadas, se anotarán en el Registro de Multas de Tránsito no pagadas, en la forma, plazos y para todos los efectos que establece la ley Nº 18.287.


Con todo, el deudor podrá eximirse de la aplicación de las multas dispuestas en el inciso precedente, si paga el monto efectivamente adeudado más los intereses corrientes y las costas a la concesionaria, antes de que se cite a oír sentencia.


El cincuenta por ciento de estas multas ingresará al Fondo Común Municipal, pasando el cincuenta por ciento restante a beneficio de la Municipalidad a que perteneciere el Juzgado de Policía Local en que se hubiere sentenciado la condena.


En el juzgamiento de estas infracciones, constituirán medios de prueba las fotografías, filmaciones y cualquier otro medio técnico que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado para el control del incumplimiento de los pagos tarifarios.”.”.

En discusión esta indicación el señor Ministro de Obras Públicas, don Eduardo Bitrán señaló que ella reemplaza la indicación Nº 1, presentada el 30 de julio de 2007 y recoge las ideas de los distintos actores de este proyecto de ley, incluyendo la de los Honorables Senadores señores Horvath y Gómez, constituyendo una síntesis, considerando que ella cautela los distintos intereses.


Indicó, en primer lugar, que han propuesto reducir y acotar el monto máximo de la multa de 10 veces el monto de lo condenado, aumentando en caso de reincidencia a 20 veces dicho monto, no pudiendo, en ambos casos, exceder de 20 unidades tributarias mensuales como tope.


Por otra parte, manifestó que se mantiene un criterio que es muy importante que es la posibilidad de enervación. Es decir, antes de dictarse sentencia siempre se puede pagar con costas, para premiar a aquéllos que por cualquier razón secundaria no pudieron pagar pero que tienen la disposición de hacerlo y no tener que afectarlos con la multa. 


Señaló que han planteado modificar el concepto de pena civil a multa porque no es bueno para la industria de concesiones que aparezca una presunción de enriquecimiento sin causa y, además porque algunos han sostenido que esta compensación de 20, 40 o el número de veces que sea no corresponde a una deuda efectiva porque la deuda se paga con costas, con intereses, pudiéndose generar una percepción de enriquecimiento que no tiene un sustento, lo que debilita el sistema y debilita la credibilidad de la propia acción de cobranza de las concesionarias y, por lo tanto, es mucho mejor que se aplique una multa.


Obviamente, para cobrar una multa tiene que haber algún elemento de fé pública afectado, de otro modo, si se trata simplemente de un contrato entre privados y no hay fé pública afectada no habría fundamento para una multa. Están convencidos de que aquí hay un elemento de interés público muy importante que tiene que ver con las bases de sustentación de largo plazo del sistema.


Manifestó que Chile ha sido pionero en ir a un sistema de post pago en materia de autopistas urbanas y, a futuro, probablemente de autopistas interurbanas,  tema que se está discutiendo y para poder llevar este tipo de mecanismos es fundamental que, obviamente, se pueda cobrar en forma efectiva.


Si el sistema de cobro se desmorona por una percepción de impunidad, por ejemplo, lo que va a ocurrir es que no van a poder seguir expandiendo el mecanismo y proyectos importantes de interés público ya no  podrían ser financiados. 


Esto dice relación con la capacidad de obtener financiamiento privado para sostener un programa de inversiones que va a ser permanente porque permanentemente el país va a tener que estar mejorando, expandiendo, modificando y licitando nuevas concesiones.


Cree que el no pago de la deuda afecta significativamente el interés público y, por lo tanto, amerita una sanción. Que esto sea una infracción y que haya una multa asociada a ello.


Su visión es que la multa está asociada al hecho de no pagar. En ese sentido es un evento distinto a andar sin tag o con tag deshabilitado. 


El segundo elemento que han modificado es el domicilio del acreedor como el lugar para establecer cuál es el Juzgado de Policía Local competente. Originalmente se había dicho que era el del acreedor y acogieron la propuesta de modificarlo al del domicilio del deudor, ya que entiende que es de justicia para personas que puede ser complicado tener que venir a defenderse a otro lugar.


Y, también un elemento muy importante que han planteado varios señores Senadores es que al ser esto una multa la indicación puede establecer que sea de beneficio municipal y que el 50% de la multa vaya a la municipalidad donde está el Juzgado de Policía Local  y el otro 50% al Fondo Común Municipal.


Con este 50% se está generando un estímulo o un incentivo para que los Juzgados de Policía Local cumplan su rol y tengan los recursos y puedan contratar asistentes, ayudantes, etc. que colaboren en los temas administrativos.


La indicación del Ejecutivo representa la opinión de la mayoría con pequeños matices como la naturaleza de si es infracción o pena civil.


Agregó que el contenido y fundamentos de esta nueva indicación formulada por el Ejecutivo con fecha 10 de septiembre de 2007, es perfeccionar el texto del proyecto de ley en actual trámite, atendiendo a las propuestas y al debate que se ha desarrollado, desde hace más de nueve meses, con respecto a esta materia.


Destacó especialmente estas circunstancias, puesto que, en su opinión, reflejan el ánimo de entendimiento y de colaboración entre el Ejecutivo y el Congreso Nacional que, a su vez, ha comprendido la participación favorable de actores relevantes en quienes incidirá la iniciativa legislativa, así como de todos los miembros de esta Comisión de Obras Públicas.

Bajo tales consideraciones, manifestó que el Ejecutivo cree traducir de mejor forma el contenido de la iniciativa legislativa mediante la Indicación que ha presentado al escrutinio de los miembros de esta Comisión, para que sea informada favorablemente a la Sala de esta  Corporación.


En consecuencia, esta nueva Indicación, propone sustituir el texto de la indicación Nº 1, de S.E. la Presidenta de la República, contenida en el Segundo Informe de la Comisión de Obras Públicas del Honorable Senado, emitido con fecha 3 de agosto de 2007.


El señor Ministro manifestó, respecto del inciso primero, de esta indicación que el supuesto de esta norma se produce cuando un "...usuario de una obra dada en concesión no cumpla con el pago de su tarifa o peaje,...".


Para el caso de cobro judicial, además del reajuste de lo adeudado según el Índice de Precios al Consumidor, se agregan los intereses máximos convencionales, atendiendo a la actitud renuente del deudor; sin perjuicio del pago de las respectivas costas del juicio.


Con respecto al tribunal competente para conocer del cobro judicial, se establece que lo será "...el Juez de Policía Local del territorio del domicilio del usuario.", como una manera de hacer concordante dicha norma con las reglas generales de competencia, que la otorgan a los tribunales del domicilio del deudor o del demandado, para prevenir cualquier entorpecimiento de su derecho a defensa jurídica.


Se señala que "...Se considerará usuario a la persona a cuyo nombre esté inscrito el vehículo y su domicilio será el anotado en el Registro de Vehículos Motorizados.".

Con esta norma, se establece una presunción simplemente legal que uniforma coherentemente en un solo sujeto de derecho a la persona del deudor, del usuario y del dueño del vehículo motorizado, junto con otorgarle certeza jurídica a su domicilio para todos los efectos procesales pertinentes.


Sin embargo, como presunción simplemente legal, no excluye que prime la ley del contrato, cuando el usuario registrado ante la respectiva concesionaria de obra pública fuere distinto del dueño del vehículo motorizado.


Además, cumpliendo con las consideraciones de los señores jueces que integran el Instituto de Jueces de Policía Local, oídos en la tramitación de este Proyecto de Ley, esta norma crea un expediente de asignación racional de la carga que significa el conocimiento y fallo de estos juicios, actualmente recaída sólo en los Jueces de Policía Local del lugar en que se produjo el no pago de la tarifa o peaje.


Por último, cumpliendo con las ideas matrices y fundamentales del proyecto de ley en informe, se elimina la indemnización compensatoria legal, accesoria a estas deudas.


Respecto del inciso segundo, explicó que se establece un sistema para la aplicación de una multa única, que deberá imponérsele al deudor condenado al pago de la tarifa o peaje, correspondiente a 10 ó 20 veces el monto de lo condenado, para la primera condena o en caso de reincidencia, respectivamente. Sin embargo, para ambos casos el monto total de la multa no podrá exceder de veinte unidades tributarias mensuales, cumpliéndose así con los criterios de proporcionalidad o progresión limitada, en el cumplimiento de las cargas públicas.


Destacó que este inciso, incurre en un error que solicita sea corregido con el acuerdo de la Comisión, al haber señalado que se trata de una “multa única”, puesto que ello podría dar lugar a entender que dicha multa sería incompatible con la que correspondería aplicar conforme al artículo 118 bis de la Ley de Tránsito, número 18.290, cuyo inciso primero dispone que “En los caminos públicos en que opere un sistema electrónico de cobro de tarifas o peajes, sólo podrán circular los vehículos que estén provistos de un dispositivo electrónico u otro sistema complementario que permitan su cobro.”, sancionando como infracción grave su violación. No siendo el espíritu de la indicación presentada que se entendiere tal incompatibilidad, solicitó el acuerdo de la Comisión, para que se elimine la expresión “única” del inciso segundo del texto del artículo 42 que se propone en la indicación en discusión.

Añadió, en seguida, como fundamento de este inciso segundo, que se han considerado una serie de circunstancias que están en la base del sistema de las obras públicas concesionadas, donde el servicio que prestan consiste en un sistema de tránsito público de flujo libre.


Resulta incuestionable que las obras públicas concesionadas y el servicio público que prestan a través de su explotación, constituyen la expresión de una política pública general definida por el Estado en materia de infraestructura, cuya sustentabilidad en el largo plazo debe ser garantizada tanto a sus operadores como a los usuarios, de tal manera que todo aquello que pueda atentar en su contra debe ser prevenido y evitado. Tal sustentabilidad tiene como expresión sistémica la continuidad del servicio público que se presta, con determinada calidad; sin embargo, posee dos facetas que consisten en el régimen de derecho público que rige al contrato de concesión entre el Estado y la Concesionaria y en el régimen de derecho privado que rige al servicio entre la Concesionaria y el usuario.


Además, la protección del sistema compuesto por todos los derechos y obligaciones que conforman tanto el régimen económico como el régimen jurídico del contrato de obra pública concesionada, corresponde que sea resguardado por el Estado a través de un régimen legal que otorgue seguridad jurídica a la operación integral de todo el sistema. Dicho resguardo, sólo puede ser alcanzado a través de medios coercitivos de establecimiento general y de aplicación particular contra aquéllos que desconozcan el cumplimiento de sus obligaciones de manera contumaz.


En síntesis, la protección de la inversión en obras públicas concesionadas así como la sustentabilidad de su régimen de explotación, constituyen suficientes fundamentos de interés general para encausar las conductas transgresoras por la vía infraccional, dando lugar a la imposición de las multas que se establecen en este inciso segundo.


Por otra parte, se establece que “Si las multas no fueren pagadas, se anotarán en el Registro de Multas de Tránsito no pagadas, en la forma, plazos y para todos los efectos que establece la ley N° 18.287.” Es decir, deberán registrarse en el Registro de Multas de Tránsito no pagadas, e impedirá la renovación del Permiso de Circulación si no fueren canceladas.


Respecto del inciso tercero, del artículo 42, propuesto, el señor Ministro manifestó que dentro del espíritu con que ha sido tratado este proyecto de ley, se ha dado desarrollado un debate acerca de los mayores beneficios que podrían otorgarse a los usuarios que, por razones distintas a la sola voluntad de infringir o evadir sus obligaciones, cayeren en incumplimientos posibles de subsanar, sin necesidad de que se les aplique todo el rigor de la ley. Por ello, en el inciso tercero se propone que “...el deudor podrá eximirse de la aplicación de las multas dispuestas en el inciso precedente, si paga el monto efectivamente adeudado más los intereses corrientes y las costas a la concesionaria, antes de que se cite a oír sentencia.”.

Por lo tanto, un deudor de tarifa o peaje que por su conducta haya caído en cobro judicial, siempre tendrá una oportunidad para remediar y solucionar sus obligaciones, con la garantía que si lo hace en tiempo oportuno, durante el procedimiento judicial, no se verá sujeto a las multas legales y, además, en reconocimiento de su disposición a cumplir, su deuda será liquidada rebajando los intereses máximos convencionales a intereses corrientes.


En cuanto al inciso cuarto, el señor Ministro manifestó que en concordancia con la instauración de multas para protección de interés público comprometido en la continuidad y calidad del servicio, para la protección de la sustentabilidad del sistema y de los derechos y obligaciones que conforman el régimen jurídico y el régimen económico de los contratos de concesión de obra pública y de su explotación, proponen que: “El cincuenta por ciento de estas multas ingrese al Fondo Común Municipal, pasando el cincuenta por ciento restante a beneficio de la Municipalidad a que perteneciere el Juzgado de Policía Local en que se hubiere sentenciado la condena.”.


Así entonces, la norma propuesta generará ingresos redistributivos en los presupuestos municipales por la vía del Fondo Común Municipal.


Por otra parte, se aumenta el financiamiento del presupuesto municipal para aquellas corporaciones edilicias cuyos Juzgados de Policía Local tramiten las causas a que de origen el sistema de cobro judicial y multas que proponen, solucionando el segundo problema más importante observado por los señores Jueces de Policía Local.


Sobre el inciso quinto, que dice relación con los medios de prueba, se conserva la norma que les da validez a los medios técnicos para acreditar los hechos.

Finalmente, el señor Ministro concluyó señalando que la indicación  presentada favorece el derecho a defensa de los usuarios y la operatoria de los juzgados de policía local. Por otra parte, constituye una nueva forma de protección jurídica a la sustentabilidad de los sistemas de vías concesionarias, bajo la vía infraccional que deroga la institución de la indemnización compensatoria o de pena civil, cumpliendo con las ideas matrices y fundamentos de la iniciativa legal en estudio.


Una vez terminada la exposición del señor Ministro, el Honorable Senador señor Sabag manifestó que la indicación del Ejecutivo recoge las ideas contenidas en las indicaciones presentadas por los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Pérez Varela, Romero y de quien habla, y las perfecciona. Se trata de proteger este sistema y de que quien utiliza la carretera con post pago honre su compromiso. Si no se cumple con el pago el sistema quiebra. 


Recordó que un millón y medio de personas que no votaron tuvieron que ser amnistiadas porque es imposible cobrar un millón y medio de multas a infractores electorales. En este caso, es fácil juntar un número similar de infractores lo que es incobrable, por lo tanto, aquí tiene que haber una medida disuasiva que lleve a que la persona pague, pudiendo hacerlo hasta el día del fallo.


Destacó que la multa no va a la concesionaria sino que al Juzgado de Policía Pocal donde se paga la multa y el otro 50% al Fondo Común Municipal. La indicación cumple todas las finalidades de disuasión y se protege el sistema de post pago. 


El Honorable Senador señor Romero manifestó que cuando la Comisión tomó la decisión de solicitar a los Comités que este proyecto de ley pudiera volver a ser conocido por esta Comisión fue para perfeccionar una normativa que iba a colisionar con el Tribunal Constitucional. Por ello se abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones y se envió para un nuevo segundo informe.


Había una abierta inconstitucionalidad porque se hacía una discriminación ya que el artículo 42 contenido en el proyecto de ley, en su inciso cuarto, sólo aplicaba una pena civil al usuario dedicado al servicio de pasajeros público o privado o al transporte escolar y de carga terrestre. Ello, además de suponer la discriminación arbitraria en contra de los recién señalados, incentivaba al resto de los usuarios a incumplir su pago a la concesionaria, toda vez que muy probablemente ya no existiría un castigo mayor al mero pago de la deuda más intereses y costas para el resto de los usuarios.


Por ello se adoptó la decisión, entendiendo y sintiendo siempre el espíritu que los ha animado en el sentido, por una parte, de incentivar la utilización de este tipo de mecanismos porque en definitiva se ha demostrado que la concesión es un mecanismo apto y eficiente para poder desarrollar una serie de obras públicas que de no mediar la existencia de este tipo de mecanismos tendría que ser desarrollado y realizado a través de una acción directa de parte del Estado y,  por otra parte, le parece que se ha ido recogiendo en la indicación del Ejecutivo lo que se ha propuesto en la de él y del Honorable Senador señor Kuschel. Además, se han recogido los planteamientos de los Honorables Senadores señores Horvath y Gómez, en el sentido de enervar o poder eximirse de la aplicación de las multas si se paga el monto efectivamente adeudado más los intereses corrientes y las costas a la concesionaria. 


Hizo presente que la indicación del Ejecutivo Nº 2quinquies, al igual como la Nº 2quáter, al referirse al pago anticipado del deudor, contiene un error al decir “antes de que se cite a oír sentencia”, ya que debe decirse “antes de que los autos queden para fallo”. Ahora no se cita para oír sentencia sino que los autos quedan para fallo, de acuerdo con la nueva metodología del sistema.


Básicamente las inquietudes que tenían y que recogían de alguna manera muy directa la inquietud de los Jueces de Policía Local era de que se pudiese descongestionar este tipo de situaciones con la finalidad de que fuesen muchos los Juzgados que pudieran tener competencia y de ahí viene la normativa del domicilio del deudor.


Aclaró que cuando señalaron que técnicamente era una pena civil estaban efectivamente apuntando a una realidad. Es efectivamente una pena civil, por otra parte, si es una pena civil es accesoria a una principal que le pertenece a las concesionarias. Y eso tiene el inconveniente de que al no ser entendida como infracción o multa no puede ir al Fondo Común Municipal. Por eso se está tratando de darle un carácter infraccional y no de pena civil. Estima que es una pena civil pero no tiene inconveniente que la Comisión tome la decisión de entender que es una infracción. Además, como la competencia la tiene el Ejecutivo para destinar las multas al Fondo Común Municipal, pasando el 50% restante a beneficio de la municipalidad a que pertenezca el Juzgado de Policía Local que hubiera sentenciado la condena, quisiera agregar o dejar constancia en la historia de la ley de que la idea es que vaya a beneficio del departamento dentro de la municipalidad que dice relación con Juzgado de Policía Local porque los Alcaldes pueden destinar los recursos a otros fines.


Si se enerva la acción el Juzgado de Policía Local no recibe nada, salvo las costas.


Finalmente, el Honorable Senador señor Romero señaló que su indicación tiene por finalidad establecer un incentivo real para que los usuarios paguen lo adeudado. Le parece bien que se haya establecido tanto un monto máximo como el enervar pagando.


En el boletín de indicaciones su indicación y la del Ejecutivo figuran sustituyendo sólo el artículo 1º del proyecto, en circunstancias que ambas son sustitutivas del proyecto completo. Hace esta aclaración técnica porque el artículo 2º se suprime o se sustituye.



El Honorable Senador señor Naranjo señaló que hubiera preferido mantener su moción principalmente teniendo en consideración que el Tag se va a utilizar dentro de poco tiempo más en todo Chile. Por otra parte, señaló que el nuevo texto elimina lo que parecía absolutamente fuera de lugar que es esta indemnización compensatoria. Agregó que las modificaciones no lo dejan cien por ciento contento pero cree que recogen de uno y de otro lado los argumentos planteados. Añadió que el hecho de que la persona pueda enervar la acción pagando, resuelve el problema. Además le parece bien que haya quedado como multa.


Finalmente señaló que le preocupa que no se contemple el mal uso de la patente o su ocultamiento, y otras conductas. Además, señaló que le parece bien que se haya fijado un monto máximo como multa.


Al respecto el señor Ministro señaló que esas materias quedan para ser resueltas en la modificación general a la Ley de Concesiones que también contempla modificaciones a la Ley de Tránsito.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Kuschel 
señaló que la indicación del Ejecutivo armonizó las distintas opiniones diversas que existían sobre esta materia.


Al respecto propuso aprobarla con las siguientes modificaciones:


1) En el inciso primero, reemplazar la expresión “Artículo 1º” por “Artículo único”, por razones de técnica legislativa.


2) En el inciso segundo, suprimir la palabra “única”, para no confundir la sanción por deuda de otros temas que pueden ser delitos o infracciones. Además, porque esta palabra puede generar una ambigüedad, que alguien por ejemplo ande sin Tag y entran en la línea de infringir la Ley de Tránsito.


3) En el inciso tercero, reemplazar las palabras “se cite a oír sentencia” por “los autos queden para fallo”, en atención a que no se cita a oír sentencia, porque ese acto procesal no existe en ese procedimiento.


Sometida a votación esta indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Naranjo, Romero y Sabag, con las enmiendas señaladas. 

INDICACIÓN Nº 2 TER


Del Honorable Senador señor Novoa, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1º.- Reemplázase el artículo 42, del decreto Nº 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas, por el siguiente:



“Artículo 42º.- Cuando un usuario de una obra dada en concesión no cumpla el pago de su tarifa o peaje, el concesionario tendrá derecho a cobrarla judicialmente reajustada según la variación del Índice de Precios al Consumidor entre la fecha del incumplimiento y la del pago efectivo, más los intereses máximos convencionales y las costas. Será competente para conocer de ella, de acuerdo al procedimiento establecido en la ley Nº 18.287, el Juez de Policía Local con jurisdicción en el lugar del domicilio del infractor.



El concesionario tendrá derecho a una indemnización compensatoria equivalente al mayor valor entre veinte Unidades Tributarias Mensuales o el doble de lo adeudado. 


Si el usuario circula en una obra dada en concesión en que opera un sistema electrónico de cobro de peajes sin el dispositivo electrónico de cobro habilitado, tendrá un plazo de treinta días para pagar el pase diario o de habilitación tardía, contado desde el día en que hizo uso de la vía concesionada. En tal caso, no será aplicable lo dispuesto en el inciso primero del artículo 118 bis de la ley Nº 18.290, de Tránsito. Transcurrido dicho plazo, la concesionaria podrá iniciar el cobro judicial de la tarifa o peaje, de acuerdo con lo dispuesto en los incisos precedentes. En este caso, la indemnización compensatoria será el equivalente al mayor valor entre treinta Unidades Tributarias Mensuales o el triple de lo adeudado.



En el juzgamiento de estas infracciones, constituirán medios de prueba las fotografías, filmaciones y cualquier otro medio técnico que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado para el control del incumplimiento de los pagos tarifarios.”.”.

Sometida a votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Naranjo, Romero y Sabag, por ser incompatible con lo ya aprobado.

INDICACIÓN Nº 2 QUATER


De los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Pérez Varela, Romero y Sabag, para sustituirlo por el siguiente:


"Artículo 1º.- Reemplázase el artículo 42, del decreto N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas, por el siguiente:

"Artículo 42.- Cuando un usuario de una obra dada en concesión no cumpla con el pago de su tarifa p peaje, el concesionario podrá cobrarlo judicialmente, reajustado según la variación del índice de Precios al Consumidor, más los intereses máximos convencionales y las costas. Será competente para conocer del cobro judicial, de acuerdo al procedimiento establecido en la ley N° 18.287, el Juez de Policía Local del territorio correspondiente al domicilio del demandado.

El Juez deberá, al ordenar dicho pago, imponer al condenado una pena civil de un valor equivalente a diez veces el pago incumplido, elevándose en caso de reincidencia a veinticinco veces el monto insoluto. Sin perjuicio de lo anterior la aplicación de la misma nunca podrá superar las veinte Unidades Tributarias Mensuales. Con todo, el deudor podrá eximirse de su aplicación, si paga el monto efectivamente adeudado a la concesionaria, más intereses y costas, antes de que se cite para oír sentencia en dicha sede.

En el juzgamiento de estas infracciones, constituirán medios de prueba las fotografías, filmaciones y cualquier otro medio técnico que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado para el control del incumplimiento de los pagos tarifarios.”.”.


Sometida a votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Naranjo, Romero y Sabag, por encontrarse subsumida en la indicación Nº 2 quinquies.
INDICACIÓN Nº 3 TER


Del Honorable Senador señor Larraín, para agregar, en su inciso primero, la siguiente oración: “En la sentencia condenatoria, el juez impondrá una pena civil en favor del concesionario equivalente al mayor valor entre diez veces lo adeudado o el doble de la multa. En caso de reincidencia, la pena civil será el mayor valor entre veinticinco veces lo adeudado o el triple de la multa.”.


Sometida a votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Naranjo, Romero y Sabag, por ser incompatible con lo ya aprobado.

INDICACIÓN Nº 3 QUÁTER


Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimir su inciso segundo.



Sometida a votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Naranjo, Romero y Sabag, por ser incompatible con lo ya aprobado.

INDICACIÓN Nº 4 TER


Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimir, en el inciso tercero, las frases “en tal caso, no será aplicable lo dispuesto en el inciso primero del artículo 118 bis de la ley Nº 18.290, de Tránsito”; y para agregar, en el mismo inciso, después del término “costas” la frase “y la pena civil a favor del concesionario equivalente al mayor valor entre veinte veces lo adeudado o el triple de la multa”.



Sometida a votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Naranjo, Romero y Sabag, por ser incompatible con lo ya aprobado.

INDICACIÓN Nº 5 TER

Del Honorable Senador señor Larraín, para reemplazar su inciso cuarto por el siguiente:


“En el caso que el usuario a que se refiere el inciso primero destine el respectivo vehículo al servicio de transporte de pasajeros público o privado, al transporte escolar o al transporte de carga terrestre, el juez impondrá en la sentencia condenatoria el pago del peaje adeudado con intereses, reajustes y costas y una pena civil en favor del concesionario, equivalente al mayor valor entre veinte veces lo adeudado o el doble de la multa. En caso de reincidencia, la pena civil será el mayor valor entre treinta y cinco veces lo adeudado o el triple de la multa.”.



Sometida a votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Naranjo, Romero y Sabag, por ser incompatible con lo ya aprobado.

MODIFICACIONES


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Senado, que consta en nuestro Primer Informe:


ARTÍCULOS 1º Y 2º

--- Han pasado a ser artículo único, sustituido por el siguiente:


“Artículo único.- Reemplázase el artículo 42, del decreto Nº 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas, por el siguiente:


“Artículo 42.- Cuando un usuario de una obra dada en concesión no cumpla con el pago de su tarifa o peaje, el concesionario podrá cobrarlo judicialmente, reajustado según la variación del Índice de Precios al Consumidor, más los intereses máximos convencionales y las costas. Será competente para conocer del cobro judicial, de acuerdo al procedimiento establecido en la ley Nº 18.287, el Juez de Policía Local del territorio del domicilio del usuario. Se considerará usuario a la persona a cuyo nombre esté inscrito el vehículo y su domicilio será el anotado en el Registro de Vehículos Motorizados.


Cuando el juez condene al pago en los términos señalados en el inciso anterior, aplicará una multa  de 10 veces el monto de lo condenado. En caso de reincidencia, esta multa aumentará a 20 veces el monto de lo condenado. En ambos casos, la multa no podrá exceder de veinte unidades tributarias mensuales. Si las multas no fueren pagadas, se anotarán en el Registro de Multas de Tránsito no pagadas, en la forma, plazos y para todos los efectos que establece la ley Nº 18.287.


Con todo, el deudor podrá eximirse de la aplicación de las multas dispuestas en el inciso precedente, si paga el monto efectivamente adeudado más los intereses corrientes y las costas a la concesionaria, antes de que los autos queden para fallo.


El cincuenta por ciento de estas multas ingresará al Fondo Común Municipal, pasando el cincuenta por ciento restante a beneficio de la Municipalidad a que perteneciere el Juzgado de Policía Local en que se hubiere sentenciado la condena.


En el juzgamiento de estas infracciones, constituirán medios de prueba las fotografías, filmaciones y cualquier otro medio técnico que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado para el control del incumplimiento de los pagos tarifarios.”.”.

(Aprobado 4x0)
- - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Obras Públicas queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Reemplázase el artículo 42, del decreto Nº 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas, por el siguiente:


“Artículo 42.- Cuando un usuario de una obra dada en concesión no cumpla con el pago de su tarifa o peaje, el concesionario podrá cobrarlo judicialmente, reajustado según la variación del Índice de Precios al Consumidor, más los intereses máximos convencionales y las costas. Será competente para conocer del cobro judicial, de acuerdo al procedimiento establecido en la ley Nº 18.287, el Juez de Policía Local del territorio del domicilio del usuario. Se considerará usuario a la persona a cuyo nombre esté inscrito el vehículo y su domicilio será el anotado en el Registro de Vehículos Motorizados.


Cuando el juez condene al pago en los términos señalados en el inciso anterior, aplicará una multa de 10 veces el monto de lo condenado. En caso de reincidencia, esta multa aumentará a 20 veces el monto de lo condenado. En ambos casos, la multa no podrá exceder de veinte unidades tributarias mensuales. Si las multas no fueren pagadas, se anotarán en el Registro de Multas de Tránsito no pagadas, en la forma, plazos y para todos los efectos que establece la ley Nº 18.287.


Con todo, el deudor podrá eximirse de la aplicación de las multas dispuestas en el inciso precedente, si paga el monto efectivamente adeudado más los intereses corrientes y las costas a la concesionaria, antes de que los autos queden para fallo.

El cincuenta por ciento de estas multas ingresará al Fondo Común Municipal, pasando el cincuenta por ciento restante a beneficio de la Municipalidad a que perteneciere el Juzgado de Policía Local en que se hubiere sentenciado la condena.


En el juzgamiento de estas infracciones, constituirán medios de prueba las fotografías, filmaciones y cualquier otro medio técnico que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado para el control del incumplimiento de los pagos tarifarios.”.”.
- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 9 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ignacio Kuschel (Presidente), Jaime Naranjo (Juan Pablo Letelier), Sergio Romero y Hosain Sabag (Mariano Ruiz-Esquide).


Sala de la Comisión, a 9 de octubre de 2007.

(Fdo.):ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA,
Abogado Secretario
11

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE PROCEDIMIENTO DE SANEAMIENTO Y REGULARIZACIÓN DE LOTEOS

(4981-14)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Moción de los Honorables Diputados señores Eugenio Tuma, Gonzalo Duarte, René Manuel García, Jorge Insunza, Sergio Bobadilla, Fidel Espinoza, Rodrigo González, Juan Carlos Latorre, Carlos Montes y Gonzalo Uriarte. 

A la sesión en que vuestra Comisión estudió este asunto asistió, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Diputado señor Eugenio Tuma.

Asimismo, concurrió la abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señora Jeannette Tapia.


Se deja constancia que la Comisión recibió observaciones y planteamientos, respecto de esta iniciativa, formulados por representantes de la Cámara Chilena de la Construcción y por la Agrupación de Loteos Irregulares de Temuco, que se acompañan como documentos anexos a este informe.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL



Cabe hacer presente que los incisos primero, tercero, quinto y sexto del artículo 4° del proyecto de ley deben ser aprobados con quórum de ley orgánica constitucional, por tratarse de nuevas atribuciones que se otorgan a las municipalidades, según lo preceptuado en el inciso quinto del artículo 118 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la misma Carta Fundamental.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: no hay.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 2, 3 y 16.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 5, 8 (en el primer inciso que propone) y 13.

4.- Indicaciones rechazadas: 1, 4, 9, 12 y 14.

5.- Indicaciones retiradas: 6, 7, 8 (en el segundo inciso que propone), 10, 11, 15 y 17.

6.- Indicación declarada inadmisible: 18.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa, en el orden del articulado del proyecto -que se transcribe-, una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

Artículo 1º
Su texto es el siguiente:

“Artículo1°.- Los loteos de bienes raíces que, a la fecha de publicación de la presente ley, reúnan las condiciones que en ésta se establecen, podrán, dentro del plazo de veinticuatro meses, acogerse al procedimiento de regularización que se señala más adelante, sin perjuicio de los derechos del propietario sobre los respectivos inmuebles.”.

La indicación número 1, del Honorable Senador señor Vásquez, es para suprimir la frase “, dentro del plazo de veinticuatro meses,”.


La señora abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo expresó no compartir esta indicación, por cuanto el proyecto de ley tiene por objeto regularizar situaciones pendientes dentro de un plazo determinado, que debe ser acotado, y eliminar este lapso constituiría un incentivo para seguir generando loteos irregulares en el futuro.


Agregó que, además, ya constituyó un desafío fijar una fecha -31 de diciembre de 2006- como requisito para que los loteos se encuentren materializados de hecho y queden comprendidos en esta iniciativa, por lo que resultaría extremadamente perjudicial eliminar el plazo de veinticuatro meses establecido para acogerse al procedimiento de regularización.


Los miembros de la Comisión compartieron las expresiones de la señora representante del Ejecutivo, y resolvieron mantener el mencionado plazo de veinticuatro meses.


- Puesta en votación la indicación número 1, se rechazó, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Longueira y Naranjo.


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Horvath, es para intercalar, a continuación del término “acogerse”, la frase “por única vez”.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, ya individualizados, aprobó sin debate esta indicación.
Artículo 2°

Su texto es el que se indica a continuación:

“Artículo 2°.- Para acogerse a la presente ley, los loteos deberán cumplir las condiciones que se indican a continuación:

1. Que se encuentren materializados de hecho con anterioridad al 31 de diciembre de 2006.

2. Que la urbanización existente se haya concluido o sea insuficiente.

3. Que no tengan recepción definitiva, sea que hayan obtenido o no permiso.

4. Que las viviendas del loteo, tengan un valor máximo de 1.000 unidades de fomento.

5. Que dichos inmuebles estén localizados en áreas urbanas o en áreas rurales siempre que cuenten con informe favorable de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo.

6. Que no se encuentren localizados en áreas de riesgo o de protección o en áreas con declaratoria de utilidad pública.

7. Que no existan reclamaciones pendientes ante la Dirección de Obras Municipales al 31 de diciembre de 2006, por incumplimiento de normas urbanísticas.”.

La indicación número 3, del Honorable Senador señor Vásquez, es para suprimir el numeral 2 de esta disposición.


La señora abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que la expresión “concluido”, utilizada en el numeral 2 del precepto, se refiere a loteos que pudieron haber cumplido en su momento con la urbanización básica (pavimentación, agua potable y luz eléctrica), a los que les falta observar una norma mínima de urbanística, diferenciándose así de los loteos con urbanización “insuficiente”.


No obstante, expresó, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo ha resuelto que la supresión de este numeral no afecta a la iniciativa, ya que el numeral siguiente exige que los loteos no tengan recepción definitiva, que es lo fundamental.


El Honorable Senador señor Pérez Varela indicó que el citado vocablo llamaba a confusión, por cuanto daba a entender que se refería a un proceso de urbanización ya terminado.


- Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Longueira, Naranjo y Pérez Varela.
La indicación número 4, del Honorable Senador señor Horvath, es para eliminar, en el mismo numeral 2, la frase “se haya concluido o”.


- Como consecuencia de haberse aprobado la indicación anterior, ésta fue rechazada, con la misma votación reseñada precedentemente.

La indicación número 5, del Honorable Senador señor Horvath, es para sustituir el numeral 4, por el siguiente:


“4.- Que las viviendas del loteo tengan un avalúo fiscal máximo de 1.000 unidades de fomento en promedio.”.


El Honorable Senador señor Horvath explicó que su indicación tiene por finalidad acotar los beneficios de la iniciativa sólo a las viviendas que socioeconómicamente merezcan ser favorecidas, considerando que la norma no explicita si el valor de las mismas corresponde a su avalúo fiscal o comercial.


Añadió que la expresión “en promedio” que propone agregar a este numeral, busca incluir a todas las viviendas ubicadas en un loteo, aún cuando alguna, eventualmente, pudiere superar este valor e impedir, por esta circunstancia, que las demás se acojan a la ley.


El Honorable Senador señor Pérez Varela sostuvo que por la condición de irregularidad que afecta a estos loteos, no tienen una avaluación fiscal en el Servicio de Impuestos Internos.


En consideración a los planteamientos formulados, la Comisión acordó aprobar con enmiendas la indicación, estableciendo que las viviendas del loteo irregular tengan una tasación máxima de 1.000 unidades de fomento en promedio, salvando así la inexistencia del avalúo fiscal y la situación que podría producirse si alguna vivienda del loteo sobrepase este valor, obstaculizando la regularización del resto.


Lo anterior, tomando en cuenta, además, que la tasación de las viviendas de un loteo debe realizarla, necesariamente, el Director de Obras Municipal respectivo, de acuerdo a lo dispuesto por la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


- Puesta en votación la indicación número 5, con la enmienda antes referida, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Longueira, Naranjo y Pérez Varela.

La indicación número 6, del Honorable Senador señor Horvath, es para reemplazar el número 5 de este artículo 2°, por el que se señala:



“5.- Que en el caso que dichos inmuebles estén localizados en áreas urbanas o de expansión urbana, cuenten con un informe favorable de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, y en el caso que estén ubicados en áreas rurales, cuenten con un informe favorable del Servicio Agrícola y Ganadero.”.


El Honorable Senador señor Longueira hizo presente la redacción poco feliz del numeral 5 del proyecto de ley, ya que torna confusa la exigencia allí dispuesta.


La señora abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que el referido numeral establece como requisito que los inmuebles estén localizados en zonas urbanas, y sólo en el caso de situarse en zonas rurales, deberán contar con el informe favorable de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, como lo dispone el artículo 55 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Agregó que la iniciativa de ley solamente se refiere a loteos ya consolidados, por lo que, en la práctica, el Servicio Agrícola y Ganadero difícilmente podría oponerse, porque el loteo ya existe.


Atendiendo a la explicación de la señora representante del Ejecutivo, la Comisión acordó introducir una enmienda de carácter formal, agregando una coma (,), después de la palabra “urbanas”, a fin de precisar lo expuesto precedentemente.


- En consideración a lo anterior, la indicación número 6 fue retirada por su autor, toda vez que la situación que contempla ya se encuentra regulada en el artículo 55 del citado cuerpo legal.
Artículo 3°


Su texto es el siguiente:

“Artículo 3°.- Para solicitar la regularización a que se refiere esta ley, los interesados deberán presentar a la dirección de obras municipales respectiva una solicitud que establezca factores y responsabilidades que expliquen la conformación del loteo irregular, acompañada de los planos que a continuación se señalan, suscritos por un profesional competente:

a) Plano del loteo a una escala adecuada, elaborado sobre la base de un levantamiento topográfico, que grafique las viviendas existentes en cada lote resultante, vialidad y espacios públicos, y

b) Plano de ubicación y emplazamiento.”.


La indicación número 7, del Honorable Senador señor Horvath, es para las palabras “profesional competente” por “ingeniero civil, arquitecto o constructor civil”.

El Honorable Senador señor Naranjo expresó que el artículo 17 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones prescribe que los profesionales competentes son, precisamente, los que señala la indicación, por lo que estimó innecesario reiterar un requisito vigente.


- En consideración a lo anterior, la indicación número 7 fue retirada por su autor.

La indicación número 8, del Honorable Senador señor Horvath, es para consultar los siguientes incisos nuevos en el artículo 3°:


“Los planos señalados en las letras a) y b) podrán reemplazarse por ortofotos o restituciones aerofotogramétricas.


La autoridad competente deberá poner a disposición de quienes así lo soliciten y acrediten no contar con recursos suficientes, de un profesional competente a fin de realizar la respectiva solicitud de regularización.”.

La Comisión acordó considerar en forma separada los dos incisos que contempla esta indicación.


El Honorable Senador señor Horvath acotó que la primera parte de su indicación pretende incorporar nuevos elementos tecnológicos para el apoyo en la confección de planos, fundamentalmente en loteos de gran extensión territorial.


La señora abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que estos instrumentos modernos no permiten fijar con exactitud los deslindes de los predios, lo que podría generar problemas de límites entre vecinos.


Además, precisó, las Direcciones de Obras Municipales revisan planos propiamente tales, confeccionados por profesionales, y el Conservador de Bienes Raíces inscribe la propiedad en base a los mismos. En consecuencia, es imposible prescindirse de los referidos planos.


Considerando la explicación anterior, el señor Presidente de la Comisión propuso utilizar estos medios fotográficos como mecanismos auxiliares para la confección de planos, idea que fue bien recepcionada por el resto de los integrantes de la misma, para lo cual se acordó enmendar la redacción de la indicación en análisis.


- Puesto en votación el primer inciso que propone esta indicación, resultó aprobado, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Longueira, Naranjo y Pérez Varela.


Respecto del segundo inciso de la indicación, la señora abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señaló que el Colegio de Arquitectos otorga un servicio gratuito de asesoría profesional, a nivel nacional, para las personas de escasos recursos que requieran este tipo de gestiones.

- En consideración a lo anterior, esta parte de la indicación fue retirada por su autor, Honorable Senador señor Horvath.

Artículo 4°


Su texto es el siguiente:

“Artículo 4°.- La dirección de obras municipales procederá, dentro del plazo de ciento ochenta días, a contar de la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos por esta ley, a pronunciarse respecto a los factores y responsabilidad que explican la conformación del loteo irregular, a verificar el cumplimiento de las condiciones de urbanización y de las exigidas en los artículos precedentes, como asimismo de las normas urbanísticas aplicables al predio establecidas en los instrumentos de planificación territorial y en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

Las condiciones de urbanización antes mencionadas estarán referidas a las siguientes obras: dotación de servicios de agua potable, alcantarillado de aguas servidas y electricidad, alumbrado público y gas, cuando corresponda, pavimentación y sus obras complementarias, obras de defensa del terreno, cuando corresponda, aprobadas y recibidas por los servicios competentes. 

El director de obras municipales determinará las obras de urbanización faltantes, pudiendo eximir, en casos calificados, del cumplimiento de una o más normas urbanísticas establecidas en los instrumentos de planificación territorial y en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

La secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, por razones fundadas, podrá autorizar la rebaja de las condiciones y exigencias de pavimentación, así como permitir excepciones a las normas urbanísticas, antecedente que formará parte integrante del legajo de documentos que conforma el expediente.

El director de obras municipales, si procediere, otorgará un certificado de recepción provisoria del loteo, en el cual deberá indicar las condiciones de urbanización y urbanísticas que éste deberá cumplir dentro del plazo de 5 años renovable por una sola vez, para obtener la recepción definitiva. En dicho certificado deberá dejar constancia expresa de la prohibición de enajenar o efectuar adjudicaciones de los sitios del loteo. Esta prohibición deberá inscribirse en el Registro correspondiente del Conservador de Bienes Raíces respectivo.

Si expirado el plazo fijado en el inciso primero, el director de obras municipales no se pronunciare, se podrá recurrir a la secretaría regional ministerial de vivienda y urbanismo respectiva, la cual deberá resolver en el plazo de noventa días, aplicando el mismo procedimiento antes señalado. Si no hubiese pronunciamiento en el plazo referido, se entenderán aprobadas.

Cumplidas las condiciones fijadas para obtener la recepción definitiva, se deberá presentar una solicitud firmada por un profesional competente, acompañada de los documentos que acrediten el cumplimiento de las condiciones antes mencionadas. Una vez obtenido el certificado de recepción definitiva podrá requerirse la regularización de las edificaciones en conformidad a las normas generales.

Vencido el plazo de cinco años a que se refiere este artículo, sin que se hubiere dado cumplimiento a las condiciones exigidas para obtener la recepción definitiva, caducará automáticamente la recepción provisoria y se procederá a hacer efectiva la responsabilidad de conformidad al artículo 138 de decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.



La indicación número 9, del Honorable Senador señor Vásquez, es para reemplazar, en el inciso primero, las palabras “ciento ochenta días” por la expresión “dos años”.

La señora abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que esta indicación habría que rechazarla, toda vez que está relacionada con la indicación número 1, del mismo autor, que pretendía establecer en forma permanente la posibilidad de acogerse al beneficio de regularización de loteos.


La Comisión estimó, además, que el plazo de ciento ochenta días propuesto en el proyecto de ley, es más que suficiente para que el Director de Obras Municipales se pronuncie sobre los aspectos allí señalados.


- Puesta en votación la indicación número 9, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Longueira, Naranjo y Pérez Varela.


La indicación número 10, del Honorable Senador señor Horvath, es para suprimir, en el inciso tercero, la siguiente oración: “, pudiendo eximir, en casos calificados, del cumplimiento de una o más normas urbanísticas establecidas en los instrumentos de planificación territorial y en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.”.

El Honorable Diputado señor Tuma manifestó que la indicación pretende eliminar, precisamente, el objetivo fundamental de la iniciativa, en cuanto a eximir el cumplimiento de ciertas normas urbanísticas, para regularizar y sanear loteos.


- La indicación fue retirada por su autor.


La indicación número 11, del Honorable Senador señor Horvath, es para sustituir, el inciso cuarto, por el siguiente:


“En el caso que el solicitante justifique no contar con los recursos necesarios dar cumplimento con una o más normas urbanísticas establecidas en los instrumentos de planificación territorial y en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, los podrán obtener de aquellos programas con que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo disponga para tal efecto.”.

- Esta indicación fue retirada por su autor.

La indicación número 12, del Honorable Senador señor Vásquez, es para reemplazar, en el inciso octavo, el vocablo “cinco” por “diez”.

- Puesta en votación la indicación, resultó rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Longueira, Naranjo y Pérez Varela.



La indicación número 13, del Honorable Senador señor Horvath, es para intercalar, en el inciso octavo, a continuación de la expresión “cinco años”, la frase “y su prórroga, en caso que se haya concedido,”.

- Puesta en votación la indicación número 13, fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, individualizados precedentemente.
Artículo 5°


Su texto es el siguiente:

“Artículo 5°.- Tratándose de loteos declarados en situación irregular de conformidad a la ley N° 16.741 que, en su totalidad o parte de los mismos cuenten con urbanización suficiente, el servicio de vivienda y urbanización respectivo podrá solicitar la recepción definitiva, parcial o total. 

Para los efectos del presente artículo se entenderá por urbanización suficiente si el loteo cuenta, a lo menos, con un informe de dotación, conexión o certificado de pago de cuentas emitido por la respectiva empresa de agua potable, alcantarillado y electricidad.”.



La indicación número 14, del Honorable Senador señor Horvath, es para agregar, en el inciso segundo, a continuación del término “dotación”, los vocablos “o factibilidad”.

La señora abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo advirtió que la totalidad de los loteos acogidos a la ley N° 16.741, que son administrados por el SERVIU, poseen estos servicios básicos, por lo tanto estaría bien dispuesto el “informe de dotación” establecido en la norma.


El señor Presidente de la Comisión explicó que el estudio de factibilidad al que alude su indicación, apunta a los loteos que no cuenten con estos servicios básicos. Además, manifestó, podría existir algún loteo sin dichas conexiones dentro de los que son susceptibles de ser acogidos a la regularización, según el proyecto de ley en estudio.


- Puesta en votación la indicación número 14, fue rechazada por tres votos contra uno. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Longueira, Naranjo y Pérez Varela. A favor lo hizo el Honorable Senador señor Horvath.
Artículo 8°


Su texto es el siguiente:

Artículo 8°.- La recepción provisoria obtenida conforme a esta ley habilitará al interesado, sea o no el propietario, para optar a programas que cuenten con financiamiento estatal destinados a la ejecución de obras de urbanización.”.



La indicación número 15, del Honorable Senador señor Horvath, es para sustituir la frase “sea o no el propietario” por “ocupante o propietario del terreno”.

- Esta indicación fue retirada por su autor.


La indicación número 16, del Honorable Senador señor Horvath, es para agregar, a continuación de la palabra “urbanización”, los vocablos “o saneamiento”.

- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Longueira, Naranjo y Pérez Varela.

La indicación número 17, del Honorable Senador señor Horvath, es para consultar el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo…- En el caso de poblados o localidades transferidos por el Fisco de Chile a los SERVIU para la regularización de sus títulos de dominio, podrán los SERVIU presentar loteos actualizados de estos poblados a la Dirección de Obras Municipales respectivas, quienes otorgarán recepción definitiva de estos loteos y autorizarán la transferencia de los lotes resultantes, para los efectos de regularizar los títulos de propiedad de esas localidades, no obstante existir urbanizaciones proyectadas o pendientes.


La señora abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo manifestó que la situación planteada por el señor Presidente de la Comisión en su indicación, está contemplada dentro del presente proyecto de ley, por lo que sería innecesaria su reiteración.


- En consideración a las observaciones formuladas por la señora abogada del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, su autor retiró esta indicación.


La indicación número 18, del Honorable Senador señor Horvath, es para incorporar el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo…- Las regularizaciones de títulos de dominio que se realicen por SERVIU en aplicación de este artículo estarán exentos del pago de derechos municipales por la aprobación de los loteos.”.


La señora representante del Ejecutivo explicó que los derechos municipales, contemplados en la Ley General de Urbanismo  Construcciones, se refieren a actuaciones específicas, y esta iniciativa impone nuevas obligaciones a los Directores de Obras Municipales. Si la Municipalidad quiere cobrar por las funciones que deberán cumplir por este proyecto, deberían establecerlo en su respectiva Ordenanza.


El Honorable Diputado señor Tuma manifestó que cada Municipio tiene facultades para fijar el pago de derechos, en razón  de los servicios que presta. En consecuencia, podría disponerse que los trámites y actuaciones que les impone esta iniciativa legal, estarán  exentos del pago de derechos.


- La unanimidad de los miembros de la Comisión acordó declarar inadmisible esta indicación, por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, según lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 1° de la Constitución Política de la República.


Asimismo, acordó solicitar a la representante del Ejecutivo considerar la posibilidad de presentar una indicación durante la discusión del proyecto en la Sala, que recoja el propósito referido por el señor Diputado.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1º


Intercalar, a continuación del vocablo “acogerse”, la frase “por única vez”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 2).

Artículo 2°

Número 2


Suprimirlo.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 3).

Número 3


Pasa a ser número 2, sin enmiendas.

Número 4


Pasa a ser número 3, reemplazado por el que sigue:


“3.- Que las viviendas del loteo tengan una tasación máxima de 1.000 unidades de fomento en promedio.”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 5).

Número 5


Pasa a ser número 4.


Incorporar una coma (,), a continuación de la expresión “áreas urbanas”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).


Sustituir los términos “secretaría regional ministerial de vivienda y urbanismo“ por “Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 6


Pasa a ser número 5, sin enmiendas.

Número 7


Pasa a ser número 6.


Reemplazar los vocablos “dirección de obras municipales” por “Dirección de Obras Municipales”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 3°


Sustituir “dirección de obras municipales” por “Dirección de Obras Municipales”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).


Incorporar el siguiente inciso final:


“Para la confección de estos planos podrá considerarse el apoyo de ortofotos o restituciones aerofotogramétricas.”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 8).

Artículo 4°

Inciso primero


Reemplazarlo por el que se indica:

“Artículo 4º.- La Dirección de Obras Municipales procederá, dentro del plazo de ciento ochenta días, a contar de la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos por esta ley, a pronunciarse respecto a los factores y responsabilidad que explican la conformación del loteo irregular, a verificar el cumplimiento de las condiciones de urbanización y de las exigidas en los artículos precedentes, como asimismo de las normas urbanísticas aplicables al predio establecidas en los instrumentos de planificación territorial y en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso tercero


Sustituir los vocablos “director de obras municipales” por “Director de Obras Municipales”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso cuarto


Reemplazar “secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo" por “Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso quinto


Sustituir “director de obras municipales” por “Director de Obras Municipales”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso sexto


Reemplazar “director de obras municipales” por “Director de Obras Municipales” y “secretaría regional ministerial de vivienda y urbanismo" por “Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso octavo


Intercalar, a continuación de la expresión “este artículo,” la frase “o su prórroga, en caso que se haya concedido,”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 13).

Artículo 5°
Inciso primero


Reemplazar “servicio de vivienda y urbanización” por “Servicio de Vivienda y Urbanización”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 6°

Sustituir “servicio de vivienda y urbanización” por “Servicio de Vivienda y Urbanización”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 7°

Reemplazar “servicio de vivienda y urbanización” por “Servicio de Vivienda y Urbanización”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 8°


Agregar, a continuación de la palabra “urbanización”, los vocablos “o saneamiento”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 16).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Los loteos de bienes raíces que, a la fecha de publicación de la presente ley, reúnan las condiciones que en ésta se establecen, podrán, dentro del plazo de veinticuatro meses, acogerse por única vez al procedimiento de regularización que se señala más adelante, sin perjuicio de los derechos del propietario sobre los respectivos inmuebles.

Artículo 2º.- Para acogerse a la presente ley, los loteos deberán cumplir las condiciones que se indican a continuación:

1. Que se encuentren materializados de hecho con anterioridad al 31 de diciembre de 2006.

2. Que no tengan recepción definitiva, sea que hayan obtenido o no permiso.

3. Que las viviendas del loteo tengan una tasación máxima de 1.000 unidades de fomento en promedio.

4. Que dichos inmuebles estén localizados en áreas urbanas, o en áreas rurales siempre que cuenten con informe favorable de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo.

5. Que no se encuentren localizados en áreas de riesgo o de protección o en áreas con declaratoria de utilidad pública.

6. Que no existan reclamaciones pendientes ante la Dirección de Obras Municipales al 31 de diciembre de 2006, por incumplimiento de normas urbanísticas.

Artículo 3º.- Para solicitar la regularización a que se refiere esta ley, los interesados deberán presentar a la Dirección de Obras Municipales respectiva una solicitud que establezca factores y responsabilidades que expliquen la conformación del loteo irregular, acompañada de los planos que a continuación se señalan, suscritos por un profesional competente:

a) Plano del loteo a una escala adecuada, elaborado sobre la base de un levantamiento topográfico, que grafique las viviendas existentes en cada lote resultante, vialidad y espacios públicos, y

b) Plano de ubicación y emplazamiento.

Para la confección de estos planos podrá considerarse el apoyo de ortofotos o restituciones aerofotogramétricas.

Artículo 4º.- La Dirección de Obras Municipales procederá, dentro del plazo de ciento ochenta días, a contar de la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos por esta ley, a pronunciarse respecto a los factores y responsabilidad que explican la conformación del loteo irregular, a verificar el  cumplimiento de las condiciones de urbanización y de las exigidas en los artículos precedentes, como asimismo de las normas urbanísticas aplicables al predio establecidas en los instrumentos de planificación territorial y en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

Las condiciones de urbanización antes mencionadas estarán referidas a las siguientes obras: dotación de servicios de agua potable, alcantarillado de aguas servidas y electricidad, alumbrado público y gas, cuando corresponda, pavimentación y sus obras complementarias, obras de defensa del terreno, cuando corresponda, aprobadas y recibidas por los servicios competentes. 

El Director de Obras Municipales determinará las obras de urbanización faltantes, pudiendo eximir, en casos calificados, del cumplimiento de una o más normas urbanísticas establecidas en los instrumentos de planificación territorial y en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, por razones fundadas, podrá autorizar la rebaja de las condiciones y exigencias de pavimentación, así como permitir excepciones a las normas urbanísticas, antecedente que formará parte integrante del legajo de documentos que conforma el expediente.

El Director de Obras Municipales, si procediere, otorgará un certificado de recepción provisoria del loteo, en el cual deberá indicar las condiciones de urbanización y urbanísticas que éste deberá cumplir dentro del plazo de 5 años renovable por una sola vez, para obtener la recepción definitiva. En dicho certificado deberá dejar constancia expresa de la prohibición de enajenar o efectuar adjudicaciones de los sitios del loteo. Esta prohibición deberá inscribirse en el Registro correspondiente del Conservador de Bienes Raíces respectivo.

Si expirado el plazo fijado en el inciso primero, el Director de Obras Municipales no se pronunciare, se podrá recurrir a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, la cual deberá resolver en el plazo de noventa días, aplicando el mismo procedimiento antes señalado. Si no hubiese pronunciamiento en el plazo referido, se entenderán aprobadas.

Cumplidas las condiciones fijadas para obtener la recepción definitiva, se deberá presentar una solicitud firmada por un profesional competente, acompañada de los documentos que acrediten el cumplimiento de las condiciones antes mencionadas. Una vez obtenido el certificado de recepción definitiva podrá requerirse la regularización de las edificaciones en conformidad a las normas generales.

Vencido el plazo de cinco años a que se refiere este artículo, o su prórroga, en caso que se haya concedido, sin que se hubiere dado cumplimiento a las condiciones exigidas para obtener la recepción definitiva, caducará automáticamente la recepción provisoria y se procederá a hacer efectiva la responsabilidad de conformidad al artículo 138 de decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Artículo 5º.- Tratándose de loteos declarados en situación irregular de conformidad a la ley N° 16.741 que, en su totalidad o parte de los mismos cuenten con urbanización suficiente, el Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo podrá solicitar la recepción definitiva, parcial o total. 

Para los efectos del presente artículo se entenderá por urbanización suficiente si el loteo cuenta, a lo menos, con un informe de dotación, conexión o certificado de pago de cuentas emitido por la respectiva empresa de agua potable, alcantarillado y electricidad.

Artículo 6°.- Tratándose de loteos declarados en situación irregular de conformidad a la ley N° 16.741 que no contaren con urbanización suficiente de acuerdo al artículo precedente, el Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo podrá recurrir al procedimiento de regularización de loteos establecido en esta ley.

Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, una vez obtenida la recepción definitiva, total o parcial, deberá inscribirse el certificado de recepción definitiva al margen de la inscripción de dominio de los respectivos lotes y el Servicio de Vivienda y Urbanización requerirá el alzamiento de los gravámenes y prohibiciones a que pudieren encontrarse afectos en virtud de la ley N° 16.741. 


Artículo 8°.- La recepción provisoria obtenida conforme a esta ley habilitará al interesado, sea o no el propietario, para optar a programas que cuenten con financiamiento estatal destinados a la ejecución de obras de urbanización o saneamiento.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 10 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Pablo Longueira Montes, Jaime Naranjo Ortiz y Víctor Pérez Varela.

Sala de la Comisión, a de 11 octubre de 2007.

(Fdo.):MILENA KARELOVIC RÍOS,

Secretaria de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL PARA NIÑOS Y NIÑAS SOCIO-ECONÓMICAMENTE VULNERABLES

(4030-04)

Honorable Senado:





Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de someter a vuestra consideración su segundo informe relativo al proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.





A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Diputado señor Carlos Montes Cisternas.





En representación del Ministerio de Educación, la Ministra, señora Yasna Provoste; la Subsecretaria, señora Pilar Romaguera; el Jefe de la División Jurídica, señor Rodrigo González; la Jefa de la División de Educación General, señora Mónica Luna; el Jefe de la Unidad Currículo y Evaluación, señor Pedro Montt; la Abogada de la División Jurídica, señora Misleya Vergara, el asesor de la Subsecretaria, señor Rodrigo Díaz y los periodistas del mismo Ministerio, señoras Mallarí Nahuel y Patricia Armingol; el asesor de la Ministra de Educación, señor Eduardo Escalante.





Del Ministerio de Hacienda, la Asesora de la Subsecretaría, señora Tania Hernández y de la Dirección de Presupuestos, Sector Educación, el señor José Espinoza.





Del Instituto Libertad y Desarrollo, la abogado señora Paula Pinedo.

- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Os hacemos presente que deben aprobarse como normas de carácter orgánico constitucional los artículos 6°, letra b), 7° letra f); 27 inciso tercero y 36, Nº 6, letra c). El primero, porque modifica al artículo 11 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza N° 18.962, la cual reconoce la existencia de los procesos de selección para el ingreso de alumnos a los establecimientos educacionales; el segundo, debido a que establece una nueva obligación para los sostenedores municipales, materia propia de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades; el tercero y el cuarto, en consideración a que establecen la posibilidad de aplicar como sanción a los establecimientos educacionales la revocación del reconocimiento oficial, materia que tiene directa relación con lo preceptuado en el párrafo quinto del artículo 19, N° 11°, de la Constitución Política de la República, el cual encarga a una ley orgánica constitucional establecer los requisitos para el reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales de todo nivel. 
- - -




Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:





1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: el artículo 24 permanente.





2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N°s 7, 8, 15, 22 bis, 39, 52, 58, 63, 64 inciso primero, 73, 83, 102 bis, 112, 113, 116, 119, 121, 124, 130, 143, 144, 145, 160, 175, 177, 178, 186, 189, 190, 191, 196, 202, 215, 219, 222, 224 bis, 233 bis, 233 ter, 235 bis, 236, 237 y 237 bis.




3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N°s 12, 14, 25, 26, 34, 41, 57, 74, 81, 82, 87, 157, 179, 180 y 235.





4.- Indicaciones rechazadas: Nºs 1, 2, 4, 6, 9, 10, 11, 13, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 35, 36, 37, 38, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 53, 54, 55, 59, 60, 61, 65, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 75,76, 78, 79, 84, 85, 86, 91, 97, 98, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 109, 110, 111, 114, 115, 117, 118, 125, 126, 127, 128, 129, 132, 133, 134, 135, 136, 137, 138, 139, 140, 141, 146, 147, 148, 150, 151, 152, 153, 154, 155, 156, 158, 159, 161, 162, 163, 165, 166, 167, 168, 170, 171, 172, 173, 174, 176, 181, 182, 183, 184, 185, 194, 197, 198, 200, 201, 205, 206, 207, 208, 209, 210, 211, 212, 213, 214, 216, 217, 220, 224, 226, 227, 228, 229, 230, 231, 232 y 234.




5.- Indicaciones retiradas: N°s 5, 15, 16, 17, 18, 56, 62, 64 inciso final, 66, 77, 80, 120, 122, 131, 142, 149, 164, 187, 188, 192, 195, 199 y 233.




6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Nºs 3, 40, 88, 89, 90, 92, 93, 94, 95, 96, 99, 100, 101, 123, 169, 193, 203, 204, 218, 221, 223, 225, 238 y 239.

- - -
DISCUSIÓN PARTICULAR





A continuación, se efectúa una relación de los artículos y de las distintas indicaciones presentadas, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.

ARTÍCULO 1°





“Artículo 1º.- Créase una subvención educacional denominada preferencial, destinada al mejoramiento de la calidad de la educación de los establecimientos educacionales subvencionados, que se impetrará por los alumnos prioritarios que estén cursando primer o segundo nivel de transición de la educación parvularia y educación general básica.”.




La indicación número 1, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, propone reemplazar la frase “de los establecimientos” por “de los alumnos prioritarios de los establecimientos”.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que esta indicación está enmarcada dentro de la lógica de que la subvención preferencial tiene como principal sujeto destinatario a los alumnos prioritarios que experimenten altos índices de vulnerabilidad y no a los establecimientos educacionales subvencionados.


El Honorable Senador señor Letelier indicó que el texto del artículo 1° aprobado en general establece expresamente que esta subvención se impetrará por los alumnos prioritarios.


La señora Ministra de Educación expuso que la preocupación de los Honorable Senadores señores Cantero y Chadwick ya está considerada en este artículo en la frase que establece que “se impetrará por los alumnos prioritarios que estén cursando primer o segundo nivel de transición de la educación parvularia y educación general básica.”


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide comentó que al mejorar la situación de los alumnos prioritarios se mejora al mismo tiempo la de los establecimientos educacionales, por tal motivo arguyó que prefiere el texto aprobado en general.


El Honorable Senador señor Chadwick precisó que se debe definir que esta subvención tiene como principal destinatario a los alumnos prioritarios y que será otorgada sólo para este tipo de alumnos. Indicó que como se está ante una definición legal es recomendable acotar lo más posible el concepto.


El Honorable Senador señor Letelier planteó modificar la redacción de este artículo, a fin de establecer que estos recursos sean destinados a mejorar la educación de los alumnos vulnerables.



La señora Ministra insistió que el texto del artículo 1° aprobado en general recoge la idea principal de este proyecto de ley de entregar más recursos a los alumnos prioritarios.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que en la práctica estos recursos se destinarán para implementar el programa de mejoramiento de todo el establecimiento educacional, ya que estos fondos se administrarán en forma colectiva y no por alumno. Agregó que esta iniciativa de ley busca mejorar la calidad de la educación de las escuelas, independientemente de que el método de cálculo de esta subvención sea por alumno.


Enseguida, el Honorable Senador señor Letelier retiró su propuesta de mejorar la redacción de esta norma y afirmó que prefiere el texto del artículo 1° aprobado en general.


El Honorable Senador señor Chadwick insistió en que esta subvención es para el alumno prioritario y no para el establecimiento educacional, por tanto, precisó que esta subvención debe seguir al alumno, independientemente del establecimiento educacional al cual asiste.


La señora Ministra confirmó que esta subvención está destinada a los alumnos prioritarios, por lo cual si el alumno se cambia de colegio la subvención preferencial deberá pagarse al nuevo sostenedor.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expuso que rechazará esta indicación, porque entiende que el mejoramiento de la educación de los alumnos prioritarios, también involucra el mejoramiento de la educación de todo el establecimiento.





El Honorable Senador señor Cantero propuso modificar la indicación N° 1, reemplazando la frase “que se impetrará por los alumnos prioritarios” por “que se impetrará por éstos alumnos”.





Puesta en votación la indicación número 1, con la modificación propuesta, es rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votaron por la negativa los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide, y a favor de ella, los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.





La indicación número 2, del Honorable Senador señor Núñez, propone intercalar en el artículo primero, a continuación de la palabra “subvencionados”, el vocablo “municipales”.



El Honorable Senador señor Letelier planteó complementar la indicación del Honorable Senador señor Núñez, en el sentido de restringir este beneficio sólo a los establecimientos educacionales que no tengan fines de lucro.


El Honorable Senador señor Chadwick reparó que con esta indicación se atenta contra la igualdad ante la ley. De aprobarse, estimó que se estarían excluyendo a todos los alumnos prioritarios que asisten a los establecimientos educacionales particulares subvencionados. Afirmó que esta indicación es inconstitucional, porque todos los niños prioritarios tienen igual derecho a este beneficio.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide declaró que esta indicación no es inconstitucional, porque el legislador está autorizado para establecer distinciones respecto de las personas que no están en las mismas condiciones. En este sentido, expuso que no existe una arbitrariedad.


Luego, el Honorable Senador señor Chadwick sugirió votar todas las indicaciones formuladas al presente proyecto de ley “ad referéndum”, con el objeto de tener la posibilidad de reabrir el debate respecto de las mismas una vez terminada la votación, lo cual la Comisión acordó por unanimidad.


El Honorable Senador señor Letelier retiró su propuesta de modificar la indicación número 2, reemplazando el término “municipal” por la frase “sin fines de lucro”.


Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero observó que el único beneficiario de esta subvención es el alumno prioritario y no los establecimientos educacionales, ni los sostenedores de los mismos. Asimismo, señaló que esta indicación discrimina arbitrariamente en contra de los niños vulnerables que asisten a los colegios particulares subvencionados, por tal motivo hizo reserva de constitucionalidad respecto de esta indicación.





Puesta en votación la indicación número 2, tal como la presentara el Honorable Senador señor Núñez, se aprobó por tres votos a favor y dos en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide y en contra los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick. 


A continuación, el Honorable Senador señor Chadwick advirtió que con este resultado se modifica sustancialmente la idea matriz de esta iniciativa de ley.


La señora Ministra advirtió que no se debe perder de vista la idea central de este proyecto de ley, cual es mejorar las condiciones educacionales de los niños vulnerables.





Posteriormente, a petición del Honorable Senador señor Letelier y con el acuerdo de la unanimidad de los miembros de la Comisión, se repitió la votación de la indicación número 2, rechazándose por tres votos en contra, uno a favor y una abstención. Votaron en contra de la indicación los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Ruiz-Esquide, a favor el Honorable Senador señor Letelier y se abstuvo el Honorable Senador señor Muñoz Aburto.




La indicación número 3, del Honorable Senador señor Orpis, propone agregar, entre los colegios destinatarios, a los Particulares y Particulares Subvencionados. 





Esta indicación fue declarada inadmisible por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, Presidente de la Comisión, por cuanto amplía la entrega de la subvención a los colegios particulares, y por ende, compromete nuevos recursos del Estado. (Artículo 118, inciso tercero del Reglamento del Senado).
ARTÍCULO 2°
Inciso primero





“Artículo 2º.- Para los efectos de la aplicación de la subvención escolar preferencial se entenderá por prioritarios a los alumnos para quienes la situación socioeconómica de sus hogares dificulte sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo.”.




La indicación número 4, del Honorable señor Horvath, propone reemplazar, en su inciso primero, la frase “la situación socioeconómica de sus hogares” por “su situación de vulnerabilidad y la de su entorno”.

La señora Ministra señaló que el Ejecutivo no apoyará esta indicación, porque entiende que la situación de vulnerabilidad de los alumnos prioritarios ya está considerada en la Ficha de Protección Social, instrumento de caracterización socioeconómica que incorpora los criterios de vulnerabilidad y de territorialidad. Destacó la objetividad de este instrumento.


El Honorable Senador señor Chadwick indicó que este artículo no sólo define a los alumnos prioritarios, sino que también fija los criterios a través de los cuales se determina su condición de vulnerabilidad.


El Honorable Senador señor Letelier planteó primero votar las indicaciones formuladas a las letras del inciso segundo de este artículo, a fin de definir los criterios que determinarán la condición de vulnerabilidad y luego votar las indicaciones presentadas al inciso primero del artículo 2°, que define a los alumnos prioritarios.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide apoyó la propuesta del Honorable Senador señor Letelier.


En sesión posterior, puesta en votación la indicación número 4, se rechaza por tres votos en contra y una abstención. Votan en contra los Honorables Senadores señores Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide. Se abstiene el Honorable Senador señor Cantero.





La indicación número 5, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, para intercalar, en su inciso primero, a continuación de la palabra “socioeconómica”, la frase “,cultural y constitución familiar”.


La indicación número 5 es retirada por su autor.





La indicación número 6, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, a su inciso primero, la frase “y se encuentren en alguna de las situaciones previstas en este artículo”.





En votación la indicación número 6 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia desechada la indicación número 6, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.

Inciso segundo





“La calidad de alumno prioritario será calificada por el Ministerio de Educación, directamente o a través de los organismos de su dependencia que éste determine, de acuerdo a los siguientes criterios:.”.




La indicación número 7, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en el encabezamiento de su inciso segundo, la palabra “calificada” por “determinada”.



Con respecto a la indicación número 7, el Honorable Senador señor Chadwick explicó que ésta tiene por objeto precisar que la condición de vulnerabilidad se determinará por los criterios contenidos en las letras del inciso segundo del artículo 2°.


La señora Ministra señaló que la indicación va en la línea fijada por el Ministerio.


Puesta en votación la indicación número 7, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.
Letra b)





“b) Los alumnos de familias no comprendidas en la letra precedente serán considerados prioritarios, para los efectos de esta ley, cuando hayan sido caracterizados como indigentes por el instrumento de caracterización socioeconómica del hogar vigente.”.




La indicación número 8, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir la frase “hayan sido caracterizados como indigentes por el instrumento de caracterización socioeconómica del hogar” por “sean caracterizados dentro del tercio más vulnerable de las familias que cuenten con caracterización socioeconómica de su hogar, según el instrumento de caracterización”.


La señora Ministra explicó que esta indicación plantea incorporar a la nueva Ficha de Protección Social. Opinó que este instrumento es más amplio y objetivo que la antigua Ficha Kass, ya que considera entre otros criterios al entorno y al nivel de educacional de los jefes de familia.


El Honorable Senador señor Cantero advirtió que un instrumento de caracterización socioeconómica es insuficiente para definir la vulnerabilidad, ya que no incluye a los factores del entorno y de la territorialidad.


La señora Subsecretaria de Educación indicó que en la nueva Ficha de Protección Social ya no existe la calificación de indigente, por tanto debe modificarse la letra b) de este artículo, ya que éste considera dentro de los criterios para definir a los alumnos vulnerables a las familias que hayan sido caracterizadas como indigentes por el instrumento de caracterización socioeconómica vigente. Asimismo, consideró más pertinente recurrir a criterios socioeconómicos para definir la vulnerabilidad.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó por qué esta indicación plantea restringir a los beneficiarios al tercio de las familias más vulnerables.


La señora Ministra respondió que este valor coincide con el total de las familias más vulnerables que tienen niños en el sistema escolar.



Enseguida, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide precisó que esta indicación propone cambiar el instrumento de caracterización socioeconómica y restringir este beneficio al tercio de las familias más vulnerables.


El Honorable Senador señor Chadwick requirió antecedentes que aseguren que efectivamente el tercio de las familias más vulnerables según la Ficha de Protección Social coincide con las familias calificadas como indigentes, conforme al antiguo instrumento de caracterización socioeconómica.


La señora Subsecretaria afirmó que con esta indicación el Ejecutivo está resguardando que el universo de la población beneficiada sea el mismo que el que se pretendía beneficiar originalmente.


El Honorable Senador señor Letelier explicó que la norma aprobada en general establece que la calificación de alumno prioritario se hará teniendo en consideración los siguientes criterios: la pertenencia de la familia del alumno al Sistema del Chile Solidario; la calificación de su familia como vulnerable según el instrumento de caracterización socioeconómica; la clasificación de su familia en el tramo A del Fondo Nacional de Salud y, en el evento que su familia no cuenta con ningún tipo de caracterización socioeconómica, se considerarán los ingresos familiares y la escolaridad de la madre, o padre o apoderado, en la forma que lo establezca un reglamento.


A continuación, reparó sobre la inconveniencia de modificar la letra b), en el sentido de restringir su aplicación a los alumnos que pertenezcan al tercio de las familias más vulnerables, ya que el objetivo de esta iniciativa de ley es beneficiar a todos los alumnos vulnerables.


La asesora de la Subsecretaria del Ministerio de Hacienda aclaró que esta indicación se refiere al tercio de las familias más vulnerables y no al tercio de los niños, por tanto arguyó que en vez de restringir el universo de los beneficiarios, ésta lo amplía.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación corroboró lo expuesto por la representante del Ministerio de Hacienda y agregó que nadie será excluido de este beneficio, ya que si no califica por este criterio o si se trata de un alumno cuya familia no ha sido caracterizada socioeconómicamente podrá calificar en razón de los bajos niveles de ingreso de la familia o del nivel de escolaridad de su madre.


El Honorable Senador señor Chadwick estimó que los criterios fijados en las letras a), b) y c) son los más importantes, ya que crean el derecho a la subvención. En cambio, continuó, el criterio que contempla la letra d) es sólo de carácter residual.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó al Ejecutivo que precise si esta indicación se refiere exclusivamente al tercio de las familias encuestadas.


La señora Subsecretaria respondió afirmativamente y agregó que se requiere un criterio objetivo y operativo.



El Honorable Senador señor Chadwick advirtió que aprobará esta indicación, siempre que se asegure que el universo beneficiario será el mismo.


Los Honorables Senadores señores Cantero y Letelier, propusieron una modificación a la indicación número 8, consistente en reemplazar la frase final, “que cuenten con caracterización socioeconómica de su hogar, según el instrumento de caracterización”, por “según instrumento de caracterización vigente.”

Posteriormente, esta modificación a la indicación fue retirada por sus autores.





En votación la indicación número 8 tal como fuera presentada por S.E. la señora Presidenta de la República, se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Letelier, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide.




La indicación número 9, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar la palabra “indigentes” por “vulnerables”.





La indicación número 9 se dio por rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Letelier, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide, como consecuencia de la aprobación de la indicación anterior.
Letra c)





“c) Los alumnos de familias no comprendidas en las letras anteriores tendrán la calidad de prioritarios cuando sus padres o apoderados hubieren sido clasificados en el tramo A del Fondo Nacional de Salud.”.


La indicación número 10, de S.E. la señora Presidenta de la República propone suprimirla.


La señora Subsecretaria explicó que esta indicación plantea suprimir la letra c) que se refiere a los alumnos cuyas familias están clasificadas en el tramo A del Fondo Nacional de Salud, porque este criterio ya está considerado dentro de los factores que mide la nueva Ficha de Protección Social, contemplada en la letra precedente.


El Honorable Senador señor Cantero expuso que preferiría mantener este criterio, ya que en nada afecta su permanencia.


El Honorable Senador señor Letelier apoyó la propuesta del Honorable Senador señor Cantero.


El Honorable Senador señor Chadwick también manifestó su apoyo a esta propuesta, especialmente porque estimó que si un alumno no califica dentro del tercio de las familias más vulnerables, podría quedar incluido por este criterio.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto prefirió mantener esta letra, para asegurar que se cubra a todo el universo original.





En votación la indicación número 10, se rechazó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Letelier, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide.
Letra d)





“d) Tratándose de alumnos cuyos hogares no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar, de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente, o que no hayan quedado comprendidos en las letras anteriores, para los efectos de su calificación como prioritarios, se considerará, en orden sucesivo, los ingresos familiares del hogar, la escolaridad de la madre y, en su defecto, la del padre o apoderado con quienes viva el alumno, en la forma que establezca el reglamento.




La indicación número 11, del Honorable Senador señor Horvath, propone sustituir la expresión “en orden sucesivo” por “en forma conjunta”.



La señora Ministra explicó que el texto aprobado en general de la letra d) plantea que se apliquen distintos instrumentos de medición de la vulnerabilidad en forma sucesiva, estableciéndose un orden de preferencia entre ellos. En cambio, advirtió que la indicación número 11 está proponiendo que todos estos indicadores se apliquen en forma conjunta  o acumulativa.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que la frase “en orden sucesivo” implica que los criterios mencionados en la letra d) se aplicarán en forma preferente de acuerdo a un orden de prelación. Agregó que esta indicación conlleva el construir un nuevo indicador de caracterización social, que se forma a partir de la sumatoria de todos los criterios enunciados en esta letra.


Por su parte, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación recordó que la letra d) se refiere a las casos de las familias que no cuentan con algún tipo de caracterización social. Observó, enseguida, que esta indicación está planteando crear un nuevo instrumento de medición de vulnerabilidad social.


A continuación, el Honorable Senador señor Chadwick solicitó al Ejecutivo que aclare si los criterios enunciados en la letra d) son excluyentes o no.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación respondió que la idea de este proyecto de ley es cubrir a todos los niños vulnerables, por lo cual la finalidad de esta letra es ampliar el ámbito de aplicación de este beneficio.


El Honorable Senador señor Núñez explicó que la mayoría de los niños vulnerables quedarán incluidos, en virtud de las letras precedentes y que la letra d) es una fórmula residual que busca incorporar a todos los niños prioritarios.





En votación la indicación número 11, se rechazó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.




La indicación número 12, del Honorable Senador señor Núñez, agrega, a continuación de las palabras “viva el alumno”, la frase “y la condición urbana o rural de su hogar”.



La señora Ministra manifestó su apoyó a la indicación presentada por el Honorable Senador señor Núñez.


El Honorable Senador señor Núñez señaló que esta indicación propone agregar un nuevo criterio a la fórmula residual de la letra d).


El Honorable Senador señor Cantero observó que este criterio está incorporado tácitamente en los otros criterios enunciados en la letra d).


El Honorable Senador señor Núñez expuso que la frase “con quienes viva el alumno” es un poco vaga para establecer un indicador social. Consideró más apropiado diferenciar si la familia del alumno habita en un medio rural o urbano.


El Honorable Senador señor Navarro reparó en los criterios que enuncia la letra d), especialmente el que considera el nivel de escolaridad de la madre, del padre o de quienes vivan con el alumno. Luego, se refirió a la existencia de una suerte de contradicción entre las iniciativas del Ejecutivo de fomentar la educación básica y media, y la entrega de los subsidios estatales.


La señora Subsecretaria aclaró que esta norma no es excluyente, ya que su objetivo es ampliar el ámbito de aplicación o el universo de los alumnos prioritarios.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que prevé que el objetivo de esta indicación es beneficiar al mundo rural, por tal motivo planteó modificar su texto, reemplazando la frase “y la condición urbana o rural de su hogar” por “y la condición de ruralidad de su hogar”.





Se acordó agregar a continuación de las palabras “viva el alumno” la frase “y la condición de ruralidad de su hogar”. 




En votación la indicación número 12, se aprueba, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.




La indicación número 13, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar a continuación de la letra d), la siguiente, nueva:





“e) Serán considerados también, y de manera especial, como prioritarios los alumnos provenientes de familias donde la madre, el padre o el propio alumno haya sido reconocido por la Ley 19.253 y cumplan con los requisitos de las letras anteriores y, particularmente, aquéllos que provengan de comunidades o reservas indígenas, especialmente cuando éstas sean rurales.”.

El Honorable Senador señor Chadwick señaló que no comparte la idea de que a los miembros de las comunidades indígenas se les exija que deban cumplir con los requisitos de las letras anteriores.


La señora Ministra advirtió que las personas pertenecientes a una etnia indígena ya están incorporadas dentro de los indicadores de la nueva Ficha de Protección Social a que alude la letra b), por lo cual consideró redundante volver a considerarlos como una nueva letra e).


Por otra parte, precisó que estas personas deben tener la doble condición de pertenecer a una etnia indígena y de ser calificados como vulnerables para gozar de los beneficios que establece esta norma.


El Honorable Senador señor Navarro aclaró que esta indicación no tiene por objeto beneficiar a todas las personas protegidas por la ley N° 19.253, ya que dentro del mundo indígena existen familias con distintos niveles de ingresos. En efecto, arguyó que la idea central de esta indicación es beneficiar sólo a los grupos étnicos que presenten condiciones de vulnerabilidad.


El Honorable Senador señor Cantero señaló que si incluyen a todas las etnias indígenas no alcanzará el presupuesto asignado para este proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Chadwick sugirió incorporar este criterio como otro indicador de la letra d).


El Honorable Senador señor Núñez compartió la idea de esta indicación de apoyar a las etnias indígenas. No obstante, observó que le parece discriminatorio favorecer sólo a los grupos étnicos. Por otra parte, reparó en la concepción nuclear de familia que propone esta indicación al referirse únicamente al padre o madre y al alumno.


El Honorable Senador señor Navarro aclaró que la propia Ley Indígena acoge esta concepción nuclear de familia.


El Honorable Senador señor Núñez indicó que es partidario de la idea de esta indicación, pero consideró que no es apropiada su redacción.



El Honorable Senador señor Chadwick consideró que esta indicación está mal redactada y es innecesaria.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide instó al Ejecutivo a pronunciarse sobre esta indicación.


El Jefe de la División Jurídica Ministerio de Educación señaló que esta indicación propone dos requisitos copulativos: por una parte, tratarse de un alumno cuya familia pertenezcan a las etnias indígenas y, por otra, cumplir con los requisitos de las letras anteriores.



El Honorable Senador señor Cantero explicó que no apoyará esta propuesta, porque conlleva una diferenciación entre los indígenas y los chilenos. Estimó que debe terminarse con estas distinciones y asumirse que todos los chilenos deben tener un trato igualitario.





En votación la indicación número 13, se rechaza, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.

A continuación, el Honorable Senador señor Núñez propuso una nueva redacción para modificar el texto presentado en la indicación número 13, del siguiente tenor:


“e) Serán considerados también como prioritarios los alumnos que hayan sido reconocidos por la ley N° 19.253 y que cumplan con los requisitos de las letras anteriores.”.





En votación la indicación número 13 con la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Núñez, votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide y en contra los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia desechada la indicación número 13 con la modificación propuesta, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.

La indicación número 14, del Honorable Senador señor Núñez, para intercalar, a continuación del inciso segundo, el siguiente, nuevo:





“Asimismo, para la calificación de los alumnos prioritarios deberá considerarse el grado de pobreza  de la comuna donde resida el referido alumno, en la forma que establezca el reglamento.”.


El Honorable Senador señor Núñez observó que este proyecto de ley tiene la falencia de relacionar la vulnerabilidad únicamente con las familias más pobres, sin considerar el factor territorial. Agregó que esta indicación es distinta a la número 12, ya que explicó que un tema es la condición de ruralidad que puede tener una determinada localidad y otro son los niveles de pobreza que pueden presentar las distintas comunas.


El Honorable Senador señor Cantero señaló que en este caso si bien el criterio que propone esta indicación ya está incorporado en las letras precedentes no es inapropiada su agregación, porque consagra expresamente la inclusión del factor territorial. Asimismo, valoró que establezca que el reglamento regulará su aplicación. 


El Jefe de División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que este criterio ya está recogido en la letra b) y d). Asimismo, advirtió que al aprobarse esta indicación el reglamento tendría que regular su aplicación.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que la pobreza para los efectos educacionales involucra algo más que la pobreza personal o familiar. 


El Honorable Senador señor Chadwick precisó que se debe definir si esta indicación implica el establecimiento de un nuevo factor a ponderar o es una fórmula residual.


El Honorable Senador señor Núñez aclaró que esta indicación debe ser entendida como un nuevo factor a considerar. Agregó que la valoración de este nuevo factor debe estar determinado en el reglamento.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación propuso agregar este criterio dentro de la fórmula residual de la letra d), a continuación de la condición de ruralidad del hogar del alumno.





La indicación número 14 se aprobó con modificaciones, subsumida en la letra d), respecto de la cual, para estos efectos, se reabrió debate, acordándose agregar a continuación de la frase “y la condición de ruralidad de su hogar”, la siguiente:”y el grado de pobreza de la comuna donde resida el referido alumno.”.





En votación la indicación número 14 se aprueba con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.
ARTÍCULO 3°





“Artículo 3º.- La forma de realizar la calificación de alumno prioritario será definida en un reglamento, mediante normas de carácter general, elaborado por el Ministerio de Educación, el cual llevará, además, la firma del Ministro de Hacienda.”.


La indicación número 15 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, propone suprimirlo.


El Honorable Senador señor Chadwick observó que el artículo 3° es redudante e innecesario, porque el artículo 2° consagra la prerrogativa del Ministerio de Educación de dictar un reglamento para determinar la calificación del alumno prioritario.





En votación la indicación número 15 se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.

En sesión posterior, al estudiar la indicación número 41, con el acuerdo unánime de los miembros presentes de la Comisión, se reabre el debate respecto de la indicación número 15 que había suprimido el artículo 3°.


La indicación número 15 es retirada por sus autores.


A continuación, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide, acuerdan reponer el artículo 3° del proyecto aprobado en general por el Senado, con modificaciones, siendo su texto el siguiente:


“Artículo 3°.- Para los efectos del artículo anterior, la forma y periodicidad en que se determinará la calidad de alumno prioritario será definida en un reglamento, mediante normas de carácter general, elaborado por el Ministerio de Educación, el cual llevará, además, la firma del Ministro de Hacienda.”.


Habida consideración a los acuerdos adoptados en la reapertura del debate del artículo 3° que se aprobó con modificaciones, se acogió la indicación número 41, no como un artículo nuevo, sino incorporándose al artículo 3° como un nuevo inciso:

“La pérdida de los requisitos establecidos en el artículo 2° hará cesar el derecho a la subvención preferencial que trata esta ley, de acuerdo a la forma que determine el reglamento.”. (Indicación número 41, subsumida en artículo 3°).


Cabe señalar, como se verá más adelante, que se aprobó la indicación número 41, con modificaciones. Votaron a favor de ella la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.

A continuación, se debate la indicación número 16 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 15, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3º.- Para la ejecución de los dispuesto en el artículo anterior, se dictará un reglamento por parte del Ministerio de Educación, el cual llevará, además, la firma del Ministro de Hacienda.”.


La indicación número 16 es retirada por sus autores.


La indicación número 17 del Honorable Senador señor Núñez, propone suprimir la frase “el cual, llevará, además, la firma del Ministro de Hacienda”.


La indicación número 17 es retirada por su autor.


La indicación número 18 del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, propone sustituir la frase “la firma del Ministro de Hacienda” por “las firmas del Ministro de Hacienda y del Ministro de Planificación y Cooperación”.


La indicación número 18 es retirada por su autor.

ARTÍCULO 4°


“Artículo 4º.- Tendrán derecho a la subvención escolar preferencial los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, en adelante “Ley de Subvenciones”, que impartan enseñanza regular diurna, cuyo sostenedor haya suscrito el convenio a que se refiere el artículo 7º. Esta subvención se pagará por los alumnos prioritarios matriculados en dichos establecimientos, según lo establecido en los artículos 14 y 15.”.

La indicación número 19 del Honorable Senador señor Orpis, propone reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 4º.- Tendrán derecho a la subvención educacional preferencial los alumnos que cumplan con los siguientes requisitos  copulativos:


a) Que califique como Prioritario de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2º anterior, y


b) Que su rendimiento académico sea calificado al menos con nota superior a 5.0 o su equivalente  si la escala de evaluación utilizada es diferente.”.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide explicó que esta indicación establece que los beneficiarios de la subvención son los alumnos y no los establecimientos educacionales.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación aclaró que el artículo 2° se refiere a los alumnos que tienen derecho a beneficiarse con esta subvención, en cambio, agregó que en el artículo 4° se está legislando sobre los establecimientos educacionales en los cuales deben matricularse los niños calificados como prioritarios.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide observó que los establecimientos educacionales sólo podrán percibir esta subvención en la medida que tengan matriculados alumnos calificados como prioritarios.


El Honorable Senador señor Chadwick precisó que esta indicación debería haber sido formulada al artículo 2°, por tratarse de nuevos requisitos para los alumnos prioritarios.





En votación la indicación número 19, se rechaza por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.

La indicación número 20 del Honorable Senador señor Núñez, propone intercalar, a continuación de la palabra “educacionales”, el vocablo “municipales”.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide explicó que esta indicación restringe su ámbito de aplicación a los establecimientos educacionales municipales. Recordó que el fondo de esta indicación ya fue discutido y resuelto a propósito de la indicación número 2.


En votación la indicación número 20, se rechaza por tres votos en contra y una abstención. Votan por su rechazo los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Ruiz-Esquide. Se abstiene el Honorable Senador señor Núñez.

La indicación número 21 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, proponen suprimir la frase “cuyo sostenedor haya suscrito el convenio a que se refiere el artículo 7º”.


El Jefe de División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que esta indicación podría ser declarada inadmisible, por cuanto podría implicar un mayor gasto para el Estado.


El Honorable Senador señor Chadwick sostuvo que, de acuerdo con lo expuesto por el propio Ministerio de Educación, este proyecto de ley cuenta con los fondos necesarios para cubrir todas las demandas de los niños más vulnerables del país.


El Honorable Senador señor Cantero acotó que esta indicación hace extensivo este beneficio a todos los alumnos que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 2°. De este modo, sostuvo que en materia de financiamiento es irrelevante la obligación de los sostenedores de suscribir un convenio con el Ministerio de Educación.


El Honorable Senador señor Chadwick advirtió que el derecho a esta subvención está consagrado en el artículo 2° y que no corresponde condicionar su pago a la suscripción de un convenio entre los establecimientos educacionales y el Ministerio de Educación. Luego, sostuvo que esta indicación acoge los planteamientos de los distintos sostenedores de los establecimientos educacionales particulares subvencionados. 


El Honorable Senador señor Cantero recordó que la idea matriz de este proyecto de ley es establecer una subvención preferencial para igualar las oportunidades educacionales de los niños vulnerables. De este modo, afirmó que no es procedente incluir este requisito para que los establecimientos educacionales pueden percibir esta subvención.


Enseguida, advirtió que no apoyará la intervención del Ministerio de Educación en los procesos de enseñanza. Agregó que el rol de este Ministerio debe centrase en una supervigilancia de los resultados educativos y no en la intervención de los procesos de enseñanza.


El Honorable Senador señor Núñez opinó que esta indicación no es pertinente, porque se aleja de la idea matriz de esta iniciativa de ley de mejorar la calidad de la educación de los niños vulnerables. Agregó que el mecanismo para asegurar la calidad de la educación de estos niños consiste en la suscripción de un convenio entre los sostenedores de los establecimientos educacionales y el Ministerio de Educación, el que se encuentra regulado en el artículo 7°. Enseguida, compartió que el Estado debe contar con las prerrogativas necesarias para asegurar la calidad de la educación.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide declaró que esta indicación es admisible, por cuanto consideró que no involucra nuevos gastos para el Estado, ya que el universo de los beneficiarios de este proyecto de ley está determinado en el artículo 2°.


Enseguida, arguyó que para mejorar las oportunidades educacionales de los niños vulnerables se debe, también, mejorar la calidad de la educación de los establecimientos subvencionados. Por tal motivo, manifestó su rechazo a la presente indicación.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación comentó que este proyecto de ley viene a subsanar una de las grandes críticas al sistema de subvención normal, puesto que propone fiscalizar los resultados de los procesos educativos.





En votación la indicación número 21 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia desechada la indicación número 21, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.

La indicación número 22 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, proponen intercalar, a continuación de “artículo 7º”, la frase “o que conforme a lo dispuesto en el artículo 2º de esta ley tengan matriculados a alumnos calificados como prioritarios”.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que esta indicación es similar a la anterior, ya que tiene por objeto insistir en la eliminación del requisito de los establecimientos subvencionados de suscribir el convenio con el Ministerio de Educación para poder gozar de esta subvención.


El Honorable Senador señor Núñez advirtió que se trata de la misma discusión de la indicación precedente.





En votación la indicación número 22 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia desechada la indicación número 22, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.

ARTÍCULO 5°

“Artículo 5º.- En todo lo no regulado expresamente en esta ley, la subvención escolar preferencial se regirá por las normas de los Títulos I y IV de la Ley de Subvenciones. La pérdida de los requisitos para percibir las subvenciones de dicha ley, y la privación o suspensión del pago de la misma, tendrán como efecto la suspensión o privación, según sea el caso, de la subvención preferencial y de los aportes regulados en esta ley.”.

La indicación número 22bis de S.E. la señora Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:


a) Intercalar, a continuación de la frase “subvención escolar preferencial”, la siguiente: “y la subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis de la presente ley.”.

b) Reemplazar la expresión “se regirá” por “se regirán”.


c) Intercalar entre la frase “subvención preferencial” y la conjunción “y” la frase “, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios.”.

En votación la indicación número 22bis, se aprueba por tres votos a favor y dos abstenciones. Votan a favor los Honorables Senadores señores Letelier, Navarro y Ruiz-Esquide. Se abstienen los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.
ARTÍCULO 6°


“Artículo 6º.- Para que los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 4º puedan impetrar el beneficio de la subvención escolar preferencial, deberán cumplir con los siguientes requisitos:”.


La indicación número 23 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, proponen suprimir el artículo.

El Honorable Senador señor Chadwick explicó que esta indicación plantea suprimir el artículo 6°, con el objeto de evitar que se establezcan nuevos requisitos para que los establecimientos educacionales puedan percibir este beneficio. Reparó especialmente en la letra b) de esta norma, porque impide utilizar cualquier sistema de selección en la admisión de los alumnos.


La señora Subsecretaria advirtió que la prohibición de utilizar procesos de selección en la admisión de los alumnos sólo se establece para el primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y desde 1° hasta 4° año básico.





En votación la indicación número 23 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 23, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.

La indicación número 24 del Honorable Senador señor Orpis, propone suprimir desde el artículo 6° hasta el artículo 24, inclusive.


En votación la indicación número 24 es rechazada por tres votos en contra y dos abstenciones. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. Se abstienen los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

La indicación número 25 de S.E. la señora Presidenta de la República, propone reemplazar, en su encabezamiento, la frase “los establecimientos educacionales” por “los sostenedores de establecimientos educacionales”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que esta indicación tiene por objeto mejorar la redacción de esta norma. Agregó que estas obligaciones deben ser cumplidas por los sostenedores de los establecimientos educacionales y no por los establecimientos educacionales.


El Honorable Senador señor Núñez señaló que el encabezado del artículo 6° está haciendo alusión a los requisitos que se deben cumplir para percibir esta subvención. En el caso de la letra a), estimó que no se trata propiamente tal de un requisito, sino más bien de una obligación o de un requerimiento. En consecuencia, sugirió modificar este encabezado agregando a continuación de la palabra “requisitos” la siguiente frase “y obligaciones”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que en la Ley de Subvenciones existen requisitos previos que deben cumplir los sostenedores para tener el derecho a cobrar la subvención y, además, refirió que existen otros requisitos que se deben cumplir y fiscalizar mes a mes para que puedan percibir el pago de esta subvención, dado el carácter periódico del pago de estos recursos por tratarse de obligaciones de tracto sucesivo.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expuso que el término requisito, normalmente implica el cumplimiento de ciertas exigencias previas. Reflexionó que la idea de esta iniciativa de ley es beneficiar a todos los niños vulnerables, lo cual no obsta exigir ciertas garantías a los sostenedores para asegurar el mejoramiento de la calidad de la educación de estos niños.





En votación la indicación número 25 se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.

A continuación, en sesión posterior, por la unanimidad de los miembros presentes, se reabre debate respecto de la indicación número 25 y se pone en votación una modificación propuesta por el Honorable Senador señor Núñez respecto de la mencionada indicación para agregar al fin del encabezamiento del artículo 6°, la frase “y obligaciones.”.




En votación la indicación número 25, con la modificación propuesta, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.
Letra a)


“a) Eximir a los alumnos prioritarios de los cobros establecidos en el Título II de la Ley de Subvenciones, así como de cualquier cobro que condicione la postulación, ingreso o permanencia del alumno en ese establecimiento.”.


La indicación número 26 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, proponen reemplazarla por la siguiente:


“a) Eximir a los alumnos prioritarios de los cobros establecidos en el Título II de la ley de subvenciones, referido a financiamiento compartido. Estos alumnos no podrán ser objeto de cobro obligatorio alguno.”.


El Honorable Senador señor Chadwick fundamentó su indicación en que comparte la idea de eliminar los cobros obligatorios, pero en concordancia con el criterio que se utilizó el año 2004, con el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2004, oportunidad en la que se estableció la obligación de un porcentaje de alumnos vulnerables que debían ser acogidos, esto es, obligatoriamente aceptados en las escuelas particulares subvencionadas, es dable entender que, si bien a ellos se les exceptúa del cobro obligatorio, queda abierta la  posibilidad, si hay la voluntad de la familia de aportar algún valor a la educación de sus hijos, que así ocurra; enfatizó que no se trata de impedir la voluntariedad sino el compeler mediante el cobro. Manifestó que la redacción actual del precepto impide cualquier tipo de cobro, sea obligatorio o no.


La señora Ministra de Educación precisó que el sentido del inciso sobre el cual recae la indicación en debate, atiende, justamente, a garantizar que los alumnos prioritarios no sean objeto de cobro alguno que, en definitiva, genere una merma o constituya un desincentivo para que la familia participe en los establecimientos educacionales. Mencionó que hay otro tipo de cobros cuya fuente no es el artículo 2° de la Ley de Subvenciones, como lo son, por ejemplo, las mensualidades del centro general de padres o del curso correspondiente, las que pueden constituir un desembolso pequeño para algunas economías familiares, no obstante que para otras familias de sectores más vulnerables puede transformarse en una exigencia difícil de cumplir, lo que le lleva a señalar que no sólo se establecen cobros de mensualidades o de financiamientos compartidos sino que, además, existen otros cobros en los establecimientos educacionales, respecto de los cuales la posición del Ministerio es que los alumnos prioritarios queden exentos de los mismos.


El Honorable Senador señor Navarro consideró que esta indicación conduce a la discrecionalidad.


El Honorable Senador señor Chadwick insistió en que los autores de la indicación tienen perfecta claridad de que no cabe cobro obligatorio alguno, pero lo anterior no obsta a entender que a los padres, aún cuando se trate de las familias más vulnerables, les asiste el derecho de colaborar a la mejor educación de sus hijos. Estimó que, a veces, la voluntariedad puede convertirse en obligación, pero para evitar ésto la iniciativa dispone de una multiplicidad de mecanismos de fiscalización. Agregó que si se acepta el derecho de los padres a hacer un aporte real y positivo a la mejor educación de los niños, no advierte razón para impedirlo por ley. La indicación, explicó, pretende acentuar la existencia de un derecho que, por lo demás, reiteró, es armónica con el criterio utilizado para el 15% de los alumnos vulnerables que pueden participar de cobros voluntarios, mientras que quienes tienen la condición de vulnerable por calificación de ley no podrán hacerlo. Concluyó diciendo que se trata de un derecho que es preciso favorecer y no entorpecer; en todo caso, si existen distorsiones procede la fiscalización.


El Honorable Senador señor Núñez indicó que el presente debate le recuerda la discusión suscitada acerca del financiamiento compartido, y en aquella oportunidad se recalcó la voluntariedad, pero la realidad ha demostrado que terminó siendo obligatoria, y se erigió como un factor de discriminación. Estimó que, siendo el objetivo de esta ley terminar con todo tipo de discriminación, la indicación puede introducir un factor de dicha naturaleza que afecte a los alumnos cuyos padres no puedan aportar esas sumas de dinero. Señaló que los padres pueden aportar de una manera distinta a la contribución pecuniaria y que la redacción usa el sustantivo cobro y no aporte; especificó que cuando se habla de cobro se habla de una recolección de una suma por el colegio, esto es, algo que es obligatorio y compulsivo. El precepto, contrapuso, no impide los aportes, y es obvio la cautela del derecho a que alude el Honorable Senador señor Chadwick, y así lo corroboran los términos usados: “que condicione la postulación, ingreso o permanencia”.  Destacó que el financiamiento compartido se ha transformado en una exigencia para la permanencia, por ello la exención no choca con la idea de permitir las donaciones o los aportes voluntarios.


El Honorable Senador señor Cantero observó que la indicación exime a los alumnos prioritarios de todo cobro establecido, y, además, enfatiza que no podrán ser objeto de cobro obligatorio alguno.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide propuso aprobar la indicación con una modificación en su redacción que consiste en anteponer al punto final del literal a), la oración subordinada “que condicione la postulación, ingreso o permanencia del alumno en ese establecimiento”, de modo tal que el literal a) sería el siguiente:


“a) Eximir a los alumnos prioritarios de los cobros establecidos en el Título II de la Ley de Subvenciones, referido a financiamiento compartido. Estos alumnos no podrán ser objeto de cobro obligatorio alguno que condicione la postulación, ingreso o permanencia del alumno en ese establecimiento.”.


En votación la indicación número 26 con la modificación propuesta, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Cantero, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. 
Letra b)





“b) Aceptar a todos los alumnos que postulen al primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y desde 1º hasta 4º año de la educación general básica, dentro de las capacidades autorizadas que tenga el establecimiento.





En el evento de que haya una cantidad de postulantes superior a la capacidad autorizada del establecimiento educacional, la incorporación de los alumnos se ceñirá estrictamente a un proceso de selección público y transparente, en el marco del proyecto educativo institucional a que alude la letra c) siguiente, el que en ningún caso podrá considerar la situación económica o social del postulante, su rendimiento escolar pasado o potencial, el estado civil, escolaridad o religión de los padres, origen étnico del postulante, ni otro criterio que permita la discriminación arbitraria de éste. En ese caso las vacantes sólo podrán asignarse por prioridad familiar o, en última instancia, por sorteo.





Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá por prioridad familiar que el alumno postulante tenga hermanos matriculados o sea hijo de un docente o no docente del establecimiento educacional.”.


La indicación número 27 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, proponen sustituir toda la letra b) por la siguiente:


“b) Aceptar a los alumnos que postulen al establecimiento dentro de las capacidades autorizadas que ésta tenga y de acuerdo a sus procesos de selección fijados de conformidad con lo dispuesto por el artículo 11 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


En el evento que haya una cantidad de postulantes superior a la capacidad autorizada del establecimiento educacional, la incorporación de los alumnos se ceñirá estrictamente al proceso de selección establecido por cada establecimiento con criterios generales y objetivos.


Tratándose de establecimientos que carezcan de criterios generales de selección y en caso de producirse la situación prevista en el inciso anterior, las vacantes podrán asignarse según los criterios:


a) La situación que el alumno postulante tenga hermanos matriculados en dicho establecimiento;


b) La situación de que el alumno postulante sea hijo de un ex alumno o ex alumna del establecimiento al que postula.”.


El Honorable Senador señor Chadwick manifestó que la indicación corresponde a la norma actual de la LOCE.  Explicó que la letra b) aprobada en general concita una serie de nudos problemáticos. El primero consiste, por su naturaleza, en una materia insoslayable, de carácter jurídico; la disposición modifica una norma de rango orgánico constitucional, por ser de esta naturaleza todo lo que dice relación con los procesos de selección.  


El segundo problema, planteó, origen de permanente debate a propósito del proyecto de ley que establece la Ley General de Educación, en cuanto a la diferenciación evidente de los proceso de selección respecto de aquellos destinados a establecer o, más bien, a evitar discriminación, las cuales son, a su juicio, materias total y completamente distintas. A este respecto, señaló, la LOCE permite mecanismos de selección de alumnos –lo que valoró de positivo para la calidad de la educación-, siempre que no impliquen discriminaciones arbitrarias, pues, en caso de producirse éstas, será contrario a la Constitución Política de la República y a la propia LOCE. Señaló que la existencia de mecanismos o procesos transparentes, generales de selección de alumnos, a su juicio, tiene una vinculación estrecha con la posibilidad de desarrollar proyectos educativos, y garantizar o posibilitar, así, en mayor grado, estándares más altos en la calidad de la educación. Por lo tanto, argumentó, los autores de la indicación son contrarios a establecer elementos que impidan una selección con esas características para los efectos de discernir el ingreso a los establecimientos educacionales.


En tercer lugar, afirmó, este literal constituye un requisito que trasciende la calidad de alumno prioritario, o sea, se le impone no tan sólo respecto de los alumnos prioritarios que recibe sino, con respecto a cualquier alumno que reciba. En consecuencia, prosiguió, va más allá del objetivo propio de la ley que es precisamente regular la subvención a los alumnos prioritarios, porque se fija un requisito que se debe cumplir respecto de todos los alumnos que postulen, es decir, que vayan a formar parte del establecimiento que recibirá la subvención correspondiente, con lo cual el proyecto quebranta su propia lógica de establecer requisitos que no son sólo para los alumnos prioritarios.


De lo anterior, concluyó, se explica la formulación de esta indicación que procura mantener el actual proceso de selección establecido en la ley vigente, sin perjuicio de señalar que es una norma de carácter orgánico constitucional, y que la forma como lo consagra actualmente la LOCE les parece suficiente garantía de que no habrá discriminación arbitraria permitiendo la vigencia de procesos de selección objetivos y generales, con la intención de vincular los proyectos educativos a las exigencias de calidad mayor que se procura  establecer.


El Honorable Senador señor Navarro observó que al revisar las indicaciones números 28 y 29, se concluye que persiguen similar objetivo, que es desglosar cada uno de los párrafos del literal b), ante lo cual estimó que se podría soslayar la discusión una a una de las indicaciones, que pormenorizan las exigencias para este tipo especial de subvención. Así, la indicación número 28 propone sustituir, en el inciso segundo de este literal b), la enunciación de los criterios selectivos que estarían prohibidos por el legislador, por la frase “criterios que permitan”, con lo cual su sentido es que el proceso de selección público y transparente, en el marco del proyecto educativo específico del establecimiento, en ningún caso podrá optar a criterios que permitan una discriminación arbitraria del postulante.  


A su vez, señaló que la indicación número 27 propone un texto que dispone que la selección deberá fundarse en criterios generales y objetivos, y que para los establecimientos que no los hayan explicitado, les será posible recurrir, en todo caso, a la asignación de vacantes por criterios que den preferencia a los postulantes que tengan hermanos matriculados en aquél o que sean hijos de ex alumnos o ex alumnas del mismo.  


Continuó diciendo que en términos generales, hay una regulación que es similar, con la particularidad de que la indicación número 27 introduce, como un marco de referencia, la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, y mencionó que no descarta fijar los criterios que se señalan en aquélla, porque, además, tiene la frase “ni otro criterio que permita”, con lo cual el concepto tiene la apertura para sentar a firme otros, según el criterio del establecimiento. En relación con la mención a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza solicitó que el Ejecutivo expresara si se alteraba básicamente el artículo, al incorporar la letra b) propuesta en la indicación número 27.


La señora Ministra expuso que no habría dificultad en incorporar, por ejemplo, como criterio la calidad de hijos de ex alumnos.


El Honorable Senador señor Chadwick reiteró que las indicaciones están formuladas, una en subsidio de la otra, en la disposición de encontrar acuerdos en el proyecto de ley, pero al no parecer transitable ese camino, planteó que le parece oportuno votar la indicación número 27, y sobre este predicamento analizará con el Honorable Senador señor Cantero si proceden al retiro de la indicación número 28.


El Honorable Senador señor Cantero complementó lo expuesto por el Honorable Senador señor Chadwick manifestando que revisarán la totalidad de sus indicaciones, y en la lógica del escenario actual y de dar celeridad el tratamiento del proyecto, estarían en la actitud de retirar un número importante de sus indicaciones.



El Jefe de la División Jurídica hizo notar que la norma de selección, desde el punto de vista del Ejecutivo, no es una disposición de rango orgánico constitucional porque es una ley de subvenciones, y su objeto es determinar el ámbito de aplicación de un subsidio del Estado, y es materia de una ley ordinaria fijar el alcance de los beneficios económicos que entrega el Estado. Por consiguiente, añadió, no afecta a la libertad de enseñanza porque es una norma que sólo se aplica a quienes, en forma voluntaria, adscriban a este régimen. La Ley de Subvenciones, continuó diciendo, en el presente contempla un conjunto de normas que fijan requisitos a quienes adscriben al régimen de subvenciones, y hacerlo es una decisión libre y espontánea de cada establecimiento. Particularizó que la libertad de enseñanza, tal como está cautelada en la Constitución, es la facultad de abrir, mantener y organizar establecimientos educacionales, pero si para ello va a requerir recursos del Estado tiene que someterse a los requerimientos establecidos por la ley correspondiente. Todas las disposiciones de la Ley de Subvenciones, y la ley de Subvenciones Preferenciales pasará a ser un subconjunto de aquella legislación, por lo que son normas que no requieren de un quórum especial para su aprobación. Agregó que la referencia que actualmente hay en el artículo 11 de la LOCE es, por otra parte, en el evento de que haya procesos de selección, y en esa hipótesis establece ciertos requisitos, pero lo que prescribe la letra b) es la no existencia de selección en estos casos, es decir, son normas de aplicación distinta: los que adscriben al régimen de subvención preferencial y no hacen selección, a diferencia de quienes hacen selección que se rigen por la norma del artículo 11 de la LOCE, y esa es la razón que impide vincular una materia con otra.


El Honorable Senador señor Chadwick advirtió que la determinación del quórum de una norma no dice relación con la ley en la cual está ubicada o determinada sino con la materia de la cual trata. Los procesos de selección están en el artículo 11 de la LOCE, han sido reconocidos como normas de rango de rango orgánico constitucional, precisamente, por el propio Ejecutivo con su proyecto de Ley General de Educación al concebirlo como un requisito para habilitar o no el reconocimiento oficial. Hizo notar que en la tramitación de la ley N° 19.979, el mentado artículo 11 fue aprobado por el Congreso Nacional dos veces, como lo que hoy es el artículo 11, y, también, como artículo de la Ley de Subvenciones, y el Tribunal Constitucional hizo una observación muy extraña, pues, primero, la declaró constitucional y, enseguida, por estimar que como ya estaba aprobada en la LOCE, la eliminó de la Ley de Subvenciones. 


Puntualizó que forma parte de los procesos de selección, tanto el señalar los requisitos para poder seleccionar como los que habilitan a no hacerlo. Explicitó que el fondo de la naturaleza orgánico constitucional es, justamente, prohibir o no prohibir la selección, y en el caso de no optar por la prohibición, los requisitos para efectos de establecer mecanismos de selección de alumnos. Ésta, enfatizó, es la materia propiamente de rango orgánico constitucional, sea que esté ubicada como una condición de la ley de financiamiento, sea que lo constituya una disposición de la LOCE. En relación con el fallo del Tribunal Constitucional, señaló que éste no se ha pronunciado sobre si es o no es materia orgánica constitucional.


En votación la indicación número 27 se rechaza por dos votos a favor y tres en contra. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Chadwick y Cantero, y por el rechazo, los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. 

La indicación número 28 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 27, proponen intercalar, en su inciso primero, a continuación de la palabra “alumnos”, el término “prioritarios”.


Asimismo, en el inciso segundo de esta letra, proponen reemplazar las frases “la situación económica o social del postulante, su rendimiento escolar pasado o potencial, el estado civil, escolaridad o religión de los padres, origen étnico del postulante, ni otro criterio que permita” por “criterios que permitan”.


De la misma manera, en el inciso segundo de esta letra, suprimir su oración final.


Y plantean suprimir el inciso tercero de esta letra.


Lo que pretende la indicación es acotar a los alumnos prioritarios y permitir que ciertas condiciones de selección puedan ser consideradas, precisamente, para evitar la arbitrariedad.


La señora Ministra fue de parecer que no es posible seleccionar a los estudiantes a tan temprana edad, por ello se sugieren criterios generales que vienen también contemplados en el proyecto de ley que establece la Ley General de Educación.



En votación la indicación número 28 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 28, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.


La indicación número 29 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, proponen, en subsidio de la indicación número 28, en el inciso segundo de esta letra b):


Suprimir la frase “su rendimiento escolar pasado o potencial”.


Reemplazar la frase “el estado civil, escolaridad o religión de los padres” por “ el estado civil o escolaridad de los padres”.


Suprimir la frase “o, en última instancia, por sorteo”.


En el inciso tercero de la letra b), intercalar, a continuación de la palabra “matriculados”, la frase “, sea hijo de un ex alumno,”.



Explicó el Honorable Senador señor Chadwick que esta indicación al igual que la anterior, persigue acotar los elementos de selección que pueden ser considerados. Entre ellos, les parece importante que se incluya el rendimiento escolar anterior del alumno.


Agregó que parece también arbitrario que en definitiva se resuelva por sorteo.





En votación la indicación número 29 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 29, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.


La indicación número 30 del Honorable Senador señor Núñez, propone reemplazar, en el inciso primero de la letra b), la expresión “4º año” por “8º año”.


El Honorable Senador señor Núñez señaló que la indicación pretende extender el número de alumnos que deben ser aceptados sin condiciones.


La señora Ministra indicó que esta idea está en el espíritu del proyecto de ley que establece la Ley General de Educación que ingresó al Congreso.


En votación la indicación número 30, votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide, en contra el Honorable Senador señor Chadwick y se abstiene el Honorable Senador señor Cantero.


Conforme al artículo 178 del Reglamento del Senado, se repite la votación, por incidir la abstención en el resultado.





Repetida la votación, votan a favor de la indicación número 30 los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide y en contra los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 30, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.


La indicación número 31 del Honorable Senador señor Navarro, propone sustituir la oración final del inciso segundo de la letra b) por la siguiente: “En ese caso las vacantes sólo podrán asignarse por prioridad familiar o, en última instancia, aplicando criterios y mecanismos establecidos y publicitados con antelación.”.



El Honorable Senador señor Chadwick destacó que los criterios de selección deben estar debidamente publicitados con antelación y por ende conocidos por los postulantes.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio estimó que los criterios son de orden general, sin embargo consideró que al dejarlos excesivamente abiertos, pueden ser arbitrarios.


Agregó que el Ministerio está incorporando la prioridad familiar, pero finalmente estos mecanismos también pueden transformarse en azar, dependerá de la capacidad de conocimiento que los padres de los postulantes tengan de ellos. Además estos criterios estarían establecidos en la reglamentación de cada colegio y no en un reglamento general del Ministerio.


Coincidió el Honorable Senador señor Núñez que la expresión “otros criterios” tampoco resuelven el problema, porque el sorteo, aunque no guste, también es un mecanismo de selección.


En votación la indicación número 31, vota a favor de ella el Honorable Senador señor Chadwick y se abstienen los Honorables Senadores señores Cantero, Núñez y Ruiz-Esquide. Repetida la votación, por incidir las abstenciones en el resultado, vota a favor de la indicación el Honorable Senador señor Chadwick, en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide y se abstiene el Honorable Senador señor Cantero. Conforme al inciso segundo del artículo 178 del Reglamento del Senado, la abstención de esta segunda votación se considera favorable a la posición mayoritaria, por lo que se da por rechazada la indicación por tres votos en contra y uno a favor.

La indicación número 32 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, proponen agregar, a la letra b), el siguiente inciso nuevo:


“Con todo, el establecimiento se reserva la facultad de expulsar al alumno cuando éste realice conductas o incurra en actuaciones que sean abiertamente contrarias al Proyecto Educativo y a su reglamento interno.”.


Permite que el establecimiento expulse al alumno que incurra en conductas o en actuaciones que sean abiertamente contrarias al proyecto educativo o al reglamento interno.



La señora Ministra se mostró en contra de lo que propone esta indicación, por cuanto hay problemas con la reinserción de los alumnos que han sido expulsados prematuramente.


Agregó que se trata de establecer el principio de que la escuela se haga cargo, también, de las condiciones sociales del alumno.


El Honorable Senador señor Chadwick discrepó de esta apreciación, y sostuvo que en el ámbito del establecimiento escolar hay elementos que deben evaluarse para su permanencia como actos de indisciplina graves. A vía ejemplar, mencionó el caso de una escuela en Machalí, en que los alumnos ingresan a clases hasta con 30 minutos de retraso, sin que encuentren mecanismos disciplinarios para obligarlos a cumplir reglas mínimas.


Agregó que es necesario que la escuela tenga herramientas no discriminatorias que les permitan sancionar las infracciones graves.


La señora Ministra se mostró de acuerdo con la necesidad de tener mecanismos disciplinarios, pero ello no significa que se utilice como una herramienta disciplinaria la expulsión a temprana edad, lo que ha demostrado ser muy marcador para el resto de la vida escolar del alumno. Expresó que debía ser una solución de última instancia y para alumnos mayores que ya sean responsables de sus actos.


Agregó que hay que ser muy cuidadosos, precisamente porque lo que se busca integrar a los niños al sistema escolar y no alejarlos de él.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio, mencionó que la Ley de Subvenciones contempla reglamentos de disciplina, que incluso pueden llegar a la expulsión. Lo que no comparten, es que la medida pueda adoptarse por actitudes que contradigan el “proyecto educativo” del colegio, porque eso no es disciplina, sino factores indeterminados.


Agregó que el proyecto educativo del establecimiento se supone que fue aceptado al postular allí la familia.


El Honorable Senador señor Núñez se mostró contrario a la indicación porque se han producido problemas en otros países por aplicación de normas similares. Recordó el caso de Francia cuando algunos establecimientos prohibieron la vestimenta islámica de sus alumnos, y finalmente tuvo que intervenir el Parlamento Francés para solucionar el problema.


En Chile, agregó, podría darse un problema similar con los colegios que pertenecen a alguna confesión religiosa y llegar a discriminaciones en una materia en la cual Chile nunca ha tenido problemas.


El Honorable Senador señor Cantero estimó que la argumentación se ha exagerado. Hizo presente que el gran fracaso del sistema educativo es que se les están exigiendo a los colegios más obligaciones que las que les corresponden, incluso en materias que deben ser competencia del hogar de los educandos, como el comportamiento y la adaptación social.


En su opinión la referencia al proyecto educativo es clara, debe tratarse de actitudes abiertamente contrarias al proyecto. A vía ejemplar señaló que, sin ser defensor de una corriente religiosa en particular, si dentro de un colegio que adscribe a una de ellas algún alumno hace burla reiterada de los principios que esa religión sustenta, su permanencia en el colegio es insostenible.


El Honorable Senador señor Chadwick hizo presente que cuando hay casos extremos de arbitrariedad hay normas constitucionales que podrán esgrimirse. Esta norma no apunta a esos casos extremos, sino a medidas disciplinarias. 


En su opinión debe ser materia de ley y hay una contradicción en el propio Ejecutivo, pues mientras la Ministra se muestra contraria a la expulsión, aquí se ha señalado que el proyecto de ley que establece la Ley General de Educación la contempla.


El Honorable Senador señor Núñez reflexionó que desde luego los alumnos pueden ser expulsados, nadie quiere fomentar la indisciplina. Quienes han dictado clases alguna vez saben que la disciplina no es algo abstracto, pero lo peligroso es caer en la arbitrariedad, como sancionar el pelo largo.


Observó el Honorable Senador señor Chadwick, que estas normas se aplicarán solamente para los niños más pobres porque en los colegios particulares simplemente los expulsan y tal vez eso les garantiza mejores resultados en temas disciplinarios.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que en la disyuntiva, prefiere no incorporarlas en esta ley hasta que se acoten en el proyecto de ley que establece la Ley General de Educación.





En votación la indicación número 32 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 32, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.


La indicación número 33 del Honorable Senador señor Horvath, propone agregar a esta letra el siguiente inciso nuevo:


“El presente requisito no se aplicará a los establecimientos catalogados como autónomos conforme a lo prescrito en el artículo 9º de la presente ley.”.


En la Comisión surgieron dudas acerca de si esta excepción que establece la indicación acerca de la no aplicación de los requisitos a los establecimientos autónomos, se refiere a toda la letra b) o solamente al inciso tercero de esa letra.


El Jefe de la División jurídica, señaló que la clasificación de los establecimientos autónomos toma en cuenta los niveles de rendimientos de los alumnos en las pruebas generales, se miden por rendimiento efectivo y no por características que traen desde su origen.


En su opinión, la obligación de aceptar a todos los alumnos que postulen, tiene que ser aplicable a las tres categorías de establecimientos, por el contrario, los establecimientos autónomos con mayor razón deben estar en condiciones óptimas para integrar nuevos alumnos.


En votación la indicación número 33, votan en contra de ella los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide y se abstienen los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick. Repetida la votación, se produce el mismo resultado. Conforme al inciso segundo del artículo 178 del Reglamento del Senado, las abstenciones de esta segunda votación se consideran favorables a la posición mayoritaria, por lo que se da por rechazada la indicación por cuatro votos en contra.
Letra c)


“c) Informar a los padres y apoderados del proyecto educativo institucional y del reglamento interno del establecimiento, entendiéndose que al concretarse la postulación hay una aceptación de los padres y apoderados a dicho proyecto y reglamento interno.”.


La indicación número 34 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, proponen reemplazarla por la siguiente:


“c) Informar a los postulantes al establecimiento y a los padres y apoderados sobre el proyecto educativo y su reglamento interno.


Los padres y apoderados de los alumnos postulantes que opten por un establecimiento educacional, deberán aceptar por escrito el proyecto educativo o ideario del establecimiento educacional.”.


El Honorable Senador señor Chadwick explicó que la intención es exigir la aceptación expresa de los padres y apoderados del proyecto educativo y su reglamento interno, para que se produzca una vinculación real y un compromiso de la familia.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide estimó que efectivamente puede ser muy beneficioso para lograr un mayor compromiso familiar.


A sugerencia del Jefe de la División jurídica, se suprimió la frase “o ideario”, por cuanto le restaba precisión a la norma.


Con esta supresión se aprobó la indicación con modificaciones.





En votación la indicación número 34, se aprueba con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.

Letra d)





“d) Retener en el establecimiento a los alumnos prioritarios con bajo rendimiento académico e impulsar una asistencia técnico-pedagógica especial para mejorar su rendimiento escolar, no pudiendo excluir alumnos por razones académicas.”.

La indicación número 35 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, proponen suprimirla.


Por tratarse de una idea ya discutida en la Comisión se procedió de inmediato a su votación.





En votación la indicación número 35 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 35, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.


La indicación número 36 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 35, proponen sustituirla por la siguiente:


“d) Adoptar los resguardos para asegurar la permanencia del alumno prioritario dentro del sistema escolar o su egreso regular y contar con sistemas de asistencia pedagógica especial para mejorar el rendimiento de los alumnos que arrojen un rendimiento académico calificado como deficiente, en los casos que el establecimiento tenga alumnos en dicha situación.


Para los efectos de determinar la procedencia de esta obligación, el establecimiento debe encontrarse en la situación de poder percibir la subvención de refuerzo educativo a la que se refiere la ley de subvenciones, o estar actualmente percibiéndola.”.


El Honorable Senador señor Chadwick explicó que es razonable que el sistema educativo deba generar las condiciones para que los alumnos sigan estudiando, pero esa obligación no puede recaer en cada establecimiento educacional, sino en el sistema.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide reflexionó que la obligación se le impone al sistema.


El Honorable Senador señor Núñez notó que se produce una contradicción entre ambos incisos propuestos por la indicación, mientras el inciso primero se refiere al sistema, el inciso segundo relativiza la obligación al condicionarla al hecho que el establecimiento se encuentre en condiciones de poder percibir la subvención de refuerzo educativo. El Ejecutivo plantea que se debe asegurar la permanencia de los alumnos con bajo rendimiento, pero el proyecto lo restringe a los prioritarios. 


Acotó la señora Ministra que la subvención por refuerzo educativo es muy pequeña y se mostró partidaria de revisar esta materia en el proyecto de ley que establece la Ley General de Educación.


En este mismo orden de ideas, el Jefe de la División Jurídica recordó que esta subvención es voluntaria y está limitada a un lapso de tiempo de tres meses, y por todo ello muy pocos establecimientos postulan.


Agregó que los indicadores de retención son por establecimiento, por ello deben tomar medidas de resguardo para asegurar sus índices.


El Honorable Senador señor Chadwick reconoció que podría significar una regla general, pero que se podrá buscar una alternativa.


La señora Subsecretaria instó a los miembros de la Comisión a rechazar la indicación número 36, porque no garantiza la retención de los alumnos prioritarios con bajo rendimiento académico y porque en su inciso segundo establece como presupuesto para impetrar esta subvención que el establecimiento se encuentre en la situación de percibir la subvención de refuerzo educativo. Arguyó que la subvención de refuerzo educativo no es asimilable a la subvención preferencial.


En votación la indicación número 36, es rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. A favor lo hacen los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

La indicación número 37 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 36, proponen suprimir la frase “, no pudiendo excluir alumnos por razones académicas”.


En votación la indicación número 37, es rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. A favor lo hacen los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.
Letra e)





“e) Destinar los aportes que contempla esta ley a la implementación de las medidas comprendidas en el plan de mejoramiento educativo en beneficio de los alumnos prioritarios.”.

La indicación número 38 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, proponen suprimirla.


En votación la indicación número 38, es rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. A favor lo hacen los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

La indicación número 39 de S.E. la señora Presidenta de la República, propone intercalar, a continuación de la palabra “Destinar”, la frase “la subvención y”, y para sustituir la frase “en beneficio de los alumnos prioritarios” por “, con especial énfasis en los alumnos prioritarios”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que esta indicación busca que los fondos de la subvención preferencial se inviertan en acciones para todo el curso, con especial énfasis en los alumnos prioritarios.


El Honorable Senador señor Navarro opinó que la frase “con especial énfasis” es muy ambigua y, por lo mismo, no define cuál será el ámbito de aplicación del Plan de Mejoramiento Educativo.


El Honorable Senador señor Chadwick refirió que el destino de los fondos no puede quedar entregado al arbitrio de un criterio tan subjetivo, porque impedirá ejercer una adecuada fiscalización al uso de los recursos públicos.


El Honorable Senador señor Núñez comentó que no existe ningún de tipo subjetividad en la propuesta de S.E. la señora Presidenta de la República, ya que todas las acciones en que se invertirán los recursos del Estado estarán contenidas en el respectivo Plan de Mejoramiento Educativo.


En votación la indicación número 39, se aprueba por tres votos a favor y dos en contra. Votan a favor los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. En contra votan los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

La indicación número 40, del Honorable Senador señor Orpis, propone consultar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo....- La subvención escolar preferencial tendrá un valor unitario mensual por alumno prioritario que varía entre las 0.7 a 1,4 unidades de subvención educacional (USE), según sea el rendimiento obtenido por el alumno en relación a los estándares de exigencia del establecimiento en que éste estudie de conformidad con las mediciones oficiales realizadas frecuentemente por el Estado.


Para los efectos del artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una tabla anual en la cual se expresará, en una escala del uno al siete, el nivel de exigencia del establecimiento particular, particular subvencionado o subvencionado en que estudie el alumno prioritario.


El valor que dicha tabla exprese deberá ser ponderado con el rendimiento del alumno, a fin de determinar el cumplimiento del requisito establecido en la letra b) del artículo 4º de la presente ley.”.


La indicación número cuarenta es declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por referirse al monto de la subvención conforme lo establece la Constitución Política de la República en su artículo 65, inciso cuarto, N°s 2° y 3°. 


La indicación número 41 del Honorable Senador señor Orpis, para consultar el siguiente artículo nuevo:

“Artículo ….- La pérdida de los requisitos establecidos en el artículo 2º anterior hará cesar inmediatamente el derecho a la  subvención preferencial que trata esta ley.”.


Se planteó la inadmisibilidad de esta indicación por cuanto hace referencia a la pérdida del derecho a la subvención.


A este respecto, el señor Presidente de la Comisión señaló que en su opinión cuando se restan recursos es admisible, pero lo que ocurre acá es que se entregan fondos a una institución por alumnos que cumplen determinados requisitos, al desaparecer éstos debería cesar el subsidio.


Se vota la admisibilidad de la indicación, aprobándose su admisibilidad por tres votos a favor de ella y una abstención. Votan por su admisibilidad los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Núñez y se abstiene el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



En cuanto al fondo de la indicación, el Honorable Senador señor Núñez reflexionó acerca de qué ocurre cuando se modifican los requisitos o desaparecen de una forma paulatina, porque desde ese punto de vista la indicación es demasiado tajante, sería preciso considerar la pérdida parcial de los requisitos.


El Honorable Senador señor Cantero por su parte, se mostró contrario al sentido de la indicación, estimó que al aceptar al alumno se le acoge con determinados requisitos, y al año siguiente se evaluarán nuevamente, pero no es posible estar evaluando permanentemente durante el año.


El Jefe de la División Jurídica destacó que incide en los artículos 2° y 3° que define la calidad de alumnos prioritarios, la que será calificada por el Ministerio de Educación a través de un acto administrativo, que declara que son vulnerables, en esa norma no se señala la periodicidad con que deben ser calificados, pero el artículo 3° deriva a un reglamento la forma de realizar la calificación. Asimismo, señaló que podría dejarse para norma reglamentaria la periodicidad.


Agregó que por la naturaleza de los elementos que se toman en consideración, tal vez la calificación no debería ser anual. En su opinión el reglamento debería determinarlo pero en todo caso el cese no puede ser abrupto, porque puede significar la salida del educando del sistema.


A continuación se vota la indicación número 41, aprobándose con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.


Las modificaciones consisten en eliminar la palabra “inmediatamente”, y en agregar la siguiente frase a continuación de la palabra “ley”: “de acuerdo a la forma que determine el reglamento.”.


Habida consideración a los acuerdos adoptados en la reapertura del debate del artículo 3° que se aprobó con modificaciones, se acogió la indicación no como un artículo nuevo, sino incorporándose al artículo 3°.


La indicación número 42 del Honorable Senador señor Orpis, para consultar el siguiente artículo nuevo:

“Artículo….- La subvención Escolar Preferencial será otorgada al alumno que cumpla con los requisitos establecidos en esta ley, y su entrega material se hará mensualmente al establecimiento en que dicho alumno desarrolle su actividad escolar, y siempre que dicho alumno continúe cumpliendo los requisitos establecidos para el otorgamiento de la subvención aludida.


La forma de hacer entrega de dicha subvención será determinada por un reglamento.”.





En votación la indicación número 42 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 42, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.


La indicación número 43 del Honorable Senador señor Orpis, para consultar el siguiente artículo nuevo:

“Artículo ….- La pérdida de los requisitos señalados para ser titular de la subvención incorporada por esta ley, no será causal para expulsar al alumno del establecimiento escolar. Lo anterior es sin perjuicio de las normas generales sobre el particular.”.


La Comisión estimó innecesaria la indicación número 43, por cuanto consideró que no se había planteado que la pérdida de los requisitos fuera causal de expulsión.


En votación la indicación número 43, se rechaza por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.

ARTÍCULO 7°





“Artículo 7º.- Para incorporarse al régimen de la subvención escolar preferencial, los sostenedores deberán suscribir con el Ministerio de Educación un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, por el establecimiento educacional correspondiente. Dicho convenio abarcará un período mínimo de cuatro años, que podrá renovarse por períodos iguales.”.


La indicación número 44 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


El Honorable Senador señor Chadwick explicó que las indicaciones números 44 y 45 obedecen a la lógica del reemplazo para fijar el contenido del convenio que deban firmar los sostenedores.





En votación la indicación número 44 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 44, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.


La indicación número 45 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 44, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 7º.- Para incorporarse al régimen de la subvención escolar preferencial, los sostenedores suscribirán con el Ministerio de Educación un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, por el establecimiento educacional correspondiente. Dicho convenio abarcará un período máximo de tres años, susceptible de renovarse por dicho período o el menor que de común acuerdo estipulen las partes.


Mediante este convenio, el sostenedor se obligará a cumplir con el estándar de calidad en materia de rendimiento académico establecido en la ley orgánica constitucional de enseñanza y  fijado en función de los resultados que se obtengan por aplicación del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.”.




En votación la indicación número 45 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 45, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.


La indicación número 46 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en su inciso primero, la palabra “mínimo” por “máximo”.



El Honorable Senador señor Chadwick señaló que no son partidarios de la suscripción de convenios, pero que si en definitiva se aprueban, su duración sea lo más breve posible.



En votación la indicación número 46 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 46, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.


A continuación, y en conformidad con el artículo 121, inciso cuarto, del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide, aprueban introducir la siguiente modificación en el inciso primero del artículo 7° del texto del proyecto aprobado en general por el Senado:





Reemplazar la frase “los sostenedores deberán”, por “cada sostenedor deberá”.
Inciso segundo





“Mediante este convenio, el sostenedor se obligará a los siguientes compromisos esenciales:”.

La indicación número 47 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir el encabezamiento de su inciso segundo por el siguiente:


“Mediante este convenio, cada sostenedor pactará aquellas condiciones que le permitan de acuerdo a su realidad mejorar la calidad de la educación que se imparta. Para esto, y sin que la siguiente enumeración sea taxativa, cada sostenedor podrá obligarse a:”


Uno de sus autores, el Honorable Senador señor Chadwick, explicó que los convenios deben tener flexibilidad a fin de que se adapten a las condiciones de cada sostenedor.


Explicó el Jefe de la División Jurídica, que el sostenedor presta su voluntad al incorporarse al sistema, pero debe haber ciertas cláusulas esenciales.


El Honorable Senador señor Núñez señaló que le parece razonable la primera oración de la indicación, pero no el que la obligación sea potestativa del sostenedor.


El Honorable Senador señor Cantero observó que la obligación debe ser acorde con la realidad de cada establecimiento.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que en su opinión, las reglas deben ser generales.


La señora Ministra señaló que el plan corresponde a la realidad de cada colegio, y algunas sugerencias que los señores Senadores plantean en las indicaciones serán recogidas en dicho plan.





En votación la indicación número 47 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 47, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.


La indicación número 48 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 47, para reemplazar, en el encabezamiento de su inciso segundo, la frase “el sostenedor se obligará” por “cada sostenedor podrá obligarse”.


El Honorable Senador señor Chadwick explicó que su indicación busca establecer que el sostenedor se obligue en forma facultativa a ciertos compromisos adquiridos dentro del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, celebrado con el Ministerio de Educación.




En votación la indicación número 48 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Navarro y Núñez. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 48, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.

Letra a)





“a) Presentar anualmente al Ministerio de Educación y a la comunidad escolar un informe relativo al uso de los recursos percibidos por concepto de subvención escolar preferencial y de los demás aportes contemplados en esta ley. Dicho informe deberá contemplar la rendición de cuentas respecto de todos los recursos recibidos por concepto de esta ley.”.

La indicación número 49, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su oración final.


La señora Ministra de Educación indicó que la presentación del informe anual, relativo al uso de recursos ante el Ministerio de Educación y la comunidad escolar, debe, necesariamente, contemplar una rendición de cuentas de la totalidad de los fondos recibidos por concepto de esta ley, a modo de resguardar la fe pública, por lo que no compartió la indicación en estudio por eliminar, precisamente, esta rendición de cuentas.





En votación la indicación número 49 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Navarro y Núñez. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 49, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.

La indicación número 50, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 49, para sustituir la letra a) por la siguiente:


“a) Presentar anualmente a la comunidad escolar, con copia al Ministerio de Educación, un informe sobre la forma en que se utilizaron los recursos, el avance del proyecto educativo y su contribución al mejoramiento de la calidad. Dicho informe deberá señalar, además, el número de alumnos beneficiados con la subvención preferencial y el monto total percibido por éstos”.

El Honorable Senador señor Núñez consultó respecto del alcance del concepto de “comunidad escolar”, utilizado en la letra a), a lo que el Honorable Senador señor Cantero respondió que éste alude a los padres, apoderados, profesores, alumnos, y, en general, a todos los actores involucrados en el proceso educativo.





En votación la indicación número 50 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Navarro y Núñez. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 50, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.
Letra d)





“d) Presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con la comunidad del establecimiento educacional, que contemple acciones desde prekinder hasta octavo básico en las áreas de gestión del currículum, liderazgo escolar, convivencia escolar o gestión de recursos en la escuela, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.”.

La indicación número 51 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazarla por la siguiente:


“d) Presentar al Ministerio de Educación un Plan de Mejoramiento Educativo que contemple acciones desde prekinder hasta octavo básico en aquellas áreas que contribuyan a mejorar la educación que se está impartiendo.


Cumplir con el estándar de calidad en materia de rendimiento académico establecido en la ley orgánica constitucional de enseñanza y fijado en función de los resultados que se obtengan por aplicación del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.”.


El Honorable Senador señor Chadwick manifestó que su indicación tiene por objetivo disponer que el Plan de Mejoramiento Educativo, a que alude el literal, no incluya en su elaboración a la comunidad del establecimiento educacional, considerando que el Tribunal Constitucional en el fallo N° 422 del 18 de octubre del año 2004, relativa al proyecto de ley que modificó la Jornada Escolar Completa, en el artículo que creó los Consejos Escolares, declaró que no le corresponde a dichas agrupaciones asumir ciertos roles, como el de participar en la confección del referido Plan, pudiendo colaborar en él sólo con su opinión, tomando en consideración que son los sostenedores los propietarios de las escuelas y no la comunidad.


Añadió que también se persigue que el Plan de Mejoramiento Educativo sea evaluado en función de los estándares de calidad que se logren, más que por las vías a través de las cuales éstos fueron obtenidos. Hizo presente que las áreas señaladas en la letra d) restringirían la autonomía del establecimiento.

 
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación advirtió que la observación de Su Señoría es compleja considerando que el sistema dispuesto en el proyecto de ley ha establecido como eje fundamental la participación de la comunidad educativa en este tipo de procesos.

La señora Ministra de Educación expresó que efectivamente el principio de participación es básico dentro del nuevo sistema educativo, y, específicamente, en la confección del aludido Plan, siendo, por tanto, necesario considerar en él a los diferentes actores participantes, dentro de los cuales, se encuentra la comunidad escolar del establecimiento educacional respectivo. Agregó que la elaboración cerrada de estos programas no representa el sentir de los involucrados.


El Honorable Senador señor Chadwick insistió en que el problema se traduce en que la comunidad escolar no puede tener un rol resolutivo en este tipo de materias, ya que la responsabilidad ante el Ministerio de Educación la tiene el sostenedor del establecimiento. Agregó que estos actores pueden participar en la toma de ciertas decisiones siendo consultados por la autoridad respectiva. 


Enseguida, Su Señoría solicitó dejar claramente establecido el carácter de la participación de la comunidad educativa en la confección de este tipo de planes, lo que no se logra con la actual redacción del precepto.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación destacó que el fallo del Tribunal Constitucional al que alude el Honorable Senador señor Chadwick, en ningún caso eliminó el artículo que involucraba a la comunidad escolar, realizando sólo una aclaración en la parte considerativa de la sentencia. Hizo presente que el Consejo Escolar no es un ente resolutivo, salvo que el sostenedor le dé esta prerrogativa para pronunciarse sobre una materia determinada.


Añadió que el proyecto de ley en estudio no señala la forma de intervención de la comunidad escolar en la confección del Plan, por tanto, no adolecería de inconstitucionalidad como lo plantea Su Señoría. Acotó que si el sostenedor quiere darle un carácter resolutivo a la propuesta que le efectúa su comunidad escolar sobre algún asunto, no habría ningún problema.


Por otra parte, el Honorable Senador señor Núñez hizo presente que existiría un error en la redacción en el inicio de la letra d), al señalar como uno de los compromisos esenciales de los sostenedores, el presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo, por lo que propuso eliminar la expresión “y cumplir”,  en la letra d). 


Indicó que, además, no le parece lógico que el literal obligue al sostenedor al mismo tiempo a presentar y a cumplir el referido Plan.

 

La señora Ministra de Educación explicó que la letra g) del artículo 7°, al disponer el cumplimiento de cada una de las obligaciones que impone esta ley, según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento, contendría la obligación, por parte del sostenedor, de dar cumplimiento a este Plan.


El Honorable Senador señor Navarro expresó que es importante exigir este cumplimiento, razón por la cual, no compartió la nueva propuesta de redacción, considerando que la letra g) del mismo artículo, obligaría al sostenedor sólo a la presentación del Plan. Añadió que la palabra “cumplimiento” constituye un concepto amplio y distinto.

 
La señora Ministra de Educación añadió que la obligación del sostenedor de cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo, también estaría contenida en el artículo 8° del proyecto de ley, al establecer que para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo que incluya orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones que allí se señalan.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación destacó que la letra d) del artículo 7°, contiene dos obligaciones para el sostenedor: presentar el Plan de Mejoramiento Educativo y darle cumplimiento al mismo. Añadió que el convenio respectivo regula las obligaciones que deben ser cumplidas de manera permanente durante los cuatro años de duración del mismo.


El Honorable Senador señor Navarro, considerando lo manifestado recientemente, reiteró que el cumplimiento del Plan de Mejoramiento Educativo conlleva la obligación de presentar un estado anual de cuentas, la que debe estar expresamente señalada en la ley.


Señaló que no compartía lo indicado por el Ejecutivo en cuanto a que la obligación en estudio estaría recogida en el artículo 8° y en la letra g) citada.


El señor Presidente de la Comisión zanjó la discusión proponiendo que el análisis precedentemente expuesto quedara dispuesto en la historia fidedigna de la ley. 


La Comisión estuvo por mantener la redacción de la letra d) contenida en el proyecto de ley.



Sobre el mismo literal d), el Honorable Senador señor Cantero consultó sobre el concepto utilizado de “gestión de recursos en la escuela”. 


La señora Ministra de Educación respondió que éste está definido en el artículo 8°, número 4, de la iniciativa. En efecto, dicha norma declara que las acciones en el área de gestión de recursos comprende la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios, y el establecimiento de sistemas de evaluación de los docentes, esto último en el caso de los establecimientos particulares subvencionados; asimismo comprende el fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.


En votación la indicación número 51, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide, y a favor, los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.


La indicación número 52 de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar la palabra “prekinder” por la frase “el primer nivel de transición en la educación parvularia”.



La señora Ministra de Educación explicó que esta indicación busca establecer coherencia en la redacción de la letra d) con la reciente reforma constitucional (ley N° 20.162, del 16 de febrero de 2007), que dispuso la obligatoriedad para el Estado de promover la educación parvularia y garantizar el acceso gratuito y el financiamiento fiscal al segundo nivel de transición, lo que corresponde al concepto de “prekinder” utilizado en el citado literal.




En votación la indicación número 52, se aprueba por cuatro votos a favor y una abstención. Votan a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y se abstiene el Honorable Senador señor Cantero.

Letra e)





“e) Establecer y cumplir las metas de efectividad del rendimiento académico de sus alumnos, y en especial de los prioritarios, concordadas con el Ministerio de Educación, en función de los resultados que se obtengan por aplicación del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, de acuerdo a lo establecido en el decreto a que se refiere el artículo 10.“.


La indicación número 53 del Honorable Senador señor Horvtah, para intercalar, a continuación de las palabras “de sus alumnos”, el vocablo “prioritarios”.


El Honorable Senador señor Chadwick manifestó que esta indicación tiene por finalidad añadir que el cumplimiento de las metas de efectividad del rendimiento académico sean sólo exigibles respecto de los alumnos prioritarios.


La señora Ministra de Educación hizo presente que las metas de efectividad del rendimiento académico deben ser aplicadas a la totalidad de los escolares, sin entrar a diferenciar si éstos son o no alumnos prioritarios.


En votación la indicación número 53, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.


La indicación número 54 de S.E. la señora Presidenta de la República, y la indicación número 55 del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir la frase “, y en especial de los prioritarios,”.

La señora Ministra de Educación reiteró el fundamento dado a propósito de la indicación número 53, en el sentido de que las metas deben ser dispuestas para todos los alumnos de un establecimiento educacional.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación destacó que si bien las indicaciones números 54 y 55 son idénticas, su motivación es distinta. En efecto, la indicación del Honorable Senador señor Horvath está dispuesta en el evento de que fuera aprobada la indicación signada con el número 53. En cambio, la del Ejecutivo persigue que las metas sujetas a medición sean por escuelas y no por alumnos. 


Explicó que los objetivos de logro se controlan por la prueba SIMCE, y ésta, por su naturaleza, constituye un sistema general de evaluación, lo que no permite diferenciar los resultados de los alumnos prioritarios, como lo establece la indicación. Admitió que esta misma norma viene propuesta en el proyecto de ley General de Educación (Boletín N° 4970-04)  en el evento de que reemplace a la LOCE.


La señora Ministra de Educación acotó que en los próximos proyectos de ley, relativos al proyecto de ley que establece la ley General de Educación y el de la Superintendencia de Educación, se contemplan nuevos sistemas de evaluación.


El Honorable Senador señor Chadwick fundamentó su voto en contra manifestando que si se considera que el presente proyecto de ley está destinado a disponer una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables, la indicación iría en contra de esta idea central, al contemplar una normativa en materia de cumplimiento de metas para el alumnado en general. 


Agregó que, de acuerdo a lo advertido por la señora Ministra vienen otras iniciativas legales que contemplan, precisamente,  normas carácter general, como la que está en discusión.


El Honorable Senador señor Núñez anunció su voto en contra de la indicación considerando que los alumnos prioritarios deben ser atendidos con preferencia, ya que constituye el objetivo fundamental del presente proyecto de ley.


En votación las indicaciones números 54 y 55, se rechazan por cuatro votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Navarro.

Letra f)




“f) En el caso de los sostenedores municipales, señalar en el convenio cuál ha sido el aporte promedio en los últimos tres años e indicar cuál será el aporte mínimo que entregará anualmente el municipio a cada uno de los establecimientos que reciba subvención preferencial.”.


La indicación número 56 del Honorable Senador señor Núñez, para suprimir su frase inicial “En el caso de los sostenedores municipales,”.

El Honorable Senador señor Núñez acotó que la indicación persigue que la letra f), que dispone la obligación para los sostenedores municipales de informar en el convenio sobre los aportes municipales que se perciban, sea de aplicación general y no sólo para los sostenedores municipales.


La señora Ministra de Educación acotó que esta es una norma de transparencia que permite conocer la totalidad de los aportes públicos que recibe un sostenedor municipal.





El Honorable Senador señor Chadwick hizo presente que lo dispuesto en la letra f), en lo relativo a indicar cuál será el aporte mínimo que entregará anualmente el municipio a cada uno de los establecimientos que reciban subvención preferencial, será fácilmente burlado, por cuanto las municipalidades, con el objeto de no comprometer recursos a futuro, darán cumplimiento a esta obligación señalando que su aporte será mínimo.





La señora Ministra de Educación acotó que si bien esta obligación no se evalúa, queda sujeta al escrutinio público en cuanto a controlar el monto de los aportes municipales. 


Considerando los argumentos esgrimidos, la indicación número 56 es retirada por su autor.

La indicación número 57 del Honorable Senador Navarro, para agregarle la siguiente oración:


“Esta entrega de información, que en adelante tendrá carácter anual, se hará extensiva a todas las subvenciones o recursos que por la vía del financiamiento público reciban los municipios y los sostenedores particulares subvencionados.”.



El Honorable Senador señor Navarro manifestó que su indicación persigue hacer extensiva la entrega de información a que se refiere la letra f), a todas las vías de financiamiento de los sostenedores municipales, sean públicas o privadas, estableciendo, además, que dicha información sea anual. Añadió que esta medida permitiría conocer el monto total de los recursos recibidos por dichos sostenedores.


El Honorable Senador señor Núñez expresó que, según su parecer, la indicación en estudio dispone una nueva obligación para los municipios al prescribir que éstos deberán entregar información sobre todas las subvenciones o recursos recibidos por la vía del financiamiento público, razón por la cual, esta indicación sería de rango orgánica constitucional.


Añadió que mantendría el literal f) sólo en cuanto a señalar en el convenio, en el caso de los sostenedores municipales, el aporte municipal promedio en los últimos tres años.

La señora Ministra de Educación explicó que esta situación fue introducida en la Cámara de Diputados.


El Honorable Senador señor Cantero, por su parte, adhirió al planteamiento anterior en cuanto a que la indicación sería de rango orgánica constitucional, y, además, sería inadmisible por hacer extensiva esta obligación a los particulares subvencionados.


El señor Presidente de la Comisión replicó que la indicación regula en un mismo inciso dos materias distintas, por un lado, la información de aportes relativos a los establecimientos municipales, y por otra, a los particulares subvencionados. 


Los Honorables Senadores señores Navarro y Núñez, propusieron la siguiente redacción para la letra f): 


“f) Señalar en el convenio el monto de las subvenciones o recursos que por la vía del financiamiento público reciben los sostenedores para los establecimientos educacionales, debiendo actualizar anualmente esta información.


En el caso de los sostenedores municipales se deberá señalar, además, en el convenio cuál ha sido su aporte promedio en los tres años anteriores a la suscripción del mismo.”.


El Honorable Senador señor Chadwick advirtió el carácter orgánico constitucional de la propuesta.





En votación la indicación número 57, se aprueba con modificaciones por tres votos a favor y dos en contra. Votan a favor los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y en contra los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.





La letra f) modificada es del siguiente tenor:





“Señalar en el convenio el monto de las subvenciones o recursos que por la vía del financiamiento público reciben los sostenedores para los establecimientos educacionales, debiendo actualizar anualmente esta información.





En el caso de los sostenedores municipales, se deberá señalar, además, en el convenio cual ha sido su aporte promedio en los tres años anteriores a la suscripción del mismo.”.

Letra g)




“g) Cumplir con cada una de las obligaciones que impone esta ley, según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento.”.


La indicación número 58 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirla.





El Honorable Senador señor Chadwick explicó que esta indicación tiene por objeto eliminar la letra g) por no tener ninguna utilidad, ya que exigir cumplir con cada una de las obligaciones que impone esta ley, sería repetir el principio esencial de obligatoriedad de la misma. Es evidente que la ley debe cumplirse.





El Honorable Senador señor Navarro manifestó  ser partidario de mantener la letra g), por cuanto exige un cumplimiento expreso, total y exhaustivo de las obligaciones legales impuestas, considerando que pueden existir cumplimientos parciales. Reiteró la conveniencia de disponer literalmente la idea del cumplimiento de cada una de las obligaciones que pesan sobre el sostenedor, puesto que eliminar el vocablo “cada una”, de acuerdo a su opinión, podría dar lugar a que este personero eluda este deber aduciendo que está cumpliendo algunas obligaciones, aunque no todas, por lo cual no estaría en infracción.





El Honorable Senador señor Cantero señaló que en derecho público sólo se puede hacer lo que la ley prescribe, razón por la cual, la disposición de la letra g) sería inútil.





El Honorable Senador señor Núñez adhirió al planteamiento de la mayoría de los miembros de la Comisión en orden a que esta disposición estaría de más.





El señor Presidente aclaró que es de toda lógica que la ley debe cumplirse en su totalidad.





En votación la indicación número 58, se aprueba por cuatro votos a favor y uno en contra. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota en contra el Honorable Senador señor Navarro.

Letra i)




“i) Cautelar que los docentes de aula presenten al director del establecimiento, dentro de los primeros quince días del año escolar, una planificación educativa anual de los contenidos curriculares.”.


La indicación número 59 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituirla por la siguiente:


“i) Cautelar que los docentes de aula presenten al director del establecimiento, una planificación educativa anual de los contenidos curriculares. Para esto, cada establecimiento determinará el modo y el plazo dentro del cual sus docentes le entregarán esta planificación.”.

En votación la indicación número 59, es rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.


La indicación número 60 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar la siguiente letra nueva:


“…) Establecer las herramientas administrativas que se estimen como pertinentes e idóneas para lograr los resultados académicos fijados, según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento.”.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que la indicación apunta a permitir que en los convenios cada escuela pueda señalar otras herramientas administrativas para lograr los resultados académicos fijados según la categoría de cada establecimiento, de manera que éstas no sean sólo las estandarizadas.


El Honorable Senador señor Navarro hizo presente que esta idea estaría incluida en el concepto de gestión del establecimiento educacional, por lo que no compartió la indicación en estudio. Añadió que, por otra parte, considerar cualquier otra nueva herramienta administrativa para estos fines, podría traer como consecuencia establecer mecanismos no contemplados por la propia Cartera de Educación, en circunstancias que deben existir criterios estándares sobre la materia.


El Honorable Senador señor Núñez acotó que, de aprobarse la presente indicación, se aumentarían los gastos de los establecimientos educacionales municipales debido al costo de implementación de este tipo de mecanismos que requieren más personal y más recursos, obligándolos, incluso, a modificar su planta administrativa docente. Por otra parte, sería necesario añadir un mecanismo de disposición de este tipo de medidas para los privados. 


En votación la indicación número 60, es rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.


“j) Contar en su malla curricular con actividades y/o culturales y deportivas que contribuyan a la formación integral de los alumnos.”.


La indicación número 61 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, propone intercalar, a continuación de la letra j), el siguiente inciso nuevo:


“Al momento de firmarse el convenio, el establecimiento educacional con el Ministerio determinarán a qué obligaciones le conferirán el carácter de esenciales.”.


En votación la indicación número 61, es rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

Inciso tercero




“En el caso de los establecimientos educacionales municipales, el convenio antes referido pasará a formar parte de los compromisos de gestión a que se refiere el artículo 70 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación.”.

La indicación número 62 del Honorable Senador señor Núñez, para suprimir, en el inciso tercero, la frase inicial “En el caso de los establecimientos educacionales municipales,”.





El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que el artículo 70 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, a que alude el inciso, dice relación con convenios que son solamente aplicables a los establecimientos de educación municipal, por lo que no se podría eliminar la alusión realizada a los mismos, como lo pretende la indicación. Por tal razón, sugirió rechazarla.


Considerando la explicación anterior, la indicación fue retirada por su autor.


La indicación número 63 de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso final, la palabra “gestión” por “desempeño”.

En votación la indicación número 63, es aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.


La indicación número 64 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar los siguientes incisos finales:


“Los convenios serán siempre públicos.


El Ministerio de Educación podrá prorrogar los convenios, si las evaluaciones arrojaren resultados positivos. Para estos efectos, el Ministerio con una anticipación no inferior a 60 días a la expiración del convenio, deberá formular los reparos pertinentes; si no lo hiciere, se tendrá por renovado el convenio por un período idéntico al pactado en el convenio vigente.”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación acotó que la indicación, al disponer que el Ministerio de Educación podrá prorrogar los convenios si las evaluaciones arrojaren resultados positivos, impediría fijar nuevas metas y objetivos para reiterar el logro de resultados exitosos. Añadió que la mera prórroga automática de los convenios implicaría repetir lo que ya se ejecutó.


En votación el primero de los incisos finales propuestos en la indicación número 64, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Núñez.


El segundo inciso final propuesto en esta indicación, es retirado por sus autores.

ARTÍCULO 8°

Inciso primero





“Artículo 8º.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo que incluya orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación:





1. Acciones en el área de gestión del currículum, tales como fortalecimiento del proyecto educativo; mejoramiento de las prácticas pedagógicas; apoyo a los alumnos con necesidades educativas especiales; mejoramiento de los sistemas de evaluación de los alumnos; modificación del tamaño de cursos o contar con profesores ayudantes; apoyos a alumnos rezagados en sus aprendizajes y desarrollo personal; giras y visitas a lugares funcionales al cumplimiento de los objetivos educativos, entre otras.





2. Acciones en el área de liderazgo escolar, tales como fortalecimiento del Consejo de Profesores; participación en el establecimiento de personalidades de la vida cultural y científica y de profesionales o dirigentes de la sociedad local o nacional; proyección de la escuela en la comunidad; fortalecimiento de la formación valórica y cívica de los alumnos, entre otras.





3. Acciones en el área de convivencia escolar, tales como apoyo psicológico y de asistencia social a los alumnos y a sus familias; mejoramiento de la convivencia y gestión del clima escolar; fortalecimiento del Consejo Escolar; fortalecimiento de las familias y de los apoderados en el vínculo educativo y afectivo con los alumnos y la escuela; apoyos a los aprendizajes de todos los alumnos, entre otras.


La indicación número 65 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar el encabezamiento de su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 8º.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor podrá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo que podrá incluir algunas de las orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación:”.


En votación la indicación número 65, es rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

Número 4


“4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios, y establecimiento de sistemas de evaluación de los docentes, esto último en el caso de los establecimientos particulares subvencionados; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.”.


La indicación número 66 del Honorable Senador señor Navarro, para agregarle la siguiente oración: “Los establecimientos municipales o particulares subvencionados deberán garantizar el desarrollo y ejecución de estas acciones, a fin de que la propia autoridad o los apoderados puedan hacerlas exigibles.”.


El Honorable Senador señor Navarro explicó que las acciones en el área de gestión de recursos, que incluyen materias como bibliotecas, Internet, computación, fotocopias y material educativo, son tópicos que deben ser decididos con la participación de los apoderados del establecimiento. Citó como ejemplo, que las decisiones de perfeccionamiento docente están abocadas, principalmente, hacia el ámbito directivo, de acuerdo a las demandas del profesorado, lo cual no debería ser así.


La indicación número 66 es retirada por su autor.

Inciso segundo





“Tratándose de establecimientos educacionales emergentes y en recuperación de conformidad a lo establecido en el artículo 9º, deberán incluir las acciones comprometidas en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes a que hace referencia el artículo 18 y en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en recuperación a que se refiere el artículo 25, respectivamente.”.


La indicación número 67 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar el inciso segundo del artículo por el siguiente:


“Tratándose de establecimientos educacionales emergentes y en recuperación de conformidad a lo establecido en el artículo 9º, podrán incluir las acciones comprometidas en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes a que hace referencia el artículo 18 y en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en recuperación a que se refiere el artículo 25, respectivamente.”.


En votación la indicación número 67, es rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

Inciso tercero





“El Ministerio de Educación entregará orientaciones y apoyo para elaborar el Plan de Mejoramiento Educativo y podrá hacer recomendaciones para mejorar dicho Plan. Asimismo, entregará orientaciones para la ejecución de las acciones antes señaladas y realizará su seguimiento y evaluación anualmente, por sí o a través de entidades acreditadas incluidas en el registro del artículo 29.”.

La indicación número 68 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en su inciso final, la palabra “entregará”, las dos veces que aparece, por “podrá entregar”, y para intercalar, después de “dicho Plan”, la frase “, las que no serán vinculantes para el establecimiento receptor”.

En votación la indicación número 68, es rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.


La indicación número 69 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 68, para suprimir, en su inciso final, la expresión “por sí o”.


El Honorable Senador señor Chadwick expresó que la indicación persigue terminar con el doble carácter de juez y parte que asume el Ministerio de Educación en el proceso de elaboración, ejecución, seguimiento y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo, proponiendo que las etapas de seguimiento y evaluación anual del mismo sean realizadas en forma objetiva por terceros ajenos al Ministerio, mediante entidades debidamente acreditadas, sustrayendo así a la Cartera de Educación de esta función.


La señora Ministra de Educación manifestó que en el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación, una de las tareas que se le impone a esta entidad es, precisamente, evaluar los planes de mejoramiento, ante lo cual el Honorable Senador señor Chadwick advirtió que esto obligará a modificar el presente proyecto de ley.


En votación la indicación número 69, es rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

ARTÍCULO 9°
Letra a)




“Artículo 9º.- Los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en alguna de las siguientes categorías:





a) Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.”.


La indicación número 70 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir la frase “con evaluación del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas”.





En votación la indicación número 70 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 70, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.

Letra b)





“b) Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquéllos que no hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.”.

La indicación número 71 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir la frase “con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas”.





En votación la indicación número 71 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 71, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.

Letra c)


“c) Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.”.

La indicación número 72 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir la frase “con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas”.





En votación la indicación número 72 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 72, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.

Inciso segundo





“Los establecimientos educacionales que postulen al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en las categorías de las letras a), b) o c) del inciso precedente, en la oportunidad de que trata el artículo 12.”.

La indicación número 73 de S.E. la señora Presidenta de la República, para agregar, al inciso segundo del artículo, la siguiente oración: 

“No obstante lo anterior, la clasificación de los establecimientos educacionales será revisada al menos cada cuatro años por el Ministerio de Educación.”.


La señora Subsecretaria señaló que el objetivo de esta indicación es establecer un plazo de cuatro años para revisar la calificación de los establecimientos educacionales, a fin de uniformar los plazos de evaluación que establece esta norma.





En votación la indicación número 73, votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide y se abstienen los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick. Conforme al artículo 178 del Reglamento del Senado, se repite la votación, por influir las abstenciones en el resultado. Repetida la votación, arroja el mismo resultado, por lo que conforme al Reglamento, las abstenciones se suman a los votos de mayoría, aprobándose la indicación por cuatro votos a favor.

Inciso tercero




“Los establecimientos educacionales nuevos podrán incorporarse al régimen de subvención escolar preferencial cuando cuenten con dos mediciones de acuerdo a los instrumentos mencionados, salvo que, a juicio del Ministerio, existan antecedentes suficientes para considerar que reúnen las condiciones para dar una educación de calidad a sus alumnos vulnerables.”.
La indicación número 74 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, propone reemplazar el inciso final del artículo por el siguiente:

“Los establecimientos educacionales nuevos se considerarán para los efectos de esta ley como establecimientos educacionales emergentes, debiendo variar su calificación luego de haber rendido la primera evaluación periódica a la que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza 19 de la ley Nº 18.962.”.


El Honorable Senador señor Chadwick indicó que la idea de esta indicación es evitar que los nuevos establecimientos educacionales retrasen su ingreso al sistema escolar. Bajo este contexto, arguyó que esta indicación propone que estos establecimientos sean calificados como emergentes debiendo variar su calificación luego de haber rendido su primera evaluación.


La señora Subsecretaria informó que el texto aprobado en general plantea la realización de dos evaluaciones previas a la entrada en funcionamiento de un nuevo establecimiento educacional, a fin de garantizar una adecuada calificación de las escuelas.


El Honorable Senador señor Núñez consideró que este indicación constituye un aporte al sistema educacional, porque agiliza la entrada en funcionamiento de los nuevos establecimientos educacionales.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación destacó la conveniencia de mantener las dos evaluaciones previas de los nuevos establecimientos educacionales que deseen ingresar al sistema educacional y señaló que no es conveniente precalificar a estas escuelas como establecimientos de carácter emergentes.


El Honorable Senador señor Chadwick planteó introducir una modificación formal a esta indicación, eliminando su frase final, cuyo texto es el texto siguiente: “19 de la ley N° 18.962.”.


Asimismo, la señora Subsecretaria recomendó modificar esta indicación, reemplazando el término “debiendo” por “pudiendo”, a fin de evitar entrabar el proceso de evaluación de los nuevos establecimientos educacionales.





En votación la indicación número 74, se aprueba, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.

ARTÍCULO 10





“Artículo 10.- Los estándares nacionales y los criterios específicos para la calificación de los resultados educativos a que se refiere el artículo anterior se establecerán mediante decreto supremo del Ministerio de Educación y deberán ser actualizados a lo menos cada 5 años.”.
La indicación número 75 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, propone suprimirlo.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que los estándares nacionales y los criterios específicos para la calificación de los resultados educativos deben ser fijados mediante una ley orgánica constitucional y no dejados al arbitrio de la potestad reglamentaria. 





En votación la indicación número 75 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 75, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.

La indicación número 76 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 75, propone reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 10.- Los estándares nacionales para la calificación de los resultados educativos a que se refiere el artículo anterior serán establecidos en la ley orgánica constitucional de Enseñanza.”.


El Honorable Senador señor Cantero expuso que dado los bajos resultados de los procesos educativos nacionales es recomendable que los estándares educativos sean fijados a través de una norma de rango legal.


La señora Subsecretaria advirtió que los estándares nacionales no pueden estar contenidos en normas de rango legal, porque se trata de criterios flexibles que deben ser actualizados cada cuatro o cinco años.


El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación explicó que los estándares educativos son esencialmente variables, ya que se modifican en el tiempo.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que esta norma guarda coherencia con la ley N° 20.129 que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, en la cual se establece que los criterios de evaluación son variables y reajustables y por lo mismo son fijados por la Comisión Nacional de Acreditación. 


El Honorable Senador señor Chadwick  observó que la fórmula idónea para regular criterios objetivos y permanentes en materia educativa es mediante la dictación de una norma de carácter orgánica constitucional. 


El Honorable Senador señor Núñez advirtió que esta norma no se refiere a los grandes estándares generales que deben regir el sistema educativo nacional. Señaló que este texto alude a criterios de carácter técnico y específico, restringidos a la evaluación de los resultados educativos, los cuales estimó que pueden ser perfectamente regulados a través de un decreto supremo.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide compartió lo expuesto por el Honorable Senador señor Núñez.





En votación la indicación número 76 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 76, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.

Inciso primero
La indicación número 77 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 76, para suprimir, en el inciso primero, la frase “y los criterios específicos”, para reemplazar la frase “decreto supremo del Ministerio de Educación” por “norma de rango legal”, y para suprimir el inciso segundo.

La indicación número 77 es retirada por sus autores.

La indicación número 78 del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar, en su inciso primero, la expresión “5 años” por “3 años”.

La señora Subsecretaria estimó más pertinente el plazo de cinco años para actualizar estos estándares nacionales.

En votación la indicación número 78, se rechaza por tres votos en contra y una abstención. Votan en contra los Honorables Senadores señores Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide. Se abstiene el Honorable Senador señor Cantero.

ARTÍCULO 11

Inciso segundo

“Adicionalmente, el Ministerio de Educación considerará las características de los establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como de aquellos multigrado o en situación de aislamiento, con el fin de orientar la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo de dichos establecimientos y brindarles apoyo y supervisión pedagógica especial, acorde con sus necesidades, ya sea otorgada por sí o mediante entidades pedagógicas y técnicas de apoyo registradas.”.

La indicación número 79 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, propone suprimir su inciso segundo.

En votación la indicación número 79, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Naranjo, Núñez y Ruiz-Esquide. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

Inciso tercero

“El Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, tratándose de los establecimientos educacionales de los incisos precedentes, deberá incluir, en aquellos casos en que sea posible, la obligación de funcionar como conjunto sistémico y articulado, o en red, con otros establecimientos de similares características y cercanía geográfica, conforme con los procedimientos que se establezcan en el reglamento.”.
La indicación número 80 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, propone suprimir su inciso tercero.

La indicación número 80 es retirada por sus autores.

La indicación número 81 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 80, propone reemplazar, en su inciso tercero, la palabra “deberá” por “podrá”.


El Honorable Senador señor Chadwick explicó que la idea de esta indicación es mejorar la redacción de esta norma, facultando a los establecimientos educacionales a funcionar en red con otros establecimientos educacionales de características similares.


El Honorable Senador señor Núñez luego de manifestar su apoyo a la presente indicación, reparó en la posibilidad que otorga esta norma a los establecimientos educacionales de funcionar como un conjunto sistémico y articulado. Estimó que esta expresión es poco clara y, por ende, podría complicar la aplicación de esta normativa.


El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación informó que en la zonas rurales existen centros de pequeñas escuelas que funcionan coordinadas o en red, con el objeto de mejorar la calidad de su servicio educativo.


El Honorable Diputado señor Montes señaló que esta norma tiene por objeto incentivar la colaboración entre los pequeños establecimientos rurales.


El Honorable Senador señor Núñez sugirió modificar la presente indicación, aprobando el siguiente texto: 

“El Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7°, tratándose de los establecimientos educacionales de los incisos precedentes, podrá incluir la obligación de funcionar en red en colaboración con otros establecimientos  de similares características y cercanía geográfica, conforme con los procedimientos que se establezcan en el reglamento.”.
En votación la indicación número 81, se aprueba modificada de acuerdo al texto transcrito precedentemente, votando los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Naranjo, Núñez y Ruiz-Esquide.

La indicación número 82 del Honorable Senador señor Horvath, propone sustituir, en su inciso tercero, la expresión “deberá incluir” por “podrá incluir”.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que esta indicación está subsumida en la indicación número 81 y, en consecuencia, debe darse por aprobada con la misma votación de la indicación anterior. 

En votación la indicación número 82, se aprueba con modificaciones, subsumida en la indicación 81, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Naranjo, Núñez y Ruiz Esquide.

La indicación número 83 del Honorable Senador señor Núñez, propone agregar a su inciso tercero, la siguiente oración: 

“El Ministerio de Educación deberá proponer a los municipios rurales y a los establecimientos educacionales municipales rurales planes de mejoramiento educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas y con el apoyo del Ministerio.”.


El Honorable Senador señor Núñez explicó que la idea de esta indicación es que el Ministerio de Educación apoye en forma más directa a los establecimientos educacionales rurales.


El Honorable Senador señor Cantero expuso que no comparte que se le otorguen nuevas atribuciones al Ministerio de Educación.


En votación la indicación número 83, se aprueba por tres votos a favor y dos en contra. Votan a favor los Honorables Senadores señores Naranjo, Núñez y Ruiz-Esquide. Votan en contra los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

ARTÍCULO 12
Inciso primero




“Artículo 12.- La postulación para ingresar al régimen de subvención escolar preferencial se realizará en el mes de agosto de cada año en la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Educación, para incorporarse a dicho régimen a partir del año escolar siguiente.”.

La indicación número 84 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, propone suprimir todo el artículo 12.




En votación la indicación número 84, es rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Naranjo, Núñez y Ruiz-Esquide. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

Inciso segundo





“La Secretaría Regional Ministerial de Educación, durante los meses de septiembre y octubre, conforme lo disponga el reglamento, analizará la situación de cada establecimiento educacional que haya postulado y procederá a su clasificación en la categoría que corresponda, de acuerdo al artículo 9º. Cuando esa clasificación hubiere ocurrido previamente, según lo establece el artículo 66 de la Ley de Subvenciones, ésta será considerada como antecedente para los efectos de la postulación.”.

La indicación número 85 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 84, propone suprimir la oración final de su inciso segundo.





En votación la indicación número 85, es rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Naranjo, Núñez y Ruiz-Esquide. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

Inciso tercero





“Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento en cuanto a la clasificación de los establecimientos educacionales dentro del mes de octubre a que se refiere el inciso anterior, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.”.
La indicación número 86 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, propone reemplazar su inciso final por el siguiente:

“Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento en cuanto a la clasificación de los establecimientos educacionales dentro del mes de octubre a que se refiere el inciso anterior, el establecimiento se entenderá clasificado como establecimiento educacional autónomo.”.


La señora Subsecretaria señaló que el Ejecutivo prefiere mantener el texto del inciso tercero aprobado en general.


El Honorable Senador señor Chadwick explicó que esta indicación recoge el principio general que se ha establecido en materia de Derecho Público de sancionar a la autoridad frente al silencio administrativo. Para estos efectos, señaló que se propone que en el evento que el Secretario Regional Ministerial no se pronuncie sobre la calificación de un establecimiento educacional dentro del mes de octubre, se entenderá que este establecimiento educacional será calificado en la categoría de autónomo.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación comentó que no es conveniente calificar a estos establecimientos como autónomos, porque bajo esta fórmula se podría beneficiar a los malos establecimientos educacionales que no cuentan con las herramientas necesarias para hacer una educación de calidad.


El Honorable Senador señor Núñez manifestó su apoyo a esta indicación, porque da una solución a aquellos casos en que la Secretaría Regional Ministerial no se pronuncia o retarda su pronunciamiento.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide compartió la idea de evitar la dilación de los procesos de calificación de los establecimientos educacionales.


Los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick plantearon mantener la redacción del inciso tercero aprobado en general y agregar un nuevo inciso cuarto que recoja esta indicación.




En votación la indicación número 86, es rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Naranjo, Núñez y Ruiz-Esquide. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.





A continuación, la unanimidad de los miembros de la Comisión, acordó agregar el siguiente inciso cuarto al artículo 12:





“Si la Subsecretaría de Educación no se pronuncia en el plazo de 15 días establecido en el inciso anterior, el establecimiento se entenderá calificado por un año como autónomo.”.

ARTÍCULO 13





“Artículo 13.- La resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que establezca la clasificación indicada en el artículo 9º, será notificada en forma personal o mediante carta certificada al postulante, y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de la notificación.”.

La indicación número 87 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, propone sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 13.- La resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que determine la calificación de los establecimientos educacionales en las clasificaciones a las que se refiere el artículo 9º de esta ley, deberá notificarse por escrito dentro de los 15 días siguientes a su emisión. Esta resolución deberá notificarse por escrito mediante carta certificada dirigida al domicilio del respectivo establecimiento.

En todo caso, esta resolución podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación en el plazo de quince días contados desde la fecha de la notificación, disponiendo el Subsecretario de igual plazo para pronunciarse de la apelación.”.

El Honorable Senador señor Chadwick señaló que esta indicación tiene por objeto suplir las falencias que tiene el procedimiento de clasificación de los establecimientos educacionales en materia de plazos, especialmente respecto de la notificación de la resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación y del pronunciamiento del Secretario de Educación en el caso que proceda apelación.


Enseguida, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación apoyó la fijación de un plazo sólo para el pronunciamiento del Subsecretario de Educación y propuso agregar al artículo 13 aprobado en general por el Senado, la siguiente frase final:


“, disponiendo éste de igual plazo para pronunciarse de la misma”.
En votación la indicación número 87, se aprueba con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Naranjo, Núñez y Ruiz-Esquide.

ARTÍCULO 14





“Artículo 14.- La subvención escolar preferencial tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno prioritario, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional establecida en la resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación de acuerdo al artículo 9º:


Valor Subvención en USE

	
	Desde 1º nivel de transición de la educación parvularia hasta 4º año de la educación general básica
	5º y 6º 

año básico
	7º y 8º año básico

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,4
	0,93
	0,47

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,7
	0,465
	0,235


La indicación número 88 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, propone reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 14.- El valor unitario mensual de la subvención preferencial por alumno prioritario para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (USE), será equivalente a:

a) Para el 40% más pobre, según la caracterización socioeconómica que se realice de conformidad al artículo 49 bis A, se incrementará en un sesenta por ciento la subvención a que se refiere el artículo 9º de este decreto con fuerza de ley.

b) Para el 20% siguiente, según la caracterización socioeconómica que se realice de conformidad al artículo 49 bis A, se incrementará en un treinta por ciento la subvención a que se refiere el artículo 9º de este decreto con fuerza de ley. 

Estos valores deberán ser revisados cada dos años por un equipo compuesto por un representante del Ministerio de Educación, un representante de los colegios municipales y un representante de los colegios particulares subvencionados, en la forma que establezca el reglamento. Dicho reglamento determinará la forma en que se materializará esta revisión, debiendo considerar la entrega de una propuesta formal al Ministerio sobre posibles cambios en los montos entregados a cada tipo de alumno.”.





La indicación número 88 es declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por referirse al monto de la subvención.

La indicación número 89 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 88, propone suprimir, en su encabezamiento, la frase “, según la categoría del establecimiento educacional establecida en la resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación de acuerdo al artículo 9º”. 





La indicación número 89 es declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por referirse al monto de la subvención.

La indicación número 90 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 89, propone:

a) Reemplazar el encabezamiento por el siguiente:

“Artículo 14.- La subvención escolar preferencial para los alumnos que cursen entre el primer y segundo nivel de transición y el 4º año de la educación general básica tendrá los siguientes valores unitarios por alumnos prioritarios, expresado en unidades de subvención educacional (USE) según la caracterización socioeconómica que se haga de los mismos de conformidad con el artículo 2º de la presente ley e independientemente de la clasificación del establecimiento:”.
b) Reemplazar, en la tabla propuesta, las expresiones “A: Establecimientos educacionales autónomos” por “Alumnos de alto grado de vulnerabilidad”, y “B: Establecimientos educacionales emergentes” por “Alumnos vulnerables”.




La indicación número 90 es declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por referirse al monto de la subvención.

La indicación número 91 del Honorable Senador señor Horvath, propone intercalar, en su encabezamiento, a continuación de la palabra “mensual”, el vocablo “mínimo”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación observó que la subvención preferencial no puede tener un valor máximo o mínimo, sino que debe tratarse de un valor exacto e informó que sólo por ley se podría modificar este valor. Bajo este contexto, recomendó rechazar la presente indicación.

En votación la indicación número 91, es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.

La indicación número 92 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, propone incorporar, en la tabla propuesta, lo siguiente:

	C:
	1,4
	0,93
	0,47

	Establecimientos en Recuperación
	
	
	



El Honorable Senador señor Chadwick consultó al Ejecutivo por qué no se ha incluido en la tabla que fija el artículo 14 del presente proyecto de ley a los establecimientos educacionales en recuperación.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación respondió que los establecimientos educacionales en recuperación no están considerados en este artículo, porque éste sólo se refiere a los establecimientos educacionales autónomos y emergentes, los cuales son los únicos facultados para percibir en forma total o parcial, según sea el caso, esta subvención de libre disposición. Informó, asimismo, que las escuelas en recuperación únicamente recibirán un aporte económico extraordinario, según lo dispone este proyecto de ley, el cual sería equivalente al monto que le correspondería a un establecimiento educacional autónomo.





La indicación número 92 es declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por referirse al monto de la subvención.

La indicación número 93 del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, propone reemplazar los dos puntos (:) con que finaliza el encabezamiento por un punto (.), agregando la siguiente oración: 

“Esta fijación del valor de subvención en USE, según el párrafo posterior será aplicada de manera tal que entre el valor fijado en el proyecto actual y el valor que se señala en esta indicación se aplique de modo que el mayor valor deberá corresponder inversamente a los índices de pobreza comunal y el valor mas bajo deberá corresponder a las comunas de menor pobreza:”.





La indicación número 93 es declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por referirse al monto de la subvención.

La indicación número 94 del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, propone sustituir, en la tabla propuesta, las cifras “1,4” por “2,8”; “0,93” por “1,86”; “0,47” por “0,94”; “0,7” por “1,4”; “0,465” por “0,93”, y “0,235” por “0,470”.





La indicación número 94 es declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por referirse al monto de la subvención.

La indicación número 95, del Honorable Senador señor Núñez, para intercalar, a continuación del artículo 14, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo… .- Los establecimientos educacionales incorporados al régimen de subvención escolar preferencial recibirán un incremento a la subvención por alumno prioritario que se denominará incremento escuela, cuando cuenten con una proporción de alumnos prioritarios de conformidad a la siguiente tabla:
% de alumnos Prioritarios        Incremento 

                                                 USE por alumno

0 a 14,9


0

15 a 39,9


0,098

40 a 59,9


0,21

60 o más


0,28
Los montos recibidos en conformidad al incremento establecido en el inciso precedente deberán ser destinados a una o más de las siguientes medidas:
a) Incremento de la remuneración de los docentes de ese establecimiento que han sido evaluados en el nivel de desempeño Destacado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 70 del DFL Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, Estatuto Docente, o que cumplan con los requisitos para recibir la asignación de excelencia pedagógica establecida en el DFL Nº 1, de 2002, del Ministerio de Educación, en proporción a sus horas de contrato;
b) Contratación de nuevos docentes que cumplan los requisitos de la letra anterior, a quienes se les pagará con el incremento que establece esa disposición, y
c) Contratación de docentes adicionales, destinados a disminuir la proporción alumno/profesor.".





La indicación número 95 es declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por referirse al monto de la subvención.

La indicación número 96, del Honorable Senador señor Núñez, para intercalar, a continuación del artículo 14, el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo… .-  Los establecimientos educacionales con más de 15% de alumnos prioritarios entre el primer nivel de transición  y 8º año básico recibirán una subvención adicional equivalente a un porcentaje de la subvención preferencial, de conformidad a la siguiente tabla:

% de Alumnos prioritarios    Subvención adicional

         15 a 30%


10%

        30 a 45%


15%

         45 a 60%


25%

        Más de 60%


30%.".


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, declaró inadmisible la indicación número 96, en conformidad del artículo 118 del Reglamento del Senado, por ampliar la concesión de esta subvención y, por ende, aumentar los gastos del Estado.

ARTÍCULO 15
Inciso primero





“Artículo 15.- Los sostenedores de establecimientos educacionales clasificados como autónomos o emergentes percibirán mensualmente la subvención escolar preferencial establecida en esta ley. Su monto se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo anterior por la asistencia media promedio de los alumnos prioritarios durante los tres meses precedentes al pago.”.

La indicación número 97, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, propone suprimir, la frase “clasificados como autónomos o emergentes”.


El Honorable Senador señor Chadwick indicó que los términos autónomos y emergentes deben ser suprimidos, a fin de simplificar la entrega de esta subvención preferencial.

En votación la indicación número 97, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.

La indicación número 98, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 97, para finalizar la primera oración de su inciso primero con la frase “por los alumnos prioritarios que estudien en ellos”.

En votación la indicación número 98, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.

La indicación número 99, del Honorable Senador señor Navarro, para sustituir la segunda oración del inciso primero por la siguiente:

“Este monto se compondrá en un 50% del valor que corresponda conforme al artículo anterior multiplicado por la matrícula precedente al primer mes de pago, en tanto que el restante 50% equivaldrá a una subvención que estimule los dispositivos para favorecer la asistencia de los alumnos provenientes de los sectores de mayor vulnerabilidad social.”.


El Honorable Senador señor Navarro comentó que esta indicación tiene por objeto establecer que esta subvención preferencial se pague en consideración a los alumnos matriculados en un establecimiento educacional determinado y no por la asistencia promedio de los alumnos prioritarios. Observó que mantener un sistema de pago de esta subvención por asistencia constituye un castigo para los niños vulnerables.


El Honorable Senador señor Núñez luego de compartir lo expuesto por el Honorable Senador señor Navarro, señaló que esta norma no está considerando la asistencia de los alumnos que viven en las zonas aisladas del país.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide instó al Ejecutivo a plantear una nueva fórmula que elimine el criterio de entrega de la subvención escolar normal y preferencial basado en la asistencia promedio.


El Honorable Senador señor Chadwick estimó que en ciertos casos la entrega de la subvención escolar, en consideración a la asistencia promedio de los alumnos, puede constituir un incentivo para que los niños asistan a clases. Pero en otras situaciones, continuó, este sistema puede ser un castigo para los niños más vulnerables. Bajo este contexto, sugirió crear un sistema que se centre únicamente en la concesión de premios para los establecimientos educacionales que alcancen los porcentajes más altos de asistencia.


El Jefe del Sector de la Dirección de Presupuestos destacó que este sistema es un incentivo para que los sostenedores mantengan a sus alumnos. 


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación informó que en la actualidad también existen otros mecanismos que premian la retención anual de los alumnos matriculados en un determinado establecimiento educacional. 


El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación señaló que gracias a este sistema Chile tiene el mismo nivel de asistencia escolar que un país desarrollado. Luego, sostuvo que sería más pertinente discutir este tema a propósito de las nuevas iniciativas de ley que presentará el Ejecutivo, con el objeto de aumentar la subvención escolar base y la subvención rural.




La indicación número 99 es declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por referirse al monto de la subvención.


La indicación número 100, del Honorable Senador señor Núñez, para sustituir, en la segunda oración del inciso primero, la frase “asistencia media promedio de los alumnos prioritarios durantes los tres meses precedentes al pago” por “cantidad total de alumnos prioritarios que mantengan  matrícula vigente en el establecimiento”.





La indicación número 100 es declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión.
La indicación número 101, del Honorable Senador señor Horvath, propone reemplazar, en la segunda oración del inciso primero, la frase “por la asistencia media  promedio de los alumnos durante los tres meses precedentes al pago” por “el número de alumnos prioritarios matriculados  en el respectivo establecimiento”.





La indicación número 101 es declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión.
Inciso segundo





“En los meses no comprendidos en el año escolar y en el primer mes del año referido, se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 13 de la Ley de Subvenciones, aplicado a los alumnos prioritarios. Asimismo, respecto a la suspensión de clases o actividades escolares por un mes calendario, se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo citado.”
La indicación número 102, del Honorable Senador señor Horvath, propone suprimir el inciso segundo del artículo.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación sugirió rechazar la presente indicación, porque si se elimina el inciso segundo de este artículo no se podría pagar esta subvención en los meses no comprendidos en el año escolar.

En votación la indicación número 102, es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.


La indicación número 102 bis, de S.E. la señora Presidenta de la República, propone intercalar, a continuación del artículo 15, el siguiente, nuevo:


“Artículo 15 bis.- Créase una subvención denominada subvención por concentración de alumnos prioritarios.


La subvención por concentración de alumnos prioritarios tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), según los tramos que se fijan de acuerdo al porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento:
	Tramos según porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde 1° nivel de transición de educación parvularia hasta 4° año de educación general básica (USE)
	5° y 6° año básico

(USE)
	7° y 8° año básico

(USE)

	60% o más
	0,252
	0,168
	0,084

	Entre 45% y menos de 60%
	0,224
	0,149
	0,075

	Entre 30% y menos de 45%
	0,168
	0,112
	0,056

	Entre 15% y  menos de 30%
	0,098
	0,065
	0,033



Tendrán derecho a la subvención por concentración de alumnos prioritarios los establecimientos que se incorporen y se mantengan en el régimen de educación preferencial, de conformidad a lo establecido en el artículo 7º de la presente ley.


Los sostenedores de los establecimientos señalados en el inciso anterior podrán impetrar la subvención por concentración de alumnos prioritarios por todos los alumnos que estén cursando el primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y de educación general básica del establecimiento.

El monto mensual de esta subvención, para cada establecimiento educacional, se determinará multiplicando el valor que corresponda según los tramos que se señalan en el inciso segundo del presente artículo por la asistencia media promedio de los alumnos de primer y segundo nivel de transición de parvularia y de educación general básica durante los tres meses precedentes al pago, siéndoles aplicable en los casos que corresponda las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación.

Para determinar el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional a que se refiere el inciso segundo del presente artículo, el Ministerio de Educación considerará el promedio de la matrícula de los alumnos prioritarios de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial en relación al promedio de la matrícula de los alumnos de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial, ambas  registradas en el establecimiento de marzo a diciembre del año inmediatamente anterior.”.



La señora Ministra de Educación señaló que la idea central de las nuevas indicaciones formuladas por el Ejecutivo es considerar el efecto de la concentración de los alumnos vulnerables en los establecimientos educacionales. Aclaró que se plantea crear una nueva subvención distinta a la subvención preferencial, que se denomina subvención por concentración de alumnos prioritarios. Señaló que sólo tendrán derecho a esta subvención los establecimientos educacionales que se incorporen y se mantengan en el régimen de la subvención preferencial.


Indicó, asimismo, que los sostenedores de estos establecimientos podrán impetrar, además, esta subvención por concentración de alumnos prioritarios por todos los alumnos que estén cursando el primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y general básica. Esta subvención, continuó, se entregará mensualmente según los siguientes tramos de concentración de alumnos prioritarios:


a) Entre 15% y menos de 30%;


b) Entre 30% y menos de 45%;


c) Entre 45% y menos de 60%, y


d) 60% o más.


Luego, informó que se entregarán aproximadamente unos $ 3.580 pesos más por alumno prioritario y que esta nueva modalidad de subvención comenzaría a regir a contar del 1° de enero de 2008.


El Honorable Senador señor Navarro consultó si el Ejecutivo tiene las estimaciones sobre el posible impacto que puede generar la concentración de los alumnos prioritarios y solicitó al Ministerio de Educación que remita los antecedentes que tiene sobre la concentración de los alumnos vulnerables.


La señora Ministra respondió que según las estadísticas 7 de cada 10 alumnos matriculados en el sistema municipal viven en condiciones de vulnerabilidad. Afirmó que hoy ya existe la concentración de vulnerabilidad a nivel escolar. Comentó que la alta concentración de vulnerabilidad impacta negativamente en las escuelas con malos resultados y por este motivo es que a través de estas indicaciones se pretende entregarles más recursos.


El Honorable Senador señor Núñez valoró el fondo de estas indicaciones, porque a través del instrumento de la subvención buscan nivelar las oportunidades educativas. Acotó que se trata de una fórmula que asume la existencia de la concentración de vulnerabilidad.


El Honorable Senador señor Chadwick consideró que esta iniciativa concentra a los niños vulnerables, ya que no incentiva la integración. Bajo estas circunstancias, declaró que no entiende el sentido de esta nueva subvención. Afirmó que con esta fórmula se mantiene la concentración de los niños vulnerable en la educación municipal.


La señora Ministra comentó que la idea de esta iniciativa es reconocer la realidad existente de nuestro sistema escolar.


El Honorable Senador señor Núñez opinó que este instrumento no será la fórmula que permitirá mejorar la calidad de la educación nacional, pero sí estimó que ayudará a disminuir la brecha entre los colegios subvencionados particulares y los municipales.


Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero consideró que todo este proyecto de ley está mal enfocado, porque no soluciona el problema de fondo de la educación chilena e incentiva la segmentación social. Observó que el Ejecutivo no se ha fijado metas claras y precisas para mejorar la calidad de la educación y refirió que la solución más idónea es establecer una subvención a la demanda.


El Honorable Senador señor Navarro consideró muy amplio el tramo entre el 15% y el 30%.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que esta indicación viene a mejorar esta iniciativa de ley, porque crea una nueva subvención que considera las variables de los tramos educativos y los porcentajes de concentración.


La señora Ministra precisó que con esta propuesta prácticamente se duplicará la subvención de los alumnos vulnerables y agregó que esta iniciativa no es un esfuerzo aislado, ya que se enmarca dentro de un proyecto global de mejorar la calidad de la educación, que involucra también la creación de una Superintendencia y la reforma a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.


El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación comentó que se incrementará la subvención de los niños vulnerables en casi un 100%, ya que se aumentará la subvención normal en un 15%, ascendiendo aproximadamente a unos 37.000 pesos, se entregará la subvención preferencial de unos 19.000 pesos y se proporcionará la subvención por concentración de unos 3.580 pesos. En efecto, arguyó que se entregarán aproximadamente unos 60.000 pesos por alumno vulnerable. Observó que se entregarán estos nuevos recursos en la medida que se transparenten las estructuras de costos de las escuelas que perciben aporte fiscal.


El Honorable Senador señor Chadwick comentó que la idea es que los niños vulnerables no sólo tengan la opción de asistir a los establecimientos municipales, ya que se les debe dar la posibilidad de escoger. Por otra parte, valoró el esfuerzo que está haciendo el Ejecutivo de duplicar la subvención escolar para mejorar la educación municipal, pero estimó que para lograrlo se requiere de una reforma profunda, que modifique el sistema de gestión municipal.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que el artículo 15 bis nuevo que se propone crea una nueva subvención que se pagará por la concentración de alumnos prioritarios. Informó que ésta se pagará teniendo en consideración el total de alumnos prioritarios que tiene matriculados un establecimiento educacional y que se calculará según el porcentaje de concentración de niños vulnerables.


Agregó que esta norma contempla cuatros tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios que tiene un establecimiento educacional y precisó que la subvención por concentración se pagará a los establecimientos que cuenten con más de un 15% de alumnos calificados como prioritarios.


A continuación, destacó el esfuerzo que está haciendo el Ejecutivo por aumentar los recursos destinados a mejorar la calidad de la educación y aclaró que los establecimientos educacionales podrán contar con tres subvenciones, a saber: la subvención base, la subvención preferencial y la subvención por concentración.


La Jefa de la División de Educación General del Ministerio de Educación comentó que la mayoría de los establecimientos educacionales tienen entre un 30% a un 60% de concentración de alumnos prioritarios. Agregó que la subvención por concentración se entregará a todas las escuelas que tengan más de un 15% de concentración de alumnos prioritarios.


En el caso de las escuelas rurales, continuó, se entregará además un aumento de la subvención base del orden del 10% que considera el carácter rural de esta establecimientos. Bajo este contexto, indicó que las escuelas rurales serán las más favorecidas con los aportes estatales.


El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación acotó que en el caso de las escuelas rurales el aporte estatal podría llegar a 85.000 pesos.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó cuál será el aporte promedio que se entregará a los establecimientos educacionales.


La Jefa de la División de Educación General del Ministerio de Educación respondió que el aporte fluctuará entre 45.000 a 60.000 pesos, según sean las características del establecimiento educacional.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que, además, debe considerarse el aumento en un 15% de la subvención base, según el anuncio que hizo S.E. la señora Presidenta de la República el pasado 21 de mayo.


El Honorable Senador señor Navarro opinó que la educación debe ser un factor de desarrollo social y como tal debe implementarse un sistema de educación que busque esta finalidad. Asimismo, declaró que no comparte aumentar los recursos de un sistema que comprobadamente se encuentra fracasado. Bajo este contexto, consideró que este proyecto de ley está mal enfocado, porque no modifica la actual modalidad de administración de los recursos destinados a la educación. Arguyó que falta una mayor fiscalización de los recursos entregados.


La señora Ministra destacó que esta iniciativa de ley busca mejorar la calidad de la educación de todos los niños vulnerables, mediante la suscripción de un Convenio entre el Ministerio de Educación y el establecimiento educacional que adscriba este nuevo régimen.


Por otra parte, indicó que no comparte la idea de que este proyecto de ley entregue más recursos a cambio de nada, ya que éste plantea implementar un sistema de rendición de cuentas de los recursos entregados en materia educacional por el Estado, que tienda a transparentar los ingresos y gastos de los sostenedores que perciben la subvención preferencial.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó antecedentes sobre las proyecciones que tiene el Ministerio de Educación de los niños prioritarios y de los colegios que podrían suscribir el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa. Enseguida, consultó cuánto recibirá un colegio particular subvencionado que no adscriba al régimen de la subvención preferencial.


El Jefe del Sector de la Dirección de Presupuestos respondió que estos establecimientos recibirán un aporte aproximado de 40.000 pesos.


El Honorable Senador señor Letelier estimó excesiva esta cifra, ya que se trata de establecimientos que gozan de financiamiento compartido y que no han suscrito el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa.


El Honorable Senador señor Chadwick, por una parte, consideró que en este caso sería más apropiado modificar la Ley de Subvenciones que crear una nueva Ley de Subvención Preferencial, a objeto de dar una visión más global de la materia. Por otra parte, reparó que esta iniciativa de ley está privilegiando a las escuelas rurales, siendo que no son los establecimientos educacionales que han obtenido los peores resultados en las evaluaciones nacionales.


La señora Ministra informó que este proyecto de ley modifica la modalidad de entrega de la subvención escolar, con la creación de una subvención diferenciada, que intenta superar las inequidades que ha producido la subvención normal.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide opinó que esta iniciativa constituye un avance, ya que aumenta considerablemente los recursos destinados a la educación, al crear dos nuevas subvenciones, esto es: la subvención preferencial y la subvención por concentración de alumnos prioritarios.


Enseguida, planteó la votación en conjunto de las nuevas indicaciones formuladas por el Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Cantero señaló que apoya la finalidad de este proyecto de ley de poner fin al inmovilismo del sistema de entrega de la subvención escolar. No obstante, consideró que la subvención por concentración de alumnos prioritarios aumentará la segmentación social del sistema educativo.


A su vez, precisó que vislumbra una suerte de confusión en el criterio de entrega de esta subvención, ya que sólo considera a los establecimientos educacionales que tengan matriculados más de un 15% de los alumnos prioritarios y advirtió que el aumento de los recursos no garantiza una mejora de la calidad de la educación. Luego, consideró que debe impulsarse una reforma educacional de carácter general y no proyectos parciales y aislados como éste.


En materia de control, expuso que no comparte la injerencia del Ministerio de Educación en los procesos educativos, porque entiende que su intervención debe centrarse en la evaluación de los resultados de los procesos que han aplicado los establecimientos educacionales con autonomía.


Finalmente, anunció que se abstendrá de votar las nuevas indicaciones formuladas por el Ejecutivo, ya que fundamentalmente considera que éstas aumentarán la segregación social.


El Honorable Senador señor Chadwick valoró la iniciativa de aumentar la subvención escolar y de establecer una subvención diferenciada que privilegie a los alumnos prioritarios. No obstante, reparó que este proyecto de ley no contempla la posibilidad de que existan niños que tengan iguales condiciones de vulnerabilidad, que no tengan derecho a impetrar esta subvención, porque asisten a un colegio particular subvencionado que no adscribió al régimen de la subvención preferencial o porque están matriculados en una escuela que alcanza los niveles de concentración de vulnerabilidad que exige la norma para poder impetrar esta subvención por concentración. Señaló que en los colegios particulares subvencionados alrededor de un 30% de sus alumnos presentan condiciones de vulnerabilidad. Bajo este contexto, previó que podría darse una suerte de discriminación, porque no se está garantizarlo la igualdad ante la ley.


Dadas estas circunstancias, continuó, no se está logrando el objetivo que busca esta iniciativa de ley de fomentar la integración social. Bajo este contexto, señaló que se abstendrá de votar este conjunto de indicaciones.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que este proyecto de ley es un aporte, porque obliga a los sostenedores a suscribir un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que permitirá mejorar la calidad de la educación e implementar un sistema de control coordinado por el Ministerio de Educación. Por otra parte, agregó que no comparte lo expuesto por los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, ya que concibe este proyecto de ley como un herramienta de lucha contra la segregación social.


El Honorable Senador señor Navarro precisó que le preocupa la falta de debate en torno a una gran reforma educacional. No obstante, señaló que votará a favor de esta iniciativa de ley, porque igual considera positivo el aumento de los recursos destinados para la educación.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide opinó que apoyará este conjunto de indicaciones, porque considera que permitirán mejorar las condiciones educacionales de los niños más vulnerables del país.




En votación la indicación número 102 bis, se aprueba por tres votos a favor y dos abstenciones. Votan a favor los Honorables Senadores señores Letelier, Navarro y Ruiz-Esquide. Se abstienen los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.
ARTÍCULO 16





“Artículo 16.- Los establecimientos incorporados a este régimen de subvención serán sometidos por el Ministerio de Educación a una supervisión y apoyo permanentes de su desempeño en los aspectos pedagógicos y a un control del cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que especifique su reglamento.





Los resultados de la evaluación del tercer o anteriores años, según corresponda a la categoría en que se encuentre el establecimiento, serán notificados durante el año escolar siguiente a la última medición usada para la evaluación. Esta nueva clasificación se hará efectiva a contar del año escolar inmediatamente siguiente al de la notificación. Durante el año de la reclasificación, el establecimiento mantendrá la anterior categoría.”.


La indicación número 103, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, propone suprimirlo.


En votación la indicación número 103, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

La indicación número 104, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 103, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 16.- El Ministerio de Educación verificará el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que se especifican en este cuerpo legal.

Los resultados de la evaluación del tercer o anteriores años, según corresponda a la categoría en que se encuentre el establecimiento, serán notificados durante el año escolar siguiente a la última medición usada para la evaluación. Esta nueva clasificación se hará efectiva a contar del año escolar inmediatamente siguiente al de la notificación. Durante el año de la reclasificación, el establecimiento mantendrá la anterior categoría.”.


En votación la indicación número 104, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

La indicación número 105, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 104, para intercalar, en su inciso primero, a continuación de la palabra “subvención”, la frase “y mientras se encuentre vigente el convenio a que se refiere el artículo 7º,”, reemplazar la frase “de su desempeño en los aspectos pedagógicos y a un control del” por “para controlar el”, y para intercalar, a continuación de la expresión “esta ley”, la frase “y según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento”.


En votación la indicación número 105, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, acordó que el Ejecutivo presentara una nueva redacción para el inciso primero del artículo 16, cuyo tenor es el siguiente:


“Los establecimientos incorporados a este régimen de subvención recibirán supervisión y apoyo permanentes del Ministerio de Educación para su desempeño en los aspectos pedagógicos, el que verificará el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que especifique su reglamento.”.


Respecto de la presentación del Ejecutivo, el Honorable Senador señor Chadwick señaló que el Ministerio de Educación sólo ha reemplazado la expresión “para no someter”, pero no eliminó la atribución del Ministerio de Educación de hacer una supervisión y prestar un apoyo permanente a los establecimientos educacionales en su desempeño pedagógico.


El Honorable Senador señor Navarro consultó si se faculta al sostenedor para rechazar este apoyo permanente del Ministerio de Educación.


La señora Ministra respondió que el sistema de subvención preferencial es voluntario y, por tanto, al adscribir a este nuevo régimen se acepta tácitamente someterse al apoyo permanente del Ministerio de Educación.


En votación la nueva redacción del inciso primero del artículo 16, se aprueba por tres votos a favor, uno en contra y una abstención. Votan a favor los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. Se abstiene el Honorable Senador señor Cantero y vota en contra el Honorable Senador señor Chadwick.
PÁRRAFO 2°

“Párrafo 2°

Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas”


La indicación número 106, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar su epígrafe por “Establecimientos Educacionales Autónomos”.


En votación la indicación número 106, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

ARTÍCULO 17
Inciso primero




“Artículo 17.- En los establecimientos autónomos se evaluará el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en especial la de retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas y la de cumplimiento de los logros académicos de todos los alumnos, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4° y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.”.


La indicación número 107, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en su inciso primero, las frases “las obligaciones contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en especial la de retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas y la de cumplimiento”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que el inciso primero del artículo 17 aprobado en general tiene por objeto establecer la facultad del Ministerio de Educación de evaluar los logros académicos de todos los alumnos matriculados en un establecimiento educacional que perciba esta subvención y no restringir esta evaluación a los resultados de los alumnos prioritarios. Asimismo, sostuvo que resultaría muy complicado diferenciar los resultados académicos de los alumnos prioritarios.


El Honorable Senador señor Chadwick consideró que el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia debe limitarse a la evaluación de los logros académicos de los alumnos prioritarios.


El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación señaló que no es pertinente restringir la evaluación de los resultados a los logros de los niños vulnerables, ya que el SIMCE que es el mecanismo que se utiliza para medir estos resultados es de aplicación general y no admite mediciones individuales.


En votación la indicación número 107, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 108, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 107, para suprimir, en su inciso primero, la frase “la de retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas y”.


En votación la indicación número 108, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 109, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar, en su inciso primero, la frase “de todos sus alumnos” por “de sus alumnos calificados como prioritarios”.

En votación la indicación número 109, es rechazada por dos votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 110, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, en su inciso primero, a continuación de “educación general básica”, la frase “así como de otros instrumentos nacionales, e incluso regionales, aplicados en este nivel”.


El Honorable Senador señor Navarro señaló que no es recomendable restringir los sistemas de evaluación de los resultados a un sólo instrumento y explicó que esta indicación tiene por objeto ampliar los mecanismos de evaluación a otros instrumentos de carácter nacional, e incluso regional.


El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación advirtió que esta norma sólo puede contener instrumentos de medición de carácter nacional, porque debe permitir la comparación nacional de todos los establecimientos educacionales del país. Agregó que estos instrumentos deben ser aplicados en condiciones de igualdad. Bajo este contexto, precisó que no es conveniente incluir mecanismos de medición de carácter regional.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación indicó que este artículo debe ser interpretado en forma extensiva, ya que de su tenor literal se puede deducir que los instrumentos de medición de los resultados a nivel nacional no se restringen al SIMCE.


El Honorable Senador señor Navarro expuso que es conveniente incluir instrumentos de medición de resultados de carácter regional, porque permitiría evaluar los logros a nivel regional.


El Honorable Senador señor Núñez compartió lo expuesto por el Honorable Senador señor Navarro en relación a la necesidad de medir los logros educacionales a nivel regional y señaló que de no aprobarse esta indicación podría generarse una inflexibilidad curricular en esta etapa final del proceso educativo.


El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación sostuvo que esta indicación podría generar un grave desajuste en la normativa vigente atinente a esta materia, debiendo readecuarse todo el sistema imperante en materia de subvenciones escolares.  


El Honorable Senador señor Chadwick opinó que los instrumentos para medir resultados deben ser generales, porque miden estándares nacionales.


Por otra parte, consultó si se le reconocerá algún tipo de logro a las escuelas que mejoren sus resultados pero queden por debajo del parámetro nacional.


El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación respondió afirmativamente y precisó que esta tema está resuelto en los artículos transitorios de este proyecto de ley.

En sesión posterior se procedió a votar la indicación número 110.


En votación la indicación número 110, se rechaza por dos votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y a favor el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

Inciso segundo


“La evaluación de estos establecimientos, según los logros académicos antes referidos, se realizará por el Ministerio de Educación al menos cada 3 años.”.


La indicación número 111, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, en su inciso segundo, a continuación de las palabras “antes referidos”, la frase “así como de aspectos generales de su funcionamiento”.


En votación la indicación número 111, se rechaza por dos votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y a favor el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


La indicación número 112, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir, en su inciso segundo, la expresión “3 años” por “4 años”.


La señora Ministra señaló que la idea de esta indicación es uniformar todos los plazos que contiene esta norma.


En votación la indicación número 112, se abstiene el Honorable Senador señor Cantero, vota en contra el Honorable Senador señor Chadwick y a favor el Honorable Senador Ruiz-Esquide. Por influir la abstención en el resultado, conforme al artículo 178 del Reglamento del Senado, se procede a repetir la votación. Repetida la votación, se rechaza la indicación por dos votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y a favor el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


Posteriormente y a propósito del debate de las indicaciones números 157 y 179, únánimemente, la Comisión acuerda reabrir el debate sobre la indicación número 112.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que la indicación número 112 debe ser aprobada porque se trata de una iniciativa que también busca uniformar los plazos generales que establece este proyecto de ley en cuatro años.


En votación la indicación número 112, se aprueba por tres votos a favor y dos en contra. Votan a favor los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y en contra los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.
Inciso tercero


“Si el resultado de esa evaluación, en lo referido a los logros académicos, indica que han cumplido con las obligaciones del inciso anterior, mantendrán la categoría de Autónomos. En caso contrario, dichos establecimientos pasarán a la categoría de Emergentes o de Establecimientos en Recuperación a que se refiere el párrafo 4° de este Título.”.


La indicación número 113, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en su inciso tercero, a continuación de las palabras “logros académicos”, la frase “de los alumnos calificados como prioritarios”, y para reemplazar la expresión “inciso anterior” por “inciso primero”.

El Honorable Senador señor Chadwick expuso que esta indicación busca restringir la evaluación de los resultados educacionales de los niños vulnerables.


En votación la indicación número 113, se aprueba por dos votos a favor y uno en contra. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


La indicación número 114, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar el siguiente inciso nuevo:


“Tratándose de establecimientos educacionales autónomos que durante cuatro años consecutivos cumplan con los resultados académicos esperados, pasarán a adquirir dicha calidad de forma permanente. Con todo, si estos establecimientos, en dos mediciones anuales consecutivas, arrojaren una baja significativa en sus logros académicos, entendiéndose que ello se produce cuando los resultados académicos obtenidos son los que corresponden a la clasificación de un establecimiento como emergente, volverán al sistema de evaluación al que se refiere el inciso segundo de este artículo.”.




En votación la indicación número 114, votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 114, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.

PÁRRAFO 3°

“Párrafo 3°

Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas”


La indicación número 115 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar su epígrafe por “Establecimientos Educacionales Emergentes”.





En votación la indicación número 115 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 115, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.
ARTÍCULO 18




“Artículo 18.- El sostenedor del establecimiento educacional clasificado como emergente deberá cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 8º y asumir los compromisos adicionales que a continuación se indican, los que, una vez suscritos, quedarán incorporados al Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa:”.


La indicación número 116 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para intercalar, en su inciso primero, a continuación de la expresión “y asumir”, las palabras “algunos de”.


El Honorable Senador señor Chadwick explicó que la finalidad de esta indicación es darle un sentido más facultativo a la obligación del sostenedor de asumir los compromisos adicionales que regula este artículo.


En votación la indicación número 116, se aprueba por tres votos a favor y uno en contra. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Ruiz-Esquide. En contra, vota el Honorable Senador señor Núñez.

Número 1





“1. Elaborar durante el primer año un Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes que profundice el Plan presentado de acuerdo al artículo 8º, el que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Educación, para ser ejecutado en un plazo máximo de 4 años.”.

La indicación número 117, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en su inciso primero, la frase “deberá contar con la aprobación del” por “se informará al”.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que no es recomendable que el Ministerio de Educación intervenga en los procesos educativos. La idea, continuó, es que se limite a evaluar los resultados de estos procesos.





En votación la indicación número 117 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 117, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.


La indicación número 118, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 117, para sustituir la frase “con la aprobación del Ministerio de Educación” por “en su confección con la colaboración de la entidad pedagógica o técnica de apoyo registrada y contratada por el establecimiento”.





En votación la indicación número 118 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y en contra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 


Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando en consecuencia rechazada la indicación número 118, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado.

Inciso segundo





“Este Plan deberá contener al menos:”


La indicación número 119, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en el encabezamiento de su inciso segundo, la palabra “deberá” por “podrá”.


En votación la indicación número 119, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide.


La indicación número 120, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en el encabezamiento de su inciso segundo, la expresión “al menos”.


La indicación número 120 es retirada por sus autores.

Letra a)




“a) Un diagnóstico de la situación inicial del establecimiento y del proceso de enseñanza y aprendizaje de todos sus alumnos, así como una evaluación respecto de los recursos humanos, técnicos y materiales con que cuenta el establecimiento.”


La indicación número 121, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar la frase “y del proceso de enseñanza y aprendizaje de todos sus alumnos, así como” por el vocablo “comprendiendo”.



El Honorable Senador señor Chadwick insistió que no le parece adecuado que el Ministerio de Educación participe y controle los procesos educativos.





En votación la indicación número 121, es aprobada por tres votos a favor y uno en contra. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Ruiz-Esquide. Vota en contra el Honorable Senador señor Núñez.

Letra b)





“b) Un conjunto de metas de resultados educativos a ser logrados en el transcurso de la ejecución del Plan. En todo caso, al cumplirse el plazo de ejecución del Plan, el establecimiento educacional deberá lograr los estándares nacionales.”.


La indicación número 122, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir la frase “de resultados educativos a ser logrados” por “tendientes a la consecución de los resultados académicos esperados”.


La indicación número 122 es retirada por sus autores.

Número 2





“2. Coordinar y articular acciones con las instituciones y redes de servicios sociales competentes para detectar, derivar y tratar problemas psicológicos, sociales y necesidades educativas especiales de los alumnos prioritarios.”.

La indicación número 123, del Honorable Senador señor Navarro, para agregarle la siguiente oración:


“El Ministerio generará los mecanismos y dispondrá los recursos suficientes para garantizar el acceso a estas instituciones, recursos y profesionales del área educativa y psico-social.”.


La indicación número 123 es declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por establecer que el Ministerio de Educación dispondrá de recursos suficientes para garantizar el acceso a las instituciones, incidiendo en los recursos del Estado.

ARTÍCULO 19

Inciso primero





“Artículo 19.- Los establecimientos educacionales clasificados como Emergentes tendrán derecho a percibir, para el diseño y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo para emergentes a que se refiere el artículo anterior, un aporte adicional de recursos para contribuir al financiamiento de dicho Plan, que será objeto de un convenio complementario.”.


La indicación número 124, de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar la frase inicial de su inciso primero “Los establecimientos educacionales” por “Los sostenedores de establecimientos educacionales”.

En votación la indicación 124, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide.


La indicación número 125, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en su inciso primero, la expresión “un aporte” por “una subvención”.


El Honorable Senador señor Chadwick opinó que preferiría que esta norma contemplara un sistema único de entrega fondos, sin que se diferenciara entre una subvención de libre disposición y un aporte extraordinario.


En votación la indicación número 125, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide. A favor votan los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

Inciso tercero





“La suma anual de los recursos que reciban los establecimientos emergentes por la aplicación de la letra B del artículo 14 y el aporte adicional a que se refiere este artículo, será equivalente a lo que le correspondería recibir al mismo establecimiento si éste estuviera en la categoría de Autónomo, por los niveles que se especifican en el inciso siguiente.”.


La indicación número 126, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en su inciso tercero, la expresión “el aporte” por “la subvención”.


En votación la indicación número 126, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide. A favor votan los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

Inciso cuarto





“Este aporte adicional será de 0,7 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,465 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,235 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.”.


La indicación número 127, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en su inciso cuarto, la expresión “Este aporte” por “Esta subvención”.


En votación la indicación número 127, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide. A favor votan los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

Inciso quinto





“No obstante lo anterior, durante el primer año de vigencia del convenio se entregará a los sostenedores de los establecimientos educacionales que no cuenten con un plan aprobado por el Ministerio de Educación, un tercio del aporte adicional mensual a que se refiere el inciso anterior, para financiar la obligación establecida en el Nº 1 del artículo 18, recibiendo del Ministerio de Educación los dos tercios restantes una vez que sea aprobado el Plan de Mejoramiento Educativo, pagándose éste último con efecto retroactivo calculado desde el mes siguiente al acto de aprobación del convenio a que se refiere el artículo 7º.”.

La indicación número 128, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en su inciso quinto, la frase “un plan aprobado por el Ministerio de Educación” por “el plan a que se refiere el artículo 7º de esta ley”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que en el caso de los establecimientos autónomos, éstos tienen plena independencia para elaborar su Plan, debiendo informar de su contenido al Ministerio de Educación. En cambio, continuó, en el caso de los establecimientos emergentes, si bien también tienen autonomía para su confección, éstos deben contar con la aprobación del Ministerio de Educación para su aplicación.


Con respecto a los establecimientos en recuperación, informó que éstos prácticamente no tienen ninguna autonomía para confeccionar su Plan de Mejoramiento Educativo, puesto que éste debe ser elaborado por un equipo tripartito conformado por un representante del Ministerio de Educación, por el sostenedor o quién éste designe, y por una entidad externa con capacidad técnica en la materia.


Bajo este contexto, instó a los miembros de la Comisión a rechazar la presente indicación.


En votación la indicación número 128, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide. A favor votan los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.


La indicación número 129, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 128, para reemplazar, en su inciso quinto, las palabras “aprobado por el” por “notificado al”.


El Honorable Senador señor Chadwick explicó que la idea de esta indicación es evitar que el Ministerio de Educación pueda formular observaciones al Plan de Mejoramiento Educativo elaborado por el sostenedor de una establecimiento educacional calificado como emergente.


En votación la indicación número 129, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide. A favor votan los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.


La indicación número 130, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en su inciso quinto, la expresión “sea aprobado” por “comiencen a ejecutar”.


En votación la indicación número 130, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide.


La indicación número 131, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en su inciso quinto, la frase “al acto de aprobación” por “a la firma”.





La indicación número 131 es retirada por sus autores.

Inciso sexto




“A contar del segundo año de vigencia del convenio, el aporte a que se refiere el inciso cuarto se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo aprobado.”.


La indicación número 132, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir su inciso sexto por los siguientes:


“El Ministerio de Educación a contar del segundo año de vigencia del convenio, deberá con una anticipación no inferior a 6 meses formular los reparos pertinentes a la ejecución del Plan a la que se refiere este artículo, pudiendo proponer la suspensión de la subvención adicional mediante resolución fundada. En caso de que el Ministerio no hiciere reparos, se entenderá prorrogada por un año más esta subvención adicional y por su parte, si el sostenedor no adoptare las enmiendas podrá verse expuesto a la sanción de suspensión de esta subvención.


Para los efectos de la procedencia de la sanción de suspensión de la subvención adicional propuesta por el Ministerio de Educación, será necesario que la entidad externa contratada para la implementación del Plan, se pronuncie a favor de dicha medida.

Con todo, la medida de suspensión de la subvención adicional, no procederá en caso que el establecimiento objeto de la misma, esté o haya alcanzado los logros académicos, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el período a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.”.


En votación la indicación número 132, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

La indicación número 133, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 132, para sustituir, en su inciso sexto, la frase “se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique” por “podrá suspenderse cuando el Ministerio de Educación mediante resolución fundada acredite”.


En votación la indicación número 133, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

La indicación número 134, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en su inciso sexto, el vocablo “aprobado”.


En votación la indicación número 134, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.
Inciso séptimo





“De la resolución a que se refiere el inciso anterior podrá apelarse dentro de los quince días hábiles siguientes a su emisión, ante el Subsecretario de Educación, disponiendo éste de igual plazo para pronunciarse sobre la apelación.”.


La indicación número 135, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, en su inciso séptimo, la siguiente oración: “De la resolución del Subsecretario podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respectiva.”.


En votación la indicación número 135, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.
Inciso octavo





“El reglamento a que alude el artículo 3° establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas.”.


La indicación número 136, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su inciso octavo.


En votación la indicación número 136, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

La indicación número 137, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 136, para suprimir, en su inciso octavo, la frase “y los medios de verificación de la ejecución de las acciones pertinentes”.

En votación la indicación número 137, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

La indicación número 138, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, a su inciso octavo, la siguiente frase final: “,así como los mecanismos por medio de los cuales los sostenedores podrán conocer la metodología utilizada para estos efectos”.


En votación la indicación número 138, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

La indicación número 139, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, a su inciso octavo, la siguiente oración: “El no cumplimiento por parte del sostenedor de los aspectos fijados de conformidad a dicho reglamento, no podrá  por sí solo configurar una causal de suspensión de este aporte adicional según lo establece el inciso sexto”.


En votación la indicación número 139, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.
ARTÍCULO 20
Inciso primero




“Artículo 20.- El Ministerio de Educación realizará una supervisión pedagógica a los establecimientos emergentes que desarrollan su Plan de Mejoramiento Educativo.”.


La indicación número 140, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 20.- El Ministerio de Educación evaluará anualmente el cumplimiento de los compromisos asumidos en el Plan de Mejoramiento Educativo. Esta evaluación se dirigirá a verificar el grado de cumplimiento de los logros académicos, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el período a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.


Copia de dicha evaluación se entregará a cada establecimiento, dentro de los 15 días subsiguientes contados desde la emisión de la evaluación por parte del Ministerio.”.


El Honorable Senador señor Chadwick reiteró que no es partidario de que el Ministerio de Educación tenga la facultad de supervisar pedagógicamente a los establecimientos educacionales. Estimó más apropiado que sus funciones se limiten a evaluar los resultados y el cumplimiento de los compromisos adquiridos por los sostenedores.


El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación explicó que la función de supervisión técnica pedagógica que debe ejercer el Ministerio de Educación conlleva únicamente el prestar una función de apoyo a los establecimientos educacionales en su quehacer educativo. Aclaró que esta atribución no implica un control de los procesos educativos.


En votación la indicación número 140, es rechazada por dos votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 141, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 140, para suprimir su inciso primero, y para suprimir  la palabra inicial del inciso segundo “Asimismo,”.


En votación la indicación número 141, es rechazada por dos votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 142, del Honorable Senador señor Navarro, para sustituir, en su inciso primero, la frase: “El Ministerio de Educación realizará una supervisión pedagógica a los establecimientos” por “El Ministerio de Educación dispondrá los mecanismos, procedimientos y recursos que sean necesarios para realizar una supervisión pedagógica a todos los establecimientos”.


La indicación número 142 es retirada por su autor.

Inciso segundo





“Asimismo, el Ministerio de Educación evaluará anualmente el cumplimiento de los compromisos asumidos en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa por el sostenedor para cada establecimiento educacional emergente, debiendo entregar su informe al respectivo establecimiento.”.





La indicación número 143, del Honorable Senador señor Núñez, para reemplazar, en su inciso segundo, las palabras finales “respectivo establecimiento” por la frase “al sostenedor y director del respectivo establecimiento, quienes deberán ponerlo en conocimiento de la comunidad escolar”.


En votación la indicación número 143, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Navarro y Ruiz-Esquide.

ARTÍCULO 21





“Artículo 21.- Si las evaluaciones señaladas en el artículo anterior, en lo referido a logros académicos, indican que un establecimiento educacional emergente ha alcanzado los estándares nacionales de la categoría de establecimientos autónomos a que se refiere el artículo 10, el sostenedor podrá solicitar al Ministerio de Educación que dicho establecimiento sea clasificado en esta categoría, debiendo el Ministerio responder dentro del plazo de quince días hábiles, transcurrido el cual, si no lo hiciere, se entenderá aceptada la solicitud, conforme al procedimiento que para este efecto fije el reglamento de esta ley.”.


La indicación número 144, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 21.- Si las evaluaciones a las que se refiere el artículo anterior indican que un establecimiento educacional emergente ha logrado los estándares nacionales de la categoría de establecimientos autónomos a que se refiere el artículo 10 de la presente ley, adquirirán automáticamente dicha categoría.


Para estos efectos el sostenedor  enviará a la Secretaría Regional Ministerial de Educación los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los logros mencionados, quién los corroborará y dictará una resolución para adecuar su nueva clasificación, dentro de los 15 días siguientes contados desde la recepción de la solicitud del sostenedor. Esta resolución podrá ser apelada dentro del mismo plazo, ante el Ministerio de Educación.


Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro del plazo al que se refiere el inciso anterior, el establecimiento se entenderá clasificado como establecimiento educacional autónomo a partir del año escolar siguiente”.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que esta indicación plantea que los establecimientos educacionales emergentes que han alcanzado estándares nacionales de la categoría de un establecimiento autónomo adquirirán automáticamente esta categoría. Explicó que este derecho lo adquirirán por el sólo cumplimiento de las metas, sin necesidad de solicitar el cambio de categoría al Ministerio de Educación.  


En votación la indicación número 144, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Navarro y Ruiz-Esquide.


La indicación número 145, de S.E. la señora Presidenta de la República, para agregarle la siguiente oración final: “El convenio se renovará  automáticamente por un nuevo período de 4 años, con las adecuaciones pertinentes a la nueva  clasificación”.


En votación la indicación número 145, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Navarro y Ruiz-Esquide.

PÁRRAFO 4°

“Párrafo 4°

Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas”

La indicación número 146, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, reemplazar su epígrafe por “Establecimientos Educacionales en Recuperación”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación recordó que las denominaciones de las categorías de establecimientos educacionales a que se refiere esta norma ya fueron aprobadas en el artículo 9°, por lo cual llamó a los miembros de la Comisión a rechazar esta indicación.


En votación la indicación número 146, es rechazada por dos votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

ARTÍCULO 22

Inciso primero





“Artículo 22.- El Ministerio de Educación, mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación, clasificará como Establecimientos Educacionales en Recuperación a aquellos establecimientos incorporados al régimen de la presente ley que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para los establecimientos educacionales emergentes. Se entenderá por resultados reiteradamente deficientes el no cumplir con los estándares nacionales considerando a lo menos las últimas tres mediciones realizadas de acuerdo a lo señalado en el artículo 10.”.


La indicación número 147, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para intercalar, en su inciso primero, a continuación de las palabras “estándares nacionales”, la frase “establecidos en la ley orgánica constitucional de enseñanza,”.


El Honorable Senador señor Chadwick insistió en que los estándares nacionales deben ser fijados en la ley orgánica constitucional de enseñanza.


En votación la indicación número 147, es rechazada por dos votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 148, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir la frase final del inciso primero “de acuerdo a lo señalado en el artículo 10”.


En votación la indicación número 148, es rechazada por dos votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

Inciso segundo





“También serán clasificados en la categoría de Establecimientos Educacionales en Recuperación los establecimientos emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 18. Igual clasificación recibirán aquellos establecimientos educacionales emergentes que, teniendo un Plan aprobado, no lo apliquen, situación que será verificada por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, en la evaluación a que se refiere el inciso segundo del artículo 20.2.


La indicación número 149, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar en su inciso segundo, las palabras “no cuenten con” por “no hayan elaborado”.


La indicación número 149 es retirada por sus autores.


La indicación número 150, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para intercalar, en su inciso segundo, después de “artículo 18”, la frase “, sin que para ello sea necesaria la aprobación del mismo por parte del Ministerio de Ecuación”.


En votación la indicación número 150 es rechazada por dos votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 151, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir la segunda oración del inciso segundo por la siguiente: “Igual clasificación recibirán aquellos establecimientos educacionales emergentes, que teniendo su Plan de Mejoramiento Educativo, no hayan alcanzado, en el plazo de tres años, los logros académicos esperados, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el período a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.”.


En votación la indicación número 151, es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.


La indicación número 152, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 151, para reemplazar, en la segunda oración de su inciso segundo, la expresión “, no lo apliquen,” por las frases “, no hayan alcanzado, en un plazo de tres años los logros académicos esperados, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el período a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación,”.


En votación la indicación número 152, es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.


La indicación número 153, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en la segunda oración de su inciso segundo, la expresión “Ministerio de Educación” por la frase “la entidad pedagógica y técnica contratada según lo dispuesto en el artículo 19,”, y para suprimir la frase “, en la evaluación a que se refiere el inciso segundo del artículo 20”.


En votación la indicación número 153, es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.


La indicación número 154, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, en su inciso segundo, la siguiente frase final: “, y ratificada por la entidad externa con capacidad técnica contratada en conformidad al artículo 19”.


En votación la indicación número 154, es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.

Inciso tercero





“La clasificación de un establecimiento en la categoría en Recuperación podrá ser efectuada a partir del segundo semestre del primer año de suscrito el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, salvo que se trate de un establecimiento que deba entrar en esta categoría de conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.”.


La indicación número 155, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en su inciso tercero, la frase final “, salvo que se trate de un establecimiento que deba entrar en esta categoría de conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones”.


En votación la indicación número 155, es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.

Inciso sexto





“El establecimiento que sea clasificado en la categoría en Recuperación mantendrá dicha clasificación y estará sujeto a las obligaciones que esta ley impone a dichos establecimientos por tres años contados desde el año escolar siguiente a aquél en que fue clasificado en tal categoría.”.

La indicación número 156, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en su inciso final, la palabra “mantendrá” por los vocablos “podrá mantener”.

En votación la indicación número 156, se rechaza por tres votos en contra y dos a favor. Votan en contra, los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.
La indicación número 157, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en su inciso final, la expresión “tres años” por “dos años”.


El Honorable Senador señor Chadwick consideró que esta norma impide a los establecimientos educacionales que han mejorado sus resultados solicitar en un plazo menor a tres años para requerir una nueva recalificación.


El Honorable Senador señor Núñez señaló que según el texto del inciso final del artículo 22 los nuevos establecimientos educacionales deberán esperar un plazo de cuatro años para solicitar su recalificación. Enseguida, planteó la necesidad de disminuir este plazo a dos años.


La señora Ministra señaló que el Ejecutivo acoge la propuesta de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick de disminuir a dos años el plazo de recalificación de los establecimientos educacionales en recuperación que han mejorado sus resultados.


La asesora de la Subsecretaría de Hacienda señaló que es más pertinente aprobar la indicación número 179 de S.E. la Presidenta de la República, formulada al artículo 27 del texto aprobado en general por el Senado, porque permite reclasificar a los establecimientos educacionales en recuperación en un plazo menor a cuatro años y sugirió mantener el plazo de cuatro años dispuesto en el artículo 22, por tratarse de un plazo general.


El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación explicó que la idea del Ejecutivo es fijar un plazo estándar para todos los programas y procesos generales de mejoras de las escuelas de cuatro años. No obstante, precisó que en materia de recalificación puede reducirse este plazo a dos años, por tratarse de un plazo especial.


El Honorable Senador señor Navarro refirió que todo proceso educativo necesita de tiempo para medir las distintas secuencias pedagógicas del proceso de enseñanza. Expuso que teme que los sostenedores comiencen a presionar y a conceder incentivos con el fin de ser reclasificados, perdiendo de vista la finalidad de mejorar la calidad de la educación. Bajo este contexto, estimó más adecuado mantener el plazo general de cuatro años.


El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación aclaró que este plazo general de cuatro años se reduce a dos, sólo en el evento que el establecimiento educacional en recuperación cumpla con los estándares fijados para los establecimientos educacionales emergentes.


El Honorable Senador señor Núñez recordó que de la lectura del inciso final del artículo 22 del texto aprobado en general por el Senado se entiende que se requieren de cuatro años para solicitar la recalificación de un establecimiento educación en recuperación. Al aprobarse la indicación número 157, continuó, este plazo se reduciría a tres años.


La asesora de la Subsecretaría de Hacienda advirtió que el plazo de dos años es insuficiente para que un establecimiento educacional logre una recuperación. Agregó que para estar ante una verdadera recuperación se requieren de al menos tres mediciones consecutivas del SIMCE.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que el plazo fijado en el inciso final del artículo 22 se trata de un plazo general, por lo cual refirió que es más pertinente incluir este nuevo plazo de dos años a propósito de la indicación número 179 que intercala un nuevo texto al inciso primero del artículo 27 del texto aprobado en general por el Senado.


Explicó que la indicación número 179 establece una excepción para que los establecimientos educacionales en recuperación puedan solicitar su recalificación durante el segundo semestre del tercer año en ejercicio. Enseguida, sugirió modificar la indicación número 179, reemplazando el vocablo “tercer” por “segundo” para darle la posibilidad de ser recalificado en un plazo de dos años si ha logrado mejorar sus resultados.


El Honorable Senador señor Chadwick afirmó que esta norma debe establecer claramente la facultad para solicitar la recalificación de los colegios que obtienen buenos resultados académicos en un plazo menor a cuatro años. 


La señora Ministra instó a los miembros de la Comisión a aprobar la indicación número 179 con la modificación propuesta por el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación.


Por otra parte, el Honorable Senador señor Núñez planteó reemplazar la expresión “durante” por “a contar”, a fin de flexibilizar más aún el plazo para solicitar esta recalificación. 


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide precisó que la indicación número 179 debe ser aprobada con las siguientes modificaciones: primero, reemplazar la expresión “durante” por “ a contar” y, segundo, sustituir el vocablo “tercer” por “segundo”.


Enseguida, señaló que consecuencialmente debe darse por aprobada la indicación número 157 por estar subsumida en la indicación número 179.


La indicación número 157 queda subsumida en la indicación número 179 que se aprueba con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.
ARTÍCULO 23





“Artículo 23.- La resolución que clasifique a un establecimiento educacional en la categoría en Recuperación, conforme a lo señalado en el artículo anterior, pondrá término al derecho a impetrar la subvención preferencial por parte del sostenedor del establecimiento, a partir del año escolar siguiente, sin perjuicio del aporte a que se refiere el artículo 26.





Dicha resolución será notificada en forma personal o mediante carta certificada al sostenedor y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de su notificación.”.


La indicación número 158, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


El Honorable Senador señor Chadwick precisó que esta indicación tiene por objeto uniformar el sistema de recursos que se entregarán mediante esta subvención.


En votación la indicación número 158, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 159, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 158, para reemplazar, en su inciso primero, la palabra “pondrá” por “podrá poner”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación advirtió que esta norma no puede ser redactada en términos facultativos, ya que los recursos asignados a los establecimientos en recuperación sólo corresponderán a aportes y no a subvenciones.


En votación la indicación número 159, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

ARTÍCULO 25

Numero 1

“1) Lograr los estándares nacionales correspondientes a la categoría Emergentes en un plazo máximo de tres años a partir del año escolar siguiente al de la resolución del artículo anterior, mejorando el rendimiento académico de los alumnos prioritarios.”.

La indicación Nº 160, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir la frase “plazo máximo de tres años” por “plazo máximo de cuatro años”.


La Jefa de la División de Educación General del Ministerio de Educación señaló que esta indicación busca uniformar los plazos que establece esta norma.


En votación la indicación número 160, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. 

Número 2

“2) Cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación que establezca un equipo tripartito conformado por un representante del Ministerio de Educación, por el sostenedor, o un representante que éste designe, y por una entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 29. 


Dicho plan surgirá de un Informe de Evaluación de la Calidad Educativa del establecimiento, propuesto por la entidad externa antes referida.

El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de enseñanza y aprendizaje y sus prácticas, y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 22.”.


La indicación número 161, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su inciso tercero.


La indicación número 162, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número161, para reemplazar, en su inciso tercero, la palabra “abarcará” por “podrá abarcar”.


La indicación número 163, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 162, para suprimir, en su inciso tercero, la frase “como el proceso de enseñanza y aprendizaje y sus prácticas”.



El Honorable Senador señor Chadwick precisó que el Plan de Mejoramiento Educativo de los establecimientos educacionales no puede incluir a los procesos de enseñanza y de aprendizaje.


Enseguida, el Honorable Senador señor Núñez consultó al Ejecutivo qué se entiende por procesos de aprendizaje y sus prácticas.


La Jefa de la División de Educación General del Ministerio de Educación respondió que las prácticas de los procesos educativos corresponden a las distintas modalidades que emplean los docentes en el aula. Agregó que estas prácticas permiten a los educandos internalizar los respectivos procesos de enseñanza y de aprendizaje. Explicó que esta norma permitirá coordinar las técnicas pedagógicas con la gestión administrativa.


El Honorable Senador señor Núñez consideró que será muy dificultoso para el Ministerio de Educación evaluar simultáneamente los procesos de enseñanza y  las prácticas del aprendizaje.


El Honorable Senador seños Chadwick afirmó que el Ministerio de Educación no tiene la capacidad para evaluar la gestión administrativa y los procesos de enseñanza de los establecimientos educacionales.


La señora Ministra declaró que el Ministerio de Educación ya ha demostrado sus capacidades en la materia con la evaluación de las diversas escuelas focalizadas que se han implementado en el país.


En votación las indicaciones números 161, 162 y 163, son rechazadas por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

Número 3





“3) Aplicar las medidas de reestructuración contenidas en el Plan.





En caso de proponerse la reestructuración del equipo de docentes directivos, técnico-pedagógicos o de aula, a fin de superar las deficiencias detectadas por el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa en el personal del establecimiento educacional, el sostenedor deberá aplicar alguna o algunas de las siguientes medidas, sin que ninguna de ellas pueda considerarse como menoscabo para los docentes:





a) Redestinación de tareas y/o funciones.





b) Destinación del docente a otro establecimiento del mismo sostenedor que tenga la calificación de Autónomo o Emergente.





c) Desarrollo de planes de superación profesional para los docentes, pudiendo recurrirse para ello a la totalidad o parte de la jornada laboral contratada.”.


La indicación número 164, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar la siguiente letra d), nueva:


“d) Ofrecer la renuncia al docente”.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que esta indicación busca conceder al sostenedor la facultad de ofrecer la renuncia al docente.


El Jefe del Sector de la Dirección de Presupuestos comentó que esta indicación podría generar un grave conflicto con los docentes, ya que podrían perder su derecho a ser indemnizados.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que la renuncia es una causal de término de la relación laboral reconocida tanto en la legislación común, como en el Estatuto Docente, por tanto, afirmó que no tiene sentido aprobar esta indicación.


La indicación número 164 es retirada por sus autores.


La indicación número 165, del Honorable Senador señor Orpis, para suprimir las letras a) a la h), ambas inclusive, del inciso segundo del artículo 25. 

En votación la indicación número 165, es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. 

ARTÍCULO 26
Inciso primero




“Artículo 26.- Para diseñar y llevar a cabo las actividades señaladas en el artículo anterior, el Ministerio de Educación dispondrá de un aporte económico extraordinario para los sostenedores de los establecimientos educacionales declarados en Recuperación a que se refiere el artículo 22.”.


La indicación número 166, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, y número 167, del Honorable Senador señor Orpis, para suprimirlo.


En votación las indicaciones números 166 y 167, son rechazadas por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 168, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 166, para agregar a su inciso primero, la frase “, que se pagará bajo la modalidad de subvención por alumno prioritario matriculado”.


En votación la indicación número 168, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

Inciso segundo





“La suma anual de este aporte extraordinario será equivalente al monto que le correspondería al establecimiento educacional si se le aplicara la subvención establecida en la letra A del artículo 14, por el promedio de los alumnos prioritarios matriculados en los niveles correspondientes en el primer trimestre del año escolar, considerando el porcentaje de la asistencia media efectiva de los alumnos prioritarios registrada en los meses del año escolar inmediatamente anterior.”.


La indicación número 169, del Honorable Senador señor Núñez, para suprimir, en su inciso segundo, la frase “, considerando el porcentaje de la asistencia media efectiva de los alumnos prioritarios registrada en los meses del año escolar inmediatamente anterior”.


La indicación número 169 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por referirse al monto de la subvención.

Inciso cuarto





“Este aporte será entregado en cuotas mensuales, iguales y sucesivas; será objeto de un convenio complementario y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique, mediante resolución fundada, que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan aprobado.”.


La indicación número 170, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en su inciso cuarto, la palabra “suspenderá” por “podrá suspenderse”, suprimir la palabra “aprobado”, y agregarle la siguiente frase final: “, y así lo ratifique un informe emitido por la entidad a la que se refiere el artículo anterior”.



El Honorable Senador señor Chadwick estimó que no es recomendable que el Ministerio de Educación diseñe y apruebe los Planes de Mejoramiento Educativo de los establecimientos educacionales en recuperación.


En votación la indicación número 170, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

Inciso quinto





“En todo caso, un alumno prioritario que se traslade durante el año escolar de un establecimiento en Recuperación a cualquier otro, no dará derecho a impetrar la subvención escolar preferencial ni los aportes de los artículos 19 y 26 en el nuevo establecimiento, durante ese año.”.


La indicación número 171, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su inciso quinto.


El Honorable Senador señor Chadwick opinó que el aporte debe seguir al alumno prioritario, por lo cual en el evento que el alumno se cambie de establecimiento educacional durante el año escolar este aporte debe ser entregado al nuevo sostenedor.


El Jefe del Sector de la Dirección de Presupuestos explicó que la subvención la mantendrá el establecimiento educacional sólo hasta el término de ese año escolar.


El Honorable Senador señor Chadwick consideró más conveniente que el sostenedor pierda la subvención si el alumno prioritario se cambia de establecimiento educacional.


La señora Ministra refirió que estos aportes se entregan para implementar el Plan de Mejoramiento Educativo durante el año escolar. Bajo este contexto, sostuvo que es preferible que la subvención no se extinga por el cambio del alumno prioritario de establecimiento educacional.


El Honorable Senador señor Núñez informó que el alumno prioritario tendrá derecho a impetrar esta subvención al año escolar siguiente. 


Enseguida, propuso reemplazar en el inciso quinto del artículo 26 del texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado los términos “en el” por “al”, con el objeto de mejorar la redacción de esta norma, lo que aprobó unánimemente la Comisión.


El inciso quinto, con la modificación propuesta es del siguiente tenor:


“En todo caso, un alumno prioritario que se traslade durante el año escolar de un establecimiento en Recuperación a cualquier otro, no dará derecho a impetrar la subvención escolar preferencial ni los aportes de los artículos 19 y 26 al nuevo establecimiento, durante ese año.”.


En votación la indicación número 171, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 172, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 171, para suprimir, en su inciso quinto, la expresión “no”.


En votación la indicación número 172, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

Inciso sexto


“El reglamento a que alude el artículo 3º establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas.”.


La indicación número 173, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su inciso sexto.


En votación la indicación número 173, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 174, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 173, para suprimir, en su inciso sexto, la frase “y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas”.


En votación la indicación número 174, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 175, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar , a su inciso sexto, la siguiente frase final: “, así como los mecanismos por medio de los cuales los sostenedores podrán conocer la metodología utilizada para estos efectos”.


En votación la indicación número 175, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.

ARTÍCULO 27

Inciso primero


“Artículo 27.- Si concluido el plazo de tres años establecido en el Nº 1 del artículo 25, el establecimiento educacional en Recuperación alcanza los objetivos planteados con la reestructuración será clasificado como Emergente o Autónomo, según corresponda. Esta clasificación tendrá efecto a partir del año escolar siguiente.”.


La indicación número 176, del Honorable Senador señor Orpis, para suprimirlo.


En votación la indicación número 176, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 177, de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar, en su inciso primero, la palabra “tres” por “cuatro”, y la frase “planteados con la reestructuración” por “de los numerales 1, 2 y 3 de dicho artículo”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que esta indicación se relaciona con el inciso cuarto del artículo 22 del texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, en el cual se establece que los establecimientos educacionales clasificados en recuperación mantendrán esta categoría durante tres años contados desde el año escolar siguiente a aquél en que fueron clasificados en dicha categoría.


El Honorable Senador señor Núñez opinó que este plazo de cuatro años perjudica a los establecimientos educacionales que se han esforzado en mejorar sus resultados educativos.


El Jefe de la Unidad de Currículum y de Evaluación del Ministerio de Educación señaló que se requieren al menos de dos mediciones sucesivas del SIMCE para implementar un sistema objetivo de evaluación de los resultados educativos. Estimó que se requieren al menos tres años para reclasificar a un establecimiento educacional.


En votación la indicación número 177, se aprueba por tres votos a favor y dos en contra. Votan a favor los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y en contra los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.


La indicación número 178, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para intercalar, en su inciso primero, después de la palabra “clasificado”, el vocablo “automáticamente”.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que esta indicación debe ser aprobada en los mismos términos que la indicación número 144, porque regula la misma materia a propósito de los establecimientos educacionales emergentes.


En votación la indicación 178, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto y Núñez.


La indicación número 179, de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la primera oración de su inciso primero, la siguiente: “No obstante, los establecimientos educacionales en recuperación podrán solicitar durante el segundo semestre del tercer año el cambio a la categoría  de emergentes si sus evaluaciones  indican que ha logrado los estándares nacionales correspondientes a dicha categoría, renovándose en ese caso el convenio automáticamente por un nuevo período de 4 años con las adecuaciones pertinentes a la nueva clasificación.”.


Esta indicación fue debatida conjuntamente con la indicación número 157, como se describe con antelación en el cuerpo de este informe.


En votación la indicación número 179, se aprueba con modificaciones, quedando en ella subsumida la indicación número 157. Es aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.

Las modificaciones que se introducen en la indicación número 179 consisten en reemplazar la frase “durante el”, por “a contar del”; y “tercer año” por “segundo año”.


A propósito de la indicación número 179, unánimemente, la Comisión acuerda reabrir el debate de la indicación 112, la cual se vota y se aprueba por tres votos a favor y dos en contra. Votan a favor los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y en contra los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.
Inciso segundo


“Por otra parte, si el establecimiento en Recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, podrá el Ministerio de Educación revocar el reconocimiento oficial. Dicha resolución será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación y notificada al sostenedor por carta certificada.“.


La indicación número 180, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar su inciso segundo por los siguientes:


“Por otra parte, si el establecimiento en Recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, el Ministerio de Educación aplicará todas o algunas de las siguientes medidas, según corresponda:


a) Informar a todos los miembros de la comunidad escolar la circunstancia de que el establecimiento no ha alcanzado los resultados académicos esperados. Esta comunicación la efectuará el Ministerio de Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.


b) Ofrecer a las familias del establecimiento, la posibilidad de buscar otro centro educativo, entregándose los recursos económicos necesarios para facilitar el transporte de los alumnos al nuevo establecimiento seleccionado por aquéllos.


c) Entregar en concesión la administración del establecimiento. Para estos efectos el sostenedor elegirá a su sucesor, quien deberá cumplir con los requisitos previstos para revestir esta calidad, según lo establece la ley de subvenciones.


Con todo, si no es posible la aplicación de ninguna de las medidas señaladas precedentemente, el Ministerio podrá revocar el reconocimiento oficial. Dicha resolución será dictada por el Servicio Regional Ministerial de Educación y notificada al sostenedor por carta certificada.”.



La señora Ministra instó a los miembros de la Comisión a apoyar la presente indicación, siempre que se eliminen sus letras b) y c), y su inciso final.


El Honorable Senador señor Chadwick sugirió mantener la obligación contenida en la letra b) de esta indicación que establece que el Ministerio de Educación debe ofrecer a las familias de los establecimientos educacionales que no han alcanzado los resultados académicos esperados la posibilidad de buscar otro establecimiento educacional.


En votación la indicación número 180, es aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.





El inciso segundo del artículo 27 del texto aprobado en general por el Senado, es reemplazado por los siguientes incisos:


“Por otra parte, si el establecimiento en Recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, el Ministerio de Educación informará a todos los miembros de la comunidad escolar la circunstancia de que el establecimiento no ha alcanzado los resultados académicos esperados y ofrecerá a las familias del mismo, la posibilidad de buscar otro centro educativo. Esta comunicación la efectuará el Ministerio de Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.


El Ministerio podrá revocar el reconocimiento oficial. Dicha resolución será dictada por el Servicio Regional Ministerial de Educación y notificada al sostenedor por carta certificada.”.

ARTÍCULO 28





“Artículo 28.- La administración del régimen de la subvención escolar preferencial estará a cargo del Ministerio de Educación.





En tal virtud, le corresponderá:”.


La indicación número 181, del Honorable Senador señor Orpis, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 28.- Las infracciones a la presente ley serán sancionadas conforme lo dispuesto en el artículo 52, de la Ley de Subvenciones y mediante el procedimiento establecido en el artículo 53 de dicha ley.


Las multas y retenciones que se apliquen en virtud de la presente ley lo serán respecto de las subvenciones de esta ley y de aquéllas de la Ley de Subvenciones.”.

En votación la indicación número 181, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

Letra b)





“b) Suscribir los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa y los convenios complementarios, y verificar su cumplimiento;”.


La indicación número 182, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir la frase “, y verificar su cumplimiento”.


El Honorable Senador señor Chadwick precisó que la idea de esta indicación es evitar que el Ministerio de Educación tenga la doble atribución de ser parte en los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa y fiscalizador de su cumplimiento.


En votación la indicación número 182, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

Letra c)





“c) Efectuar la supervisión de la ejecución de los planes de mejoramiento educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25, y del cumplimiento del convenio del artículo 7º, informando de ello al sostenedor del establecimiento;”.


La indicación número 183, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazarla por la siguiente:


“c) Informar a los establecimientos y a la comunidad escolar que perciben subvención preferencial sobre el grado de avance de los planes de mejoramiento educativo.”.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que la presente indicación establece que el Ministerio de Educación deberá informar a la comunidad escolar que percibe esta subvención preferencial sobre el grado de avance de los Planes de Mejoramiento Educativo.


En votación la indicación número 183, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


A continuación, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide, acordaron modificar la letra c) del artículo 28 del texto del proyecto aprobado en general por el Senado, de la siguiente manera:





“c) Efectuar la supervisión de la ejecución de los planes de mejoramiento educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25, y del cumplimiento del convenio del artículo 7º, informando de ello al sostenedor del establecimiento y a la comunidad escolar que percibe subvención preferencial sobre el grado de avance de dichos planes;”.

Letra d)





“d) Determinar los instrumentos y la oportunidad en que se verificará el cumplimiento de los compromisos contraídos por los establecimientos educacionales que forman parte del régimen de la subvención preferencial;”.


La indicación número 184, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir la expresión “los instrumentos y“.



El Honorable Senador señor Núñez consideró más apropiada la expresión “instrumento”.



En votación la indicación número 184, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

Letra e)





“e) Realizar una supervisión y dar apoyo pedagógico permanente a los establecimientos clasificados como Emergentes o en Recuperación, lo cual podrá efectuarse en forma directa o por medio de organismos externos habilitados para ejercer esta función;”.


La indicación número 185, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirla.


En votación la indicación número 185, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

ARTÍCULO 29

Inciso primero





“Artículo 29.- El Ministerio de Educación elaborará un Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, las que podrán ser personas naturales o jurídicas y estarán habilitadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25; para lo indicado en el artículo 19 y para todas las demás funciones señaladas en el artículo 25.”.


La indicación número 186, del Honorable Senador señor Navarro, para reemplazar, en su inciso primero, la frase “las que podrán ser personas naturales o jurídicas y” por “personas jurídicas que”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que esta norma crea el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo e indicó que en un principio éste estaba únicamente integrado por personas jurídicas y que en la Cámara de Diputados se acordó incluir, también, a las personas naturales.


El Honorable Senador señor Núñez consideró que las personas jurídicas están más capacitadas para garantizan mejor sus obligaciones y responsabilidades.





En votación la indicación número 186 votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Núñez y en contra los Honorables Senadores señores Chadwick y Ruiz-Esquide. Se repite la votación y se produce el mismo resultado. 





En sesión posterior, el Honorable Senador señor Ruiz Esquide señaló que en esta oportunidad apoyará la presente indicación.


Repetida la votación por el doble empate producido, se aprueba la indicación por tres votos a favor y dos en contra. Votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y en contra, los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.


Enseguida, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación advirtió que debe modificarse el inciso tercero del artículo 29 del texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, eliminándose las palabras “personas y”, a fin de mantener la concordancia con la aprobación de la indicación número 186.

Inciso tercero





“El reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas y entidades para el ingreso y permanencia en el registro o subregistros de especialidades que se creen; el procedimiento de selección de las mismas; el tiempo de duración en el registro y las causales que originan la salida de éste, a fin de asegurar la calidad técnica y especialidad de dichas entidades. El Ministerio de Educación deberá mantener este registro con información actualizada sobre la asesoría proporcionada a los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención preferencial.”.


La indicación número 187, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir su inciso tercero por los siguientes:


“Este registro será abierto y accederán quienes reúnan los siguientes requisitos:

a) Personas naturales que tengan idoneidad técnica y profesional,  que estén en posesión de un título profesional o técnico otorgado por alguna universidad del Estado o reconocida por éste o por algún instituto de enseñanza profesional o técnica del Estado o cuyos programas de estudios se hayan aprobado por éste, y cuenten con experiencia calificada en materia educacional no inferior a tres años desde la recepción del título,

b) Personas jurídicas que dentro de sus objetivos contemplen el desarrollo de acciones acordes con los fines y objetivos de la actividad encomendada de conformidad a esta ley.

La concesión o denegación de la inscripción se dispondrá por resolución fundada del Ministerio de Educación, motivada en la concurrencia o ausencia de todos los requisitos señalados; la suspensión o revocación procederá en caso de ausencia o pérdida de alguno de los requisitos indicados.

La institución o persona a la cual se deniegue, suspenda o revoque la inscripción podrá solicitar reposición ante el mismo Ministro, e interponer en subsidio recurso jerárquico, por intermedio del Ministerio de Educación, ante el Presidente de la República, dentro del plazo de treinta días, contado desde que le sea notificada la resolución. Dicha solicitud deberá presentarse acompañando los antecedentes de hecho y de derecho que la fundamenten.”.

La indicación número 187 es retirada por sus autores.


La indicación número 188, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 187, para suprimir la primera oración de su inciso tercero.


La indicación número 188 es retirada por sus autores.

La indicación número 189, del Honorable Senador señor Navarro, para suprimir, en su inciso tercero, la expresión “personas y”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que esta indicación debe ser aprobada, como consecuencia de la aprobación de la indicación número 186.



En votación la indicación número 189, se aprueba por tres votos a favor y dos en contra. Votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y en contra, los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.


La indicación número 190, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, en la primera oración de su inciso tercero, a continuación de la frase “selección de las mismas;”, la frase “los mecanismos y organismos responsables de su evaluación y acreditación;”.


El Honorable Senador señor Navarro señaló que el reglamento también debe regular los mecanismos y organismos responsables de la acreditación de las entidades técnico pedagógicas que prestarán apoyo a los establecimientos educacionales para elaborar el Plan de Mejoramiento Educativo.


El Honorable Senador señor Núñez estimó que esta indicación enriquece el texto aprobado en general por el Senado.


El Honorable Senador señor Chadwick compartió lo expuesto por el Honorable Senador señor Núñez, en la medida que se entienda que el Ministerio de Educación no será el órgano encargado de evaluar a las entidades inscritas en el Registro que lleva dicho Ministerio.


En votación la indicación número 190, se aprueba por cuatro votos a favor y uno en contra. Votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Núñez. En contra vota el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

Inciso cuarto


“El establecimiento educacional que requiera la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo, conforme a lo señalado en el inciso primero, podrá elegir entre las entidades pedagógicas y técnicas de apoyo que formen parte del registro a que se refiere el citado inciso, oyendo al Ministerio de Educación.”.


La indicación número 191, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en su inciso cuarto, la frase “, oyendo al Ministerio de Educación”.


El Honorable Senador señor Chadwick estimó que no es necesario oír al Ministerio de Educación en el proceso de selección de la entidad técnico-pedagógica que ayudará al establecimiento educacional a elaborar su Plan de Mejoramiento Educativo.


La señora Ministra manifestó su apoyo a la presente indicación.


En votación la indicación número 191 se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.

La indicación número 192, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, a su inciso cuarto, la frase final “, no siendo vinculante su opinión para el sostenedor”.


La indicación número 192 es retirada por sus autores.


La indicación número 193, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación del inciso sexto, el siguiente, nuevo:


“El Ministerio debe disponer las condiciones, procesos y recursos para su propio robustecimiento técnico en los niveles regionales y provinciales, un modelo de asesoría con dotación profesional suficiente en número  y perfil técnico para garantizar el apoyo de excelencia que las escuelas requieren, sobre todo en aquellas zonas y casos donde la  oferta privada externa sea insuficiente o simplemente no exista.”.


El señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible esta indicación por importar nuevos gastos con cargo a los fondos del Estado, conforme al artículo 118 inciso tercero del Reglamento del Senado.

Inciso séptimo





“Las entidades registradas que presten asesoría a los establecimientos educacionales Emergentes y en Recuperación, y que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento de la presente ley, podrán ser eliminadas del Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.”.


La indicación número 194, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en su inciso séptimo, la frase “de conformidad a lo establecido en el reglamento de la presente ley”.



El Honorable Senador señor Chadwick declaró que los criterios de evaluación deben quedar consignados en la ley y no en un reglamento.


En votación la indicación número 194, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

La indicación número 195, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, a su inciso séptimo, la siguiente oración: “Para estos efectos se considerarán resultados insatisfactorios, la circunstancia de que la entidad respectiva en más de la mitad de los establecimientos asesorados por ella, no hayan alcanzado los logros académicos esperados, en un plazo de 8 años contados desde la contratación de sus servicios.”.



La indicación número 195 es retirada por sus autores.

Inciso octavo




“Regirán respecto de estas personas y entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.


La indicación número 196, del Honorable Senador señor Navarro, para suprimir, en su inciso final, la expresión “personas y”.

En votación la indicación número 196, se aprueba por tres votos a favor y dos en contra. Votan a favor los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. En contra votan los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

ARTÍCULO 30





“Artículo 30.- El Ministerio de Educación entregará anualmente a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados un informe describiendo las acciones y evaluando los avances en cada uno de los establecimientos educacionales con más de quince por ciento de alumnos prioritarios, y los aportes educativos y de todo tipo que haya efectuado la instancia responsable de dicho Ministerio.”.


La indicación número 197, del Honorable Senador señor Orpis, para suprimir los Nºs. 2 y 5 del artículo 30 del proyecto. (TEXTUAL)


En votación la indicación número 197, es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.
ARTÍCULO 31





“Artículo 31.- La dirección de los establecimientos educacionales deberá llevar un libro diario de ingresos y gastos.





En los ingresos deberán incluirse todas las transferencias del Ministerio de Educación, de la municipalidad o de otras fuentes.





En los gastos deberán incluirse los sueldos y demás desembolsos por concepto de mantención, adquisición de materiales, giras de estudio, u otros.”.


La indicación número 198, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


En votación la indicación número 198, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

La indicación número 199, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 198, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 31.- La dirección de los establecimientos educacionales deberá entregar un balance con la ejecución de sus recursos al Mineduc anualmente en base a como está establecido en la ley de subvenciones.


En los ingresos deberán incluirse todas las transferencias del Ministerio de Educación, de la municipalidad o de otras fuentes.


En los gastos deberán incluirse los sueldos y demás desembolsos por concepto de mantención, adquisición de materiales, giras de estudio, u otros.”.


La indicación número 199 es retirada por sus autores.


La indicación número 200, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 31.- La dirección de los establecimientos educacionales deberá llevar un registro de sus ingresos y gastos en la forma que se estime como las más convenientes para asegurar la transparencia y permitir el control en la utilización de sus recursos.”.

En votación la indicación número 200, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.
ARTÍCULO 32





“Artículo 32.- Los miembros del equipo directivo del establecimiento (director, subdirector, inspector general, jefe de unidad técnico-pedagógica y otros, si los hubiere) deberán impartir a lo menos cuatro horas semanales de clases de aula.”.


La indicación número 201, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


En votación la indicación número 201, es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.

La indicación número 202, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 32.- Los miembros del equipo directivo del establecimiento educacional podrán impartir clases en aula en la medida de que con ello no se perjudique el adecuado desarrollo de sus  funciones directivas.”.

En votación la indicación número 202, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.

La indicación Nº 203, del Honorable Senador señor Núñez, para intercalar, a continuación del artículo 32, el siguiente, nuevo:


“Artículo… .- Los establecimientos educacionales de más de 500 alumnos deberán contar con un Administrador que junto con llevar el libro de ingresos y gastos, libere al director del establecimiento de las funciones administrativas.”.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, declaró inadmisible la indicación número 203, conforme al inciso tercero del artículo 118 del Reglamento del Senado,  por implicar nuevos gastos para los sostenedores de los establecimientos educacionales municipales, por obligar a los colegios que tengan más de 500 alumnos a contratar a un administrador para llevar el libro de ingresos y gastos, y gestionar las funciones administrativas del establecimiento.


La indicación Nº 204, del Honorable Senador señor Núñez, para intercalar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo … .- Facúltase al Ministro de Educación para reorganizar el Ministerio en función de las responsabilidades de supervisión, administración, evaluación y apoyo técnico pedagógico que le plantea la relación con los establecimientos con alumnos prioritarios. La reorganización puede considerar entre otros la modificación de los Departamentos Provinciales, la creación de equipos especializados, la reasignación de funciones a organismos y profesionales del Ministerio.”.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, declaró inadmisible la indicación número 204, según lo dispone el inciso final del artículo 118 del Reglamento del Senado, por conceder nuevas atribuciones al Ministerio de Educación, materia que es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Párrafo 7º


La indicación número 205, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


En votación la indicación número 205, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.
ARTÍCULO 33





“Artículo 33.- Son infracciones graves a la presente ley, además de las consignadas en la oración final de la letra c) del inciso segundo y en el inciso tercero del artículo 50 de la Ley de Subvenciones.




1) El incumplimiento de los requisitos establecidos en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 6º y de los compromisos esenciales señalados en el artículo 7º;





2) El incumplimiento de los compromisos adicionales establecidos en el artículo 18 para los establecimientos educacionales emergentes, y





3) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 25 para los establecimientos educacionales en recuperación.”.


La indicación número 206, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 33.-  Las infracciones a la presente ley serán infracciones menos graves o graves, de conformidad a los incisos siguientes.


Se considerarán infracciones menos graves:


a) El incumplimiento de dos o más de los requisitos establecidos en el artículo 5º y de los compromisos esenciales asumidos con la firma del Convenio a que se refiere el artículo 7°;


b) El incumplimiento de dos o más de los compromisos adicionales establecidos en el artículo 18 para los establecimientos educacionales emergentes, y


c) El incumplimiento de dos o más de las obligaciones establecidas en el artículo 25 para los establecimientos educacionales en recuperación.


Se considerarán infracciones graves:


a) El incumplimiento reiterado de los requisitos establecidos en el artículo 6º y los compromisos esenciales asumidos con la firma del Convenio a que se refiere el artículo 7°;


b) El incumplimiento reiterado de los compromisos adicionales establecidos en el artículo 18 para los establecimientos educacionales emergentes, y


c) El incumplimiento reiterado de las obligaciones establecidas en el artículo 25 para los establecimientos educacionales en recuperación.”.

El Honorable Senador señor Chadwick señaló que esta indicación propone una graduación de las sanciones que se pueden aplicar por la infracción a la presente ley.


La señora Ministra sostuvo que no comparte el sentido de esta indicación, porque esta graduación ya está regulada en la Ley de Subvenciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado consta en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Educación.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación recordó que el artículo 50 de la Ley de Subvenciones establece un sistema de graduación de infracciones menos graves y graves y advirtió que el encabezado del artículo 33 del texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado se remite a este artículo. Bajo este contexto, arguyó que esta indicación es innecesaria.


El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación comentó que este artículo agrega nuevas sanciones a las ya contempladas en el artículo 50 de la Ley de Subvenciones.


En votación la indicación número 206, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión acordaron, con el fin de mejorar la redacción del encabezado del artículo 33 del texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, agregar, a continuación de la palabra “Subvenciones”, la siguiente frase final:


“, las siguientes:”.

La indicación número 207, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 206, para intercalar, en sus numerales 1), 2) y 3), después de la expresión “El incumplimiento”, la palabra “reiterado”.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide pidió que se aclare qué se entiende por el concepto “reiterado”.


El Honorable Senador señor Núñez explicó que este término involucra la repetición de una conducta determinada por más de una vez.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación observó que en este caso es preferible que el incumplimiento se genere bastando una sola infracción a los requisitos enunciados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 6° del presente proyecto de ley.


En votación la indicación número 207, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

ARTÍCULO 34

Inciso segundo





“Las multas y retenciones que se apliquen en virtud de la presente ley lo serán respecto de las subvenciones y aportes de esta ley y de aquéllas de la Ley de Subvenciones.”.


La indicación número 208, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su inciso segundo.


En votación la indicación número 208, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 209, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 208, para suprimir, en su inciso segundo, la frase “y de aquéllas de la Ley de Subvenciones”.


En votación la indicación número 209, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 210, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregarle el siguiente inciso nuevo:


“En la aplicación de estas sanciones, el Ministerio de Educación cautelará que su imposición no afecte el funcionamiento del establecimiento ni la regularidad del proceso educativo de sus alumnos.”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación advirtió que esta indicación podría servir de fundamento para que los sostenedores sancionados soliciten que se deje sin efecto una sanción.


En votación la indicación número 210, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

ARTÍCULO 35





“Artículo 35.- En todo lo no previsto en este párrafo, en materia de infracciones, retenciones, descuentos y sanciones se aplicarán las normas del Título IV de la Ley de Subvenciones.”.


La indicación número 211, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


En votación la indicación número 211, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.
ARTÍCULO 36


“Artículo 36.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación:”.
Número 2





“2) Modifícase el artículo 2º en el siguiente sentido:



a) Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones “ante el Estado” y “la responsabilidad” la expresión “y la comunidad escolar”.



b) Sustitúyese su inciso tercero por los siguientes:



“El sostenedor o su representante legal deberá cumplir con los siguientes requisitos:



a) Contar, a lo menos, con título profesional de al menos 8 semestres.



b) No estar inhabilitado para ser sostenedor por haber cometido algunas de las infracciones graves señaladas en el artículo 50 de la presente ley.



c) No haber sido condenado por crimen o simple delito.



Tratándose de una persona jurídica, cada uno de sus socios, representantes legales, gerentes, administradores o directores, deberán cumplir con los requisitos señalados en el inciso anterior.



Además, serán solidariamente responsables ante los padres y apoderados de las obligaciones civiles que se deriven por cobros indebidos realizados por el establecimiento educacional a éstos.”.


La indicación número 212, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


El Honorable Senador señor Núñez señaló que prefiere el texto del artículo 36 numeral 2) aprobado en general por el Senado, porque acoge el concepto de la comunidad escolar. 


En votación la indicación número 212, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

Letra a)





a) Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones “ante el Estado” y “la responsabilidad” la expresión “y la comunidad escolar”.

La indicación número 213, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimirla.


En votación la indicación número 213, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

Número 3





“3) Agrégase a la letra f) del artículo 6º el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero:





“Si el sostenedor es una persona jurídica, ninguno de sus socios, directores o miembros, en su caso, podrá tener obligaciones pendientes derivadas de cobros indebidos a padres o apoderados o deudas laborales o previsionales, originadas por la prestación de servicios educacionales realizados con anterioridad, sea que haya sido sostenedor persona natural, o socio, director o miembro de la persona jurídica que detentaba la calidad de sostenedor de la o las administraciones en que nacieron las obligaciones que se encuentran pendientes.”.


La indicación número 214, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.



En votación la indicación número 214, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 215, de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del numeral 3), el siguiente, nuevo:


“…) Agrégase al inciso cuarto del artículo 12, a continuación de la expresión “artículo 11” la frase “y la subvención educacional preferencial por los alumnos prioritarios en caso de que sea procedente”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que esta indicación faculta a los establecimientos educacionales rurales ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico que tienen una matrícula igual o inferior a 17 alumnos a percibir, también, esta subvención preferencial en caso que sea procedente. 


En votación la indicación número 215, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.
Número 4

Letra a)




“4) Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:





a) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la letra d), la siguiente letra e) nueva:





“e) Incumplimiento de la obligación de informar prevista en los artículos 64 y 65;”;

La indicación número 216, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su letra a).



En votación la indicación número 216, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

Letra b)


“b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la letra h), la siguiente letra i) nueva:





“i) Permanecer dos años a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificado en la categoría de establecimiento con Necesidad de Medidas Especiales, de conformidad a lo establecido en el artículo 66, sin haber aplicado las medidas propuestas por el Ministerio de Educación para superar dicha categoría.”.

La indicación número 217, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su letra b).


En votación la indicación número 217, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

Número 5


“5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 52 por el siguiente:





“Las sanciones consistirán en:





a) Multas, las que no podrán ser inferiores a un cinco por ciento ni exceder del cincuenta por ciento de una unidad de subvención educacional por alumno matriculado a la fecha en que se incurre en la infracción.





b) Privación de la subvención, que puede ser total o parcial, definitiva o temporal.





En caso de privación temporal, ésta no podrá exceder de doce meses consecutivos.





c) Revocación del reconocimiento oficial, y





d) Inhabilidad temporal o perpetua del sostenedor para mantener o participar de cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales subvencionados, la que en el caso del sostenedor que sea persona jurídica se entenderá aplicada a sus socios, representantes legales, gerentes, administradores y directores.”.

La indicación número 218, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazarlo por el siguiente:


“5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 52 por el siguiente:


Las sanciones consistirán en:


a) Multas, las que no podrán ser inferiores a un cinco por ciento ni exceder del cincuenta por ciento de una unidad de subvención educacional por alumno matriculado a la fecha en que se incurre en la infracción.


b) Privación de la subvención, que puede ser total o parcial, definitiva o temporal.


En caso de privación temporal, ésta no podrá exceder de doce meses consecutivos.


c) Suspensión de la subvención,


d) Revocación del reconocimiento oficial, y


e) Inhabilidad temporal o perpetua del sostenedor para mantener o participar de cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales subvencionados, la que en el caso del sostenedor que sea persona jurídica se entenderá aplicada a sus socios, representantes legales, gerentes, administradores y directores.”.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ruiz-Esquide declaró inadmisible la indicación número 218, en virtud del artículo 118 del Reglamento del Senado, por establecer un régimen sancionatorio que otorga nuevas facultades al Ministerio de Educación.

Número 6




“6) Agrégase en el artículo 52 al final de su inciso tercero lo siguiente:





El Ministerio de Educación llevará un registro actualizado de los sostenedores y de los representantes legales, directores, socios o miembros de sostenedores personas jurídicas que hayan sido inhabilitados por aplicación de esta ley.”.

La indicación número 219, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso propuesto, después de la palabra “registro”, la expresión “público y”.

En votación la indicación número 219, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.
Número 7




“7) En el artículo 53, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:





Una vez notificado el sostenedor o su mandatario de la resolución que ordena instruir proceso, el Secretario Regional Ministerial de Educación podrá, como medida precautoria, ordenar, mediante resolución fundada, la retención inmediata, ya sea total o parcial, del pago de la subvención, atendida la naturaleza y cuantía de la presunta infracción.”.


La indicación número 220, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


En votación la indicación número 220, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

Número 8


“8) Agréganse los siguientes artículos 64, 65, 66 y 67:





“Artículo 64.- Para los efectos de esta ley, el Ministerio de Educación mantendrá una base de datos que contendrá la información relevante de todos los establecimientos educacionales subvencionados necesaria para que los Consejos Escolares y los padres y apoderados, así como la comunidad escolar, puedan formarse una apreciación respecto al aporte del establecimiento al aprendizaje de sus alumnos.





Esta base será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla.





Los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el Ministerio de Educación necesaria para la mantención de esta base de datos, y en especial aquella información mencionada en el artículo 8º de la ley Nº 19.979.





Un reglamento fijará la forma y modalidad en que deberá llevarse la base de datos, junto con la periodicidad, manera de actualización y la información que ésta deberá contener.





Artículo 65.- A partir de la información contenida en la base de datos establecida en el artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relevante para los fines establecidos en el artículo anterior de cada establecimiento escolar sujeto a esta ley. 





La Ficha Escolar será distribuida a los respectivos establecimientos educacionales, y será obligación de éstos su entrega a los padres y apoderados y también a los postulantes al establecimiento. 





La información a que se refiere el inciso precedente estará siempre a disposición de cualquier interesado. 





El reglamento determinará la periodicidad, modalidad e información que deberá contener la Ficha Escolar.





Artículo 66.- El Ministerio de Educación, de acuerdo a la información contenida en la base de datos a que se refiere el artículo 64, deberá clasificar a todos los establecimientos subvencionados del país, participen o no en el Régimen de Subvención Preferencial, según las diversas características que establezca el reglamento. Dicha clasificación deberá contemplar una categoría de Establecimientos con Necesidad de Medidas Especiales que incluirá a aquellos que hayan obtenido resultados reiteradamente deficientes en el rendimiento de sus alumnos en función de los estándares nacionales que se establezcan para tal efecto en el decreto a que se refiere el artículo 8º de la Ley de Subvención Escolar Preferencial.





Para determinar la clasificación de los establecimientos se deberán considerar los resultados de aprendizaje de sus alumnos, medidos a través de los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para tal efecto. El número de mediciones en las cuales se muestren dichos resultados en ningún caso podrá ser inferior a dos.





Por decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Educación, se determinarán los criterios y el procedimiento de clasificación de los establecimientos educacionales de que trata este artículo.





Asimismo, dicho decreto supremo establecerá los plazos en que los establecimientos educacionales serán sometidos a evaluaciones sucesivas que permitan reclasificarlos en otra categoría, si fuese procedente.





La resolución que clasifique a los establecimientos educacionales será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente.





De dicha resolución podrá apelarse ante el Subsecretario de Educación, en un plazo de 15 días contado desde la notificación de la resolución que determina la categoría en que es clasificado un establecimiento educacional.





Artículo 67.- En el caso de los Establecimientos Educacionales con Necesidades de Medidas Especiales señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Educación podrá proponer, anualmente, medidas para que dichos establecimientos superen esa categoría.





Los establecimientos que impartan a lo menos hasta cuarto año de educación general básica que permanezcan más de dos años en esta categoría a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificados, perderán el derecho a impetrar toda subvención, a menos que asuman las obligaciones y adopten las medidas establecidas en el artículo 22 de la Ley de Subvención Escolar Preferencial, caso en el cual tendrán derecho de recibir los apoyos establecidos en el párrafo 4º de la misma ley.”.

La indicación número 221, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituirlo por el siguiente:


“8) Agréganse los siguientes artículos 64, 65 y 66.


Artículo 64.- Para los efectos de esta ley, el Ministerio de Educación mantendrá una base de datos que contendrá la información relevante de todos los establecimientos educacionales subvencionados necesaria para que los Consejos Escolares y los padres y apoderados, así como la comunidad escolar, puedan formarse una apreciación respecto al aporte del establecimiento al aprendizaje de sus alumnos.


Esta base será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla.


Para estos efectos se entenderá por información relevante aquélla que diga relación con la modalidad de enseñanza que se imparte, dependencia del establecimiento, número de alumnos matriculados, número de vacantes por cada año escolar, número de profesores, resultados obtenidos en la prueba denominada “Sistema de Medición de la Calidad Educacional”, resultados obtenidos por los alumnos que rindieron la prueba de selección universitaria, clasificación urbana o rural y, en especial aquella información mencionada en el artículo 8º de la ley Nº 19.979.


Artículo 65.- A partir de la información contenida en la base de datos establecida en el artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relevante para los fines establecidos en el artículo anterior de cada establecimiento escolar sujeto a esta ley. 


La Ficha Escolar será distribuida a los respectivos establecimientos educacionales, y será obligación de éstos su entrega a los padres y apoderados y también a los postulantes al establecimiento. 


La información a que se refiere el inciso precedente estará siempre a disposición de cualquier interesado. 


Artículo 66.- El Ministerio de Educación, de acuerdo a la información contenida en la base de datos a que se refiere el artículo 64, deberá clasificar a todos los establecimientos subvencionados del país, participen o no en el Régimen de Subvención Preferencial, según los estándares y categoría fijadas de conformidad a ellos, en los términos previstos en la ley orgánica constitucional de Enseñanza.


La resolución que clasifique a los establecimientos educacionales será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente.


De dicha resolución podrá apelarse ante el Subsecretario de Educación, en un plazo de 15 días contado desde la notificación de la resolución que determina la categoría en que es clasificado un establecimiento educacional.”.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ruiz-Esquide declaró inadmisible la indicación número 221, según lo dispuesto en los incisos tercero y séptimo del artículo 118 del Reglamento del Senado, porque plantea crear una base de datos, lo que involucra nuevos gastos para el Estado y concede nuevas atribuciones al Ministerio de Educación. 


La indicación número 222, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso primero del artículo 66 propuesto, la expresión “artículo 8º” por “artículo 10”.



El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que esta indicación soluciona un error de referencia normativa.



En votación la indicación número 222, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.

La indicación número 223, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Coloma, para consultar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo… .- Introdúcese la siguiente modificación al decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998:


Intercálase, a continuación del Párrafo 8º del Título III, el siguiente Párrafo 9º, nuevo:




“Párrafo 9º

De la Subvención Escolar Preferencial


Artículo 49 bis.- Créase una subvención educacional denominada preferencial, que se impetrará por los alumnos prioritarios, que estén cursando 1º ó 2º nivel de transición de la educación  parvularia y educación general básica.


Tendrán derecho a la subvención educacional preferencial  los establecimientos educacionales regidos por los Títulos I y II de este decreto con fuerza de ley.


Artículo 49 bis A.- Para los efectos de la aplicación de la subvención preferencial se entenderá por prioritarios a los alumnos para quienes la situación económica de sus hogares dificulte sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo.


La calidad de alumno prioritario será calificada por el Ministerio de Educación, directamente o a través de los organismos de su dependencia que éste determine, de acuerdo a los siguientes criterios:


a) Los alumnos cuya familia pertenezca al Sistema Chile Solidario tendrán la calidad de prioritarios por el solo ministerio de la ley.


b)  Los alumnos de familias no comprendidas en la letra precedente serán considerados prioritarios, para los efectos de esta ley, cuando hayan sido caracterizados como indigentes por el instrumento de caracterización socioeconómica del hogar vigente.


c) Los alumnos de familia no comprendidas en las letras anteriores tendrán la calidad de prioritarios cuando sus padres o apoderados hubieren sido clasificados en el tramo A del Fondo Nacional de Salud.


d) Tratándose de alumnos cuyos hogares no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar, de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente, o que no hayan quedado comprendidos en las letras anteriores, para los efectos de su calificación como prioritarios, se considerará en orden sucesivo, los ingresos familiares del hogar, la escolaridad de la madre y, en su defecto, la del padre o apoderado con quienes viva el alumno, en la forma que establezca el reglamento.


La calidad de alumno prioritario será informada por el Ministerio de Educación a la familia de dicho alumno.


Artículo 49 bis B.- La forma de realizar  la calificación de alumno prioritario será definida en un reglamento, mediante normas de carácter general, elaborado por el Ministerio de Educación, el cual llevará, además, la firma del Ministro de Hacienda.


Artículo 49 bis C.- El valor unitario mensual de la subvención preferencial por alumno prioritario para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (USE), será equivalente a:


a) Para el 40% más pobre, según la caracterización socioeconómica que se realice de conformidad al artículo 49 bis A, se incrementará en un sesenta por ciento la subvención a que se refiere el artículo 9º de este decreto con fuerza de ley.


b) Para el 20% siguiente, según la caracterización socioeconómica que se realice de conformidad al artículo 49 bis A, se incrementará en un treinta por ciento la subvención a que se refiere el artículo 9º de este decreto con fuerza de ley.


Estos valores deberán ser revisados cada dos años por un equipo compuesto por un representante del Ministerio de Educación, un representante de los colegios municipales y un representante de los colegios particulares subvencionados, en la forma que establezca el reglamento. Dicho reglamento determinará la forma en que se materializará esta revisión, debiendo considerar la entrega de una propuesta formal al Ministerio sobre posibles cambios en los montos entregados a cada tipo de alumno.


Artículo 49 bis D.-  Los sostenedores de establecimientos educacionales percibirán mensualmente  la subvención preferencial y se pagará  por los alumnos prioritarios  matriculados en ellos. Su monto se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo anterior por la asistencia media promedio de los alumnos prioritarios durante los tres meses precedentes al pago.


En los meses no comprendidos en el año escolar y en el primer mes del año referido se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 13 de este decreto con fuerza de ley, aplicado a los alumnos prioritarios. Asimismo, respecto a la suspensión de clases o actividades escolares por un mes calendario, se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo citado.


Artículo 49 bis E.- Los establecimientos educacionales que perciban esta subvención deberán cumplir con los siguientes requisitos:


a) Cumplir con el estándar de calidad en materia de rendimiento académico establecido en la ley orgánica constitucional de enseñanza y fijado en función de los resultados que se obtengan por aplicación del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


b) Informar a los postulantes al establecimiento y a los padres y apoderados  sobre el proyecto educativo y su reglamento interno.


Los padres y apoderados de los alumnos postulantes que opten por un establecimiento educacional, deberán aceptar por escrito el proyecto educativo o ideario del establecimiento educacional.


c) Entregar en el mes de marzo de cada año  a la comunidad escolar y al Ministerio de Educación un balance con los ingresos y gastos de los recursos percibidos por concepto de subvención preferencial y de los demás aportes contemplados en esta ley.


La comunicación efectuada al Ministerio de Educación sólo tendrá por objeto acreditar el cumplimiento de esta obligación.


d) Informar a los padres y apoderados del alumnado del establecimiento sobre la existencia de esta subvención en su establecimiento, con especial énfasis en las metas fijadas en materia de rendimiento académico según los resultados esperados y fijados de conformidad a la letra a) de este artículo.


Artículo 49 bis F.- Los establecimientos que perciban esta subvención serán evaluados cada cuatro años a fin de medir el cumplimiento de los logros académicos de todos los alumnos, conforme  a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter  nacional aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el período a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.


Si el resultado de esa evaluación indica que no han alcanzado los logros académicos fijados, el sostenedor de dicho establecimiento terminará de recibir los aportes que esta ley establece por concepto de subvención preferencial. Dicha evaluación  se comunicará a los padres y apoderados por carta certificada del Ministerio de Educación, a quienes se les ofrecerá la posibilidad de buscar otro centro educativo, entregándose los recursos económicos necesarios para facilitar el transporte de los alumnos al nuevo establecimiento seleccionado por aquéllos.


Artículo 49 bis G.- En todo lo no previsto en este Párrafo, en materia de infracciones, retenciones, descuentos y sanciones se aplicarán las normas del Título IV de esta ley.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ruiz-Esquide declaró inadmisible la indicación número 223, en conformidad al artículo 118 del Reglamento del Senado, por referirse a la forma de pago de esta subvención.

ARTÍCULO 37





“Artículo 37.- Modifícase el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación, en el siguiente sentido:”
Número 2
Letra c)





“2) Introdúcese la siguiente letra c), nueva, pasando la actual a ser d), y así sucesivamente:





c) Por incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función, tales como la no concurrencia del docente a sus labores en forma reiterada, impuntualidades reiteradas del docente, incumplimiento de sus obligaciones docentes conforme a los planes y programas de estudio que debe impartir, abandono injustificado del aula de clases o delegación de su trabajo profesional en otras personas.





Se entenderá por no concurrencia en forma reiterada del docente faltar sin causa justificada durante dos días seguidos, dos lunes en el mes o un total de tres días en igual periodo, y por impuntualidades reiteradas cuando éstas excedan el uno por ciento del total de horas contratadas semanalmente, según el modo de cómputo que establezca el reglamento.





La solicitud de remoción de un docente por esta causal deberá presentarse ante el Concejo por el Alcalde, por el Jefe del Departamento de Administración Educacional Municipal o por el Director del establecimiento, acompañando un informe fundado. El Concejo deberá pronunciarse dentro del plazo de quince días, debiendo contar con la aprobación de los dos tercios de sus miembros.”.

La indicación número 224, del Honorable Senador señor Horvath, para agregarle el siguiente inciso nuevo:


“Para hacer efectiva la causal establecida en esta letra, se requerirá en todo evento de un sumario previo seguido conforme a la ley.”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que el artículo 37 del texto aprobado en general por el Senado modifica al artículo 72 del Estatuto Docente (decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997 del Ministerio de Educación) que se refiere a las causales de término de la relación laboral docente. Explicó que esta norma tiene por objeto agregar una nueva letra c) que desglosa los casos de incumplimiento grave de las obligaciones que impone la función docente.


El Honorable Senador señor Núñez consultó si esta norma fue conversada previamente con el Colegio de Profesores.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación aclaró que la incorporación de esta norma no correspondió a una iniciativa del Ejecutivo.


Enseguida, el Honorable Senador señor Núñez estimó que su inciso final puede adolecer de un vicio de inconstitucionalidad, porque el procedimiento propuesto para materializar la remoción de un docente es inadecuado, ya que el Concejo no tiene las facultades para pronunciarse sobre el despido de un docente.


El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación reconoció que podría ser complicado involucrar a un órgano político en la decisión del despido de un docente.


El Honorable Senador señor Núñez consideró más apropiado la tramitación de un sumario administrativo para materializar el despido de un docente.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que esta norma ya está contemplada en el artículo 70 del Estatuto Docente para el caso de la remoción de los directores o de los profesionales que cumplen funciones docente-directivas o técnico-pedagógicas.



El Honorable Senador señor Núñez advirtió que esta norma está modificando la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado consta en el decreto con fuerza de ley N° 1 del Ministerio del Interior, de 2006, ya que le entrega una nueva función al Concejo Municipal.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación refirió que el procedimiento establecido en el inciso tercero de la letra c) del numeral 2) del artículo 37 del texto aprobado en general por el Senado es una réplica del procedimiento consagrado en el artículo 70 bis de la ley N° 19.700 que aprobó el Estatuto Docente, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado consta en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1997. Esta norma, continuó, establece la facultad del Concejo, por los dos tercios de sus miembros, para remover de sus funciones al Director o al profesional que cumpla funciones docente-directivas o técnico-pedagógicas que ha obtenido dos veces consecutivas una evaluación insatisfactoria. Informó que la inclusión de esta norma fue una iniciativa de los Honorable Diputados señora Tohá y señor Montes y que no fue patrocinada por el Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Chadwick recordó que este numeral modifica al Estatuto Docente.


El Honorable Senador señor Núñez planteó votar por separado la indicación número 224 y, luego, la supresión del inciso tercero de la letra c) del numeral 2) del artículo 37 del texto aprobado en general por el Senado. 



En votación la indicación número 224, se rechaza por tres votos en contra y dos abstenciones. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. Se abstienen los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.




A continuación, el Honorable Senador señor Núñez, hizo reserva de constitucionalidad y solicitó votación separada del inciso tercero de la letra c), del numeral 2) del artículo 37, del texto aprobado en general por el Senado, cuyo tenor  es el siguiente:





“La solicitud de remoción de un docente por esta causal deberá presentarse ante el Concejo por el Alcalde, por el Jefe del Departamento de Administración Educacional Municipal o por el Director del establecimiento, acompañando un informe fundado. El Concejo deberá pronunciarse dentro del plazo de quince días, debiendo contar con la aprobación de los dos tercios de sus miembros.”.




En votación la supresión del inciso tercero de la letra c) nueva, se aprueba su supresión con los votos de los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y por mantenerlo votan los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.


Luego de votar la supresión del inciso tercero de la letra c) del numeral 2) del artículo 37 del texto aprobado en general por el Senado, el Honorable señor Chadwick solicitó al Ejecutivo que aclare cómo quedaría esta norma.


EL Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que el numeral 2 del artículo 37 del texto aprobado en general por el Senado agrega una nueva letra c) al artículo 72 del Estatuto Docente, Este artículo, prosiguió, enumera las causales por las cuales un profesional de la educación que forma parte de la dotación docente del sector municipal puede ser removido.





Enseguida, refirió que la nueva letra c) que se pretende agregar incluye una nueva causal de despido, la que se configuraría por el incumplimiento grave de las obligaciones que impone la función docente. Agregó que la supresión del inciso tercero de esta nueva letra c) en nada afectaría a la aplicación de esta causal, ya que ésta se regiría por las reglas generales que consagra el Estatuto Docente para poner término a la relación laboral de un docente.
ARTÍCULO 38

“Artículo 38.- El mayor gasto fiscal que representen las subvenciones a que se refiere el artículo 14, el aporte adicional a que se refiere el artículo 19 y el aporte económico extraordinario del artículo 26, se financiará con cargo a los recursos que contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público. El mayor gasto que represente esta ley para el Ministerio de Educación, por sobre la subvención y aportes anteriormente señalados, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto de dicho Ministerio.”.

La indicación número 224 bis de S..E. la señora Presidenta de la República, propone intercalar, entre las frases “artículo 14,” y “el aporte adicional”, la frase “la subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis,”.





En votación la indicación número 224 bis se aprueba por tres votos a favor y dos abstenciones. Votan a favor los Honorables Senadores señores Letelier, Navarro y Ruiz-Esquide. Se abstienen los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS PRIMERO A NOVENO


La indicación número 225, del Honorable Senador señor Orpis, para reemplazarlos por el siguiente:


“Artículo transitorio.- Dentro del primer año de vigencia  de la presente ley, todos los establecimientos educacionales, sean éstos particulares, particulares subvencionados o subvencionados, se considerarán como dentro de un mismo grado de exigencia para los efectos del artículo 6º del presente proyecto de ley.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ruiz-Esquide declaró inadmisible la indicación número 225, porque amplía la concesión de esta subvención a los colegios particulares y, por ende, involucra nuevos gastos para el Estado, según lo dispone el artículo 118 del Reglamento del Senado.

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO





“Artículo primero.- Los establecimientos que postulen y se incorporen al régimen de subvención preferencial durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, podrán ser clasificados en la categoría de Autónomos en la oportunidad que señala el artículo 12, si cumplen los siguientes requisitos relacionados con los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, esto es:





a) Que su puntaje promedio como establecimiento sea mayor que el puntaje promedio del establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.





b) Que el porcentaje de alumnos sobre 250 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.




c) Que el porcentaje de alumnos sobre 300 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.





Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento correspondiente.





Además, deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:





a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;





b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;





c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;





d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y




e) Evaluación del cuerpo docente, en el caso del sector municipal.





En el mismo período señalado en el inciso primero, la clasificación a que se refiere el artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.





En el mismo período señalado en el inciso primero, los establecimientos educacionales que se incorporen al régimen de subvención preferencial que no cumplan los requisitos de este y del siguiente artículo serán clasificados como Emergentes.”.


La indicación número 226, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


En votación la indicación número 226, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 227, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 226, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo primero.- Los establecimientos que postulen y se incorporen al régimen de subvención preferencial durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, podrán ser clasificados en la categoría de Autónomos en la oportunidad que señala el artículo 12, si cumplen los siguientes requisitos relacionados con los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, esto es:


a) Que su puntaje promedio como establecimiento sea mayor que el puntaje promedio del establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


b) Que el porcentaje de alumnos sobre 250 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


c) Que el porcentaje de alumnos sobre 300 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos.


En el mismo período señalado en el inciso primero, los establecimientos educacionales que se incorporen al régimen de subvención preferencial que no cumplan los requisitos de éste y del siguiente artículo serán clasificados como Emergentes.”.

En votación la indicación número 227, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO




“Artículo segundo.- Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos serán clasificados en la categoría en Recuperación si cumplen las siguientes condiciones con relación a los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio Educación:





a) Que su puntaje promedio sea inferior a 220 puntos.

b) Que la proporción de alumnos sobre los 250 puntos del SIMCE sea inferior al 20 por ciento.





Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento.




Además deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:





a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;





b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;





c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;





d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y




e) Evaluación del cuerpo docente.





En tanto no se establezcan los estándares nacionales a que se refiere el artículo 10 de esta ley, la clasificación prevista en su artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.





El mismo procedimiento se aplicará para clasificar a los establecimientos educacionales con Necesidad de Medidas Especiales señalados en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.





En todo caso, el decreto supremo a que alude el artículo 10 deberá ser dictado dentro de los veinticuatro meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley.”.


La indicación número 228, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.

En votación la indicación número 228, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 229, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 228, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo segundo.-  Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos serán clasificados en la categoría en Recuperación si cumplen las siguientes condiciones con relación a los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio Educación:


a) Que su puntaje promedio sea inferior a 220 puntos.


b) Que la proporción de alumnos sobre los 250 puntos del SIMCE sea inferior al 20 por ciento.


Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento.”.


En votación la indicación número 229, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO





“Artículo tercero.- Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos educativos cuyo sostenedor postule a la subvención escolar preferencial serán clasificados como Autónomos o Emergentes según cumplan o no los requisitos establecidos en el artículo primero transitorio, no siendo aplicable en ese lapso la categoría en Recuperación o la señalada en el inciso primero del artículo 66 de la Ley de Subvenciones.”.


La indicación número 230, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo tercero.-  Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos educativos cuyo sostenedor postule a la subvención escolar preferencial serán clasificados como Autónomos o Emergentes según cumplan o no los requisitos establecidos en el artículo primero transitorio, no siendo aplicable en ese lapso la categoría en Recuperación.”.



En votación la indicación número 230, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO




“Artículo cuarto.- En el período comprendido entre la entrada en vigencia de esta ley y la aplicación de los mecanismos establecidos en su artículo 11, los establecimientos educacionales referidos en dicho artículo serán considerados, para efectos de la subvención escolar preferencial y del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, como Emergentes. En tanto no se apliquen dichos mecanismos, no podrán cambiar de categoría.”.


La indicación número 231, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir la palabra “Emergentes” por “Autónomos”.


En votación la indicación número 231, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO





“Artículo quinto.- No obstante lo dispuesto en los artículos 1º y 14 de esta ley, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial y de los aportes complementarios establecidos en ella, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.





Para estos efectos se suscribirá un convenio complementario sobre estos recursos.”.

La indicación número 232, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


En votación la indicación número 232, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 233, del Honorable Senador señor Núñez, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo quinto.- Sin perjuicio de lo establecido en las disposiciones transitorias anteriores, y lo previsto en los artículos 7º, letra e), 8º, 9º, 17 y 22, corresponderá a la autoridad competente establecer, dentro del plazo de un año, un nuevo sistema de medición de la calidad de la educación que integre tanto los aspectos que midan el conocimiento, así como también los procesos educativos, el desarrollo de los estudiantes en los distintos ámbitos de la vida y las capacidades que la escuela entrega a los educandos para su desarrollo en el entorno en el que viven, entre otras consideraciones.  En consecuencia, la clasificación de los establecimientos educacionales a que se refiere la presente ley se hará de acuerdo al SIMCE mientras éste sea el sistema vigente de evaluación de la calidad de la educación.”.

El Honorable Senador señor Núñez retira la indicación número 233.


La indicación número 233 bis de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de su inciso primero, los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:


“La subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis, regirá a contar del 1º de enero de 2008, desde el primer nivel de transición de la educación parvularia hasta el 4º año de la educación general básica.





Asimismo, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención a que se refiere el artículo 15 bis, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.”.



En votación la indicación número 233 bis, se aprueba por tres votos a favor y dos abstenciones. Votan a favor los Honorables Senadores señores Letelier, Navarro y Ruiz-Esquide. Se abstienen los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.




La indicación número 233 ter de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir, en su inciso segundo, la frase “Para estos efectos” por “Para los efectos de los incisos anteriores”.






En votación la indicación número 233 ter, se aprueba por tres votos a favor y dos abstenciones. Votan a favor los Honorables Senadores señores Letelier, Navarro y Ruiz-Esquide. Se abstienen los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.
ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO





“Artículo sexto.- El aporte extraordinario establecido en el artículo 26, referido a los establecimientos clasificados en la categoría en Recuperación, será de 0,93 USE por los alumnos prioritarios matriculados en 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,47 USE por los alumnos prioritarios matriculados en 7º y 8º año de la educación general básica.





Este aporte será objeto de un convenio complementario y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo aprobado.”.

La indicación número 234, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su inciso segundo.



En votación la indicación número 234, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.

ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO




“Artículo séptimo.- Durante el primer año de vigencia de esta ley, los establecimientos educacionales podrán postular para ese año al régimen de subvención escolar preferencial, sin que les sea aplicable el plazo del artículo 12. En ese evento la subvención escolar preferencial y los aportes complementarios previstos en esta ley se pagarán a partir del primer día del mes siguiente a la resolución que aprueba el convenio a que se refiere el artículo 7º.”.


La indicación número 235, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir su segunda oración por la siguiente: “Para estos efectos , los establecimientos podrán postular al régimen de subvención preferencial en los meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial, ante la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Educación.”, y para agregar los siguientes incisos nuevos:


“La Secretaría Regional Ministerial de Educación, dentro de los 30 días hábiles siguientes a la presentación de la postulación a la que se refiere el inciso anterior, analizará la situación de cada establecimiento y procederá a su clasificación en la categoría que corresponda. El establecimiento así clasificado, tendrá derecho a recibir el pago de la subvención preferencial, a partir del primer día del mes siguiente a la resolución emitida por la respectiva Secretaría. En caso de que el establecimiento clasificado haya interpuesto apelación, de conformidad al artículo 13, el pago de la subvención preferencial se realizará a partir del primer día del mes siguiente de la resolución de la Subsecretaría de Educación.


Con todo si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro del plazo previsto en el inciso anterior, se entenderá aceptada la postulación en la categoría planteada por su postulante, y el establecimiento tendrá derecho a recibir el pago de la subvención a partir del primer día del mes siguiente contado desde la fecha de caducidad del plazo previsto en el inciso segundo.”.



La señora Subsecretaria reparó que esta indicación podría complicar la operatividad de este sistema de subvención.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación advirtió que esta indicación es inadmisible en todo lo que se refiere al pago de esta subvención. Luego, destacó su inciso final que se refiere al caso en que la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro del plazo previsto sobre la calificación de un establecimiento educacional. Recordó que en el artículo 12 del texto aprobado en general por el Senado se agregó un nuevo inciso cuarto que reconoce y le da valor al silencio administrativo. Enseguida, estimó necesario depurar el texto de esta indicación.



En votación el inciso primero de la indicación número 235, se rechaza por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.

A continuación, la unanimidad de los miembros de la Comisión acordó modificar los incisos segundo y tercero propuestos en la indicación número 235, de la siguiente manera:

“La Secretaría Regional Ministerial de Educación conforme lo disponga el reglamento clasificará al establecimiento educacional de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 12.


Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro de los 45 días hábiles siguientes a la presentación de la postulación a que se refiere el inciso primero, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.


Si la Subsecretaría de Educación no se pronuncia en el plazo de 15 días establecidos en el inciso anterior, el establecimiento se entenderá calificado por un año como autónomo.”.



En votación la indicación número 235 con las modificaciones propuestas, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Letelier, Navarro y Ruiz-Esquide.

La indicación número 235 bis de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar, en su segunda oración, la frase “y los aportes complementarios” por “, los aportes complementarios y la subvención por concentración de alumnos prioritarios”.


En votación la indicación número 235 bis, se aprueba por tres votos a favor y dos abstenciones. Votan a favor los Honorables Senadores señores Letelier, Navarro y Ruiz-Esquide. Se abstienen los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick.

La indicación número 236, de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del artículo séptimo transitorio, el siguiente, nuevo:


“Artículo … .- Los establecimientos educacionales que postulen durante el año 2007 al régimen de subvención escolar preferencial, serán clasificados en la oportunidad que señala el artículo 12 y celebrarán los convenios comenzando a contarse el plazo del artículo 7º a partir del año escolar 2008. Sin perjuicio de lo anterior, durante el año 2007 se transferirán los recursos que a esos establecimientos les correspondiera por efecto de esta ley por el período comprendido entre el mes siguiente a la firma del convenio y el término del año laboral docente 2007.”. 

La señora Subsecretaria informó que los fondos que corresponden a la subvención preferencial ya están disponibles para este año.


La señora Ministra agregó que la idea S.E. la señora Presidenta de la República es que este año comience a operar este sistema de subvención preferencial.



En votación la indicación número 236, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.
ARTÍCULO NOVENO TRANSITORIO




“Artículo noveno.- La presente ley regirá a contar del primer mes del año escolar 2007.".”.

La indicación número 237 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


En votación la indicación número 237, es rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide. Vota a favor el Honorable Senador señor Chadwick.


La indicación número 237 bis de S.E. la señora Presidenta de la República, para suprimirlo.




En sesión posterior, se discutió la indicación número 237 bis, presentada por S.E. la señora Presidente de la República, para suprimir el artículo noveno transitorio, coincidiendo con la indicación número 237, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, que había sido rechazada en sesión anterior, por lo que se procedió a votarlas en conjunto.





En votación las indicaciones números 237 y 237 bis, se aprueban por la unanimidad de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Letelier, Navarro y Ruiz-Esquide.

La indicación número 238, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Coloma para consultar el siguiente artículo transitorio nuevo:


“Artículo … .- Para los efectos del pago de esta subvención, fíjase la siguiente dualidad:


a) Durante el primer año de vigencia de esta ley se pagará la mitad de la cantidad a la que se refiere  la letra a) del artículo 49 bis C de esta ley.


b) A partir del segundo año de vigencia de la ley, se cancelará lo que falte por cubrir el incremento al que se refiere la letra a) del artículo 49bis C de esta ley.


c) A partir del año 2008, se cancelará la mitad de la cantidad a la que se refiere la letra b) del artículo 49bis C de esta ley.


d) A partir del año 2009, se cancelará lo que falte por cubrir el incremento al que se refiere la letra b) del artículo 49bis C.

El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ruiz-Esquide declaró inadmisible la indicación número 238, en conformidad al artículo 118 del Reglamento del Senado, por referirse al pago de esta subvención e incidir en los fondos del Estado.


La indicación número 239, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Coloma para consultar el siguiente artículo transitorio nuevo:


Artículo ….- Mientras no se dicte la ley sobre calidad de la educación y la de la superintendencia en materia educacional, podrán acceder a la subvención preferencial todos los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, y los nuevos que se instalen de conformidad a dicho cuerpo normativo.”.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Ruiz-Esquide declaró inadmisible la indicación número 239, en conformidad al artículo 118 del Reglamento del Senado, por referirse al pago de esta subvención e incidir en los fondos del Estado.

- - -
MODIFICACIONES 





En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

ARTÍCULO 2°

Inciso segundo


Reemplazar la palabra “calificada” por “determinada”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 7)

Letra b)


Reemplazar la frase “hayan sido caracterizados como indigentes por el instrumento de caracterización socioeconómica del hogar”, por “sean caracterizados dentro del tercio más vulnerable de las familias que cuenten con caracterización socioeconómica de su hogar según el instrumento de caracterización”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 8)
Letra d)


Intercalar, entre el vocablo “alumno,” y la frase “en la forma que establezca el reglamento.”, la siguiente: “y la condición de ruralidad de su hogar y el grado de pobreza de la comuna donde resida el referido alumno,”.

(Unanimidad 5x0 para indicación número 12, y unanimidad 4x0 para indicación número 14)

ARTÍCULO 3°


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3º.- Para los efectos del artículo anterior, la forma y periodicidad en que se determinará la calidad de alumno prioritario será definida en un reglamento, mediante normas de carácter general, elaborado por el Ministerio de Educación, el cual llevará, además, la firma del Ministro de Hacienda.

La pérdida de los requisitos establecidos en el artículo 2° hará cesar el derecho a la subvención preferencial que trata esta ley, de acuerdo a la forma que determine el reglamento.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 41).

ARTÍCULO 5°


Sustituir los términos “ se regirá”, por la siguiente frase: “y la subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis de la presente ley se regirán”.

Intercalar entre la palabra “preferencial”, la segunda vez que aparece, y la frase “y de los aportes regulados en esta ley.”, la siguiente frase: “, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios”.

(Mayoría de votos, 3x2 abstenciones. Indicación número 22 bis)

ARTÍCULO 6°


Intercalar en su encabezamiento, entre los vocablos  “los” y “establecimientos”, las palabras “sostenedores de”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 25)


Agregar, al final del encabezamiento, a continuación de la palabra “requisitos”, los vocablos “y obligaciones”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 25)

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Eximir a los alumnos prioritarios de los cobros establecidos en el Título II de la Ley de Subvenciones, referido a financiamiento compartido. Estos alumnos no podrán ser objeto de cobro obligatorio alguno que condicione la postulación, ingreso o permanencia del alumno en ese establecimiento,”.
(Unanimidad 5x0. Indicación número 26)

Letra c)


Reemplazarla por la siguiente:


“c) Informar a los postulantes al establecimiento y a los padres y apoderados sobre el proyecto educativo y su reglamento interno.


Los padres y apoderados de los alumnos postulantes que opten por un establecimiento educacional, deberán aceptar por escrito el proyecto educativo del establecimiento educacional.”.
(Unanimidad 4x0. Indicación número 34)

Letra e)


Intercalar a continuación de la palabra “Destinar” la frase “la subvención y”.


Sustituir la frase “en beneficio de los alumnos prioritarios”, por “, con especial énfasis en los alumnos prioritarios”.

(Mayoría de votos 3x2. Indicación número 39)


Reemplazar la frase “plan de mejoramiento educativo”, por “Plan de Mejoramiento Educativo”.
(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)

ARTÍCULO 7°


Reemplazar la frase “los sostenedores deberán”, por “cada sostenedor deberá”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)

Letra d)


Sustituir la palabra “prekinder” por la frase “el primer nivel de transición en la educación parvularia”.

(Mayoría de votos, 4x1 abstención. Indicación número 52)

Letra f)


Reemplazarla por la siguiente:


“f) Señalar en el convenio el monto de las subvenciones o recursos que por la vía del financiamiento público reciben los sostenedores para los establecimientos educacionales, debiendo actualizar anualmente esta información.


En el caso de los sostenedores municipales, se deberá señalar, además, en el convenio cual ha sido su aporte promedio en los tres años anteriores a la suscripción del mismo.”.

(Mayoría de votos, 3x2. Indicación número 57)

Letra g)


Suprimirla.

(Mayoría de votos, 4x1. Indicación número 58)

Letras h), i) y j)

Pasan a ser letras g), h) e i), respectivamente, sin enmiendas.
Inciso tercero


Reemplazar la palabra “gestión” por “desempeño”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 63).

Agregar el siguiente inciso cuarto:


“Los convenios serán siempre públicos.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 64)
ARTÍCULO 9°

Inciso segundo


Agregar al final del inciso segundo la siguiente oración:


“No obstante lo anterior, la clasificación de los establecimientos educacionales será revisada, al menos, cada cuatro años por el Ministerio de Educación.”.

(Unanimidad 4x0. En segunda votación por aplicación del artículo 178 del Reglamento del Senado. Indicación número 73)

Inciso tercero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Los establecimientos educacionales nuevos se considerarán para los efectos de esta ley como establecimientos educacionales emergentes, pudiendo variar su calificación luego de haber rendido la primera evaluación periódica a la que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 74)

ARTÍCULO 11

Inciso tercero


Reemplazar la frase “deberá incluir, en aquellos casos en que sea posible, la obligación de funcionar como conjunto sistémico y articulado, o en red,” por “podrá incluir la obligación de funcionar en red, en colaboración”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 81 y 82)


Agregar la siguiente oración final:


“El Ministerio de Educación deberá proponer a los municipios rurales y a los establecimientos educacionales municipales rurales, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas y con el apoyo del Ministerio.”.

(Mayoría de votos, 3x2. Indicación número 83 y unanimidad 5x0 artìculo 121, inciso final del Reglamento del Senado)

ARTÍCULO 12


Agregar el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Si la Subsecretaría de Educación no se pronuncia en el plazo de 15 días establecido en el inciso anterior, el establecimiento se entenderá calificado por un año como autónomo.”.

(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso cuarto del Reglamento del Senado)

ARTÍCULO 13


Agregar la siguiente frase final:


“, disponiendo éste de igual plazo para pronunciarse de la misma”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 87)


Agregar el siguiente artículo 15 bis, nuevo:


“Artículo 15 bis.- Créase una subvención denominada subvención por concentración de alumnos prioritarios.


La subvención por concentración de alumnos prioritarios tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), según los tramos que se fijan de acuerdo al porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento:

	Tramos según porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde 1° nivel de transición de educación parvularia hasta 4° año de educación general básica (USE)
	5° y 6° año básico

(USE)
	7° y 8° año básico

(USE)

	60% o más
	0,252
	0,168
	0,084

	Entre 45% y menos de 60%
	0,224
	0,149
	0,075

	Entre 30% y menos de 45%
	0,168
	0,112
	0,056

	Entre 15% y  menos de 30%
	0,098
	0,065
	0,033




Tendrán derecho a la subvención por concentración de alumnos prioritarios los establecimientos que se incorporen y se mantengan en el régimen de educación preferencial, de conformidad a lo establecido en el artículo 7º de la presente ley.


Los sostenedores de los establecimientos señalados en el inciso anterior podrán impetrar la subvención por concentración de alumnos prioritarios por todos los alumnos que estén cursando el primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y de educación general básica del establecimiento.


El monto mensual de esta subvención, para cada establecimiento educacional, se determinará multiplicando el valor que corresponda según los tramos que se señalan en el inciso segundo del presente artículo por la asistencia media promedio de los alumnos de primer y segundo nivel de transición de parvularia y de educación general básica durante los tres meses precedentes al pago, siéndoles aplicable en los casos que corresponda las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Para determinar el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional a que se refiere el inciso segundo del presente artículo, el Ministerio de Educación considerará el promedio de la matrícula de los alumnos prioritarios de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial en relación al promedio de la matrícula de los alumnos de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial, ambas  registradas en el establecimiento de marzo a diciembre del año inmediatamente anterior.”.

(Mayoría de votos, 3x2 abstenciones. Indicación número 102 bis)

ARTÍCULO 16

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 16.- Los establecimientos incorporados a este régimen de subvención recibirán supervisión y apoyo permanentes del Ministerio de Educación para su desempeño en los aspectos pedagógicos, el que verificará el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que especifique su reglamento.”:

(Mayoría de votos, 3x1 y 1 abstención. Artículo 121, inciso cuarto del Reglamento del Senado)

ARTÍCULO 17

Inciso segundo


Reemplazar el guarismo “3” por “4”.

(Mayoría de votos, 3x2. Indicación número 112)

Inciso tercero


Intercalar a continuación de las palabras “logros académicos”, la frase “de los alumnos calificados como prioritarios”, y reemplazar la frase “inciso anterior” por “inciso primero”.

(Mayoría de votos 2x1. Indicación número 113)

ARTÍCULO 18

Inciso primero


Intercalar a continuación de la expresión “asumir”, las palabras “algunos de “.

(Mayoría de votos 3x1. Indicación número 116)
Inciso segundo


Reemplazar en su encabezado la palabra “deberá” por “podrá”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 119)

Letra a)


Sustituir la frase “y del proceso de enseñanza y aprendizaje de todos sus alumnos, así como”, por el vocablo “comprendiendo”.

(Mayoría de votos 3x1. Indicación número 121)

ARTÍCULO 19

Inciso primero


Reemplazar la frase inicial “Los establecimientos educacionales”, por “Los sostenedores de establecimientos educacionales”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 124)

Inciso quinto


Sustituir las palabras “sea aprobado” por “comiencen a ejecutar”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 130)

ARTÍCULO 20

Inciso segundo


Reemplazar la frase “al respectivo establecimiento” por “al sostenedor y Director del respectivo establecimiento, quienes deberán ponerlo en conocimiento de la comunidad escolar”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 143)

ARTÍCULO 21


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 21.- Si las evaluaciones a las que se refiere el artículo anterior indican que un establecimiento educacional emergente ha logrado los estándares nacionales de la categoría de establecimientos autónomos a que se refiere el artículo 10 de la presente ley, adquirirán automáticamente dicha categoría.


Para estos efectos el sostenedor enviará a la Secretaría Regional Ministerial de Educación los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los logros mencionados, quién los corroborará y dictará una resolución para adecuar su nueva clasificación, dentro de los 15 días siguientes contados desde la recepción de la solicitud del sostenedor. Esta resolución podrá ser apelada dentro del mismo plazo, ante el Ministerio de Educación.


Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro del plazo al que se refiere el inciso anterior, el establecimiento se entenderá clasificado como establecimiento educacional autónomo a partir del año escolar siguiente. El convenio se renovará automáticamente por un nuevo período de 4 años, con las adecuaciones pertinentes a la nueva  clasificación.”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 144 y 145)

ARTÍCULO 25

Inciso primero

Numeral 1)


Sustituir la frase “plazo máximo de tres años” por “plazo máximo de cuatro años”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 160)

ARTÍCULO 26
Inciso quinto


Reemplazar los vocablos “de los” por “al”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)
Inciso sexto


Agregar la siguiente frase final:


“, así como los mecanismos por medio de los cuales los sostenedores podrán conocer la metodología utilizada para estos efectos”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 175)

ARTÍCULO 27

Inciso primero


Reemplazar la palabra “tres” por “cuatro”, y la frase “planteados con la reestructuración”, por “de los numerales 1, 2 y 3 de dicho artículo”.

(Mayoría de votos 3x2. Indicación número 177)


Agregar a continuación de la palabra “clasificado”, el vocablo “automáticamente”. 

(Unanimidad 3x0. Indicación número 178)


Intercalar, a continuación de la primera oración, la siguiente:


“No obstante, los establecimientos educacionales en recuperación podrán solicitar a contar del segundo semestre del segundo año el cambio a la categoría de emergentes, si sus evaluaciones indican que ha logrado los estándares nacionales correspondientes a dicha categoría, renovándose en ese caso el convenio automáticamente por un nuevo período de cuatro años con las adecuaciones pertinentes a la nueva clasificación.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 157 y 179 y artículo 121, inciso cuarto del Reglamento del Senado)
Inciso segundo


Reemplazarlo por los siguientes, pasando su inciso tercero a ser inciso cuarto:


“Por otra parte, si el establecimiento en recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, el Ministerio de Educación informará a todos los miembros de la comunidad escolar la circunstancia de que el establecimiento no ha alcanzado los resultados académicos esperados y ofrecerá a las familias del mismo, la posibilidad de buscar otro centro educativo. Esta comunicación la efectuará el Ministerio de Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.


El Ministerio podrá revocar el reconocimiento oficial. Dicha resolución será dictada por el Servicio Regional Ministerial de Educación y notificada al sostenedor por carta certificada.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 180)

ARTÍCULO 28

Inciso segundo

Letra b)


Reemplazar la palabra “convenios”, la primera vez que aparece, por “Convenios”.
(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado)

Letra c)


Reemplazar la frase “planes de mejoramiento educativo”, por “Planes de Mejoramiento Educativo”.
(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso cuarto del Reglamento del Senado)


Agregar la siguiente frase final:


“y a la comunidad escolar que percibe subvención preferencial sobre el grado de avance de dichos planes”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso cuarto del Reglamento del Senado)

ARTÍCULO 29

Inciso primero


Reemplazar la frase “las que podrán ser personas naturales o jurídicas y” por “personas jurídicas que”.

(Mayoría de votos 3x2. Indicación número 186)

Inciso tercero


Suprimir las palabras “personas y”.

(Mayoría de votos 3x2. Indicación número 189)


Intercalar a continuación de la frase “selección de las mismas” por “, los mecanismos y organismos responsables de su evaluación y acreditación”.

(Mayoría de votos, 4x1. Indicación número 190)

Inciso cuarto


Suprimir la frase final “, oyendo al Ministerio de Educación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 191)

Inciso octavo


Suprimir las palabras “personas y”.

(Mayoría de votos, 3x2. Indicación número 196)

ARTÍCULO 32


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 32.- Los miembros del equipo directivo del establecimiento educacional podrán impartir clases en aula en la medida de que con ello no se perjudique el adecuado desarrollo de sus funciones directivas.”.
(Unanimidad 4x0. Indicación número 202)

ARTÍCULO 33

Inciso primero


Sustituir el punto final (.) del encabezamiento por una coma (,) y agregar la siguiente frase final:


“las siguientes:”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso cuarto del Reglamento del Senado)

ARTÍCULO 36


Intercalar, a continuación del numeral 3), el siguiente nuevo:


“4) Agrégase al inciso cuarto del artículo 12, a continuación de la expresión “artículo 11” la frase “y la subvención educacional preferencial por los alumnos prioritarios en caso de que sea procedente”.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 215)

Numerales 4) y 5)

Pasan a ser numerales 5) y 6), respectivamente, sin enmiendas.
Numeral 6)


Pasa a ser numeral 7).

Intercalar a continuación de la palabra “registro”, la frase “público y”.

 (Unanimidad 3x0. Indicación número 219)

Numeral 7)


Pasa a ser numeral 8), sin enmiendas.
Numeral 8)


Pasa a ser numeral 9).

Sustituir, en el inciso primero del artículo 66 propuesto, la referencia al “artículo 8°” por “artículo 10”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 222)

ARTÍCULO 37

Numeral 2)


Suprimir el inciso tercero de la letra c), nueva. 

(Mayoría de votos 3x2. Artículo 121, inciso cuarto del Reglamento del Senado)

ARTÍCULO 38


Intercalar, a continuación de la expresión, “artículo 14” la frase “la subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis”.

(Mayoría de votos 3x2 abstenciones. Indicación número 224 bis)

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO QUINTO


Intercalar, a continuación del inciso primero, los siguientes nuevos, pasando el inciso segundo a ser inciso cuarto:

“La subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis, regirá a contar del 1º de enero de 2008, desde el primer nivel de transición de la educación parvularia hasta el 4º año de la educación general básica.


Asimismo, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención a que se refiere el artículo 15 bis, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.”.

(Mayoría de votos 3x2 abstenciones. Indicación número 233 bis)

Inciso segundo


En el inciso segundo, que pasa a ser inciso cuarto, sustituir la frase “Para estos efectos” por “Para los efectos de los incisos anteriores”.

(Mayoría de votos, 3x2 abstenciones. Indicación número 233 ter)

ARTÍCULO SÉPTIMO


Reemplazar en su segunda oración la frase “y los aportes complementarios” por “, los aportes complementarios y la subvención por concentración de alumnos prioritarios”.

(Mayoría de votos 3x2 abstenciones. Indicación número 235 bis)


Agregar los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:


“La Secretaría Regional Ministerial de Educación conforme lo disponga el reglamento clasificará al establecimiento educacional de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 12.


Con todo, si la Secretaría Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro de los 45 días hábiles siguientes a la presentación de la postulación a que se refiere el inciso primero, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.


Si la Subsecretaría de Educación no se pronuncia en el plazo de 15 días establecidos en el inciso anterior, el establecimiento se entenderá calificado por un año como autónomo.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 235)


Intercalar, a continuación del artículo séptimo transitorio, el siguiente nuevo:


“Artículo octavo.- Los establecimientos educacionales que postulen durante el año 2007 al régimen de subvención escolar preferencial, serán clasificados en la oportunidad que señala el artículo 12 y celebrarán los convenios comenzando a contarse el plazo del artículo 7° a partir del año escolar 2008. Sin perjuicio de lo anterior, durante el año 2007 se transferirán los recursos que a esos establecimientos les correspondiera por efecto de esta ley por el período comprendido entre el mes siguiente a la firma del convenio y el término del año laboral docente 2007.”.
(Unanimidad 3x0. Indicación número 236)
ARTÍCULO OCTAVO


Pasa a ser artículo noveno, sin enmiendas.
ARTÍCULO NOVENO


Suprimirlo.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 237 y 237 bis)

- - -
TEXTO DEL PROYECTO 






En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“LEY DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

TÍTULO I

RÉGIMEN DE LA SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

Párrafo 1°

Subvención Preferencial


Artículo 1º.- Créase una subvención educacional denominada preferencial, destinada al mejoramiento de la calidad de la educación de los establecimientos educacionales subvencionados, que se impetrará por los alumnos prioritarios que estén cursando primer o segundo nivel de transición de la educación parvularia y educación general básica.


Artículo 2°.- Para los efectos de la aplicación de la subvención escolar preferencial se entenderá por prioritarios a los alumnos para quienes la situación socioeconómica de sus hogares dificulte sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo.


La calidad de alumno prioritario será determinada por el Ministerio de Educación, directamente o a través de los organismos de su dependencia que éste determine, de acuerdo a los siguientes criterios:


a) Los alumnos cuya familia pertenezca al Sistema Chile Solidario tendrán la calidad de prioritarios por el solo ministerio de la ley.


b) Los alumnos de familias no comprendidas en la letra precedente serán considerados prioritarios, para los efectos de esta ley, cuando sean caracterizados dentro del tercio más vulnerable de las familias que cuenten con caracterización socioeconómica de su hogar según el instrumento de caracterización vigente.


c) Los alumnos de familias no comprendidas en las letras anteriores tendrán la calidad de prioritarios cuando sus padres o apoderados hubieren sido clasificados en el tramo A del Fondo Nacional de Salud.


d) Tratándose de alumnos cuyos hogares no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar, de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente, o que no hayan quedado comprendidos en las letras anteriores, para los efectos de su calificación como prioritarios, se considerará, en orden sucesivo, los ingresos familiares del hogar, la escolaridad de la madre y, en su defecto, la del padre o apoderado con quienes viva el alumno, y la condición de ruralidad de su hogar y el grado de pobreza de la comuna donde resida el referido alumno, en la forma que establezca el reglamento.


La calidad de alumno prioritario será informada por el Ministerio de Educación a la familia de dicho alumno.


Artículo 3º.- Para los efectos del artículo anterior, la forma y periodicidad en que se determinará la calidad de alumno prioritario será definida en un reglamento, mediante normas de carácter general, elaborado por el Ministerio de Educación, el cual llevará, además, la firma del Ministro de Hacienda.

La pérdida de los requisitos establecidos en el artículo 2° hará cesar el derecho a la subvención preferencial que trata esta ley, de acuerdo a la forma que determine el reglamento. 


Artículo 4º.- Tendrán derecho a la subvención escolar preferencial los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, en adelante “Ley de Subvenciones”, que impartan enseñanza regular diurna, cuyo sostenedor haya suscrito el convenio a que se refiere el artículo 7º. Esta subvención se pagará por los alumnos prioritarios matriculados en dichos establecimientos, según lo establecido en los artículos 14 y 15. 


Artículo 5º.- En todo lo no regulado expresamente en esta ley, la subvención escolar preferencial y la subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis de la presente ley se regirán por las normas de los Títulos I y IV de la Ley de Subvenciones. La pérdida de los requisitos para percibir las subvenciones de dicha ley, y la privación o suspensión del pago de la misma, tendrán como efecto la suspensión o privación, según sea el caso, de la subvención preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios  y de los aportes regulados en esta ley.


Artículo 6º.- Para que los sostenedores de establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 4º puedan impetrar el beneficio de la subvención escolar preferencial, deberán cumplir con los siguientes requisitos y obligaciones:


a) Eximir a los alumnos prioritarios de los cobros establecidos en el Título II de la Ley de Subvenciones, referido a financiamiento compartido. Estos alumnos no podrán ser objeto de cobro obligatorio alguno que condicione la postulación, ingreso o permanencia del alumno en ese establecimiento,


b) Aceptar a todos los alumnos que postulen al primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y desde 1º hasta 4º año de la educación general básica, dentro de las capacidades autorizadas que tenga el establecimiento.


En el evento de que haya una cantidad de postulantes superior a la capacidad autorizada del establecimiento educacional, la incorporación de los alumnos se ceñirá estrictamente a un proceso de selección público y transparente, en el marco del proyecto educativo institucional a que alude la letra c) siguiente, el que en ningún caso podrá considerar la situación económica o social del postulante, su rendimiento escolar pasado o potencial, el estado civil, escolaridad o religión de los padres, origen étnico del postulante, ni otro criterio que permita la discriminación arbitraria de éste. En ese caso las vacantes sólo podrán asignarse por prioridad familiar o, en última instancia, por sorteo.


Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá por prioridad familiar que el alumno postulante tenga hermanos matriculados o sea hijo de un docente o no docente del establecimiento educacional.


c) Informar a los postulantes al establecimiento y a los padres y apoderados sobre el proyecto educativo y su reglamento interno.


Los padres y apoderados de los alumnos postulantes que opten por un establecimiento educacional, deberán aceptar por escrito el proyecto educativo del establecimiento educacional.


d) Retener en el establecimiento a los alumnos prioritarios con bajo rendimiento académico e impulsar una asistencia técnico-pedagógica especial para mejorar su rendimiento escolar, no pudiendo excluir alumnos por razones académicas.


e) Destinar la subvención y los aportes que contempla esta ley a la implementación de las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo, con especial énfasis en los alumnos prioritarios. 

Artículo 7º.- Para incorporarse al régimen de la subvención escolar preferencial, cada sostenedor deberá suscribir con el Ministerio de Educación un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, por el establecimiento educacional correspondiente. Dicho convenio abarcará un período mínimo de cuatro años, que podrá renovarse por períodos iguales.


Mediante este convenio, el sostenedor se obligará a los siguientes compromisos esenciales:


a) Presentar anualmente al Ministerio de Educación y a la comunidad escolar un informe relativo al uso de los recursos percibidos por concepto de subvención escolar preferencial y de los demás aportes contemplados en esta ley. Dicho informe deberá contemplar la rendición de cuentas respecto de todos los recursos recibidos por concepto de esta ley.


b) Acreditar el funcionamiento efectivo del Consejo Escolar, del Consejo de Profesores y del Centro General de Padres y Apoderados, el que no requerirá gozar de personalidad jurídica.



c) Acreditar la existencia de horas docentes destinadas a cumplir la función técnico-pedagógica en el establecimiento y asegurar el cumplimiento efectivo de las horas curriculares no lectivas.


d) Presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con la comunidad del establecimiento educacional, que contemple acciones desde el primer nivel de transición en la educación parvularia hasta octavo básico en las áreas de gestión del currículum, liderazgo escolar, convivencia escolar o gestión de recursos en la escuela, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.


e) Establecer y cumplir las metas de efectividad del rendimiento académico de sus alumnos, y en especial de los prioritarios, concordadas con el Ministerio de Educación, en función de los resultados que se obtengan por aplicación del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, de acuerdo a lo establecido en el decreto a que se refiere el artículo 10.


f) Señalar en el convenio el monto de las subvenciones o recursos que por la vía del financiamiento público reciben los sostenedores para los establecimientos educacionales, debiendo actualizar anualmente esta información.


En el caso de los sostenedores municipales, se deberá señalar, además, en el convenio cual ha sido su aporte promedio en los tres años anteriores a la suscripción del mismo.


g) Informar a los padres y apoderados del alumnado del establecimiento sobre la existencia de este convenio, con especial énfasis en las metas fijadas en materia de rendimiento académico.


h) Cautelar que los docentes de aula presenten al director del establecimiento, dentro de los primeros quince días del año escolar, una planificación educativa anual de los contenidos curriculares.


i) Contar en su malla curricular con actividades artísticas y/o culturales y deportivas que contribuyan a la formación integral de los alumnos.


En el caso de los establecimientos educacionales municipales, el convenio antes referido pasará a formar parte de los compromisos de desempeño a que se refiere el artículo 70 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Los convenios serán siempre públicos.


Artículo 8º.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo que incluya orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación:


1. Acciones en el área de gestión del currículum, tales como fortalecimiento del proyecto educativo; mejoramiento de las prácticas pedagógicas; apoyo a los alumnos con necesidades educativas especiales; mejoramiento de los sistemas de evaluación de los alumnos; modificación del tamaño de cursos o contar con profesores ayudantes; apoyos a alumnos rezagados en sus aprendizajes y desarrollo personal; giras y visitas a lugares funcionales al cumplimiento de los objetivos educativos, entre otras.


2. Acciones en el área de liderazgo escolar, tales como fortalecimiento del Consejo de Profesores; participación en el establecimiento de personalidades de la vida cultural y científica y de profesionales o dirigentes de la sociedad local o nacional; proyección de la escuela en la comunidad; fortalecimiento de la formación valórica y cívica de los alumnos, entre otras.


3. Acciones en el área de convivencia escolar, tales como apoyo psicológico y de asistencia social a los alumnos y a sus familias; mejoramiento de la convivencia y gestión del clima escolar; fortalecimiento del Consejo Escolar; fortalecimiento de las familias y de los apoderados en el vínculo educativo y afectivo con los alumnos y la escuela; apoyos a los aprendizajes de todos los alumnos, entre otras.


4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios, y establecimiento de sistemas de evaluación de los docentes, esto último en el caso de los establecimientos particulares subvencionados; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.


Tratándose de establecimientos educacionales emergentes y en recuperación de conformidad a lo establecido en el artículo 9º, deberán incluir las acciones comprometidas en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes a que hace referencia el artículo 18 y en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en recuperación a que se refiere el artículo 25, respectivamente.


El Ministerio de Educación entregará orientaciones y apoyo para elaborar el Plan de Mejoramiento Educativo y podrá hacer recomendaciones para mejorar dicho Plan. Asimismo, entregará orientaciones para la ejecución de las acciones antes señaladas y realizará su seguimiento y evaluación anualmente, por sí o a través de entidades acreditadas incluidas en el registro del artículo 29.


Artículo 9º.- Los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en alguna de las siguientes categorías:


a) Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


b) Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que no hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


c) Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


Los establecimientos educacionales que postulen al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en las categorías de las letras a), b) o c) del inciso precedente, en la oportunidad de que trata el artículo 12. No obstante lo anterior, la clasificación de los establecimientos educacionales será revisada, al menos, cada cuatro años por el Ministerio de Educación.


Los establecimientos educacionales nuevos se considerarán para los efectos de esta ley como establecimientos educacionales emergentes, pudiendo variar su calificación luego de haber rendido la primera evaluación periódica a la que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


Artículo 10.- Los estándares nacionales y los criterios específicos para la calificación de los resultados educativos a que se refiere el artículo anterior se establecerán mediante decreto supremo del Ministerio de Educación y deberán ser actualizados a lo menos cada 5 años.


El procedimiento para la determinación y verificación de los resultados educativos, para los efectos de esta ley, será establecido en el reglamento. La calificación de los resultados educativos deberá aplicarse desde el primer año de subvención preferencial y en todos los niveles desde 1º a 8º básico.


Artículo 11.- Con el objeto de permitir la clasificación en las categorías que señala el artículo 9º, de aquellos establecimientos cuya matrícula de 4° y 8º básico, según corresponda, sea insuficiente para efectos de realizar inferencias estadísticas confiables acerca de sus resultados educativos, medidos conforme a lo dispuesto en el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, el Ministerio de Educación adecuará el mecanismo de evaluación antes referido para las características de estos establecimientos.


Adicionalmente, el Ministerio de Educación considerará las características de los establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como de aquellos multigrado o en situación de aislamiento, con el fin de orientar la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo de dichos establecimientos y brindarles apoyo y supervisión pedagógica especial, acorde con sus necesidades, ya sea otorgada por sí o mediante entidades pedagógicas y técnicas de apoyo registradas.


El Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, tratándose de los establecimientos educacionales de los incisos precedentes, podrá incluir la obligación de funcionar en red, en colaboración con otros establecimientos de similares características y cercanía geográfica, conforme con los procedimientos que se establezcan en el reglamento. El Ministerio de Educación deberá proponer a los municipios rurales y a los establecimientos educacionales municipales rurales, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas y con el apoyo del Ministerio.


Artículo 12.- La postulación para ingresar al régimen de subvención escolar preferencial se realizará en el mes de agosto de cada año en la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Educación, para incorporarse a dicho régimen a partir del año escolar siguiente.


La Secretaría Regional Ministerial de Educación, durante los meses de septiembre y octubre, conforme lo disponga el reglamento, analizará la situación de cada establecimiento educacional que haya postulado y procederá a su clasificación en la categoría que corresponda, de acuerdo al artículo 9º. Cuando esa clasificación hubiere ocurrido previamente, según lo establece el artículo 66 de la Ley de Subvenciones, ésta será considerada como antecedente para los efectos de la postulación.


Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento en cuanto a la clasificación de los establecimientos educacionales dentro del mes de octubre a que se refiere el inciso anterior, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.


Si la Subsecretaría de Educación no se pronuncia en el plazo de 15 días establecido en el inciso anterior, el establecimiento se entenderá calificado por un año como autónomo.


Artículo 13.- La resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que establezca la clasificación indicada en el artículo 9º, será notificada en forma personal o mediante carta certificada al postulante, y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de la notificación, disponiendo éste de igual plazo para pronunciarse de la misma.


Artículo 14.- La subvención escolar preferencial tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno prioritario, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional establecida en la resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación de acuerdo al artículo 9º:

                 Valor Subvención en USE

	
	Desde 1º nivel de transición de la educación parvularia hasta 4º año de la educación general básica
	5º y 6º 

año básico
	7º y 8º año básico

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,4
	0,93
	0,47

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,7
	0,465
	0,235



Artículo 15.- Los sostenedores de establecimientos educacionales clasificados como autónomos o emergentes percibirán mensualmente la subvención escolar preferencial establecida en esta ley. Su monto se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo anterior por la asistencia media promedio de los alumnos prioritarios durante los tres meses precedentes al pago.


En los meses no comprendidos en el año escolar y en el primer mes del año referido, se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 13 de la Ley de Subvenciones, aplicado a los alumnos prioritarios. Asimismo, respecto a la suspensión de clases o actividades escolares por un mes calendario, se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo citado.


El procedimiento de cálculo de la subvención a que se refieren los incisos anteriores, será aplicable para el cálculo de los aportes a establecimientos educacionales emergentes que establece esta ley.


Artículo 15 bis.- Créase una subvención denominada subvención por concentración de alumnos prioritarios.


La subvención por concentración de alumnos prioritarios tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), según los tramos que se fijan de acuerdo al porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento:
	Tramos según porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde 1° nivel de transición de educación parvularia hasta 4° año de educación general básica (USE)
	5° y 6° año básico

(USE)
	7° y 8° año básico

(USE)

	60% o más
	0,252
	0,168
	0,084

	Entre 45% y menos de 60%
	0,224
	0,149
	0,075

	Entre 30% y menos de 45%
	0,168
	0,112
	0,056

	Entre 15% y  menos de 30%
	0,098
	0,065
	0,033



Tendrán derecho a la subvención por concentración de alumnos prioritarios los establecimientos que se incorporen y se mantengan en el régimen de educación preferencial, de conformidad a lo establecido en el artículo 7º de la presente ley.


Los sostenedores de los establecimientos señalados en el inciso anterior podrán impetrar la subvención por concentración de alumnos prioritarios por todos los alumnos que estén cursando el primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y de educación general básica del establecimiento.


El monto mensual de esta subvención, para cada establecimiento educacional, se determinará multiplicando el valor que corresponda según los tramos que se señalan en el inciso segundo del presente artículo por la asistencia media promedio de los alumnos de primer y segundo nivel de transición de parvularia y de educación general básica durante los tres meses precedentes al pago, siéndoles aplicable en los casos que corresponda las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Para determinar el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional a que se refiere el inciso segundo del presente artículo, el Ministerio de Educación considerará el promedio de la matrícula de los alumnos prioritarios de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial en relación al promedio de la matrícula de los alumnos de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial, ambas  registradas en el establecimiento de marzo a diciembre del año inmediatamente anterior.


Artículo 16.- Los establecimientos incorporados a este régimen de subvención recibirán supervisión y apoyo permanentes del Ministerio de Educación para su desempeño en los aspectos pedagógicos, el que verificará el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que especifique su reglamento.


Los resultados de la evaluación del tercer o anteriores años, según corresponda a la categoría en que se encuentre el establecimiento, serán notificados durante el año escolar siguiente a la última medición usada para la evaluación. Esta nueva clasificación se hará efectiva a contar del año escolar inmediatamente siguiente al de la notificación. Durante el año de la reclasificación, el establecimiento mantendrá la anterior categoría.

Párrafo 2°

Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 17.- En los establecimientos autónomos se evaluará el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en especial la de retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas y la de cumplimiento de los logros académicos de todos los alumnos, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4° y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el período a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.


La evaluación de estos establecimientos, según los logros académicos antes referidos, se realizará por el Ministerio de Educación al menos cada 4 años.


Si el resultado de esa evaluación, en lo referido a los logros académicos de los alumnos calificados como prioritarios, indica que han cumplido con las obligaciones del inciso primero, mantendrán la categoría de Autónomos. En caso contrario, dichos establecimientos pasarán a la categoría de Emergentes o de Establecimientos en Recuperación a que se refiere el párrafo 4° de este Título.

Párrafo 3°

Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 18.- El sostenedor del establecimiento educacional clasificado como emergente deberá cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 8º y asumir algunos de los compromisos adicionales que a continuación se indican, los que, una vez suscritos, quedarán incorporados al Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa:


1. Elaborar durante el primer año un Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes que profundice el Plan presentado de acuerdo al artículo 8º, el que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Educación, para ser ejecutado en un plazo máximo de 4 años.


Este Plan podrá contener al menos:


a) Un diagnóstico de la situación inicial del establecimiento comprendiendo una evaluación respecto de los recursos humanos, técnicos y materiales con que cuenta el establecimiento.


b) Un conjunto de metas de resultados educativos a ser logrados en el transcurso de la ejecución del Plan. En todo caso, al cumplirse el plazo de ejecución del Plan, el establecimiento educacional deberá lograr los estándares nacionales.


2. Coordinar y articular acciones con las instituciones y redes de servicios sociales competentes para detectar, derivar y tratar problemas psicológicos, sociales y necesidades educativas especiales de los alumnos prioritarios.


3. Establecer actividades docentes complementarias a los procesos de enseñanza y aprendizaje de los alumnos prioritarios, para mejorar su rendimiento escolar.


Artículo 19.- Los sostenedores de establecimientos educacionales clasificados como Emergentes tendrán derecho a percibir, para el diseño y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo para emergentes a que se refiere el artículo anterior, un aporte adicional de recursos para contribuir al financiamiento de dicho Plan, que será objeto de un convenio complementario.


Para la implementación del Plan a que se refiere el inciso anterior, los establecimientos allí señalados podrán utilizar los recursos adicionales para contratar servicios de apoyo de una entidad externa con capacidad técnica al respecto, la que en todo caso deberá estar incluida en el registro indicado en el artículo 29.


La suma anual de los recursos que reciban los establecimientos emergentes por la aplicación de la letra B del artículo 14 y el aporte adicional a que se refiere este artículo, será equivalente a lo que le correspondería recibir al mismo establecimiento si éste estuviera en la categoría de Autónomo, por los niveles que se especifican en el inciso siguiente.


Este aporte adicional será de 0,7 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,465 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,235 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.


No obstante lo anterior, durante el primer año de vigencia del convenio se entregará a los sostenedores de los establecimientos educacionales que no cuenten con un plan aprobado por el Ministerio de Educación, un tercio del aporte adicional mensual a que se refiere el inciso anterior, para financiar la obligación establecida en el Nº 1 del artículo 18, recibiendo del Ministerio de Educación los dos tercios restantes una vez que comiencen a ejecutar el Plan de Mejoramiento Educativo, pagándose éste último con efecto retroactivo calculado desde el mes siguiente al acto de aprobación del convenio a que se refiere el artículo 7º.


A contar del segundo año de vigencia del convenio, el aporte a que se refiere el inciso cuarto se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo aprobado.


De la resolución a que se refiere el inciso anterior podrá apelarse dentro de los quince días hábiles siguientes a su emisión, ante el Subsecretario de Educación, disponiendo éste de igual plazo para pronunciarse sobre la apelación.


El reglamento a que alude el artículo 3° establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas.


Mediante decreto del Ministerio de Educación, que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se fijará anualmente el monto en pesos del aporte adicional y de las proporciones de dicho aporte a que se refieren los incisos cuarto y quinto.


Artículo 20.- El Ministerio de Educación realizará una supervisión pedagógica a los establecimientos emergentes que desarrollan su Plan de Mejoramiento Educativo.


Asimismo, el Ministerio de Educación evaluará anualmente el cumplimiento de los compromisos asumidos en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa por el sostenedor para cada establecimiento educacional emergente, debiendo entregar su informe al sostenedor y Director del respectivo establecimiento, quienes deberán ponerlo en conocimiento de la comunidad escolar.

Artículo 21.- Si las evaluaciones a las que se refiere el artículo anterior indican que un establecimiento educacional emergente ha logrado los estándares nacionales de la categoría de establecimientos autónomos a que se refiere el artículo 10 de la presente ley, adquirirán automáticamente dicha categoría.


Para estos efectos el sostenedor  enviará a la Secretaría Regional Ministerial de Educación los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los logros mencionados, quién los corroborará y dictará una resolución para adecuar su nueva clasificación, dentro de los 15 días siguientes contados desde la recepción de la solicitud del sostenedor. Esta resolución podrá ser apelada dentro del mismo plazo, ante el Ministerio de Educación.


Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro del plazo al que se refiere el inciso anterior, el establecimiento se entenderá clasificado como establecimiento educacional autónomo a partir del año escolar siguiente. El convenio se renovará automáticamente por un nuevo período de 4 años, con las adecuaciones pertinentes a la nueva  clasificación.

Párrafo 4°

Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 22.- El Ministerio de Educación, mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación, clasificará como Establecimientos Educacionales en Recuperación a aquellos establecimientos incorporados al régimen de la presente ley que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para los establecimientos educacionales emergentes. Se entenderá por resultados reiteradamente deficientes el no cumplir con los estándares nacionales considerando a lo menos las últimas tres mediciones realizadas de acuerdo a lo señalado en el artículo 10.


También serán clasificados en la categoría de Establecimientos Educacionales en Recuperación los establecimientos emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 18. Igual clasificación recibirán aquellos establecimientos educacionales emergentes que, teniendo un Plan aprobado, no lo apliquen, situación que será verificada por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, en la evaluación a que se refiere el inciso segundo del artículo 20.


La clasificación de un establecimiento en la categoría en Recuperación podrá ser efectuada a partir del segundo semestre del primer año de suscrito el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, salvo que se trate de un establecimiento que deba entrar en esta categoría de conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


El establecimiento que sea clasificado en la categoría en Recuperación mantendrá dicha clasificación y estará sujeto a las obligaciones que esta ley impone a dichos establecimientos por tres años contados desde el año escolar siguiente a aquél en que fue clasificado en tal categoría.


Artículo 23.- La resolución que clasifique a un establecimiento educacional en la categoría en Recuperación, conforme a lo señalado en el artículo anterior, pondrá término al derecho a impetrar la subvención preferencial por parte del sostenedor del establecimiento, a partir del año escolar siguiente, sin perjuicio del aporte a que se refiere el artículo 26.


Dicha resolución será notificada en forma personal o mediante carta certificada al sostenedor y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de su notificación.


Artículo 24.- Las escuelas que sean clasificadas en Recuperación, en relación con lo establecido en el artículo 22, y que hayan apelado de ello de conformidad al artículo 23, serán evaluadas por un panel de expertos con el objetivo de emitir un informe respecto de dicha clasificación, el cual deberá ser considerado por el Subsecretario de Educación al resolver la apelación. Este panel tomará en cuenta los antecedentes de las escuelas evaluadas y otros relevantes a juicio del panel.


Este panel estará conformado por tres expertos, designados uno por el Ministerio de Educación, otro por el sostenedor del establecimiento y otro por una entidad evaluadora externa de aquellas a que se refiere el artículo 29.


Artículo 25.- Los sostenedores de los establecimientos educacionales en Recuperación deberán cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 8º. Además, tendrán las siguientes obligaciones:


1) Lograr los estándares nacionales correspondientes a la categoría Emergentes en un plazo máximo de cuatro años a partir del año escolar siguiente al de la resolución del artículo anterior, mejorando el rendimiento académico de los alumnos prioritarios.


2) Cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación que establezca un equipo tripartito conformado por un representante del Ministerio de Educación, por el sostenedor, o un representante que éste designe, y por una entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 29. 


Dicho plan surgirá de un Informe de Evaluación de la Calidad Educativa del establecimiento, propuesto por la entidad externa antes referida.


El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de enseñanza y aprendizaje y sus prácticas, y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 22.


3) Aplicar las medidas de reestructuración contenidas en el Plan.


En caso de proponerse la reestructuración del equipo de docentes directivos, técnico-pedagógicos o de aula, a fin de superar las deficiencias detectadas por el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa en el personal del establecimiento educacional, el sostenedor deberá aplicar alguna o algunas de las siguientes medidas, sin que ninguna de ellas pueda considerarse como menoscabo para los docentes:


a) Redestinación de tareas y/o funciones.


b) Destinación del docente a otro establecimiento del mismo sostenedor que tenga la calificación de Autónomo o Emergente.


c) Desarrollo de planes de superación profesional para los docentes, pudiendo recurrirse para ello a la totalidad o parte de la jornada laboral contratada. 


Artículo 26.- Para diseñar y llevar a cabo las actividades señaladas en el artículo anterior, el Ministerio de Educación dispondrá de un aporte económico extraordinario para los sostenedores de los establecimientos educacionales declarados en Recuperación a que se refiere el artículo 22.


La suma anual de este aporte extraordinario será equivalente al monto que le correspondería al establecimiento educacional si se le aplicara la subvención establecida en la letra A del artículo 14, por el promedio de los alumnos prioritarios matriculados en los niveles correspondientes en el primer trimestre del año escolar, considerando el porcentaje de la asistencia media efectiva de los alumnos prioritarios registrada en los meses del año escolar inmediatamente anterior.


Estos recursos deberán ser aplicados a medidas de mejoramiento contenidas en el Plan mencionado en el artículo anterior. La rendición de estos recursos deberá ser visada por la entidad externa.


Este aporte será entregado en cuotas mensuales, iguales y sucesivas; será objeto de un convenio complementario y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique, mediante resolución fundada, que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan aprobado.


En todo caso, un alumno prioritario que se traslade durante el año escolar de un establecimiento en Recuperación a cualquier otro, no dará derecho a impetrar la subvención escolar preferencial ni los aportes de los artículos 19 y 26 al nuevo establecimiento, durante ese año.


El reglamento a que alude el artículo 3º establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas, así como los mecanismos por medio de los cuales los sostenedores podrán conocer la metodología utilizada para estos efectos.


Durante el primer año de incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el aporte a que se refiere el inciso primero será determinado según la fórmula establecida en el inciso segundo, dividido por doce y multiplicado por el número de meses que resten del año, contados desde el mes siguiente a la firma del convenio complementario.


Artículo 27.- Si concluido el plazo de cuatro años establecido en el Nº 1 del artículo 25, el establecimiento educacional en Recuperación alcanza los objetivos de los numerales 1, 2 y 3 de dicho artículo será clasificado automáticamente como Emergente o Autónomo, según corresponda. No obstante, los establecimientos educacionales en recuperación podrán solicitar a contar del segundo semestre del segundo año el cambio a la categoría de emergentes, si sus evaluaciones indican que ha logrado los estándares nacionales correspondientes a dicha categoría, renovándose en ese caso el convenio automáticamente por un nuevo período de cuatro años con las adecuaciones pertinentes a la nueva clasificación. Esta clasificación tendrá efecto a partir del año escolar siguiente.


Por otra parte, si el establecimiento en recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, el Ministerio de Educación informará a todos los miembros de la comunidad escolar la circunstancia de que el establecimiento no ha alcanzado los resultados académicos esperados y ofrecerá a las familias del mismo, la posibilidad de buscar otro centro educativo. Esta comunicación la efectuará el Ministerio de Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.


El Ministerio podrá revocar el reconocimiento oficial. Dicha resolución será dictada por el Servicio Regional Ministerial de Educación y notificada al sostenedor por carta certificada.


Procederá recurso de apelación ante el Subsecretario de Educación, en el plazo de quince días hábiles contados desde la notificación de la resolución.

Párrafo 5°

Responsabilidades del Ministerio de Educación


Artículo 28.- La administración del régimen de la subvención escolar preferencial estará a cargo del Ministerio de Educación.


En tal virtud, le corresponderá:


a) Clasificar a los establecimientos educacionales en las categorías del artículo 9º e informar de ello a los establecimientos, a los Consejos Escolares, a los padres y apoderados, a la comunidad escolar y al público en general;


b) Suscribir los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa y los convenios complementarios, y verificar su cumplimiento;


c) Efectuar la supervisión de la ejecución de los Planes de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25, y del cumplimiento del convenio del artículo 7º, informando de ello al sostenedor del establecimiento y a la comunidad escolar que percibe subvención preferencial sobre el grado de avance de dichos planes;


d) Determinar los instrumentos y la oportunidad en que se verificará el cumplimiento de los compromisos contraídos por los establecimientos educacionales que forman parte del régimen de la subvención preferencial;


e) Realizar una supervisión y dar apoyo pedagógico permanente a los establecimientos clasificados como Emergentes o en Recuperación, lo cual podrá efectuarse en forma directa o por medio de organismos externos habilitados para ejercer esta función;


f) Proponer planes y metodologías de mejoramiento educativo a los sostenedores;


g) Establecer la forma y periodicidad en que los sostenedores de establecimientos educacionales deberán informar al Consejo Escolar y a los padres y apoderados sobre la situación de los establecimientos bajo el régimen de subvención escolar preferencial, especialmente respecto de los compromisos adquiridos y el cumplimiento de los mismos;


h) Formar e integrar el equipo tripartito que se señala en el artículo 25;


i) Aplicar las sanciones referidas en el artículo 34, y


j) Realizar todas las demás acciones necesarias para el cumplimiento y fines de esta ley.


Artículo 29.- El Ministerio de Educación elaborará un Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, personas jurídicas que estarán habilitadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25; para lo indicado en el artículo 19 y para todas las demás funciones señaladas en el artículo 25.


El registro podrá contemplar categorías según las especialidades técnicas de las entidades, pudiendo éstas optar a todas o sólo a algunas de ellas.


El reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las entidades para el ingreso y permanencia en el registro o subregistros de especialidades que se creen; el procedimiento de selección de las mismas, los mecanismos y organismos responsables de su evaluación y acreditación; el tiempo de duración en el registro y las causales que originan la salida de éste, a fin de asegurar la calidad técnica y especialidad de dichas entidades. El Ministerio de Educación deberá mantener este registro con información actualizada sobre la asesoría proporcionada a los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención preferencial. 


El establecimiento educacional que requiera la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo, conforme a lo señalado en el inciso primero, podrá elegir entre las entidades pedagógicas y técnicas de apoyo que formen parte del registro a que se refiere el citado inciso. 


Los sostenedores de zonas geográficas contiguas o de similares características podrán asociarse entre sí para recibir apoyo técnico de una misma entidad registrada.


Los honorarios de cada entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.


Las entidades registradas que presten asesoría a los establecimientos educacionales Emergentes y en Recuperación, y que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento de la presente ley, podrán ser eliminadas del Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.


Regirán respecto de estas entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 


Artículo 30.- El Ministerio de Educación entregará anualmente a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados un informe describiendo las acciones y evaluando los avances en cada uno de los establecimientos educacionales con más de quince por ciento de alumnos prioritarios, y los aportes educativos y de todo tipo que haya efectuado la instancia responsable de dicho Ministerio.

Párrafo 6º

Responsabilidades de la dirección de los establecimientos


Artículo 31.- La dirección de los establecimientos educacionales deberá llevar un libro diario de ingresos y gastos.


En los ingresos deberán incluirse todas las transferencias del Ministerio de Educación, de la municipalidad o de otras fuentes.


En los gastos deberán incluirse los sueldos y demás desembolsos por concepto de mantención, adquisición de materiales, giras de estudio, u otros.


Artículo 32.- Los miembros del equipo directivo del establecimiento educacional podrán impartir clases en aula en la medida de que con ello no se perjudique el adecuado desarrollo de sus funciones directivas.

Párrafo 7º

De las Infracciones y Sanciones


Artículo 33.- Son infracciones graves a la presente ley, además de las consignadas en la oración final de la letra c) del inciso segundo y en el inciso tercero del artículo 50 de la Ley de Subvenciones, las siguientes:


1) El incumplimiento de los requisitos establecidos en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 6º y de los compromisos esenciales señalados en el artículo 7º;


2) El incumplimiento de los compromisos adicionales establecidos en el artículo 18 para los establecimientos educacionales emergentes, y


3) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 25 para los establecimientos educacionales en recuperación.


Artículo 34.- Las infracciones a la presente ley serán sancionadas conforme a lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley de Subvenciones y mediante el procedimiento establecido en el artículo 53 de dicha ley.


Las multas y retenciones que se apliquen en virtud de la presente ley lo serán respecto de las subvenciones y aportes de esta ley y de aquéllas de la Ley de Subvenciones.


Artículo 35.- En todo lo no previsto en este párrafo, en materia de infracciones, retenciones, descuentos y sanciones se aplicarán las normas del Título IV de la Ley de Subvenciones.

TÍTULO II

OTRAS NORMAS


Artículo 36.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación:


1) Sustitúyese, en todas sus disposiciones, la mención “Educación Parvularia (segundo nivel de transición)” por “Educación Parvularia (primer y segundo nivel de transición)”.


2) Modifícase el artículo 2º en el siguiente sentido:


a) Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones “ante el Estado” y “la responsabilidad” la expresión “y la comunidad escolar”.


b) Sustitúyese su inciso tercero por los siguientes:


“El sostenedor o su representante legal deberá cumplir con los siguientes requisitos:


a) Contar, a lo menos, con título profesional de al menos 8 semestres.


b) No estar inhabilitado para ser sostenedor por haber cometido algunas de las infracciones graves señaladas en el artículo 50 de la presente ley.


c) No haber sido condenado por crimen o simple delito.


Tratándose de una persona jurídica, cada uno de sus socios, representantes legales, gerentes, administradores o directores, deberán cumplir con los requisitos señalados en el inciso anterior.


Además, serán solidariamente responsables ante los padres y apoderados de las obligaciones civiles que se deriven por cobros indebidos realizados por el establecimiento educacional a éstos.”.


3) Agrégase a la letra f) del artículo 6º el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero:


“Si el sostenedor es una persona jurídica, ninguno de sus socios, directores o miembros, en su caso, podrá tener obligaciones pendientes derivadas de cobros indebidos a padres o apoderados o deudas laborales o previsionales, originadas por la prestación de servicios educacionales realizados con anterioridad, sea que haya sido sostenedor persona natural, o socio, director o miembro de la persona jurídica que detentaba la calidad de sostenedor de la o las administraciones en que nacieron las obligaciones que se encuentran pendientes.”.


4) Agrégase al inciso cuarto del artículo 12, a continuación de la expresión “artículo 11” la frase “y la subvención educacional preferencial por los alumnos prioritarios en caso de que sea procedente”.


5) Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:


a) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la letra d), la siguiente letra e) nueva:


“e) Incumplimiento de la obligación de informar prevista en los artículos 64 y 65;”;


b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la letra h), la siguiente letra i) nueva:


“i) Permanecer dos años a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificado en la categoría de establecimiento con Necesidad de Medidas Especiales, de conformidad a lo establecido en el artículo 66, sin haber aplicado las medidas propuestas por el Ministerio de Educación para superar dicha categoría.”.


6) Sustitúyese el inciso primero del artículo 52 por el siguiente:


“Las sanciones consistirán en:


a) Multas, las que no podrán ser inferiores a un cinco por ciento ni exceder del cincuenta por ciento de una unidad de subvención educacional por alumno matriculado a la fecha en que se incurre en la infracción.


b) Privación de la subvención, que puede ser total o parcial, definitiva o temporal.


En caso de privación temporal, ésta no podrá exceder de doce meses consecutivos.


c) Revocación del reconocimiento oficial, y


d) Inhabilidad temporal o perpetua del sostenedor para mantener o participar de cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales subvencionados, la que en el caso del sostenedor que sea persona jurídica se entenderá aplicada a sus socios, representantes legales, gerentes, administradores y directores.”.


7) Agrégase en el artículo 52 al final de su inciso tercero lo siguiente:


“El Ministerio de Educación llevará un registro público y actualizado de los sostenedores y de los representantes legales, directores, socios o miembros de sostenedores personas jurídicas que hayan sido inhabilitados por aplicación de esta ley.”.


8) En el artículo 53, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Una vez notificado el sostenedor o su mandatario de la resolución que ordena instruir proceso, el Secretario Regional Ministerial de Educación podrá, como medida precautoria, ordenar, mediante resolución fundada, la retención inmediata, ya sea total o parcial, del pago de la subvención, atendida la naturaleza y cuantía de la presunta infracción.”.


9)  Agréganse los siguientes artículos 64, 65, 66 y 67:


“Artículo 64.- Para los efectos de esta ley, el Ministerio de Educación mantendrá una base de datos que contendrá la información relevante de todos los establecimientos educacionales subvencionados necesaria para que los Consejos Escolares y los padres y apoderados, así como la comunidad escolar, puedan formarse una apreciación respecto al aporte del establecimiento al aprendizaje de sus alumnos.


Esta base será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla.


Los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el Ministerio de Educación necesaria para la mantención de esta base de datos, y en especial aquella información mencionada en el artículo 8º de la ley Nº 19.979.


Un reglamento fijará la forma y modalidad en que deberá llevarse la base de datos, junto con la periodicidad, manera de actualización y la información que ésta deberá contener.


Artículo 65.- A partir de la información contenida en la base de datos establecida en el artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relevante para los fines establecidos en el artículo anterior de cada establecimiento escolar sujeto a esta ley. 


La Ficha Escolar será distribuida a los respectivos establecimientos educacionales, y será obligación de éstos su entrega a los padres y apoderados y también a los postulantes al establecimiento. 


La información a que se refiere el inciso precedente estará siempre a disposición de cualquier interesado. 


El reglamento determinará la periodicidad, modalidad e información que deberá contener la Ficha Escolar.


Artículo 66.- El Ministerio de Educación, de acuerdo a la información contenida en la base de datos a que se refiere el artículo 64, deberá clasificar a todos los establecimientos subvencionados del país, participen o no en el Régimen de Subvención Preferencial, según las diversas características que establezca el reglamento. Dicha clasificación deberá contemplar una categoría de Establecimientos con Necesidad de Medidas Especiales que incluirá a aquellos que hayan obtenido resultados reiteradamente deficientes en el rendimiento de sus alumnos en función de los estándares nacionales que se establezcan para tal efecto en el decreto a que se refiere el artículo 10 de la Ley de Subvención Escolar Preferencial.


Para determinar la clasificación de los establecimientos se deberán considerar los resultados de aprendizaje de sus alumnos, medidos a través de los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para tal efecto. El número de mediciones en las cuales se muestren dichos resultados en ningún caso podrá ser inferior a dos.


Por decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Educación, se determinarán los criterios y el procedimiento de clasificación de los establecimientos educacionales de que trata este artículo.


Asimismo, dicho decreto supremo establecerá los plazos en que los establecimientos educacionales serán sometidos a evaluaciones sucesivas que permitan reclasificarlos en otra categoría, si fuese procedente.


La resolución que clasifique a los establecimientos educacionales será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente.


De dicha resolución podrá apelarse ante el Subsecretario de Educación, en un plazo de 15 días contado desde la notificación de la resolución que determina la categoría en que es clasificado un establecimiento educacional.


Artículo 67.- En el caso de los Establecimientos Educacionales con Necesidades de Medidas Especiales señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Educación podrá proponer, anualmente, medidas para que dichos establecimientos superen esa categoría.


Los establecimientos que impartan a lo menos hasta cuarto año de educación general básica que permanezcan más de dos años en esta categoría a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificados, perderán el derecho a impetrar toda subvención, a menos que asuman las obligaciones y adopten las medidas establecidas en el artículo 22 de la Ley de Subvención Escolar Preferencial, caso en el cual tendrán derecho de recibir los apoyos establecidos en el párrafo 4º de la misma ley.”.


Artículo 37.- Modifícase el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación, en el siguiente sentido:


1) Elimínase, en la letra b), la frase “o incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función”.


2) Introdúcese la siguiente letra c), nueva, pasando la actual a ser d), y así sucesivamente:


“c) Por incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función, tales como la no concurrencia del docente a sus labores en forma reiterada, impuntualidades reiteradas del docente, incumplimiento de sus obligaciones docentes conforme a los planes y programas de estudio que debe impartir, abandono injustificado del aula de clases o delegación de su trabajo profesional en otras personas.


Se entenderá por no concurrencia en forma reiterada del docente faltar sin causa justificada durante dos días seguidos, dos lunes en el mes o un total de tres días en igual período, y por impuntualidades reiteradas cuando éstas excedan el uno por ciento del total de horas contratadas semanalmente, según el modo de cómputo que establezca el reglamento.”.

Artículo 38.- El mayor gasto fiscal que representen las subvenciones a que se refiere el artículo 14, la subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis, el aporte adicional a que se refiere el artículo 19 y el aporte económico extraordinario del artículo 26, se financiará con cargo a los recursos que contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público. El mayor gasto que represente esta ley para el Ministerio de Educación, por sobre la subvención y aportes anteriormente señalados, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto de dicho Ministerio.

Artículos Transitorios


Artículo primero.- Los establecimientos que postulen y se incorporen al régimen de subvención preferencial durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, podrán ser clasificados en la categoría de Autónomos en la oportunidad que señala el artículo 12, si cumplen los siguientes requisitos relacionados con los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, esto es:


a) Que su puntaje promedio como establecimiento sea mayor que el puntaje promedio del establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


b) Que el porcentaje de alumnos sobre 250 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


c) Que el porcentaje de alumnos sobre 300 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento correspondiente.


Además, deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:


a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;


b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;


c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;


d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y


e) Evaluación del cuerpo docente, en el caso del sector municipal.


En el mismo período señalado en el inciso primero, la clasificación a que se refiere el artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.


En el mismo período señalado en el inciso primero, los establecimientos educacionales que se incorporen al régimen de subvención preferencial que no cumplan los requisitos de éste y del siguiente artículo serán clasificados como Emergentes.


Artículo segundo.- Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos serán clasificados en la categoría en Recuperación si cumplen las siguientes condiciones con relación a los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio Educación:


a) Que su puntaje promedio sea inferior a 220 puntos.


b) Que la proporción de alumnos sobre los 250 puntos del SIMCE sea inferior al 20 por ciento.


Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento.


Además deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:


a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;


b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;


c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;


d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y


e) Evaluación del cuerpo docente.


En tanto no se establezcan los estándares nacionales a que se refiere el artículo 10 de esta ley, la clasificación prevista en su artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.


El mismo procedimiento se aplicará para clasificar a los establecimientos educacionales con Necesidad de Medidas Especiales señalados en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


En todo caso, el decreto supremo a que alude el artículo 10 deberá ser dictado dentro de los veinticuatro meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo tercero.- Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos educativos cuyo sostenedor postule a la subvención escolar preferencial serán clasificados como Autónomos o Emergentes según cumplan o no los requisitos establecidos en el artículo primero transitorio, no siendo aplicable en ese lapso la categoría en Recuperación o la señalada en el inciso primero del artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


Artículo cuarto.- En el período comprendido entre la entrada en vigencia de esta ley y la aplicación de los mecanismos establecidos en su artículo 11, los establecimientos educacionales referidos en dicho artículo serán considerados, para efectos de la subvención escolar preferencial y del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, como Emergentes. En tanto no se apliquen dichos mecanismos, no podrán cambiar de categoría.


Artículo quinto.- No obstante lo dispuesto en los artículos 1º y 14 de esta ley, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial y de los aportes complementarios establecidos en ella, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.


La subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis, regirá a contar del 1º de enero de 2008, desde el primer nivel de transición de la educación parvularia hasta el 4º año de la educación general básica.


Asimismo, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención a que se refiere el artículo 15 bis, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.


Para los efectos de los incisos anteriores se suscribirá un convenio complementario sobre estos recursos.


Artículo sexto.- El aporte extraordinario establecido en el artículo 26, referido a los establecimientos clasificados en la categoría en Recuperación, será de 0,93 USE por los alumnos prioritarios matriculados en 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,47 USE por los alumnos prioritarios matriculados en 7º y 8º año de la educación general básica.


Este aporte será objeto de un convenio complementario y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo aprobado.


Artículo séptimo.- Durante el primer año de vigencia de esta ley, los establecimientos educacionales podrán postular para ese año al régimen de subvención escolar preferencial, sin que les sea aplicable el plazo del artículo 12. En ese evento la subvención escolar preferencial, los aportes complementarios y la subvención por concentración de alumnos prioritarios previstos en esta ley se pagarán a partir del primer día del mes siguiente a la resolución que aprueba el convenio a que se refiere el artículo 7º.


La Secretaría Regional Ministerial de Educación conforme lo disponga el reglamento clasificará al establecimiento educacional de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 12.


Con todo, si la Secretaría Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro de los 45 días hábiles siguientes a la presentación de la postulación a que se refiere el inciso primero, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.


Si la Subsecretaría de Educación no se pronuncia en el plazo de 15 días establecidos en el inciso anterior, el establecimiento se entenderá calificado por un año como autónomo.


Artículo octavo.- Los establecimientos educacionales que postulen durante el año 2007 al régimen de subvención escolar preferencial, serán clasificados en la oportunidad que señala el artículo 12 y celebrarán los convenios comenzando a contarse el plazo del artículo 7° a partir del año escolar 2008. Sin perjuicio de lo anterior, durante el año 2007 se transferirán los recursos que a esos establecimientos les correspondiera por efecto de esta ley por el período comprendido entre el mes siguiente a la firma del convenio y el término del año laboral docente 2007.


Artículo noveno.- El reglamento referido en el artículo 3º deberá ser dictado dentro del plazo de seis meses, contados desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley.”.

-.-.-


Acordado en sesiones celebradas los días 18 de abril, 2, 7 y 16 de mayo, 4, 5, 6, 12, 13, 18 y 20 de junio, 4 y 18 de julio de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Alejandro Navarro Brain (Pedro Muñoz Aburto, Jaime Naranjo Ortiz, Juan Pablo Letelier Morel), Ricardo Núñez Muñoz (Juan Pablo Letelier Morel).





Sala de la Comisión, a 26 de julio de 2007.

(Fdo.):MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA,
Secretario
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(4030-04)

Honorable Senado:



Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.





A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier. 





En calidad de invitados, concurrieron:

Del Ministerio de Educación, la Ministra, señora Yasna Provoste; la Subsecretaria, señora Pilar Romaguera; el Jefe de la División Jurídica, señor Rodrigo González; la Jefa de la División de Educación General, señora Mónica Luna; el Jefe de la Unidad de Currículo y Evaluación, señor Pedro Montt; la Abogada de la División Jurídica, señora Misleya Vergara, los asesores, señores Eduardo Escalante, Rafael Carrasco, Ricardo García y Fredy Ramos.





Del Ministerio de Hacienda, la asesora de la Subsecretaría, señora Tania Hernández, y de la Dirección de Presupuestos, Sector Educación, el señor José Espinoza.





De la Federación de Instituciones de Educación Particular (FIDE), el Jefe del Departamento Jurídico, señor Rodrigo Díaz.





El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL



En lo referente a las normas de quórum especial, vuestra Comisión de Hacienda se remite a lo expresado, en forma previa, por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe sobre el proyecto de ley en referencia.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:





1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: ninguno.





2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 7x, 10x, 14x, 14xx, 84x, 102x, 113x, 116x, 119x, 157x, 180x, 180xx, 207x, 207xx, 233x, 234 y 236xx





3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 113, 124, 130, 144, 199x, 233 ter, 235, 236 y 236x. 





4.- Indicaciones rechazadas: 27x, 35x, 51x, 58x, 65x, 102xx, 116, 119, 169x, 171x, 186, 189 y 196.





5.- Indicaciones retiradas: 9.





6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 96x y 96xx.



Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y sólo dice relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -

DISCUSIÓN 




La Ministra de Educación, señora Yasna Provoste, realizó una presentación general del proyecto, comenzando por señalar que su objetivo fundante es mejorar la equidad y calidad educativas. Para ello, aborda dos aspectos estructurales de nuestro sistema educativo,  mayor financiamiento y mejora en las condiciones de funcionamiento de la escuela, que se plasman, en el caso de la Subvención Preferencial, en tres grandes ítemes: Más Recursos, Más Compromisos Educativos y Diferenciación de Escuelas.





El primero, Más Recursos, contempla un incremento aproximado de un 50% en el monto de la subvención asociada a los alumnos prioritarios, que podrá ser recibido por todas las escuelas que atienden a este tipo de alumnos, sean municipales o particulares subvencionadas, y cualquiera sea el nivel socioeconómico promedio del establecimiento. Considera para ellos los resultados del Sistema de Medición de la Calidad de la Educación (SIMCE) que indican que los alumnos vulnerables obtienen resultados más bajos mientras mayor es el nivel de concentración de pobreza, y que la pobreza individual no captura todo el efecto de la pobreza sobre los resultados de aprendizaje.

Dispone, además (en el artículo 15 bis del proyecto, incorporado en el Senado), la creación de una subvención que depende de la concentración de alumnos prioritarios del establecimiento, pero que se entrega por todos los alumnos del establecimiento. 

Se explicita, al efecto, que los prioritarios  corresponden aproximadamente al tercio de alumnos y alumnas en situación de mayor vulnerabilidad que participan del sistema escolar entre el primer nivel de transición y 8° básico. De ellos, durante el primer año de aplicación de la ley se incorporarán los alumnos desde prekinder hasta 4º Básico (324.766 con carácter de prioritarios, hoy, en el país), mientras que los alumnos entre 5° y 8° básico lo harán en forma gradual.

Los criterios de identificación de prioritarios, cuya periodicidad quedará estipulada en el Reglamento de la ley, estarán determinados según el alumno pertenezca a una familia que:

 - Forme parte del programa Chile Solidario.

 - Pertenezca al tercio más vulnerable de la Ficha de Protección Social (modificación introducida en el Senado).

 - Tenga bajos ingresos, caso en el que aparecerá clasificada en la letra A de FONASA.

 - Adolezca de baja escolaridad de los padres.

 - Reúna las condiciones de ruralidad del hogar y grado de pobreza de la comuna en que resida (modificación introducida en el Senado).

El segundo ítem, Más Compromisos Educativos, dispone que para acceder a la Subvención Preferencial, cuyo ingreso es voluntario, se deben cumplir los siguientes requisitos: 

- Condiciones de acceso y permanencia (no seleccionar alumnos a su ingreso, eximir de cobros condicionantes a los alumnos prioritarios y procurar la retención de dichos alumnos durante el proceso).

- Desarrollo de planes de mejoramiento educativo (gestión del currículum, liderazgo escolar, convivencia escolar y gestión de recursos en la escuela).

- Uso de los recursos (uso de aportes para implementación de medidas contempladas en el plan de mejoramiento educativo, informar el uso de recursos de la subvención preferencial y llevar contabilidad de gastos).

- Aseguramiento de condiciones técnico pedagógicas (acreditar horas docentes técnico-pedagógicas y no lectivas, planificación anual de los contenidos curriculares y ejecución de actividades artísticas, culturales y deportivas).

 - Involucramiento de la comunidad escolar (acreditar el funcionamiento efectivo del Consejo Escolar, Consejo de Profesores y Centro General de Padres y Apoderados, informar a padres y apoderados del plan de mejoramiento, suscribir un convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa, señalando el monto de las subvenciones y recursos públicos recibidos por los sostenedores). 

- Además, debe contarse con la aprobación escrita de padres y apoderados al proyecto educativo, y se deja claramente establecido que los recursos adicionales no son de exclusivo beneficio de los alumnos prioritarios, sino que son del establecimiento, pero con especial énfasis en los alumnos prioritarios.



El tercer y último ítem, Diferenciación de Escuelas, define tres grupos de estos establecimientos, según las necesidades educativas e indicadores de calidad: 



- Autónomas, que son las de menores necesidades educativas y con mejores índices de calidad, y muestran sostenidamente buenos resultados y condiciones de aprendizaje para sus alumnos. Tendrán libre disposición de la totalidad de los recursos recibidos por esta subvención.



- Emergentes, las de necesidades educativas intermedias y que cuentan con potencial para lograr mejores niveles y condiciones de aprendizaje. Tendrán libre disposición sólo de la mitad de los recursos recibidos por la subvención, mientras que la otra mitad quedará sujeta al cumplimiento del convenio de superación de sus áreas más deficitarias.



- En Recuperación, las con mayores necesidades educativas y que presentan un historial de resultados de aprendizaje y condiciones institucionales que hacen necesario realizar transformaciones más profundas. Recibirán la totalidad de los recursos de la subvención sujetos al convenio con compromisos claros de mejoramiento de la calidad de la educación.



Esta diferenciación de escuelas se obtiene ponderando las denominadas Consideraciones de Contexto (nivel socioeconómico y condiciones especiales de ruralidad y tamaño) y los Indicadores de Calidad y de Necesidades Educativas (SIMCE, indicadores complementarios de calidad y Panel de Expertos para el caso de las escuelas en recuperación). Tal distinción producirá efectos en el nivel de apoyo a prestar y en los compromisos a asumir por cada establecimiento con el Ministerio de Educación y, desde luego, en el grado de autonomía en el uso de los recursos de la subvención preferencial ($19.980.- por alumno al día de hoy), como explica el siguiente cuadro:
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La Ministra de Educación finalizó su exposición indicando otras modificaciones introducidas durante la discusión llevada a cabo en el Senado, a saber:





- Temporalidad de la clasificación, que será revisada cada cuatro años por el Ministerio y, en el caso de los establecimientos nuevos, se aplicará a partir de la primera medición del SIMCE. Permite, además, la reclasificación anticipada si el establecimiento ha mejorado sus estándares de calidad, renovando automáticamente el convenio por un nuevo período de cuatro años.





- Silencio Administrativo, que operará si, en última instancia, la Subsecretaría de Educación no se pronuncia respecto de la clasificación o apelación a la clasificación de un establecimiento.





 - Establecimientos en Recuperación: si al cabo de cuatro años no cumplen con el objetivo de pasar al estado de emergente o autónomo, el Ministerio deberá informarlo a toda la comunidad escolar, ofreciendo a las familias pertinentes la posibilidad de buscar otro centro educativo. 





- Establecimientos Emergentes: podrán incluir, en su Plan de Mejoramiento Educativo, un diagnóstico de la situación inicial del establecimiento y un conjunto de metas de resultados educativos a ser logrados en el curso de la ejecución del respectivo Plan. 





- El Registro Público de Entidades de Asistencia Técnica deberá contar con personalidad jurídica.





- El equipo directivo de un establecimiento educacional sólo podrá impartir clases en la medida que no entorpezca, con ellos, sus funciones de dirección.





- Se establece un período de “marcha blanca”, en cuya virtud los recursos de la subvención serán transferidos durante el presente año 2007, pero los plazos de los convenios comenzarán a regir a partir del año 2008.





El Honorable Senador señor Gazmuri consultó acerca del universo esperado de beneficiarios de la subvención escolar preferencial, y sobre los destinatarios de la subvención por concentración.





La Ministra de Educación respondió que en el primer año, aplicándose a los alumnos entre kinder y 4º básico, la cobertura de la subvención preferencial será de 400 mil niños. Y que una vez en régimen toda la educación básica, tres años después de la entrada en vigencia de la ley, alcanzará a poco más de 700.000 alumnos. En particular, al segundo año de funcionamiento se incorporarán 5º y 6º básico, y al tercer año, 7º y 8º básico.





 Respecto de la subvención por concentración, señaló que es entregada a los mismos establecimientos educacionales que acogen alumnos vulnerables, pero que obtienen resultados más bajos por el mayor nivel de concentración de pobreza que se da en la escuela. Se trata de una realidad en cuya virtud estudiar en un ambiente en que gran parte de los compañeros está en condiciones de vulnerabilidad, dificulta aún más los procesos de aprendizaje, y que no sólo afecta a los niños prioritarios, sino que a todos los alumnos de un establecimiento. Acompañó, al efecto, el documento titulado “Indicación Subvención por Concentración. Proyecto de Subvención Escolar Preferencial. Informe Preliminar. 9 de julio de 2007”, que se incorpora como Anexo Nº 1 al presente Informe.  





El Honorable Senador señor Escalona preguntó acerca de la forma en que va operar el sistema para que el alumno pueda efectivamente gozar de la subvención, considerando que quien la recibe es, por la respectiva escuela, el sostenedor.





La Ministra de Educación indicó que la medición de la efectiva llegada de los recursos a los alumnos, estará dada por la evaluación constante de los logros que cada establecimiento alcance respecto de todos sus alumnos, incluidos los prioritarios. A modo de ejemplo, señaló que durante el año en curso el Ministerio entregó los resultados del SIMCE asociados a niveles de logros, es decir, no solamente circunscrito a un puntaje global correspondiente a un establecimiento educacional, sino que dilucidando la forma en que los aprendizajes se distribuyen al interior de dicho establecimiento.





El Honorable Senador señor Gazmuri consultó cómo se define la vulnerabilidad de los niños que serán beneficiados por la subvención.





Evacuando la consulta, la Ministra de Educación resaltó el carácter innovador del proyecto, por no consultar un único canal de acceso al beneficio de la política social, sino una diversidad de condiciones que permiten calificar adecuadamente la situación de vulnerabilidad social, que ya han sido señaladas.





Añadió que el Ministerio cuenta con las herramientas para determinar, niño por niño, con nombre y apellido, quién es alumno vulnerable.





El Honorable Senador señor García preguntó si acaso el Ministerio ha hecho la medición de vulnerabilidad de acuerdo con los parámetros de la nueva Ficha de Protección Social. Al respecto, manifestó haber recibido numerosos reclamos en orden a que, del total de cerca de sesenta preguntas de esta ficha, sólo cuatro o cinco de ellas estarían siendo formuladas. Asimismo, y para los efectos de ejemplificar sobre su mala aplicación, señaló que los matrimonios jóvenes, generalmente constituidos por cónyuges en edad de trabajar, sin enfermedades graves y con cuarto año de enseñanza media rendido, aparecen usualmente como menos vulnerables que otros sectores de la población y, por lo mismo, con puntajes tan altos que les impiden acceder a los programas sociales. 





La Ministra de Educación precisó que la subvención preferencial no se sujeta a un solo parámetro, como la Ficha de Protección Social, sino que a otros varios, ya aludidos, y que de acuerdo con la información recibida del Ministerio de Planificación y a las simulaciones realizadas, les ha sido posible arribar a criterios de vulnerabilidad objetivos.         

 



El Honorable Senador Escalona preguntó, desde el punto de vista de los criterios del gasto, si, por ejemplo, en una zona medianamente rural un colegio necesita comprar o contratar un minibús para asegurar que sus alumnos concurran al establecimiento, puede o no hacer uso de los recursos que reciba vía subvención.





La Ministra de Educación respondió que, en la actualidad, el Ministerio no ejerce mecanismos de control sobre los establecimientos que reciben la subvención. En el caso de la subvención preferencial, habrá que distinguir según se trate de un establecimiento autónomo, emergente o en recuperación para determinar el grado de supervisión que corresponderá al Ministerio sobre el Plan de Manejo Educativo, cuando sea procedente. Precisó que, en todo caso, esta subvención es complementaria con otros programas ya existentes, como el Fondo de Transporte Rural, orientado específicamente a solucionar problemáticas como la planteada por Su Señoría.  





El Honorable Senador señor Sabag celebró la mayor inversión fiscal en materia educacional, que permitirá efectuar las mediciones pertinentes a los rendimientos de los alumnos, y la mayor disposición de los recursos por parte de los establecimientos, de acuerdo con los logros que acrediten. Destacó, asimismo, la incorporación de padres y apoderados como actores cuya voz debe ser atendida por las autoridades sectoriales.





Consultó, además, si la subvención preferencial se enmarcaba dentro de los mayores recursos comprometidos para educación por S.E. la Presidenta de la República en su discurso ante el Congreso Pleno el 21 de mayo del año en curso.





La Ministra de Educación precisó que los 650 millones de dólares anunciados por S.E. la señora Presidenta de la República, en la oportunidad antedicha, corresponden a fondos para la subvención por concentración, el aumento de la subvención general para establecimientos rurales y urbanos, la duplicación del sistema de becas Nuevo Milenio, la creación de becas para que los estudiantes técnico profesionales se puedan capacitar en el extranjero y el mejoramiento de la subvención para la educación de adultos, entre otras iniciativas, como el Maletín Literario. 





Explicó a los miembros de la Comisión, por otra parte, que el Ministerio tiene identificados y georreferenciados a todos los establecimientos educacionales del país que serán objeto de la subvención escolar preferencial.









Solicitó, además, la apertura de un plazo de indicaciones para poder subsanar una serie de formalidades requeridas por el proyecto. 







- - -




El Jefe del Departamento Jurídico de la Federación de Instituciones de Educación Particular (FIDE), señor Rodrigo Díaz, expuso acerca de la postura de su agrupación ante el proyecto en análisis.





Comenzó valorando la iniciativa, coincidente con el interés de la FIDE  por la focalización de los recursos públicos en los sectores más desposeídos de la sociedad, propiciando una discriminación positiva, en términos económicos, a favor de los alumnos que requieren necesidades educacionales especiales.





Abordando los que considera aspectos positivos del proyecto, destacó la importancia de toda información relevante que permita a los padres de familia elegir el establecimiento que desean para sus hijos, de modo de evitar malos entendidos o la generación de expectativas desmesuradas, en ellos y en la comunidad educativa, respecto de de los resultados que puedan obtenerse con las nuevos mayores recursos. La entrega de dicha información, transparente y pertinente, no puede ser esquivada por los sostenedores amparándose en la libertad de enseñanza. 





Resaltó, asimismo, la autonomía asegurada a los establecimientos educacionales calificados como Autónomos, no obstante haber sido entregada su definición al Ministerio de Educación de turno. Sostuvo que esta autonomía debe mantenerse y aun ahondarse, y que para hacerla más estable sería recomendable que los parámetros de medición quedaran establecidos en la ley. En el mismo sentido, celebró el reconocimiento realizado a las especialidades que se deben tener en consideración a la hora de evaluar establecimientos educacionales uni, bi y tri docentes, que normalmente se desempeñan en lugares más bien apartados del país.   





Estimó, además, del todo oportuno que se haya recogido la posibilidad de aumentar la subvención preferente cuando la concentración de alumnos vulnerables atendidos por un establecimiento educacional tiene incidencia sobre los esfuerzos de dicho establecimiento por mejorar sus resultados.





Respecto de la supervisión pedagógica que ejercerá el Ministerio sobre los establecimientos Emergentes o En Recuperación que lo requieran, manifestó el interés de la FIDE por que se determine claramente cuándo cesa o pasa a ser innecesaria.  





Al explayarse sobre los aspectos remediables o debatibles de la iniciativa, lamentó la mantención de la idea de la asignación centralizada y unilateral de recursos por parte del Estado, por las incidencias que puede tener sobre la correcta utilización de los dineros adicionales y sobre la gestión de misma de los establecimientos educacionales. Si bien dicho nivel de intervención puede ser necesario en el caso de los establecimientos municipalizados y de algunos sostenedores particulares subvencionados, debiera hacerse un distingo respecto de aquellos sostenedores que obtienen buenos resultados y una positiva evaluación por parte de la comunidad a la que atienden. En estos establecimientos, agregó, debe haber menos e incluso ausencia de control de los fondos que el proyecto asigna.





En particular, respecto del artículo 3º del proyecto, criticó la potencial volatilidad de los parámetros de asignación de fondos, tarea de los ministerios de Educación y Hacienda, que no quedarán establecidos, como una política de Estado, en la ley.





En cuanto a su artículo 5º, se extrañó, atribuyéndolo a un error de redacción, de la exclusión de la aplicación de los títulos II y III de la Ley de Subvenciones, relativos a los establecimientos con financiamiento compartido. Dichos establecimientos, añadió, también atienden a la población vulnerable, por lo que esta situación debe ser remediada.





Reiteró, a propósito de la letra b) del artículo 6º, la oposición de la FIDE  a la restricción de la selección de alumnos, toda vez que los establecimientos eligen a sus alumnos no considerándolos individualmente, sino que ponderando a su grupo familiar completo, el cual, muchas veces, podrá estar interesado en obtener buenos resultados académicos, pero también vibrará de manera menos entusiasta con algunas actividades que el ingreso a ese colegio supone. Limitar ese natural proceso de mayor o menor adscripción a un proyecto educativo determinado, sostuvo, es contrario a la libertad de enseñanza que la Constitución Política de la República consagra. Además, desde un punto de vista práctico, tanto el alumno que pierde un sorteo como el alumno que es discriminado en el ingreso a una escuela, no tienen acceso al tipo o calidad de educación a la que han postulado. Una situación como esta se torna más dramática en zonas extremas, donde las alternativas de establecimientos educacionales son más menguadas. Por otro lado, indicó que el proyecto no establece beneficios para los establecimientos que favorecen algún tipo de discriminación positiva, por ejemplo, a favor de las alumnas embarazadas. 





Tampoco estimó conveniente la determinación directa de la subvención a una finalidad determinada, la que, a su juicio, debiera ser definida por cada sostenedor.

 



Respecto del numeral 2º del artículo 25, manifestó sus reparos a la ausencia de responsabilidad por parte del comité tripartito que se establece, pues el peligro de cierre o la revocación del decreto cooperador o reconocimiento oficial quedan total y exclusivamente entregados a personas que no son responsables y que han tenido injerencia, por ejemplo, en la asignación de un determinado docente a un curso.





Abogó, asimismo, por una coordinación de las modificaciones introducidas al artículo 27, que implican, de alguna manera, una variación a las normas por las que se entrega el reconocimiento oficial prescrito en el Nº 11 del artículo 19 de la Carta Fundamental. Dicho artículo 27, a juicio de la FIDE, podría ser objeto de un quórum más alto, pues se refiere a una garantía constitucional.

 



Continuó señalando que la especificación, en el artículo 32 del proyecto, de la facultad de los docentes directivos para desempeñar labores de aula, es del todo innecesaria, ya que el Estatuto Docente, al definir las funciones de los profesionales de la Educación, permite que estas sean ejercidas, indistintamente, por los directores o por cualquiera que tenga el título de profesor.





Advirtió que el Párrafo 7º De las Infracciones y Sanciones, altera la naturaleza jurídica de las sanciones que se aplican en caso de incumplimiento de la Ley de Subvenciones. La actual normativa, explicó, castiga al sostenedor que no cumple con la obligación de atender a los alumnos que asisten a los establecimientos educacionales de su dependencia. Cambiar esta alusión, en el evento de no lograr determinadas metas de acuerdo o convenio, debería ser sancionada según lo acuerden las partes en el mismo convenio, o, en caso contrario, lo que procedería es cambiar la naturaleza de la subvención, que se paga por alumno asistente y asistido.





Finalizó su exposición señalando que es imprescindible analizar la presente iniciativa en conjunto con el proyecto de Ley General de Educación, con el de Superintendencia de Educación y con el futuro proyecto de reajuste de subvenciones, todos mencionados por S.E. la Presidenta de la República en su discurso de 21 de mayo de 2007.





La Subsecretaria de Educación, señora Pilar Romaguera, destacó las concordancias con los aspectos positivamente valorados por la FIDE, muestra del alto consenso logrado en torno a la implementación de una subvención preferencial.  Respecto de las diferencias expuestas, aseveró que la aludida asignación centralizada de recursos con un excesivo control por parte del Ministerio, no es tal, toda vez que la entrega de la subvención a los sostenedores es sin ninguna clase de control. Añadió que si se compara con anteriores subvenciones entregadas en nuestro país, con la forma en que se opera en otros sectores productivos o con experiencias internacionales, no existe referencia de otra subvención que sea entregada con menores grados de control que la preferencial que el presente proyecto contempla. A lo que se apunta, en definitiva, es hacia una mayor transparencia en la asignación informada y transparente de los recursos, en términos anglosajones, a un “accountability” del sistema educacional, de un modo, además, voluntario para aquellos sostenedores que quieran sumarse.

En el mismo sentido, expresó que la ley establece de modo bastante preciso cómo se identifican los alumnos prioritarios y cómo se asignan los recursos, por lo que no existe ninguna posibilidad de que el actual u otro Gobierno maneje la subvención preferencial con otros objetivos que no sean los que le han dado origen.





Agregó que el proyecto sí contempla que los establecimientos con financiamiento compartido puedan participar de la subvención preferencial, con la sola precisión de que no le pueden cobrar dicho financiamiento compartido a los alumnos vulnerables por los que el Ejecutivo va a hacer entrega de recursos adicionales





En cuanto a la posibilidad de seleccionar alumnos por parte de los colegios, puso de manifiesto la convicción del Ministerio de que no debe existir, pues lo que interesa es reguardar la igualdad de oportunidades “ex ante”, en el ingreso al sistema educacional, para que todos puedan postular con las mismas oportunidades de ser seleccionados y no se verifiquen exclusiones previas. En todo caso, indicó, el proyecto exige que padres y apoderados adscriban al proyecto educativo del establecimiento del cual pasan a formar parte.





Respecto de la inconveniencia de que la asignación directa de la subvención vaya asociada a una finalidad determinada, expuso que, en general, una subvención no va asociada a un fin específico, pero que en el caso de la subvención preferencial, enfocada a mejorar los rendimientos de los alumnos calificados de prioritarios, es obvio que debe ser destinada a esos efectos y no puede tener un tratamiento similar al de la subvención general.





Sobre el desempeño docente de los directores, expresó que su inclusión se había hecho, inicialmente, con carácter obligatorio en el proyecto presentado por el Ejecutivo, lo que varió posteriormente a facultativo, a través del verbo rector “podrán”, durante la tramitación en el Senado. 





Ante una consulta del Honorable Senador señor García, la Subsecretaria de Educación explicó que si bien a todos los establecimientos se les entrega la misma cantidad de dinero ($19.980.- por alumno), la modalidad de recepción de los fondos que este proyecto otorga varía según la clasificación de cada establecimiento. Los Autónomos reciben la totalidad como subvención; los Emergentes, la mitad como subvención y la mitad como aporte (que importa un mayor grado de supervisión por parte del Ministerio sobre el uso de los recursos); y los En Recuperación, la totalidad como aporte. En todos los casos, el establecimiento que quiera hacer uso de la subvención preferencial deberá manifestar su voluntad vía un convenio marco con la Cartera de Educación. Luego, los que reciban recursos como aporte, deberán suscribir un convenio más específico respecto de la utilización que les den. 





El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, señor Rodrigo González, agregó que, a partir de la clasificación de los establecimientos, se generan dos grandes efectos. Uno es la mayor o menor libertad de disposición de los recursos. El otro, que los establecimientos Autónomos sólo deben informar de su Plan de Mejoramiento al Ministerio de Educación; los Emergentes, deben someterlo a su aprobación; mientras que en el caso de los En Recuperación, dicho Plan debe ser elaborado por una entidad externa de asesoría técnico pedagógica, y aprobado por el Ministerio.  





El Honorable Senador señor Escalona consultó cómo se celebran los convenios en la educación municipal, donde hay un sostenedor, la Municipalidad, que abarca a varios colegios de distintas categorías.





La Subsecretaria de Educación respondió que, efectivamente, el convenio se celebra con el sostenedor, pero que el Plan de Mejoramiento Educativo se suscribe en forma particular con el establecimiento que corresponda, de acuerdo con su categoría. Al efecto, si bien es el sostenedor quien distribuye los recursos, en virtud de los respectivos planes de manejo será posible conocer la forma en que se ha realizado esa distribución, con lo que cada colegio sabrá, con certeza, cuánto es lo que le corresponde. 




El Honorable Senador señor García solicitó una explicación más detallada del representante de la FIDE, respecto de sus reparos a la asignación centralizada de los recursos por parte del Gobierno.





El Jefe del Departamento Jurídico de la FIDE manifestó que, no obstante lo lógico que resulta que sea el Ejecutivo quien fije los parámetros de distribución de los fondos, deben igualmente contemplarse realidades como las de un colegio que atiende a una población altamente vulnerable y lo hace bien. No se entiende, en casos así, la desconfianza hacia la gestión que dicho colegio pueda llevar a cabo, que es lo que en el fondo supone una asignación centralizada. 





Los representantes del Ministerio de Educación insistieron en que tal demanda se ve satisfecha por el proyecto, al disponer que el establecimiento educacional que logre buenos resultados académicos va ser calificado como Autónomo, con las ventajas que ello implica, como reconocimiento a su capacidad de gestión, debiendo satisfacer como único requisito el hacer pública la inversión de los dineros.





Hicieron ver, asimismo, que la preocupación por la inversión de los fondos se funda en la responsabilidad política que tiene el Gobierno por la debida información y transparencia en su utilización, sobre todo en el caso de los establecimientos que no obtienen rendimientos adecuados, sin pretender, en absoluto, aumentar la burocracia administrativa. 





En este sentido, marcaron un punto de diferencia con la subvención normal, que se entrega sin más requisitos que la asistencia: en la subvención escolar preferencial se hará contra el cumplimiento de las acciones del Plan de Mejoramiento. 





El Honorable Senador señor García consultó si existe una meta específica a alcanzar con el aporte por alumno de la subvención preferencial o, de otro modo, cuánto dinero haría falta para poder llegar a una meta objetiva en educación de calidad.





La Subsecretaria de Educación indicó que el objetivo de la subvención preferencial no es otro que nivelar el rendimiento de aquellos alumnos que hoy, en razón de sus orígenes, se encuentran en desventaja respecto de sus pares. Su éxito dependerá de que se alcance o no dicha nivelación. Y los parámetros de medición para ello serán los indicados en el Plan de Mejoramiento.





Agregó que en el contexto general del sistema educacional del país, la subvención normal será incrementada en un 15% próximamente. Al respecto, el Ministerio ha estado avanzando en los denominados “Mapas de Progreso Educativo”, herramienta que permite establecer qué es lo que cada alumno debe saber dentro de los distintos niveles educativos, y posibilita determinar cuál es el estándar promedio que se debe satisfacer.

 



El Jefe del Departamento Jurídico de la FIDE sostuvo que lo más adecuado, en el caso de los colegios de buen funcionamiento, sería que el control por parte de la autoridad funcionara ex post, como muestra de confianza hacia su gestión. Y eso no lo satisface el proyecto, pues exige acciones mínimas aún a los colegios que han dado muestras de excelencia.





Reiteró su duda acerca de por qué en el artículo 5º del proyecto se excluye de la aplicación supletoria el Título II De la Subvención a Establecimientos Educacionales de Financiamiento Compartido y del Sistema de Becas de la ley de subvenciones. 





El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación precisó que los establecimientos de financiamiento compartido sí pueden participar de la subvención escolar preferencial. Lo que no pueden hacer es cobrarles a aquellos alumnos por los cuales reciben dicha subvención.





Añadió que lo que hace el artículo 5º es consagrar la aplicación supletoria de la ley de subvenciones a la iniciativa de la referencia.





El Jefe del Departamento Jurídico de la FIDE consultó si, considerando la no inclusión de dicho Título II en el referido artículo 5º, los alumnos vulnerables de un establecimiento de financiamiento compartido que adscribe a la subvención preferencial, quedan comprendidos o no dentro del sistema de becas. Sugirió, al efecto, agregar una referencia al Título II, a objeto de que no queden dudas sobre su aplicación.





Argumentó que su aprehensión se funda en la situación de un colegio que cuenta con alumnos becados. Dichas becas, como se sabe, también se asignan en razón de condiciones de vulnerabilidad social. Entonces, de excluirse de la aplicación supletoria el título relativo al sistema de becas, un alumno becado no podría ser considerado como beneficiario de la subvención preferencial. 

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor García preguntó si el alumno becado tiene derecho a percibir la subvención preferencial si es vulnerable.

El Jefe de la Unidad de Currículo y Evaluación del Ministerio de Educación, señor Pedro Montt, acotó que los establecimientos tienen la obligación de tener un porcentaje de alumnos becarios, y el sistema del financiamiento compartido cuenta con un mecanismo de devoluciones, en cuya virtud por cada $2 que aporta para becas el sostenedor, se le restituye $1 por parte del Estado.





La Subsecretaria de Educación, respondiendo derechamente a las consultas, explicó que el caso es el de un colegio con financiamiento compartido que tiene un conjunto de alumnos que se encuentran becados, a los que, por tanto, no les cobra. Los recursos adicionales que, por concepto de subvención preferencial, el Estado va a entregar a esos niños, son para que el colegio efectivamente ejecute acciones destinadas a reforzar el aprendizaje y rendimiento de aquellos. Lo que no puede ocurrir es que el colegio tome los nuevos recursos y los destine a financiar el financiamiento compartido que no está cobrando a sus alumnos becados. Y para ello el Ministerio exigirá a los establecimientos la pertinente inversión de estos nuevos fondos.




El Honorable Senador señor Gazmuri señaló que, a su juicio, es claro que esta nueva ley no excluye a los beneficiarios del sistema de becas. En todo caso, se mostró partidario de que, en caso que pudiera prestarse para equívocos, se clarificara en el texto de la iniciativa que un alumno becado sí puede ser objeto de la subvención preferencial.





El Honorable Senador señor García acotó que puede darse la situación de un alumno de un establecimiento con financiamiento compartido que sea becado y que tenga excelentes resultados académicos, pero que no sería prioritario, porque su rendimiento se encuentra por sobre la media.





La Subsecretaria de Educación aclaró que la definición de un alumno prioritario se realiza estrictamente a partir de su situación socioeconómica. En consecuencia, un niño con buenos resultados, pero que sea deficitario en dicho aspecto, puede igualmente acceder a la subvención.





Agregó, ante una consulta del Honorable Senador señor Gazmuri, que el Plan de Mejoramiento de un establecimiento es para todos sus alumnos, pero con especial énfasis en los vulnerables, y no exclusivamente para estos últimos. Complementaria a estos aportes, además, será la subvención por concentración, que se entrega al establecimiento en su conjunto.





En este sentido, la Jefa de la División de Educación General, señora Mónica Luna, especificó que el establecimiento que recibe la subvención preferencial debe cubrir a todo el espectro de su alumnado (desde el primer nivel de transición parvularia a 4º básico, en una primera etapa), pero focalizado a los alumnos prioritarios. En la práctica, esto significará que cada colegio deberá implementar, en cada curso, planes globales para el aprendizaje de todos sus alumnos, y, simultáneamente, deberá generar acciones específicas para los vulnerables.





El Jefe de la Unidad de Currículo y Evaluación del Ministerio de Educación añadió que, para la medición de los objetivos alcanzados al respecto, los sistemas hasta hoy implementados permiten conocer los resultados, curso por curso, de cada colegio del país, si bien no aún alumno por alumno. Tales sistemas son los que han permitido concluir, desde luego, que los rendimientos académicos están correlacionados con la vulnerabilidad de los alumnos.  





El Honorable Senador señor Gazmuri expresó sus reparos a la transición de cuatro años, a contar del año 2008, hasta que el sistema de subvención escolar preferencial funcione en régimen. Señaló que los recursos disponibles en el erario público le permiten al Gobierno acortar estos plazos, atendidos los beneficios que el proyecto importa. Más si se considera que el desembolso para el segundo año de implementación ($ 39.846 millones) es sustancialmente inferior al del primer año ($100.383 millones).  

- - -

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación informó a la Comisión de la presentación, por parte del Ejecutivo, de una serie de indicaciones al proyecto.

Subrayó, además, la importancia de basar en la asistencia de los alumnos el sistema de cálculo para determinar el monto de la subvención preferencial. Constituye un incentivo para que la escuela y los profesores procuren y fomenten la presencia de los niños en clases. Al efecto, indicó que el promedio nacional de inasistencia, que asciende a un 2%, no logra afectar el pago de la subvención, cuestión que sólo se produce en los casos en que dicho promedio alcanza al 5%.





El Honorable Senador señor Gazmuri manifestó sus reparos a la existencia de un registro de asistencia separado para los alumnos vulnerables, por constituir un error desde un punto de vista metodológico y pedagógico que, incluso, puede redundar en problemas de discriminación.





Los representantes del Ejecutivo precisaron que lo que seguirá existiendo es un único libro diario de asistencias, el usualmente conocido como libro de clases, para el registro de todos los alumnos asistentes, sin distingos, y que sólo posteriormente, fuera de la sala de clases y como trámite administrativo que la dirección de cada establecimiento deberá realizar, se hará la separación entre quienes son vulnerables y quienes no, para los efectos de enviar la información al Ministerio para el cálculo de la subvención.




Agregaron que los Programas de Alimentación Escolar (PAE), en los que también participan alumnos prioritarios, han evidenciado que, existiendo una única lista de clases sobre la que después, administrativamente, se trabaja, no se generan problemas metodológicos ni de distinciones innecesarias.

- - -





Cabe hacer presente que la Sala del Senado, en su Sesión 44ª, celebrada con fecha 28 de agosto de 2007, acordó abrir nuevo plazo de indicaciones para el presente proyecto, hasta el día 29 de agosto de 2007, a las 18:00 horas.

- - -





A continuación, se efectúa una relación de los artículos y de las distintas indicaciones presentadas, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.

ARTÍCULO 1°





“Artículo 1º.- Créase una subvención educacional denominada preferencial, destinada al mejoramiento de la calidad de la educación de los establecimientos educacionales subvencionados, que se impetrará por los alumnos prioritarios que estén cursando primer o segundo nivel de transición de la educación parvularia y educación general básica.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 1, 2 y 3.




La indicación número 1, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar la frase “de los establecimientos” por “de los alumnos prioritarios de los establecimientos”.



El Honorable Senador señor Escalona sostuvo que, en su parecer, es más clara la redacción del texto aprobado en general por el Senado.


La Subsecretaria de Educación expresó que, si bien la subvención preferencial se enfoca en los alumnos prioritarios, al Ministerio le interesa el mejoramiento de la calidad de la educación del establecimiento en su conjunto, como una unidad. Y en ese sentido, agregó, se han contemplado varias de las metas que se detallan a lo largo del proyecto.


El Honorable Senador señor García señaló que lo que debe interesar es mejorar la calidad de educación de los alumnos, razón por la que se mostró de acuerdo con la indicación en análisis.





La indicación número 1 fue rechazada por la Comisión, por dos votos contra uno. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Escalona y Sabag, y a favor el Honorable Senador señor García.





La indicación número 2, del Honorable Senador señor Núñez, para intercalar en el artículo primero, a continuación de la palabra “subvencionados”, el vocablo “municipales”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 





La indicación número 3, del Honorable Senador señor Orpis, para agregar, entre los colegios destinatarios, a los Particulares y Particulares Subvencionados. 





La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 

ARTÍCULO 2°





“Artículo 2º.- Para los efectos de la aplicación de la subvención escolar preferencial se entenderá por prioritarios a los alumnos para quienes la situación socioeconómica de sus hogares dificulte sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo.”.


La calidad de alumno prioritario será determinada por el Ministerio de Educación, directamente o a través de los organismos de su dependencia que éste determine, de acuerdo a los siguientes criterios:


a) Los alumnos cuya familia pertenezca al Sistema Chile Solidario tendrán la calidad de prioritarios por el solo ministerio de la ley.


b) Los alumnos de familias no comprendidas en la letra precedente serán considerados prioritarios, para los efectos de esta ley, cuando sean caracterizados dentro del tercio más vulnerable de las familias que cuenten con caracterización socioeconómica de su hogar según el instrumento de caracterización vigente.



c) Los alumnos de familias no comprendidas en las letras anteriores tendrán la calidad de prioritarios cuando sus padres o apoderados hubieren sido clasificados en el tramo A del Fondo Nacional de Salud.


d) Tratándose de alumnos cuyos hogares no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar, de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente, o que no hayan quedado comprendidos en las letras anteriores, para los efectos de su calificación como prioritarios, se considerará, en orden sucesivo, los ingresos familiares del hogar, la escolaridad de la madre y, en su defecto, la del padre o apoderado con quienes viva el alumno, y la condición de ruralidad de su hogar y el grado de pobreza de la comuna donde resida el referido alumno, en la forma que establezca el reglamento.


La calidad de alumno prioritario será informada por el Ministerio de Educación a la familia de dicho alumno.”.



El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación manifestó que la aplicación de los criterios antedichos no se realiza mediante la ponderación de factores o la asignación de puntajes a cada uno de ellos, sino a través de un orden predeterminado en cuya virtud unos se aplican en subsidio de otros.


La Subsecretaria de Educación resaltó el consenso logrado en torno a las clasificaciones contenidas en este artículo, indicando que si un alumno pertenece a una familia que forma parte del Programa Chile Solidario, es inmediatamente calificado como prioritario; si no se encuentra en dicho Programa, se analizará si se encuentra en una familia del tercio más vulnerable de acuerdo a la Ficha de Protección Social; subsidiariamente, se atenderá al tramo A de FONASA; y no procediendo ninguno de los anteriores, se considerará la información que proporcione la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas (JUNAEB) respecto de ingresos familiares bajos, baja escolaridad de la madre, grado de pobreza y otros indicadores que ameriten la calificación de prioritario para un alumno.



El Honorable Senador señor García manifestó desconocer los resultados de la aplicación de la Ficha de Protección Social y, en consecuencia, del lugar en que se encuentra situada la línea de pobreza, a diferencia de lo que ocurría con la Ficha CAS, donde era sabido que de los 550 puntos hacia abajo, aproximadamente, se encontraba el sector más pobre de la población.


La Subsecretaria de Educación explicó que el objetivo del proyecto es llegar y otorgar cobertura al tercio de alumnos más pobres del país. Respecto de la aplicación de la Ficha de Protección Social y de las posibles deficiencias de que pudiera adolecer, subrayó que para eso, precisamente, se han previsto los otros mecanismos de caracterización ya aludidos.

El Honorable Senador señor Sabag acotó que es del todo claro que será el Ministerio de Educación, y no la Municipalidad o algún otro ente, el que determinará quiénes son los alumnos prioritarios, de acuerdo con los parámetros descritos.


El Honorable Senador señor Escalona expresó comprender que, siendo el objetivo del proyecto mejorar la educación del tercio de alumnos más pobres, los instrumentos para identificarlos efectivamente y, al cabo, focalizar los recursos, son las que este artículo dispone. No es, por tanto, que cada nuevo instrumento que se aplique sume nuevos niños, sino que cada uno de ellos, por su aplicación subsidiaria, debe servir para la identificación del referido tercio.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 4, 5, 6, 7, 7x, 8, 9, 10, 10x, 11, 12, 13, 14, 14x y 14xx.





La indicación número 4, del Honorable señor Horvath, para reemplazar, en su inciso primero, la frase “la situación socioeconómica de sus hogares” por “su situación de vulnerabilidad y la de su entorno”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.





La indicación número 5, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, para intercalar, en su inciso primero, a continuación de la palabra “socioeconómica”, la frase “,cultural y constitución familiar”.


La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue retirada en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.





La indicación número 6, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, a su inciso primero, la frase “y se encuentren en alguna de las situaciones previstas en este artículo”.





 Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 





La indicación número 7, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en el encabezamiento de su inciso segundo, la palabra “calificada” por “determinada”.



Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.




La indicación número 7x, de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar en el inciso segundo, entre las expresiones “determinada” y “por”, la expresión “anualmente”.


El Honorable Senador señor Gazmuri expresó sus dudas respecto de la conveniencia de determinar, anualmente, la calidad de alumno prioritario, por connotar para el Ministerio una carga de trabajo innecesaria el tener que revisar tan periódicamente la situación de los alumnos, considerando que la movilidad de los sectores pobres de la población es lenta y, en algunos casos, tarda una o más generaciones en producirse. Asimismo, hizo ver la complejidad que puede significar, por ejemplo, modificar de un año a otro la calidad de prioritario de un niño.  


La indicación número 7x fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.





La indicación número 8, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir, en la letra b), la frase “hayan sido caracterizados como indigentes por el instrumento de caracterización socioeconómica del hogar” por “sean caracterizados dentro del tercio más vulnerable de las familias que cuenten con caracterización socioeconómica de su hogar, según el instrumento de caracterización”.



Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.



La indicación número 9, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar la palabra “indigentes” por “vulnerables”.


La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue retirada.


La indicación número 10, de S.E. la señora Presidenta de la República, para suprimir la letra c).



Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.





La indicación número 10x, de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, en la letra c), entre las expresiones “anteriores” y “tendrán”, la frase “y que no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente,”.





La Honorable Senadora señora Matthei consultó sobre la compatibilidad entre la calificación que se realiza de quienes pertenecen a los distintos tramos de FONASA y de quienes son cubiertos por la encuesta CASEN, ficha CAS u otros instrumentos. Ello pues puede verificarse un incentivo muy particular por tratar de formar parte de FONASA A, por el beneficio que traería aparejada.





En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Escalona expresó que puede provocarse una gran presión de la población sobre FONASA, y en particular sobre sus asistentes sociales, en orden a quedar calificada en la letra A para poder acceder a nuevas garantías.





El representante del Ministerio de Hacienda, señor José Espinoza, señaló que la indicación en análisis está orientada, precisamente, a subsanar situaciones como las manifestadas por Sus Señorías, pues a la redacción aprobada se trata de agregar un requisito copulativo al de no estar comprendido en los criterios anteriores, cual es el de no contar con la caracterización socioeconómica del hogar, a fin de acotar el incentivo al que se ha hecho referencia.





La Subsecretaria de Educación añadió que con la indicación lo que se hace es potenciar la preeminencia de la Ficha de Protección Social por sobre la clasificación de FONASA, la que debe ser aplicada sólo de modo subsidiario, como ya ha sido explicado. Hizo ver, asimismo, que la inclusión de esta letra c) fue fruto de una fuerte argumentación llevada a cabo por los parlamentarios en el trámite seguido en la Cámara de Diputados.





El Honorable Senador señor García preguntó por qué en la anterior indicación, lo que se proponía era la supresión de la letra c).





La Subsecretaria de Educación respondió que, cuando comenzó la implementación de la Ficha de Protección Social, se proyectó que sería herramienta suficiente para poder determinar el universo de alumnos vulnerables, razón por la que, en su oportunidad, se estimó prudente prescindir de otros criterios. Sin embargo, dicho instrumento, ha demostrado no bastar para el objeto señalado, razón por la que se hizo necesaria la consideración de nuevas variables.  





La indicación número 10x fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Gazmuri.





La indicación número 11, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir, en la letra d), la expresión “en orden sucesivo” por “en forma conjunta”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que esta indicación altera el orden de preferencia establecido, al proponer que todos los factores señalados sean ponderados en forma conjunta.



La indicación número 11 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Gazmuri.





La indicación número 12, del Honorable Senador señor Núñez, para agregar, en la letra d), a continuación de las palabras “viva el alumno”, la frase “y la condición urbana o rural de su hogar”.


Esta indicación fue aprobada, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Gazmuri. 





La indicación número 13, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, a continuación de la letra d), la siguiente, nueva:





“e) Serán considerados también, y de manera especial, como prioritarios los alumnos provenientes de familias donde la madre, el padre o el propio alumno haya sido reconocido por la Ley 19.253 y cumplan con los requisitos de las letras anteriores y, particularmente, aquéllos que provengan de comunidades o reservas indígenas, especialmente cuando éstas sean rurales.”.


La Honorable Senadora señora Matthei comentó que no se entiende el alcance de la expresión “serán considerados, y de manera especial”, que puede suponer un estudio especial de la situación de los niños que provengan de comunidades indígenas o su incorporación, de manera automática, en calidad de prioritarios al sistema.


Los Honorables Senadores señores García y Gazmuri agregaron que no se justifica añadir nuevos criterios a la determinación, por cuanto los ya existentes son suficientes para la identificación del tercio de alumnos más pobres.


La indicación número 13 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Gazmuri.


 


La indicación número 14, del Honorable Senador señor Núñez, para intercalar, a continuación del inciso segundo, el siguiente, nuevo:





“Asimismo, para la calificación de los alumnos prioritarios deberá considerarse el grado de pobreza  de la comuna donde resida el referido alumno, en la forma que establezca el reglamento.”.



Esta indicación fue aprobada, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Gazmuri.


La indicación número 14x, de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, como inciso penúltimo, el siguiente, nuevo:


“Las familias de alumnos identificados como prioritarios según los criterios señalados en la letra c) o d) anteriores, deberán contar con la caracterización socioeconómica de su hogar, según el instrumento vigente, en el plazo de un año desde la determinación de su calidad de alumno prioritario. Transcurrido dicho plazo, el alumno cuya familia no cuente con la caracterización señalada perderá su calidad de alumno prioritario a partir del año escolar siguiente.”.


El Honorable Senador señor García manifestó su acuerdo con la indicación, sin perjuicio de advertir sobre el perjuicio que pudiera resultar de su aplicación cuando en casos de escuelas situadas en zonas remotas, por ejemplo, sea responsabilidad de una Municipalidad, y no de un alumno, el no llevar a cabo la caracterización requerida. 


El Honorable Senador señor Gazmuri expresó su conformidad con el establecimiento de un estímulo a la caracterización, pues al sostenedor le va a interesar llevarla a cabo para no perder la subvención.


La indicación número 14x fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 


La indicación número 14xx, de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar el inciso final por el siguiente:


“La determinación de la calidad de alumno prioritario, así como la pérdida de la misma, será informada anualmente por el Ministerio de Educación a la familia de dicho alumno y al sostenedor del establecimiento en que éste se encuentre matriculado.”.


El Honorable Senador señor Gazmuri sostuvo que es innecesaria la obligación de informar a la familia del alumno sobre la adquisición o pérdida de la calidad de prioritario, pues no tiene mayores efectos prácticos y, por el contrario, sólo contribuye a la estigmatización de los más pobres, cuestión que, desde luego, afecta a los niños. Agregó que resultará del todo contraproducente informar a una familia que su hijo ya no es prioritario, pues equivaldrá a notificarla de que ya no se reúnen las características de pobreza requeridas, en circunstancias que las condiciones de vida siguen siendo las mismas.


La Jefa de la División de Educación General del Ministerio de Educación explicó que la información a la familia sí tiene efectos prácticos, pues si, por ejemplo, se le quiere realizar algún cobro condicionante, como la matrícula o la cuota del centro de padres, estará en conocimiento de que, por la calidad de prioritario de su hijo, dicho cobro no es procedente.   


A proposición del Honorable Senador señor Gazmuri, se votó separadamente la indicación número 14xx, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 164 del Reglamento del Senado.


En primer lugar, se votó la propuesta del Honorable Senador señor Gazmuri de votar separadamente la frase “a la familia de dicho alumno y”. 


En votación la propuesta, votó a favor de eliminar la frase el Honorable Senador señor Gazmuri, en contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Escalona y Sabag, y se abstuvo el Honorable Senador señor García. Repetida la votación, en conformidad con lo dispuesto por el artículo 178 del Reglamento del Senado, fue rechazada la propuesta de eliminación de la frase indicada, por tres votos contra uno. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag, y a favor el Honorable Senador señor Gazmuri. 


En votación la indicación número 14xx propuesta por S.E. la señora Presidenta de la República, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.


En votación el artículo 2º, fue aprobado en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, con las modificaciones introducidas por las indicaciones reseñadas, como se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

ARTÍCULO 3°





“Artículo 3º.- La forma de realizar la calificación de alumno prioritario será definida en un reglamento, mediante normas de carácter general, elaborado por el Ministerio de Educación, el cual llevará, además, la firma del Ministro de Hacienda.”.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 15, 16, 17 y 18.


La Comisión no se pronunció sobre estas indicaciones, que fueron retiradas por sus respectivos autores.

El Honorable Senador señor García estimó contradictorio este artículo con lo aprobado respecto del artículo precedente, en el que se ha establecido que la caracterización socioeconómica será determinada año a año.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que la disposición se refiere a un nuevo reglamento, el que fijará cómo se va a hacer un proceso de calificación que otorgue a los ciudadanos garantías de plena transparencia y que profundice los criterios ya definidos por la ley.

El Honorable Senador señor García sostuvo que la forma en que se va a llevar dicho proceso ya se encuentra determinada en los literales del artículo 2º, al igual que la periodicidad.

El Honorable Senador señor Sabag indicó que estableciendo una reglamentación mayor se corre al riesgo, como ha ocurrido en otros casos, de tornar inoperante o dilatar la efectiva percepción, por parte de la ciudadanía, del beneficio que el proyecto establece, en circunstancias que lo que se requiere es una mayor fluidez. 

La Comisión acordó suprimir el inciso único del artículo 3º. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

Sin perjuicio de lo expuesto, cabe hacer presente que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología aprobó, como inciso segundo de este artículo, el texto propuesto por la indicación número 41, del Honorable Senador señor Orpis, para consultar el siguiente artículo nuevo:

“Artículo ….- La pérdida de los requisitos establecidos en el artículo 2º anterior hará cesar inmediatamente el derecho a la  subvención preferencial que trata esta ley.”.

La Comisión aprobó esta indicación, como se indicará en su oportunidad, por tres votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, Gazmuri y Sabag, y se abstuvo el Honorable Senador señor García.


ARTÍCULO 4°


“Artículo 4º.- Tendrán derecho a la subvención escolar preferencial los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, en adelante “Ley de Subvenciones”, que impartan enseñanza regular diurna, cuyo sostenedor haya suscrito el convenio a que se refiere el artículo 7º. Esta subvención se pagará por los alumnos prioritarios matriculados en dichos establecimientos, según lo establecido en los artículos 14 y 15.”.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 19, 20, 21 y 22.


La indicación número 19, del Honorable Senador señor Orpis, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 4º.- Tendrán derecho a la subvención educacional preferencial los alumnos que cumplan con los siguientes requisitos  copulativos:


a) Que califique como Prioritario de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2º anterior, y


b) Que su rendimiento académico sea calificado al menos con nota superior a 5.0 o su equivalente  si la escala de evaluación utilizada es diferente.”.



La indicación número 20, del Honorable Senador señor Núñez, para intercalar, a continuación de la palabra “educacionales”, el vocablo “municipales”.



La indicación número 21, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir la frase “cuyo sostenedor haya suscrito el convenio a que se refiere el artículo 7º”.


La indicación número 22, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para intercalar, a continuación de “artículo 7º”, la frase “o que conforme a lo dispuesto en el artículo 2º de esta ley tengan matriculados a alumnos calificados como prioritarios”.


Las indicaciones números 19, 20, 21 y 22 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.


Enseguida, el Honorable Senador señor García señaló que, a su juicio, el presente artículo tampoco se justifica, toda vez que el artículo 7º es el que detalla el convenio que cada establecimiento debe suscribir. 


En votación el artículo 4º, fue aprobado por tres votos a favor y uno en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, Gazmuri y Sabag, y en contra el Honorable Senador señor García.

ARTÍCULO 5°


“Artículo 5º.- En todo lo no regulado expresamente en esta ley, la subvención escolar preferencial se regirá por las normas de los Títulos I y IV de la Ley de Subvenciones. La pérdida de los requisitos para percibir las subvenciones de dicha ley, y la privación o suspensión del pago de la misma, tendrán como efecto la suspensión o privación, según sea el caso, de la subvención preferencial y de los aportes regulados en esta ley.”.


Sobre este artículo recayó la indicación número 22bis, de S.E. la señora Presidenta de la República, para introducirle las siguientes modificaciones:


a) Intercalar, a continuación de la frase “subvención escolar preferencial”, la siguiente: “y la subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis de la presente ley.”.


b) Reemplazar la expresión “se regirá” por “se regirán”.


c) Intercalar entre la frase “subvención preferencial” y la conjunción “y” la frase “, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios.”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que, por la indicación, se establece como norma subsidiaria a aplicar la Ley de Subvenciones. 

La Comisión aprobó esta indicación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

ARTÍCULO 6°


“Artículo 6º.- Para que los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 4º puedan impetrar el beneficio de la subvención escolar preferencial, deberán cumplir con los siguientes requisitos:


a) Eximir a los alumnos prioritarios de los cobros establecidos en el Título II de la Ley de Subvenciones, así como de cualquier cobro que condicione la postulación, ingreso o permanencia del alumno en ese establecimiento.





b) Aceptar a todos los alumnos que postulen al primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y desde 1º hasta 4º año de la educación general básica, dentro de las capacidades autorizadas que tenga el establecimiento.





En el evento de que haya una cantidad de postulantes superior a la capacidad autorizada del establecimiento educacional, la incorporación de los alumnos se ceñirá estrictamente a un proceso de selección público y transparente, en el marco del proyecto educativo institucional a que alude la letra c) siguiente, el que en ningún caso podrá considerar la situación económica o social del postulante, su rendimiento escolar pasado o potencial, el estado civil, escolaridad o religión de los padres, origen étnico del postulante, ni otro criterio que permita la discriminación arbitraria de éste. En ese caso las vacantes sólo podrán asignarse por prioridad familiar o, en última instancia, por sorteo.




Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá por prioridad familiar que el alumno postulante tenga hermanos matriculados o sea hijo de un docente o no docente del establecimiento educacional.


c) Informar a los padres y apoderados del proyecto educativo institucional y del reglamento interno del establecimiento, entendiéndose que al concretarse la postulación hay una aceptación de los padres y apoderados a dicho proyecto y reglamento interno.

d) Retener en el establecimiento a los alumnos prioritarios con bajo rendimiento académico e impulsar una asistencia técnico-pedagógica especial para mejorar su rendimiento escolar, no pudiendo excluir alumnos por razones académicas.

e) Destinar los aportes que contempla esta ley a la implementación de las medidas comprendidas en el plan de mejoramiento educativo en beneficio de los alumnos prioritarios.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 23, 24, 25, 26, 27, 27x, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 35x, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42 y 43.



La indicación número 23, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir el artículo.


 


La indicación número 24, del Honorable Senador señor Orpis, para suprimir desde el artículo 6° hasta el artículo 24, inclusive.


La Comisión rechazó las indicaciones números 23 y 24 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

La indicación número 25 de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar, en su encabezamiento, la frase “los establecimientos educacionales” por “los sostenedores de establecimientos educacionales”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que esta indicación tiene por objeto mejorar la redacción de esta norma. Agregó que estas obligaciones deben ser cumplidas por los sostenedores de los establecimientos educacionales y no por los establecimientos educacionales.


Esta indicación fue aprobada, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.


La indicación número 26, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, paran reemplazar la letra a) por la siguiente:


“a) Eximir a los alumnos prioritarios de los cobros establecidos en el Título II de la ley de subvenciones, referido a financiamiento compartido. Estos alumnos no podrán ser objeto de cobro obligatorio alguno.”.


Esta indicación fue aprobada, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 





La indicación número 27x, del Honorable Senador señor Novoa, para suprimir la letra b).





La indicación número 27, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir toda la letra b) por la siguiente:


“b) Aceptar a los alumnos que postulen al establecimiento dentro de las capacidades autorizadas que ésta tenga y de acuerdo a sus procesos de selección fijados de conformidad con lo dispuesto por el artículo 11 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


En el evento que haya una cantidad de postulantes superior a la capacidad autorizada del establecimiento educacional, la incorporación de los alumnos se ceñirá estrictamente al proceso de selección establecido por cada establecimiento con criterios generales y objetivos.


Tratándose de establecimientos que carezcan de criterios generales de selección y en caso de producirse la situación prevista en el inciso anterior, las vacantes podrán asignarse según los criterios:


a) La situación que el alumno postulante tenga hermanos matriculados en dicho establecimiento;


b) La situación de que el alumno postulante sea hijo de un ex alumno o ex alumna del establecimiento al que postula.”. 


La indicación número 28, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 27, para, en la letra b):


- Intercalar, en su inciso primero, a continuación de la palabra “alumnos”, el término “prioritarios”.


- En su inciso segundo, reemplazar las frases “la situación económica o social del postulante, su rendimiento escolar pasado o potencial, el estado civil, escolaridad o religión de los padres, origen étnico del postulante, ni otro criterio que permita” por “criterios que permitan”.


- En su inciso segundo, suprimir su oración final.


- Suprimir el inciso tercero.


La indicación número 29 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para, en subsidio de la indicación número 28, en el inciso segundo de la letra b):


- Suprimir la frase “su rendimiento escolar pasado o potencial”.


- Reemplazar la frase “el estado civil, escolaridad o religión de los padres” por “el estado civil o escolaridad de los padres”.


- Suprimir la frase “o, en última instancia, por sorteo”.


- En el inciso tercero, intercalar, a continuación de la palabra “matriculados”, la frase “, sea hijo de un ex alumno,”.


La indicación número 30, del Honorable Senador señor Núñez, para reemplazar, en el inciso primero de la letra b), la expresión “4º año” por “8º año”.



La indicación número 31, del Honorable Senador señor Navarro, para sustituir la oración final del inciso segundo de la letra b) por la siguiente: “En ese caso las vacantes sólo podrán asignarse por prioridad familiar o, en última instancia, aplicando criterios y mecanismos establecidos y publicitados con antelación.”.



La indicación número 32, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, a la letra b), el siguiente inciso nuevo:


“Con todo, el establecimiento se reserva la facultad de expulsar al alumno cuando éste realice conductas o incurra en actuaciones que sean abiertamente contrarias al Proyecto Educativo y a su reglamento interno.”.


La indicación número 33, del Honorable Senador señor Horvath, para agregar a la letra b) el siguiente inciso, nuevo:


“El presente requisito no se aplicará a los establecimientos catalogados como autónomos conforme a lo prescrito en el artículo 9º de la presente ley.”.


Los Honorables Senadores señores García y Gazmuri hicieron presente que, en la frase final del inciso segundo de la letra b) de este artículo, no resulta del todo clara la expresión “en ese caso”.

Los representantes del Ejecutivo manifestaron que la referencia es a la frase que encabeza el mismo inciso, relativa al evento de que exista una cantidad de postulantes superior a la capacidad autorizada del establecimiento educacional. Para ese caso, indicaron, procede la referencia que realiza la expresión señalada por Sus Señorías, siempre con el fin de resguardar el interés por que no exista selección por parte de los establecimientos.

- - -

Posteriormente, insistieron en la redacción de la frase final en análisis, señalando que resulta adecuada si se considera que está estableciendo la forma en que se llenarán las vacantes en el evento que se describe al inicio del mismo inciso. Con el objeto de dar mayor claridad a la expresión “En ese caso”, propusieron agregar, en la segunda oración de la letra b), a continuación de la palabra “superior”, la frase “a los cupos disponibles, conforme a”.

El Honorable Senador señor Sabag expresó su acuerdo con el procedimiento descrito en la frase en análisis, por considerar del todo justo que, en última instancia, se resuelva por sorteo.  

Las indicaciones números 27 y 27x fueron rechazadas por la Comisión, por tres votos contra uno. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Escalona, Gazmuri y Sabag, y a favor el Honorable Senador señor García.


Las indicaciones números 28, 29, 30, 31, 32, y 33 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.
La Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó modificar la letra b) del artículo 6º, en los términos sugeridos, como se indicará en su oportunidad. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. El Honorable Senador señor García dejó expresa constancia de que concurría con su voto para los exclusivos efectos de dar cumplimiento al requisito establecido por la referida disposición reglamentaria.  

En votación la letra b) del artículo 6º, fue aprobada por tres votos contra uno. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, Gazmuri y Sabag, y en contra el Honorable senador señor García.


La indicación número 34, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar la letra c) por la siguiente:


“c) Informar a los postulantes al establecimiento y a los padres y apoderados sobre el proyecto educativo y su reglamento interno.


Los padres y apoderados de los alumnos postulantes que opten por un establecimiento educacional, deberán aceptar por escrito el proyecto educativo o ideario del establecimiento educacional.”.



La Comisión aprobó esta indicación, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Gazmuri y Sabag.


La indicación número 35 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, y la indicación número 35x, para suprimir la letra d).


Ambas indicaciones fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Gazmuri y Sabag.


La indicación número 36 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 35, para sustituir la letra d) por la siguiente:


“d) Adoptar los resguardos para asegurar la permanencia del alumno prioritario dentro del sistema escolar o su egreso regular y contar con sistemas de asistencia pedagógica especial para mejorar el rendimiento de los alumnos que arrojen un rendimiento académico calificado como deficiente, en los casos que el establecimiento tenga alumnos en dicha situación.


Para los efectos de determinar la procedencia de esta obligación, el establecimiento debe encontrarse en la situación de poder percibir la subvención de refuerzo educativo a la que se refiere la ley de subvenciones, o estar actualmente percibiéndola.”.


La indicación número 37 de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 36, para suprimir la frase “, no pudiendo excluir alumnos por razones académicas”.


El Honorable Senador señor García dejó constancia de que, no obstante estar de acuerdo con la obligación de los establecimientos de retener a los alumnos prioritarios, debiera, a su juicio, existir de todos modos un límite para los casos en que, por ejemplo, un alumno repita de curso durante más de dos años, por la carga que supone para el colegio en el cual se encuentre y por lo contraproducente que puede resultar tener en una misma sala de clases a niños de diez años con adolescentes de quince.


La Subsecretaria de Educación sostuvo que el límite está dado por el proyecto educativo que cada establecimiento tiene, el que, en todo caso, debe ser respetado por quienes forman parte de él. 


Agregó que en situaciones extremas de reiteradas repitencias, lo que usualmente sucede es que los padres del alumno buscan, por iniciativa propia, un nuevo establecimiento en el cual este pueda proseguir sus estudios.  


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación acotó que la obligación del sostenedor es brindar ayuda al alumno prioritario, no pudiendo expulsarlo aunque repita permanentemente, toda vez que su labor es contribuir a que logre los progresos académicos necesarios para variar su situación. Se aspira, de esta manera, no sólo a que se retenga al alumno, sino a que si este requiere de especial atención, su establecimiento esté también capacitado para entregársela.  


Las indicaciones números 36 y 37 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 


La indicación número 38, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir la letra e).


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 


La indicación número 39 de S.E. la señora Presidenta de la República, propone intercalar, a continuación de la palabra “Destinar”, la frase “la subvención y”, y para sustituir la frase “en beneficio de los alumnos prioritarios” por “, con especial énfasis en los alumnos prioritarios”.



Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 


La indicación número 40, del Honorable Senador señor Orpis, para consultar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo....- La subvención escolar preferencial tendrá un valor unitario mensual por alumno prioritario que varía entre las 0.7 a 1,4 unidades de subvención educacional (USE), según sea el rendimiento obtenido por el alumno en relación a los estándares de exigencia del establecimiento en que éste estudie de conformidad con las mediciones oficiales realizadas frecuentemente por el Estado.


Para los efectos del artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una tabla anual en la cual se expresará, en una escala del uno al siete, el nivel de exigencia del establecimiento particular, particular subvencionado o subvencionado en que estudie el alumno prioritario.


El valor que dicha tabla exprese deberá ser ponderado con el rendimiento del alumno, a fin de determinar el cumplimiento del requisito establecido en la letra b) del artículo 4º de la presente ley.”.





La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



La indicación número 42 del Honorable Senador señor Orpis, para consultar el siguiente artículo nuevo:

“Artículo….- La subvención Escolar Preferencial será otorgada al alumno que cumpla con los requisitos establecidos en esta ley, y su entrega material se hará mensualmente al establecimiento en que dicho alumno desarrolle su actividad escolar, y siempre que dicho alumno continúe cumpliendo los requisitos establecidos para el otorgamiento de la subvención aludida.


La forma de hacer entrega de dicha subvención será determinada por un reglamento.”.





Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 


La indicación número 43, del Honorable Senador señor Orpis, para consultar el siguiente artículo nuevo:

“Artículo ….- La pérdida de los requisitos señalados para ser titular de la subvención incorporada por esta ley, no será causal para expulsar al alumno del establecimiento escolar. Lo anterior es sin perjuicio de las normas generales sobre el particular.”.



Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

ARTÍCULO 7°





“Artículo 7º.- Para incorporarse al régimen de la subvención escolar preferencial, los sostenedores deberán suscribir con el Ministerio de Educación un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, por el establecimiento educacional correspondiente. Dicho convenio abarcará un período mínimo de cuatro años, que podrá renovarse por períodos iguales.





Mediante este convenio, el sostenedor se obligará a los siguientes compromisos esenciales:

a) Presentar anualmente al Ministerio de Educación y a la comunidad escolar un informe relativo al uso de los recursos percibidos por concepto de subvención escolar preferencial y de los demás aportes contemplados en esta ley. Dicho informe deberá contemplar la rendición de cuentas respecto de todos los recursos recibidos por concepto de esta ley.





b) Acreditar el funcionamiento efectivo del Consejo Escolar, del Consejo de Profesores y del Centro General de Padres y Apoderados, el que no requerirá gozar de personalidad jurídica.





c) Acreditar la existencia de horas docentes destinadas a cumplir la función técnico-pedagógica en el establecimiento y asegurar el cumplimiento efectivo de las horas curriculares no lectivas.





d) Presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con la comunidad del establecimiento educacional, que contemple acciones desde prekinder hasta octavo básico en las áreas de gestión del currículum, liderazgo escolar, convivencia escolar o gestión de recursos en la escuela, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.





e) Establecer y cumplir las metas de efectividad del rendimiento académico de sus alumnos, y en especial de los prioritarios, concordadas con el Ministerio de Educación, en función de los resultados que se obtengan por aplicación del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, de acuerdo a lo establecido en el decreto a que se refiere el artículo 10.





f) En el caso de los sostenedores municipales, señalar en el convenio cuál ha sido el aporte promedio en los últimos tres años e indicar cuál será el aporte mínimo que entregará anualmente el municipio a cada uno de los establecimientos que reciba subvención preferencial.





g) Cumplir con cada una de las obligaciones que impone esta ley, según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento.





h) Informar a los padres y apoderados del alumnado del establecimiento sobre la existencia de este convenio, con especial énfasis en las metas fijadas en materia de rendimiento académico.





i) Cautelar que los docentes de aula presenten al director del establecimiento, dentro de los primeros quince días del año escolar, una planificación educativa anual de los contenidos curriculares.





j) Contar en su malla curricular con actividades artísticas y/o culturales y deportivas que contribuyan a la formación integral de los alumnos. 





En el caso de los establecimientos educacionales municipales, el convenio antes referido pasará a formar parte de los compromisos de gestión a que se refiere el artículo 70 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación.”.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 51x, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 58x, 59, 60, 61, 62, 63 y 64.


La indicación número 44, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir el artículo.





Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.


La indicación número 45, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 44, para reemplazar el artículo 7º por el siguiente:


“Artículo 7º.- Para incorporarse al régimen de la subvención escolar preferencial, los sostenedores suscribirán con el Ministerio de Educación un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, por el establecimiento educacional correspondiente. Dicho convenio abarcará un período máximo de tres años, susceptible de renovarse por dicho período o el menor que de común acuerdo estipulen las partes.


Mediante este convenio, el sostenedor se obligará a cumplir con el estándar de calidad en materia de rendimiento académico establecido en la ley orgánica constitucional de enseñanza y  fijado en función de los resultados que se obtengan por aplicación del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.”.



Esta indicación fue rechazada por la Comisión, por dos votos contra uno. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Escalona y Sabag, y a favor el Honorable Senador señor García.

 
La indicación número 46, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en su inciso primero, la palabra “mínimo” por “máximo”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 





La indicación número 47, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir el encabezamiento de su inciso segundo por el siguiente:


“Mediante este convenio, cada sostenedor pactará aquellas condiciones que le permitan de acuerdo a su realidad mejorar la calidad de la educación que se imparta. Para esto, y sin que la siguiente enumeración sea taxativa, cada sostenedor podrá obligarse a:”



Esta indicación fue rechazada por la Comisión, por dos votos contra uno. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Escalona y Sabag, y a favor el Honorable Senador señor García.


La indicación número 48, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 47, para reemplazar, en el encabezamiento de su inciso segundo, la frase “el sostenedor se obligará” por “cada sostenedor podrá obligarse”.

La indicación número 49, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir la oración final de la letra a).



La indicación número 50, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 49, para sustituir la letra a) por la siguiente:


“a) Presentar anualmente a la comunidad escolar, con copia al Ministerio de Educación, un informe sobre la forma en que se utilizaron los recursos, el avance del proyecto educativo y su contribución al mejoramiento de la calidad. Dicho informe deberá señalar, además, el número de alumnos beneficiados con la subvención preferencial y el monto total percibido por éstos”.





La indicación número 51, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar la letra d) por la siguiente:


“d) Presentar al Ministerio de Educación un Plan de Mejoramiento Educativo que contemple acciones desde prekinder hasta octavo básico en aquellas áreas que contribuyan a mejorar la educación que se está impartiendo.


Cumplir con el estándar de calidad en materia de rendimiento académico establecido en la ley orgánica constitucional de enseñanza y fijado en función de los resultados que se obtengan por aplicación del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.”.



Las indicaciones números 48, 49, 50 y 51 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.

La indicación número 51x, del Honorable Senador señor Novoa, para reemplazar la frase final de la letra d), que dice “en las áreas de gestión del currículum, liderazgo escolar, convivencia escolar o gestión de recursos en la escuela, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente:”, por “en aquellas áreas que contribuyan a mejorar la educación que se está impartiendo. Las áreas que requerirán un Plan de Mejoramiento Educativo serán determinadas por el establecimiento educacional en conjunto con las entidades pedagógicas y técnicas de apoyo a que hace referencia el artículo 29.”.

Esta indicación fue rechazada por la Comisión, por dos votos contra uno. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Escalona y Sabag, y a favor el Honorable Senador señor García.


La indicación número 52, de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar, en la letra d), la palabra “prekinder” por la frase “el primer nivel de transición en la educación parvularia”.





Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 


La indicación número 53, del Honorable Senador señor Horvtah, para intercalar en la letra e), a continuación de las palabras “de sus alumnos”, el vocablo “prioritarios”.


La indicación número 54, de S.E. la señora Presidenta de la República, y la indicación número 55, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir la frase “, y en especial de los prioritarios,”.

Las indicaciones números 53, 54 y 55 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 


La indicación número 56, del Honorable Senador señor Núñez, para suprimir, en la letra f), su frase inicial “En el caso de los sostenedores municipales,”.


La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue retirada por su autor, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 57, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar la siguiente oración a la letra f):


“Esta entrega de información, que en adelante tendrá carácter anual, se hará extensiva a todas las subvenciones o recursos que por la vía del financiamiento público reciban los municipios y los sostenedores particulares subvencionados.”.





Esta indicación fue aprobada, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.  


La indicación número 58, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir la letra g).





Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 





La indicación número 58x, del Honorable Senador señor Novoa, para suprimir la letra i).





La indicación número 59, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir la letra i) por la siguiente:


“i) Cautelar que los docentes de aula presenten al director del establecimiento, una planificación educativa anual de los contenidos curriculares. Para esto, cada establecimiento determinará el modo y el plazo dentro del cual sus docentes le entregarán esta planificación.”.

La indicación número 60, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar la siguiente letra nueva:


“…) Establecer las herramientas administrativas que se estimen como pertinentes e idóneas para lograr los resultados académicos fijados, según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento.”.



La indicación número 61, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para intercalar, a continuación de la letra j), el siguiente inciso nuevo:


“Al momento de firmarse el convenio, el establecimiento educacional con el Ministerio determinarán a qué obligaciones le conferirán el carácter de esenciales.”.


Las indicaciones números 58x, 59, 60 y 61 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 


La indicación número 62, del Honorable Senador señor Núñez, para suprimir, en el inciso tercero, la frase inicial “En el caso de los establecimientos educacionales municipales,”.





La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue retirada por su autor, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



La indicación número 63, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso final, la palabra “gestión” por “desempeño”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 


La indicación número 64, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar los siguientes incisos finales:


“Los convenios serán siempre públicos.


El Ministerio de Educación podrá prorrogar los convenios, si las evaluaciones arrojaren resultados positivos. Para estos efectos, el Ministerio con una anticipación no inferior a 60 días a la expiración del convenio, deberá formular los reparos pertinentes; si no lo hiciere, se tendrá por renovado el convenio por un período idéntico al pactado en el convenio vigente.”.


El inciso primero de esta indicación fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 


La Comisión no se pronunció sobre el segundo inciso propuesto en esta indicación, que fue retirado por sus autores, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Puesto en votación el artículo 7º, fue aprobado por la Comisión, por dos votos contra uno. Votaron a favor los Honorables Senadores Escalona y Sabag, y en contra el Honorable Senador señor García. 

ARTÍCULO 8°





“Artículo 8º.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo que incluya orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación:





1. Acciones en el área de gestión del currículum, tales como fortalecimiento del proyecto educativo; mejoramiento de las prácticas pedagógicas; apoyo a los alumnos con necesidades educativas especiales; mejoramiento de los sistemas de evaluación de los alumnos; modificación del tamaño de cursos o contar con profesores ayudantes; apoyos a alumnos rezagados en sus aprendizajes y desarrollo personal; giras y visitas a lugares funcionales al cumplimiento de los objetivos educativos, entre otras.





2. Acciones en el área de liderazgo escolar, tales como fortalecimiento del Consejo de Profesores; participación en el establecimiento de personalidades de la vida cultural y científica y de profesionales o dirigentes de la sociedad local o nacional; proyección de la escuela en la comunidad; fortalecimiento de la formación valórica y cívica de los alumnos, entre otras.





3. Acciones en el área de convivencia escolar, tales como apoyo psicológico y de asistencia social a los alumnos y a sus familias; mejoramiento de la convivencia y gestión del clima escolar; fortalecimiento del Consejo Escolar; fortalecimiento de las familias y de los apoderados en el vínculo educativo y afectivo con los alumnos y la escuela; apoyos a los aprendizajes de todos los alumnos, entre otras.


4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios, y establecimiento de sistemas de evaluación de los docentes, esto último en el caso de los establecimientos particulares subvencionados; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.





Tratándose de establecimientos educacionales emergentes y en recuperación de conformidad a lo establecido en el artículo 9º, deberán incluir las acciones comprometidas en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes a que hace referencia el artículo 18 y en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en recuperación a que se refiere el artículo 25, respectivamente.





El Ministerio de Educación entregará orientaciones y apoyo para elaborar el Plan de Mejoramiento Educativo y podrá hacer recomendaciones para mejorar dicho Plan. Asimismo, entregará orientaciones para la ejecución de las acciones antes señaladas y realizará su seguimiento y evaluación anualmente, por sí o a través de entidades acreditadas incluidas en el registro del artículo 29.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 65, 65x, 66, 67, 68 y 69.


La indicación número 65, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar el encabezamiento de su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 8º.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor podrá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo que podrá incluir algunas de las orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación:”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 


La indicación número 65x, del Honorable Senador señor Novoa, para reemplazar la frase contenida en su encabezamiento que dice “que incluya orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación:” por “que podrá incluir, si corresponde, orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación:”.


El Honorable Senador señor García señaló que la indicación es adecuada, por cuanto no todos los literales descritos en el artículo 7º formarán parte, necesariamente, de un Convenio, lo que hace necesario otorgarle un carácter facultativo a la disposición, en vez de imperativo.


La Subsecretaria de Educación sostuvo que el carácter imperativo es el que procede, toda vez que se exige que todas las áreas indicadas en el artículo 8º sean debidamente cubiertas, quedando solamente a discreción del establecimiento la determinación de las acciones que, siempre dentro de dichas áreas, llevará a cabo.  
La indicación número 65x fue rechazada por la Comisión, por dos votos contra uno. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Escalona y Sabag, y a favor el Honorable Senador señor García.

La indicación número 66, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, al número 4, la siguiente oración: “Los establecimientos municipales o particulares subvencionados deberán garantizar el desarrollo y ejecución de estas acciones, a fin de que la propia autoridad o los apoderados puedan hacerlas exigibles.”.


La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue retirada por su autor, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 67, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar el inciso segundo del artículo por el siguiente:


“Tratándose de establecimientos educacionales emergentes y en recuperación de conformidad a lo establecido en el artículo 9º, podrán incluir las acciones comprometidas en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes a que hace referencia el artículo 18 y en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en recuperación a que se refiere el artículo 25, respectivamente.”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 

La indicación número 68, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en su inciso final, la palabra “entregará”, las dos veces que aparece, por “podrá entregar”, y para intercalar, después de “dicho Plan”, la frase “, las que no serán vinculantes para el establecimiento receptor”.

Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 


La indicación número 69, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 68, para suprimir, en su inciso final, la expresión “por sí o”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 

Puesto en votación el artículo 8º, fue aprobado por dos votos contra uno. Votaron a favor los Honorables Senadores Escalona y Sabag, y en contra el Honorable Senador señor García. 

ARTÍCULO 9°





“Artículo 9º.- Los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en alguna de las siguientes categorías:





a) Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.





b) Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquéllos que no hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


c) Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.





Los establecimientos educacionales que postulen al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en las categorías de las letras a), b) o c) del inciso precedente, en la oportunidad de que trata el artículo 12.





Los establecimientos educacionales nuevos podrán incorporarse al régimen de subvención escolar preferencial cuando cuenten con dos mediciones de acuerdo a los instrumentos mencionados, salvo que, a juicio del Ministerio, existan antecedentes suficientes para considerar que reúnen las condiciones para dar una educación de calidad a sus alumnos vulnerables.”.




El Honorable Senador señor García expresó estar de acuerdo con el contenido de este artículo, a diferencia de los artículos 7º y 8º precedentes, respecto de los cuales, sostuvo, las exigencias allí descritas debieran estar en relación y en función con la categoría en que quedara clasificado un establecimiento.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 70, 71, 72, 73 y 74.


La indicación número 70, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en su letra a), la frase “con evaluación del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas”.





Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 




La indicación número 71, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en su letra b), la frase “con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 




La indicación número 72, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en su letra c), la frase “con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 
La indicación número 73, de S.E. la señora Presidenta de la República, para agregar, al inciso segundo del artículo, la siguiente oración: 

“No obstante lo anterior, la clasificación de los establecimientos educacionales será revisada al menos cada cuatro años por el Ministerio de Educación.”.





Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores Escalona, García y Sabag. 

La indicación número 74, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar el inciso final del artículo por el siguiente:

“Los establecimientos educacionales nuevos se considerarán para los efectos de esta ley como establecimientos educacionales emergentes, debiendo variar su calificación luego de haber rendido la primera evaluación periódica a la que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza 19 de la ley Nº 18.962.”.




Esta indicación fue aprobada, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.  

ARTÍCULO 10





“Artículo 10.- Los estándares nacionales y los criterios específicos para la calificación de los resultados educativos a que se refiere el artículo anterior se establecerán mediante decreto supremo del Ministerio de Educación y deberán ser actualizados a lo menos cada 5 años.





El procedimiento para la determinación y verificación de los resultados educativos, para los efectos de esta ley, será establecido en el reglamento. La calificación de los resultados educativos deberá aplicarse desde el primer año de subvención preferencial y en todos los niveles desde 1º a 8º básico.”. 





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 75, 76, 77 y 78.

La indicación número 75, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que los estándares nacionales y los criterios específicos para la calificación de los resultados educativos deben ser fijados mediante una ley orgánica constitucional y no dejados al arbitrio de la potestad reglamentaria. 





Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 
La indicación número 76, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 75, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 10.- Los estándares nacionales para la calificación de los resultados educativos a que se refiere el artículo anterior serán establecidos en la ley orgánica constitucional de Enseñanza.”.





Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 

La indicación número 77, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 76, para suprimir, en el inciso primero, la frase “y los criterios específicos”,  reemplazar la frase “decreto supremo del Ministerio de Educación” por “norma de rango legal”, y para suprimir el inciso segundo.


La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue retirada por sus autores, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

La indicación número 78, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar, en su inciso primero, la expresión “5 años” por “3 años”.

Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 

ARTÍCULO 11


“Con el objeto de permitir la clasificación en las categorías que señala el artículo 9º, de aquellos establecimientos cuya matrícula de 4º y 8º básico, según corresponda, sea insuficiente para efectos de realizar inferencias estadísticas confiables acerca de sus resultados educativos, medidos conforme a lo dispuesto en el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, el Ministerio de Educación adecuará el mecanismo de evaluación antes referido para las características de estos establecimientos.

Adicionalmente, el Ministerio de Educación considerará las características de los establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como de aquellos multigrado o en situación de aislamiento, con el fin de orientar la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo de dichos establecimientos y brindarles apoyo y supervisión pedagógica especial, acorde con sus necesidades, ya sea otorgada por sí o mediante entidades pedagógicas y técnicas de apoyo registradas.

El Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, tratándose de los establecimientos educacionales de los incisos precedentes, deberá incluir, en aquellos casos en que sea posible, la obligación de funcionar como conjunto sistémico y articulado, o en red, con otros establecimientos de similares características y cercanía geográfica, conforme con los procedimientos que se establezcan en el reglamento.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 79, 80, 81, 82 y 83.

La indicación número 79, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su inciso segundo.

Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.

La indicación número 80, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su inciso tercero.


La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue retirada por sus autores, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

La indicación número 81, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 80, para reemplazar, en su inciso tercero, la palabra “deberá” por “podrá”.

Esta indicación fue aprobada, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.  


La indicación número 82, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir, en su inciso tercero, la expresión “deberá incluir” por “podrá incluir”.

Esta indicación fue aprobada, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.
La indicación número 83, del Honorable Senador señor Núñez, propone agregar a su inciso tercero, la siguiente oración: 

“El Ministerio de Educación deberá proponer a los municipios rurales y a los establecimientos educacionales municipales rurales planes de mejoramiento educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas y con el apoyo del Ministerio.”.

El Honorable Senador señor García manifestó no advertir la conveniencia de esta indicación, toda vez que, a su juicio, actuará como un factor que complicará la implementación del sistema, por requerir de la coordinación entre establecimientos pertenecientes a distintas comunas. Expresó, además, sus dudas respecto de la preparación del Ministerio para llevar a cabo dicha función.

Añadió que, desde su punto de vista, la indicación sería inadmisible, por estarle fijando dos tareas, ambas de iniciativa del Ejecutivo, al Ministerio de Educación: la proposición de planes a los municipios y el brindarles apoyo en su ejecución

La Subsecretaria de Educación sostuvo que el fundamento de esta indicación es que el Ministerio tenga una especial preocupación por los establecimientos pequeños y rurales que, a la larga, son los que se encuentran en una situación más desventajosa. Ello ha de traducirse en una proposición que podrá ser o no considerada por el establecimiento.


El Honorable Senador señor García indicó que la especial atención ya se encuentra recogida en el inciso segundo de este artículo.


El Honorable Senador señor Sabag señaló que, si bien el inciso segundo es claro y se basta por sí mismo, la indicación en análisis faculta al Ministerio para elaborar algún plan especial en comunas que lo requieran.


Sin perjuicio de lo anterior, previno, un eventual problema de admisibilidad se solucionaría si en lugar del verbo rector “deberá”, se empleara la voz “podrá”.



La indicación número 83 fue aprobada por dos votos contra uno. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona y Sabag, y en contra el Honorable Senador señor García.

El artículo 11 fue sometido a votación separada, a solicitud del Honorable Senador señor García.

Puestos en votación los incisos primero, segundo y tercero, hasta la frase “que se establezcan en el reglamento”, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.

Puesta en votación la última parte del inciso tercero, a partir de la frase “El Ministerio de Educación”, fue aprobada por dos votos contra uno. Votaron a favor los Honorables Senadores Escalona y Sabag, y en contra el Honorable Senador señor García. 

ARTÍCULO 12





“Artículo 12.- La postulación para ingresar al régimen de subvención escolar preferencial se realizará en el mes de agosto de cada año en la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Educación, para incorporarse a dicho régimen a partir del año escolar siguiente.





La Secretaría Regional Ministerial de Educación, durante los meses de septiembre y octubre, conforme lo disponga el reglamento, analizará la situación de cada establecimiento educacional que haya postulado y procederá a su clasificación en la categoría que corresponda, de acuerdo al artículo 9º. Cuando esa clasificación hubiere ocurrido previamente, según lo establece el artículo 66 de la Ley de Subvenciones, ésta será considerada como antecedente para los efectos de la postulación.





Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento en cuanto a la clasificación de los establecimientos educacionales dentro del mes de octubre a que se refiere el inciso anterior, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 84, 84x, 85 y 86.

La indicación número 84, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir todo el artículo 12.





Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 





La indicación número 84x, de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar, en su inciso primero, la frase “a partir del año escolar siguiente” por “a contar del inicio del año escolar, o del primer día del mes siguiente a la resolución que aprueba el convenio a que se refiere el artículo 7º, si dicha fecha fuese posterior a la primera fecha”.





El Honorable Senador señor García estimó del todo pertinente la indicación del Ejecutivo, pero hizo ver que su aprobación obligaría a eliminar, en el inciso segundo del artículo, la frase “durante los meses de septiembre y octubre,”, y en el inciso tercero, la frase “dentro del mes de octubre”.





El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación indicó que el objeto de la indicación es aclarar que el pago de la subvención se hará sólo después de la firma del Convenio que corresponda, pero no busca cambiar la fecha de postulación al beneficio, que debe permanecer en los meses de septiembre y octubre de cada año. De esta manera, para el caso de que el Convenio sufra alguna dilación, el pago de la subvención se hará en el mes siguiente al de la fecha en que quede definitivamente aprobado, y sólo si la fecha del Convenio fuese posterior al inicio del año escolar, situación que se espera sea excepcional una vez implementado el sistema.





La indicación número 84x fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.  





La indicación número 85, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 84, para suprimir la oración final del inciso segundo.





Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

La indicación número 86, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar su inciso final por el siguiente:

“Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento en cuanto a la clasificación de los establecimientos educacionales dentro del mes de octubre a que se refiere el inciso anterior, el establecimiento se entenderá clasificado como establecimiento educacional autónomo.”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 





El Honorable Senador señor García consultó sobre las implicancias de la modificación acordada por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en orden a agregar un inciso cuarto, final, a este artículo, en virtud del cual un establecimiento será calificado por un año como autónomo si la Subsecretaría de Educación no se pronuncia en tiempo sobre su clasificación.





El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que lo que se busca es obligar al Ministerio a pronunciarse dentro de los plazos establecidos por la ley, determinándose  la calificación de autónomo para el establecimiento ante el silencio administrativo, si el referido pronunciamiento no se produce o es extemporáneo. En tal caso, el establecimiento de que se trate recibirá el total del aporte como subvención.





En votación el artículo 12, fue aprobado, con modificaciones, de la manera que se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

ARTÍCULO 13





“Artículo 13.- La resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que establezca la clasificación indicada en el artículo 9º, será notificada en forma personal o mediante carta certificada al postulante, y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de la notificación.”.





Este artículo fue objeto de la indicación número 87, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 13.- La resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que determine la calificación de los establecimientos educacionales en las clasificaciones a las que se refiere el artículo 9º de esta ley, deberá notificarse por escrito dentro de los 15 días siguientes a su emisión. Esta resolución deberá notificarse por escrito mediante carta certificada dirigida al domicilio del respectivo establecimiento.

En todo caso, esta resolución podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación en el plazo de quince días contados desde la fecha de la notificación, disponiendo el Subsecretario de igual plazo para pronunciarse de la apelación.”.


La Comisión aprobó esta indicación, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.
ARTÍCULO 14





“Artículo 14.- La subvención escolar preferencial tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno prioritario, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional establecida en la resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación de acuerdo al artículo 9º:


Valor Subvención en USE

	
	Desde 1º nivel de transición de la educación parvularia hasta 4º año de la educación general básica
	5º y 6º 

año básico
	7º y 8º año básico

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,4
	0,93
	0,47

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,7
	0,465
	0,235


La Subsecretaria de Educación reiteró que la cantidad de recursos que se entregan a los establecimientos Autónomos,  Emergentes y En Recuperación es la misma. Lo que varía es la calidad en que dichos recursos son recibidos: en el primer caso, la totalidad ($19.880.-) como subvención, y por tanto de libre disposición; en el segundo, la mitad de libre disposición y la mitad como aporte sujeto a Convenio y a rendición de cuentas; y en el tercero, la totalidad como aporte, con las mismas limitaciones antedichas.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación acotó que la determinación de la categoría en que quedará clasificado un establecimiento dependerá de sus logros académicos en, al menos, dos mediciones SIMCE, de acuerdo con los parámetros fijados en los artículos 1º y 2º transitorios del proyecto.

Los efectos de esta clasificación, agregó, estarán dados, primero, por la forma en que se recibirá el financiamiento, como ya se ha explicado, y segundo, por la autonomía para elaborar el Plan de Mejoramiento Educativo por parte de un establecimiento. Si es Autónomo, lo elabora y lo informa; si es Emergente, lo elabora, pero sujeto a observaciones por parte del Ministerio; y si es En Recuperación, es elaborado por un equipo tripartito compuesto por el sostenedor, una entidad técnica pedagógica de apoyo y el Ministerio.

Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 88, 89, 90, 91, 92, 93 y 94. 

La indicación número 88, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 14.- El valor unitario mensual de la subvención preferencial por alumno prioritario para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (USE), será equivalente a:

c) Para el 40% más pobre, según la caracterización socioeconómica que se realice de conformidad al artículo 49 bis A, se incrementará en un sesenta por ciento la subvención a que se refiere el artículo 9º de este decreto con fuerza de ley.

d) Para el 20% siguiente, según la caracterización socioeconómica que se realice de conformidad al artículo 49 bis A, se incrementará en un treinta por ciento la subvención a que se refiere el artículo 9º de este decreto con fuerza de ley. 

Estos valores deberán ser revisados cada dos años por un equipo compuesto por un representante del Ministerio de Educación, un representante de los colegios municipales y un representante de los colegios particulares subvencionados, en la forma que establezca el reglamento. Dicho reglamento determinará la forma en que se materializará esta revisión, debiendo considerar la entrega de una propuesta formal al Ministerio sobre posibles cambios en los montos entregados a cada tipo de alumno.”.





La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 

La indicación número 89, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 88, para suprimir, en su encabezamiento, la frase “, según la categoría del establecimiento educacional establecida en la resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación de acuerdo al artículo 9º”. 

La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.





La indicación número 90, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 89, para:

a) Reemplazar el encabezamiento por el siguiente:

“Artículo 14.- La subvención escolar preferencial para los alumnos que cursen entre el primer y segundo nivel de transición y el 4º año de la educación general básica tendrá los siguientes valores unitarios por alumnos prioritarios, expresado en unidades de subvención educacional (USE) según la caracterización socioeconómica que se haga de los mismos de conformidad con el artículo 2º de la presente ley e independientemente de la clasificación del establecimiento:”.

b) Reemplazar, en la tabla propuesta, las expresiones “A: Establecimientos educacionales autónomos” por “Alumnos de alto grado de vulnerabilidad”, y “B: Establecimientos educacionales emergentes” por “Alumnos vulnerables”.




La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

La indicación número 91, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar en su encabezamiento, a continuación de la palabra “mensual”, el vocablo “mínimo”.

Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri.

La indicación número 92, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para incorporar, en la tabla propuesta, lo siguiente:

	C:
	1,4
	0,93
	0,47

	Establecimientos en Recuperación
	
	
	






La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

La indicación número 93, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, para reemplazar los dos puntos (:) con que finaliza el encabezamiento por un punto (.), agregando la siguiente oración: 

“Esta fijación del valor de subvención en USE, según el párrafo posterior será aplicada de manera tal que entre el valor fijado en el proyecto actual y el valor que se señala en esta indicación se aplique de modo que el mayor valor deberá corresponder inversamente a los índices de pobreza comunal y el valor mas bajo deberá corresponder a las comunas de menor pobreza:”.

La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

La indicación número 94, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, para sustituir, en la tabla propuesta, las cifras “1,4” por “2,8”; “0,93” por “1,86”; “0,47” por “0,94”; “0,7” por “1,4”; “0,465” por “0,93”, y “0,235” por “0,470”.





La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Enseguida, fueron analizadas las indicaciones números 95, 96, 96x y 96xx.

La indicación número 95, del Honorable Senador señor Núñez, para intercalar, a continuación del artículo 14, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo… .- Los establecimientos educacionales incorporados al régimen de subvención escolar preferencial recibirán un incremento a la subvención por alumno prioritario que se denominará incremento escuela, cuando cuenten con una proporción de alumnos prioritarios de conformidad a la siguiente tabla:

% de alumnos Prioritarios        Incremento 

                                                 USE por alumno

0 a 14,9


0

15 a 39,9


0,098

40 a 59,9


0,21

60 o más


0,28

Los montos recibidos en conformidad al incremento establecido en el inciso precedente deberán ser destinados a una o más de las siguientes medidas:

a) Incremento de la remuneración de los docentes de ese establecimiento que han sido evaluados en el nivel de desempeño Destacado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 70 del DFL Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, Estatuto Docente, o que cumplan con los requisitos para recibir la asignación de excelencia pedagógica establecida en el DFL Nº 1, de 2002, del Ministerio de Educación, en proporción a sus horas de contrato;

b) Contratación de nuevos docentes que cumplan los requisitos de la letra anterior, a quienes se les pagará con el incremento que establece esa disposición, y

c) Contratación de docentes adicionales, destinados a disminuir la proporción alumno/profesor.".

La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

La indicación número 96, del Honorable Senador señor Núñez, para intercalar, a continuación del artículo 14, el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo… .-  Los establecimientos educacionales con más de 15% de alumnos prioritarios entre el primer nivel de transición  y 8º año básico recibirán una subvención adicional equivalente a un porcentaje de la subvención preferencial, de conformidad a la siguiente tabla:

% de Alumnos prioritarios    Subvención adicional

         15 a 30%


10%

        30 a 45%


15%

         45 a 60%


25%

        Más de 60%


30%.".





La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

La indicación número 96x, del Honorable Senador señor Novoa, para intercalar, a continuación del artículo 14, el siguiente, nuevo:


“Artículo 14 bis.- los montos de la subvención escolar preferencial establecidos en el artículo anterior serán modificados según se especifica a continuación:

a) Para el 20% más pobre de alumnos prioritarios, la subvención establecida en el artículo anterior se incrementará en un 60%.

b) B) Para el 20% siguiente, dicha subvención se incrementará en un 30%.”.

Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Escalona, por afectar la administración financiera del Estado, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 

La indicación número 96xx, del Honorable Senador señor Novoa, en subsidio de la indicación número 96x, intercalar, a continuación del artículo 14, el siguiente, nuevo:

“Artículo 14 bis.- Corresponderá al Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda y suscrito además por el Ministerio de Educación, establecer los valores de la subvención, los que podrán ser diferenciados por sector geográfico, modalidad educacional y nivel socio-económico y cultural del grupo familiar de los alumnos.”.

Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Escalona, por incidir en las facultades de S.E. el Presidente de la República. 

El Honorable Senador señor García expresó sus dudas sobre la inadmisibilidad declarada respecto de la indicación número 96xx, pues lo que se hace es sólo delegar una facultad en el Presidente de la República.

ARTÍCULO 15





“Artículo 15.- Los sostenedores de establecimientos educacionales clasificados como autónomos o emergentes percibirán mensualmente la subvención escolar preferencial establecida en esta ley. Su monto se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo anterior por la asistencia media promedio de los alumnos prioritarios durante los tres meses precedentes al pago.





En los meses no comprendidos en el año escolar y en el primer mes del año referido, se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 13 de la Ley de Subvenciones, aplicado a los alumnos prioritarios. Asimismo, respecto a la suspensión de clases o actividades escolares por un mes calendario, se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo citado





El procedimiento de cálculo de la subvención a que se refieren los incisos anteriores, será aplicable para el cálculo de los aportes a establecimientos educacionales emergentes que establece esta ley.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 97, 98, 99, 100, 101, 102 y 102x.

La indicación número 97, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en su inciso primero, la frase “clasificados como autónomos o emergentes”.

Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Novoa. 

La indicación número 98, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 97, para finalizar la primera oración de su inciso primero con la frase “por los alumnos prioritarios que estudien en ellos”.

Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Novoa. 

La indicación número 99, del Honorable Senador señor Navarro, para sustituir la segunda oración del inciso primero por la siguiente:

“Este monto se compondrá en un 50% del valor que corresponda conforme al artículo anterior multiplicado por la matrícula precedente al primer mes de pago, en tanto que el restante 50% equivaldrá a una subvención que estimule los dispositivos para favorecer la asistencia de los alumnos provenientes de los sectores de mayor vulnerabilidad social.”.



La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



La indicación número 100, del Honorable Senador señor Núñez, para sustituir, en la segunda oración del inciso primero, la frase “asistencia media promedio de los alumnos prioritarios durantes los tres meses precedentes al pago” por “cantidad total de alumnos prioritarios que mantengan  matrícula vigente en el establecimiento”.





La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 

La indicación número 101, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar, en la segunda oración del inciso primero, la frase “por la asistencia media promedio de los alumnos durante los tres meses precedentes al pago” por “el número de alumnos prioritarios matriculados  en el respectivo establecimiento”.

La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 

La indicación número 102, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir el inciso segundo del artículo.

Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Novoa. 

La indicación número 102x, de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del inciso segundo, los siguientes incisos nuevos:

“Durante los tres primeros meses posteriores a la incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el monto de dicha subvención se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo 14 por el número de alumnos prioritarios matriculados en el establecimiento multiplicado por el porcentaje de la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, durante los tres meses precedentes a cada pago. Si éstos correspondiesen a meses no comprendidos en el año escolar o al primer mes del año referido, para efectos de determinar dicha asistencia media se empleará el procedimiento establecido en el inciso segundo del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación. 





No obstante lo señalado en el inciso anterior, la subvención escolar preferencial de los tres primeros meses posteriores a la incorporación del establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial será reliquidada conjuntamente con el pago de la del mes siguiente utilizando para su cálculo definitivo el promedio de las asistencias medias de los alumnos prioritarios registradas en esos tres meses. Las diferencias de subvención escolar preferencial que se produjeren del ajuste señalado serán pagadas o descontadas sin cargo alguno en el mes del año escolar antes aludido.”.





El representante de la Dirección de Presupuestos, sector Educación, expresó que el alcance de la indicación es proporcionar un indicador de asistencia media de los alumnos vulnerables que sirva de base para el cálculo de la subvención, recurriendo al promedio de asistencia de todos los alumnos del establecimiento.





Se trata, añadió ante una consulta del Honorable Senador señor García, del mismo procedimiento aplicado para el cálculo de la subvención regular, cuya adecuada aplicación, en consecuencia, se encuentra probada.





La indicación número 102x fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.





Enseguida, fueron analizadas las indicaciones números 102 bis y 102xx.


La indicación número 102 bis, de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del artículo 15, el siguiente, nuevo:


“Artículo 15 bis.- Créase una subvención denominada subvención por concentración de alumnos prioritarios.


La subvención por concentración de alumnos prioritarios tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), según los tramos que se fijan de acuerdo al porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento:

	Tramos según porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde 1° nivel de transición de educación parvularia hasta 4° año de educación general básica (USE)
	5° y 6° año básico

(USE)
	7° y 8° año básico

(USE)

	60%  60% o más
	0,252
	0,168
	0,084

	Entre 45% y menos de 60%
	0,224
	0,149
	0,075

	Entre 30% y menos de 45%
	0,168
	0,112
	0,056

	Entre 15% y  menos de 30%
	0,098
	0,065
	0,033



Tendrán derecho a la subvención por concentración de alumnos prioritarios los establecimientos que se incorporen y se mantengan en el régimen de educación preferencial, de conformidad a lo establecido en el artículo 7º de la presente ley.


Los sostenedores de los establecimientos señalados en el inciso anterior podrán impetrar la subvención por concentración de alumnos prioritarios por todos los alumnos que estén cursando el primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y de educación general básica del establecimiento.


El monto mensual de esta subvención, para cada establecimiento educacional, se determinará multiplicando el valor que corresponda según los tramos que se señalan en el inciso segundo del presente artículo por la asistencia media promedio de los alumnos de primer y segundo nivel de transición de parvularia y de educación general básica durante los tres meses precedentes al pago, siéndoles aplicable en los casos que corresponda las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Para determinar el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional a que se refiere el inciso segundo del presente artículo, el Ministerio de Educación considerará el promedio de la matrícula de los alumnos prioritarios de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial en relación al promedio de la matrícula de los alumnos de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial, ambas  registradas en el establecimiento de marzo a diciembre del año inmediatamente anterior.”.



La Subsecretaria de Educación señaló que la idea central de la indicación es considerar el influjo de la concentración de  alumnos vulnerables en los establecimientos educacionales. Tomando en cuenta las evidencias del “efecto pares”, en virtud del cual el rendimiento de los establecimientos con mayor concentración de pobreza es decreciente, se ha estimado pertinente la implementación de una nueva subvención, distinta de la preferencial, que se denomina Subvención por Concentración de Alumnos Prioritarios, dirigida a todos los alumnos de los establecimientos educacionales que se incorporen y se mantengan en el régimen de la subvención preferencial.


El representante de la Dirección de Presupuestos, sector Educación, agregó que, de acuerdo a los porcentajes y guarismos de unidad de subvención escolar (USE) especificados en la tabla contenida en la indicación en análisis, por concepto de subvención por concentración, entre pre-kinder y 4º básico un establecimiento con 60% o más de alumnos prioritarios recibiría $3.580.- por cada uno de los alumnos que estudian allí; entre 45% y menos de 60%, $3.182.-; entre 30% y menos de 45%, $2.387.-; y entre 15% y menos de 30%, $1.392.


La indicación número 102 bis fue aprobada por la Comisión, por cuatro votos contra uno. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag, y en contra el Honorable Senador señor Novoa.





La indicación número 102xx, del Honorable senador señor Novoa, para suprimir el artículo 15 bis.





El Honorable Senador señor Novoa argumentó que el referido artículo, fruto de la indicación número 102 bis, al aumentar la subvención para quienes estudian en establecimientos con una concentración superior al 15% de alumnos vulnerables, limita la posibilidad de elección y movilidad de los niños de menores ingresos para acceder a establecimientos en que podrían recibir una mejor educación. La subvención por concentración, prosiguió, no incentiva la integración, sino que, por el contrario, fomenta la persistencia de núcleos de pobreza al impedir que los niños de menores ingresos escojan colegios con bajas tasas de vulnerabilidad. 





Añadió que, a su juicio, si se focalizara todo el aporte de las subvenciones en el alumno vulnerable, éste podría optar a una mayor variedad de establecimientos. Por lo mismo, no se opone al aumento del gasto en el sentido planteado por el Ejecutivo, pero sí estima que una subvención otorgada de la forma que ha señalado sería, al cabo, más beneficiosa para sus receptores finales, los alumnos.



La Subsecretaria de Educación hizo ver que esta indicación no genera, consecuencialmente, una concentración de alumnos vulnerables en un determinado establecimiento, toda vez que, por ejemplo, lo que a un sostenedor municipal le convendría sería distribuir a los alumnos vulnerables a razón de un tercio por cada establecimiento.



El Honorable Senador señor García preguntó por la situación de los establecimientos que reúnan menos de un 15% de alumnos vulnerables. Hizo ver que en la región a la que representa, la posibilidad de elección de la escuela a la que va a asistir, por parte de un alumno vulnerable, se reduce sólo a algunas comunas, razón por la que estima beneficiosa la subvención por concentración propuesta por el Ejecutivo.





La Subsecretaria de Educación precisó que los establecimientos con menos de 15% de alumnos vulnerables sí tienen acceso a la subvención preferencial, mas no a la por concentración. 





Indicó, por otro lado, que la subvención escolar preferencial es independiente y adicional de los beneficios que, por su condición de ruralidad, reciben algunos establecimientos.





La indicación número 102xx fue rechazada por la Comisión, por cuatro votos contra uno. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag, y a favor el Honorable Senador señor Novoa.





Puesto en votación el artículo 15 bis, fue aprobado por cuatro votos contra uno. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag, y en contra el Honorable Senador Novoa.

ARTÍCULO 16





“Artículo 16.- Los establecimientos incorporados a este régimen de subvención serán sometidos por el Ministerio de Educación a una supervisión y apoyo permanentes de su desempeño en los aspectos pedagógicos y a un control del cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que especifique su reglamento.





Los resultados de la evaluación del tercer o anteriores años, según corresponda a la categoría en que se encuentre el establecimiento, serán notificados durante el año escolar siguiente a la última medición usada para la evaluación. Esta nueva clasificación se hará efectiva a contar del año escolar inmediatamente siguiente al de la notificación. Durante el año de la reclasificación, el establecimiento mantendrá la anterior categoría.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 103, 104 y 105.


La indicación número 103, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.



La indicación número 104, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 103, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 16.- El Ministerio de Educación verificará el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que se especifican en este cuerpo legal.


Los resultados de la evaluación del tercer o anteriores años, según corresponda a la categoría en que se encuentre el establecimiento, serán notificados durante el año escolar siguiente a la última medición usada para la evaluación. Esta nueva clasificación se hará efectiva a contar del año escolar inmediatamente siguiente al de la notificación. Durante el año de la reclasificación, el establecimiento mantendrá la anterior categoría.”.



La indicación número 105, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 104, para intercalar, en su inciso primero, a continuación de la palabra “subvención”, la frase “y mientras se encuentre vigente el convenio a que se refiere el artículo 7º,”, reemplazar la frase “de su desempeño en los aspectos pedagógicos y a un control del” por “para controlar el”, y para intercalar, a continuación de la expresión “esta ley”, la frase “y según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento”.


Las indicaciones números 103, 104 y 105 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri. 


Puesto en votación el artículo 16, fue aprobado en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri. 

PÁRRAFO 2°

“Párrafo 2°

Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas”


Fue formulada la indicación número 106, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar su epígrafe por “Establecimientos Educacionales Autónomos”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri.

ARTÍCULO 17





“Artículo 17.- En los establecimientos autónomos se evaluará el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en especial la de retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas y la de cumplimiento de los logros académicos de todos los alumnos, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4° y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.


La evaluación de estos establecimientos, según los logros académicos antes referidos, se realizará por el Ministerio de Educación al menos cada 3 años.


Si el resultado de esa evaluación, en lo referido a los logros académicos, indica que han cumplido con las obligaciones del inciso anterior, mantendrán la categoría de Autónomos. En caso contrario, dichos establecimientos pasarán a la categoría de Emergentes o de Establecimientos en Recuperación a que se refiere el párrafo 4° de este Título.”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que el objeto de este artículo es la revisión periódica de los logros académicos de los establecimientos autónomos, a fin de verificar si mantienen o no su calidad de tales.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 107, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 113x y 114.


La indicación número 107, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en su inciso primero, las frases “las obligaciones contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en especial la de retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas y la de cumplimiento”.



La indicación número 108, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 107, para suprimir, en su inciso primero, la frase “la de retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas y”.


La indicación número 109, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar, en su inciso primero, la frase “de todos sus alumnos” por “de sus alumnos calificados como prioritarios”.


La indicación número 110, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, en su inciso primero, a continuación de “educación general básica”, la frase “así como de otros instrumentos nacionales, e incluso regionales, aplicados en este nivel”.





La indicación número 111, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, en su inciso segundo, a continuación de las palabras “antes referidos”, la frase “así como de aspectos generales de su funcionamiento”.

Las indicaciones números 107, 108, 109, 110 y 111 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri.


La indicación número 112, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir, en su inciso segundo, la expresión “3 años” por “4 años”.



Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri. 

La indicación número 113, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en su inciso tercero, a continuación de las palabras “logros académicos”, la frase “de los alumnos calificados como prioritarios”, y para reemplazar la expresión “inciso anterior” por “inciso primero”.



La indicación número 113x, de S.E. la señora Presidenta de la República, para suprimir, en su inciso tercero, a continuación de las palabras “logros académicos”, la frase “de los alumnos calificados como prioritarios”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación manifestó que la medición de los logros académicos debe realizarse respecto de todos los alumnos matriculados en un establecimiento educacional que perciba la subvención, sin restringirla a los resultados de los alumnos prioritarios. 



La Subsecretaria de Educación agregó que estos resultados se obtienen de la aplicación del SIMCE, que entrega información por curso y no por alumno, lo que dificultaría una diferenciación de los resultados académicos de los alumnos prioritarios. Para ello, sería necesario duplicar los recursos financieros.


La indicación número 113x fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores Señores Escalona, García y Gazmuri. 


En consecuencia, la indicación número 113 fue aprobada, por la misma unanimidad antedicha, en la parte que no fue modificada por la indicación número 113x del Ejecutivo. 


La indicación número 114, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar el siguiente inciso nuevo:


“Tratándose de establecimientos educacionales autónomos que durante cuatro años consecutivos cumplan con los resultados académicos esperados, pasarán a adquirir dicha calidad de forma permanente. Con todo, si estos establecimientos, en dos mediciones anuales consecutivas, arrojaren una baja significativa en sus logros académicos, entendiéndose que ello se produce cuando los resultados académicos obtenidos son los que corresponden a la clasificación de un establecimiento como emergente, volverán al sistema de evaluación al que se refiere el inciso segundo de este artículo.”.





Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri.

PÁRRAFO 3°

“Párrafo 3°

Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas”


La indicación número 115, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar su epígrafe por “Establecimientos Educacionales Emergentes”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri. 

ARTÍCULO 18





“Artículo 18.- El sostenedor del establecimiento educacional clasificado como emergente deberá cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 8º y asumir los compromisos adicionales que a continuación se indican, los que, una vez suscritos, quedarán incorporados al Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa:





1. Elaborar durante el primer año un Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes que profundice el Plan presentado de acuerdo al artículo 8º, el que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Educación, para ser ejecutado en un plazo máximo de 4 años.





Este Plan deberá contener al menos:





a) Un diagnóstico de la situación inicial del establecimiento y del proceso de enseñanza y aprendizaje de todos sus alumnos, así como una evaluación respecto de los recursos humanos, técnicos y materiales con que cuenta el establecimiento.





b) Un conjunto de metas de resultados educativos a ser logrados en el transcurso de la ejecución del Plan. En todo caso, al cumplirse el plazo de ejecución del Plan, el establecimiento educacional deberá lograr los estándares nacionales.





2. Coordinar y articular acciones con las instituciones y redes de servicios sociales competentes para detectar, derivar y tratar problemas psicológicos, sociales y necesidades educativas especiales de los alumnos prioritarios.





3. Establecer actividades docentes complementarias a los procesos de enseñanza y aprendizaje de los alumnos prioritarios, para mejorar su rendimiento escolar.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 116, 116x, 117, 118, 119, 119x, 120, 121, 122 y 123.


La indicación número 116, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para intercalar, en su encabezamiento, a continuación de la expresión “y asumir”, las palabras “algunos de”.



La indicación número 116x, de S.E. la señora Presidenta de la República, para eliminar, en su encabezamiento, las palabras “algunos de”.


Esta indicación fue aprobada por la Comisión, por dos votos contra uno. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona y Gazmuri, y en contra el Honorable Senador señor García. Como consecuencia de esta aprobación fue rechazada, por ser incompatible con lo resuelto, la indicación número 116



La indicación número 117, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en su número 1, la frase “deberá contar con la aprobación del” por “se informará al”.





Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores Señores Ecalona, García y Gazmuri


La indicación número 118, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 117, para sustituir, en su número 1, la frase “con la aprobación del Ministerio de Educación” por “en su confección con la colaboración de la entidad pedagógica o técnica de apoyo registrada y contratada por el establecimiento”.





Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri. 


La indicación número 119, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en el encabezamiento del párrafo segundo del número 1, la palabra “deberá” por “podrá”.



La indicación número 119x, de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar, en el encabezamiento del párrafo segundo del número 1, la palabra “podrá” por “deberá”.


Esta indicación fue aprobada por la Comisión, por dos votos contra uno. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona y Gazmuri, y en contra el Honorable Senador señor García. Como consecuencia de esta aprobación fue rechazada, por ser incompatible con lo resuelto, la indicación número 119.


La indicación número 120, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en el encabezamiento del párrafo segundo del número 1, la expresión “al menos”.


La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue retirada por sus autores, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 121, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en la letra a), la frase “y del proceso de enseñanza y aprendizaje de todos sus alumnos, así como” por el vocablo “comprendiendo”.





Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri. 


La indicación número 122, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en la letra b), la frase “de resultados educativos a ser logrados” por “tendientes a la consecución de los resultados académicos esperados”.


La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue retirada por sus autores, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 123, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar al número 2 la siguiente oración:


“El Ministerio generará los mecanismos y dispondrá los recursos suficientes para garantizar el acceso a estas instituciones, recursos y profesionales del área educativa y psico-social.”.

La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

ARTÍCULO 19





“Artículo 19.- Los establecimientos educacionales clasificados como Emergentes tendrán derecho a percibir, para el diseño y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo para emergentes a que se refiere el artículo anterior, un aporte adicional de recursos para contribuir al financiamiento de dicho Plan, que será objeto de un convenio complementario.





Para la implementación del Plan a que se refiere el inciso anterior, los establecimientos allí señalados podrán utilizar los recursos adicionales para contratar servicios de apoyo de una entidad externa con capacidad técnica al respecto, la que en todo caso deberá estar incluida en el registro indicado en el artículo 29.





La suma anual de los recursos que reciban los establecimientos emergentes por la aplicación de la letra B del artículo 14 y el aporte adicional a que se refiere este artículo, será equivalente a lo que le correspondería recibir al mismo establecimiento si éste estuviera en la categoría de Autónomo, por los niveles que se especifican en el inciso siguiente.





Este aporte adicional será de 0,7 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,465 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,235 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.





No obstante lo anterior, durante el primer año de vigencia del convenio se entregará a los sostenedores de los establecimientos educacionales que no cuenten con un plan aprobado por el Ministerio de Educación, un tercio del aporte adicional mensual a que se refiere el inciso anterior, para financiar la obligación establecida en el Nº 1 del artículo 18, recibiendo del Ministerio de Educación los dos tercios restantes una vez que sea aprobado el Plan de Mejoramiento Educativo, pagándose éste último con efecto retroactivo calculado desde el mes siguiente al acto de aprobación del convenio a que se refiere el artículo 7º.





A contar del segundo año de vigencia del convenio, el aporte a que se refiere el inciso cuarto se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo aprobado.





De la resolución a que se refiere el inciso anterior podrá apelarse dentro de los quince días hábiles siguientes a su emisión, ante el Subsecretario de Educación, disponiendo éste de igual plazo para pronunciarse sobre la apelación.





El reglamento a que alude el artículo 3° establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas.





Mediante decreto del Ministerio de Educación, que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se fijará anualmente el monto en pesos del aporte adicional y de las proporciones de dicho aporte a que se refieren los incisos cuarto y quinto.”.





El Honorable Senador señor Gazmuri manifestó que, en el inciso primero, el vocablo “un”, relativo al aporte adicional de recursos para contribuir al financiamiento del Plan, debiera ser sustituido por el artículo “el”, para delimitar claramente que, tratándose de los mismos recursos que por concepto de subvención preferencial serán entregados, sólo se trata de una modalidad diferente de distribución, en este caso para establecimientos Emergentes, y que no se pueda erróneamente entender que se trata de otro aporte indeterminado.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación expresó que, siendo del todo claro que no se trata de un aporte nuevo que exceda de los montos de la subvención preferencial, la voz “un” contemplada en el artículo es adecuada, por cuanto es la primera referencia que se hace, en el texto de la ley, al aporte aludido.


El Honorable Senador Escalona, coincidiendo con el Honorable Senador señor Gazmuri, expuso que, por técnica legislativa, sería más recomendable señalar de modo expreso la clase de aporte de que se trata, a fin de que no quepan dudas al intérprete sobre su alcance.  





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 124, 125, 126, 127, 128, 129, 130, 131, 132, 133, 134, 135, 136, 137, 138 y 139.


La indicación número 124, de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar la frase inicial de su inciso primero “Los establecimientos educacionales” por “Los sostenedores de establecimientos educacionales”.


La Comisión convino en la necesidad de otorgar una nueva redacción al inciso primero de este artículo.


La indicación número 124 fue aprobada, con las modificaciones que se indicarán en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 


La indicación número 125, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en su inciso primero, la expresión “un aporte” por “una subvención”.



La indicación número 126, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en su inciso tercero, la expresión “el aporte” por “la subvención”.



La indicación número 127, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en su inciso cuarto, la expresión “Este aporte” por “Esta subvención”.



La indicación número 128, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en su inciso quinto, la frase “un plan aprobado por el Ministerio de Educación” por “el plan a que se refiere el artículo 7º de esta ley”.



La indicación número 129, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 128, para reemplazar, en su inciso quinto, las palabras “aprobado por el” por “notificado al”.


Las indicaciones números 125, 126, 127, 128 y 129 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 


La indicación número 130, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en su inciso quinto, la expresión “sea aprobado” por “comiencen a ejecutar”.





El Honorable Senador señor García consultó sobre el alcance del efecto retroactivo en el pago de los aportes, descrito en el inciso quinto.



La Jefa de la División de Educación General del Ministerio de Educación puntualizó que la referencia de las palabras “este último”, en el final del inciso referido, es a los dos tercios que el Ministerio de Educación deberá pagar una vez que comience la ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo, como se propone en la indicación.



El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que el aporte de, por ejemplo, las 0,7 USE, es anual y se paga por alumno. De él se anticipa un tercio para los efectos de la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo, y el saldo se reliquida y paga, retroactivamente, calculado desde el mes siguiente al acto de aprobación del convenio.  

El Jefe de la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio de Educación señaló que el fundamento del mecanismo de entrega de los recursos para establecimientos Emergentes, que este artículo describe, estriba en que éstos, desde que suscriben un Convenio, tienen derecho a la subvención preferencial, pero sólo el efectivo inicio en la ejecución del Plan de Manejo, siempre posterior en el tiempo a la referida suscripción, será el que dará lugar a la recepción de la totalidad de los dineros que correspondan. 


   Enseguida, el Honorable Senador señor García manifestó que las palabras “este último”, en la parte final del inciso quinto, debieran ser suprimidas, pues pueden prestarse para equívocos si se considera que su referencia es a los dos tercios restantes del aporte.


Los representantes del Ejecutivo propusieron reemplazar las palabras “éste último” por “este saldo”, a fin de evitar los posibles equívocos.


La Comisión acordó modificar la indicación, sustituyendo las palabras “éste último” por “este saldo”, en la parte final de este inciso.


En consecuencia, la indicación número 130 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.


La indicación número 131, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en su inciso quinto, la frase “al acto de aprobación” por “a la firma”.


La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue retirada por sus autores, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 132, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir su inciso sexto por los siguientes:


“El Ministerio de Educación a contar del segundo año de vigencia del convenio, deberá con una anticipación no inferior a 6 meses formular los reparos pertinentes a la ejecución del Plan a la que se refiere este artículo, pudiendo proponer la suspensión de la subvención adicional mediante resolución fundada. En caso de que el Ministerio no hiciere reparos, se entenderá prorrogada por un año más esta subvención adicional y por su parte, si el sostenedor no adoptare las enmiendas podrá verse expuesto a la sanción de suspensión de esta subvención.


Para los efectos de la procedencia de la sanción de suspensión de la subvención adicional propuesta por el Ministerio de Educación, será necesario que la entidad externa contratada para la implementación del Plan, se pronuncie a favor de dicha medida.


Con todo, la medida de suspensión de la subvención adicional, no procederá en caso que el establecimiento objeto de la misma, esté o haya alcanzado los logros académicos, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el período a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.”.



La indicación número 133, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 132, para sustituir, en su inciso sexto, la frase “se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique” por “podrá suspenderse cuando el Ministerio de Educación mediante resolución fundada acredite”.



La indicación número 134, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en su inciso sexto, el vocablo “aprobado”.





La indicación número 135, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, en su inciso séptimo, la siguiente oración: “De la resolución del Subsecretario podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respectiva.”.





La indicación número 136, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su inciso octavo.



La indicación número 137, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 136, para suprimir, en su inciso octavo, la frase “y los medios de verificación de la ejecución de las acciones pertinentes”.



La indicación número 138, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, a su inciso octavo, la siguiente frase final: “, así como los mecanismos por medio de los cuales los sostenedores podrán conocer la metodología utilizada para estos efectos”.



La indicación número 139, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, a su inciso octavo, la siguiente oración: “El no cumplimiento por parte del sostenedor de los aspectos fijados de conformidad a dicho reglamento, no podrá  por sí solo configurar una causal de suspensión de este aporte adicional según lo establece el inciso sexto”.


Las indicaciones números 132, 133, 134, 135, 136, 137, 138 y 139 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

ARTÍCULO 20





“Artículo 20.- El Ministerio de Educación realizará una supervisión pedagógica a los establecimientos emergentes que desarrollan su Plan de Mejoramiento Educativo.





Asimismo, el Ministerio de Educación evaluará anualmente el cumplimiento de los compromisos asumidos en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa por el sostenedor para cada establecimiento educacional emergente, debiendo entregar su informe al respectivo establecimiento.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 140, 141, 142 y 143.


La indicación número 140, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 20.- El Ministerio de Educación evaluará anualmente el cumplimiento de los compromisos asumidos en el Plan de Mejoramiento Educativo. Esta evaluación se dirigirá a verificar el grado de cumplimiento de los logros académicos, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el período a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.


Copia de dicha evaluación se entregará a cada establecimiento, dentro de los 15 días subsiguientes contados desde la emisión de la evaluación por parte del Ministerio.”.



La indicación número 141, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 140, para suprimir su inciso primero, y para suprimir  la palabra inicial del inciso segundo “Asimismo,”.


Las indicaciones números 140 y 141 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 


La indicación número 142, del Honorable Senador señor Navarro, para sustituir, en su inciso primero, la frase: “El Ministerio de Educación realizará una supervisión pedagógica a los establecimientos” por “El Ministerio de Educación dispondrá los mecanismos, procedimientos y recursos que sean necesarios para realizar una supervisión pedagógica a todos los establecimientos”.


La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue retirada por su autor, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.





La indicación número 143, del Honorable Senador señor Núñez, para reemplazar, en su inciso segundo, las palabras finales “respectivo establecimiento” por la frase “al sostenedor y director del respectivo establecimiento, quienes deberán ponerlo en conocimiento de la comunidad escolar”.



Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

ARTÍCULO 21





“Artículo 21.- Si las evaluaciones señaladas en el artículo anterior, en lo referido a logros académicos, indican que un establecimiento educacional emergente ha alcanzado los estándares nacionales de la categoría de establecimientos autónomos a que se refiere el artículo 10, el sostenedor podrá solicitar al Ministerio de Educación que dicho establecimiento sea clasificado en esta categoría, debiendo el Ministerio responder dentro del plazo de quince días hábiles, transcurrido el cual, si no lo hiciere, se entenderá aceptada la solicitud, conforme al procedimiento que para este efecto fije el reglamento de esta ley.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 144 y 145.


La indicación número 144, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 21.- Si las evaluaciones a las que se refiere el artículo anterior indican que un establecimiento educacional emergente ha logrado los estándares nacionales de la categoría de establecimientos autónomos a que se refiere el artículo 10 de la presente ley, adquirirán automáticamente dicha categoría.


Para estos efectos el sostenedor  enviará a la Secretaría Regional Ministerial de Educación los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los logros mencionados, quién los corroborará y dictará una resolución para adecuar su nueva clasificación, dentro de los 15 días siguientes contados desde la recepción de la solicitud del sostenedor. Esta resolución podrá ser apelada dentro del mismo plazo, ante el Ministerio de Educación.


Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro del plazo al que se refiere el inciso anterior, el establecimiento se entenderá clasificado como establecimiento educacional autónomo a partir del año escolar siguiente”.



Esta indicación fue aprobada, con las enmiendas que se indicarán en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 


La indicación número 145, de S.E. la señora Presidenta de la República, para agregarle la siguiente oración final: “El convenio se renovará  automáticamente por un nuevo período de 4 años, con las adecuaciones pertinentes a la nueva  clasificación”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

PÁRRAFO 4°

“Párrafo 4°

Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas”


Fue formulada la indicación número 146, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar su epígrafe por “Establecimientos Educacionales en Recuperación”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

ARTÍCULO 22





“Artículo 22.- El Ministerio de Educación, mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación, clasificará como Establecimientos Educacionales en Recuperación a aquellos establecimientos incorporados al régimen de la presente ley que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para los establecimientos educacionales emergentes. Se entenderá por resultados reiteradamente deficientes el no cumplir con los estándares nacionales considerando a lo menos las últimas tres mediciones realizadas de acuerdo a lo señalado en el artículo 10.





También serán clasificados en la categoría de Establecimientos Educacionales en Recuperación los establecimientos emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 18. Igual clasificación recibirán aquellos establecimientos educacionales emergentes que, teniendo un Plan aprobado, no lo apliquen, situación que será verificada por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, en la evaluación a que se refiere el inciso segundo del artículo 20.





La clasificación de un establecimiento en la categoría en Recuperación podrá ser efectuada a partir del segundo semestre del primer año de suscrito el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, salvo que se trate de un establecimiento que deba entrar en esta categoría de conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.





El establecimiento que sea clasificado en la categoría en Recuperación mantendrá dicha clasificación y estará sujeto a las obligaciones que esta ley impone a dichos establecimientos por tres años contados desde el año escolar siguiente a aquél en que fue clasificado en tal categoría.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 147, 148, 149, 150, 151, 152, 153, 154, 155, 156, 157 y 157x.





La indicación número 147, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para intercalar, en su inciso primero, a continuación de las palabras “estándares nacionales”, la frase “establecidos en la ley orgánica constitucional de enseñanza,”.


La indicación número 148, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir la frase final del inciso primero “de acuerdo a lo señalado en el artículo 10”.


Las indicaciones números 147 y 148 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

Enseguida, habida consideración de que la referencia del inciso primero es a los establecimientos En Recuperación y, en consecuencia, no resulta concordante la alusión a los estándares nacionales que se establezcan para establecimientos Emergentes, la Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó sustituir la frase “los establecimientos educacionales emergentes” por la expresión “tales efectos”. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.


La indicación número 149, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar en su inciso segundo, las palabras “no cuenten con” por “no hayan elaborado”.


La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue retirada por sus autores, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 150, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para intercalar, en su inciso segundo, después de “artículo 18”, la frase “, sin que para ello sea necesaria la aprobación del mismo por parte del Ministerio de Ecuación”.



La indicación número 151, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir la segunda oración del inciso segundo por la siguiente: “Igual clasificación recibirán aquellos establecimientos educacionales emergentes, que teniendo su Plan de Mejoramiento Educativo, no hayan alcanzado, en el plazo de tres años, los logros académicos esperados, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el período a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.”.



La indicación número 152, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 151, para reemplazar, en la segunda oración de su inciso segundo, la expresión “, no lo apliquen,” por las frases “, no hayan alcanzado, en un plazo de tres años los logros académicos esperados, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el período a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación,”.


La indicación número 153, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en la segunda oración de su inciso segundo, la expresión “Ministerio de Educación” por la frase “la entidad pedagógica y técnica contratada según lo dispuesto en el artículo 19,”, y para suprimir la frase “, en la evaluación a que se refiere el inciso segundo del artículo 20”.



La indicación número 154, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, en su inciso segundo, la siguiente frase final: “, y ratificada por la entidad externa con capacidad técnica contratada en conformidad al artículo 19”.


La indicación número 155, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en su inciso tercero, la frase final “, salvo que se trate de un establecimiento que deba entrar en esta categoría de conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones”.

La indicación número 156, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en su inciso final, la palabra “mantendrá” por los vocablos “podrá mantener”.

Las indicaciones números 150, 151, 152, 153, 154, 155 y 156 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

La indicación número 157, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir, en su inciso final, la expresión “tres años” por “dos años”.


Esta indicación fue aprobada en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 


La indicación número 157x, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir, en su inciso final, la expresión “tres años” por “cuatro años”.





Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

ARTÍCULO 23





“Artículo 23.- La resolución que clasifique a un establecimiento educacional en la categoría en Recuperación, conforme a lo señalado en el artículo anterior, pondrá término al derecho a impetrar la subvención preferencial por parte del sostenedor del establecimiento, a partir del año escolar siguiente, sin perjuicio del aporte a que se refiere el artículo 26.





Dicha resolución será notificada en forma personal o mediante carta certificada al sostenedor y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de su notificación.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 158 y 159.


La indicación número 158, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 


La indicación número 159, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 158, para reemplazar, en su inciso primero, la palabra “pondrá” por “podrá poner”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 


Los Honorables Senadores señores Escalona y Gazmuri coincidieron en que la redacción de este artículo no es del todo clara, siendo, por tanto, susceptible de ser mejorada.  


Los representantes del Ejecutivo estuvieron de acuerdo con la apreciación de Sus Señorías, proponiendo mejorar la redacción de esta disposición.


La Comisión, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó modificar la redacción de este artículo, en los términos que se indicarán en su oportunidad. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

ARTÍCULO 24


“Artículo 24.- Las escuelas que sean clasificadas en Recuperación, en relación con lo establecido en el artículo 22, y que hayan apelado de ello de conformidad al artículo 23, serán evaluadas por un panel de expertos con el objetivo de emitir un informe respecto de dicha clasificación, el cual deberá ser considerado por el Subsecretario de Educación al resolver la apelación. Este panel tomará en cuenta los antecedentes de las escuelas evaluadas y otros relevantes a juicio del panel.


Este panel estará conformado por tres expertos, designados uno por el Ministerio de Educación, otro por el sostenedor del establecimiento y otro por una entidad evaluadora externa de aquellas a que se refiere el artículo 29.”.


La Subsecretaria de Educación explicó que el objeto del panel radica en que, en el caso de los establecimientos clasificados como En Recuperación, exista una evaluación en terreno de su situación, la que deberá ser ponderada por la Subsecretaría de Educación al momento de resolver la apelación deducida.  


En votación el artículo 24, fue aprobado, con una enmienda de concordancia, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri.

ARTÍCULO 25





“Los sostenedores de los establecimientos educacionales en Recuperación deberán cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo  establecido en el artículo 8º. Además, tendrán las siguientes obligaciones:





1) Lograr los estándares nacionales correspondientes a la categoría Emergentes en un plazo máximo de tres años a partir del año escolar siguiente al de la resolución del artículo anterior, mejorando el rendimiento académico de los alumnos prioritarios.



2) Cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación que establezca un equipo tripartito conformado por un representante del Ministerio de Educación, por el sostenedor, o un representante que éste designe, y por una entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 29. 


Dicho plan surgirá de un Informe de Evaluación de la Calidad Educativa del establecimiento, propuesto por la entidad externa antes referida.





El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de enseñanza y aprendizaje y sus prácticas, y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 22.





3) Aplicar las medidas de reestructuración contenidas en el Plan.





En caso de proponerse la reestructuración del equipo de docentes directivos, técnico-pedagógicos o de aula, a fin de superar las deficiencias detectadas por el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa en el personal del establecimiento educacional, el sostenedor deberá aplicar alguna o algunas de las siguientes medidas, sin que ninguna de ellas pueda considerarse como menoscabo para los docentes:





a) Redestinación de tareas y/o funciones.





b) Destinación del docente a otro establecimiento del mismo sostenedor que tenga la calificación de Autónomo o Emergente.





c) Desarrollo de planes de superación profesional para los docentes, pudiendo recurrirse para ello a la totalidad o parte de la jornada laboral contratada.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 160, 161, 162, 163, 164 y 165.


La indicación número 160, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir, en el número 1, la frase “plazo máximo de tres años” por “plazo máximo de cuatro años”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri. 

La indicación número 161, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir el párrafo tercero de su número 2.


La indicación número 162, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número161, para reemplazar, en el párrafo tercero de su número 2, la palabra “abarcará” por “podrá abarcar”.


La indicación número 163, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 162, para suprimir, en el párrafo tercero de su número 2, la frase “como el proceso de enseñanza y aprendizaje y sus prácticas”.


Las indicaciones números 161, 162 y 163 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri. 


La Comisión, con el objeto de dejar meridianamente establecido que la elección de la persona o entidad que preste el apoyo técnico pedagógico es una facultad del sostenedor, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, y por la misma unanimidad antedicha, acordó modificar el numeral 2 del artículo 25, en los términos que se indicarán en su oportunidad.


La indicación número 164, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar la siguiente letra d), nueva, en su número 3:


“d) Ofrecer la renuncia al docente”.


La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue retirada por sus autores, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 165, del Honorable Senador señor Orpis, para suprimir las letras a) a la h), ambas inclusive, del inciso segundo del artículo 25. 


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri. 



El Honorable Senador señor García expresó sus dudas respecto de la letra b) de este artículo, en cuanto a la destinación de un docente que está desempeñando mal su trabajo en un establecimiento En Recuperación, a otro calificado como Autónomo o Emergente y que, en consecuencia, se encuentra en un nivel académico superior.


El Honorable Senador señor Escalona concordó con lo expresado por el Honorable Senador señor García y manifestó, además, sus dudas respecto de la factibilidad de trasladar a un profesor de un establecimiento particular subvencionado de una ciudad a otra, en el caso de un sostenedor que tenga colegios en distintos lugares.


El Jefe de la Unidad de Currículo y Evaluación del Ministerio de Educación señaló que el Estatuto Docente desarrolla el concepto de “Dotaciones Comunales”, en cuya virtud los docentes municipales se encuentran deslocalizados y, por tanto, pueden ser trasladados entre los distintos establecimientos que forman parte de una misma comuna. 


En el caso de los docentes de establecimientos particulares subvencionados, añadió, puede efectivamente ocurrir que, por contrato, un profesor se halle adscrito a una escuela determinada, caso en el que deben regir las disposiciones del Derecho Laboral.


El Honorable Senador señor Escalona advirtió sobre las implicancias que una disposición como la contenida en la letra b) del numeral 3 de este artículo, pueda tener sobre la estabilidad laboral de los profesores. 


Agregó que dicha norma podría, incluso, estar pasando por alto la obligatoriedad que es propia de un contrato de trabajo de un docente con su empleador.


La Subsecretaria de Educación hizo ver la necesidad de consagrar mecanismos que permitan a un establecimiento En Recuperación y que requiere ejecutar un Plan de Mejoramiento, de tener alguna posibilidad de reestructurar su equipo docente. Eso es lo que permite la presente disposición.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación indicó que, en la redacción de la norma, se ha tenido presente el resguardo de los derechos de los profesores, y no existe interés alguno por modificar o pasar por sobre la normativa laboral. Solicitó dejar constancia de dicho espíritu, para los efectos de la historia de la ley.


Agregó, por una parte, que en el caso de los establecimientos particulares subvencionados, la norma en análisis no tiene efectos directos, pues queda supeditada a la relación contractual entre el docente y su empleador. Y, por otra, que fue objeto de amplio debate en la Cámara de Diputados el establecer, en el caso de los establecimientos municipalizados En Recuperación, la posibilidad de que sus profesores puedan ser trasladados a otro establecimiento Autónomo o Emergente del mismo sostenedor, sin que se confiera opción alguna de que dichos profesores puedan ser despedidos.


Explicó, además, que en la operatoria de las Dotaciones Comunales antes aludidas, se han verificado reclamos de docentes que, siendo trasladados de un establecimiento a otro dentro de una misma comuna, se han sentido menoscabados. La Contraloría General de la República, en tales casos, se ha pronunciado en un sentido u otro.


La Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 121 del reglamento del Senado, acordó suprimir, al final de la letra b) del número 3 de este artículo, la frase “que tenga la calificación de Autónomo o Emergente”. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 
 
En votación el artículo 25, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri.

ARTÍCULO 26





“Artículo 26.- Para diseñar y llevar a cabo las actividades señaladas en el artículo anterior, el Ministerio de Educación dispondrá de un aporte económico extraordinario para los sostenedores de los establecimientos educacionales declarados en Recuperación a que se refiere el artículo 22.





La suma anual de este aporte extraordinario será equivalente al monto que le correspondería al establecimiento educacional si se le aplicara la subvención establecida en la letra A del artículo 14, por el promedio de los alumnos prioritarios matriculados en los niveles correspondientes en el primer trimestre del año escolar, considerando el porcentaje de la asistencia media efectiva de los alumnos prioritarios registrada en los meses del año escolar inmediatamente anterior.





Estos recursos deberán ser aplicados a medidas de mejoramiento contenidas en el Plan mencionado en el artículo anterior. La rendición de estos recursos deberá ser visada por la entidad externa.




Este aporte será entregado en cuotas mensuales, iguales y sucesivas; será objeto de un convenio complementario y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique, mediante resolución fundada, que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan aprobado.





En todo caso, un alumno prioritario que se traslade durante el año escolar de un establecimiento en Recuperación a cualquier otro, no dará derecho a impetrar la subvención escolar preferencial ni los aportes de los artículos 19 y 26 en el nuevo establecimiento, durante ese año.


El reglamento a que alude el artículo 3º establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 166, 167, 168, 169, 169x, 170, 171, 171x, 172, 173, 174 y 175.


Las indicaciones número 166, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, y número 167, del Honorable Senador señor Orpis, para suprimirlo.



La indicación número 168, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 166, para agregar a su inciso primero, la frase “, que se pagará bajo la modalidad de subvención por alumno prioritario matriculado”.


Las indicaciones números 166, 167 y 168 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri. 




La indicación número 169, del Honorable Senador señor Núñez, para suprimir, en su inciso segundo, la frase “, considerando el porcentaje de la asistencia media efectiva de los alumnos prioritarios registrada en los meses del año escolar inmediatamente anterior”.

La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.





La indicación número 169x, del Honorable Senador señor Novoa, para reemplazar la frase final del inciso segundo que dice “registrada en los meses del año escolar inmediatamente anterior” por “registrada por curso en los tres meses precedentes al pago”.





El representante de la Dirección de Presupuestos, sector Educación, expresó que la subvención preferencial es por alumno y no por curso, por lo que una indicación como la propuesta podría inducir a error.

La indicación número 169x fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri. 




La indicación número 170, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar, en su inciso cuarto, la palabra “suspenderá” por “podrá suspenderse”, suprimir la palabra “aprobado”, y agregarle la siguiente frase final: “, y así lo ratifique un informe emitido por la entidad a la que se refiere el artículo anterior”.


La Comisión, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó suprimir la palabra “complementario”, en el inciso cuarto del presente artículo. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.


Las indicaciones número 171, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, y la número 171x, del Honorable Senador señor Novoa, para suprimir su inciso quinto.


El Honorable Senador señor García señaló compartir, en el fondo, la idea de suprimir el inciso en comento. Sin embargo, atendiendo la complejidad administrativa que supondría para el Ministerio, expresó su voluntad de votar en contra de la indicación propuesta. 


La indicación número 172, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 171, para suprimir, en su inciso quinto, la expresión “no”.


La indicación número 173, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su inciso sexto.



La indicación número 174, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 173, para suprimir, en su inciso sexto, la frase “y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas”.


Las indicaciones números 170, 171, 171x, 172, 173 y 174 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri. 


La indicación número 175, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, a su inciso sexto, la siguiente frase final: “, así como los mecanismos por medio de los cuales los sostenedores podrán conocer la metodología utilizada para estos efectos”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri. 


En votación el artículo 26, fue aprobado, con modificaciones, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Gazmuri,

ARTÍCULO 27


“Artículo 27.- Si concluido el plazo de tres años establecido en el Nº 1 del artículo 25, el establecimiento educacional en Recuperación alcanza los objetivos planteados con la reestructuración será clasificado como Emergente o Autónomo, según corresponda. Esta clasificación tendrá efecto a partir del año escolar siguiente.


Por otra parte, si el establecimiento en Recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, podrá el Ministerio de Educación revocar el reconocimiento oficial. Dicha resolución será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación y notificada al sostenedor por carta certificada.


Procederá recurso de apelación ante el Subsecretario de Educación, en el plazo de quince días hábiles contados desde la notificación de la resolución.”.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 176, 177, 178, 179, 180, 180x y 180xx.


La indicación número 176, del Honorable Senador señor Orpis, para suprimirlo.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión,  Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag.


La indicación número 177, de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar, en su inciso primero, la palabra “tres” por “cuatro”, y la frase “planteados con la reestructuración” por “de los numerales 1, 2 y 3 de dicho artículo”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag.


La indicación número 178, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para intercalar, en su inciso primero, después de la palabra “clasificado”, el vocablo “automáticamente”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 


La indicación número 179, de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la primera oración de su inciso primero, la siguiente: “No obstante, los establecimientos educacionales en recuperación podrán solicitar durante el segundo semestre del tercer año el cambio a la categoría  de emergentes si sus evaluaciones  indican que ha logrado los estándares nacionales correspondientes a dicha categoría, renovándose en ese caso el convenio automáticamente por un nuevo período de 4 años con las adecuaciones pertinentes a la nueva clasificación.”.


Esta indicación fue aprobada en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 



La indicación número 180, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar su inciso segundo por los siguientes:


“Por otra parte, si el establecimiento en Recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, el Ministerio de Educación aplicará todas o algunas de las siguientes medidas, según corresponda:


a) Informar a todos los miembros de la comunidad escolar la circunstancia de que el establecimiento no ha alcanzado los resultados académicos esperados. Esta comunicación la efectuará el Ministerio de Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.


b) Ofrecer a las familias del establecimiento, la posibilidad de buscar otro centro educativo, entregándose los recursos económicos necesarios para facilitar el transporte de los alumnos al nuevo establecimiento seleccionado por aquéllos.


c) Entregar en concesión la administración del establecimiento. Para estos efectos el sostenedor elegirá a su sucesor, quien deberá cumplir con los requisitos previstos para revestir esta calidad, según lo establece la ley de subvenciones.


Con todo, si no es posible la aplicación de ninguna de las medidas señaladas precedentemente, el Ministerio podrá revocar el reconocimiento oficial. Dicha resolución será dictada por el Servicio Regional Ministerial de Educación y notificada al sostenedor por carta certificada.”.



Esta indicación fue aprobada en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag.





La indicación número 180x, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir en el inciso tercero la expresión “El Ministerio” por la frase “En el caso de no lograrse los objetivos señalados en el inciso primero de este artículo en el plazo allí indicado, el Ministerio de Educación” y la expresión “Servicio” por “Secretario”.





La indicción número 180xx, de S.E. la señora Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso final:





“En caso que se disponga la revocación del reconocimiento oficial del Estado, el Ministerio de Educación deberá adoptar todas las medidas que resulten pertinentes para asegurar la continuidad de la educación de los alumnos del establecimiento educacional cuyo reconocimiento oficial se revoca.”.





Las indicaciones números 180x y 180xx fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 

ARTÍCULO 28





“Artículo 28.- La administración del régimen de la subvención escolar preferencial estará a cargo del Ministerio de Educación.





En tal virtud, le corresponderá:





a) Clasificar a los establecimientos educacionales en las categorías del artículo 9º e informar de ello a los establecimientos, a los Consejos Escolares, a los padres y apoderados, a la comunidad escolar y al público en general;





b) Suscribir los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa y los convenios complementarios, y verificar su cumplimiento;





c) Efectuar la supervisión de la ejecución de los planes de mejoramiento educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25, y del cumplimiento del convenio del artículo 7º, informando de ello al sostenedor del establecimiento;





d) Determinar los instrumentos y la oportunidad en que se verificará el cumplimiento de los compromisos contraídos por los establecimientos educacionales que forman parte del régimen de la subvención preferencial;





e) Realizar una supervisión y dar apoyo pedagógico permanente a los establecimientos clasificados como Emergentes o en Recuperación, lo cual podrá efectuarse en forma directa o por medio de organismos externos habilitados para ejercer esta función;





f) Proponer planes y metodologías de mejoramiento educativo a los sostenedores.





g) Establecer la forma y periodicidad en que los sostenedores de establecimientos educacionales deberán informar al Consejo Escolar y a los padres y apoderados sobre la situación de los establecimientos bajo el régimen de subvención escolar preferencial, especialmente respecto de los compromisos adquiridos y el cumplimiento de los mismos;





h) Formar e integrar el equipo tripartito que se señala en el artículo 25;





i) Aplicar las sanciones referidas en el artículo 34, y





j) Realizar todas las demás acciones necesarias para el cumplimiento y fines de esta ley.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 181, 182, 183, 184 y 185.




La indicación número 181, del Honorable Senador señor Orpis, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 28.- Las infracciones a la presente ley serán sancionadas conforme lo dispuesto en el artículo 52, de la Ley de Subvenciones y mediante el procedimiento establecido en el artículo 53 de dicha ley.


Las multas y retenciones que se apliquen en virtud de la presente ley lo serán respecto de las subvenciones de esta ley y de aquéllas de la Ley de Subvenciones.”.


La indicación número 182, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en la letra b), la frase “, y verificar su cumplimiento”.


La indicación número 183, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar la letra c) por la siguiente:


“c) Informar a los establecimientos y a la comunidad escolar que perciben subvención preferencial sobre el grado de avance de los planes de mejoramiento educativo.”.



La indicación número 184, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en la letra d), la expresión “los instrumentos y“.





La indicación número 185, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir la letra e).


Las indicaciones números 181, 182, 183, 184 y 185 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación dejó constancia que los “organismos” referidos en la letra e) de este artículo son distintos de las entidades o personas que, en virtud del artículo 29, y a lo largo de todo el proyecto, se establecen. Se trata, explicó, de organismos vinculados al Ministerio de Educación.



La Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó el artículo 28, con la enmienda que se indicará en su oportunidad. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 

ARTÍCULO 29





“Artículo 29.- El Ministerio de Educación elaborará un Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, las que podrán ser personas naturales o jurídicas y estarán habilitadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25; para lo indicado en el artículo 19 y para todas las demás funciones señaladas en el artículo 25.





El registro podrá contemplar categorías según las especialidades técnicas de las entidades, pudiendo éstas optar a todas o sólo a algunas de ellas.





El reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas y entidades para el ingreso y permanencia en el registro o subregistros de especialidades que se creen; el procedimiento de selección de las mismas; el tiempo de duración en el registro y las causales que originan la salida de éste, a fin de asegurar la calidad técnica y especialidad de dichas entidades. El Ministerio de Educación deberá mantener este registro con información actualizada sobre la asesoría proporcionada a los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención preferencial.


El establecimiento educacional que requiera la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo, conforme a lo señalado en el inciso primero, podrá elegir entre las entidades pedagógicas y técnicas de apoyo que formen parte del registro a que se refiere el citado inciso, oyendo al Ministerio de Educación.





Los sostenedores de zonas geográficas contiguas o de similares características podrán asociarse entre sí para recibir apoyo técnico de una misma entidad registrada.





Los honorarios de cada entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.





Las entidades registradas que presten asesoría a los establecimientos educacionales Emergentes y en Recuperación, y que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento de la presente ley, podrán ser eliminadas del Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.





Regirán respecto de estas personas y entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 186, 187, 188, 189, 190, 191, 192, 193, 194, 195 y 196.


La indicación número 186, del Honorable Senador señor Navarro, para reemplazar, en su inciso primero, la frase “las que podrán ser personas naturales o jurídicas y” por “personas jurídicas que”.


El Honorable Senador señor García expresó no comprender la razón por la que las personas naturales deban ser excluidas de prestar los servicios técnico- pedagógicos contemplados por esta ley.



La Ministra de Educación explicó que el interés de su repartición es que la mayor extensión posible del territorio nacional quede cubierta por expertos capaces de prestar este tipo de asesoría a los establecimientos que lo requieran, cuestión que sólo puede ser satisfecha si, junto con las personas jurídicas, se permite a las personas naturales registrase como tales. 





El Honorable Senador señor Gazmuri concordó con la conducencia de permitir también a personas naturales desempeñar estas labores, considerando la opción de que como tales, y sin requerir de toda una estructura detrás para hacerlo, puedan desplazarse hasta lugares, incluso, recónditos.



La indicación número 186 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 


El Honorable Senador señor Gazmuri advirtió que, en virtud del pronunciamiento de la Comisión respecto de la indicación precedente, se hace necesaria la agregación del vocablo “personas” en todas las referencias hechas, a lo largo del texto de la iniciativa, a las entidades técnico-pedagógicas. Asimismo, y atendida la definición dada por el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española a la voz “entidad”, deberá modificarse la denominación del Registro pertinente que deberá elaborar el Ministerio de Educación.


El aludido Diccionario define “entidad” como “Colectividad considerada como unidad. Especialmente, cualquier corporación, compañía, institución, etc., tomada como persona jurídica”.


La Comisión, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó que el nombre del registro que se establece en el artículo 29, será el de “Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas”, cuya elaboración corresponderá al Ministerio de Educación. Lo acordó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag.


En consonancia con lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y, en virtud del acuerdo precedentemente adoptado, considerando la concordancia que debe existir entre las distintas disposiciones del proyecto de ley, la Comisión acordó que todas las referencias a las entidades pedagógicas y técnicas de apoyo, a lo largo del proyecto, deberán incluir, además, una referencia a la o las personas, según corresponda.

La indicación número 187, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir su inciso tercero por los siguientes:


“Este registro será abierto y accederán quienes reúnan los siguientes requisitos:

a) Personas naturales que tengan idoneidad técnica y profesional,  que estén en posesión de un título profesional o técnico otorgado por alguna universidad del Estado o reconocida por éste o por algún instituto de enseñanza profesional o técnica del Estado o cuyos programas de estudios se hayan aprobado por éste, y cuenten con experiencia calificada en materia educacional no inferior a tres años desde la recepción del título,

b) Personas jurídicas que dentro de sus objetivos contemplen el desarrollo de acciones acordes con los fines y objetivos de la actividad encomendada de conformidad a esta ley.

La concesión o denegación de la inscripción se dispondrá por resolución fundada del Ministerio de Educación, motivada en la concurrencia o ausencia de todos los requisitos señalados; la suspensión o revocación procederá en caso de ausencia o pérdida de alguno de los requisitos indicados.

La institución o persona a la cual se deniegue, suspenda o revoque la inscripción podrá solicitar reposición ante el mismo Ministro, e interponer en subsidio recurso jerárquico, por intermedio del Ministerio de Educación, ante el Presidente de la República, dentro del plazo de treinta días, contado desde que le sea notificada la resolución. Dicha solicitud deberá presentarse acompañando los antecedentes de hecho y de derecho que la fundamenten.”.

La indicación número 188, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 187, para suprimir la primera oración de su inciso tercero.


La Comisión no se pronunció respecto de las indicaciones números 187 y 188, por haber sido retiradas por sus autores, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 189, del Honorable Senador señor Navarro, para suprimir, en su inciso tercero, la expresión “personas y”.



Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 


La indicación número 190, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, en la primera oración de su inciso tercero, a continuación de la frase “selección de las mismas;”, la frase “los mecanismos y organismos responsables de su evaluación y acreditación;”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gamuri, Pérez y Sabag. 


La indicación número 191, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en su inciso cuarto, la frase “, oyendo al Ministerio de Educación”.



Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag.


La indicación número 192, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, a su inciso cuarto, la frase final “, no siendo vinculante su opinión para el sostenedor”.


La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue retirada por sus autores, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 193, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, a continuación del inciso sexto, el siguiente, nuevo:


“El Ministerio debe disponer las condiciones, procesos y recursos para su propio robustecimiento técnico en los niveles regionales y provinciales, un modelo de asesoría con dotación profesional suficiente en número  y perfil técnico para garantizar el apoyo de excelencia que las escuelas requieren, sobre todo en aquellas zonas y casos donde la  oferta privada externa sea insuficiente o simplemente no exista.”.

La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 194, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir, en su inciso séptimo, la frase “de conformidad a lo establecido en el reglamento de la presente ley”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 


La indicación número 195, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregar, a su inciso séptimo, la siguiente oración: “Para estos efectos se considerarán resultados insatisfactorios, la circunstancia de que la entidad respectiva en más de la mitad de los establecimientos asesorados por ella, no hayan alcanzado los logros académicos esperados, en un plazo de 8 años contados desde la contratación de sus servicios.”.


La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue retirada por sus autores, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 196, del Honorable Senador señor Navarro, para suprimir, en su inciso final, la expresión “personas y”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 


El Honorable Senador señor García, refiriéndose al inciso quinto de la disposición en análisis, expresó su desacuerdo con la limitación establecida a la asociación entre sostenedores para la recepción de apoyo técnico, en orden a pertenecer a zonas geográficas contiguas o de similares características.


La Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó suprimir la frase “de zonas geográficas contiguas o de similares características”, en el inciso quinto del artículo 29, como se indicará en su oportunidad. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag.

ARTÍCULO 30





“Artículo 30.- El Ministerio de Educación entregará anualmente a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados un informe describiendo las acciones y evaluando los avances en cada uno de los establecimientos educacionales con más de quince por ciento de alumnos prioritarios, y los aportes educativos y de todo tipo que haya efectuado la instancia responsable de dicho Ministerio.”.


Sobre este artículo recayó la indicación número 197, del Honorable Senador señor Orpis, para suprimir los Nºs. 2 y 5 del artículo 30 del proyecto. (TEXTUAL)


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag.



El Honorable Senador señor Gazmuri manifestó no estar de acuerdo con que el informe que el artículo señala sea entregado a una Comisión de la Cámara de Diputados, pues si bien ésta cuenta con facultades de fiscalización, los contenidos que el Ministerio de Educación deberá entregar corresponden más bien a una labor de seguimiento periódico de la información, tarea que ha sido desempeñada y es más propia de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Añadió que el ejercicio fiscalizador se justifica, más bien, ante la detección de anomalías, pero no para el conocimiento constante del desarrollo de los programas que implemente el Ejecutivo.



El Honorable Senador señor Pérez coincidió con lo expresado por el Honorable Senador señor Gazmuri, especialmente respecto del rol que corresponde desempeñar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. Agregó que si, en un determinado momento, la Cámara de Diputados ejercer sus facultades de fiscalización, deberá entonces solicitar los antecedentes que estime pertinentes.


El Honorable Senador señor Escalona indicó que no corresponde delimitar, por ley, la frecuencia con que el informe deberá ser presentado, toda vez que las necesidades pueden dar lugar a requerimientos en oportunidades diversas. 



La Ministra de Educación acotó que, en la actualidad, los programas de la cartera son informados semestralmente a las subcomisiones de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, frecuencia que, en todo caso, puede ser modificada en conformidad a los requerimientos de información que se realicen.


La Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó modificar la parte inicial del artículo 30, en los términos que se indicarán en su oportunidad, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag.

ARTÍCULO 31





“Artículo 31.- La dirección de los establecimientos educacionales deberá llevar un libro diario de ingresos y gastos.





En los ingresos deberán incluirse todas las transferencias del Ministerio de Educación, de la municipalidad o de otras fuentes.





En los gastos deberán incluirse los sueldos y demás desembolsos por concepto de mantención, adquisición de materiales, giras de estudio, u otros.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 198, 199, 199x y 200.


La indicación número 198, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag.


La indicación número 199, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 198, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 31.- La dirección de los establecimientos educacionales deberá entregar un balance con la ejecución de sus recursos al Mineduc anualmente en base a como está establecido en la ley de subvenciones.


En los ingresos deberán incluirse todas las transferencias del Ministerio de Educación, de la municipalidad o de otras fuentes.


En los gastos deberán incluirse los sueldos y demás desembolsos por concepto de mantención, adquisición de materiales, giras de estudio, u otros.”.


La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue retirada por sus autores, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 199x, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 31.- Los sostenedores de establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención preferencial deberán mantener a disposición del Ministerio de Educación, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos del período.


Sin embargo, los sostenedores de establecimientos educacionales estarán obligados a enviar al Ministerio de Educación el estado de resultados antes referido, cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración estén clasificados como emergentes o en recuperación.


Un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el Ministerio de Hacienda, determinará los contenidos que deberá incluir esta información, así como la periodicidad, plazo y forma de entrega. En el caso de los sostenedores municipales, ya sea que administren los servicios educacionales a través de departamentos de administración de educación o de corporaciones municipales, lo señalado precedentemente será sin perjuicio de las obligaciones de mantención y entrega de información establecidas por otras leyes.”.


El Honorable Senador señor Gazmuri señaló que, del texto de la indicación, no queda claro si los establecimientos adscritos al régimen de subvención preferencial deberán rendir cuenta sólo por los recursos que por este concepto reciban o de todos los recursos de origen público que perciban. Declaró ser partidario de esta última opción.


La Ministra de Educación precisó que, originalmente, la indicación apunta a que sea por los recursos de la subvención preferencial, solamente, que se rinda cuenta, sin perjuicio de que los esfuerzos del Ministerio se orientan a que, en el futuro, pueda avanzarse hacia la rendición de toda otra subvención que se entregue para fines educacionales.


El Honorable Senador señor Sabag señaló que, hoy, el Ministerio de Educación carece de la facultad de exigir rendiciones de cuentas por los recursos que entrega vía subvención, tanto a los establecimientos municipales como a los particulares subvencionados. 


Por ello, fundamentó, debe ser el proyecto en análisis el que establezca que, respecto de los establecimientos adscritos al régimen de subvención preferencial, se exija rendición de todos los recursos provenientes de cualquier clase de subvención.


El Honorable Senador señor García acotó que el Director de Presupuestos ha señalado públicamente que los recursos que, de acuerdo a los anuncios hechos por S.E. la señora Presidenta de la República, en lo sucesivo serán aportados vía subvención al área educación, lo serán en la misma lógica que se establece para la subvención preferencial, esta es, la de rendir cuenta de ellos. Por lo mismo, argumentó, debiera ampliarse la obligación de rendición que la indicación propone, sin circunscribirla solamente a los fondos de la subvención escolar preferencial. 


La Ministra de Educación manifestó su acuerdo con lo expresado por Sus Señorías, en orden a hacer extensiva la rendición de cuentas. Agregó que ello puede ser conveniente para los establecimientos educacionales, sean públicos o particulares subvencionados, muchos de los cuales han hecho presente al Ministerio la dificultad contable de separar los aportes de la subvención preferencial de otros, de origen público, que puedan recibir.


El Honorable Senador señor Pérez sostuvo que, tal como prescribe el texto aprobado en general por el Senado para este artículo, para los efectos de un control más directo por parte del Ministerio, sería mejor radicar en las direcciones de los establecimientos educacionales la obligación de llevar los registros de ingresos y gastos.   


El representante de la Dirección de Presupuestos, sector Educación, explicó que quien legalmente se relaciona con el Ministerio de Educación es el sostenedor de un establecimiento, y no su director, razón por la que debe ser aquél quien rinda las cuentas sobre las que se debate.


La Comisión dejó constancia que la rendición de cuentas de los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención escolar preferencial, se hará extensiva no sólo a los recursos que reciban por esta vía, sino a todo otro proveniente del sector público, entendiendo por tales tanto los de origen fiscal como municipal.  


Por otra parte, los Honorables Senadores señores Escalona y Gazmuri hicieron ver sus reparos al hecho que el decreto que se establece deba ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, por constituir un requisito innecesario que, en la práctica, podría traducirse en mayores demoras.


El representante de la Dirección de Presupuestos, sector Educación, explicó que la suscripción del Ministro de Hacienda no debiera suponer una mayor dilación en la tramitación, pues se trata de un procedimiento ordinario, el de los clasificadores presupuestarios que describen ingresos y gastos, que emplea la Dirección de Presupuestos.


La indicación número 199x fue aprobada con modificaciones, como se indicarán en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 


La indicación número 200, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir el artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- La dirección de los establecimientos educacionales deberá llevar un registro de sus ingresos y gastos en la forma que se estime como las más convenientes para asegurar la transparencia y permitir el control en la utilización de sus recursos.”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 

ARTÍCULO 32





“Artículo 32.- Los miembros del equipo directivo del establecimiento (director, subdirector, inspector general, jefe de unidad técnico-pedagógica y otros, si los hubiere) deberán impartir a lo menos cuatro horas semanales de clases de aula.”.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 201 y 202.


La indicación número 201, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag.


La indicación número 202, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 32.- Los miembros del equipo directivo del establecimiento educacional podrán impartir clases en aula en la medida de que con ello no se perjudique el adecuado desarrollo de sus  funciones directivas.”.


El Honorable Senador señor Gazmuri señaló que esta indicación corre el riesgo de transformarse en una disposición netamente declarativa, debido a su carácter facultativo. Por lo mismo, una norma como la que se propone sólo se justificaría si existiera otra que prohibiera al cuerpo directivo impartir clases, cuestión que no acontece.


Para que la indicación adquiera sentido, añadió, el verbo rector debiera ser “deberán”, en vez de “podrán”.


El Honorable Senador señor García sostuvo que, de todos modos, la indicación resulta pertinente, toda vez que no es lo mismo ser director de un colegio de dos mil alumnos, que de uno de cuarenta alumnos, por ejemplo. En este último si será posible ejercer la facultad que la indicación propone, por lo que no necesariamente es letra muerta. 


La Ministra de Educación argumentó que si se estableciera el deber de impartir de clases se produciría un impacto en la dotación docente del establecimiento, pues las horas que el cuerpo administrativo obligatoriamente deba impartir tendrán que ser quitadas a otro docente, que dejará de hacerlas. 


Fundó su opinión favorable a la indicación, además, en que puede ocurrir que un sostenedor establezca que los convenios de desempeño de los directivos docentes ije como elemento fundamental el que impartan un número determinado de horas de clases, con el objeto de estimular un mayor compromiso con el establecimiento al que dirigen.


La indicación número 202 fue aprobada por la Comisión, por tres votos contra dos. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Pérez y Sabag, y en contra los Honorables Senadores señores Escalona y Gazmuri.


Enseguida, fueron analizadas las indicaciones números 203 y 204.


La indicación número 203, del Honorable Senador señor Núñez, para intercalar, a continuación del artículo 32, el siguiente, nuevo:


“Artículo… .- Los establecimientos educacionales de más de 500 alumnos deberán contar con un Administrador que junto con llevar el libro de ingresos y gastos, libere al director del establecimiento de las funciones administrativas.”.


La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 204, del Honorable Senador señor Núñez, para intercalar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo … .- Facúltase al Ministro de Educación para reorganizar el Ministerio en función de las responsabilidades de supervisión, administración, evaluación y apoyo técnico pedagógico que le plantea la relación con los establecimientos con alumnos prioritarios. La reorganización puede considerar entre otros la modificación de los Departamentos Provinciales, la creación de equipos especializados, la reasignación de funciones a organismos y profesionales del Ministerio.”.



La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Párrafo 7º


Fue presentada la indicación número 205, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 

ARTÍCULO 33





“Artículo 33.- Son infracciones graves a la presente ley, además de las consignadas en la oración final de la letra c) del inciso segundo y en el inciso tercero del artículo 50 de la Ley de Subvenciones.





1) El incumplimiento de los requisitos establecidos en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 6º y de los compromisos esenciales señalados en el artículo 7º;





2) El incumplimiento de los compromisos adicionales establecidos en el artículo 18 para los establecimientos educacionales emergentes, y





3) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 25 para los establecimientos educacionales en recuperación.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 206, 207, 207x y 207xx.


La indicación número 206, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 33.-  Las infracciones a la presente ley serán infracciones menos graves o graves, de conformidad a los incisos siguientes.


Se considerarán infracciones menos graves:


a) El incumplimiento de dos o más de los requisitos establecidos en el artículo 5º y de los compromisos esenciales asumidos con la firma del Convenio a que se refiere el artículo 7°;


b) El incumplimiento de dos o más de los compromisos adicionales establecidos en el artículo 18 para los establecimientos educacionales emergentes, y


c) El incumplimiento de dos o más de las obligaciones establecidas en el artículo 25 para los establecimientos educacionales en recuperación.


Se considerarán infracciones graves:


a) El incumplimiento reiterado de los requisitos establecidos en el artículo 6º y los compromisos esenciales asumidos con la firma del Convenio a que se refiere el artículo 7°;


b) El incumplimiento reiterado de los compromisos adicionales establecidos en el artículo 18 para los establecimientos educacionales emergentes, y


c) El incumplimiento reiterado de las obligaciones establecidas en el artículo 25 para los establecimientos educacionales en recuperación.”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag.


En votación el encabezamiento del artículo 33, fue aprobado, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la misma unanimidad referida.

La indicación número 207, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 206, para intercalar, en sus numerales 1), 2) y 3), después de la expresión “El incumplimiento”, la palabra “reiterado”.



Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag.


La indicación número 207x, de S.E. la señora Presidenta de la República, para modificarlo en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en el número 2) la coma (“,”) y la letra “y” que le sigue, por un punto y coma (“;”).


b) Sustitúyese en el número 3) el punto aparte (“.”), por una coma (“,”) seguida de la letra “y”.


La indicación número 207xx, de S.E. la señora Presidenta de la República, para agregar el siguiente número 4):


“4) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 31.”.


Las indicaciones números 207x y 207xx fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 

ARTÍCULO 34


“Artículo 34.- Las infracciones a la presente ley serán sancionadas conforme a lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley de Subvenciones y mediante el procedimiento establecido en el artículo 53 de dicha ley.





Las multas y retenciones que se apliquen en virtud de la presente ley lo serán respecto de las subvenciones y aportes de esta ley y de aquéllas de la Ley de Subvenciones.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 208, 209 y 210.


La indicación número 208, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su inciso segundo.



La indicación número 209, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 208, para suprimir, en su inciso segundo, la frase “y de aquéllas de la Ley de Subvenciones”.



La indicación número 210, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para agregarle el siguiente inciso nuevo:


“En la aplicación de estas sanciones, el Ministerio de Educación cautelará que su imposición no afecte el funcionamiento del establecimiento ni la regularidad del proceso educativo de sus alumnos.”.


Las indicaciones números 208, 209 y 210 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 

ARTÍCULO 35





“Artículo 35.- En todo lo no previsto en este párrafo, en materia de infracciones, retenciones, descuentos y sanciones se aplicarán las normas del Título IV de la Ley de Subvenciones.”.


Sobre este artículo recayó la indicación número 211, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.



Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 

ARTÍCULO 36


“Artículo 36.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación:

1) Sustitúyese, en todas sus disposiciones, la mención “Educación Parvularia (segundo nivel de transición)” por “Educación Parvularia (primer y segundo nivel de transición)”





2) Modifícase el artículo 2º en el siguiente sentido:



a) Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones “ante el Estado” y “la responsabilidad” la expresión “y la comunidad escolar”.



b) Sustitúyese su inciso tercero por los siguientes:



“El sostenedor o su representante legal deberá cumplir con los siguientes requisitos:



a) Contar, a lo menos, con título profesional de al menos 8 semestres.



b) No estar inhabilitado para ser sostenedor por haber cometido algunas de las infracciones graves señaladas en el artículo 50 de la presente ley.



c) No haber sido condenado por crimen o simple delito.



Tratándose de una persona jurídica, cada uno de sus socios, representantes legales, gerentes, administradores o directores, deberán cumplir con los requisitos señalados en el inciso anterior.



Además, serán solidariamente responsables ante los padres y apoderados de las obligaciones civiles que se deriven por cobros indebidos realizados por el establecimiento educacional a éstos.”.





3) Agrégase a la letra f) del artículo 6º el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero:



“Si el sostenedor es una persona jurídica, ninguno de sus socios, directores o miembros, en su caso, podrá tener obligaciones pendientes derivadas de cobros indebidos a padres o apoderados o deudas laborales o previsionales, originadas por la prestación de servicios educacionales realizados con anterioridad, sea que haya sido sostenedor persona natural, o socio, director o miembro de la persona jurídica que detentaba la calidad de sostenedor de la o las administraciones en que nacieron las obligaciones que se encuentran pendientes.”.




4) Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:





a) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la letra d), la siguiente letra e) nueva:





“e) Incumplimiento de la obligación de informar prevista en los artículos 64 y 65;”;


b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la letra h), la siguiente letra i) nueva:





“i) Permanecer dos años a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificado en la categoría de establecimiento con Necesidad de Medidas Especiales, de conformidad a lo establecido en el artículo 66, sin haber aplicado las medidas propuestas por el Ministerio de Educación para superar dicha categoría.”.


5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 52 por el siguiente:





“Las sanciones consistirán en:





a) Multas, las que no podrán ser inferiores a un cinco por ciento ni exceder del cincuenta por ciento de una unidad de subvención educacional por alumno matriculado a la fecha en que se incurre en la infracción.





b) Privación de la subvención, que puede ser total o parcial, definitiva o temporal.





En caso de privación temporal, ésta no podrá exceder de doce meses consecutivos.





c) Revocación del reconocimiento oficial, y





d) Inhabilidad temporal o perpetua del sostenedor para mantener o participar de cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales subvencionados, la que en el caso del sostenedor que sea persona jurídica se entenderá aplicada a sus socios, representantes legales, gerentes, administradores y directores.”.





6) Agrégase en el artículo 52 al final de su inciso tercero lo siguiente:





El Ministerio de Educación llevará un registro actualizado de los sostenedores y de los representantes legales, directores, socios o miembros de sostenedores personas jurídicas que hayan sido inhabilitados por aplicación de esta ley.”.





7) En el artículo 53, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:





“Una vez notificado el sostenedor o su mandatario de la resolución que ordena instruir proceso, el Secretario Regional Ministerial de Educación podrá, como medida precautoria, ordenar, mediante resolución fundada, la retención inmediata, ya sea total o parcial, del pago de la subvención, atendida la naturaleza y cuantía de la presunta infracción.”.


8) Agréganse los siguientes artículos 64, 65, 66 y 67:





“Artículo 64.- Para los efectos de esta ley, el Ministerio de Educación mantendrá una base de datos que contendrá la información relevante de todos los establecimientos educacionales subvencionados necesaria para que los Consejos Escolares y los padres y apoderados, así como la comunidad escolar, puedan formarse una apreciación respecto al aporte del establecimiento al aprendizaje de sus alumnos.





Esta base será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla.





Los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el Ministerio de Educación necesaria para la mantención de esta base de datos, y en especial aquella información mencionada en el artículo 8º de la ley Nº 19.979.





Un reglamento fijará la forma y modalidad en que deberá llevarse la base de datos, junto con la periodicidad, manera de actualización y la información que ésta deberá contener.





Artículo 65.- A partir de la información contenida en la base de datos establecida en el artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relevante para los fines establecidos en el artículo anterior de cada establecimiento escolar sujeto a esta ley. 





La Ficha Escolar será distribuida a los respectivos establecimientos educacionales, y será obligación de éstos su entrega a los padres y apoderados y también a los postulantes al establecimiento. 





La información a que se refiere el inciso precedente estará siempre a disposición de cualquier interesado. 





El reglamento determinará la periodicidad, modalidad e información que deberá contener la Ficha Escolar.





Artículo 66.- El Ministerio de Educación, de acuerdo a la información contenida en la base de datos a que se refiere el artículo 64, deberá clasificar a todos los establecimientos subvencionados del país, participen o no en el Régimen de Subvención Preferencial, según las diversas características que establezca el reglamento. Dicha clasificación deberá contemplar una categoría de Establecimientos con Necesidad de Medidas Especiales que incluirá a aquellos que hayan obtenido resultados reiteradamente deficientes en el rendimiento de sus alumnos en función de los estándares nacionales que se establezcan para tal efecto en el decreto a que se refiere el artículo 8º de la Ley de Subvención Escolar Preferencial.





Para determinar la clasificación de los establecimientos se deberán considerar los resultados de aprendizaje de sus alumnos, medidos a través de los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para tal efecto. El número de mediciones en las cuales se muestren dichos resultados en ningún caso podrá ser inferior a dos.





Por decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Educación, se determinarán los criterios y el procedimiento de clasificación de los establecimientos educacionales de que trata este artículo.





Asimismo, dicho decreto supremo establecerá los plazos en que los establecimientos educacionales serán sometidos a evaluaciones sucesivas que permitan reclasificarlos en otra categoría, si fuese procedente.





La resolución que clasifique a los establecimientos educacionales será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente.





De dicha resolución podrá apelarse ante el Subsecretario de Educación, en un plazo de 15 días contado desde la notificación de la resolución que determina la categoría en que es clasificado un establecimiento educacional.





Artículo 67.- En el caso de los Establecimientos Educacionales con Necesidades de Medidas Especiales señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Educación podrá proponer, anualmente, medidas para que dichos establecimientos superen esa categoría.





Los establecimientos que impartan a lo menos hasta cuarto año de educación general básica que permanezcan más de dos años en esta categoría a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificados, perderán el derecho a impetrar toda subvención, a menos que asuman las obligaciones y adopten las medidas establecidas en el artículo 22 de la Ley de Subvención Escolar Preferencial, caso en el cual tendrán derecho de recibir los apoyos establecidos en el párrafo 4º de la misma ley.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 212, 213, 214, 215, 216, 217, 218, 219, 220, 221 y 222. 


La indicación número 212, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir el numeral 2.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag.





La indicación número 213, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir la letra a) del numeral 2.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag. 


Enseguida, el Honorable Senador señor Sabag declaró expresamente su conformidad con el nuevo requisito que el proyecto  impone al sostenedor o representante legal de un establecimiento, de contar, a lo menos, con título profesional de al menos 8 semestres. Ello constituye un avance, afirmó, considerando que el requisito actual es sólo contar con licencia de enseñanza media.


El Honorable Senador señor García, si bien se mostró de acuerdo con la profundización de la exigencia, hizo ver la conveniencia de contemplar un plazo para que aquellos sostenedores que hoy no la satisfacen, puedan llegar a hacerlo dentro de un plazo prudencial de, por ejemplo, 5 años. Graficó con lo que acontece en su región, donde hay muchos sostenedores de origen mapuche que no han tenido la posibilidad de completar o proseguir o sus estudios.


En el mismo sentido, consultó por la situación de los profesores normalistas y por la de aquellos que obtuvieron sus títulos por medio de cursos universitarios de regularización de duración inferior a los 8 semestres que impone la modificación propuesta.


La Ministra de Educación explicó que los profesores normalistas ya han sido, en cada caso, homologados para el cumplimiento del nuevo requisito. Respecto de los docentes que han regularizado sus títulos, no ha operado una solución, y se van a encontrar, derechamente, en situación de incumplimiento, tal como ocurre para efectos de la bonificación de reconocimiento profesional, cuestión que se halla en pleno conocimiento del Colegio de Profesores.  


El Honorable Senador señor Pérez advirtió que, de todos modos, el título que se otorga es el de profesor de educación general básica, sin que se distinga la cantidad de semestres o de horas cursadas.


La Ministra de Educación precisó que hay ciertos títulos en los que sí consta la cantidad de horas presenciales cursadas, y en otros en los que, como ha señalado Su Señoría, no. 


La Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó agregar, en la parte final de la letra a) que establece el literal b) del número 2 del artículo 36 del proyecto, antes del punto final, la frase “o ser profesional de la educación”. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Pérez y Sabag.


La indicación número 214, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir el numeral 3.



Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Pérez.


La indicación número 215, de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del numeral 3), el siguiente, nuevo:


“…) Agrégase al inciso cuarto del artículo 12, a continuación de la expresión “artículo 11” la frase “y la subvención educacional preferencial por los alumnos prioritarios en caso de que sea procedente”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Pérez.


La indicación número 216, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir la letra a) del número 4.



Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Pérez.


La indicación número 217, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir la letra b) del número 4.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Pérez. 


La indicación número 218, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazar el número 5 por el siguiente:


“5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 52 por el siguiente:


Las sanciones consistirán en:


a) Multas, las que no podrán ser inferiores a un cinco por ciento ni exceder del cincuenta por ciento de una unidad de subvención educacional por alumno matriculado a la fecha en que se incurre en la infracción.


b) Privación de la subvención, que puede ser total o parcial, definitiva o temporal.


En caso de privación temporal, ésta no podrá exceder de doce meses consecutivos.


c) Suspensión de la subvención,


d) Revocación del reconocimiento oficial, y


e) Inhabilidad temporal o perpetua del sostenedor para mantener o participar de cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales subvencionados, la que en el caso del sostenedor que sea persona jurídica se entenderá aplicada a sus socios, representantes legales, gerentes, administradores y directores.”.


La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 219, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el número 6 del inciso propuesto, después de la palabra “registro”, la expresión “público y”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.


La indicación número 220, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir el número 7.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Pérez.


La indicación número 221, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir el número 8 por el siguiente:


“8) Agréganse los siguientes artículos 64, 65 y 66.


Artículo 64.- Para los efectos de esta ley, el Ministerio de Educación mantendrá una base de datos que contendrá la información relevante de todos los establecimientos educacionales subvencionados necesaria para que los Consejos Escolares y los padres y apoderados, así como la comunidad escolar, puedan formarse una apreciación respecto al aporte del establecimiento al aprendizaje de sus alumnos.


Esta base será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla.


Para estos efectos se entenderá por información relevante aquélla que diga relación con la modalidad de enseñanza que se imparte, dependencia del establecimiento, número de alumnos matriculados, número de vacantes por cada año escolar, número de profesores, resultados obtenidos en la prueba denominada “Sistema de Medición de la Calidad Educacional”, resultados obtenidos por los alumnos que rindieron la prueba de selección universitaria, clasificación urbana o rural y, en especial aquella información mencionada en el artículo 8º de la ley Nº 19.979.


Artículo 65.- A partir de la información contenida en la base de datos establecida en el artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relevante para los fines establecidos en el artículo anterior de cada establecimiento escolar sujeto a esta ley. 


La Ficha Escolar será distribuida a los respectivos establecimientos educacionales, y será obligación de éstos su entrega a los padres y apoderados y también a los postulantes al establecimiento. 

La información a que se refiere el inciso precedente estará siempre a disposición de cualquier interesado. 


Artículo 66.- El Ministerio de Educación, de acuerdo a la información contenida en la base de datos a que se refiere el artículo 64, deberá clasificar a todos los establecimientos subvencionados del país, participen o no en el Régimen de Subvención Preferencial, según los estándares y categoría fijadas de conformidad a ellos, en los términos previstos en la ley orgánica constitucional de Enseñanza.


La resolución que clasifique a los establecimientos educacionales será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente.


De dicha resolución podrá apelarse ante el Subsecretario de Educación, en un plazo de 15 días contado desde la notificación de la resolución que determina la categoría en que es clasificado un establecimiento educacional.”.


La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


La indicación número 222, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso primero del artículo 66 propuesto, la expresión “artículo 8º” por “artículo 10”.



Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Pérez.


Enseguida, fue formulada la indicación número 223, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Coloma, para consultar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo… .- Introdúcese la siguiente modificación al decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998:


Intercálase, a continuación del Párrafo 8º del Título III, el siguiente Párrafo 9º, nuevo:




“Párrafo 9º

De la Subvención Escolar Preferencial


Artículo 49 bis.- Créase una subvención educacional denominada preferencial, que se impetrará por los alumnos prioritarios, que estén cursando 1º ó 2º nivel de transición de la educación  parvularia y educación general básica.


Tendrán derecho a la subvención educacional preferencial  los establecimientos educacionales regidos por los Títulos I y II de este decreto con fuerza de ley.


Artículo 49 bis A.- Para los efectos de la aplicación de la subvención preferencial se entenderá por prioritarios a los alumnos para quienes la situación económica de sus hogares dificulte sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo.


La calidad de alumno prioritario será calificada por el Ministerio de Educación, directamente o a través de los organismos de su dependencia que éste determine, de acuerdo a los siguientes criterios:


a) Los alumnos cuya familia pertenezca al Sistema Chile Solidario tendrán la calidad de prioritarios por el solo ministerio de la ley.


b)  Los alumnos de familias no comprendidas en la letra precedente serán considerados prioritarios, para los efectos de esta ley, cuando hayan sido caracterizados como indigentes por el instrumento de caracterización socioeconómica del hogar vigente.


c) Los alumnos de familia no comprendidas en las letras anteriores tendrán la calidad de prioritarios cuando sus padres o apoderados hubieren sido clasificados en el tramo A del Fondo Nacional de Salud.


d) Tratándose de alumnos cuyos hogares no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar, de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente, o que no hayan quedado comprendidos en las letras anteriores, para los efectos de su calificación como prioritarios, se considerará en orden sucesivo, los ingresos familiares del hogar, la escolaridad de la madre y, en su defecto, la del padre o apoderado con quienes viva el alumno, en la forma que establezca el reglamento.


La calidad de alumno prioritario será informada por el Ministerio de Educación a la familia de dicho alumno.


Artículo 49 bis B.- La forma de realizar  la calificación de alumno prioritario será definida en un reglamento, mediante normas de carácter general, elaborado por el Ministerio de Educación, el cual llevará, además, la firma del Ministro de Hacienda.


Artículo 49 bis C.- El valor unitario mensual de la subvención preferencial por alumno prioritario para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (USE), será equivalente a:


a) Para el 40% más pobre, según la caracterización socioeconómica que se realice de conformidad al artículo 49 bis A, se incrementará en un sesenta por ciento la subvención a que se refiere el artículo 9º de este decreto con fuerza de ley.


b) Para el 20% siguiente, según la caracterización socioeconómica que se realice de conformidad al artículo 49 bis A, se incrementará en un treinta por ciento la subvención a que se refiere el artículo 9º de este decreto con fuerza de ley.


Estos valores deberán ser revisados cada dos años por un equipo compuesto por un representante del Ministerio de Educación, un representante de los colegios municipales y un representante de los colegios particulares subvencionados, en la forma que establezca el reglamento. Dicho reglamento determinará la forma en que se materializará esta revisión, debiendo considerar la entrega de una propuesta formal al Ministerio sobre posibles cambios en los montos entregados a cada tipo de alumno.


Artículo 49 bis D.-  Los sostenedores de establecimientos educacionales percibirán mensualmente  la subvención preferencial y se pagará  por los alumnos prioritarios  matriculados en ellos. Su monto se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo anterior por la asistencia media promedio de los alumnos prioritarios durante los tres meses precedentes al pago.


En los meses no comprendidos en el año escolar y en el primer mes del año referido se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 13 de este decreto con fuerza de ley, aplicado a los alumnos prioritarios. Asimismo, respecto a la suspensión de clases o actividades escolares por un mes calendario, se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo citado.


Artículo 49 bis E.- Los establecimientos educacionales que perciban esta subvención deberán cumplir con los siguientes requisitos:


a) Cumplir con el estándar de calidad en materia de rendimiento académico establecido en la ley orgánica constitucional de enseñanza y fijado en función de los resultados que se obtengan por aplicación del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


b) Informar a los postulantes al establecimiento y a los padres y apoderados  sobre el proyecto educativo y su reglamento interno.


Los padres y apoderados de los alumnos postulantes que opten por un establecimiento educacional, deberán aceptar por escrito el proyecto educativo o ideario del establecimiento educacional.


c) Entregar en el mes de marzo de cada año  a la comunidad escolar y al Ministerio de Educación un balance con los ingresos y gastos de los recursos percibidos por concepto de subvención preferencial y de los demás aportes contemplados en esta ley.


La comunicación efectuada al Ministerio de Educación sólo tendrá por objeto acreditar el cumplimiento de esta obligación.


d) Informar a los padres y apoderados del alumnado del establecimiento sobre la existencia de esta subvención en su establecimiento, con especial énfasis en las metas fijadas en materia de rendimiento académico según los resultados esperados y fijados de conformidad a la letra a) de este artículo.


Artículo 49 bis F.- Los establecimientos que perciban esta subvención serán evaluados cada cuatro años a fin de medir el cumplimiento de los logros académicos de todos los alumnos, conforme  a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter  nacional aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el período a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.


Si el resultado de esa evaluación indica que no han alcanzado los logros académicos fijados, el sostenedor de dicho establecimiento terminará de recibir los aportes que esta ley establece por concepto de subvención preferencial. Dicha evaluación  se comunicará a los padres y apoderados por carta certificada del Ministerio de Educación, a quienes se les ofrecerá la posibilidad de buscar otro centro educativo, entregándose los recursos económicos necesarios para facilitar el transporte de los alumnos al nuevo establecimiento seleccionado por aquéllos.


Artículo 49 bis G.- En todo lo no previsto en este Párrafo, en materia de infracciones, retenciones, descuentos y sanciones se aplicarán las normas del Título IV de esta ley.”.


La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

ARTÍCULO 37





“Artículo 37.- Modifícase el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación, en el siguiente sentido:





1) Elimínase, en la letra b), la frase “o incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función”.





2) Introdúcese la siguiente letra c), nueva, pasando la actual a ser d), y así sucesivamente:





“c) Por incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función, tales como la no concurrencia del docente a sus labores en forma reiterada, impuntualidades reiteradas del docente, incumplimiento de sus obligaciones docentes conforme a los planes y programas de estudio que debe impartir, abandono injustificado del aula de clases o delegación de su trabajo profesional en otras personas.





Se entenderá por no concurrencia en forma reiterada del docente faltar sin causa justificada durante dos días seguidos, dos lunes en el mes o un total de tres días en igual periodo, y por impuntualidades reiteradas cuando éstas excedan el uno por ciento del total de horas contratadas semanalmente, según el modo de cómputo que establezca el reglamento.





La solicitud de remoción de un docente por esta causal deberá presentarse ante el Concejo por el Alcalde, por el Jefe del Departamento de Administración Educacional Municipal o por el Director del establecimiento, acompañando un informe fundado. El Concejo deberá pronunciarse dentro del plazo de quince días, debiendo contar con la aprobación de los dos tercios de sus miembros.”.


Sobre este artículo recayó la indicación número 224, del Honorable Senador señor Horvath, para agregarle el siguiente inciso nuevo:


“Para hacer efectiva la causal establecida en esta letra, se requerirá en todo evento de un sumario previo seguido conforme a la ley.”.



Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Pérez. 





Enseguida, la Comisión se abocó al análisis de la letra c) propuesta por el número 2 de este artículo.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Pérez, la Ministra de Educación explicó que la frase “incumplimiento de sus obligaciones docentes conforme a los planes y programas de estudio que debe impartir”, se refiere a la obligación que tiene cada profesor de presentar al director de su establecimiento su planificación docente ajustada a los contenidos curriculares, para después cumplirlo. El no hacerlo constituye un incumplimiento grave de las tareas educativas.

El Honorable Senador señor Escalona expresó sus reparos a lo dispuesto en el inciso segundo de la letra propuesta, por lo dificultoso que puede resultar la medición, cálculo o determinación de los incumplimientos o faltas que se tratan de contemplar. 

El Honorable Senador señor Gazmuri coincidió con lo señalado por el Presidente de la Comisión, agregando que no corresponde fijar por ley una regulación tan específica como la pretendida, materia que, a su juicio, es más propia de un reglamento.

El representante de la Dirección de Presupuestos, sector Educación, advirtió que debe existir, igualmente, alguna referencia en el texto legal, pues si se deja todo regulación al arbitrio de un reglamento, la Contraloría General de la República difícilmente lo permitirá. 

La Ministra de Educación puntualizó, en primer lugar, que este debate se da en el marco del Estatuto Docente, que se aplica a los docentes municipales, a diferencia de los docentes de establecimientos particulares subvencionados, que se rigen por la legislación laboral.

En segundo lugar, explicó que, en la actualidad, dicho Estatuto no contempla sanciones para faltas como las descritas en la letra c) propuesta, por lo que, necesariamente, deben ser objeto de un sumario administrativo. Lo que se pretende ahora es establecer desde ya una sanción, sin necesidad de recurrir al procedimiento referido.

Una opción, prosiguió, es establecer en la ley que la no concurrencia es una falta grave, dejando al reglamento interno de cada comunidad educativa la determinación de las conductas que configuren esa falta.





La Comisión aprobó el numeral 2 del artículo 37 previamente aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, pero suprimiendo el párrafo segundo de la letra c) propuesta, como se indicará en su oportunidad, por estimar que era una reiteración de lo ya dispuesto en el párrafo precedente. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Pérez. 

ARTÍCULO 38


“Artículo 38.- El mayor gasto fiscal que representen las subvenciones a que se refiere el artículo 14, el aporte adicional a que se refiere el artículo 19 y el aporte económico extraordinario del artículo 26, se financiará con cargo a los recursos que contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público. El mayor gasto que represente esta ley para el Ministerio de Educación, por sobre la subvención y aportes anteriormente señalados, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto de dicho Ministerio.”.


Sobre este artículo recayó la indicación número 224 bis de S..E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, entre las frases “artículo 14,” y “el aporte adicional”, la frase “la subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis,”.





Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Pérez. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS PRIMERO A NOVENO


Sobre ellos recayó la indicación número 225, del Honorable Senador señor Orpis, para reemplazarlos por el siguiente:


“Artículo transitorio.- Dentro del primer año de vigencia  de la presente ley, todos los establecimientos educacionales, sean éstos particulares, particulares subvencionados o subvencionados, se considerarán como dentro de un mismo grado de exigencia para los efectos del artículo 6º del presente proyecto de ley.”.



La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue declarada inadmisible en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO





“Artículo primero.- Los establecimientos que postulen y se incorporen al régimen de subvención preferencial durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, podrán ser clasificados en la categoría de Autónomos en la oportunidad que señala el artículo 12, si cumplen los siguientes requisitos relacionados con los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, esto es:





a) Que su puntaje promedio como establecimiento sea mayor que el puntaje promedio del establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.





b) Que el porcentaje de alumnos sobre 250 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.





c) Que el porcentaje de alumnos sobre 300 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.





Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento correspondiente.





Además, deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:





a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;





b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;





c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;





d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y





e) Evaluación del cuerpo docente, en el caso del sector municipal.





En el mismo período señalado en el inciso primero, la clasificación a que se refiere el artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.





En el mismo período señalado en el inciso primero, los establecimientos educacionales que se incorporen al régimen de subvención preferencial que no cumplan los requisitos de este y del siguiente artículo serán clasificados como Emergentes.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 226 y 227.


La indicación número 226, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


La indicación número 227, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 226, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo primero.- Los establecimientos que postulen y se incorporen al régimen de subvención preferencial durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, podrán ser clasificados en la categoría de Autónomos en la oportunidad que señala el artículo 12, si cumplen los siguientes requisitos relacionados con los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, esto es:


a) Que su puntaje promedio como establecimiento sea mayor que el puntaje promedio del establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


b) Que el porcentaje de alumnos sobre 250 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


c) Que el porcentaje de alumnos sobre 300 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos.


En el mismo período señalado en el inciso primero, los establecimientos educacionales que se incorporen al régimen de subvención preferencial que no cumplan los requisitos de éste y del siguiente artículo serán clasificados como Emergentes.”.

Las indicaciones números 226 y 227 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.


El Honorable Senador señor Escalona señaló que la redacción de la parte inicial del inciso primero del presente artículo, así como de los artículos segundo y tercero transitorios, no resulta del todo clara, haciéndose necesaria una revisión al efecto.


Los representantes del Ejecutivo, concordando con lo expresado por Su Señoría, sugirieron enmiendas de redacción para los artículos primero, segundo y tercero transitorios.


La Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó modificar el inciso primero del artículo primero transitorio, en los términos que se indicarán en su oportunidad. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO





“Artículo segundo.- Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos serán clasificados en la categoría en Recuperación si cumplen las siguientes condiciones con relación a los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio Educación:





a) Que su puntaje promedio sea inferior a 220 puntos.


b) Que la proporción de alumnos sobre los 250 puntos del SIMCE sea inferior al 20 por ciento.





Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento.





Además deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:





a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;





b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;





c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;





d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y





e) Evaluación del cuerpo docente.





En tanto no se establezcan los estándares nacionales a que se refiere el artículo 10 de esta ley, la clasificación prevista en su artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.





El mismo procedimiento se aplicará para clasificar a los establecimientos educacionales con Necesidad de Medidas Especiales señalados en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.





En todo caso, el decreto supremo a que alude el artículo 10 deberá ser dictado dentro de los veinticuatro meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley.”.





Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 228 y 229.


La indicación número 228, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


La indicación número 229, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, en subsidio de la indicación número 228, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo segundo.-  Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos serán clasificados en la categoría en Recuperación si cumplen las siguientes condiciones con relación a los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio Educación:


a) Que su puntaje promedio sea inferior a 220 puntos.


b) Que la proporción de alumnos sobre los 250 puntos del SIMCE sea inferior al 20 por ciento.


Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento.”.



Las indicaciones números 228 y 229 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.


La Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó modificar el inciso primero del artículo segundo transitorio, en los términos que se indicarán en su oportunidad. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.

ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO





“Artículo tercero.- Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos educativos cuyo sostenedor postule a la subvención escolar preferencial serán clasificados como Autónomos o Emergentes según cumplan o no los requisitos establecidos en el artículo primero transitorio, no siendo aplicable en ese lapso la categoría en Recuperación o la señalada en el inciso primero del artículo 66 de la Ley de Subvenciones.”.


Sobre este artículo recayó la indicación número 230, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo tercero.-  Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos educativos cuyo sostenedor postule a la subvención escolar preferencial serán clasificados como Autónomos o Emergentes según cumplan o no los requisitos establecidos en el artículo primero transitorio, no siendo aplicable en ese lapso la categoría en Recuperación.”.



Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación hizo presente a la Comisión que dicha Cartera ya se encuentra en condiciones de presentar al Consejo Superior de Educación los estándares a que se refieren los artículos precedentes. 


La Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó modificar el artículo tercero transitorio, en los términos que se indicarán en su oportunidad. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO




“Artículo cuarto.- En el período comprendido entre la entrada en vigencia de esta ley y la aplicación de los mecanismos establecidos en su artículo 11, los establecimientos educacionales referidos en dicho artículo serán considerados, para efectos de la subvención escolar preferencial y del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, como Emergentes. En tanto no se apliquen dichos mecanismos, no podrán cambiar de categoría.”.


Sobre este artículo recayó la indicación número 231, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir la palabra “Emergentes” por “Autónomos”.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag. 



​​​​​La Jefa de la División de Educación General del Ministerio de Educación explicó que se trata de los establecimientos rurales uni, bi y tri docentes, los que, mientras no existan los estándares nacionales, van a ser considerados establecimientos Emergentes.


En votación el artículo cuarto transitorio, fue aprobado por la Comisión, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Escalona y Sabag. Se abstuvo el Honorable Senador señor García. 

ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO





“Artículo quinto.- No obstante lo dispuesto en los artículos 1º y 14 de esta ley, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial y de los aportes complementarios establecidos en ella, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.





Para estos efectos se suscribirá un convenio complementario sobre estos recursos.”.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 232, 233, 233 bis y 233 ter.


La indicación número 232, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimirlo.


Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 


La indicación número 233, del Honorable Senador señor Núñez, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo quinto.- Sin perjuicio de lo establecido en las disposiciones transitorias anteriores, y lo previsto en los artículos 7º, letra e), 8º, 9º, 17 y 22, corresponderá a la autoridad competente establecer, dentro del plazo de un año, un nuevo sistema de medición de la calidad de la educación que integre tanto los aspectos que midan el conocimiento, así como también los procesos educativos, el desarrollo de los estudiantes en los distintos ámbitos de la vida y las capacidades que la escuela entrega a los educandos para su desarrollo en el entorno en el que viven, entre otras consideraciones.  En consecuencia, la clasificación de los establecimientos educacionales a que se refiere la presente ley se hará de acuerdo al SIMCE mientras éste sea el sistema vigente de evaluación de la calidad de la educación.”.

La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue retirada por su autor, como se da cuenta en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 

La indicación número 233 bis de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de su inciso primero, los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:


“La subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis, regirá a contar del 1º de enero de 2008, desde el primer nivel de transición de la educación parvularia hasta el 4º año de la educación general básica.





Asimismo, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención a que se refiere el artículo 15 bis, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.”.



Esta indicación fue  aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 





La indicación número 233 ter de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir, en su inciso segundo, la frase “Para estos efectos” por “Para los efectos de los incisos anteriores”.






El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que la referencia al carácter complementario del convenio puede constituir un elemento que lleve a confusión, por cuanto todo convenio que modifique uno anterior se debe entender, necesariamente, incorporado a aquél, de manera tal que no se justifica tal precisión.






La Comisión concordó con lo expresado por el representante del Ejecutivo.






En consecuencia, aprobó la indicación número 233 ter, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 






En conformidad con la aprobación precedente, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, por la misma unanimidad antedicha, y en mérito de la concordancia que debe existir entre las distintas disposiciones del proyecto,  la Comisión acordó suprimir la voz “complementarios” contenida en el inciso primero del artículo quinto transitorio. 






El Honorable Senador señor García opinó que el presente artículo establece normas de carácter permanente. 






El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que una vez que los niveles de 5º a 8º básico comiencen a percibir la subvención, el artículo dejará de surtir efectos. Regula, además, los cuatro primeros años de vigencia de la ley. En consecuencia, se justifica su carácter transitorio, 

ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO





“Artículo sexto.- El aporte extraordinario establecido en el artículo 26, referido a los establecimientos clasificados en la categoría en Recuperación, será de 0,93 USE por los alumnos prioritarios matriculados en 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,47 USE por los alumnos prioritarios matriculados en 7º y 8º año de la educación general básica.





Este aporte será objeto de un convenio complementario y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo aprobado.”.

Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 233x y 234.

La indicación número 233x, de S.E. la señora Presidenta de la República, para suprimirlo.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que los aportes descritos por el presente artículo transitorio ya se hallan contemplados en los artículos 14 y 26 del proyecto de ley.

La indicación número 233x fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

La indicación número 234, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para suprimir su inciso segundo.



En concordancia con lo resuelto respecto de la  indicación número 233x, la indicación número 234 fue aprobada por la misma unanimidad antedicha. 

ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO




“Artículo séptimo.- Durante el primer año de vigencia de esta ley, los establecimientos educacionales podrán postular para ese año al régimen de subvención escolar preferencial, sin que les sea aplicable el plazo del artículo 12. En ese evento la subvención escolar preferencial y los aportes complementarios previstos en esta ley se pagarán a partir del primer día del mes siguiente a la resolución que aprueba el convenio a que se refiere el artículo 7º.”.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 235 y 235 bis. 


La indicación número 235, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, para sustituir su segunda oración por la siguiente: “Para estos efectos, los establecimientos podrán postular al régimen de subvención preferencial en los meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial, ante la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Educación.”, y para agregar los siguientes incisos nuevos:


“La Secretaría Regional Ministerial de Educación, dentro de los 30 días hábiles siguientes a la presentación de la postulación a la que se refiere el inciso anterior, analizará la situación de cada establecimiento y procederá a su clasificación en la categoría que corresponda. El establecimiento así clasificado, tendrá derecho a recibir el pago de la subvención preferencial, a partir del primer día del mes siguiente a la resolución emitida por la respectiva Secretaría. En caso de que el establecimiento clasificado haya interpuesto apelación, de conformidad al artículo 13, el pago de la subvención preferencial se realizará a partir del primer día del mes siguiente de la resolución de la Subsecretaría de Educación.


Con todo si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro del plazo previsto en el inciso anterior, se entenderá aceptada la postulación en la categoría planteada por su postulante, y el establecimiento tendrá derecho a recibir el pago de la subvención a partir del primer día del mes siguiente contado desde la fecha de caducidad del plazo previsto en el inciso segundo.”.


Ante una consulta del Honorable Senador señor García, el representante de la Dirección de Presupuestos, sector Educación, sugirió que la clasificación que realice la respectiva Secretaría Regional Ministerial sea, para los efectos de este artículo, entre establecimientos Autónomos y Emergentes, de manera de hacerlo concordante con lo establecido con el resto de los artículos transitorios.



Esta indicación fue aprobada, con las modificaciones que se indicarán en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

La indicación número 235 bis de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar, en su segunda oración, la frase “y los aportes complementarios” por “, los aportes complementarios y la subvención por concentración de alumnos prioritarios”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

Enseguida, la Comisión analizó la indicación número 236, de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del artículo séptimo transitorio, el siguiente, nuevo:


“Artículo … .- Los establecimientos educacionales que postulen durante el año 2007 al régimen de subvención escolar preferencial, serán clasificados en la oportunidad que señala el artículo 12 y celebrarán los convenios comenzando a contarse el plazo del artículo 7º a partir del año escolar 2008. Sin perjuicio de lo anterior, durante el año 2007 se transferirán los recursos que a esos establecimientos les correspondiera por efecto de esta ley por el período comprendido entre el mes siguiente a la firma del convenio y el término del año laboral docente 2007.”. 


La Jefa de la División de Educación General del Ministerio de Educación explicó que el sentido de la indicación es que el plazo de los cuatro años del Convenio se cuente desde el inicio del año escolar 2008, independientemente de que la ley se encuentre promulgada con anterioridad y un establecimiento haya ingresado antes al sistema.


El Honorable Senador señor Gazmuri opinó que la indicación no resulta clara, pues la aplicación práctica, por lo que queda del año 2007, va a ser escasa. 


El Honorable Senador señor García añadió que no calzaría con el artículo 12 del proyecto, por cuanto éste dispone la clasificación para el mes de octubre de cada año, cuestión que, es evidente, no será posible para el mes de octubre del año en curso.


Atendido lo expuesto, los representantes del Ejecutivo sugirieron una nueva redacción, en cuyo mérito la Comisión acordó modificar el texto de la indicación formulada por S.E. la señora Presidenta de la República, redactando el artículo transitorio propuesto de la siguiente manera:


“Artículo octavo.- A partir de la publicación de la presente ley, se podrán celebrar convenios de acuerdo a lo señalado en el artículo 7º, los cuales regirán a contar del inicio del año escolar 2008.”. 


En consecuencia, la indicación número 236 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 


Enseguida, la Comisión analizó las indicaciones números 236x y 236xx, de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del artículo octavo transitorio, los siguientes, nuevos:


La indicación número 236x:


“Artículo…- transitorio.- Durante el primer año de vigencia de esta ley el monto de la subvención escolar preferencial se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme el artículo 14 por el número de alumnos prioritarios matriculados en el establecimiento multiplicado por el porcentaje de la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, durante los tres meses precedentes al pago.

Para los efectos de determinar la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, en los meses no comprendidos en el año escolar, se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.

El procedimiento de cálculo de la subvención a que se refieren  los incisos anteriores, será aplicable para el cálculo de los aportes a establecimientos educacionales emergentes que establece esta ley.”.


La Comisión acordó reemplazar, en el inciso primero de la indicación, antes de la expresión “artículo 14”, la palabra ”el” por “al”.


Los representantes del Ejecutivo sugirieron agregar la palabra “también” en el inciso tercero de la indicación propuesta.


La indicación número 236x fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

La indicación número 236xx:

“Artículo...- transitorio.- Durante el año 2008, para determinar el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional a que se refiere el inciso segundo del artículo 15 bis, el Ministerio de Educación considerará la matrícula de los alumnos prioritarios de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial en relación a la matrícula de los alumnos de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial, ambas registradas en el establecimiento el mes inmediatamente anterior a la incorporación del establecimiento al régimen de subvención preferencial, en la forma establecida en el artículo 12.”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO

(Corresponde al artículo noveno transitorio del texto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología)





“Artículo octavo.- El reglamento referido en el artículo 3º deberá ser dictado dentro del plazo de seis meses, contados desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley.”.





La Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó modificar este artículo, de la forma que se indicará en su oportunidad. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

ARTÍCULO NOVENO TRANSITORIO





“Artículo noveno.- La presente ley regirá a contar del primer mes del año escolar 2007.".


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 237 y 237 bis, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y de S.E. la señora Presidenta de la República, respectivamente, para suprimirlo.





Estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

Enseguida, la Comisión analizó las indicaciones números 238 y 239.


La indicación número 238, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Coloma para consultar el siguiente artículo transitorio nuevo:


“Artículo … .- Para los efectos del pago de esta subvención, fíjase la siguiente dualidad:


a) Durante el primer año de vigencia de esta ley se pagará la mitad de la cantidad a la que se refiere  la letra a) del artículo 49 bis C de esta ley.


b) A partir del segundo año de vigencia de la ley, se cancelará lo que falte por cubrir el incremento al que se refiere la letra a) del artículo 49bis C de esta ley.


c) A partir del año 2008, se cancelará la mitad de la cantidad a la que se refiere la letra b) del artículo 49bis C de esta ley.


d) A partir del año 2009, se cancelará lo que falte por cubrir el incremento al que se refiere la letra b) del artículo 49bis C.”.


La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue declarada inadmisible en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 


La indicación número 239, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Coloma para consultar el siguiente artículo transitorio nuevo:


“Artículo ….- Mientras no se dicte la ley sobre calidad de la educación y la de la superintendencia en materia educacional, podrán acceder a la subvención preferencial todos los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, y los nuevos que se instalen de conformidad a dicho cuerpo normativo.”.


La Comisión no se pronunció respecto de esta indicación, que fue declarada inadmisible en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 10 de julio de 2007, señala lo siguiente:

“1.-
El Proyecto de Ley crea una subvención educacional adicional a la regular, denominada Subvención Preferencial, destinada a mejorar la calidad de la educación de los alumnos prioritarios de los establecimientos subvencionados, que cursen entre el primer nivel de transición de educación parvularia y  el 8° nivel de educación general básica, que cumplan con los requisitos que establece el proyecto de ley.





Gradualmente, luego del primer año de entrada en vigencia la ley, se incluirá el   beneficio de dicha subvención por los alumnos desde el 5° al 8° nivel de educación general básica. 

2.-
Los establecimientos educacionales que se incorporen al régimen de la subvención escolar preferencial serán clasificados en tres categorías: autónomos, emergentes y en recuperación, atendiendo a los resultados educativos. 





El total de recursos mensuales por alumno prioritario que recibirán dichos establecimientos será de 1,4 USE por los alumnos de entre primer nivel de transición de educación parvularia y 4° básico; 0,93 USE por los alumnos de 5° y  6° básico; y 0,47 USE por los alumnos de 7° y 8° básico.





Se establecen distintos grados de autonomía en el uso de estos recursos según la categoría del establecimiento.


3.- Se estima que, en régimen, el número de alumnos por los que los sostenedores de los establecimientos subvencionados podrían impetrar el beneficio de la subvención escolar preferencial sería de 754.236. De ellos 420.583 corresponden a niños entre el primer nivel de transición de la educación parvularia  al 4° año de educación general básica, y 333.653 a alumnos de 5° a 8° año de educación general básica. 


5.-  Durante el presente mes de julio, el Ejecutivo presentó una indicación al proyecto de  ley en comento, incorporando un artículo 15 bis, que crea una subvención denominada Subvención por Concentración de Alumnos Prioritarios, que se pagará por todos los alumnos de educación preescolar y básica de un establecimiento educacional, siempre éste se incorpore y se mantenga en el régimen de  educación preferencial.

La percepción de esta nueva subvención será gradual, incorporándose a este beneficio durante el año 2008 los establecimientos por aquellos niños desde el primer nivel de transición parvularia al 4° año de educación básica, y en los años siguientes los cursos de 5° a  8° año de educación básica, de a uno por año.


Se estima que en el primer año de aplicación de esta subvención el mayor gasto fiscal será del orden de $ 25.850 millones y en régimen de $ 36.858 millones.

6.-
Asimismo,  el número 1) del artículo 36 del proyecto de ley en comento, introduce modificaciones al DFL N° 2, de 1998, de Educación, sobre Subvención del Estado a los Establecimientos Educacionales, estableciendo que se amplía en forma permanente el beneficio de la subvención mensual por alumnos atendido a todos los niños del primer nivel de transición parvularia de los establecimientos educacionales regidos por dicho DFL.

7.- Por lo anteriormente expuesto, se puede señalar que el mayor gasto Fiscal, en régimen, por concepto de esta ley, se estima alcanzará una suma del orden de $ 210.329 millones, que se desglosan de la siguiente manera:

· Recursos por alumnos prioritarios desde el primer nivel de transición parvularia al 4° año de educación general básica : $ 100.383 millones.

· Recursos  por   alumnos  prioritarios desde 5° a 8° año de educación general básica: $ 39.846 millones.

· Subvención por Concentración de Alumnos Prioritarios: $ 36.858 millones.

· Extensión de la subvención regular  a los alumnos del primer nivel de transición parvularia: $ 33.242.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe, no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.






      - - -

MODIFICACIONES 



En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 2°

Inciso segundo


Intercalar, en su encabezamiento, entre las expresiones “determinada” y “por”, la palabra “anualmente”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 7x).

Letra c)


Intercalar, entre las expresiones “anteriores” y “tendrán”, la frase “y que no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente,”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 10x).

- - -


Intercalar el siguiente inciso penúltimo, nuevo:


“Las familias de alumnos identificados como prioritarios según los criterios señalados en la letra c) o d) anteriores, deberán contar con la caracterización socioeconómica de su hogar, según el instrumento vigente, en el plazo de un año desde la determinación de su calidad de alumno prioritario. Transcurrido dicho plazo, el alumno cuya familia no cuente con la caracterización señalada perderá su calidad de alumno prioritario a partir del año escolar siguiente.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 14x).

- - -

Inciso final


Reemplazarlo por el siguiente:

“La determinación de la calidad de alumno prioritario, así como la pérdida de la misma, será informada anualmente por el Ministerio de Educación a la familia de dicho alumno y al sostenedor del establecimiento en que éste se encuentre matriculado.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 14xx).

ARTÍCULO 3º


Suprimir su inciso primero. (Unanimidad 4x0. artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 6º

Letra b)

Párrafo segundo


- Agregar, entre la palabra “superior” y la preposición “a”, la frase “a los cupos disponibles, conforme”. (Mayoría de votos 3x1). 


- Reemplazar, después del punto seguido, la frase “En ese caso” por “En consecuencia,”. (Mayoría de votos 3x1). 

ARTÍCULO 9º

Letra a)


Intercalar, al inicio, entre la frase “con evaluación del Ministerio de Educación o” y la voz “Entidades”, las palabras “de Personas o”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Letra b)


Intercalar, entre la frase “de parte del Ministerio de Educación o” y la voz “Entidades”, las palabras “de Personas o”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Letra c)


Intercalar, entre la frase “por parte del Ministerio de Educación o” y la voz “Entidades”, las palabras “de Personas o”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

ARTÌCULO 12

Inciso primero





Reemplazar, en su parte final, la frase “a partir del año escolar siguiente” por “a contar del inicio del año escolar, o del primer día del mes siguiente a la resolución que aprueba el convenio a que se refiere el artículo 7º, si dicha fecha fuese posterior a la primera fecha”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 84x).

ARTÍCULO 15

Intercalar, a continuación del inciso segundo, los siguientes incisos nuevos:

“Durante los tres primeros meses posteriores a la incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el monto de dicha subvención se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo 14 por el número de alumnos prioritarios matriculados en el establecimiento multiplicado por el porcentaje de la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, durante los tres meses precedentes a cada pago. Si éstos correspondiesen a meses no comprendidos en el año escolar o al primer mes del año referido, para efectos de determinar dicha asistencia media se empleará el procedimiento establecido en el inciso segundo del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación. 





No obstante lo señalado en el inciso anterior, la subvención escolar preferencial de los tres primeros meses posteriores a la incorporación del establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial será reliquidada conjuntamente con el pago de la del mes siguiente utilizando para su cálculo definitivo el promedio de las asistencias medias de los alumnos prioritarios registradas en esos tres meses. Las diferencias de subvención escolar preferencial que se produjeren del ajuste señalado serán pagadas o descontadas sin cargo alguno en el mes del año escolar antes aludido.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 102x).

Párrafo 2º





Intercalar, en el título de este Párrafo, entre la frase “con evaluación del Ministerio de Educación o” y la voz “Entidades”, las palabras “de Personas o”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado

ARTÍCULO 17

Inciso tercero



Suprimir, a continuación de las palabras “logros académicos”, la frase “de los alumnos calificados como prioritarios”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 113x).

Párrafo 3º


Intercalar, en el título de este Párrafo, entre la frase “de parte del Ministerio de Educación o” y la voz “Entidades”, las palabras “de Personas o”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 18



Eliminar, en su encabezamiento, las palabras “algunos de”. (2x1. Indicación número 116x).

Número 1


Reemplazar, en el encabezamiento del párrafo segundo de este número, la palabra “podrá” por “deberá”. (2x1. Indicación número 119x).

ARTÍCULO 19

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 19.- Sin perjuicio de la subvención a que se refiere la letra B del artículo 14, los establecimientos clasificados como emergentes tendrán derecho a percibir un aporte de recursos adicional para contribuir al financiamiento del diseño y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refiere el artículo anterior.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 124).

Inciso segundo


Intercalar, en su parte final, entre la frase “servicios de apoyo de una” y la voz “entidad”, las palabras “persona o”. (Unanimidad 4x0. artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso quinto



Sustituir, en su parte final, entre el término “pagándose” y la frase “con efecto retroactivo”, las palabras “éste último” por la expresión “este saldo”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 130).

ARTÍCULO 21

Inciso primero


Colocar en singular la forma verbal “adquirirán”.  (Unanimidad 4x0. Indicación número 144).

Inciso segundo


Sustituir, en su parte final, el término “Ministerio” por “Subsecretario”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 144).

Párrafo 4º


Intercalar, en el título de este Párrafo, entre la frase “por parte del Ministerio de Educación o” y la voz “Entidades”, las palabras “de Personas o”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
ARTÍCULO 22

Inciso primero





Sustituir la frase “los establecimientos educacionales emergentes” por la expresión “tales efectos”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso final


Sustituir la expresión “tres años” por “cuatro años”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 157x).

ARTÍCULO 23

Inciso primero


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 23.- El establecimiento educacional que, habiendo sido clasificado como autónomo o emergente, sea posteriormente clasificado en la categoría en recuperación, dejará de percibir la subvención preferencial a que se refiere el artículo 14, a partir del inicio del año escolar siguiente. No obstante, recibirá el aporte extraordinario a que se refiere el artículo 26, a contar de dicho año.”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Inciso segundo


Reemplazar, al inicio, la expresión “Dicha resolución” por la siguiente frase: “La resolución que clasifique al establecimiento en la categoría en recuperación”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 24

Inciso segundo


Intercalar, entre la frase “y otro por una” y la voz “entidad”, las palabras “persona o”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 25

Número 2

Párrafo primero


Intercalar, en la parte final, entre la frase “y por una” y la voz “entidad”, las palabras “persona o”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado), y agregar, después de la expresión “artículo 29”, la frase “, elegida por el sostenedor”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Párrafo segundo


Intercalar, entre la frase “propuesto por la” y la voz “entidad”, las palabras “persona o”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 3

Letra b)


Suprimir la frase “que tenga la calificación de Autónomo o Emergente”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 26

Inciso tercero


Intercalar, en su parte final, entre la frase “visada por la” y la voz “entidad”, las palabras “persona o”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso cuarto


Suprimir la palabra “complementario”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 27

Inciso tercero





Sustituir la expresión “El Ministerio” por la frase “En el caso de no lograrse los objetivos señalados en el inciso primero de este artículo en el plazo allí indicado, el Ministerio de Educación” y la palabra “Servicio” por “Secretario”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 180x).

- - -





Agregar el siguiente inciso final:





“En caso que se disponga la revocación del reconocimiento oficial del Estado, el Ministerio de Educación deberá adoptar todas las medidas que resulten pertinentes para asegurar la continuidad de la educación de los alumnos del establecimiento educacional cuyo reconocimiento oficial se revoca.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 180xx).

ARTÍCULO 28





Sustituir, en la letra b), después de la expresión “Educativa y”, la frase “los convenios complementarios” por “y otros que sean necesarios”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). 
ARTÍCULO 29

Inciso primero





Reemplazar las expresiones “Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, personas jurídicas” por “Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, las que podrán ser personas naturales y jurídicas”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso segundo


Intercalar, entre la frase “especialidades técnicas de las” y la palabra “entidades”, las palabras “personas o”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso tercero


Intercalar, al inicio, entre las palabras “las” y “entidades” la expresión “personas o”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso cuarto


Intercalar, en su parte final, entre la frase “podrá elegir entre las” y la voz “entidades”, las palabras “personas o”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso quinto


Sustituirlo por el siguiente: “Los sostenedores podrán asociarse entre sí para recibir apoyo técnico de una misma persona o entidad registrada.”.(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso sexto


Intercalar, entre los términos “cada” y “entidad”, las palabras “persona o”. (Unanimidad 5x0. artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso séptimo


- Intercalar, al inicio, entre el artículo “Las” y la expresión “entidades”, las palabras “personas o”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).


- Intercalar, en su parte final, entre las expresiones “Registro Público de” y el término “Entidades”, las palabras “Personas o”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso final


Intercalar, entre las palabras “estas” y “entidades”, la expresión “personas o”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

           ARTÍCULO 30


Sustituir la frase “anualmente a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados un informe” por “regularmente a la Comisión Especial de Presupuestos, informes”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 31


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 31.- Los sostenedores de establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención preferencial deberán mantener a disposición del Ministerio de Educación, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos provenientes del sector público y de los gastos. 


Sin embargo, los sostenedores de establecimientos educacionales estarán obligados a enviar al Ministerio de Educación el estado de resultados antes referido, cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración estén clasificados como emergentes o en recuperación.


Un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, determinará los contenidos que deberá incluir esta información, así como la periodicidad, plazo y forma de entrega. En el caso de los sostenedores municipales, ya sea que administren los servicios educacionales a través de departamentos de administración de educación o de corporaciones municipales, lo señalado precedentemente será sin perjuicio de las obligaciones de mantención y entrega de información establecidas por otras leyes.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 199x). 

ARTÍCULO 33


Introducirle las siguientes enmiendas:


- Sustituir, en el número 2), la coma (“,”) y la letra “y” que le sigue, por un punto y coma (“;”). (Unanimidad 5x0. Indicación número 207x).


- Sustituir, en el número 3), el punto aparte (“.”) por una coma (“,”) seguida de la letra “y”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 207x).


- Agregar el siguiente número 4), nuevo:


“4) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 31.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 207xx).

ARTÍCULO 36

Número 2

Letra b)


Agregar, al final del literal a) contenido en esta letra b), antes del punto final, la frase “o ser profesional de la educación”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 37

Número 2


Suprimir el párrafo segundo de la nueva letra c) propuesta. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO 

Inciso primero





Reemplazar, al inicio, la frase “Los establecimientos que postulen y se incorporen al régimen de subvención preferencial durante los dos primeros años de vigencia de esta ley,” por la siguiente: “Mientras no se establezcan los estándares nacionales, de conformidad a lo dispuesto en la letra a) del artículo 9º, los establecimientos que postulen y se incorporen al régimen de subvención preferencial”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO SEGUNDO 

Inciso primero





Reemplazar, al inicio, la frase ”Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley,” por la siguiente: “Mientras no se establezcan los estándares nacionales, de conformidad a lo dispuesto en la letra c) del artículo 9º,”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). 

ARTÍCULO TERCERO 





Sustituir, al inicio, la palabra “Durante” por la frase “No obstante lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios precedentes, durante”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO QUINTO 

Inciso primero





Suprimir la voz “complementarios”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso final





Suprimir la palabra “complementario”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 233 ter).

ARTÍCULO SEXTO 





Suprimirlo. (Unanimidad 4x0. Indicación número 233x.)

ARTÍCULO SÉPTIMO 





Pasa a ser el artículo sexto transitorio, con las siguientes modificaciones:

Inciso segundo





- Agregar una coma (“,”) después de la palabra Educación, y otra coma (“,”)  después de la expresión ”reglamento”, y sustituir la frase “de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 12” por la siguiente: “en la categoría de Autónomo o Emergente, según corresponda”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 235). 

ARTÍCULO OCTAVO 





Pasa a ser el artículo séptimo, con el siguiente texto:





“Artículo séptimo.- A partir de la publicación de la presente ley, se podrán celebrar convenios de acuerdo a lo señalado en el artículo 7º, los cuales regirán a contar del inicio del año escolar 2008.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 236). 
- - - 

Agregar dos artículos transitorios, nuevos:


“Artículo octavo.- Durante el primer año de vigencia de esta ley el monto de la subvención escolar preferencial se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo 14 por el número de alumnos prioritarios matriculados en el establecimiento multiplicado por el porcentaje de la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, durante los tres meses precedentes al pago.

Para los efectos de determinar la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, en los meses no comprendidos en el año escolar, se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.

El procedimiento de cálculo de la subvención a que se refieren  los incisos anteriores, será también aplicable para el cálculo de los aportes a establecimientos educacionales emergentes que establece esta ley.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 236x).

“Artículo noveno.- Durante el año 2008, para determinar el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional a que se refiere el inciso segundo del artículo 15 bis, el Ministerio de Educación considerará la matrícula de los alumnos prioritarios de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial en relación a la matrícula de los alumnos de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial, ambas registradas en el establecimiento el mes inmediatamente anterior a la incorporación del establecimiento al régimen de subvención preferencial, en la forma establecida en el artículo 12.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 236xx).

ARTÍCULO NOVENO 





Pasa a ser artículo décimo transitorio, con las siguientes modificaciones:





- Sustituir la frase “referido en el artículo 3º” por “correspondiente a la presente ley”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).




- Sustituir la voz “seis” por la palabra “tres”. (Unanimidad 4xo. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO 






En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“LEY DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

TÍTULO I

RÉGIMEN DE LA SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

Párrafo 1°

Subvención Preferencial


Artículo 1º.- Créase una subvención educacional denominada preferencial, destinada al mejoramiento de la calidad de la educación de los establecimientos educacionales subvencionados, que se impetrará por los alumnos prioritarios que estén cursando primer o segundo nivel de transición de la educación parvularia y educación general básica.


Artículo 2°.- Para los efectos de la aplicación de la subvención escolar preferencial se entenderá por prioritarios a los alumnos para quienes la situación socioeconómica de sus hogares dificulte sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo.


La calidad de alumno prioritario será determinada anualmente por el Ministerio de Educación, directamente o a través de los organismos de su dependencia que éste determine, de acuerdo a los siguientes criterios:


a) Los alumnos cuya familia pertenezca al Sistema Chile Solidario tendrán la calidad de prioritarios por el solo ministerio de la ley.

b) Los alumnos de familias no comprendidas en la letra precedente serán considerados prioritarios, para los efectos de esta ley, cuando sean caracterizados dentro del tercio más vulnerable de las familias que cuenten con caracterización socioeconómica de su hogar según el instrumento de caracterización vigente.



c) Los alumnos de familias no comprendidas en las letras anteriores y que no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente,  tendrán la calidad de prioritarios cuando sus padres o apoderados hubieren sido clasificados en el tramo A del Fondo Nacional de Salud.


d) Tratándose de alumnos cuyos hogares no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar, de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente, o que no hayan quedado comprendidos en las letras anteriores, para los efectos de su calificación como prioritarios, se considerará, en orden sucesivo, los ingresos familiares del hogar, la escolaridad de la madre y, en su defecto, la del padre o apoderado con quienes viva el alumno, y la condición de ruralidad de su hogar y el grado de pobreza de la comuna donde resida el referido alumno, en la forma que establezca el reglamento.


Las familias de alumnos identificados como prioritarios según los criterios señalados en la letra c) o d) anteriores, deberán contar con la caracterización socioeconómica de su hogar, según el instrumento vigente, en el plazo de un año desde la determinación de su calidad de alumno prioritario. Transcurrido dicho plazo, el alumno cuya familia no cuente con la caracterización señalada perderá su calidad de alumno prioritario a partir del año escolar siguiente

La determinación de la calidad de alumno prioritario, así como la pérdida de la misma, será informada anualmente por el Ministerio de Educación a la familia de dicho alumno y al sostenedor del establecimiento en que éste se encuentre matriculado.

Artículo 3º.- 
La pérdida de los requisitos establecidos en el artículo 2° hará cesar el derecho a la subvención preferencial que trata esta ley, de acuerdo a la forma que determine el reglamento. 


Artículo 4º.- Tendrán derecho a la subvención escolar preferencial los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, en adelante “Ley de Subvenciones”, que impartan enseñanza regular diurna, cuyo sostenedor haya suscrito el convenio a que se refiere el artículo 7º. Esta subvención se pagará por los alumnos prioritarios matriculados en dichos establecimientos, según lo establecido en los artículos 14 y 15. 


Artículo 5º.- En todo lo no regulado expresamente en esta ley, la subvención escolar preferencial y la subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis de la presente ley se regirán por las normas de los Títulos I y IV de la Ley de Subvenciones. La pérdida de los requisitos para percibir las subvenciones de dicha ley, y la privación o suspensión del pago de la misma, tendrán como efecto la suspensión o privación, según sea el caso, de la subvención preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios  y de los aportes regulados en esta ley.


Artículo 6º.- Para que los sostenedores de establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 4º puedan impetrar el beneficio de la subvención escolar preferencial, deberán cumplir con los siguientes requisitos y obligaciones:


a) Eximir a los alumnos prioritarios de los cobros establecidos en el Título II de la Ley de Subvenciones, referido a financiamiento compartido. Estos alumnos no podrán ser objeto de cobro obligatorio alguno que condicione la postulación, ingreso o permanencia del alumno en ese establecimiento,


b) Aceptar a todos los alumnos que postulen al primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y desde 1º hasta 4º año de la educación general básica, dentro de las capacidades autorizadas que tenga el establecimiento.


En el evento de que haya una cantidad de postulantes superior a los cupos disponibles, conforme a la capacidad autorizada del establecimiento educacional, la incorporación de los alumnos se ceñirá estrictamente a un proceso de selección público y transparente, en el marco del proyecto educativo institucional a que alude la letra c) siguiente, el que en ningún caso podrá considerar la situación económica o social del postulante, su rendimiento escolar pasado o potencial, el estado civil, escolaridad o religión de los padres, origen étnico del postulante, ni otro criterio que permita la discriminación arbitraria de éste. En consecuencia,  las vacantes sólo podrán asignarse por prioridad familiar o, en última instancia, por sorteo.


Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá por prioridad familiar que el alumno postulante tenga hermanos matriculados o sea hijo de un docente o no docente del establecimiento educacional.


c) Informar a los postulantes al establecimiento y a los padres y apoderados sobre el proyecto educativo y su reglamento interno.


Los padres y apoderados de los alumnos postulantes que opten por un establecimiento educacional, deberán aceptar por escrito el proyecto educativo del establecimiento educacional.


d) Retener en el establecimiento a los alumnos prioritarios con bajo rendimiento académico e impulsar una asistencia técnico-pedagógica especial para mejorar su rendimiento escolar, no pudiendo excluir alumnos por razones académicas.


e) Destinar la subvención y los aportes que contempla esta ley a la implementación de las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo, con especial énfasis en los alumnos prioritarios. 


Artículo 7º.- Para incorporarse al régimen de la subvención escolar preferencial, cada sostenedor deberá suscribir con el Ministerio de Educación un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, por el establecimiento educacional correspondiente. Dicho convenio abarcará un período mínimo de cuatro años, que podrá renovarse por períodos iguales.


Mediante este convenio, el sostenedor se obligará a los siguientes compromisos esenciales:


a) Presentar anualmente al Ministerio de Educación y a la comunidad escolar un informe relativo al uso de los recursos percibidos por concepto de subvención escolar preferencial y de los demás aportes contemplados en esta ley. Dicho informe deberá contemplar la rendición de cuentas respecto de todos los recursos recibidos por concepto de esta ley.


b) Acreditar el funcionamiento efectivo del Consejo Escolar, del Consejo de Profesores y del Centro General de Padres y Apoderados, el que no requerirá gozar de personalidad jurídica.



c) Acreditar la existencia de horas docentes destinadas a cumplir la función técnico-pedagógica en el establecimiento y asegurar el cumplimiento efectivo de las horas curriculares no lectivas.


d) Presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con la comunidad del establecimiento educacional, que contemple acciones desde el primer nivel de transición en la educación parvularia hasta octavo básico en las áreas de gestión del currículum, liderazgo escolar, convivencia escolar o gestión de recursos en la escuela, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.


e) Establecer y cumplir las metas de efectividad del rendimiento académico de sus alumnos, y en especial de los prioritarios, concordadas con el Ministerio de Educación, en función de los resultados que se obtengan por aplicación del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, de acuerdo a lo establecido en el decreto a que se refiere el artículo 10.


f) Señalar en el convenio el monto de las subvenciones o recursos que por la vía del financiamiento público reciben los sostenedores para los establecimientos educacionales, debiendo actualizar anualmente esta información.


En el caso de los sostenedores municipales, se deberá señalar, además, en el convenio cual ha sido su aporte promedio en los tres años anteriores a la suscripción del mismo.


g) Informar a los padres y apoderados del alumnado del establecimiento sobre la existencia de este convenio, con especial énfasis en las metas fijadas en materia de rendimiento académico.


h) Cautelar que los docentes de aula presenten al director del establecimiento, dentro de los primeros quince días del año escolar, una planificación educativa anual de los contenidos curriculares.


i) Contar en su malla curricular con actividades artísticas y/o culturales y deportivas que contribuyan a la formación integral de los alumnos.


En el caso de los establecimientos educacionales municipales, el convenio antes referido pasará a formar parte de los compromisos de desempeño a que se refiere el artículo 70 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Los convenios serán siempre públicos.


Artículo 8º.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo que incluya orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación:


1. Acciones en el área de gestión del currículum, tales como fortalecimiento del proyecto educativo; mejoramiento de las prácticas pedagógicas; apoyo a los alumnos con necesidades educativas especiales; mejoramiento de los sistemas de evaluación de los alumnos; modificación del tamaño de cursos o contar con profesores ayudantes; apoyos a alumnos rezagados en sus aprendizajes y desarrollo personal; giras y visitas a lugares funcionales al cumplimiento de los objetivos educativos, entre otras.


2. Acciones en el área de liderazgo escolar, tales como fortalecimiento del Consejo de Profesores; participación en el establecimiento de personalidades de la vida cultural y científica y de profesionales o dirigentes de la sociedad local o nacional; proyección de la escuela en la comunidad; fortalecimiento de la formación valórica y cívica de los alumnos, entre otras.


3. Acciones en el área de convivencia escolar, tales como apoyo psicológico y de asistencia social a los alumnos y a sus familias; mejoramiento de la convivencia y gestión del clima escolar; fortalecimiento del Consejo Escolar; fortalecimiento de las familias y de los apoderados en el vínculo educativo y afectivo con los alumnos y la escuela; apoyos a los aprendizajes de todos los alumnos, entre otras.


4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios, y establecimiento de sistemas de evaluación de los docentes, esto último en el caso de los establecimientos particulares subvencionados; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.


Tratándose de establecimientos educacionales emergentes y en recuperación de conformidad a lo establecido en el artículo 9º, deberán incluir las acciones comprometidas en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes a que hace referencia el artículo 18 y en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en recuperación a que se refiere el artículo 25, respectivamente.


El Ministerio de Educación entregará orientaciones y apoyo para elaborar el Plan de Mejoramiento Educativo y podrá hacer recomendaciones para mejorar dicho Plan. Asimismo, entregará orientaciones para la ejecución de las acciones antes señaladas y realizará su seguimiento y evaluación anualmente, por sí o a través de entidades acreditadas incluidas en el registro del artículo 29.


Artículo 9º.- Los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en alguna de las siguientes categorías:


a) Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


b) Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que no hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


c) Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.


Los establecimientos educacionales que postulen al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en las categorías de las letras a), b) o c) del inciso precedente, en la oportunidad de que trata el artículo 12. No obstante lo anterior, la clasificación de los establecimientos educacionales será revisada, al menos, cada cuatro años por el Ministerio de Educación.


Los establecimientos educacionales nuevos se considerarán para los efectos de esta ley como establecimientos educacionales emergentes, pudiendo variar su calificación luego de haber rendido la primera evaluación periódica a la que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


Artículo 10.- Los estándares nacionales y los criterios específicos para la calificación de los resultados educativos a que se refiere el artículo anterior se establecerán mediante decreto supremo del Ministerio de Educación y deberán ser actualizados a lo menos cada 5 años.


El procedimiento para la determinación y verificación de los resultados educativos, para los efectos de esta ley, será establecido en el reglamento. La calificación de los resultados educativos deberá aplicarse desde el primer año de subvención preferencial y en todos los niveles desde 1º a 8º básico.


Artículo 11.- Con el objeto de permitir la clasificación en las categorías que señala el artículo 9º, de aquellos establecimientos cuya matrícula de 4° y 8º básico, según corresponda, sea insuficiente para efectos de realizar inferencias estadísticas confiables acerca de sus resultados educativos, medidos conforme a lo dispuesto en el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, el Ministerio de Educación adecuará el mecanismo de evaluación antes referido para las características de estos establecimientos.


Adicionalmente, el Ministerio de Educación considerará las características de los establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como de aquellos multigrado o en situación de aislamiento, con el fin de orientar la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo de dichos establecimientos y brindarles apoyo y supervisión pedagógica especial, acorde con sus necesidades, ya sea otorgada por sí o mediante entidades pedagógicas y técnicas de apoyo registradas.


El Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, tratándose de los establecimientos educacionales de los incisos precedentes, podrá incluir la obligación de funcionar en red, en colaboración con otros establecimientos de similares características y cercanía geográfica, conforme con los procedimientos que se establezcan en el reglamento. El Ministerio de Educación deberá proponer a los municipios rurales y a los establecimientos educacionales municipales rurales, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas y con el apoyo del Ministerio.


Artículo 12.- La postulación para ingresar al régimen de subvención escolar preferencial se realizará en el mes de agosto de cada año en la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Educación, para incorporarse a dicho régimen a contar del inicio del año escolar, o del primer día del mes siguiente a la resolución que aprueba el convenio a que se refiere el artículo 7º, si dicha fecha fuese posterior a la primera fecha.


La Secretaría Regional Ministerial de Educación, durante los meses de septiembre y octubre, conforme lo disponga el reglamento, analizará la situación de cada establecimiento educacional que haya postulado y procederá a su clasificación en la categoría que corresponda, de acuerdo al artículo 9º. Cuando esa clasificación hubiere ocurrido previamente, según lo establece el artículo 66 de la Ley de Subvenciones, ésta será considerada como antecedente para los efectos de la postulación.


Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento en cuanto a la clasificación de los establecimientos educacionales dentro del mes de octubre a que se refiere el inciso anterior, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.


Si la Subsecretaría de Educación no se pronuncia en el plazo de 15 días establecido en el inciso anterior, el establecimiento se entenderá calificado por un año como autónomo.


Artículo 13.- La resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que establezca la clasificación indicada en el artículo 9º, será notificada en forma personal o mediante carta certificada al postulante, y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de la notificación, disponiendo éste de igual plazo para pronunciarse de la misma.


Artículo 14.- La subvención escolar preferencial tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno prioritario, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional establecida en la resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación de acuerdo al artículo 9º:

                 Valor Subvención en USE

	
	Desde 1º nivel de transición de la educación parvularia hasta 4º año de la educación general básica
	5º y 6º 

año básico
	7º y 8º año básico

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,4
	0,93
	0,47

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,7
	0,465
	0,235



Artículo 15.- Los sostenedores de establecimientos educacionales clasificados como autónomos o emergentes percibirán mensualmente la subvención escolar preferencial establecida en esta ley. Su monto se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo anterior por la asistencia media promedio de los alumnos prioritarios durante los tres meses precedentes al pago.


En los meses no comprendidos en el año escolar y en el primer mes del año referido, se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 13 de la Ley de Subvenciones, aplicado a los alumnos prioritarios. Asimismo, respecto a la suspensión de clases o actividades escolares por un mes calendario, se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo citado.

Durante los tres primeros meses posteriores a la incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el monto de dicha subvención se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo 14 por el número de alumnos prioritarios matriculados en el establecimiento multiplicado por el porcentaje de la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, durante los tres meses precedentes a cada pago. Si éstos correspondiesen a meses no comprendidos en el año escolar o al primer mes del año referido, para efectos de determinar dicha asistencia media se empleará el procedimiento establecido en el inciso segundo del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación. 



No obstante lo señalado en el inciso anterior, la subvención escolar preferencial de los tres primeros meses posteriores a la incorporación del establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial será reliquidada conjuntamente con el pago de la del mes siguiente utilizando para su cálculo definitivo el promedio de las asistencias medias de los alumnos prioritarios registradas en esos tres meses. Las diferencias de subvención escolar preferencial que se produjeren del ajuste señalado serán pagadas o descontadas sin cargo alguno en el mes del año escolar antes aludido.


El procedimiento de cálculo de la subvención a que se refieren los incisos anteriores, será aplicable para el cálculo de los aportes a establecimientos educacionales emergentes que establece esta ley.


Artículo 15 bis.- Créase una subvención denominada subvención por concentración de alumnos prioritarios.


La subvención por concentración de alumnos prioritarios tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), según los tramos que se fijan de acuerdo al porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento:

	Tramos según porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde 1° nivel de transición de educación parvularia hasta 4° año de educación general básica (USE)
	5° y 6° año básico

(USE)
	7° y 8° año básico

(USE)

	60% o más
	0,252
	0,168
	0,084

	Entre 45% y menos de 60%
	0,224
	0,149
	0,075

	Entre 30% y menos de 45%
	0,168
	0,112
	0,056

	Entre 15% y  menos de 30%
	0,098
	0,065
	0,033



Tendrán derecho a la subvención por concentración de alumnos prioritarios los establecimientos que se incorporen y se mantengan en el régimen de educación preferencial, de conformidad a lo establecido en el artículo 7º de la presente ley.


Los sostenedores de los establecimientos señalados en el inciso anterior podrán impetrar la subvención por concentración de alumnos prioritarios por todos los alumnos que estén cursando el primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y de educación general básica del establecimiento.


El monto mensual de esta subvención, para cada establecimiento educacional, se determinará multiplicando el valor que corresponda según los tramos que se señalan en el inciso segundo del presente artículo por la asistencia media promedio de los alumnos de primer y segundo nivel de transición de parvularia y de educación general básica durante los tres meses precedentes al pago, siéndoles aplicable en los casos que corresponda las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Para determinar el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional a que se refiere el inciso segundo del presente artículo, el Ministerio de Educación considerará el promedio de la matrícula de los alumnos prioritarios de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial en relación al promedio de la matrícula de los alumnos de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial, ambas  registradas en el establecimiento de marzo a diciembre del año inmediatamente anterior.


Artículo 16.- Los establecimientos incorporados a este régimen de subvención recibirán supervisión y apoyo permanentes del Ministerio de Educación para su desempeño en los aspectos pedagógicos, el que verificará el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que especifique su reglamento.


Los resultados de la evaluación del tercer o anteriores años, según corresponda a la categoría en que se encuentre el establecimiento, serán notificados durante el año escolar siguiente a la última medición usada para la evaluación. Esta nueva clasificación se hará efectiva a contar del año escolar inmediatamente siguiente al de la notificación. Durante el año de la reclasificación, el establecimiento mantendrá la anterior categoría.

Párrafo 2°

Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 17.- En los establecimientos autónomos se evaluará el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en especial la de retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas y la de cumplimiento de los logros académicos de todos los alumnos, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4° y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el período a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.


La evaluación de estos establecimientos, según los logros académicos antes referidos, se realizará por el Ministerio de Educación al menos cada 4 años.


Si el resultado de esa evaluación, en lo referido a los logros académicos, indica que han cumplido con las obligaciones del inciso primero, mantendrán la categoría de Autónomos. En caso contrario, dichos establecimientos pasarán a la categoría de Emergentes o de Establecimientos en Recuperación a que se refiere el párrafo 4° de este Título.

Párrafo 3°

Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 18.- El sostenedor del establecimiento educacional clasificado como emergente deberá cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 8º y asumir los compromisos adicionales que a continuación se indican, los que, una vez suscritos, quedarán incorporados al Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa:


1. Elaborar durante el primer año un Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes que profundice el Plan presentado de acuerdo al artículo 8º, el que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Educación, para ser ejecutado en un plazo máximo de 4 años.


Este Plan deberá contener al menos:


a) Un diagnóstico de la situación inicial del establecimiento comprendiendo una evaluación respecto de los recursos humanos, técnicos y materiales con que cuenta el establecimiento.


b) Un conjunto de metas de resultados educativos a ser logrados en el transcurso de la ejecución del Plan. En todo caso, al cumplirse el plazo de ejecución del Plan, el establecimiento educacional deberá lograr los estándares nacionales.


2. Coordinar y articular acciones con las instituciones y redes de servicios sociales competentes para detectar, derivar y tratar problemas psicológicos, sociales y necesidades educativas especiales de los alumnos prioritarios.


3. Establecer actividades docentes complementarias a los procesos de enseñanza y aprendizaje de los alumnos prioritarios, para mejorar su rendimiento escolar.


Artículo 19.- Sin perjuicio de la subvención a que se refiere la letra B del artículo 14, los establecimientos clasificados como emergentes tendrán derecho a percibir un aporte de recursos adicional para contribuir al financiamiento del diseño y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refiere el artículo anterior.

Para la implementación del Plan a que se refiere el inciso anterior, los establecimientos allí señalados podrán utilizar los recursos adicionales para contratar servicios de apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica al respecto, la que en todo caso deberá estar incluida en el registro indicado en el artículo 29.


La suma anual de los recursos que reciban los establecimientos emergentes por la aplicación de la letra B del artículo 14 y el aporte adicional a que se refiere este artículo, será equivalente a lo que le correspondería recibir al mismo establecimiento si éste estuviera en la categoría de Autónomo, por los niveles que se especifican en el inciso siguiente.


Este aporte adicional será de 0,7 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,465 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,235 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.


No obstante lo anterior, durante el primer año de vigencia del convenio se entregará a los sostenedores de los establecimientos educacionales que no cuenten con un plan aprobado por el Ministerio de Educación, un tercio del aporte adicional mensual a que se refiere el inciso anterior, para financiar la obligación establecida en el Nº 1 del artículo 18, recibiendo del Ministerio de Educación los dos tercios restantes una vez que comiencen a ejecutar el Plan de Mejoramiento Educativo, pagándose este saldo con efecto retroactivo calculado desde el mes siguiente al acto de aprobación del convenio a que se refiere el artículo 7º.


A contar del segundo año de vigencia del convenio, el aporte a que se refiere el inciso cuarto se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo aprobado.


De la resolución a que se refiere el inciso anterior podrá apelarse dentro de los quince días hábiles siguientes a su emisión, ante el Subsecretario de Educación, disponiendo éste de igual plazo para pronunciarse sobre la apelación.


El reglamento a que alude el artículo 3° establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas.


Mediante decreto del Ministerio de Educación, que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se fijará anualmente el monto en pesos del aporte adicional y de las proporciones de dicho aporte a que se refieren los incisos cuarto y quinto.


Artículo 20.- El Ministerio de Educación realizará una supervisión pedagógica a los establecimientos emergentes que desarrollan su Plan de Mejoramiento Educativo.


Asimismo, el Ministerio de Educación evaluará anualmente el cumplimiento de los compromisos asumidos en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa por el sostenedor para cada establecimiento educacional emergente, debiendo entregar su informe al sostenedor y Director del respectivo establecimiento, quienes deberán ponerlo en conocimiento de la comunidad escolar.

Artículo 21.- Si las evaluaciones a las que se refiere el artículo anterior indican que un establecimiento educacional emergente ha logrado los estándares nacionales de la categoría de establecimientos autónomos a que se refiere el artículo 10 de la presente ley, adquirirá automáticamente dicha categoría.


Para estos efectos el sostenedor  enviará a la Secretaría Regional Ministerial de Educación los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los logros mencionados, quién los corroborará y dictará una resolución para adecuar su nueva clasificación, dentro de los 15 días siguientes contados desde la recepción de la solicitud del sostenedor. Esta resolución podrá ser apelada dentro del mismo plazo, ante el Subsecretario de Educación.


Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro del plazo al que se refiere el inciso anterior, el establecimiento se entenderá clasificado como establecimiento educacional autónomo a partir del año escolar siguiente. El convenio se renovará automáticamente por un nuevo período de 4 años, con las adecuaciones pertinentes a la nueva  clasificación.

Párrafo 4°

Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas


Artículo 22.- El Ministerio de Educación, mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación, clasificará como Establecimientos Educacionales en Recuperación a aquellos establecimientos incorporados al régimen de la presente ley que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos. Se entenderá por resultados reiteradamente deficientes el no cumplir con los estándares nacionales considerando a lo menos las últimas tres mediciones realizadas de acuerdo a lo señalado en el artículo 10.


También serán clasificados en la categoría de Establecimientos Educacionales en Recuperación los establecimientos emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 18. Igual clasificación recibirán aquellos establecimientos educacionales emergentes que, teniendo un Plan aprobado, no lo apliquen, situación que será verificada por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, en la evaluación a que se refiere el inciso segundo del artículo 20.


La clasificación de un establecimiento en la categoría en Recuperación podrá ser efectuada a partir del segundo semestre del primer año de suscrito el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, salvo que se trate de un establecimiento que deba entrar en esta categoría de conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


El establecimiento que sea clasificado en la categoría en Recuperación mantendrá dicha clasificación y estará sujeto a las obligaciones que esta ley impone a dichos establecimientos por cuatro años contados desde el año escolar siguiente a aquél en que fue clasificado en tal categoría.

Artículo 23.- El establecimiento educacional que, habiendo sido clasificado como autónomo o emergente, sea posteriormente clasificado en la categoría en recuperación, dejará de percibir la subvención preferencial a que se refiere el artículo 14, a partir del inicio del año escolar siguiente. No obstante, recibirá el aporte extraordinario a que se refiere el artículo 26, a contar de dicho año.

La resolución que clasifique al establecimiento en la categoría en recuperación será notificada en forma personal o mediante carta certificada al sostenedor y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de su notificación.


Artículo 24.- Las escuelas que sean clasificadas en Recuperación, en relación con lo establecido en el artículo 22, y que hayan apelado de ello de conformidad al artículo 23, serán evaluadas por un panel de expertos con el objetivo de emitir un informe respecto de dicha clasificación, el cual deberá ser considerado por el Subsecretario de Educación al resolver la apelación. Este panel tomará en cuenta los antecedentes de las escuelas evaluadas y otros relevantes a juicio del panel.


Este panel estará conformado por tres expertos, designados uno por el Ministerio de Educación, otro por el sostenedor del establecimiento y otro por una persona o entidad evaluadora externa de aquellas a que se refiere el artículo 29.


Artículo 25.- Los sostenedores de los establecimientos educacionales en Recuperación deberán cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 8º. Además, tendrán las siguientes obligaciones:


1) Lograr los estándares nacionales correspondientes a la categoría Emergentes en un plazo máximo de cuatro años a partir del año escolar siguiente al de la resolución del artículo anterior, mejorando el rendimiento académico de los alumnos prioritarios.


2) Cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación que establezca un equipo tripartito conformado por un representante del Ministerio de Educación, por el sostenedor, o un representante que éste designe, y por una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 29, elegida por el sostenedor. 


Dicho plan surgirá de un Informe de Evaluación de la Calidad Educativa del establecimiento, propuesto por la persona o entidad externa antes referida.


El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de enseñanza y aprendizaje y sus prácticas, y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 22.

3) Aplicar las medidas de reestructuración contenidas en el Plan.


En caso de proponerse la reestructuración del equipo de docentes directivos, técnico-pedagógicos o de aula, a fin de superar las deficiencias detectadas por el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa en el personal del establecimiento educacional, el sostenedor deberá aplicar alguna o algunas de las siguientes medidas, sin que ninguna de ellas pueda considerarse como menoscabo para los docentes:


a) Redestinación de tareas y/o funciones.


b) Destinación del docente a otro establecimiento del mismo sostenedor.


c) Desarrollo de planes de superación profesional para los docentes, pudiendo recurrirse para ello a la totalidad o parte de la jornada laboral contratada. 


Artículo 26.- Para diseñar y llevar a cabo las actividades señaladas en el artículo anterior, el Ministerio de Educación dispondrá de un aporte económico extraordinario para los sostenedores de los establecimientos educacionales declarados en Recuperación a que se refiere el artículo 22.


La suma anual de este aporte extraordinario será equivalente al monto que le correspondería al establecimiento educacional si se le aplicara la subvención establecida en la letra A del artículo 14, por el promedio de los alumnos prioritarios matriculados en los niveles correspondientes en el primer trimestre del año escolar, considerando el porcentaje de la asistencia media efectiva de los alumnos prioritarios registrada en los meses del año escolar inmediatamente anterior.


Estos recursos deberán ser aplicados a medidas de mejoramiento contenidas en el Plan mencionado en el artículo anterior. La rendición de estos recursos deberá ser visada por la persona o entidad externa.


Este aporte será entregado en cuotas mensuales, iguales y sucesivas; será objeto de un convenio y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique, mediante resolución fundada, que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan aprobado.


En todo caso, un alumno prioritario que se traslade durante el año escolar de un establecimiento en Recuperación a cualquier otro, no dará derecho a impetrar la subvención escolar preferencial ni los aportes de los artículos 19 y 26 al nuevo establecimiento, durante ese año.


El reglamento a que alude el artículo 3º establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas, así como los mecanismos por medio de los cuales los sostenedores podrán conocer la metodología utilizada para estos efectos.


Durante el primer año de incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el aporte a que se refiere el inciso primero será determinado según la fórmula establecida en el inciso segundo, dividido por doce y multiplicado por el número de meses que resten del año, contados desde el mes siguiente a la firma del convenio complementario.


Artículo 27.- Si concluido el plazo de cuatro años establecido en el Nº 1 del artículo 25, el establecimiento educacional en Recuperación alcanza los objetivos de los numerales 1, 2 y 3 de dicho artículo será clasificado automáticamente como Emergente o Autónomo, según corresponda. No obstante, los establecimientos educacionales en recuperación podrán solicitar a contar del segundo semestre del segundo año el cambio a la categoría de emergentes, si sus evaluaciones indican que ha logrado los estándares nacionales correspondientes a dicha categoría, renovándose en ese caso el convenio automáticamente por un nuevo período de cuatro años con las adecuaciones pertinentes a la nueva clasificación. Esta clasificación tendrá efecto a partir del año escolar siguiente.


Por otra parte, si el establecimiento en recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, el Ministerio de Educación informará a todos los miembros de la comunidad escolar la circunstancia de que el establecimiento no ha alcanzado los resultados académicos esperados y ofrecerá a las familias del mismo, la posibilidad de buscar otro centro educativo. Esta comunicación la efectuará el Ministerio de Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.


En el caso de no lograrse los objetivos señalados en el inciso primero de este artículo en el plazo allí indicado, el Ministerio de Educación podrá revocar el reconocimiento oficial. Dicha resolución será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación y notificada al sostenedor por carta certificada.


Procederá recurso de apelación ante el Subsecretario de Educación, en el plazo de quince días hábiles contados desde la notificación de la resolución.


En caso que se disponga la revocación del reconocimiento oficial del Estado, el Ministerio de Educación deberá adoptar todas las medidas que resulten pertinentes para asegurar la continuidad de la educación de los alumnos del establecimiento educacional cuyo reconocimiento oficial se revoca.

Párrafo 5°

Responsabilidades del Ministerio de Educación


Artículo 28.- La administración del régimen de la subvención escolar preferencial estará a cargo del Ministerio de Educación.


En tal virtud, le corresponderá:


a) Clasificar a los establecimientos educacionales en las categorías del artículo 9º e informar de ello a los establecimientos, a los Consejos Escolares, a los padres y apoderados, a la comunidad escolar y al público en general;


b) Suscribir los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa y otros que sean necesarios, y verificar su cumplimiento;


c) Efectuar la supervisión de la ejecución de los Planes de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25, y del cumplimiento del convenio del artículo 7º, informando de ello al sostenedor del establecimiento y a la comunidad escolar que percibe subvención preferencial sobre el grado de avance de dichos planes;


d) Determinar los instrumentos y la oportunidad en que se verificará el cumplimiento de los compromisos contraídos por los establecimientos educacionales que forman parte del régimen de la subvención preferencial;


e) Realizar una supervisión y dar apoyo pedagógico permanente a los establecimientos clasificados como Emergentes o en Recuperación, lo cual podrá efectuarse en forma directa o por medio de organismos externos habilitados para ejercer esta función;


f) Proponer planes y metodologías de mejoramiento educativo a los sostenedores;


g) Establecer la forma y periodicidad en que los sostenedores de establecimientos educacionales deberán informar al Consejo Escolar y a los padres y apoderados sobre la situación de los establecimientos bajo el régimen de subvención escolar preferencial, especialmente respecto de los compromisos adquiridos y el cumplimiento de los mismos;


h) Formar e integrar el equipo tripartito que se señala en el artículo 25;


i) Aplicar las sanciones referidas en el artículo 34, y


j) Realizar todas las demás acciones necesarias para el cumplimiento y fines de esta ley.


Artículo 29.- El Ministerio de Educación elaborará un Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, las que podrán ser personas naturales y jurídicas que estarán habilitadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25; para lo indicado en el artículo 19 y para todas las demás funciones señaladas en el artículo 25.


El registro podrá contemplar categorías según las especialidades técnicas de las personas o entidades, pudiendo éstas optar a todas o sólo a algunas de ellas.

El reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas o entidades para el ingreso y permanencia en el registro o subregistros de especialidades que se creen; el procedimiento de selección de las mismas, los mecanismos y organismos responsables de su evaluación y acreditación; el tiempo de duración en el registro y las causales que originan la salida de éste, a fin de asegurar la calidad técnica y especialidad de dichas entidades. El Ministerio de Educación deberá mantener este registro con información actualizada sobre la asesoría proporcionada a los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención preferencial. 


El establecimiento educacional que requiera la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo, conforme a lo señalado en el inciso primero, podrá elegir entre las personas o entidades pedagógicas y técnicas de apoyo que formen parte del registro a que se refiere el citado inciso. 


Los sostenedores podrán asociarse entre sí para recibir apoyo técnico de una misma persona o entidad registrada.


Los honorarios de cada persona o entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.


Las personas o entidades registradas que presten asesoría a los establecimientos educacionales Emergentes y en Recuperación, y que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento de la presente ley, podrán ser eliminadas del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.


Regirán respecto de estas personas o entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 


Artículo 30.- El Ministerio de Educación entregará regularmente a la Comisión Especial de Presupuestos, informes describiendo las acciones y evaluando los avances en cada uno de los establecimientos educacionales con más de quince por ciento de alumnos prioritarios, y los aportes educativos y de todo tipo que haya efectuado la instancia responsable de dicho Ministerio.

Párrafo 6º

Responsabilidades de la dirección de los establecimientos


Artículo 31.- Los sostenedores de establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención preferencial deberán mantener a disposición del Ministerio de Educación, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos provenientes del sector público y de los gastos. 

Sin embargo, los sostenedores de establecimientos educacionales estarán obligados a enviar al Ministerio de Educación el estado de resultados antes referido, cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración estén clasificados como emergentes o en recuperación.


Un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, determinará los contenidos que deberá incluir esta información, así como la periodicidad, plazo y forma de entrega. En el caso de los sostenedores municipales, ya sea que administren los servicios educacionales a través de departamentos de administración de educación o de corporaciones municipales, lo señalado precedentemente será sin perjuicio de las obligaciones de mantención y entrega de información establecidas por otras leyes.



Artículo 32.- Los miembros del equipo directivo del establecimiento educacional podrán impartir clases en aula en la medida de que con ello no se perjudique el adecuado desarrollo de sus funciones directivas.
Párrafo 7º

De las Infracciones y Sanciones


Artículo 33.- Son infracciones graves a la presente ley, además de las consignadas en la oración final de la letra c) del inciso segundo y en el inciso tercero del artículo 50 de la Ley de Subvenciones, las siguientes:


1) El incumplimiento de los requisitos establecidos en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 6º y de los compromisos esenciales señalados en el artículo 7º;


2) El incumplimiento de los compromisos adicionales establecidos en el artículo 18 para los establecimientos educacionales emergentes;

3) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 25 para los establecimientos educacionales en recuperación, y


4) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 31.

Artículo 34.- Las infracciones a la presente ley serán sancionadas conforme a lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley de Subvenciones y mediante el procedimiento establecido en el artículo 53 de dicha ley.


Las multas y retenciones que se apliquen en virtud de la presente ley lo serán respecto de las subvenciones y aportes de esta ley y de aquéllas de la Ley de Subvenciones.


Artículo 35.- En todo lo no previsto en este párrafo, en materia de infracciones, retenciones, descuentos y sanciones se aplicarán las normas del Título IV de la Ley de Subvenciones.

TÍTULO II

OTRAS NORMAS


Artículo 36.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación:


1) Sustitúyese, en todas sus disposiciones, la mención “Educación Parvularia (segundo nivel de transición)” por “Educación Parvularia (primer y segundo nivel de transición)”.


2) Modifícase el artículo 2º en el siguiente sentido:


a) Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones “ante el Estado” y “la responsabilidad” la expresión “y la comunidad escolar”.


b) Sustitúyese su inciso tercero por los siguientes:


“El sostenedor o su representante legal deberá cumplir con los siguientes requisitos:


a) Contar, a lo menos, con título profesional de al menos 8 semestres o ser profesional de la educación.


b) No estar inhabilitado para ser sostenedor por haber cometido algunas de las infracciones graves señaladas en el artículo 50 de la presente ley.


c) No haber sido condenado por crimen o simple delito.


Tratándose de una persona jurídica, cada uno de sus socios, representantes legales, gerentes, administradores o directores, deberán cumplir con los requisitos señalados en el inciso anterior.


Además, serán solidariamente responsables ante los padres y apoderados de las obligaciones civiles que se deriven por cobros indebidos realizados por el establecimiento educacional a éstos.”.


3) Agrégase a la letra f) del artículo 6º el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero:


“Si el sostenedor es una persona jurídica, ninguno de sus socios, directores o miembros, en su caso, podrá tener obligaciones pendientes derivadas de cobros indebidos a padres o apoderados o deudas laborales o previsionales, originadas por la prestación de servicios educacionales realizados con anterioridad, sea que haya sido sostenedor persona natural, o socio, director o miembro de la persona jurídica que detentaba la calidad de sostenedor de la o las administraciones en que nacieron las obligaciones que se encuentran pendientes.”.


4) Agrégase al inciso cuarto del artículo 12, a continuación de la expresión “artículo 11” la frase “y la subvención educacional preferencial por los alumnos prioritarios en caso de que sea procedente”.


5) Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:


a) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la letra d), la siguiente letra e) nueva:


“e) Incumplimiento de la obligación de informar prevista en los artículos 64 y 65;”;


b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la letra h), la siguiente letra i) nueva:


“i) Permanecer dos años a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificado en la categoría de establecimiento con Necesidad de Medidas Especiales, de conformidad a lo establecido en el artículo 66, sin haber aplicado las medidas propuestas por el Ministerio de Educación para superar dicha categoría.”.


6) Sustitúyese el inciso primero del artículo 52 por el siguiente:


“Las sanciones consistirán en:


a) Multas, las que no podrán ser inferiores a un cinco por ciento ni exceder del cincuenta por ciento de una unidad de subvención educacional por alumno matriculado a la fecha en que se incurre en la infracción.


b) Privación de la subvención, que puede ser total o parcial, definitiva o temporal.


En caso de privación temporal, ésta no podrá exceder de doce meses consecutivos.


c) Revocación del reconocimiento oficial, y


d) Inhabilidad temporal o perpetua del sostenedor para mantener o participar de cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales subvencionados, la que en el caso del sostenedor que sea persona jurídica se entenderá aplicada a sus socios, representantes legales, gerentes, administradores y directores.”.


7) Agrégase en el artículo 52 al final de su inciso tercero lo siguiente:


“El Ministerio de Educación llevará un registro público y actualizado de los sostenedores y de los representantes legales, directores, socios o miembros de sostenedores personas jurídicas que hayan sido inhabilitados por aplicación de esta ley.”.


8) En el artículo 53, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Una vez notificado el sostenedor o su mandatario de la resolución que ordena instruir proceso, el Secretario Regional Ministerial de Educación podrá, como medida precautoria, ordenar, mediante resolución fundada, la retención inmediata, ya sea total o parcial, del pago de la subvención, atendida la naturaleza y cuantía de la presunta infracción.”.


9)  Agréganse los siguientes artículos 64, 65, 66 y 67:


“Artículo 64.- Para los efectos de esta ley, el Ministerio de Educación mantendrá una base de datos que contendrá la información relevante de todos los establecimientos educacionales subvencionados necesaria para que los Consejos Escolares y los padres y apoderados, así como la comunidad escolar, puedan formarse una apreciación respecto al aporte del establecimiento al aprendizaje de sus alumnos.


Esta base será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla.


Los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el Ministerio de Educación necesaria para la mantención de esta base de datos, y en especial aquella información mencionada en el artículo 8º de la ley Nº 19.979.


Un reglamento fijará la forma y modalidad en que deberá llevarse la base de datos, junto con la periodicidad, manera de actualización y la información que ésta deberá contener.


Artículo 65.- A partir de la información contenida en la base de datos establecida en el artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relevante para los fines establecidos en el artículo anterior de cada establecimiento escolar sujeto a esta ley. 


La Ficha Escolar será distribuida a los respectivos establecimientos educacionales, y será obligación de éstos su entrega a los padres y apoderados y también a los postulantes al establecimiento. 


La información a que se refiere el inciso precedente estará siempre a disposición de cualquier interesado. 


El reglamento determinará la periodicidad, modalidad e información que deberá contener la Ficha Escolar.


Artículo 66.- El Ministerio de Educación, de acuerdo a la información contenida en la base de datos a que se refiere el artículo 64, deberá clasificar a todos los establecimientos subvencionados del país, participen o no en el Régimen de Subvención Preferencial, según las diversas características que establezca el reglamento. Dicha clasificación deberá contemplar una categoría de Establecimientos con Necesidad de Medidas Especiales que incluirá a aquellos que hayan obtenido resultados reiteradamente deficientes en el rendimiento de sus alumnos en función de los estándares nacionales que se establezcan para tal efecto en el decreto a que se refiere el artículo 10 de la Ley de Subvención Escolar Preferencial.


Para determinar la clasificación de los establecimientos se deberán considerar los resultados de aprendizaje de sus alumnos, medidos a través de los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para tal efecto. El número de mediciones en las cuales se muestren dichos resultados en ningún caso podrá ser inferior a dos.


Por decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Educación, se determinarán los criterios y el procedimiento de clasificación de los establecimientos educacionales de que trata este artículo.


Asimismo, dicho decreto supremo establecerá los plazos en que los establecimientos educacionales serán sometidos a evaluaciones sucesivas que permitan reclasificarlos en otra categoría, si fuese procedente.


La resolución que clasifique a los establecimientos educacionales será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente.


De dicha resolución podrá apelarse ante el Subsecretario de Educación, en un plazo de 15 días contado desde la notificación de la resolución que determina la categoría en que es clasificado un establecimiento educacional.


Artículo 67.- En el caso de los Establecimientos Educacionales con Necesidades de Medidas Especiales señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Educación podrá proponer, anualmente, medidas para que dichos establecimientos superen esa categoría.


Los establecimientos que impartan a lo menos hasta cuarto año de educación general básica que permanezcan más de dos años en esta categoría a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificados, perderán el derecho a impetrar toda subvención, a menos que asuman las obligaciones y adopten las medidas establecidas en el artículo 22 de la Ley de Subvención Escolar Preferencial, caso en el cual tendrán derecho de recibir los apoyos establecidos en el párrafo 4º de la misma ley.”.


Artículo 37.- Modifícase el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación, en el siguiente sentido:


1) Elimínase, en la letra b), la frase “o incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función”.


2) Introdúcese la siguiente letra c), nueva, pasando la actual a ser d), y así sucesivamente:


“c) Por incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función, tales como la no concurrencia del docente a sus labores en forma reiterada, impuntualidades reiteradas del docente, incumplimiento de sus obligaciones docentes conforme a los planes y programas de estudio que debe impartir, abandono injustificado del aula de clases o delegación de su trabajo profesional en otras personas.”.



Artículo 38.- El mayor gasto fiscal que representen las subvenciones a que se refiere el artículo 14, la subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis, el aporte adicional a que se refiere el artículo 19 y el aporte económico extraordinario del artículo 26, se financiará con cargo a los recursos que contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público. El mayor gasto que represente esta ley para el Ministerio de Educación, por sobre la subvención y aportes anteriormente señalados, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto de dicho Ministerio.

Artículos Transitorios


Artículo primero.- Mientras no se establezcan los estándares nacionales, de conformidad a lo dispuesto en la letra a) del artículo 9º, los establecimientos que postulen y se incorporen al régimen de subvención preferencial, podrán ser clasificados en la categoría de Autónomos en la oportunidad que señala el artículo 12, si cumplen los siguientes requisitos relacionados con los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, esto es:


a) Que su puntaje promedio como establecimiento sea mayor que el puntaje promedio del establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


b) Que el porcentaje de alumnos sobre 250 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


c) Que el porcentaje de alumnos sobre 300 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.


Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento correspondiente.


Además, deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:


a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;


b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;


c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;


d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y


e) Evaluación del cuerpo docente, en el caso del sector municipal.


En el mismo período señalado en el inciso primero, la clasificación a que se refiere el artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.


En el mismo período señalado en el inciso primero, los establecimientos educacionales que se incorporen al régimen de subvención preferencial que no cumplan los requisitos de éste y del siguiente artículo serán clasificados como Emergentes.


Artículo segundo.- Mientras no se establezcan los estándares nacionales, de conformidad a lo dispuesto en la letra c) del artículo 9º, los establecimientos serán clasificados en la categoría en Recuperación si cumplen las siguientes condiciones con relación a los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio Educación:


a) Que su puntaje promedio sea inferior a 220 puntos.


b) Que la proporción de alumnos sobre los 250 puntos del SIMCE sea inferior al 20 por ciento.


Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento.


Además deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:


a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;

b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;


c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;


d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y


e) Evaluación del cuerpo docente.


En tanto no se establezcan los estándares nacionales a que se refiere el artículo 10 de esta ley, la clasificación prevista en su artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.


El mismo procedimiento se aplicará para clasificar a los establecimientos educacionales con Necesidad de Medidas Especiales señalados en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


En todo caso, el decreto supremo a que alude el artículo 10 deberá ser dictado dentro de los veinticuatro meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo tercero.- No obstante lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios precedentes, durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos educativos cuyo sostenedor postule a la subvención escolar preferencial serán clasificados como Autónomos o Emergentes según cumplan o no los requisitos establecidos en el artículo primero transitorio, no siendo aplicable en ese lapso la categoría en Recuperación o la señalada en el inciso primero del artículo 66 de la Ley de Subvenciones.


Artículo cuarto.- En el período comprendido entre la entrada en vigencia de esta ley y la aplicación de los mecanismos establecidos en su artículo 11, los establecimientos educacionales referidos en dicho artículo serán considerados, para efectos de la subvención escolar preferencial y del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, como Emergentes. En tanto no se apliquen dichos mecanismos, no podrán cambiar de categoría.


Artículo quinto.- No obstante lo dispuesto en los artículos 1º y 14 de esta ley, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial y de los aportes establecidos en ella, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.


La subvención por concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el artículo 15 bis, regirá a contar del 1º de enero de 2008, desde el primer nivel de transición de la educación parvularia hasta el 4º año de la educación general básica.


Asimismo, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención a que se refiere el artículo 15 bis, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.


Para los efectos de los incisos anteriores se suscribirá un convenio sobre estos recursos.



Artículo sexto.- Durante el primer año de vigencia de esta ley, los establecimientos educacionales podrán postular para ese año al régimen de subvención escolar preferencial, sin que les sea aplicable el plazo del artículo 12. En ese evento la subvención escolar preferencial, los aportes complementarios y la subvención por concentración de alumnos prioritarios previstos en esta ley se pagarán a partir del primer día del mes siguiente a la resolución que aprueba el convenio a que se refiere el artículo 7º.


La Secretaría Regional Ministerial de Educación, conforme lo disponga el reglamento, clasificará al establecimiento educacional en la categoría de Autónomo o Emergente, según corresponda.


Con todo, si la Secretaría Ministerial de Educación no emite pronunciamiento dentro de los 45 días hábiles siguientes a la presentación de la postulación a que se refiere el inciso primero, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.


Si la Subsecretaría de Educación no se pronuncia en el plazo de 15 días establecidos en el inciso anterior, el establecimiento se entenderá calificado por un año como autónomo.


Artículo séptimo.- A partir de la publicación de la presente ley, se podrán celebrar convenios de acuerdo a lo señalado en el artículo 7º, los cuales regirán a contar del inicio del año escolar 2008.

Artículo octavo.- Durante el primer año de vigencia de esta ley el monto de la subvención escolar preferencial se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo 14 por el número de alumnos prioritarios matriculados en el establecimiento multiplicado por el porcentaje de la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, durante los tres meses precedentes al pago.

Para los efectos de determinar la asistencia media promedio de todos los alumnos del establecimiento, de los niveles incorporados a la subvención preferencial, en los meses no comprendidos en el año escolar, se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.

El procedimiento de cálculo de la subvención a que se refieren  los incisos anteriores, será también aplicable para el cálculo de los aportes a establecimientos educacionales emergentes que establece esta ley.


Artículo noveno.- Durante el año 2008, para determinar el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional a que se refiere el inciso segundo del artículo 15 bis, el Ministerio de Educación considerará la matrícula de los alumnos prioritarios de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial en relación a la matrícula de los alumnos de los niveles incorporados a la percepción de la subvención escolar preferencial, ambas registradas en el establecimiento el mes inmediatamente anterior a la incorporación del establecimiento al régimen de subvención preferencial, en la forma establecida en el artículo 12.


Artículo décimo.- El reglamento correspondiente a la presente ley deberá ser dictado dentro del plazo de tres meses, contados desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley.”.

-.-.-





Acordado en sesiones celebradas los días 8, 16 y 29 de agosto, 10 y 12 de septiembre, 3 y 10 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica, Juan Pablo Letelier Morel, Jovino Novoa Vásquez (Evelyn Matthei Fornet, Víctor Pérez Varela) y Hosain Sabag Castillo. 





Sala de la Comisión, a 12 de octubre de 2007.

(Fdo):ROBERTO BUSTOS LATORRE,
Secretario
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ESPINA, ALLAMAND, GARCÍA, PROKURICA Y ROMERO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE OBLIGACIÓN DE OTORGAR DEFENSA PENAL Y ASESORÍA JURÍDICA A PERSONAS NATURALES QUE HAN SIDO VÍCTIMAS DE DELITOS Y QUE NO PUEDAN PROCURÁRSELAS POR SÍ MISMAS

(5408-07)

Honorable Senado:

1.-
El Código Procesal Penal contiene un conjunto de normas cuyo objeto es regular la intervención del Tribunal (69 y siguientes), del Ministerio Público (77 y siguientes), del Imputado (93 y siguientes) y de la Víctima (108 y siguientes). 

2.-
En la investigación y juzgamiento de los delitos, es posible distinguir a lo menos los intereses de la comunidad del imputado y de la víctima.

3.- 
Las normas constitucionales y legales vigentes que se refieren a la materia tienden a velar por el respeto y la protección de los derechos tanto a la víctima como al imputado. En el caso de la víctima, el Tribunal como el Ministerio Público están obligados a brindarles protección y garantizarles el ejercicio de sus derechos. Así lo señalan, entre otras, las siguientes normas: artículo 83 de la Constitución Política de la República; artículo 6º del Código Procesal Penal; artículo 14 letra a) del Código Orgánico de Tribunales y artículo 1º de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público.

4.- 
El artículo 109 del Código Procesal Penal enumera -en términos no taxativos- los derechos de la víctima en el proceso penal. Como resulta obvio, el pleno ejercicio de esos derechos supone que la víctima cuente con la debida asesoría legal y pueda ser representada por un abogado tanto durante la etapa de la investigación como en el juicio mismo. Incluso, el derecho a presentar querella (artículo 109 letra b) del Código Procesal Penal supone contar con la representación de un abogado.

5.- 
Ni la Constitución Política ni la ley aseguran de manera específica a la víctima el derecho a contar con asesoría legal y representación de un letrado en las distintas etapas del procedimiento. Esta situación contrasta con la del imputado, a quien sí se le garantiza ese derecho tanto por la Constitución Política (artículo 19 Nº 3 incisos 2º y 3º) como por el Código Procesal Penal (artículos 8º y 93 letra b), entre otros.  Este derecho –desde el punto de vista de la obligación del Estado de proporcionar la asesoría y defensa jurídica- se materializa y concreta a través de la Defensoría Penal Pública.


En efecto, el artículo 2° de la Ley N° 19.718 que crea la Defensoría Penal Pública señala lo siguiente: 

“La Defensoría tiene por finalidad proporcionar defensa penal a los imputados o acusados por un crimen, simple delito o falta que sea de competencia de un juzgado de garantía o de un tribunal de juicio oral en lo penal y de las respectivas Cortes, en su caso, y que carezcan de abogado”.

6.- 
Si bien es posible sostener que los incisos 2º y 3º del artículo 19 Nº 3 de la Constitución Política de la República no distinguen entre víctimas e imputados y podría afirmarse que tales derechos también se le aseguran por el Estado a las víctimas de delitos, lo cierto es que las normas de rango legal que se refieren a la materia, han reconocido sólo a los imputados el derecho a que el Estado les garantice asesoramiento y defensa jurídica cuando carecen de los medios para proporcionárselos (Código Procesal Penal y Ley Orgánica de la Defensoría Penal Pública). 

7.- 
Todo lo anterior se traduce en una importante desigualdad en la forma de proteger y asegurar los derechos de la víctima y el imputado en el proceso penal.  No debe olvidarse que el Ministerio Público no representa los derechos de la víctima, pues sólo está obligado a brindarle protección, misma obligación que pesa sobre los Jueces de Garantía y la Policía.

8.- 
Según información emanada del Ministerio Público, durante el año 2006 ingresaron al sistema un total de 937.557 víctimas directas e indirectas de delitos, de las cuales sólo 26.105 fueron derivadas a las Unidades Regionales de Atención de Víctimas y Testigos, esto es, el 2,8% del total.  Esta cantidad ínfima de víctimas sólo recibe atención correspondiente a gastos de traslado, habitación, lucro cesante, atención médica, atención psicológica y protección.  


Lo grave y desigual en relación con los imputados, es que ninguna de las 937.557 víctimas ingresadas el año 2006 tuvo defensoría legal por parte del Estado, mientras que todos aquellos imputados que así lo requirieron, la recibieron a través de la Defensoría Penal Pública. 

9.- 
El presente proyecto de reforma constitucional pretende corregir esta situación de desigualdad ante la Ley entre víctimas e imputados, asegurando también a las primeras la posibilidad de contar con asesoramiento y defensa jurídica en todas las etapas del procedimiento penal. Este derecho debe asegurarlo el Estado respecto de las víctimas personas naturales que carezcan de los medios para poder procurarse por sí mismo la debida asesoría y defensa jurídica.

10.- 
Entendemos que esta obligación del Estado lo es respecto de las víctimas personas naturales, excluyéndose a las personas jurídicas de las que se supone que cuentan en un porcentaje significativo con la posibilidad de contratar los servicios de asesores jurídicos privados, si así lo estiman necesario para el resguardo de sus derechos e intereses.

11.- 
En  el proyecto de reforma constitucional se introduce una modificación al inciso 2º del artículo 83 de la Carta Fundamental, reproduciendo, con las necesarias adecuaciones, el derecho que a los imputados reconoce el artículo 19 Nº 3 inciso 3º de la Constitución Política.

12.- 
Confiamos que esta iniciativa permitirá corregir a la brevedad esta situación de desigualdad y asegurar que tanto la víctima como el imputado puedan actuar en las diversas etapas de procedimiento y ejercer sus derechos en condiciones similares.


En mérito de lo expuesto, venimos en presentar el siguiente Proyecto de Reforma Constitucional:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo Único: En el inciso 2º del artículo 83 de la Constitución Política de la República, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, agréguese la siguiente oración: “La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a las personas naturales víctimas de delitos que no puedan procurársela por sí mismas.”

(Fdo.):Alberto Espian Otero, Senador.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador y Sergio Romero Pizarro, Senador.
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